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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones 

realizadas por la unidad académica de investigaciones 

jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de derecho 
civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder 
judicial del estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de 
septiembre de 2017 a la fecha. 

Contiene dos diferentes formas de localizar la 
información, acorde al autor y por ejes temáticos. 

Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus 
autores y no necesariamente representan el punto de vista del 
poder judicial del estado de Guanajuato, el que se desliga de 
cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 

Las investigaciones se difunden mediante el modelo 
de acceso diamante, garantizando su total acceso sin costo 
alguno para sus lectores, y eximiendo a los autores del pago 
de tarifas por el procesamiento de artículos (APC's) 

Este enfoque subraya el compromiso de la unidad 
académica de investigaciones jurídicas con los principios 
de la ciencia abierta, promoviendo una difusión extensa del 
conocimiento científico. 
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La independencia judicial como derecho 
humano y su conflicto con la obligatoriedad 
irrestricta de la jurisprudencia 


Michael Rolla Negrete Cárdenas 


Introducción 


ecientemente, con motivo de la transición en la 
R sosa: del máximo tribunal del país, su nuevo 

titular, el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, se 
ha pronunciado enfáticamente sobre la necesidad de que el 
Poder Judicial de la Federación preserve su independencia. 
El Ministro presidente, ha explicado que la independencia 
judicial comprende tanto a la institución en su conjunto, 
como a las decisiones de cada juez en lo particular, que deben 
someterse en todo momento a la Constitución, al margen de 
cualquier otro tipo de presiones o interés de naturales política, 
personal o corporativa. La preocupación del titular de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación no es baladí, pues el 
deber de independencia de los jueces tiene como reflejo la 
garantía del derecho humano de toda persona a ser juzgadas 
por un tribunal independiente. 
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En el presente trabajo se plante la existencia de un riesgo 
a la independencia judicial generado al interior de la propia 
institución debido al sistema de obligatoriedad irrestricta de 
la jurisprudencia. 

Oportuno resulta aclarar que aquí no se pretende 
analizar la cuestión sobre la conveniencia o inconveniencia 
de que el sistema jurídico conceda vinculatoriead formal 
a la jurisprudencia, ni si tal sistema es per se, nocivo para 
la independencia judicial. Lo que el presente trabajo 
pretende, es visibilizar un problema concreto del régimen 
de obligatoriedad de la jurisprudencia, especificamente en el 
contexto de un Estado constitucional de derecho, en el que 
los jueces tienen una posición diferenciada en cuanto a su 
obligación de hacer prevalecer la protección más amplia a 
los derechos humanos por encima de cualquier disposición 
normativa que pueda haber en contra. 
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L La independencia judicial: derecho humano y 
obligación constitucional 


s generalmente aceptado, que a partir de las reformas 
constitucionales del 6 y 10 de julio del 2011, en 


México opera un modelo de Estado Constitucional de 
Derecho en el que la tutela de los derechos humanos es la 
piedra angular del sistema jurídico. 

Así, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece en sus párrafos primero, segundo y 
tercero, de su artículo 1?, la inexcusable obligación del Estado 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos que han sido reconocidos tanto en la Constitución, 
como en los tratados internacionales sobre la materia, en los 
que el Estado mexicano sea parte. 

Adicionalmente, el citado artículo 1% constitucional 
predica en su párrafo tercero, que todas las autoridades, 
en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
interpretar las normas relativas a los derechos humanos, 
favoreciendo en todo momento la protección más amplia a 
las personas. 

Si bien, el cumplimiento de las obligaciones arriba 
enunciadas ha sido encomendado, al Estado en su conjunto, 
resulta especial el papel que desempeña el Poder Judicial 
en lo particular, pues, la Constitución le ha conferido a esta 
rama del poder público la garantía de los derechos humanos, 
a través de la potestad para revisar la constitucionalidad de 
los actos de los otros poderes y órganos estatales. 
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En concordancia con lo anterior, todos los jueces del 
Estado están facultados para inaplicar cualquier norma 
jurídica que, en un caso concreto de su conocimiento, 
resulte incompatible con los derechos humanos reconocidos 
constitucional y convencionalmente. Empero, para que 
el Poder Judicial sea capaz de cumplir efectivamente con 
sus funciones, necesita contar con ciertos presupuestos 
institucionales y materiales que garanticen su independencia 
como garante del control constitucional de los actos de 
autoridad. Es por esto, que la independencia de los jueces se 
considera un elemento esencial de todo Estado de derecho, 
toda vez que su vigencia representa una garantía para la 
protección de los derechos de los ciudadanos.' 

Sobre el contenido y alcance de la independencia 
judicial, Aguiló Regla? señala que, ésta consiste básicamente 
en el deber del juez de obediencia exclusiva al Derecho, o 
dicho de otro modo, en el deber que tiene todo juzgador de 
no someterse a ningún tipo de influencia exógena al Derecho. 

En este orden de ideas, Sebastián Linares? distingue 
dos connotaciones de la independencia judicial: la positiva 
y la negativa. En términos positivos, una decisión judicial 
es independiente cuando se encuentra basada únicamente 
en la valoración jurídica de los hechos que se someten al 
conocimiento del juez, de conformidad con las fuentes 


1 Cfr. Guarnieri, C.:y Pederzoli, P.: Jueces y Política. Taurus. Madrid,1999; p. 16. 


2 Cfr. Aguilo, J.: Independencia e Imparcialidad de los Jueces y Argumentación 
Jurídica. En revista Isonomía. No. 6, México. 1997; p. 74. 


3 Cfr. Linares, S.: La independencia judicial: conceptualización y medición. En 
Política y Gobierno, Centro de Investigación y Docencia Económicas vol. 11, núm. 
1, 2004; pp. 82 y ss. 
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del derecho vigentes. En términos negativos, una decisión 
es independiente siempre que se encuentre ausente de 
interferencias indebidas, entendidas estas como aquellas 
provenientes de relaciones de poder metajurídicas, tales 
como; la intimidación, la manipulación ideológica o las 
lealtades políticas. 

Siguiendo con el mismo autor, la independencia judicial 
se pude considerar, tanto en relación al Poder Judicial en 
su conjunto, como en relación a los jueces en lo individual. 
Así, cuando hablamos de la independencia del poder judicial 
frente a los otros poderes del estado, estamos hablando de 
una dimensión “externa” de la independencia judicial. En 
cambio, cuando hablamos de la independencia de los jueces 
en lo individual, esta se entiende no solo en un sentido 
externo, sino también interno, es decir, respecto a los jueces 
en lo individual frente a los propios operadores del Poder 
judicial. 

Para los fines del presente trabajo, el aspecto que 
interesa de la independencia judicial es su dimensión interna, 
sobre la cual Perfecto Andrés Ibáñez* explica que consiste en 
la ausencia de influencias provenientes del interior del propio 
Poder Judicial como grupo burocráticamente estructurado, y 
que se basa en apartar al juez de amenazas relacionadas a sus 
aspiraciones de prestigio profesional y social, y de mejoras 
económicas, que pueden condicionar y limitar su autonomía 
decisional. 


4 Cfr. Ibañez, P. A.: Ética de la Independencia Judicial. En El Buen Jurista: 
Deontología Jurídica, García, C.: (Coord.). Tirant Lo Blanch. Valencia, 2013; pp. 
41 y ss. 
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Independencia judicial 


En este sentido, la independencia judicial, al ser un 
presupuesto indispensable para garantizar que los jueces 
sometan sus resoluciones únicamente al imperio del derecho, 
sin atender a ningún tipo de influencia indebida, implica 
que se erija también como un derecho humano, ya que 
toda persona tiene el derecho a ser juzgada por un tribunal 
independiente, derecho que se encuentra explícitamente 
reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos.* 

Es así que, la independencia judicial, al ser un 
presupuesto fundamental para el funcionamiento del Poder 
judicial, se constituye como una obligación a cargo de todos 
los jueces en particular, que corresponde al derecho humano 
de toda persona de ser juzgada por un tribunal independiente. 


5 Cfr. “Artículo 8.- Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente independiente e 
imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” 
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ll. La jurisprudencia: su naturaleza y su papel en el 
sistema jurídico mexicano 


n el sistema jurídico mexicano, el Poder Judicial 

de la Federación produce un tipo de norma jurídica 

que constituye una fuente formal de derecho: la 
jurisprudencia. 
En efecto, el artículo 94 constitucional faculta a al Poder 
Judicial de la Federación para emitir jurisprudencia, figura 
proveniente del common law, y que, en esencia consiste 
en el respeto que los jueces deben tener por las decisiones 
precedentes tomadas por otros tribunales que resolvieron un 
problema semejante.! 

El precepto constitucional mencionado delega la 
regulación sobre la jurisprudencia a la Ley de Amparo, que 
en su artículo 217 dispone que la jurisprudencia emitida 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación tendrá fuerza 
vinculante sobre todos los órganos jurisdiccionales del país, 
quienes al resolver cada caso que sea de su conocimiento, 
tendrán la obligación de sujetar sus resoluciones a la norma 
jurisprudencial aplicable.” 


6 Summers, R.: El precedente en los Estados Unidos de América (Estado de Nueva 
York). En La Interpretación del Precedente: Un Estudio Comparativo, traducción 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Maccormick, N. y 
Summers, R. (Coords.). México. 2016, p.331. 


7 La ley de amparo regula también la obligatoriedad de la jurisprudencia que 
fijan otros órganos del Poder Judicial de la federación, como los Tribunales 
Colegiados de Circuito, sin embargo el presente trabajo se avoca únicamente a 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por ser la que tiene 
vinculatoriedad para dodos los tribunales del país. 
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La razón de que los jueces subordinen sus resoluciones 
a los criterios de la Suprema Corte se sustenta en la idea que 
las determinaciones de esta constituyen la interpretación 
“correcta” de la ley.* 

Sin embargo, la idea de que la jurisprudencia es la simple 
interpretación de la ley, en el caso de México, dista mucho 
de la realidad, pues, aunque con características peculiares, 
la jurisprudencia tiene la naturaleza de una autentica norma 
jurídica”, que, de hecho, es generalmente tomada en cuenta 
por los operadores jurídicos de forma preferente a la ley, e 
incluso, al texto constitucional.'' 


8 Ver la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Julio de 1994, 
Octava Época, Tomo XIV, Julio de 1994, p. 644. 


9 Respecto a esta afirmación, Rafael Coello ha desarrollado un interesante análisis 
sobre la naturaleza jurídica de la jurisprudencia en el que, después de examinar 
las características teóricas de las normas generales concluye lo siguiente: *(...) 
la jurisprudencia derivada de la Ley de Amparo no tiene los rasgos distintivos de 
una norma jurídica general producto de una potestad normativa, pero tampoco 
la de una norma jurídica individualizada, derivada de encontrar su origen en un 
acto jurisdiccional, por lo que es menester reconocerle una naturaleza propia 
diversa a la de esas normas jurídicas” (Coello, R.: La Aplicación Retroactiva de 
la Jurisprudencia Regulada en la Ley de Amparo, en Judicatus, Revista del Poder 
Judicial del Estado de Nuevo León, año 2, núm. 4, 2014, p. 38.). 


10 Cfr. En relación a lo último, nos adherimos a Vicente Fernández Fernández 
cuando realiza la siguiente descripción del papel de la jurisprudencia en el sistema 
jurídico mexicano: “La jurisprudencia en México ha sido de gran importancia en 
el desarrollo jurídico, porque aun cuando no estamos en un sistema donde lo 
que prima sea el precedente, como en Estados Unidos, a causa de la naturaleza 
misma de la jurisprudencia se ha llegado a veces al extremo (...) Decimos que 
son extremos porque se ha ido desnaturalizando la esencia de la jurisprudencia, 
al pasar de ser el resultado de la interpretación de la ley, no solamente a una 
actividad integradora de ella —que ya de por sí es un exceso—, sino a conformar 
una actividad cuasilegislativa, al modificar las normas, cambiar su sentido, crear 
figuras no reguladas, siempre bajo la justificación de que es en beneficio del 
gobernado y del propio orden jurídico nacional” (Fernández, V.: La justicia de los 
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Por otro lado, tampoco es acertada la consideración 
dogmática sobre la infalibilidad de la jurisprudencia, tal 
como se explicará a continuación. 


precedentes. ¿Invasión a la independencia y autonomía del juzgador? En Revista 
de Derecho (Valdivia), vol. XXIX, núm. 2, Universidad Austral de Chile, Valdivia. 
2016;p. 28.) 
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III. La falibilidad de la jurisprudencia 


omo se ha dicho hasta ahora, en México la 

jurisprudencia es una auténtica norma jurídica, cuyo 

contenido es considerado como la interpretación 
“correcta” de la ley. No obstante, lo cierto es que existe la 
posibilidad de que el propio Poder Judicial de la Federación 
fije criterios de interpretación que lejos de ser “correctos”, 
sean incompatibles con una interpretación más para los 
derechos humanos. 

Una muestra emblemática de lo anterior, se encuentra en 
la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de fecha 23 de noviembre del 2009 por la que se resolvió el 
caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. 

En la sentencia de referencia, la Corte Interamericana 
determinó en los párrafos 339, 340 y 341'', que el Poder 
Judicial del Estado mexicano, a través de su jurisprudencia, 
había realizado una errónea interpretación sobre los alcances 
del fuero militar, en contravención a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Con este antecedente, a partir del 2011, con la 
introducción del control difuso de constitucionalidad y de 
convencionalidad en el sistema jurídico, abrió la posibilidad 
de que los jueces implicaran normas jurisprudenciales, ya 
que, considerando que la jurisprudencia tiene la misma 
naturaleza de una norma jurídica, no había razón para que, 


11 Sentencia Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, 2009, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos; p. 93. 
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en un caso concreto, su aplicación no fuese susceptible 
de someterse, a un escrutinio de constitucionalidad o de 
convencionalidad. 

La conclusión anterior fue compartida por varios jueces 
mexicanos durante los primeros años posteriores a la reforma 
del 2011, tal y como lo describe María Amparo Hernández 
Chong Cuy en un trabajo del año 2014"?, en el que ofrece un 
muestrario de casos en los que, con posterioridad a la adopción 
del control difuso de constitucionalidad y convencionalidad 
en el sistema jurídico, Tribunales Colegiados de Circuito 
comenzaron a inaplicar normas jurisprudenciales emitidas 
por la Suprema Corte, por considerar que la jurisprudencial 
aplicable al caso concreto resultaba incompatible con la 
interpretación mas favorable para la tutela de los derechos 
humanos. '* 

Sin embargo, la misma autora relata cómo, 
posteriormente, ante un caso de inaplicación de una 
jurisprudencia por vía control difuso de convencionalidad”*, 
la Suprema Corte reafirmo el dogma sobre la obligatoriedad 
intangible de la jurisprudencia, la cual plasmó en la 
resolución del amparo directo en revisión 2126/2012, donde 


12 Cfr. Hernández, M. A.: Crónicas de una muerte anunciada. (La obligatoriedad de 
la jurisprudencia en entredicho. En revista del Instituto de la Judicatura Federal, 
Núm. 38. México.2014; pp. 81 y ss. 


13 Se menciona específicamente las siguientes tesis jurisprudenciales: 1a./J. 90/2008 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, enero de 2009 
Página: 347 y J; 9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XVIII, Agosto de 2003; p. 
175. 


14 Se menciona la inaplicación de la tesis jurisprudencial: 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. 
y su Gaceta; Libro IIl, Diciembre de 2011, Tomo 3; p. 2235. 
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el máximo tribunal señalo que los órganos jurisdiccionales 
carecen de facultades para reinterpretar el contenido de una 
jurisprudencia.'* 


Con la resolución anterior, la Suprema Corte manifestó 


claramente su oposición a que un tribunal de menor jerarquía, 
cuestionara la corrección de sus criterios jurisprudenciales, 
como si se tratara de una especie de instancia infalible. 
Sin embargo, esta resolución no dejaba de ser más que 
una sentencia y no un precedente vinculante, por lo que la 
discusión seguía abierta. 


No fue sino hasta a finales del 2014, cuando con motivo 


de la contradicción de tesis 299/2013, la Suprema Corte tomó 
la oportunidad para poner punto final a la controversia en 
torno a la interpretación de las normas jurisprudenciales, al 
resolver lo siguiente: 


“(...) no es posible determinar que la jurisprudencia 
del Máximo Tribunal del país pueda ser objeto de la 
decisión de un órgano de menor grado que tienda a 
inaplicarla, como resultado del ejercicio de control de 


El fragmento preciso de la sentencia señala lo siguiente: “(...) si existe 


jurisprudencia del Máximo Tribunal exactamente aplicable al caso, los órganos 
jurisdiccionales obligados a cumplir con ella carecen de atribuciones para 
reinterpretar su contenido, pues uno de los derechos fundamentales que ante todo 
debe observar el juzgador es precisamente la seguridad jurídica que tutelan los 
artículos 14 y 16 constitucionales, la cual se haría nugatoria si la obligatoriedad 
de la jurisprudencia dependiera de lo que en cada caso determinaran los órganos 
jurisdiccionales que por disposición legal tienen el deber de acatarla .” (Ejecutoria 
de la sentencia de amparo directo en revisión 2126/2012, p. 5, disponible en línea 
en: http: //ius.scjin.gob.mx/sjfsist/Documentos/Ejecutorias/24374.pdf, consultada el 
23 de mayo 2017.) 
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convencionalidad ex officio, porque permitirlo daría 
como resultado que perdiera su carácter de obligatoria, 
ocasionando falta de certeza y seguridad jurídica (...).”** 


Con motivo de esta resolución, el entonces Ministro de 
la Suprema Corte, José Ramón Cossío Díaz y Roberto Lara 
Chagoyan realizaron un trabajo en el que elaboraron una 
crítica a la decisión tomada por la Corte.'” 

Los autores exponen la incongruencia en la decisión 
de la Corte al aceptar que, una norma de fuente legislativa, 
dotada de legitimidad democrática si pueda ser susceptible de 
un control difuso de constitucionalidad y convencionalidad 
por cualquier juez, mientras que se niega la misma 
posibilidad respecto a una norma de fuente jurisprudencial', 
pues a menos que se acepte el carácter infalible de la 
Suprema Corte, no existen razones sostenibles para negar 
que un juez no pueda implicar en un caso concreto, una 
norma jurisprudencial que considere incompatible con 
una interpretación más favorable para la tutela de los 
derechos humanos, siempre que aquel asuma la carga de la 
argumentación para justificar su decisión. 

La postura de los citados autores se resume 
perfectamente con la siguiente afirmación: 


16 Tesis: P./J. 64/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 13, Diciembre de 2014, Tomo |, p. 8. 


17 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con la jurisprudencia que viola derechos 
humanos?. En revista del Centro de Estudio Constitucionales, Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, año |, Núm. 1, julio- diciembre 2015, México; p. 169-191. 


18 De acuerdo con el trabajo de los autores, la Corte reconoce la naturaleza jurídica 
de la jurisprudencia como una norma jurídica. 
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“(...) en los tiempos que corren, resulta ya inaceptable 
una concepción de la jurisprudencia como una norma 
intangible, infalible y que indefectiblemente contiene la 
interpretación final de un derecho humano, ya que esa 
concepción resulta frontalmente contraria a la idea de 
los derechos humanos que hemos adoptado en México 
a través del contenido del artículo 1% de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (...)”.!” 


Como se puede ver, pese al cambio de paradigma 
constitucional en materia de derechos humanos, la Suprema 
Corte no ha disminuido ni un ápice el dogmatismo hacia la 
intangibilidad de la jurisprudencia. 

En el siguiente apartado se explicara, como la postura de 
la Suprema Corte implica una vulneración a la independencia 
judicial en su dimensión interna. 


19 Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 191. 
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IV. Independencia judicial vs. acatamiento irrestricto de 
la jurisprudencia 


odo lo expuesto hasta ahora permite abordar el 

problema central del presente trabajo, el cual radica en 

que, ante el actual paradigma de derechos humanos, el 
régimen de obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia que 
ha impuesto la Suprema Corte a partir de la tesis P./J. 64/2014, 
surgida con motivo de la contradicción de tesis 299/2013, 
es incompatible con las obligaciones constitucionales de 
los jueces, pues, pese a que están conminados a ejercer un 
control difuso de constitucionalidad y de convencionalidad 
en cada caso de su conocimiento, de llegar a presentarse una 
norma jurisprudencial, que en un caso concreto no fuese la 
norma más favorable para la protección de los derechos 
humanos, ésta tendría que ser forzosamente aplicada por el 
juzgador, aun en contra de las razones que este pudiera tener 
en contrario. 

Lo recién dicho implica al menos dos cuestiones que se 
vinculan entre sí: En primer lugar, si la Constitución, como 
norma máxima del sistema jurídico, impone a todos los jueces 
del Estado, el deber de hacer prevalecer en todo momento los 
derechos humanos reconocidos constitucionalmente, sobre 
cualquier norma que le sea incompatible, y al mismo tiempo, 
una norma emitida por un órgano constituido, es decir, 
creado por la constitución y subordinado a la misma, como 
la Suprema Corte, prohíbe a los jueces realizar un escrutinio 
sobre ciertas normas, en este caso las jurisprudenciales, 
el resultado es una antinomia que vulnera lo que en lógica 
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jurídica se conoce como “la facultad de hacer lo que se 
debe”, pues una determinación de Corte, vinculante 
para los jueces, les impide cumplir con sus obligaciones 
constitucionales. 

En segundo lugar, como consecuencia del punto anterior, 
si los jueces se subordinan a la norma jurisprudencial de 
manera irrestricta, estos no estarán juzgando únicamente con 
base en la valoración jurídica de los hechos sometidos a su 
conocimiento en el caso particular (inexistencia del aspecto 
positivo de la independencia judicial, previamente descrito), 
sino que su resolución estará sujeta a un criterio previo y 
externo a ellos, que les ha sido impuesto por un órgano 
superior jerárquico (inexistencia del aspecto negativo de la 
independencia judicial). 

Lo anterior no significa otra cosa que la vulneración 
de la independencia judicial interna de los jueces, que 
como hemos dicho, se basa en la ausencia de influencias 
provenientes del interior del propio poder judicial como 
grupo burocráticamente estructurado, y que consiste en 
apartar al juez de amenazas relacionadas a sus aspiraciones 
de prestigio profesional y social, y de mejoras económicas, 
que pueden condicionar y limitar su autonomía decisional.? 

Se afirma lo anterior con base en las siguientes 
consideraciones: 

Primeramente, el único fundamento normativo 
para prohibir el escrutinio de la constitucionalidad y 
convencionalidad de normas jurisprudenciales, es la misma 


20 García, E.: Introducción a la Lógica Jurídica. Colofón. México. 2012; p. 151. 


21 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., pp. 41 y 42. 
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jurisprudencia, pues en el sistema jurídico mexicano no existe 
una previsión normativa expresa sobre las consecuencias de la 
inobservancia de una jurisprudencia por parte de los órganos 
a los que les es vinculante, por lo que en última instancia, 
la razón por la que se acatan las normas jurisprudenciales, 
emana de la autoridad del órgano del que proviene, lo que 
implica un sometimiento ilegitimo por parte de los jueces, 
que se basa en el temor a las consecuencias adversas a las 
que daría lugar su desacato. 

No se puede pasar por alto que este fenómeno es 
de complicado análisis, pues como bien señala Linares, 
la independencia judicial, como objeto de medición, es 
invisible”, en virtud de que consiste en un proceso mental, y 
difícilmente, un juez en funciones proporcionará información 
sobre las auténticas razonas que subyacen a sus resoluciones. 
Sin embargo, como el mismo autor indica, la presencia 
de ciertos elementos formales e informales en el sistema, 
pueden servir como indicios para determinar la posible 
afectación a la independencia judicial. En este caso, podemos 
observar como elementos formales del sistema, por una lado, 
a las disposiciones constitucionales en materia de derechos 
humanos que obligan a los jueces a ejercer un control difuso 
de constitucionalidad y convencionalidad sobre cualquier 
norma jurídica de su conocimiento, y por otro lado, la 
existencia de jurisprudencias, que prohíbe a los jueces 
realizar un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales. 


22 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 96.. 
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La simple existencia de esta antinomia normativa 
proporciona indicios de ausencia de independencia judicial 
pues visibiliza la posición que tiene la Suprema Corte para 
emitir determinaciones contrarias al texto constitucional, a 
fin de lograr el acatamiento irrestricto por parte de los jueces. 

Respecto a los elementos informales del sistema, 
que se expresan a través de los hechos y de la conducta 
de los operadores del sistema, en este caso, de los órganos 
jurisdiccionales, una muestra de la existencia de estos 
elementos es proporcionada por la jueza Hernández Chong 
Cuy”, previamente citada, quien relata cómo, ante la 
inobservancia de la jurisprudencia por parte de un Tribunal 
Colegiado de Circuito, en la resolución del amparo directo 
en revisión 2126/2012, la Suprema Corte dio vista al Consejo 
de la Judicatura Federal para que éste iniciara acciones 
disciplinarias en contra del tribunal, por considerar su 
conducta un acto de desacato. 

Así, tomando en cuenta los indicios proporcionados 
por los elementos formales e informales señalados, es dable 
inferir, al menos de manera probabilística, que en México 
existe una dependencia por parte de los jueces respecto a la 
estructura burocrática del Poder Judicial de la Federación, la 
cual se explica en razón de que, en un sistema de estructura 
piramidal como el de la judicatura federal mexicana, en 
donde el vértice jerárquico-administrativo lo es también 
jurisdiccional”*, la última instancia encargada de revisar las 
23 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 88. 


24 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, el 
presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el presidente del 
Consejo de la Judicatura Federal. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 30. 
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decisiones de un juez, a su vez, tiene asignado el encargo de 
administrar las expectativas profesionales de promoción de 
los juzgadores.” 

Respecto a este tipo de relación burocrática que 
impera al interior de las estructuras judiciales verticalmente 
organizadas, en donde además opera un sistema de 
jurisprudencia vinculante, Michelle Taruffo ha identificado lo 
siguiente: 


“(...) cuanto más le otorgamos a un Tribunal Supremo, 
al máximo nivel de la pirámide judicial, un poder 
de interpretar en términos generales la ley sin hacer 
referencia a un caso específico, de manera tal que esta 
interpretación cae desde arriba hasta abajo, sobre todos 
los jueces, sobre todo cuando esta es vinculante, yo 
veo aquí que llega un modelo burocrático, autoritario y 
vertical de la administración de la justicia. Autoritario 
porque estamos hablando de un sistema en forma de 
pirámide, en donde el nivel superior puede determinar lo 
que hace el nivel inferior; esto es la base de los sistemas 
autoritarios (...).”2 


25 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, 
el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el presidente 
del Consejo de la Judicatura Federal. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 


30. 


al 


26 Taruffo, M.: El precedente judicial en los sistemas de civil law. En revista lus et 
Veritas, no. 45, 2012, p. 94, disponible en línea en: http://revistas.pucp.edu.pe/ 
index.php/iusetveritas/article/view/11991, consultado el 31 de mayo de 2017. 
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Reflexionando las palabras de Taruffo, y aplicándolas, 
mutatis mutandis, al caso mexicano, podemos observar 
que con ellas se describe el estado de cosas actual, pues la 
Suprema Corte, en su calidad de máximo tribunal del país, ha 
formulado normas jurídicas que inciden en la independencia 
judicial interna de los jueces, lo cual tae aparejado una 
afectación al derecho humano a ser juzgado por un juez 
independiente. 
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Conclusiones 


a Independencia judicial constituye, tanto una 

obligación para los órganos jurisdiccionales, como un 

derecho humano para los justiciables. 
El sistema de obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia, 
establecido por la suprema corte de justicia de la nación, en 
el que se imposibilita a los órganos jurisdiccionales realizar 
un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales, vulnera 
la independencia judicial de los jueces en su dimensión 
interna y del derecho humanos a ser juzgado por un tribunal 
independiente, pues, pese a que constitucionalmente se 
encuentran obligados para llevar a cabo tal ejercicio respecto 
de cualquier norma infra constitucional, a fin de procurar la 
interpretación más favorable para los derechos humanos del 
justiciable, se ven inhibidos de hacerlo debido a las posibles 
consecuencias adversas para sus aspiraciones profesionales 
que se podrían generar por la actualización de un acto de 
desacato. 
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Artículo 45. Las autoridades de los gobiernos federal y de 
las entidades federativas deberán establecer mecanismos 
de cooperación destinados al intercambio de formación 
y adiestramiento continuo de agentes del ministerio 


público, policías y peritos especializados en los delitos 
previstos en esta Ley de las Instituciones de Seguridad 
Pública, cuyos resultados cuenten con la certificación del 
Centro Nacional de Certificación y Acreditación. 


Intercambio de información 
Comentarios 


Mtro. Jesús García Márquez 


gobiernos estatales están obligadas a implementar 
mecanismos de cooperación que faciliten el 
intercambio y la mejora continua en la formación y 
adiestramiento de los agentes del ministerio público, policías 
y peritos especializados en los delitos contemplados por esta 
Ley. Este esfuerzo conjunto tiene como objetivo garantizar 
que el personal encargado de prevenir, investigar y sancionar 
el secuestro esté constantemente actualizado y preparado. 
Para cumplir con esta obligación, se deben crear 
programas de formación y adiestramiento que no solo se 
enfoquen en proporcionar conocimientos teóricos, sino 
también en desarrollar habilidades prácticas y técnicas 
avanzadas. Es fundamental que estos programas incluyan 
capacitación continua para asegurar que los agentes del 


| as autoridades tanto del gobierno federal como de los 
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ministerio público, policías y peritos puedan adaptarse a las 
nuevas metodologías y herramientas disponibles en la lucha 
contra el secuestro. 

Además, los resultados obtenidos de estos programas de 
formación y adiestramiento deben ser evaluados y certificados 
por el Centro Nacional de Certificación y Acreditación. 
Esta certificación garantiza que los estándares de calidad y 
eficiencia se cumplan, asegurando que el personal capacitado 
esté debidamente cualificado para enfrentar los desafíos 
asociados con los delitos de secuestro. 

La cooperación entre los distintos niveles de gobierno es 
esencial para maximizar los recursos disponibles y asegurar 
una respuesta coordinada y efectiva frente a este grave delito. 
De esta manera, se refuerza la capacidad institucional y se 
promueve una actuación uniforme y eficiente en todo el 
territorio nacional. 


I.- Mecanismos de cooperación 


Las autoridades de los gobiernos federal y de las 
entidades federativas deben establecer mecanismos de 
cooperación destinados al intercambio de formación y 
adiestramiento continuo de agentes del ministerio público, 
policías y peritos especializados en los delitos previstos en 
esta Ley de las Instituciones de Seguridad Pública. 

Dicha obligación surge de la necesidad de enfrentar 
el delito de secuestro de manera coordinada y eficiente, 
dada su complejidad y la intervención requerida de 
múltiples entidades y niveles de gobierno. La cooperación 
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interinstitucional es esencial para maximizar los recursos y 
capacidades disponibles, asegurando una respuesta uniforme 
y coherente al secuestro en todo el territorio nacional. 

La finalidad de estos mecanismos es el intercambio 
de formación y adiestramiento continuo, garantizando 
que los agentes del ministerio público, policías y peritos 
estén constantemente actualizados con las mejores 
prácticas y conocimientos. La formación de los agentes del 
ministerio público debe incluir técnicas de investigación, 
procedimientos legales y estrategias de persecución. Los 
policías deben estar capacitados en tácticas de intervención, 
negociación y rescate de víctimas, mientras que los peritos 
deben recibir adiestramiento en técnicas forenses y científicas 
avanzadas. 

Los programas de formación y adiestramiento continuo 
no solo deben abarcar aspectos teóricos sino también 
desarrollar habilidades prácticas y técnicas avanzadas, 
adaptándose a las nuevas tendencias y desafíos en la lucha 
contra el secuestro. La cooperación entre los diferentes 
niveles de gobierno asegura que los recursos se utilicen de 
manera más eficiente y que las mejores prácticas se compartan 
e implementen en todas las jurisdicciones, elevando el nivel 
general de competencia y capacidad en la lucha contra este 
grave delito. 
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TI.- Certificación de resultados 


La certificación de resultados por parte del centro 
nacional de certificación y acreditación (CNCA) es 
esencial para asegurar que los programas de formación y 
adiestramiento continuo, destinados a agentes del ministerio 
público, policías y peritos especializados, se desarrollen y 
apliquen con altos estándares de calidad y eficacia. El CNCA, 
como entidad encargada de validar estos procesos, garantiza 
que la capacitación cumpla con los criterios nacionales 
establecidos. 

La meta de esta certificación es asegurar que los 
participantes de estos programas posean las competencias 
necesarias y actualizadas para abordar eficazmente los delitos 
de secuestro. La certificación actúa como un aval de calidad, 
confirmando que los conocimientos y habilidades adquiridos 
son adecuados y pertinentes. 

La forma de certificación implica una evaluación 
rigurosa de los resultados de los programas de formación 
y adiestramiento, basada en estándares predefinidos que 
abarcan la calidad del contenido educativo, la metodología 
de enseñanza, la eficacia de las técnicas aplicadas y el 
rendimiento de los participantes. El CNCA revisa y valida 
estos aspectos para asegurar que cumplan con los niveles de 
excelencia requeridos. 

La certificación de resultados es fundamental para 
garantizar la calidad de los programas, proporcionar 
credibilidad y confianza en las capacidades de los agentes, 
estandarizar la formación a nivel nacional y facilitar la 
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actualización continua de técnicas y conocimientos en 
la lucha contra el secuestro. De esta manera, se asegura 
que los agentes del ministerio público, policías y peritos 
especializados estén adecuadamente preparados para 
enfrentar estos delitos, ofreciendo una respuesta coordinada y 
eficiente en todo el país. 
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Artículo 22. La Federación, las entidades federativas, 
los municipios y los órganos políticos administrativos 
de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, estarán obligados a remitir al Centro Nacional 
de Prevención del Delito y Participación Ciudadana, 


conforme a los acuerdos que se generen en el marco del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, su programa 
de prevención de delitos a que se refiere esta Ley. 
Además, deberán mantener actualizado un registro con 
información en materia de secuestros en su demarcación. 


Obligación de compartir información 
Comentarios 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


I.- La obligación de compartir 


gubernamentales, de todos los niveles, a comunicar 
sus estrategias de política criminal al centro nacional 
de prevención del delito y participación ciudadana. 

Se pretende fomentar la creación de una red de 
conocimientos y tácticas a lo largo y ancho del país, 
homogeneizando las metodologías y políticas de prevención 
delictiva. 

Como exige que cada entidad gubernamental mantenga 
registros actualizados y detallados de los secuestros ocurridos 
dentro de sus respectivos territorios. 


| a normativa antisecuestro ordena a todas las entidades 
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En fin, la médula de esta disposición es el imperativo de 
compartir los programas de prevención a fin de erradicar los 
secuestros, pero lo habitual de este delito evidencia falencias 
por el fracaso de las políticas criminales, se hayan compartido 
O NO. 
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M.- Los supuestos en caso de incumplimiento a compartir 
información 


a norma que dispone compartir las políticas criminales 
antisecuestro, es imperfecta ya que en la misma ley no 
establece sanción en caso de incumplimiento. 

Empero no significa que no pueda haber consecuencias 
pues se trata de una omisión al cumplimiento de un deber 
legal. 

Los funcionarios públicos tienen la obligación de 
proceder con diligencia y profesionalismo, por lo que 
no compartir información puede actualizar una falta 
administrativa que resulte en sanciones como suspensión, 
destitución del cargo, inhabilitación para ejercer funciones 
públicas y multas. 
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TIL.- Las medidas antisecuestro especificas 


l espíritu de este artículo es que se comparta las buenas 

prácticas que atacan al secuestro, y se comparta 

información o no, lo importante es que existan y se 
ejecuten. 


Pautas para la elaboración de un manual 
de política criminal antisecuestro 
Objetivos 


El propósito de este manual es diseñar una política 
criminal integral y dinámica, enfocada a la prevención del 
secuestro. 

Consecuentemente, debe haber una incorporación 
continua de las mejores estrategias y tecnologías de 
vanguardia para dar una respuesta proactiva y eficiente. 


Estrategias de prevención y protección 
1.- Uso de aplicaciones de rastreo. 


A.- Aplicaciones de sistemas de localización que tienen 
algunos teléfonos u otros dispositivos portátiles. 

B.- Plataforma centralizada de monitoreo de personas 
secuestrables. 


2.- Portación de dispositivos de alarma personal. 
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A.- Asignación de dispositivos de alarma personal 
conectados directamente a la policía y personas 
previamente seleccionadas por el secuestrable. 

B.- Programa integral de capacitación sobre el manejo 
adecuado y los momentos oportunos para la utilización 
de estos dispositivos de alarma. 


3.- Vigilancia vecinal. 


A.- Organización de reuniones vecinales para llegar 
acuerdos de vigilancia comunitaria. 

B.- Creación de un canal de comunicación directo con la 
policía. 

C.- Distribución de materiales informativos sobre las 
señales de alerta de actividades sospechosas. 


4.- Colocación de timbres de activación de emergencia. 


A.- Selección de ubicaciones estratégicas para la 
colocación de los timbres de activación de emergencia. 
B.- Mantenimiento continuo y programado de los 
timbres de emergencia. 

C.- Educación comunitaria para el uso adecuado de los 
timbres. 
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5.- Creación de un equipo policiaco de reacción inmediata. 
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A.- Selección y capacitación de oficiales calificados 
en técnicas de rescate, negociación y manejo eficaz en 
situaciones de crisis. 

B.- Identificación constante y programada de 
equipamiento de última generación. 

C.- Implementación en protocolos de actuación 
inmediata en caso de detectar una privación de libertad. 


6.- Desarrollo de protocolos de seguridad para empleados 
en empresas. 


A.- Elaboración de planes de emergencia y realización 
de simulacros. 

B.- Implementación de políticas de transporte seguro 
para los empleados, incluyendo escoltas en rutas de 
riesgo. 

C.- Capacitación en técnicas de autoprotección y gestión 
de situaciones de riesgo. 


7.- Vigilancia y monitoreo de vías públicas con cámaras 
de seguridad y drones. 


A.- Identificación de puntos estratégicos para ubicar las 
cámaras de vigilancia. 

B.- Definición de rutas de vuelo precisas para los drones. 
C.- Establecimiento de un centro de monitoreo 
centralizado para la revisión y análisis en tiempo real de 
las Imágenes capturadas por las cámaras y drones. 


8.- Presencia visible de agentes policiacos. 
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A.- Despliegue estratégico de agentes policiacos. 
B.- Rotación regular de los agentes. 
C.- Fortalecimiento del vínculo comunidad-policía. 


9.- Implementación y evaluación. 


A.- Establecimiento de un sistema de evaluación 
periódica. 
B.- Colaboración de expertos. 


Este esquema representa solo el punto de partida hacia 
la consolidación de un sistema de política criminal que 
constantemente evolucione con la mayor eficiencia posible.' 


1 “(...) En el saber penal —como en cualquier otro saber—, no hay verdades 
absolutas ni soluciones mágicas o definitivas; la reflexión académica, producto 
de la investigación, el estudio y la experiencia, nutre y enriquece ese saber, 
para ir encontrando explicaciones a las siempre cambiantes realidades, nuevas 
respuestas a las siempre reformulables preguntas, nuevos cuestionamientos ante 
las así presentadas y asumidas políticas de la criminalidad, e interpretaciones y 
reinterpretaciones constantes alrededor del delito, sus causas y a las razones y 
presupuestos de su reacción (...)."Ortiz Ortiz, Serafín y Zamora Grant: Políticas 
públicas de la criminalidad. Un análisis crítico de la realidad mexicana. Tirant lo 
Blanch, México. 2022; p. 18. 
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Artículo 90. En los interdictos conocerá siempre la 


autoridad jurisdiccional de la ubicación del bien. 


Interdictos 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


l artículo 90 del Código nacional de procedimientos 

civiles y familiares establece que, en los casos de 

interdictos,' la competencia para conocer del asunto 
recae siempre en la autoridad jurisdiccional de la ubicación 
del bien en disputa. 

El propósito principal de este artículo es garantizar que 
los litigios relacionados con la posesión o propiedad de bienes 
inmuebles sean resueltos por la autoridad más cercana y, por 
lo tanto, más familiarizada con el lugar donde se encuentra el 
bien. Esto tiene varias implicaciones importantes: 

1.- Eficiencia en la resolución de disputas: La autoridad 
jurisdiccional local es probablemente más accesible para 
las partes involucradas, y puede manejar el caso con mayor 
rapidez y eficiencia, dada su proximidad al bien en cuestión. 


1 Este término tiene una polisemia jurídica, en el sentido de que se refiere a 
la anulación de la capacidad de un individuo —cosa anulada por la legislación 
comentada-, y, según de Pina, es una acción real enfocada al cuestionamiento de 
la posesión. 

Vid. de Pina, Rafael y de Pina Vara, Rafael: Interdictos, en Diccionario de derecho. 
Porrúa. 34? ed. México. 2005. ISBN: 970-07-5981-4. p. 327. 
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2.- Conocimiento del Contexto Local: La autoridad 
competente en el lugar de ubicación del bien está mejor 
posicionada para comprender el contexto y las circunstancias 
específicas relacionadas con el bien inmueble. 

3.- Facilidad de Inspección: En muchos casos de 
interdictos, puede ser necesario realizar una inspección 
judicial del bien para resolver el conflicto. La competencia 
de la autoridad local facilita la logística y ejecución de estas 
Inspecciones. 

4.- Accesibilidad para las Partes: Al requerir que los 
asuntos sean vistos por la autoridad jurisdiccional local, se 
reduce la carga para las partes, que no tendrán que desplazarse 
lejos de su localidad para participar en los procedimientos 
judiciales. 

Se advierte pues, que se busca proporcionar un 
marco legal claro y efectivo para la resolución de disputas 
relacionadas con bienes inmuebles, asegurando que estos 
casos sean manejados de manera eficiente y justa por la 
autoridad jurisdiccional más familiarizada y cercana al bien 
objeto del conflicto. 
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Apuntamientos sobre el interés superior del 
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Consecuencias del incumplimiento 
de la responsabilidad parental. 
Propuesta de modificación de los artículos 497 y 
500 del código civil del Estado de Guanajuato. 


Magistrado Eloy Zavala Arredondo 


Introducción 


a importancia de la institución jurídica de la patria 
potestad obliga a una contante revisión pese a ser 


longeva, su concepto y alcances han evolucionado y 
siguen haciéndolo. 

Lo antes escrito ahora es insuficiente y una ley no 
actualizada limita, encorseta y deja de cumplir con su 
propósito original de velar por los derechos de quienes 
merecen máxima protección. 

Por eso se legitima una exposición que defina los 
alcances de lo que debe ser la responsabilidad parental, antes 
llamada patria potestad, a fin de considerar el interés superior 
del menor, de forma que no amarre las manos a los jueces y, 
¿porque no? para que el congreso local considere la reforma. 
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I. Concepto 


atria viene del latín patrius, patria, patrium, que 

refieren al padre, y potestas que significa potestad; 

desde ese enfoque la patria potestad, se configuró en 
atención al poder o facultad, conferida al padre, respecto de 
su descendencia. 

Para el maestro Andrés Linares? la patria potestad 
es una institución de derecho familiar, cuyo objeto es la 
protección de la persona, así como el cuidado de los bienes, 
de los menores sujetos a ella, a cargo de sus progenitores y 
ascendientes de segundo grado, por cada línea, en común o 
de uno de ellos, otorgándoles la ley una serie de facultades y 
deberes, así como derechos oponibles a terceros. 

Institución que ha sido definida también por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación como “(...) el conjunto 
de derechos, facultades y obligaciones que, con base 
principalmente en la relación paterno-filial, la ley atribuye, 
entre otros, a los progenitores sobre la persona y bienes de 
los menores de edad no emancipados, a fin de que puedan 
cumplir satisfactoriamente los deberes de educación, 
asistencia y protección integral, en sus aspecto físico, moral y 
social, que tiene para con ellos (...).”” 


1 Lozano Ramírez R.: Derecho Civil. Derecho Familiar. Tomo |. Pac, México. 2008; 
p. 261. 


2 Linares Carranza A.: Curso de Instituciones Familiares. Apuntes de clase. Maestría 
en Justicia Familiar. ESIG. Junio 2019. 


3 Suprema Corte de Justicia de la Nación.: Temas Selectos de Derecho Familiar. 
Tomo 2. Patria Potestad. México. 2014; p. 13. 
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Tenemos entonces que una de las instituciones 
protectoras del derecho familiar establecida en beneficio 
de los menores de edad, es la patria potestad; figura que 
implica el ejercicio de una verdadera función parental, 
en cumplimiento de obligaciones de los ascendientes con 
respecto a sus descendientes menores de edad, que implican 
un acompañamiento en la vida evolutiva del niño. 

Los deberes son tanto de índole patrimonial o 
económico, como no patrimoniales; los primeros consisten 
en satisfacer las necesidades de vestido, alimentación, 
educación, habitación, asistencia médica, y recreación que 
implican en cuanto al patrimonio del menor de edad, poder 
para administrar sus bienes; mientras que los segundos se 
refieren a la persona de los hijos, a través de una función 
protectora, y formativa, relativa a la crianza y la educación, 
que incluso otorga al progenitor la facultad correctiva de 
su conducta, siempre que no se atente contra la integridad 
psíquica y física del niño, o niña; es decir su dignidad como 
persona. 
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II. Breve referencia histórica 


l derecho como manifestación social, está por demás 

ligado a un proceso de evolución histórica; por ello las 

instituciones jurídicas no son inmutables, por lo que la 
Patria Potestad no puede ser la excepción, por ello como parte 
de las instituciones familiares, la patria potestad se organizará 
según la estructura adoptada, para el sistema familiar. 

En términos generales señalan Bachofen y Morgan' 
la existencia del matriarcado y la promiscuidad, con 
anterioridad al patriarcado; para concluir que al describir la 
institución en el derecho romano, que la patria potestad tal 
como aparece en la actualidad, solo puede ser sólidamente 
organizada sobre la base de la familia monogámica, ya sea 
patriarcal o matriarcal, dado que es fundamental para su 
subsistencia la presencia de un jefe único y supremo en torno 
al cual se agrupe la familia. 

Estas aportaciones nos informan de la evolución 
conjunta que ha tenido la idea de familia y la patria potestad 
en nuestro devenir histórico. En Roma las personas se 
dividían en Alieni Juris (sometidos a la autoridad de otro), y 
Sui Juris (libres de toda autoridad); y esa concepción de la 
persona y su capacidad jurídica, caracterizó la institución de 
la patria potestad, como autoridad paternal casi ilimitada, y 
en función de los intereses de los ascendientes y no del sujeto 
a ella. 


4 Enciclopedia Jurídica OMEBA versión digital. Tomo XXI. 2014; p.792 
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Esa autoridad era absoluta en las costumbres primitivas, 
pero se fue dulcificando muy lentamente. Durante los 
primeros siglos el jefe de familia tiene sobre los hijos 
derechos de vida y muerte. Hacia el fin de siglo II de 
nuestra era, la facultad se redujo a un derecho de corrección, 
pudiendo el padre castigar las faltas leves, y las graves 
debían ser denunciadas ante el Magistrado, único encargado 
de aplicar la pena de muerte.* 

No obstante al ser la familia un concepto multívoco y 
dinámico, se ha avanzado para establecer que la idea de 
familia no debe reducirse al vínculo matrimonial, por lo que 
debe abarcar otros lazos familiares de hecho donde las partes 
tengan vida en común; porque la imposición de un concepto 
único de familia, implicaría una posible injerencia arbitraria 
a la vida privada, en función al derecho humano del libre 
desarrollo de la personalidad. 

Por ello en la actualidad se prefiere hablar de 
-responsabilidad parental-, en lugar o en sustitución de 
-patria potestad-, porque esta tradición románica se enmarca 
en la idea del poder en el hombre como el único proveedor 
económico de la familia; lo que implica asignar roles 
estereotipados a las personas, en razón de género; surgiendo 
el problema de desigualdad al asignar consecuencias jurídicas 
discriminatorias. 

Por otra parte esta institución, se ha montado en una 
de las formas de estructura familiar tradicional, como lo 
es el matrimonio, lo cual implica que ante la disolución 
del vínculo matrimonial, se aplicaran, sanciones según la 


5 Enciclopedia Jurídica OMEBA..., p. 795. 
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culpabilidad en el divorcio; situación que poco a poco se 
ha ido desmembrando; ya por reforma legal incipiente, o 
bien a través de precedentes judiciales, que forman doctrina 
jurisprudencial en el sentido de que el divorcio vincular 
está basado en el desarrollo de la personalidad, por lo 
que las causales (candados) para mantener unidas a dos 
personas cónyuges, no tiende a una protección de la familia; 
considerando a ese sistema como independiente de las 
instituciones de patria potestad, custodia, y alimentos, que 
funcionan de manera independiente. 
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KI. Configuración actual de la institución 


l emitir la Jurisprudencia 42/2015 de esta 10* Época, 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación bajo el rubro: “Patria potestad. su 
configuración como una institución establecida en beneficio 
de los hijos”* señaló la importancia de la evolución que 
ha tenido la institución de la patria potestad en los últimos 
años; hizo hincapié en que el sentido de esta institución, no 
se configura como un derecho del progenitor, sino como 
una función que se le encomienda a los padres, en beneficio 
de los hijos, y que está dirigida a la protección, educación, 
y formación integral de estos, cuyo interés es siempre 
prevalente en la relación paterno-filial, acentuándose la 
vigilancia de los poderes públicos en su ejercicio, en 
consideración prioritaria del interés superior del menor. Por 
tanto, se destacó que los órganos jurisdiccionales, deben 
abandonar la concepción de patria potestad como poder 
omnímodo del progenitor sobre los hijos, pues la función que 
se les encomienda a los padres, debe estar dirigida, en todo 
momento a la protección, educación y formación integral de 
estos últimos. 


6 Jurisprudencia por reiteración 1a./J. 42/2015 (10a.), emitida por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, libro 19, junio de 2015, tomo l, materia civil, décima 
época; p. 563. 
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La citada resolución ordenó que los órganos 
jurisdiccionales en el estudio jurídico de las relaciones 
paterno-filiales, debe partir de dos ideas fundamentales, como 
son la protección del hijo menor, y su plena subjetividad 
jurídica. 

En efecto, el paradigma primordial es considerar a los 
niños, niñas y adolescentes, como sujetos plenos de derechos, 
lo cual es un cambio fundamental en la percepción de la 
infancia, pasando de un estado irregular que consideraba 
al menor como objeto de compasión-represión, a la idea de 
la infancia-adolescencia como sujetos plenos de derechos, 
con autonomía progresiva, y en reconocimiento pleno se 
su personalidad. Con lo anterior se deja atrás la dicotomía 
de capacidad-incapacidad, que el ordenamiento jurídico 
mexicano prevé; es decir, no tratar al sujeto como mero objeto 
de tutela, ni como adulto, es decir, no debe cosificarse a la 
infancia, transformando sus derechos en simples necesidades. 
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TV. Deberes y facultades 


l conjunto de facultades que se otorgan a los 
ascendientes, para que estén en aptitud de cumplir 


satisfactoriamente los deberes de educación, asistencia 
y protección integral, en sus aspectos físico, moral y social, 
que tiene para con sus descendientes, constituye el núcleo 
duro de la institución protectora de la patria potestad. 
Siguiendo a la suprema corte de justicia”, dentro de 
las facultades y deberes inherentes a la patria potestad, se 
encuentran los siguientes: 


1. Guarda y custodia 


Implica la protección y vigilancia, del menor, pero 
también la posesión material de los hijos, es decir, un cuidado 
directo; por lo tanto, pueden converger o no esos derechos 
(patria potestad y custodia), en una sola persona. Por regla 
general el ejercicio de la patria potestad, trae aparejada 
la guarda y custodia del menor, puesto que para cumplir 
cabalmente con los deberes, como velar por la seguridad e 
integridad del hijo, el cuidado y vigilancia, es necesario que 
tenga la incorporación de la persona, mediante la convivencia 
regular y directa; sin embargo puede ejercerse la patria 
potestad sin detentar la custodia; a lo cual en lo personal 
yo agregaría que el juez debe decidir las modalidades del 
ejercicio de la patria potestad desvinculadas de la custodia 
del menor, en caso de que su interés superior así lo requiera, 
y en su caso estar a los acuerdos que lleguen los progenitores, 


7 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Temas selectos de..., pp.64 a 68. 
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en términos de los artículos 164, 436,469 y 470 todos del 
código civil del estado de Guanajuato. En efecto, para tomar 
decisiones respecto de la custodia, y en general respecto de la 
convivencia entre los hijos y los progenitores, debe utilizarse 
el estándar de riesgo, según el cual debe tomarse la decisión 
que genera la menor probabilidad de que los niños sufran 
daños, es decir no se necesita que se actualice el daño, sino 
que basta que se “aumente el riesgo” de que sus derechos se 
vean afectados. 


2. Visita y convivencia 


Su finalidad es lograr la protección, estabilidad personal 
y emocional del menor de edad; y son el fundamento para 
su sano desarrollo de la personalidad; constituyen un derecho 
encaminado principalmente en beneficio del infante, aunque 
indirectamente favorezca al ascendiente; por eso se les 
designa como derecho-deber, porque primordialmente es 
para el menor, y genera un deber hacia los progenitores; lo 
cual no desconoce el derecho que tienen estos de convivir 
con sus hijos. Solo se puede limitar o suspender si resulta 
dañino para el menor de edad, la convivencia, a través de 
resolución judicial que tome en cuenta la opinión del niño de 
acuerdo a su edad y madurez (ver artículo 61-A y 796 del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado); por ello se ha 
considerado que ese derecho deriva de la filiación y no de la 
patria potestad. 
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3. Educación 


Los padres tienen el derecho de escoger el tipo de 
educación de sus hijos, (artículo 26 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos) y ello tiene que ver 
con el deber de formarlos integramente (ver artículo 31 
fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos). 


4. Crianza y corrección 


Facultad de  instruirlos, dirigirlos y  orientarlos, 
establecerles normas de conducta adecuadas y limites, y pero 
a la vez afecto y protección. En ese sentido los progenitores 
deberán observar una conducta que les sirva de buen 
ejemplo, (ver artículo 414 bis del Código Civil de la Ciudad 
de México) incluso otorga al progenitor la facultad correctiva 
de la conducta del menor, siempre que no se atente contra la 
integridad psíquica y física del niño, o niña; es decir, bajo el 
límite de la razón y mesura, y proscribiendo toda forma de 
violencia. 


5. Suministro alimentario 


Se dice que el deber alimentario de los padres biológicos 
o adoptivos, deriva del parentesco, y no de la patria potestad; 
sin embargo en la Tesis de Jurisprudencia 42/2016 aprobada 
por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en agosto de 2016, sentó el criterio consistente en 
que la obligación alimentaria que tienen los progenitores, 
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en relación con sus hijos, surge como consecuencia de la 
patria potestad, esto es, como resultado de un mandato 
Constitucional expreso que les vincula a procurar el mayor 
nivel de protección, educación y formación integral, a través 
de una obligación compartida y sin distinción de género. 
Además, si bien surge y desarrolla en el marco de la patria 
potestad, no termina cuando los hijos llegan a la mayoría 
de edad, sino que se mantiene mientras estos finalizan 
sus estudios; es decir, la obligación alimentaria surge y se 
mantiene por la relación paterno filial; y está integrada a la 
patria potestad, cuya fuente es la maternidad o paternidad; 
por ello subsiste aun cuando esta se acabe, por la mayoría de 
edad del hijo. 


6. Representación legal 


Los menores tienen restricción a la capacidad; pero 
se parte de la idea actual de que necesitan una protección 
reforzada; pero además de que ejercen sus derechos de 
manera progresiva; por ello, en mi opinión personal, no es 
exacta la afirmación de que los menores están imposibilitados 
para participar personalmente, en la vida jurídica; por el 
contrario se les debe reconocer medidas para que ellos 
puedan ejercer en forma efectiva sus derechos; pues si bien 
en ocasiones directamente, no pueden ejercerlos, se les debe 
otorgar el acompañamiento y mecanismo adecuados, para 
tomar en cuenta su opinión en todos los asuntos que les 
incumban, de acuerdo a su edad y madurez (artículo 12 de la 
Convección de los derechos del niño). 
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7. Administración de los bienes del menor, y la obligación 
de responder de los daños y perjuicios. 


Corresponde a los que ejercen la patria potestad la 
administración legal de bienes propiedad de los menores, 
constituidos por los que adquiere éste, por cualquier título 
que no sea su trabajo; pues los que adquiere de esta última 
fuente, pertenecen en propiedad y administración al menor 
(ver artículos 482 y 483 Código Civil). Así también los 
progenitores al tener la obligación de vigilar y educar a sus 
hijos, en caso de que ocasionen daños o perjuicios a terceros, 
son estos quienes generalmente son responsables de los que 
sus hijos produzcan (ver artículos 1409 y 1410 Código Civil). 

Todos estos deberes y facultades, deben actualizarse, 
siempre respetando el derecho a participar del menor de edad; 
derecho convencionalmente consignado en el artículo 12 de 
la Convención de los Derechos del Niño; que tiene relación 
con el principio de igualdad, y con el interés superior; su 
objeto y naturaleza ha sido apreciado en la doctrina de nuestra 
Suprema Corte de Justicia (A.D.R 2479/2012), al decir que 
no se trata de un privilegio, sino de una protección adicional, 
para garantizar su participación, sin las desventajas inherentes 
a su especial condición; y que tiene dos finalidades: 

A. Logra el efectivo ejercicio de sus derechos. 

B. Permite que el juzgador se allegue de elementos 
necesarios para formar convicción, respecto de 
determinado asunto. 


8. Limitación, pérdida y suspensión 
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Cuando, quien ejerce la patria potestad, incumple con 
sus deberes; es evidente que no se cumplirán los objetivos 
funcionales de la institución, que son en términos generales, 
procurar el bienestar y desarrollo integral de los infantes. Por 
ello el sistema jurídico nacional, impone consecuencias a este 
incumplimiento. En ese sentido la patria potestad solo puede 
perderse, suspenderse o limitarse y recuperarse por orden 
judicial.* 

La pérdida, suspensión y limitación del ejercicio de la 
patria potestad es una medida de protección para el menor, 
ya que su finalidad es protegerlo de la conducta de los padres 
(o ascendientes que la ejerzan en sustitución) que afectan y 
merman su estabilidad; son medidas que deben ser graduadas 
en observancia a su gravedad, pues la expresión máxima 
de perdida, constituye una medida excepcional en la que se 
debe comprobar de forma plena que ha ocurrido un efectivo 
y voluntario incumplimiento por parte de los padres, como 
conducta de suficiente gravedad, contraria a los deberes 
impuestos a quienes la ejercen, con pleno desprecio a las 
obligaciones parentales que les atañen. 

Así la decisión de cualquier cuestión familiar suscitada 
con motivo de las relaciones de patria potestad debe valorar 
el beneficio del menor como interés prevalente; pues como lo 
ordena la convención de los derechos del niño en su artículo 
3; debe prevalecer el interés superior del menor; el cual se 


8 Novena Época Registro digital 177232. Primera Sal. SJF Tomo XXIl Septiembre 
2005; p. 299. 
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traduce en que el desarrollo de este, y el ejercicio de sus 
derechos, deben ser considerados como criterios rectores en 
la elaboración de normas y su aplicación.” 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia lo ha 
determinado en la jurisprudencia 50/2016 bajo el siguiente 
rubro “privación de la patria potestad. su función como 
medida protectora del interés superior del menor.”*% 

Entonces, a efecto de que se cumpla con el objeto 
de la patria potestad, cuando el Estado, a través de las 
autoridades competentes, tenga conocimiento que alguno de 
los progenitores no cumpla con los deberes y obligaciones 
que implica el ejercicio de la patria potestad, deberá decretar 
su pérdida o suspensión, atendiendo a la mayor gravedad 
de la conducta; esto, al ser precisamente la “suspensión” la 
“pérdida” o “limitación” de la patria potestad, las medidas 
que prevé la legislación sustantiva civil de nuestro Estado, 
a fin de salvaguardar la integridad física, emocional y 
psicológica de los menores, por conductas realizadas por 
quienes legalmente ejercen la patria potestad sobre ellos. 

Así el legislador, con la finalidad de proteger y evitar 
que se ponga en riesgo la integridad, tanto física como 
psicológica, y emocional del menor, en perjuicio de su 
desarrollo integral, establece causas de suspensión y perdida 


9 Décima Época. Registro digital: 2002814. Instancia: Primera Sala. Tesis aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVII, Tomo 1, 
febrero de 2013, materia constitucional, tesis la. LXIV/2013 (10a.); p. 823. 


10 Jurisprudencia por reiteración 1a./J. 50/2016 (10a.) emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 35, octubre de 2016, Tomo |, materia constitucional, 
décima época; p. 398. 
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de la patria potestad, (no así respecto a los casos de establecer 
limitaciones a su ejercicio); en el supuesto de que se actualice 
alguna de dichas causas, la medida puede ser decretada, con 
carácter excepcional; que de su graduación de gravedad, se 
determine la pérdida o la suspensión de su ejercicio. 

En todo caso no resulta conveniente que el legislador 
establezca a priori la imposición de la medida de perdida de la 
patria potestad o bien su suspensión, sin dejar al juzgador, la 
posibilidad de graduar o de imponer una medida alternativa, 
valorando la pertinencia de aplicar o no la de perdida de 
patria potestad, según las particularidades del caso.'' 


Conclusión 


11 Novena Epoca. P./J.61/2008. SJF. Tomo XXII Junio 2008; p. 7. No. registro digital 
169449. 
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potestad, nos lleva a concluir que los artículos 497 

y 500 del código civil del estado de Guanajuato, 
aún con las reformas de junio de 2018, necesitan una 
adecuación al actual derecho de familia, porque los preceptos 
aludidos establecen medidas, en ciertas circunstancias 
desproporcionadas, al no dar cabida a que el juzgador haga 
una ponderación en favor del interés superior del menor, 
conforme a las circunstancias del caso, y decida finalmente 
aplicar la medida, en su beneficio, permitiendo la graduación 
de la gravedad del incumplimiento, y dándole la facultad 
expresa de establecer modalidades de limitación del ejercicio 
de la patria potestad. 

Lo anterior no obstante que la fracción tercera segundo 
párrafo del artículo primeramente citado, se estableció que 
la pérdida de la patria potestad se dará cuando la medida 
resulte necesaria, idónea y razonable, para la protección de 
los derechos de los menores, conforme a su interés superior, 
y particularidades del caso; ello de ninguna manera, la 
hace acorde a lo pretendido; porque si bien, da facultad de 
verificar si la medida es idónea y eficaz, lo cierto es que no da 
la opción de gradualidad, en todas las causales, y en su caso, 
la posibilidad de aplicar otra medida, como la suspensión, o 
establecer limitaciones al ejercicio de la patria potestad en 
forma específica, en la resolución que se decrete. 

Además, el citado artículo del código civil es contrario a 
la doctrina jurisprudencial y convencional, porque señala que 
se actualizará la pérdida de patria potestad por delito grave y 
mantiene un sistema de cónyuge culpable para referirse a la 


| a nueva dogmática de la institución de la patria 
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obligación del juez de resolver ante el divorcio la situación 
de los hijos; así como regulando el abandono del menor e 
incumplimiento de obligación alimentaria en razón de plazos 
arbitrarios, sin dejar la facultad interpretativa e integradora, 
comnatural al juzgador; de la que se ha venido hablando. 

En el mismo sentido, el artículo 500 de nuestro 
ordenamiento sustantivo civil, debe replantearse, porque al 
regular la suspensión de patria potestad; el legislador a priori 
declara la suspensión de la institución familiar materia de 
este trabajo; sin que dé al juzgador la facultad de analizar el 
estándar de riesgo, según el cual debe tomarse la decisión que 
genera la menor probabilidad de que los niños sufran daño; 
esto ocurre con la alienación parental, la declaración judicial 
de incapacidad; el uso de alcohol, o de sustancias enervantes, 
que produzcan efectos psicotrópicos o puedan causar un 
daño al menor; y la de impedir en forma injustificada las 
convivencias. 
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Reflexiones en torno a convivencias de los 
menores con su progenitor no custodio 
en tiempo de pandemia COVID-19 


Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


Introducción 


| as tesis que emiten los Tribunales Federales y 


Jurisprudencias no siempre son de gran utilidad como 

criterio orientador para resolver los conflictos que se 
presentan día a día en el quehacer de los juzgadores, en este 
caso se analizarán dos Resoluciones emitidas por Tribunales 
Colegiados contradictorias que, con motivo de la pandemia, 
ocasionada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), se han 
emitido en relación al derecho de convivencias de los niños 
con su padre no custodio. Una que establece: “En tiempos de 
pandemia debe privilegiarse el derecho a la salud y la vida 
del menor de edad frente al derecho de convivencias con 
su padre o madre, por lo que en este caso deben decretarse 
medidas para suspender las convivencias presenciales y 
que estas se realicen en video llamadas video conferencias, 
llamadas telefónicas, whatsapp, webex,”; y, la otra, estimó 
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injustificado que: “en el contexto de la pandemia, la 
convivencia se tuviere que llevar a cabo únicamente mediante 
el uso de tecnologías de la información, en forma alternativa 
a la convivencia presencial (física)”, que ello “vulnera el 
derecho fundamental del menor a las visitas y convivencias y 
es contrario a su interés superior.” 

Estos criterios contradictorios se alejan de su finalidad, 
esto es ser útiles en la toma de decisiones frente a la realidad 
social actual como es el caso de la pandemia generada por el 
virus SARS-CoV2 (COVID-19), que a nivel mundial se está 
viviendo, por ello es por lo que abordaré el análisis de ambas 
y, finalmente, propondré algunas soluciones que puedan 
servir para resolver los conflictos que día a día se presentan 
en las convivencias de los infantes con sus padres. 

Debo establecer que se presentó denuncia de 
contradicción de tesis bajo el expediente 267/2020, misma 
que ha quedado resuelta por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y que se publicó en la gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, el 21 de mayo del 
presente año, misma que es obligatoria a partir del día 24 del 
mismo mes y año, jurisprudencia que considero no es útil 
para dar solución a la problemática real que se presenta en 
los Tribunales familiares. 
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I. Problemática generada en las convivencias de los niños 
con sus progenitores, por motivo de la pandemia del virus 
SARS-CoV2 (COVID-19) 


epidemia de enfermedad por el virus citado, como 

una enfermedad grave de atención prioritaria y, que 
en términos del artículo 134 fracción XIV de la Ley General 
de Salud, la Secretaría de Salud establecería las medidas 
necesarias para la prevención y control de la epidemia del 
virus de referencia, por lo que se emitió el Acuerdo Cinco, 
por el que se establecieron las medidas preventivas que se 
deberán implementar para la mitigación y control de los 
riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus 
en mención. 

Decretando entre otras medidas: La Jornada nacional de 
Sana Distancia, que tiene como objetivo: el distanciamiento 
social para la mitigación de la transmisión poblacional, 
disminuyendo así el número de contagios de persona a 
persona y, por ende, el de grupos vulnerables, permitiendo 
además que la carga de enfermedad esperada no se concentre 
en unidades de tiempo reducidas, con el subsecuente 
beneficio de garantizar el acceso a la atención médica 
hospitalaria para los casos graves. Las medidas preventivas 
que los sectores públicos, privado y social deberán poner en 
práctica son las siguientes: a) evitar la asistencia a centros de 
trabajo, espacios públicos y otros lugares concurridos, a los 
adultos mayores de 65 años o más y grupos de personas con 
riesgo a desarrollar enfermedad grave y/o morir a causa de 


| as autoridades sanitarias del país reconocieron la 
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ella, quienes, en todo momento, en su caso, y a manera de 
permiso con goce de sueldo, gozarán de su salario y demás 
prestaciones establecidas en la normatividad vigente indicada 
en el inciso c) del presente artículo.' 

Estas medidas sanitarias influyeron en el derecho de 
los niños de convivir con sus padres. Ahora bien, desde 
la perspectiva actual de la pandemia, vale la pena hacer 
las siguientes preguntas en torno a las convivencias de los 
menores de edad con su progenitor no custodio: 

¿Las madres y padres deben permitir la convivencia 
de sus hijos con el progenitor que no vive con ellos a pesar 
del COVID-19? ¿Están exponiendo a sus hijos contagiarse 
cuando salen de casa para convivir con el otro padre o 
madre? ¿Las madres y padres deben hacer caso omiso a la 
recomendación que hace el gobierno de quedarse en casa? 
Estas son algunas de las interrogantes que en muchos hogares 
se están haciendo los padres y madres mexicanos y que hoy 
son motivo de disputas y desacuerdos familiares.? 

Estas interrogantes provocaron que los Jueces tanto 
locales como federales tuvieran que emitir diversos criterios 
al respecto, en los que destacaron aquellas en las que se 
determinó que: por las medidas sanitarias decretadas por el 
sector salud, debían estas suspenderse dado que estaba en 
juego la salud y la vida; otros decidieron que los infantes 
corrían el mismo riesgo al estar con uno u otro progenitor, 


1 Publicado en el Diario oficial de la federación el 24 de marzo de 2020. 


2 Cfr. Guzmán Bellinghausen, C.A.: Convivencia de niños con sus padres separados 
en tiempos del covid-19. En El Finaciero. https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/ 
colaborador-invitado/convivencia-de-ninos-con-sus-padres-separados-en-tiempos- 
del-covid-19/ Consultado el 18 de mayo de 2021. 
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dado que en ambas familias los integrantes salían a trabajar; 
y, Otros, que mientras duraba la pandemia, la convivencia 
fuera en llamada telefónica, en conferencia, video llamada, 
whatsapp, webex, zoom, o cualquier otra. No obstante, 
las medidas sanitarias de quedarse en casa, no todas las 
personas pudieron hacerlo, sea por que trabajaban en lugares 
esenciales, porque sus fuentes de empleo no acataron las 
medidas de trabajar con poco personal o algunos trabajan por 
su cuenta y era indispensable salir a buscar el sustento. 

En muchas ocasiones la preocupación por la salud de los 
integrantes de la familia es un temor real y natural, en algunos 
otros es una excusa para evitar la convivencia y continuar 
con las disputas familiares utilizando a los hijos como un 
vehículo de control sobre la expareja sin que la salud o el 
bienestar de los hijos sea una preocupación real. 

Debemos dejar claro que como lo señala la Convención 
de los Derechos del Niño “todos los niños y adolescentes que 
estén separados de uno o de ambos padres tienen derecho a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos 
padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés 
superior del niño”. Esto ha sido confirmado por las leyes 
mexicanas en los distintos Códigos Civiles y Familiares del 
país.? 

Por lo anterior el Primer Tribunal Colegiado en materia 
civil y de trabajo del Décimo Séptimo Circuito emitió la tesis 
2022082, publicada el 4 cuatro de septiembre del 2020, en 
la cual hace una ponderación de derechos, estableciendo 
que: tratándose del régimen de visitas y convivencias del 


3 Cfr. Guzmán Bellinghausen, C.A.: Convivencia de niños... 
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infante con uno de sus padres durante la situación pandémica 
en cuestión, debe estimarse que el solo hecho de sustraer 
al infante de su domicilio, trasladarlo e incorporarlo a un 
nuevo ambiente, implica realizar un evento que lo hace más 
propenso a contraer el virus, lo que conllevaría a poner en 
riesgo su salud y, en consecuencia, la vida. 

Por ende, atento al interés superior de aquél, 
corresponde privilegiar su derecho a la vida y a la 
salud sobre el de convivir con su progenitor, el cual se 
limitará a una modalidad a distancia, por lo que el órgano 
jurisdiccional debe procurar el resguardo del infante y dictar 
las providencias necesarias, según las particularidades del 
caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través 
de los medios de comunicación disponibles y a los que se 
pudiera tener fácil acceso como video llamadas, reuniones 
virtuales en plataformas... con la regularidad suficiente, 
a fin de mantener comunicación continua entre el infante y 
su progenitor, estableciendo como obligación del progenitor 
con quien cohabite, el permitir el sano desarrollo de tales 
convivencias de manera que se lleven a cabo en forma libre y 
espontánea.* 

Por su parte el segundo Tribunal colegiado en materia 
civil del séptimo circuito, contradijo dicha tesis en la que 
establece “que no se justificaba restringir o suspender la 
convivencia libre del padre no custodio con su hijo por la 
contingencia sanitaria por COVID-19, pues aunado a que de 
las constancias procesales no se apreciaba ni indiciariamente 


4 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: XVI1.1?. C.T.36 C (10a ), Libro 34 
septiembre del 2020, registro 2022082. 
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la posibilidad de que el niño se contagiara si convivía con 
su padre conforme al régimen establecido por la responsable, 
no podía pasarse por alto que la determinación del interés 
superior del niño, en casos de guarda y custodia, debía 
realizarse a partir de la evaluación de los comportamientos 
parentales específicos y desarrollo del niño, los daños o 
riesgos reales, probados y no especulativos o imaginarios; por 
ende, no eran admisibles las especulaciones, presunciones, 
estereotipos ni consideraciones generalizadas sobre 
características personales del padre o de la madre.* 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 
la controversia de ambos Tribunales Colegiados resolvió: 
“no está a discusión que tanto el derecho a la protección de 
la salud física y a la vida, como el derecho a la convivencia 
con la madre o el padre no custodio a efecto de mantener 
y estrechar el lazo familiar entre ellos, resultan derechos 
fundamentales para el bienestar general de los menores 
de edad, que deben ser protegidos y garantizados en su 
Ejercicio.” 

Sin embargo, el contexto fáctico excepcional de la 
pandemia por COVID-19 exige reconocer la mayor entidad 
del derecho a la protección de la salud física y de la vida, 
frente al derecho a la convivencia física con el progenitor 
no custodio, de manera que resulte admisible tener como 
premisa general, en el marco de una medida cautelar como 
la suspensión del acto reclamado, que el interés superior 
de los menores de edad, como grupo, en este momento se 


5 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Ejecutoria de la revisión incidental 
162/20, emitida el 26 de noviembre del 2020, mayoría de votos. 
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encuentra en la necesidad de proteger y garantizar con mayor 
intensidad su vida y su salud física, y modular la convivencia 
para armonizarla con ello. 

Esto porque la información oficial con que hasta el 
momento se cuenta por parte de las instituciones y organismos 
públicos de salud es que el COVID-19 se considera una 
enfermedad fácilmente transmisible con la sola cercanía entre 
las personas y puede ser adquirida también por menores de 
edad, sin que hasta ahora haya datos científicos validados 
por la Organización Mundial de la Salud que descarten que 
en este grupo de edad se puedan presentar síntomas graves 
y pueda causar la muerte; además porque existe un elevado 
número de contagios oficialmente reportados en el país 
confirmados con pruebas clínicas, sin negar que seguramente 
habrá otra cantidad de personas contagiadas sin prueba que lo 
corrobore y casos asintomáticos; condiciones que autorizan 
a privilegiar la observancia de medidas de distanciamiento 
físico y de resguardo domiciliario a que exhortan las 
autoridades en materia de salud. 

Ahora bien, un ejercicio preliminar y, en abstracto, de 
ponderación de la apariencia del buen derecho, permite 
advertir que la convivencia presencial, en tanto implica 
extraer al menor de su ambiente habitual para incorporarlo 
a otro, sí conlleva una mayor exposición a un riesgo real de 
contagio, probable y fundado en dicha información oficial 
que opera en detrimento de la protección a su salud y a su 
vida. Asimismo, la suspensión con efectos de modular la 
convivencia para que se realice por medios electrónicos, 
asegura que no se siga perjuicio al interés social ni se 
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contravengan disposiciones de orden público, en tanto 
permite que no se afecte el interés prevalente del menor 
en la protección de su derecho a gozar del nivel más alto 
posible de salud y procure compatibilizarlo con su derecho 
a la convivencia, que habrá de propiciarse de la manera más 
amplia posible, aun cuando temporalmente no sea presencial. 

Pese a todo ello, adoptar esa medida en forma de 
protección reforzada, sólo será viable para el juzgador 
de amparo en aquellos casos en que al proveer sobre la 
suspensión, no contara con elementos probatorios suficientes 
que le permitan sustentar, bajo un análisis individual de la 
circunstancia concreta del menor involucrado, que su interés 
superior exige adoptar una medida o efectos distintos, o 
inclusive, negar la suspensión, pues cuando sea así, ello debe 
estimarse posible; además, desde luego el juzgador conserva 
sus facultades de modificar la medida suspensional, si antes 
de que exista sentencia firme en el juicio de amparo, se 
presentan circunstancias que lo justifiquen.' 


6 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis 1la./J 11/2021(10%) mayo 2021, 
registro 2. 
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Il. Derecho de los niños de mantener relaciones personales 
y contacto directo con ambos padres de modo regular. 


omo lo estableció la Segunda Sala, las tesis que 

emiten los Tribunales Colegiados y los de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, actuando en pleno o 
en sala, son criterios orientadores para el juzgador al emitir 
una resolución,” sin embargo, muchas de las veces carecen de 
utilidad por no ajustarse a la realidad social, como es el caso 
de las tesis 2022082, que surgen al resolver la queja 31/2020, 
de fecha 19 de junio del 2020, publicada en el semanario 
judicial de la federación el 4 de septiembre del 2020,* y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia civil del Séptimo 
circuito, que contradijo dicha tesis. Lo mismo acontece con la 
jurisprudencia que se emitió al resolver dicha contradicción?” 
misma que tiene el carácter de vinculante. 

Ambas tesis, así como la jurisprudencia que se emitió 
con motivo de la contradicción, no son de utilidad para 
resolver las controversias que se suscitan en el quehacer 
diario del juzgador, dado que las mismas vulneran el derecho 
de los niños al emitir criterios generales, sin tomar en cuenta 
la realidad social sobre las que se desarrollan las convivencias 
de los niños con sus progenitores que no tienen su custodia, 
al no tomar en cuenta las edades de los niños, su condición 


7 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: 2a./J 195/2016(10%) enero 2017, 
registro 2013389. 


8 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: XVIIl.1% C.T.36 C (10a ), Libro 
34 septiembre del 2020, registro 2022082. 


9 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: 1a./J 11/2021(10?) mayo 2021, registro 
2023156. 
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social y económica, así como otros aspectos relevantes que 
deben ser considerados para proteger su interés superior,'” eje 
rector de toda decisión judicial o administrativa, en la que se 
involucren derechos de niños niñas y adolescentes. 

Tanto el numeral 9.3 de la Convención de los Derechos 
de los Niños'' y el 23 de la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes!” establecen el derecho de 
los menores de edad de mantener relaciones personales y 
contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo 
si ello es contrario al interés superior del niño. Si bien, la 
tecnología es un instrumento que se puede emplear para 
acercar a las personas, es innegable que una videollamada 
o reuniones virtuales en plataformas electrónicas, nunca 
sustituirán el vínculo que se genera en una convivencia 
personal, ya que el derecho de convivencia atiende a las 
necesidades de los niños de contar con la presencia de ambos 
padres en su vida, orientadas a fomentar las relaciones 


10 Artículo 3.1 de la Convención sobre los derechos de los niños. En todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, los tribunales, las autoridades. 


11 Artículo 9.3 de Convención sobre los derechos de los niños: Los Estados Parte 
respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño. 


12 Artículo 23. De la Ley general de los derechos de niños niñas y adolescentes: 
Niñas, niños y adolescentes cuyas familias estén separadas, tendrán derecho a 
convivir o mantener relaciones personales y contacto directo con sus familiares 
de modo regular, excepto en los casos en que el órgano jurisdiccional competente 
determine que ello es contrario al interés superior de la niñez, sin perjuicio de las 
medidas cautelares y de protección que se dicten por las autoridades competentes 
en los procedimientos respectivos, en los que se deberá garantizar el derecho 
de audiencia de todas las partes involucradas, en especial de niñas, niños y 
adolescentes. 
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humanas y la comunicación entre padres y sus descendientes 
que por algún motivo no pueden vivir juntos, siendo su 
finalidad enriquecer esa comunicación espiritual y afectiva 
que es en beneficio de los niños. 

En este contexto es de establecer que el decretar 
medidas para que el derecho humano de los niños se realice 
a distancia o en videollamadas, como lo indica el criterio 
federal en estudio conlleva a limitar el derecho fundamental 
del infante de generar lazos afectivos con su progenitor no 
custodio, pues estos criterios no tomaron en consideración 
que existen diversas etapas en la infancia.'* Los cuales son 
además relevantes para decidir cómo debe desarrollarse la 
convivencia entre el menor de edad con su padre y determinar 
la necesidad del menor, entre otras cosas, de vincularse 
afectivamente con sus padres. '* 

Las normas jurídicas en todo momento deben apegarse 
a la realidad social, ello con la finalidad de que tengan una 
utilidad en la resolución de los conflictos y no obstante que 
las tesis que emiten los órganos jurisdiccionales Federales 
no son normas y tampoco son vinculantes, pues su finalidad 


13 Artículo 1 de la convención sobre los derechos de los niños, establece que todo 
ser humano menor de 18 años, a menos que bajo la ley aplicable al niño, haya 
alcanzado antes la mayoría de edad. 


14 Artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos En todas 
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. 
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. 
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 
políticas públicas dirigidas a la niñez. 
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es de carácter orientador.'* Por esta razón al dictarse 
deben tomar en cuenta todos los aspectos de las familias 
entre ellas la condición social y económica, las edades de 
los niños, pues en ambas resoluciones se estableció: que 
en el tiempo que dure la pandemia, las convivencias se 
limitaran a una modalidad a distancia, por lo que el órgano 
jurisdiccional debe procurar el resguardo del infante y dictar 
las providencias necesarias, según las particularidades del 
caso, para el desarrollo de la convivencia a distancia a través 
de los medios de comunicación disponibles, y a los que se 
pudiera tener fácil acceso, como videollamadas, reuniones 
virtuales en plataformas electrónicas, u otros similares, con 
la regularidad suficiente, a fin de mantener comunicación 
continua entre el infante y su progenitor, estableciendo como 
obligación del progenitor con quien cohabite, el permitir 
el sano desarrollo de tales convivencias, de manera que se 
lleven a cabo en forma libre y espontánea. 

Esta decisión no es apegada a la realidad dado, 
que muchas familias en México no tienen la posibilidad 
material o económica para acceder al internet o a aparatos 
de comunicación para desarrollar las convivencias en los 
términos resueltos, por lo que lejos de garantizar el interés 
superior del infante, el adoptar estas medidas afectarían su 
interés superior'%, que en este caso es el de proteger de una 


15 Cfr. http: /www.revistas unam.mx 


16 Artículo 3.1 de la convención sobre los derechos de los niños . En todas las 
medidas concemientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño. 
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manera reforzada sus derechos, pues la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha señalado que “todas las autoridades 
deben asegurar y garantizar que en todos los asuntos, 
decisiones y políticas públicas en las que se les involucre, 
todos los niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y goce 
de todos sus derechos humanos, especialmente de aquellos 
que permiten su óptimo desarrollo. 

Esto es que, los que aseguran la satisfacción de sus 
necesidades básicas como alimentación, vivienda, salud 
física y emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, 
la educación y el sano esparcimiento, elementos -todos- 
esenciales para su desarrollo integral. En ese sentido, el 
principio del interés superior del menor de edad implica que 
la protección de sus derechos debe realizarse por parte de las 
autoridades a través de medidas reforzadas.'” Al respecto el 
artículo 23 de la ley general de niños niñas y adolescentes 
establece: Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir 
en familia. La falta de recursos no podrá considerarse motivo 
suficiente para separarlos de sus padres o de los familiares 
con los que convivan'*, por lo que obligar a los padres para 
que las convivencias se realicen en video llamadas, cuando 
carezcan de recursos, es como suspender la convivencia del 
niño con su padre. 

Continuando con el análisis de la falta de utilidad del 
criterio en análisis, pudiera existir una grave violación al 
derecho del progenitor de convivir con su hijo dado que 


17 Vid. Semanario Judicial de la Federación.: Tesis: P./J. 7/(10a ), Libro 34 septiembre 


del 2016, registro 2012592. 


18 Articulo 23 ley general de niños, niñas y adolescentes. 
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la jurisprudencia en su resolución, afirma que por el solo 
hecho de sustraer al infante de su domicilio, trasladarlo 
e incorporarlo a un nuevo ambiente, implica realizar un 
evento que lo hace más propenso a contraer el virus, lo que 
conllevaría a poner en riesgo su salud y, en consecuencia, 
la vida; por ende, atento al interés superior de aquél, 
corresponde privilegiar su derecho a la vida y a la salud sobre 
el de convivir con su progenitor. 

Esta afirmación da por hecho que el padre, al llevarse 
al niño a la convivencia, no adopta las medidas necesarias 
para evitar el contagio del virus SARS-CoV2 (COVID-19), 
tal aseveración solo es una apreciación subjetiva y atenta 
en contra lo que establece la Convención que protege 
los derechos de los niños, la cual exige a las autoridades, 
especialmente a las jurisdiccionales de respetar las 
responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres, 
por lo que para poder determinar que el progenitor pone en 
riesgo al infante al desarrollarse la convivencia es necesario 
que esto quede debidamente acreditado y no darlo por hecho, 
aunado a que en la realidad, los niños no han estado del todo 
encerrados en sus casas, pues salen a jugar y asisten algunas 
reuniones familiares, siendo esto un hecho notorio en nuestro 
país. 

De acuerdo con el artículo 23 tercer párrafo de la Ley 
General de los Niños Niñas y Adolescentes: El Estado velará 
porque los niños solo sean separados de sus padres y de 
sus madres mediante sentencia u orden preventiva judicial 
que declare legalmente la separación y de conformidad 
con causas previamente dispuestas en las leyes, así como 
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de procedimientos en los que se garantice el derecho de 
audiencia de todas las partes involucradas incluidas niñas, 
niños y adolescentes. Las leyes establecerán lo necesario, a 
fin de asegurar que no se juzguen como exposición ni estado 
de abandono, los casos de padres y madres que, por extrema 
pobreza o porque tengan necesidad de ganarse el sustento 
lejos de su lugar de residencia, tengan dificultades para 
atenderlos permanentemente, siempre que los mantengan al 
cuidado de otras personas, los traten sin violencia y provean 
a su subsistencia. 
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TL. Consideraciones y recomendaciones 


or lo anterior, se considera que la jurisprudencia que 

resolvió la contradicción de tesis no abona en mucho 

para resolver los conflictos que se presentan en estos 
tiempos de pandemia provocada por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19), ya que se concreta a afirmar que para decretar 
una medida provisional de convivencia presencial y libre, 
se debe proteger el derecho a la salud y a la vida del infante 
sobre la convivencia, siempre que el material probatorio 
con que se cuente al proveer la medida no permita fijar una 
distinta como más protectora. 

Esta jurisprudencia no se apega a la realidad social de 
las familias mexicanas, ni a las necesidades de los menores 
de edad, pues ellos necesitan convivir con su padre. Estoy 
de acuerdo con la ponderación de derechos que realizan, 
sobre la salud y la vida frente al derecho de convivencia, 
mas no en la aplicación para suspender las convivencias, 
es un hecho notorio, como lo refiere la Segunda sala que la 
pandemia provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19 
es una enfermedad que puede poner en riesgo a los menores 
de edad y que hay evidencias de que se han contagiado y 
muerto, sin embargo los niños de este país en su mayoría 
se relacionan con los demás miembros de su familia, quienes 
pueden contagiarlos, esto es, no están aislados, como para dar 
por hecho que el traslado, de su domicilio de custodia al del 
padre y al interactuar con la otra familia pueda contagiarse y 
que este sea motivo suficiente para sustituir las convivencias 
a una modalidad a distancia, y que estas se desarrollen a 
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distancia a través de los medios de comunicación disponibles, 
y a los que se pudiera tener fácil acceso, como videollamadas, 
reuniones virtuales en plataformas electrónicas, u otros 
similares. 

Esta decisión no es apegada a la realidad dado que 
muchas familias en México no tienen la posibilidad 
económica para acceder al internet o a aparatos de 
comunicación para desarrollar las convivencias en tales 
términos, así que durante este tiempo el infante perdería 
comunicación con su progenitor, aunado a que muchos 
padres custodios que buscan pretexto para obstaculizar las 
convivencias se aprovecharan de este criterio vinculante. Lo 
mismo acontecerá con los niños de la primera infancia que 
por su edad, no logran mantener una comunicación telefónica. 
Por lo anterior es evidente que lejos de garantizar el interés 
superior del infante, el adoptar estas medidas afectaría su 
interés superior!”, que en este caso es el de proteger de una 
manera reforzada sus derechos. 


19 Artículo 3.1 de la convención sobre los derechos de los niños. En todas las 
medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas 
de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño. 
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Conclusión 


onsidero que lo correcto es que solo se suspendan 

convivencias en caso de que en la familia de padre no 

custodios, exista un infectado. Suspensión que debe 
durar el tiempo suficiente en el que el padre se recupere. Que 
el padre adopte todas las medidas que ha recomendado el 
sector salud y solo se suspendan en caso de que no lo haga. 
Que se analice el caso concreto y de esta manera verificar si 
hay condiciones de suspender convivencias. 

Es de establecer que el derecho de convivencia nuestros 
Tribunales han resuelto que este derecho fundamental de 
las niñas, niños, y adolescentes es de interés público, lo 
que significa que tanto la sociedad como el Estado están 
interesados en su cumplimiento por ser una cuestión 
fundamental para su sano desarrollo, ya que “conlleva al 
conocimiento y trato directo que tienen los infantes con 
sus ascendientes y demás parientes a fin de lograr su cabal 
integración al núcleo familiar y obtener identidad plena al 
grupo social al que pertenecen”. 

Por lo señalado, no hay duda de que en el sistema 
jurídico mexicano se ha determinado que la convivencia 
entre hijos y padre o madre es un derecho esencial de las 
niñas, niños, y adolescentes, sin dejar de lado que también es 
un derecho y obligación de los padres y madres el permitir y 
no obstaculizarla.” 


20 Cfr. Carlos Alberto Guzman Bellinghausen. Convivencia de niños... 
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Es evidente que la tesis 2022082, publicada el 4 cuatro 
de septiembre del 2020, emitida por el Primer Tribunal 
Colegiado en materia civil y de trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, no es suficiente como criterio orientador para 
aplicar en los conflictos de convivencia que se susciten en 
tiempo de la pandemia provocada por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19), ello es así dado que contrario a lo que establece 
en el sentido que se aplica en base al interés superior del 
menor, esta atenta contra dicho interés, pues de aplicarla 
se afectaría el derecho de los infantes de tener contacto 
directo con sus progenitores, pues limitar las convivencias 
a videollamadas o video conferencias, de ninguna forma se 
equipara a mantener esa relación directa con su padre no 
custodio, por un lado puede darse el supuesto factico, que 
lo padres carezcan de medios económicos para pagar el 
internet o aparatos de comunicación para tal fin, o bien que 
los niños sean pequeños, en este caso se perderá la relación 
afectiva entre el padre no custodio, no es sencillo limitar 
las convivencias a esta modalidad, ya que la realidad social 
de las familias mexicanas es muy distinta en la que desde 
luego prevalece la falta de recursos económicos, que son un 
impedimento importante para obstaculizar las convivencias. 
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Omisión de la instigación como forma 
de participación en la legislación 
para adolescentes. Alcances 


Juez Dr. Javier Gómez Cervantes 


Introducción 


a dogmática jurídico penal, y las diferentes 

codificaciones penales en nuestro país, han establecido 

criterios de diferenciación entre autores y partícipes 
del delito, a fin de determinar la actuación concreta y 
particular que le es inherente a cada interviniente, y asignar 
la pena correspondiente. 

En términos generales, autor de un hecho punible es 
aquél que tiene en sus manos el curso del acontecer típico, y 
por tanto, realiza como propio el delito, a tal grado que a él 
va dirigida la prohibición penal, mientras que el instigador 
es quien determina dolosamente a otro a cometer un delito 
doloso, tratándose de una intervención accesoria, y por tanto, 
dependiente del hecho principal, ubicándose dentro de la 
participación delictiva. 
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Es importante hacer notar que los conceptos de autoría, 
complicidad e instigación, como formas de intervención 
delictiva, son de distinta naturaleza, y cada una de ellas 
está compuesta por determinados elementos específicos, 
que exigen que el debate correspondiente, y su objeto de 
prueba, se enfoquen precisamente en los elementos que los 
caracterizan, en respeto del derecho de defensa y debido 
proceso. No en vano el artículo 335 del CNPP, en su fracción 
V, y su correlativo artículo 136 fracción V de la LNSIJPA, 
establecen claramente que la acusación deberá contener la 
autoría o participación concreta que se atribuye al imputado. 

Ahora bien, en materia de justicia para adolescentes, la 
legislación nacional establece que las formas de participación 
son la complicidad y la autoría indeterminada, sin contemplar 
a la instigación, como se considera por parte de la moderna 
dogmática jurídico penal, y en las codificaciones sustantivas 
penales estatales, por lo que ante tales consideraciones, 
se corre el riesgo de interpretar que, en la ley especial, la 
conducta del instigador es impune. 

Por tales razones, es preciso analizar el sistema unitario 
y diferenciador de la autoría, las formas de participación en 
la legislación para adolescentes, y el concepto de instigador, 
para finalmente establecer si la supletoriedad de la ley se 
puede convertir, o no, en una solución para la problemática 
planteada. 
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I. Sistema unitario y diferenciador de la autoría 


on dos los sistemas que se han encaminado a dar 

respuesta a aquellos hechos delictivos, en los cuales, 

interviene más de un sujeto activo. El primero de ellos 
es denominado unitario, y no efectúa distingo alguno entre 
los conceptos de autoría y participación, de tal suerte que 
todos los intervinientes responden por igual, al no existir un 
vínculo de accesoriedad de los partícipes con respecto a los 
autores; de manera que, al no ser necesario delimitar el grado 
de contribución al suceso por parte de cada interviniente, 
resulta más fácil la imputación de este tipo de hechos 
delictivos a todos ellos, de manera genérica. 

En su vertiente tradicional, es autor todo aquel que 
realiza una contribución causal al delito,' de tal suerte que no 
es relevante la aportación específica que cada uno efectuó en 
el hecho, sino el simple aspecto de haber formado parte en el 
SUCESO. 

Los defensores del concepto unitario de autor, 
actualmente en desuso, —salvo en la doctrina alemana para 
los delitos imprudentes”—, se sustentaban en la teoría de 
la equivalencia de las condiciones, también por completo 
superada, que propugnaba la idea de que toda condición del 


1 Cfr. Diaz y García Conlledo, Miguel: Autoría y participación, en Revista de estudios 
de la justicia. N.* 10 (enero). 2008. https://doi.org/10.5354/rej.v0i10.15219. 
Consultada el 19 de junio de 2023. pp 13 y ss. 


2 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte General. Editorial Reppertor. 
Barcelona, España. 8* edición. 2006; p. 371. 
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resultado típico era equivalente, y por lo tanto, causante de 
ese resultado. Por lo tanto, bajo este esquema, todo aquel que 
realizara alguna aportación causal, ameritaba igual sanción. 

El segundo de los sistemas, ofrece una distinción 
entre autores y partícipes. Se encuentra conformado por 
una serie de posicionamientos teóricos en los que, el punto 
de convergencia, es la necesidad de establecer criterios 
de diferenciación entre ambas figuras, dependiendo de la 
aportación que el agente realice al hecho delictivo; en la 
inteligencia que existe una relación accesoria de los partícipes 
en relación al autor, tratándose entonces de una actuación 
condicionada a su actividad.? De esta manera, el partícipe 
interviene en un hecho ajeno y, por lo tanto, se halla en una 
posición secundaria respecto del autor, de manera que el 
hecho principal es perteneciente a este último, es decir, no al 
partícipe, quien no realiza el tipo principal, sino una actividad 
dependiente de aquél.* 

Dentro de esta concepción restringida de autor, 
encontramos las teorías objetivo-formal, y objetivo-material. 
Para la primera, autor es quien realiza la acción ejecutiva de 
uno o todos los elementos del tipo penal, es decir, tendrá tal 
calidad si su acción se ajusta formalmente a la descripción 
típica, mientras que la participación se origina cuando la 
contribución al hecho no se incluya dentro de la misma. Por 


3 Vid. Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte 
General. Tirant lo Blanch. Valencia, España. 2004; p. 435. 


4  Cfr.. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte... p. 400. 
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su parte, la segunda de estas teorías, se decanta por establecer 
que el autor es quien realiza la contribución material y 
objetiva más importante al hecho. 

La teoría subjetiva, por su parte, precisa establecer 
el elemento volitivo con el que actúa el agente en torno al 
delito. Es autor del hecho delictivo quien actúa con ese 
ánimo, denominado animus auctoris, mientras que partícipe 
es quien actúa solamente con animus socii, es decir, quien 
quiere intervenir en un hecho ajeno. 

La teoría del dominio del hecho, que es la que 
actualmente adquiere mayores adeptos, concibe que es autor 
quien tiene en su manos el curso del acontecer típico, siendo 
dueño o señor de su acto y, por ello, tiene la potestad de 
detener, interrumpir o concluir la producción del resultado. 
Por tanto, “(...) domina la realización del delito y decide el 
sí y el cómo de su realización (...)”.* Puede ser concebida 
desde tres perspectivas distintas: el dominio de la acción, 
relacionado con la autoría directa, el dominio de la voluntad 
en torno a la autoría mediata, y el dominio funcional, que 
tiende a fundamentar la coautoría. 


5 Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte... p. 436. 
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HI Aplicación del sistema diferenciador en México 


n nuestro país, como bien lo refiere Ontiveros Alonso, * 

todos los códigos penales efectúan una distinción 

entre autores y partícipes, aunque lo hacen de distinta 
forma, dependiendo de la teoría adoptada, asumiendo para 
tales efectos, distintos grados de punibilidad para uno y otro 
supuesto. 

Como ejemplo de este sistema diferenciador, iniciaré 
tomando en cuenta el contenido del CPF, que en su artículo 
13, establece, en términos genéricos, un listado de autores o 
partícipes, señalando al respecto: 


“(...) Son autores o partícipes del delito: 

I. Los que acuerden o preparen su realización. 

II. Los que los realicen por sí; 

TIL.Los que lo realicen conjuntamente; 

IV. Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro; 

V. Los que determinen dolosamente a otro a cometerlo; 

VI. Los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro 
para su comisión; 

VII. Los que con posterioridad a su ejecución 
auxilien al delincuente, en cumplimiento de una 
promesa anterior al delito y 

VII. Los que sin acuerdo previo, intervengan con 
otros en su comisión, cuando no se pueda precisar el 
resultado que cada quien produjo. 


6 Cfr. Ontiveros Alonso, Miguel: Derecho Penal, Parte General. INACIPE. México. 
2017. p. 377. 
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Los autores o partícipes a que se refiere el presente 
artículo responderán cada uno en la medida de su propia 
culpabilidad. 

Para los sujetos a que se refieren las fracciones VI, VII y 
VIIl, se aplicará la punibilidad dispuesta por el artículo 
64 bis de este Código (...).”” 


De esta forma, el CPF efectúa una diferencia entre 
autores y partícipes. No obstante, dicha codificación no 
determina, en forma clara y tajante, quiénes de los ahí 
señalados tienen cuál calidad específica, es decir, tanto de 
autores como de partícipes; resaltando la atemperación de la 
pena existente, respecto a quienes se encuentren dentro de las 
calidades comprendidas en las fracciones VI, VII y VI!l; esto 
es, los que dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para 
la comisión del delito, así como los que con posterioridad 
a su ejecución auxilien al delincuente, en cumplimiento de 
una promesa anterior al delito y, los que sin acuerdo previo, 
intervengan con otros en su comisión, cuando no se pueda 
precisar el resultado que cada quien produjo. 

Así, las figuras comprendidas en las tres mencionadas 
fracciones, son relativas a la complicidad en los dos primeros 
casos, y lo que se conoce como autoría indeterminada, 
o complicidad correspectiva, en el tercero de ellos; en 
el entendido de que, al remitirnos al artículo 64 de la 


7 Cámara de diputados del H. congreso de la unión: Código penal federal. Recurso 
digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPF.pdf 
consultado el 7 de junio de 2023. 
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mencionada codificación, se advierte que en estos casos, la 
pena correspondiente, será la equivalente a tres cuartas partes 
de la sanción que corresponda al delito cometido. 

Es preciso destacar que, para el legislador de la Unión, 
la instigación, comprendida en la fracción V del artículo 13 
del CPF, que sanciona a los que determinen dolosamente a 
otro a cometer un delito, tiene la misma pena que corresponde 
al autor. 

Ahora bien, otros códigos penales, como el del estado 
de Guanajuato, que también se orientan por una teoría 
diferenciadora, sí establecen expresamente quiénes tienen la 
calidad de autores, y quiénes la de partícipes, en una mejor 
redacción que la codificación federal. 

Así, el código penal de Guanajuato, en el artículo 20, 
establece que es autor del delito quien lo realiza por sí, por 
medio de otro que actúa sin incurrir en delito, o con varios 
en común. A su vez, partícipes son, de acuerdo al artículo 21, 
el instigador, esto es, quien dolosamente determina a otro a 
la comisión dolosa de un delito y se le impondrá la pena del 
autor, mientras que el numeral 22, precisa que cómplice es 
quien dolosamente presta ayuda a otro a la comisión dolosa 
de un delito, y quien contribuya con ayuda posterior al 
delito, si fue convenida con anterioridad, teniendo también la 
calidad de partícipes. 

Codificaciones penales de estados como Aguascalientes 
(artículo 17 fracción Il inciso a), Baja California Sur (artículo 
26 fracción Il inciso a), Coahuila (artículo 34 apartado B, 
fracción I y Chiapas (artículo 19 fracción V), siguen esta 
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misma técnica legislativa, y establecen expresamente que el 
inductor, también llamado instigador o determinador, tiene la 
calidad de partícipe. 

De esta manera, tanto en las codificaciones penales 
estaduales señaladas, como en la codificación federal, la pena 
aplicable al instigador es igual a la del autor, y existe una 
atemperación de la pena respecto al cómplice. Sin embargo, 
mientras aquellas especifican que el instigador es un 
partícipe, al igual que el cómplice, ésta última no establece 
con que calidad actúa. No obstante, la doctrina es unánime 
en señalar que, precisamente, el instigador tiene la calidad de 
partícipe. 
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TIL. Las formas de participación en la legislación para 
adolescentes 


a LNSIJPA en su artículo 146 establece: 


“(...) Artículo 146. De la aplicación de la medida 
de sanción privativa de la libertad en casos de 

intervención a título de participación. 
En caso de que la persona adolescente haya intervenido 
en la comisión de un hecho que la ley señale como 
delito a título de partícipe, solo se podrá imponer hasta 
tres cuartas partes del límite máximo de la medida de 
sanción privativa de la libertad que esta Ley establece, 
de acuerdo con el grupo etario al que pertenece. 

Son formas de participación las siguientes: 

I. Los que dolosamente presten ayuda; 

II. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien 
al delincuente, en cumplimiento de una promesa 
anterior al delito, y 

III.Los que sin acuerdo previo, intervengan con otros en 
su comisión, cuando no se pueda precisar el resultado 
que cada quien produjo (...).”* 


Como podrá advertirse, en la legislación nacional en 
materia de adolescentes, no se incluyó al instigador dentro de 
las formas de participación. 


8 Cámara de diputados del H. congreso de la unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en https:// 
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de junio de 
2023. 
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De esta manera, si la instigación es una forma de 
participación, y no de autoría, y ambos institutos se excluyen 
entre sí, de manera que un autor no puede ser partícipe o 
viceversa, surge la interrogante: ¿es posible o no imponer 
a un adolescente una medida de sanción, bajo el título de 
instigador, a pesar de que no se optó por incluir expresamente 
dicha forma de intervención delictiva dentro de las formas de 
participación? 

Precisamente, en las subsecuentes líneas se tratará de 
dar la respuesta a dicha interrogante. 
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IV. El concepto de instigador 


nductor o instigador, es la persona que hace surgir en otro 

la voluntad de cometer un delito. Roxin,? establece que se 

trata de un forma de participación en la que se determina a 
otro, provocando o incitando dolosamente, a un hecho ajeno. 

De esta forma, determinar, es provocar en el autor 
la decisión de cometer el hecho delictivo.' Una de sus 
características esenciales es su naturaleza accesoria, pues la 
realización del evento delictivo estará a cargo de un autor, 
aunque a diferencia de éste, el inductor no tiene en sus 
manos el curso del acontecer típico y, por lo tanto, carece 
del dominio funcional del hecho. Aunque la inducción sea 
una forma de participación, lo cierto es que en estos casos, 
al ser la resolución adoptada por el autor, consecuencia del 
influjo psicológico del inductor, se trata de una actividad 
que amerita ser sancionada, en los mismos términos que la 
correspondiente al autor del delito. 

Así, el instigador no ejecuta por sí mismo la conducta 
delictiva, sino que su intervención consiste en persuadir o 
determinar a otra persona para que cometa el delito, y para 
ello puede valerse de diversos medios, como puede ser un 
simple pedimento, apelar a los sentimientos, o el ofrecimiento 


9 Cfr. Roxin, Claus: Derecho Penal, parte general. T. 2, Especiales formas de 
aparición del delito. Buenos Aires. Civitas-Thomson Reuters. 2*% Reimpresión. 
2015; p. 222. 


10 Cfr. Stratenwerth, Gúnter: Derecho penal. Parte general |. El hecho punible. Trad. 
de Manuel Cancio Meliá y Marcelo A. Sancinetti. Navarra. Thomson—Civitas, 2005; 
p 353. 
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de alguna ventaja o contraprestación, siendo lo importante, la 
existencia de ese influjo psicológico que determine a otro a 
ejecutar el hecho punible. 

En esta tesitura, la inducción debe ser eficaz y decisiva, 
lo que significa que debe ser la causa que provoque en el 
autor la decisión del hecho, y de ninguna forma se actualiza si 
el autor ya estaba decidido a realizar la conducta. Al respecto, 
Muñoz Conde y García Arán,'' establecen que el medio 
empleado para la inducción, debe dejar al autor la capacidad 
de decisión sobre la realización del evento, ya que, en caso 
contrario, el dominio del hecho correspondería al hombre de 
atrás. 

Además, la causación debe ser imputable objetivamente 
al inductor, cuestión que no se actualiza cuando no era 
previsible que surgiría la resolución criminal en el otro, o 
si ésta no resulta en la realización del riesgo creado por el 
influjo psíquico.'? 

Respecto a si la inducción debe ser directa, o si puede 
admitir la existencia de terceros entre el inductor y el 
autor, por ejemplo, cuando X determina a Y, quien a su vez 
determina a Z a la realización de un delito, lo que se conoce 
como instigación en cadena, Mir Puig establece'* que, para 
actualizarse esta última, requiere existir un curso causal 


11 Cfr. Muñoz Conde, Francisco y García Aran, Mercedes: Derecho Penal. Parte..., p. 
447. 


12 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho Penal, Parte..., p. 408. 


13 Mir Puig quien establece que la inducción en cadena es rechazada por la doctrina 
española., Cfr. Mir Puig Santiago: Derecho Penal, Parte..., p. 409. 
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continuo, para sustentar que el sujeto que originó la cadena 
pueda ser considerado como instigador, lo que se conoce 
como la “participación en la participación.”** 

De conformidad con el artículo 13 fracción V del 
CPF, podemos considerar a los instigadores como “los que 
determinen dolosamente a otro a cometerlo”, mientras que 
el Código Penal de Guanajuato, estatuye al respecto, en el 
artículo 21 “es instigador quien dolosamente determina a otro 
a la comisión dolosa de un delito.” 

Se señala, tanto en la codificación federal, como en 
la estadual, la necesidad de que la conducta del instigador 
sea dolosa, con lo que no es posible que se configure una 
instigación imprudente, dada la dificultad que implicaría 
el realizar un convencimiento a otro de esta forma. En este 
sentido, el dolo del instigador se identifica con la necesidad 
de crear en el instigado la voluntad de cometer el delito, 
pero también respecto a la conducta del influido, y por estas 
razones, se señala que en esta forma de participación existe 
un doble dolo. 


14 Olmedo Cardenete, Miguel Domingo: La inducción como forma de participación 
accesoria. Editoriales de Derecho Reunidas. EDERSA. Madrid. 2000; p. 428. 
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V.- El adolescente como partícipe instigador 


na de las características esenciales del sistema 

de justicia para adolescentes que se desprende 

de la CDN, y del artículo 18 de la CPEUM, es 
la concepción de los adolescentes como sujetos plenos 
de derechos, de tal suerte que, lejos de ser considerados 
inimputables, seres incompletos e incapaces para comprender 
la ilicitud de sus actos, y determinarse de acuerdo con esa 
comprensión, como sucedía en el antiguo sistema tutelar, son 
actualmente conceptualizados como personas en desarrollo, 
siendo, por tanto, capaces de asumir responsabilidades 
apropiadas para su edad. 

De esta manera, en el contexto actual, se considera que 
las personas mayores de doce y menores de dieciocho años 
no son imputables en el sistema penal para adultos. Sin 
embargo, no menos cierto es que son capaces de entender el 
sentido de los mandatos normativos, y ajustar su conducta a 
esa comprensión, aunque no con el mismo grado de madurez 
de una persona adulta, razón por la cual, se considera que se 
trata de una imputabilidad especial, y en caso de vulnerar 
el orden jurídico penal, serán acreedores a determinadas 
consecuencias jurídicas para su reintegración social y 
familiar, de menor magnitud que las relativas a los adultos, 
y bajo la competencia de las autoridades especializadas en la 
materia. 
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Bajo esta perspectiva, si la imputabilidad es un 
elemento integrante de la culpabilidad,'* para considerar a 
un adolescente responsable de un delito, debe demostrarse la 
existencia de una conducta típica, antijurídica y culpable,'* 
y de la misma forma, son de analizarse los componentes 
negativos del delito, por lo que, eventualmente, puede 
originarse en esta materia un error de tipo, una causa de 
justificación o un estado de necesidad disculpante. En los 
mismos términos, las formas de intervención delictiva, 
definidas por las distintas codificaciones penales, son parte 
consustancial de la justicia juvenil, y de ninguna manera se 
pueden escindir de ella, pues, de lo contrario, el sistema se 
encontraría incompleto. 

En este sentido, la SCJN ha precisado que del artículo 
18 constitucional, no se advierte la obligación de crear 
tipos penales exclusivos para los menores de edad,'” lo que 
es consecuencia del principio de legalidad establecido en 
el artículo 24 de la LNSIJPA, en el sentido de que ninguna 
persona adolescente puede ser procesada ni sometida a 
medida alguna por actos u omisiones que, al tiempo de 
su ocurrencia, no estén previamente definidos de manera 
expresa como delitos en las leyes penales aplicables, siempre 


15 Cfr. Ornosa Fernandez, María Rosario: Derecho penal de menores. Ed. Bosch. 
Barcelona. 2007; p. 4. 


16 En esta materia, puede surgir un debate sobre la inimputabilidad del adolescente. 
Por ejemplo, cuando no tenga capacidad para entender la naturaleza de sus actos, 
y conducirse de acuerdo a esa comprensión. 


17 Novena Época. Registro digital: 168777. Instancia: Pleno. Tesis: P./J. 75/2008. 
Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, página 615 
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y cuando concurran los requisitos legales, y dentro de los 
límites establecidos por la ley, de tal suerte que, son aplicables 
en esta materia las garantías propias del derecho penal, y las 
construcciones dogmáticas desarrolladas en el campo de los 
adultos, existiendo necesidad de que bajo el principio de 
especialización, este juzgamiento se lleve a cabo de acuerdo 
a parámetros propios de la adolescencia, evitándose así una 
visión adultocentrista.'* 

Bajo este concepto de responsabilidad, un adolescente 
puede llegar a tener el carácter de instigador de un delito, 
al igual que una persona adulta, en el caso de que no tenga 
el dominio funcional del hecho punible, y determine 
dolosamente a otro adolescente, o bien, a una persona adulta, 
a cometer un delito de carácter doloso. Se tienen por ejemplo 
los siguientes supuestos: 

1. Un adolescente de diecisiete años convence a sus 
guardaespaldas adultos para que priven de la vida a su 
compañero de escuela, porque su novia decidió terminar su 
relación para iniciar un noviazgo con éste. 

2. Una adolescente de dieciséis años convence a su 
novio, de diecisiete, para que entre a robar a una casa, 
y además cause destrozos en la misma, prometiéndole a 
cambio, acceder a tener relaciones sexuales. 


18 Cfr. Couso, Jaime: La especialidad del derecho penal de adolescentes. 
Fundamentos empíricos y normativos y consecuencias para una aplicación 
diferenciada del derecho penal sustantivo, en Revista de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso. Vol. XXXVI!II, No. 1. Chile. 2012; pp. 267 y 
ss. en http://rdpucv.cl/index.php/rderecho/article/viewArticle/815 consultado el 7 de 
junio de 2023 
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3. Un adolescente pacta, con otros tres adolescentes, que 
éstos últimos ingresen a casa de sus abuelos a fin de sustraer 
dinero en efectivo; acción que ejecutaron en cumplimiento 
de lo acordado, llevándose el dinero en efectivo, tras atacar 
con armas blancas a los pasivos, siendo que uno de ellos 
murió, mientras que el otro sobrevivió por la atención médica 
recibida.'” 

En estos casos, evidentemente, se trata de una 
determinación dolosa de carácter psicológico, por parte de 
una persona adolescente, a efecto de que los sujetos activos, 
que actúan en calidad de autores materiales, ejecuten el hecho 
delictivo, de manera que, el adolescente instigador, tiene el 
carácter de partícipe de un hecho principal y ajeno, propio 
del autor, quien realiza el tipo penal y tiene el dominio del 
hecho, por lo que la actuación de aquél tendría un carácter 
accesorio o dependiente de la actuación de este. 

Sin embargo, como ha sido expuesto, los artículos 146 
y 147 de la LNSIJPA enumeran, en tres fracciones, lo que 
en su concepto son las formas de participación en el delito, 
sin que dentro de ellas se incluya al instigador, mismo que 
tampoco tiene la calidad de autor, de tal suerte que, bajo una 
interpretación restrictiva, la conducta del instigador quedaría 
impune, por no haber sido contemplada expresamente por 
el legislador nacional dentro del concepto participación, 


19 Corte Suprema de Justicia de Colombia. Sala de casación penal: Radicación N* 
45.889 (Aprobado Acta N*145) sentencia SP1569-2018 del 9 de mayo. de 2018. 
Recurso digital disponible en https://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/ 
uploads/relatorias/pe/b2may2018/5P1569-2018(45889).doc consultado el 14 de 
diciembre de 2022. 
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al menos en aquellas codificaciones penales como la de 
Guanajuato, en las que el instigador tiene el carácter de 
partícipe. 

Desde otra óptica, es preciso analizar si la problemática 
detectada tendría una propuesta de solución, bajo el enfoque 
de la supletoriedad legislativa, a efecto de que la conducta 
del instigador adolescente pueda ser imputada. 
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VI. Supletoriedad en la justicia para adolescentes 


upletorio, en su acepción gramatical, significa 

aplicar una norma en defecto de otra. Mediante 

la supletoriedad normativa, se da solución a las 
disposiciones legislativas que no contemplan a detalle 
aspectos relevantes de una determinada regulación, lo que 
permite darle coherencia al sistema jurídico; cuestión que, 
generalmente, ocurre en leyes de contenido especializado en 
relación a una legislación de carácter general. 

La SCJN? ha entendido la supletoriedad como la 
relación que surge para integrar una omisión en la ley, o para 
interpretar sus disposiciones, a efecto de que se integren 
con otras normas o principios generales contenidos en leyes 
diversas, existiendo 4 requisitos necesarios para su vigencia. 

El primero de estos requisitos, se hace consistir en que 
el ordenamiento legal a suplir debe establecer expresamente 
esa posibilidad, indicando la ley o normas que pueden 
aplicarse supletoriamente, o que un ordenamiento establezca 
que aplica, total o parcialmente, de manera supletoria a otros. 

Este requisito se encuentra satisfecho, debido a que el 
artículo 10 de la LNSIJPA permite la aplicación supletoria de 
las leyes penales, al disponer: 


20 Real Academia de la lengua española: Supletorio. Recurso digital disponible en 
https://dle.rae.es/supletorio?m=form consultado el 7 de junio de 2023 


21 Décima Época. Registro digital: 2003161. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 
2a./J. 34/2013 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, 
Tomo 2, página 1065 
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“(...) Sólo en lo no previsto por esta Ley deberán 
aplicarse supletoriamente las leyes penales, el Código 
Nacional, la Ley de Mecanismos Alternativos, la 
Ley Nacional de Ejecución Penal y la Ley General de 
Víctimas, siempre que sus normas no se opongan a los 
principios rectores del sistema y sean en beneficio de la 
persona sujeta a la presente Ley (...).”2 


Desde un primer acercamiento, esta cláusula de 
supletoriedad podría llevar a establecer que, la propia 
legislación ha regulado lo concerniente a la participación 
y que, por lo tanto, no es posible aplicar supletoriamente 
el contenido de las leyes penales sobre ese particular. Sin 
embargo, desde otra perspectiva, es de considerarse que 
lo que la legislación ha regulado deficientemente, es el 
concepto “participación”, y de ninguna manera el concepto 
de instigación como forma amplificadora del tipo, contenida 
en las leyes penales; de forma tal que ello no impediría la 
aplicación de esta forma de intervención, según la definición 
legal que cada ordenamiento estadual o federal establezca. 

Lo anterior, tanto más si el instituto de la instigación, 
lejos de oponerse a los principios que rigen la jurisdicción 
especializada para adolescentes, debe considerarse parte 
integrante de la misma, y del contenido de las distintas 
legislaciones penales del país. Sin este elemento, no sería 
posible una coherencia en el sistema de justicia, y mucho 


22 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en https:// 
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de junio de 
2023. 
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menos, en aquellos casos en que intervengan adultos y 
adolescentes en un mismo hecho delictivo, de manera que, 
al tratarse de una norma que hace posible que se involucre a 
otras personas diferentes a quien va dirigida la prohibición 
penal, no podría quedar al margen de la justicia juvenil. 

Por otra parte, el artículo 10 de la LNSIJPA establece 
que la supletoriedad opera “en beneficio de la persona sujeta 
a la presente ley”, cuando lo cierto es que un requisito de 
esta naturaleza no es propio de dicha figura, si se considera 
que la función de la supletoriedad es de complementariedad 
para deducir los principios normativos y subsanar omisiones, 
mediante la remisión a un ordenamiento diverso, lo que 
estaría lejos de implicar una ponderación de beneficios para 
uno de los sujetos procesales, ya que, de ser así, existiría 
un desequilibrio entre las partes, y en consecuencia, una 
afectación a principio de igualdad de armas. 

Se advierte que en la justicia juvenil, la posibilidad 
de aplicación benéfica de la ley es posible, pero en casos 
diversos, cuando una misma situación se encuentre regulada 
por dos normas diversas, es menester optar por la que resulte 
más favorecedora a los intereses jurídicos de la persona, 
como lo establece el artículo 25 de la LNSIJPA dispone: 
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“(...) Cuando una misma situación relacionada con 
personas adolescentes, se encuentre regulada por leyes 
o normas diversas, siempre se optará por la que resulte 
más favorable a sus derechos, o a la interpretación más 
garantista que se haga de las mismas. (...).”2 


Debe tenerse en consideración que la LNSIJPA es 
un instrumento especializado, con características propias 
y mecanismos diferenciados que, en cuanto a la materia 
sustantiva, únicamente se dirige a regular ciertos aspectos, 
tales como la prescripción (artículos 109 a 112), obediencia 
debida (artículo 149) o las medidas de sanción (artículos 153 
a 167). Sin embargo, prácticamente en los restantes aspectos, 
las leyes penales estaduales y federal son de aplicación en vía 
de supletoriedad. 

Lo anterior, encuentra fundamento en el artículo 18 
constitucional, tal como ha sido interpretado por la SCJN, 
desprendiéndose que, esta remisión a las disposiciones 
penales es necesaria para la correcta aplicación del sistema 
normativo para adolescentes, de acuerdo a su diseño 
constitucional, estableciéndose, por lo tanto, la validez de 
dicha supletoriedad en lo no previsto por la legislación.” 


23 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes. Recurso digital disponible en https:// 
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNSIJPA.pdf consultado el 7 de junio de 
2023. 


24 Novena Época. Registro digital: 168884. Instancia: Pleno. Tesis: P./J. 
81/2008. Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Septiembre de 
2008, página 596 
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En estos términos, la no inclusión de la instigación 
dentro del concepto “participación”, de acuerdo a la 
LNSIJPA, significa simplemente una deficiente regulación del 
concepto. Precisamente, se trata del segundo de los requisitos 
que ha dispuesto la SCJN para que opere el instituto de la 
supletoriedad, de manera que es preciso acudir a la definición 
de instigador establecida en las codificaciones penales, a 
efecto de establecer si un adolescente incurre o no en dicha 
forma de intervención delictiva, lo que exclusivamente 
tendría trascendencia respecto a la disminución del quantum 
de la medida de sanción aplicable, dado que esa es la razón 
de ser de los artículos 146 y 147 de la LNSIJPA. 

El tercer requisito para la procedencia de la 
supletoriedad, es el relativo a que esa omisión, O vacío 
legislativo, haga necesaria la aplicación supletoria de un 
ordenamiento diverso, para solucionar la controversia o el 
problema jurídico planteado, sin que sea válido atender a 
cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo intención de 
establecer en la ley a suplir. 

Sobre el particular, no se advierte la existencia de 
motivos para que el legislador dejara fuera de responsabilidad 
al adolescente que actúa en calidad de instigador, debido a 
que todas las legislaciones sustantivas en el país conciben esta 
forma de intervención delictiva. Como ha sido mencionado 
en supralíneas, la pretensión del legislador en los artículos 
146 y 147 de la LNSIJPA, simplemente fue la de darle un 
tratamiento diferenciado y benéfico al adolescente que 
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actúa con las calidades de cómplice y autor indeterminado, 
estableciendo la aplicación de la medida de sanción en tres 
cuartas partes, tal como se establece en el artículo 13 del CPF. 

Desde nuestra perspectiva entonces, dicho beneficio, 
consistente en la reducción de la temporalidad de la medida 
de sanción que, de acuerdo a la LNSIJPA, opera para el 
cómplice y autor indeterminado, debe incluir al instigador, 
aunque no se encuentre expresamente señalado en tales 
dispositivos, independientemente de que en las codificaciones 
penales reciba la misma pena que el autor, porque al tener la 
calidad de partícipe, debe entonces contemplarse en su favor 
la medida de sanción privilegiada prevista en la LNSIJPA 
para todos los partícipes, con sustento en el artículo 25 de 
la mencionada ley, dado que dicha disminución le resultaría 
benéfica al adolescente. 

Finalmente, el último de los requisitos para que opere 
la supletoriedad es el consistente, de acuerdo a la SCJN, en 
que las normas aplicables supletoriamente no contraríen el 
ordenamiento legal a suplir, sino que deben ser congruentes 
con sus principios, y con las bases que rigen específicamente 
la institución de que se trate, el cual se encuentra satisfecho, 
debido a que la instigación es acorde a los principios y 
fundamentos del sistema de justicia para adolescentes, de 
tal suerte que, lejos de contrariarlo, es indispensable para su 
correcto desarrollo. 
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Conclusión 


n un hecho delictivo, es imprescindible asignar a cada 

interviniente la forma de intervención correspondiente 

en el hecho punible, manteniendo así la vigencia 
del principio de legalidad, razón por la cual, todas las 
codificaciones penales del país establecen un concepto 
diferenciado de autoría y participación, e incluyen como 
interviniente en el delito, al inductor o instigador, esto es, 
quien dolosamente determine a otro a la comisión dolosa de 
un delito. 

La ley nacional del sistema integral de justicia penal para 
adolescentes, en una desafortunada redacción de los artículos 
146 y 147, limita la participación delictiva a los cómplices 
y a los autores indeterminados, excluyendo a los inductores 
o instigadores, no obstante que expresamente algunas 
legislaciones penales, como la de Guanajuato, establezcan 
que el instigador es un partícipe; razón por la cual, bajo una 
interpretación restrictiva, en estos casos se dejaría libre de 
responsabilidad a aquellos adolescentes que intervinieran 
con dicha cualidad, argumentándose que el instigador no se 
incluyó dentro de la participación delictiva, y tampoco tiene 
la calidad de autor, propiciándose con ello la impunidad. 

Sin embargo, desde la perspectiva aquí analizada, 
es imprescindible acudir a la figura de la supletoriedad 
establecida en la legislación para adolescentes, como 
mecanismo de complementariedad, para deducir sus 
principios normativos y subsanar omisiones, lo que es 
indispensable para su coherencia y correcta aplicación, 
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en el entendido de que el sistema de justicia penal, y por 
antonomasia, para adolescentes, no se puede entender sin 
la figura del instigador. Se considera que la pretensión del 
legislador, en los artículos deficientemente redactados, 
fue exclusivamente darle un tratamiento privilegiado al 
adolescente que actúa con las calidades de cómplice y 
autor indeterminado, de forma tal que la reducción de 
la temporalidad de la medida de sanción que opera al 
respecto, deberá hacerse extensiva al instigador, porque 
dicho interviniente también tiene la calidad de partícipe, no 
obstante que en las codificaciones penales amerite la misma 
sanción que el autor. 
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De la suplencia de la deficiencia de la 
queja integral, conforme a los derechos 
humanos en la constitución.' 


Abogado José Carlos Guerra Aguilera 


Dedicado al Magistrado en retiro 
Alejandro González Gómez, del tribunal 
superior de justicia en Michoacán. 


Resumen: El artículo 107 Constitucional garantiza protección en el juicio de amparo, 
pero la Ley de Amparo limita esta protección, resultando inconstitucional según 
principios de derechos humanos. 


Palabras clave: Protección, Amparo, Constitución, Deficiencia de la queja, 
Inconstitucionalidad, Derechos Humanos. 


Abstract: Article 107 of the Constitution guarantees protection in amparo proceedings, 
but the Amparo Law limits this protection, resulting in unconstitutionality according to 
human rights principles. 


Keywords: Protection, Amparo, Constitution, Deficiency of the  complaint, 


Unconstitutionality, Human Rights. 


1 Las ideas principales de este ensayo fueron expuestas en el cuarto seminario 
nacional de derechos humanos y amparo, en la ciudad de Morelia, Michoacán los 
días 22 y 23 de junio de 2018, promovido por la comisión estatal de los derechos 
humanos, en la memoria de los 100 años del nacimiento de Don Ignacio Burgoa 
Orihuela y en memoria de Don Gilberto Vargas Lopez. En este ensayo se amplían 
alguna tesis y comentarios. 
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I.- La norma suprema del artículo 107 constitucional. 


1.- El artículo 107, en sus fracciones HI y HI de la 
constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
conforme a la última reforma del 6 de junio de 2011, 
establece y ordena diáfana y abiertamente: 


“(...) Artículo 107. Las controversias de que habla 
el artículo 103 de esta Constitución, con excepción 
de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los 
procedimientos que determine la ley reglamentaria, de 
acuerdo con las bases siguientes: 

¡E 

II.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de 
amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren 
solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si 
procediere, en el caso especial sobre el (sic) que verse la 
demanda. 

Wa) 

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de 
los conceptos de violación o agravios de acuerdo con lo 
que disponga la ley reglamentaria. 

Leza) 

TII.- Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, 
administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá 
en los casos siguientes: 

a).- Contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones 
que pongan fin al juicio, ya sea que la violación se cometa 
en ellos o que, cometida durante el procedimiento, 
afecte las defensas del quejoso trascendiendo al 
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resultado del fallo. En relación con el amparo al que 
se refiere este inciso y la fracción V de este artículo, el 
Tribunal Colegiado de Circuito deberá decidir respecto 
de todas las violaciones procesales que se hicieron valer 
y aquéllas que, cuando proceda, advierta en suplencia 
de la queja, y fijará los términos precisos en que deberá 


=— 

(3 pronunciarse la nueva resolución. Si las violaciones 
= procesales no se invocaron en un primer amparo, ni el 
O ' ; 

e Tribunal Colegiado correspondiente las hizo valer de 
2 oficio en los casos en que proceda la suplencia de la 
D queja, no podrán ser materia de concepto de violación, 
E ni de estudio oficioso en juicio de amparo posterior 

”2 

S la 
o 1.1.- Hay que hacer notar el tiempo del verbo: deberá, 
Ces decir verse obligado a hacer algo. No es potestativo, no 
A O limita los casos, aún cuando la expresión remita a la ley de 


amparo reglamentaria de ese artículo. 


Interpretac 


2 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpogeum.htm consultado el 8 de julio de 2024. 
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TI.- La inconstitucional norma secundaria 


2.- El artículo 79 de la ley de amparo reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 de la constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establece limitativamente desde 
el 14 de julio de 2014”: 


n= 

“(...) Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio ES 
de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos O 
de violación o agravios, en los casos siguientes: j O 
I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se q 
funde en normas generales que han sido declaradas D 
inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema = 
Corte de Justicia de la Nación y de los plenos regionales. O 
La jurisprudencia de los plenos regionales sólo obligará O 
a suplir la deficiencia de los conceptos de violación e 
o agravios a los juzgados y tribunales de la región —*O 
correspondientes, * j O 
II. En favor de los menores o incapaces, o en aquellos q 
E > 

casos en que se afecte el orden y desarrollo de la familia; Dd) 
TIL. En materia penal: E 
a) En favor del inculpado o sentenciado; y = 
ps 

ss 

— 


3  El7 de junio de 2021, se reformó la fracción primera en relación con los Plenos de 
Circuito por los Plenos Regionales. 


4 La fracción referida indicaba: *“/. En cualquier materia, cuando el acto reclamado 
se funde en normas generales que han sido consideradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Plenos 
de Circuito. La jurisprudencia de los Plenos de Circuito sólo obligará a suplir la 
deficiencia de los conceptos de violación o agravios a los juzgados y tribunales del 
circuito correspondientes;” 
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b) En favor del ofendido o víctima en los casos en que 
tenga el carácter de quejoso o adherente; 

IV. En materia agraria: 

a) En los casos a que se refiere la fracción III del artículo 
17 de esta Ley; y 

b) En favor de los ejidatarios y comuneros en particular, 
cuando el acto reclamado afecte sus bienes o derechos 
agrarios. 

En estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja 
y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, así 
como en los recursos que los mismos interpongan con 
motivo de dichos juicios; 

V. En materia laboral, en favor del trabajador, con 
independencia de que la relación entre empleador y 
empleado esté regulada por el derecho laboral o por el 
derecho administrativo; 

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido 
en contra del quejoso o del particular recurrente una 
violación evidente de la ley que lo haya dejado sin 
defensa por afectar los derechos previstos en el artículo 
lo de esta Ley. En este caso la suplencia sólo operará 
en lo que se refiere a la controversia en el amparo, 
sin poder afectar situaciones procesales resueltas 
en el procedimiento en el que se dictó la resolución 
reclamada; y 

VII. En cualquier materia, en favor de quienes por sus 
condiciones de pobreza o marginación se encuentren en 
clara desventaja social para su defensa en el juicio. 
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En los casos de las fracciones l, IL, HL, IV, V y VII de 
este artículo la suplencia se dará aún ante la ausencia de 
conceptos de violación o agravios. 

La suplencia de la queja por violaciones procesales o 
formales sólo podrá operar cuando se advierta que en el 
acto reclamado no existe algún vicio de fondo (...)”.* 


ES 

2.2.- Es evidente que la norma secundaria la ley de E 
amparo limita, restringe, acota la bondad de la norma iS 
suprema, ello inconstitucionalmente. Ciertamente no refiere QU 
su texto en forma negativa, pero lo hace en forma restrictiva, S 
selectivamente. A 
a 

¡a 

O 

ss 

50 

> md 

O 

99] 

A? 

0D) 

3 

0D] 

> 

ss 

— 


5 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley de amparo, reglamentaria 
de los artículos 103 y 107 de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Recurso digital disponible en  https://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/ref/lamp.htm, consultado el 8 de julio de 2024. 
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TIL.- El inmenso artículo 1 de la constitución política de 
los Estados Unidos Mexicanos 


3.- Hoy debemos tener en cuenta el inmenso artículo 1 
de la carta magna. 

4.- El 10 de junio de 2011, en el diario oficial de la 
federación, fueron publicadas las reformas constitucionales en 
materia de derechos humanos, trasformando sustancialmente 
el contenido y alcance de ellos, para garantizar una mayor 
esfera tutora de protección a todos los gobernados contra los 
actos y omisiones de las autoridades del estado mexicano. sin 
embargo, esa gran reforma está lamentablemente inconclusa, 
ya que los artículos transitorios contienen obligaciones 
no cumplidas, olvidadas de expedir determinadas leyes 
reglamentarias y/o generales. 

5.- En efecto, en este año también se cumplen trece 
añosé de omisión legislativa de todos los congresos 
federales posteriores al año de 2011, ya que de los artículos 
transitorios ” se desprende que queda a cargo del congreso 
de la unión —y de las legislaturas de los estados, en el caso 


6 Consultar de mi autoría Del arduo camino en México de los derechos humanos en 
Gaceta Judicial. Año IV | No. 2 | Abril-junio 2022. p 59 y ss. 


7 “TRANSITORIOS 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artículo 1o. constitucional 
sobre reparación deberá ser expedida en un plazo máximo de un año contado a 
partir de la entrada en vigor del presente decreto. 
Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucional sobre el asilo, deberá 
ser expedida en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la 
vigencia de este decreto. 
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de las leyes generales, en el ámbito de sus competencias- la 
obligatoriedad de expedir, dentro del plazo de un año —mismo 
que expiró el 10 de junio de 2012— las siguientes leyes: 

La ley general sobre reparaciones por violación de 
derechos humanos, la ley sobre asilo, la ley reglamentaria 
sobre suspensión y/o restricción de derechos humanos 
y/o garantías y la ley sobre expulsión de extranjeros. A 
la fecha ninguna de esas leyes se ha creado. Tenemos, 
lamentablemente, —y no es el único caso—, inmóviles 
legisladores, que además son desobedientes de la propia 
Carta Magna. 

6.- El gigantesco? artículo 1 de la constitución política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 


“(...) Artículo 1.- En los Estados Unidos Mexicanos 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 


Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 29 
constitucional en materia de suspensión del ejercicio de los derechos y las 
garantías, en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia 
de este decreto. 

Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 33 
constitucional, en materia de expulsión de extranjeros en un plazo máximo de un 
año contado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. En tanto se expida 
la ley referida, este artículo se seguirá aplicando en los términos del texto vigente. 


(..) 


8 Siempre me llamó la atención el título y el contenido del libro La inmensidad del 
artículo 1 de la constitución política de los Estados Mexicanos, de Pacheco Pulido, 
Guillermo, Editorial Porrúa, 2013. 
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ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo 
en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. (...)”. 
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IV.- De una inconstitucionalidad de la ley de amparo 


7.- En efecto, debe entenderse, debe razonarse, por 
todos los operadores jurídicos, que a partir de la aludida 
reforma constitucional que instala los derechos humanos, se 
debe suplir la deficiencia de los conceptos de violación y la 
deficiencia de la queja, sin prohibición alguna, en todos los 
casos, y por ende,, debe ser integral, debe ser para todos, 
precisamente porque interpretando la norma conforme 
a la constitución, recurriendo al principio pro homine, y 
estableciendo el principio de igualdad de todos ante la ley, 
y además, en función de los principios de universalidad, 
interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, 
previstos en el artículo 1 constitucional, todos los seres 
humanos estamos en idéntica situación jurídica; esto último 
parafraseando al magistrado de circuito don Germán Eduardo 
Baltasar Robles.” 

8.- Por ello puede afirmarse que existe, en materia de la 
suplencia, una inconstitucionalidad de la ley de amparo.?” En 
este orden de ideas, si la norma suprema tiene una intención 
o espíritu distinto al de la ley de amparo, debe considerarse a 
esta última contraria a la constitución, y así debe verificarse, 
a efecto de dar una esfera protectora más amplia. Ha sido 
criterio reiterado de la suprema corte de justicia de la nación 
que toda norma inferior a la constitución debe ser interpretada 
en función de la norma suprema, esto es, siempre la primera 
9 En sulibro Ley de Amparo 2016, ver la nota a pie de página número 99, Editorial 

Coeli, página 133. 


10 Como se refiere en la nota a pie de página 99, del libro citado de Don Germán 
Baltazar Robles. 
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interpretación de una norma ordinaria debe realizarse bajo una 
selección de principios constitucionales, en aras de preservar 
tanto la supremacía constitucional como la interpretación 
pro homine de la constitución'', y sobre todo, conforme a los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad. 


== 
29) 9.- Luis Felipe Guerrero Agripino se refiere con mucha 
E claridad a esos principios: 

> md 
O “(...) Principio pro persona: es decir, que cuando la 
- autoridad tenga que optar por varias normas para aplicar 
ss ante una situación concreta, o cuando un texto normativo 
q amerite diversas interpretaciones, deberá privilegiarse la 
O que mejor favorezca a la persona. 
o Principio de universalidad: significa que el goce de los 
E derechos humanos abarca a todas las personas por igual. 

E O Principio de interdependencia: se traduce en que todos 


los derechos humanos se encuentran vinculados entre sí, 
con el mismo valor. De esa manera, le corresponde al 
Estado garantizar la aplicación integral de los mismos. 
Principio de indivisibilidad: significa que los derechos 
humanos poseen un rango intrínseco a la persona; son 
inseparables de ella, de tal manera que al ejercerse uno 
de ellos, correlativamente se deriva el ejercicio de otros. 
Se trata de una interrelación que no es susceptible de 
separar. 


Interpretac 


11 Consultar sobre este tema el completo y bello libro La jurisdicción restaurativa del 
sistema jurídico estatal. Una visión de la regularidad normativa más allá de los 
parámetros constitucionales y convencionales, del Doctor Sergio Charbel Olvera, 


editorial Tirant Le Blanch. México. 2023. 


_ 
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Principio de progresividad '?: conlleva el desiderátum 
de ir siempre hacia delante. Es decir, que el Estado se 
encuentre en una permanente búsqueda de ampliación 
de los derechos humanos y de los mecanismos de 
protección, a la luz de las necesidades imperantes del 
contexto o de las situaciones cambiantes de la realidad 


(opa 


10.- Hay un ensayo interesantísimo sobre el 
tema, denominado los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. apuntes 
para su aplicación práctica.'* 


12 Consultar de Mancilla Castro, Roberto Gustavo: El principio de progresividad en 
el ordenamiento constitucional mexicano, en revista Cuestiones Constitucionales, 
2015, número 33. UNAM. México, D.F. páginas 81-103, recurso digital disponible 
en https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/article/ 
view/6098 


13 Guerrero Agripino, Luis Felipe: La autonomía universitaria ante la reforma 
educativa Comentarios a la reforma constitucional de 2019 en materia de 
educación superior. Colección Reflexiones universitarias. Universidad de 
Guanajuato. Guanajuato, México. 2019. ISBN: 9786074416275. p. 21. 


14 Vid Vásquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra: Los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Apuntes para su aplicación 
práctica, en La reforma constitucional de derechos humanos: un nuevo paradigma. 
Miguel Carbonell y Pedro Salazar (Coord.). UNAM. México D.F. 2011. Recurso 
digital disponible en https: //archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3033/7 pdf 
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V.- De la igualdad de todos ante las leyes 


11.- A lo anterior también tiene que adicionarse el 
principio de igualdad jurídica, la cual se convierte en el 
derecho de todos los gobernados de recibir el idéntico trato 
que aquellos que se localizan en análoga situación de hecho. 
Hay, entre muchas, una tesis jurisprudencial elocuente de 
la primera sala de la SCJN, relacionado con el anterior 
postulado: 


Novena Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 163372 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXXII, diciembre de 2010 
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: la./J. 75/2010 
Página: 36 

DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
ESTABLECE LOS CASOS EN QUE NO PROCEDE 
LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE 
SANCIONES O CUALQUIER OTRO BENEFICIO A 
LOS SENTENCIADOS POR AQUELLOS ILÍCITOS, 
ASÍ COMO LOS REQUISITOS QUE DEBEN 
SATISFACERSE EN LOS QUE SÍ PROCEDE SU 
OTORGAMIENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD ANTE LA LEY.- La Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación ha establecido en jurisprudencia 
firme que el principio de igualdad ante la ley, contenido 
en el artículo lo. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, no implica que todos los 
individuos deban encontrarse siempre y en cualquier 
circunstancia en condiciones de absoluta igualdad, sino 
que dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, la 
cual se traduce en el derecho de todos los gobernados 
de recibir el mismo trato que aquellos que se encuentran 
en similar situación de hecho. Lo anterior significa que 
no toda desigualdad de trato es violatoria de garantías, 
sino sólo cuando produce distinción entre situaciones 
objetivas y de hecho iguales, sin que exista para ello una 
justificación razonable e igualmente objetiva, de manera 
que a iguales supuestos de hecho corresponden similares 
situaciones jurídicas. En congruencia con tal criterio se 
concluye que el artículo 101 del Código Fiscal de la 
Federación que prevé los casos en los que no procede 
otorgar los beneficios de sustitución y conmutación de 
sanciones o cualquier otro beneficio a los sentenciados 
por delitos fiscales, así como los requisitos que deberán 
satisfacerse en los que sí proceda su otorgamiento, no 
viola el principio constitucional mencionado, pues no 
da trato diferenciado a quienes cometen el delito de 
defraudación fiscal respecto de los infractores que sí 
cuentan con el privilegio de obtener la sustitución o 
conmutación de las penas que se les impongan, ya que 
existe la posibilidad de que el responsable por aquel 
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delito pueda gozar de esos beneficios, toda vez que el 
referido artículo 101 únicamente prevé en qué casos no 
proceden. 

Amparo directo en revisión 1707/2002. 12 de 
noviembre de 2003. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava 
Fernández del Campo. 

Amparo directo en revisión 835/2004. 6 de octubre 
de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: José de Jesús Bañales 
Sánchez. 

Amparo directo en revisión 1130/2005. 24 de 
agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 406/2009. 13 de mayo 
de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo directo en revisión 721/2009. 3 de junio de 
2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Lorena Goslinga Remiírez.'* 
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15 Novena Época. Registro digital: 163372. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
75/2010. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Diciembre de 2010, 
página 36 
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VI.- De una tesis luminosa. 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003771 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/6 (10a.) 

Página: 1031 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAÍZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011.- A partir de la reforma de diez 
de junio de dos mil once al artículo lo., en relación 
con el 133 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se estableció la obligación de 
toda autoridad de promover, respetar y garantizar los 
derechos humanos, de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, quedando así establecidas las premisas 
de interpretación y salvaguarda de los derechos 
consagrados en la Constitución, que se entiende deben 
respetarse en beneficio de todo ser humano, sin distinción 
de edad, género, raza, religión, ideas, condición 
económica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias 
(universalidad); asumiendo tales derechos como 
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relacionados, de forma que no es posible distinguirlos 
en orden de importancia o como prerrogativas 
independientes, prescindibles o excluyentes unas ante 
otras (indivisibilidad e interdependencia); además, cada 
uno de esos derechos o todos en su conjunto, obedecen 
a un contexto de necesidades pasadas y actuales, y no 
niegan la posibilidad de su expansión, siendo que crecen 
por adecuación a nuevas condiciones sociales que 
determinen la vigencia de otras prerrogativas que deban 
reconocerse a favor del individuo (progresividad). 
Al positivarse tales principios interpretativos en la 
Constitución, trascienden al juicio de amparo y por 
virtud de ellos los tribunales han de resolver con una 
tendencia interpretativa más favorable al derecho 
humano que se advierta conflagrado y con una 
imposición constitucional de proceder a su restauración 
y protección en el futuro, debiendo por ello quedar 
superados todos los obstáculos técnicos que impidan 
el estudio de fondo de la violación, fundados en una 
apreciación rigorista de la causa de pedir, o la forma 
y oportunidad en que se plantea. En ese sentido, la 
suplencia de la queja deficiente encuentra fortalecimiento 
dentro del juicio de garantías, pues a través de ella el 
Juez puede analizar por sí una violación no aducida 
y conceder el amparo, librando en ese proceder los 
obstáculos derivados de las omisiones, imprecisiones 
e, incluso, inoportunidades en que haya incurrido quien 
resulta afectado por el acto inconstitucional, de manera 
que es la suplencia el instrumento que mejor revela la 
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naturaleza proteccionista del amparo, y su importancia, 
como mecanismo de aseguramiento del principio de 
supremacía constitucional, mediante la expulsión de 
aquellos actos o disposiciones que resulten contrarios 
al Ordenamiento Jurídico Máximo. Así, las reformas 
comentadas posibilitan ampliar su ejercicio, por lo 
que cuando en el conocimiento de un juicio de amparo 
la autoridad advierta la presencia de un acto que 
afecta los derechos fundamentales del quejoso, podrá 
favorecer el estudio de la violación y la restauración 
de los derechos conflagrados, por encima de obstáculos 
derivados de criterios o interpretaciones sobre las 
exigencias técnicas del amparo de estricto derecho, 
como la no impugnación o la impugnación inoportuna 
del acto inconstitucional, su consentimiento presuntivo, 
entre otros, pues estos rigorismos, a la luz de los actuales 
lineamientos de interpretación constitucional, no 
podrían anteponerse válidamente a la presencia de una 
manifiesta conflagración de derechos fundamentales, ni 
serían suficientes para liberar al tribunal de procurar la 
restauración de dicha violación, del aseguramiento de 
los derechos fundamentales del individuo y del principio 
de primacía constitucional en la forma más amplia. 
Además, tal proceder es congruente con la intención 
inicial reconocida a la suplencia de la queja, pues ante 
la presencia de un acto inconstitucional, se torna en 
salvaguarda del ordenamiento jurídico en general y del 
principio de supremacia constitucional, consagrado 
en el artículo 133 constitucional, en tanto que las 
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deficiencias en que incurra el agraviado, relacionadas 
con la falta de impugnación o la impugnación 
inoportuna, pueden entenderse como una confirmación 
del estado de indefensión en que se encuentra y del cual 
debe ser liberado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.'* 


16 Décima Época. Registro digital: 2003771. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/6 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1031 
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VIL.- De algunos criterios jurisprudenciales relevantes. 


12.- Me fundamento ahora en algunas tesis aisladas 
y jurisprudenciales destacadas del poder judicial de la 
federación: 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XVIII, marzo de 2013, Tomo 3 
Materia(s): Común 
Tesis: XXVII.10.(VIIM Región) J/3 (10a.) 
Página: 1830 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio 
de dos mil once, todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
establecidos en aquélla y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, interpretando 
las normas relativas a esos derechos de conformidad 
con dichos ordenamientos (principio de interpretación 
conforme) favoreciendo en todo tiempo a las personas 
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con la protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de interdependencia, 
indivisibilidad, universalidad y progresividad, de 
los cuales se advierte que los derechos humanos se 
interrelacionan y dependen recíprocamente unos 
de otros y tienen como origen común la dignidad 
humana, por lo cual no es procedente relegar algunos 
para conceder prioridad a otros ni puede existir 
jerarquía entre ellos, lo que significa que todos los 
derechos humanos deben ser objeto de protección 
sin distinción alguna. En atención a lo expuesto y de 
conformidad con el artículo 103 de la Carta Magna, 
a las autoridades jurisdiccionales que conozcan del 
amparo les corresponde con mayor énfasis, en razón 
de sus funciones de impartición de justicia y conforme 
al objeto del citado juicio, “proteger” y “garantizar” 
los derechos humanos en las controversias sometidas 
a su competencia. Por su parte, los artículos 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostuvo en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
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DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos del 
quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con 
independencia de que las partes invoquen o no dicha 
infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
pues de esta manera se favorece el acatamiento de 
los principios señalados y se resguarda el efecto útil 
del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, 
desde luego, los presupuestos necesarios para suplir la 
deficiencia de argumentos, tales como que el juzgador 
tenga competencia, que el juicio sea procedente 
y que se respete la litis planteada. Esta suplencia 
complementa la prevista en la Ley de Amparo, ya que 
revela mayores alcances en cuanto al sujeto, al proceder 
en favor de cualquier persona y no sólo en beneficio 
de determinados individuos, circunstancia que, sin 
embargo, no torna inoperante el beneficio regulado 
en dicha ley, pues éste reviste una protección más 
amplia en cuanto al objeto, debido a que no se limita 
a violaciones de derechos humanos en materia de 
constitucionalidad y convencionalidad, sino también de 
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legalidad. Lo anterior deja entrever que si bien ambas 
clases de suplencia pueden concurrir en ciertos casos, en 
otros puede resultar procedente una u otra, de manera 
que la contemplada en la Ley de Amparo sigue teniendo 
plena eficacia en los supuestos que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 


Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 

Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de agosto 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Ybraín 
Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno Castrezana 
Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 
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Amparo en revisión 343/2012 (expediente auxiliar 
964/2012). 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
Nota del IUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 

La tesis aislada P. LXVI/2011 (9a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2006727 
Tribunales Colegiados de Circuito 
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Tesis Aislada 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 7, junio de 2014, Tomo Il 
Materia(s): Común 
Tesis: 1.30.P.19 P (10a.) 
Página: 1864 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. PROCEDE A FAVOR DE LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO CUANDO 
ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN COMO 
TERCERO INTERESADO, AUN CUANDO 
NO TENGA EL CARÁCTER DE QUEJOSO O 
ADHERENTE (INTERPRETACIÓN  EXTENSIVA 
DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO B), 
DE LA LEY DE AMPARO).- En la Ley de Amparo 
no existe disposición que obligue a suplir la deficiencia 
de los agravios en el recurso de revisión instado por 
la víctima u ofendido del delito cuando acude como 
tercero interesado, pues el artículo 79, fracción I'll, 
inciso b), de dicha ley, condiciona la suplencia a 
los supuestos en que tiene el carácter de quejoso o 
adherente, incluso, esa disposición se complementa con 
su penúltimo párrafo al determinar que en estas hipótesis 
la suplencia se dará aun ante la ausencia de conceptos 
de violación o de agravios; no obstante, la interpretación 
constitucional apegada a los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad en la 
protección de los derechos fundamentales de la víctima 
u ofendido del delito, particularmente de acceso a la 
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justicia, recurso efectivo, igualdad y no discriminación, 
garantizados en los artículos lo., párrafos segundo y 
tercero, 13 y 17, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, conduce 
a vislumbrar con mayor amplitud el inciso b) de la 
fracción IM del citado numeral 79, en la medida que 
todas las autoridades del Estado, en el ámbito de su 
competencia, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos fundamentales de 
las personas reconocidos en la propia Constitución 
y en los tratados de la materia. A ese respecto y, a 
nivel de norma secundaria, los artículos 10 y 11 de 
la Ley General de Víctimas prevén que éstas tienen 
derecho a un recurso judicial adecuado y efectivo ante 
autoridades independientes, imparciales y competentes 
que les garantice el ejercicio de su derecho a conocer 
la verdad, a que se realice con la debida diligencia 
una investigación inmediata y exhaustiva del delito o 
de las violaciones a sus derechos humanos, a que los 
autores de los delitos y de éstas, con respeto al debido 
proceso, sean enjuiciados y sancionados, así como a 
obtener una reparación integral por los daños sufridos, 
y que para garantizar estas prerrogativas, tendrán 
acceso a los mecanismos de justicia que disponga 
el Estado, incluidos los procedimientos judiciales y 
administrativos, previstos en la Constitución, en las 
leyes locales y federales aplicables, así como en los 
tratados internacionales. Por ende, al ser manifiesto que 
la interpretación conforme a que se refiere el párrafo 
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segundo del artículo lo. constitucional comprende 
los derechos establecidos en las normas de carácter 
secundario, y que lo determinado en la Ley General de 
Víctimas tiene incidencia en sentido interdependiente 
con los derechos fundamentales de acceso a la justicia, 
igualdad, no discriminación y tutela judicial efectiva, 
se concluye que, cuando la víctima u ofendido acude 
al recurso de revisión como tercero interesado, también 
debe aplicarse el beneficio de la suplencia de la queja 
deficiente a su favor, aun cuando no tenga el carácter de 
quejoso o adherente. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 262/2013. 20 de marzo 
de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Humberto 
Venancio Pineda. Secretario: Porfirio Mauricio Nieves 
Ramírez. 

Nota del TUS: Esta tesis fue objeto de la denuncia 
relativa a la contradicción de tesis 240/2014 de la 
Primera Sala, de la que derivó la tesis jurisprudencial 
la./J. 9/2015 (10a.) de título y subtítulo: «SUPLENCIA 
DE LA QUEJA DEFICIENTE. EL HECHO DE QUE 
EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN III, INCISO B), DE 
LA LEY DE AMPARO NO LA PREVÉ A FAVOR 
DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO 
CUANDO ACUDE AL RECURSO DE REVISIÓN 
COMO TERCERO INTERESADO, NO IMPLICA 
UNA TRANSGRESIÓN A LOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES O CONVENCIONALES.” 
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de junio de 
2014 a las 09:37 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación." 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XX, mayo de 2013, Tomo 2 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 

Página: 1029 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DE LA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA — INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 


17 Décima Época. Registro digital: 2006727. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.30.P.19 P (10a.). Materia(s): Común, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo ll, 
página 1864 
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derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
excluyendo los rigorismos propios del amparo de estricto 
derecho, como la ausencia de impugnación de la norma, 
la formulación deficiente de conceptos de violación, así 
como los derivados del consentimiento tácito inferidos 
de la falta de impugnación de un acto anterior que 
también aparezca probado, dando a la mencionada 
figura el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad que 
deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
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reconocidos a favor del individuo, a fin de evitar que a la 
restauración de una violación a derechos fundamentales 
objetivamente probada, se oponga su prevalencia por 
meros obstáculos de rigor técnico, sino por el contrario 
despejarlos para que la autoridad cumpla con el mandato 
de velar por el respeto a los derechos fundamentales 
ministrando justicia donde se sabe requerida sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.'* 


13.- Es necesario ponderar ampliamente la siguiente 
y explícita tesis jurisprudencial de un tribunal colegiado de 
circuito, en muchos aspectos, de marzo de 2013, que al menos 
demuestra que aún hay jueces en México, parafraseando 
la frase histórica acuñada por aquel molinero que se opuso 
a Federico Il, quien había mandado derribar su molino por 
feo. El molinero se opuso a la decisión del monarca y llevó 
el caso ante la justicia, al tiempo que le decía al rey: Sire, 
es gibt noch Richter in Berlín, es decir: Señor, todavía hay 
jueces en Berlin. 
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Tesis: 2a./J. 154/2015 (10a.) 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo l, página 317 


O Número de registro del disco óptico de Sistematización 
a de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2010623 
an? 
d) Segunda Sala 
pa Jurisprudencia 
= Común 
0D] 
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ss 
— 


18 Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1029 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. DEBE ANALIZARSE 
ACORDE CON EL MARCO SOBRE DERECHOS 
HUMANOS RESGUARDADO POR EL ARTÍCULO 
lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR 
DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO 
DE 2011.- En la tesis aislada 2a. LXXXII/2012 (10a.) 
(*), esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación sustentó que si bien la reforma indicada 
implicó un cambio en el sistema jurídico mexicano en 
relación con los tratados de derechos humanos, así como 
con la interpretación más favorable a la persona al orden 
constitucional -principio pro persona-, ello no implica 
que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de 
llevar a cabo sus atribuciones y facultades de impartir 
justicia en la forma en que venían desempeñándolas 
antes de la reforma citada, sino que dicho cambio sólo 
conlleva a que si en los instrumentos internacionales 
existe una protección más benéfica para la persona 
respecto de la institución jurídica que se analice, ésta 
se aplique, sin que tal circunstancia signifique que dejen 
de observarse los diversos principios constitucionales 
y legales que rigen su función jurisdiccional. Bajo 
esa directriz, se advierte que los artículos 7 y 8 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, y 1 de la Declaración Americana de 
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los Derechos y Deberes del Hombre, consagran la 
igualdad, en su acepción universal, que debe existir 
entre todas las personas, sin distinción alguna. Por 
su parte, la propia Sala en la diversa tesis aislada 2a. 
XCIH/2013 (10a.) (**), interpretó el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
el sentido de que prevé un principio de reserva legal 
del orden interno del Estado parte, con arreglo al cual 
se instrumentará el derecho al recurso, reconociendo, 
en este aspecto, la prevalencia del orden interno. Ahora 
bien, el principio de suplencia de la queja deficiente en 
el juicio de amparo se erige como una institución de 
capital importancia dentro de nuestro sistema jurídico, 
con características particulares, con el fin de impedir 
la denegación de justicia por razones de carácter 
meramente técnico-jurídicas; por ello, dicha institución 
debe analizarse desde la perspectiva constitucional y 
legal nacional, y es en función de ese examen interno 
como debe contrastarse si efectivamente tal principio 
satisface el mandato universal de igualdad, o si existe 
una justificación razonable en la distinción de trato 
que respecto de ciertas personas o grupos establece el 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 
de abril de 2013, sustituido por el precepto 79 en la ley 
de la materia en vigor a partir del día siguiente. 

Recurso de inconformidad 187/2014. Tomasa 
Tirado Partida. 9 de abril de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
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Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 

Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 

Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 
4 de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 665/2015. Grupo 
Montejo de Mérida, S.A. de C.V. 28 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria 
Martínez. 
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Contradicción de tesis 33/2015. Entre las 
sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco. 10 de junio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 154/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veinticinco de noviembre de 2015. 

Nota del IUS: (*) La tesis aislada 2a. 
LXxXXI[/2012 (10a.) citada, que aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Libro XIV, Tomo 2, noviembre de 
2012, página 1587, con el rubro: “PRINCIPIO PRO 
PERSONA O PRO HOMINE. FORMA EN QUE LOS 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES 
DEBEN DESEMPEÑAR SUS ATRIBUCIONES Y 
FACULTADES A PARTIR DE LA REFORMA AL 
ARTÍCULO lo. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.”, integró 
la jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.), que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y 
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en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 6, Tomo Il, mayo de 2014, 
página 772, con el título y subtítulo: “PRINCIPIO 
DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA 
PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA 
QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN 
DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRINCIPIOS 
Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA 
FUNDAMENTAL.” 

(+) La tesis aislada 2a. XCII/2013 (10a.) citada, 
que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, 
Tomo 2, octubre de 2013, página 1305, con el título y 
subtítulo: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS NO CONSTITUYE 
UNA FUENTE DE PROCEDENCIA DE AQUEL 
RECURSO.”, integró la jurisprudencia 2a./J. 122/2014 
(10a.), que aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 28 de noviembre de 2014 
a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo 
I, noviembre de 2014, página 1039, con el título y 
subtítulo: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 
ARTÍCULO 25 DELA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS NO CONSTITUYE 
UNA FUENTE DE PROCEDENCIA DE AQUEL 
RECURSO.” 
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Esta tesis se publicó el viernes 4 de diciembre de 
2015 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 7 de diciembre de 2015, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013.'” 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003160 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Común 
Tesis: XXVII. 10.(VIM Región) J/3 (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CUANDO 
EL JUZGADOR ADVIERTA LA VIOLACIÓN DE 
DERECHOS HUMANOS.- De acuerdo con el artículo 
lo. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto vigente a partir del once de junio 
de dos mil once, todas las autoridades, en el ámbito de 
sus competencias, están obligadas a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos establecidos 
en aquélla y en los tratados internacionales de los que 


19 Décima Época. Registro digital: 2010623. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
154/2015 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo |, página 
317 
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el Estado Mexicano sea parte, interpretando las normas 
relativas a esos derechos de conformidad con dichos 
ordenamientos (principio de interpretación conforme) 
favoreciendo en todo tiempo a las personas con la 
protección más amplia (principio pro homine). Lo 
anterior, acorde con los principios de interdependencia, 
indivisibilidad, universalidad y progresividad, de 
los cuales se advierte que los derechos humanos se 
interrelacionan y dependen recíprocamente unos de otros 
y tienen como origen común la dignidad humana, por 
lo cual no es procedente relegar algunos para conceder 
prioridad a otros ni puede existir jerarquía entre ellos, lo 
que significa que todos los derechos humanos deben ser 
objeto de protección sin distinción alguna. En atención 
a lo expuesto y de conformidad con el artículo 103 de 
la Carta Magna, a las autoridades jurisdiccionales que 
conozcan del amparo les corresponde con mayor énfasis, 
en razón de sus funciones de impartición de justicia 
y conforme al objeto del citado juicio, “proteger” y 
“garantizar” los derechos humanos en las controversias 
sometidas a su competencia. Por su parte, los artículos 8 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y 25, numeral 1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, establecen que toda persona tiene 
derecho a un recurso “efectivo” ante los tribunales 
competentes, que la amparen contra los actos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por 
la Constitución y esos instrumentos normativos. 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
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la Nación sostuvo en la tesis P. LXVII/2011 (9a.), de 
rubro: “CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO 
DE CONSTITUCIONALIDAD.”, que los Jueces están 
autorizados para realizar un control de convencionalidad 
“ex officio”, esto es, con independencia de que las 
partes lo invoquen, pues dicha facultad no debe quedar 
limitada exclusivamente por las manifestaciones de los 
accionantes en cada caso concreto. En observancia de 
todo lo anterior, cuando el juzgador de amparo advierta 
que la norma general, acto u omisión reclamada de la 
autoridad responsable vulnera los derechos humanos del 
quejoso, debe abordar el estudio de esa violación, con 
independencia de que las partes invoquen o no dicha 
infracción en sus conceptos de violación o agravios, 
pues de esta manera se favorece el acatamiento de 
los principios señalados y se resguarda el efecto útil 
del juicio de amparo como medio para proteger y 
garantizar los derechos fundamentales, sin soslayar, 
desde luego, los presupuestos necesarios para suplir la 
deficiencia de argumentos, tales como que el juzgador 
tenga competencia, que el juicio sea procedente 
y que se respete la litis planteada. Esta suplencia 
complementa la prevista en la Ley de Amparo, ya que 
revela mayores alcances en cuanto al sujeto, al proceder 
en favor de cualquier persona y no sólo en beneficio 
de determinados individuos, circunstancia que, sin 
embargo, no torna inoperante el beneficio regulado 
en dicha ley, pues éste reviste una protección más 
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amplia en cuanto al objeto, debido a que no se limita 
a violaciones de derechos humanos en materia de 
constitucionalidad y convencionalidad, sino también de 
legalidad. Lo anterior deja entrever que si bien ambas 
clases de suplencia pueden concurrir en ciertos casos, en 
otros puede resultar procedente una u otra, de manera 
que la contemplada en la Ley de Amparo sigue teniendo 
plena eficacia en los supuestos que prevé. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
OCTAVA REGIÓN. 

Amparo directo 132/2012 (expediente auxiliar 
226/2012). 13 de abril de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: 
Claudia Luz Hernández Sánchez. 

Amparo directo 356/2012 (expediente auxiliar 
586/2012). Lizbeth Angélica Ancona Chuc. 10 de agosto 
de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: José Ybraín 
Hernández Lima. Secretario: Edgar Bruno Castrezana 
Moro. 

Amparo en revisión 321/2012 (expediente auxiliar 
863/2012). 5 de octubre de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretario: 
Edgar Bruno Castrezana Moro. 

Amparo directo 613/2012 (expediente auxiliar 
892/2012). Dalia del Socorro Rodríguez Palomo. 31 de 
octubre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Livia 
Lizbeth Larumbe Radilla. Secretario: José Francisco 
Aguilar Ballesteros. 
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Amparo en revisión 343/2012 (expediente auxiliar 
964/2012). 15 de noviembre de 2012. Unanimidad 
de votos. Ponente: Livia Lizbeth Larumbe Radilla. 
Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 

Nota del IUS: Por ejecutoria del 28 de noviembre 
de 2012, la Primera Sala declaró sin materia la 
contradicción de tesis 287/2012 derivada de la denuncia 
de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, 
al existir la jurisprudencia la./J. 29/2013 (10a.) que 
resuelve el mismo problema jurídico. 

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de tesis 313/2013, desechada por 
notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 2 de 
julio de 2013. 

La tesis aislada P. LXVI1/2011 (9a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 
2011, página 535. 

Por ejecutoria del 5 de marzo de 2014, la Segunda 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 
385/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto 
el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no 
son discrepantes los criterios materia de la denuncia 
respectiva.” 
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20 Décima Época. Registro digital: 2003160. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: XXVIl.10.(VIIl Región) J/3 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 1830 
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Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2004998 
Primera Sala 
Jurisprudencia 
Constitucional, Penal, Común 
Tesis: 1a./J. 29/2013 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro 
XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1, página 508 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN 
MATERIA PENAL. OPERA EN FAVOR DE 
LA VÍCTIMA U OFENDIDO POR EL DELITO, 
CONFORME AL MARCO CONSTITUCIONAL 
SOBRE DERECHOS HUMANOS QUE 
RESGUARDAN LOS ARTÍCULOS 20, APARTADO 
B Y lo. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO 
OBSTANTE QUE EL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN 
Il, DE LA LEY DE AMPARO, LA PREVEA SÓLO 
EN BENEFICIO DEL REO.- La posibilidad de suplir 
la queja deficiente en favor de la víctima u ofendido por 
el delito representa un cambio trascendental a la cultura 
jurídica preservada en nuestro país desde que se instauró 
este principio en el juicio de amparo; sin embargo, la 
práctica jurisdiccional demuestra que en varios asuntos 
se violan derechos fundamentales en perjuicio de esos 
sujetos, por lo que es necesario que acudan al amparo 
solicitando la justicia que no han podido encontrar en 
las instancias naturales del procedimiento penal. Ahora 
bien, la labor jurisdiccional cotidiana y las diversas 
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reformas constitucionales y legales enseñan que el 
derecho es un instrumento evolutivo que no puede 
permanecer estático ante los cambios de la sociedad, 
de manera que el significado de justicia, en su acepción 
elemental de dar a cada quien lo que le pertenece, debe 
ser moldeado de tal forma que permita aplicar el derecho, 
no en sentido estricto, sino con un enfoque integral e 
incluyente acorde con los tiempos que se viven, razón 
por la cual esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
a partir de la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación, ha evolucionado significativamente respecto 
a la visión protectora del ofendido; muestra de ello son 
los diversos y variados criterios relevantes con marcada 
mejora en el rubro de acceso pleno a la justicia, esto 
es, la jurisprudencia se erige como el medio conductor 
que actualiza las disposiciones de la ley reglamentaria 
y evita que el derecho positivo caiga en desuso. Así, 
el modelo de juicio de amparo legalista y rígido, que 
impone el principio de estricto derecho, ha perdido 
vigencia para el afectado, en virtud de que actualmente 
el artículo 20, apartados A y B, de la Constitución 
Federal, coloca en un mismo plano los derechos del 
acusado y los de la víctima u ofendido; además, porque 
el segundo párrafo del numeral lo. constitucional exige 
que las normas relativas a los derechos humanos se 
interpreten de conformidad con la propia Carta Magna 
y con los tratados internacionales de los que México 
es parte, de forma que favorezca ampliamente a las 
personas, lo que se traduce en la obligación de analizar 
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el contenido y alcance de tales derechos a partir del 
principio pro persona. Bajo esa línea argumentativa, 
se concluye que el artículo 76 Bis, fracción II, de la 
Ley de Amparo, que autoriza la suplencia de la queja 
deficiente sólo en favor del reo, no corresponde a la 
realidad constitucional y social de nuestra Nación, pues 
quedó rebasado por la transformación de los derechos 
humanos; por lo que debe afirmarse que el espíritu 
del poder reformador que dio vida a dicho precepto y 
fracción, ha perdido su asidero constitucional y, por 
ende, esta Primera Sala determina que tal institución se 
extiende en pro de la víctima u ofendido por el delito, lo 
que representa un paso más hacia el fin primordial para 
el que fue instituido el juicio de control constitucional, 
esto es, la búsqueda de la justicia. 

Contradicción de tesis 163/2012. Entre las 
sustentadas por el Quinto y el Noveno Tribunales 
Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 
28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos por 
la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. El Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea y la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas manifestaron reservarse el derecho a 
formular voto concurrente. Ponente: Guillermo Il. Ortiz 
Mayagoitia. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 
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Tesis de jurisprudencia 29/2013 (10a.). Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 
fecha veinte de febrero de dos mil trece.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003770 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/3 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1029 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
ALCANCE DE LA ACTUALIZADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 76 BIS, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA CUANDO UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDE EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA 
NORMA DECLARADA — INCONSTITUCIONAL 
POR SU PROPIA JURISPRUDENCIA.- Conforme 
a los artículos lo. y 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos las autoridades 
del Estado Mexicano están obligadas a garantizar 
a los individuos la protección más amplia de sus 
derechos fundamentales, asegurando la primacía de 
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21 Décima Época. Registro digital: 2004998. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
29/2013 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal, Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre 
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la Constitución ante cualquier otra disposición que 
la contraríe. Dicha obligación, desde la perspectiva 
del juicio de amparo, permite sostener que una vez 
probada la afectación a esos derechos fundamentales, 
su restauración resulta ineludible, sin que sea válido 
soslayarla invocando impedimentos de rigor técnico que 
permitan la subsistencia del acto inconstitucional y sus 
efectos perjudiciales para los derechos fundamentales 
reconocidos. En ese sentido, cuando para un Tribunal 
Colegiado de Circuito resulta notoria y manifiesta la 
contravención a los derechos de un individuo por la 
aplicación de una norma declarada inconstitucional por 
su propia jurisprudencia, y se actualiza la suplencia de 
la queja deficiente en términos de la fracción VI del 
artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para otorgar la 
protección constitucional, aquélla tiene el alcance de 
priorizar el estudio y restauración de dicha violación, 
excluyendo los rigorismos propios del amparo de estricto 
derecho, como la ausencia de impugnación de la norma, 
la formulación deficiente de conceptos de violación, así 
como los derivados del consentimiento tácito inferidos 
de la falta de impugnación de un acto anterior que 
también aparezca probado, dando a la mencionada 
figura el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad y progresividad 
que deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
reconocidos a favor del individuo, a fin de evitar que a la 
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restauración de una violación a derechos fundamentales 
objetivamente probada, se oponga su prevalencia por 
meros obstáculos de rigor técnico, sino por el contrario 
despejarlos para que la autoridad cumpla con el mandato 
de velar por el respeto a los derechos fundamentales 
ministrando justicia donde se sabe requerida sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.” 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2003774 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Tesis: IV.20.A. J/4 (10a.) 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, página 1033 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. SI 
SE ACTUALIZA PARA QUE EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO CONCEDA EL 
AMPARO POR LA APLICACIÓN DE UNA NORMA 
DECLARADA  INCONSTITUCIONAL POR SU 
PROPIA JURISPRUDENCIA, EL ESTUDIO Y 
RESTAURACIÓN DE ESA VIOLACIÓN SON 
PRIORITARIOS, AUN POR ENCIMA DE LA 
INOPERANCIA POR CONSENTIMIENTO 
TÁCITO, A FIN DE PRESERVAR LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES  CONSTITUCIONALMENTE 
RECONOCIDOS A FAVOR DEL INDIVIDUO.- De 


22 Décima Época. Registro digital: 2003770. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: I1V.20.A. J/3 (10a.). Materia(s). Común. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 2, página 1029 
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los artículos lo. y 133 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que las 
autoridades del Estados Mexicano están obligadas a 
garantizar a los individuos la protección más amplia de 
sus derechos fundamentales, asegurando la primacía 
de la Constitución ante cualquiera otra disposición que 
la contraríe, obligación que, tratándose del juicio de 
amparo, trasciende en que probada la afectación a los 
derechos fundamentales del quejoso, su restauración 
resulta ineludible, sin que sea válido soslayarla 
mediante rigorismos técnicos, para dejar subsistir el acto 
inconstitucional y sus efectos. Bajo este orden de ideas, 
si un Tribunal Colegiado de Circuito, en suplencia de la 
queja deficiente prevista en la fracción VI del artículo 
76 Bis de la Ley de Amparo, concede el amparo por 
la aplicación de una norma declarada inconstitucional 
por su propia jurisprudencia, el estudio y restauración 
de esa violación son prioritarios aun por encima de la 
inoperancia por consentimiento tácito, inferido por la 
ausencia de impugnación oportuna de un acto anterior 
que también aparezca probado en el juicio, pues 
mientras dicha inoperancia constituye un rigorismo 
técnico basado en una presunción de falta de voluntad de 
impugnación, la violación a los derechos fundamentales 
demostrada objetiva y certeramente, representa una 
afectación sustantiva a los derechos fundamentales que 
actualiza plenamente el mandato constitucional de su 
restauración, ordenanza superior a cualquier otra que 
bien puede encausarse, dando a la figura de la suplencia 
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el alcance protector más amplio y eficiente posible, a la 
luz de los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, aplicables en relación 
con la preservación de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos a favor del individuo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 319/2011. Joaquín del Bosque 
Martínez. 24 de mayo de 2012. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: 
Eucario Adame Pérez. 

Amparo directo 100/2012. Olga  Canavati 
Fraige viuda de Tafich y otro. 30 de agosto de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos 
Benítez. Secretario: Mario Enrique Guerra Garza. 

Amparo directo 223/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 27 de septiembre de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro. Secretaria: Griselda Tejada Vielma. 

Amparo directo 296/2012. Rodolfo Guadalupe 
González Aldape. 17 de enero de 2013. Unanimidad 
de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
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Amparo directo 13/2013. 18 de abril de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Alejandro 
Bermúdez Manrique. Secretario: Víctor Hugo Alejo 
Guerrero.” 


Décima Época 

Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 2019569 
Jurisprudencia 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Materias(s): Común 
Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.) 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 64, Marzo de 2019, Tomo Ill, 

página 2553 
SUPLENCIA DE LA QUEJA. PROCEDE CUANDO 
PARA UN TRIBUNAL COLEGIADO — DE 
CIRCUITO RESULTE NOTORIA Y MANIFIESTA 
LA CONTRAVENCIÓN A LAS REGLAS DE 
PROCEDENCIA O ACCESO AL JUICIO DE 
AMPARO DERIVADA DE UNA PREVENCIÓN 
INJUSTIFICADA DE LA DEMANDA.- Del análisis 
del artículo lo. de la Ley de Amparo, se obtiene la 
procedencia genérica de la acción constitucional, 
esto es, el gobernado, salvo los casos previstos en la 
propia ley, la Constitución Política de los Estados 


23 Décima Época. Registro digital: 2003774. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1V.20.A. J/4 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 
2, página 1033 
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Unidos Mexicanos o la jurisprudencia, podrá ejercer la 
acción constitucional contra normas generales, actos u 
omisiones de la autoridad que transgredan los derechos 
humanos o las garantías establecidas para su protección. 
Ello es así, pues la garantía para la protección de 
esos derechos es el juicio de amparo, al tratarse del 
mecanismo constitucional y de mayor jerarquía 
para obtener la restitución en el goce del derecho 
fundamental transgredido. Así las cosas, conforme al 
artículo 79, fracción VI, de la ley de la materia, cuando 
para un Tribunal Colegiado de Circuito resulta notoria y 
manifiesta la contravención a las reglas de procedencia o 
acceso al amparo, ya sea por la aplicación de una causa 
que no rige el acto reclamado o ante el requerimiento 
injustificado al quejoso para que aclare su demanda, 
se actualiza una hipótesis por la cual, expresamente, 
procede dicha acción federal y desde la demanda se 
han satisfecho en su integridad los requisitos formales 
previstos en el artículo 108 de la ley citada; dicho 
tribunal está obligado a suplir la queja en términos de 
la fracción VI del artículo 79 invocado, a efecto de 
priorizar el estudio y la restauración de dicha violación, 
lógicamente con exclusión de los rigorismos propios 
del amparo de estricto derecho, dando a la figura de la 
suplencia el alcance protector más amplio y eficiente 
posible, a la luz de los principios de universalidad, 
interdependencia,  indivisibilidad y progresividad 
que deben observarse en relación con la preservación 
de los derechos fundamentales constitucionalmente 
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Interpretación convencional 


reconocidos a favor del individuo. Lo anterior, a fin de 
evitar que a la restauración de una violación a derechos 
fundamentales objetivamente probada, se oponga la 
prevalencia de la violación por meros obstáculos de 
rigor técnico, debiendo, por el contrario, despejarse 
tales tecnicismos y cuestiones de cualquier índole que 
impidan al amparo ser el medio de control constitucional 
más eficaz para cumplir con el mandato mencionado que 
la Constitución Federal impone para velar por el respeto 
a los derechos fundamentales y haciendo la función 
del Juez de amparo congruente con ese propósito, 
ministrando justicia donde se sabe requerida, sin buscar 
impedimentos para realizarla. 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 70/2015. Antonio Jhovany Durán Bautista. 
30 de abril de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: 
Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Tomás Zurita 
García. 

Queja 65/2017. 21 de abril de 2017. Unanimidad de 
votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: 
Sergio Iván Sánchez Lobato. 

Queja 151/2017. René Tonatiuh Muñiz Patiño. 
16 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Refugio Ortega Marín. Secretario: Jorge Luna Olmedo. 

Queja 115/2017. Pablo Salazar. 29 de junio de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega 
Marín. Secretario: Manuel Hernández Padrón. 
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Queja 327/2018. Fermaca Pipeline de Occidente, 
S. de R.L. de C.V. 17 de enero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Irma Rodríguez Franco. Secretaria: 
Maricela Nieto Vargas. 

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 
2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 


24 Décima Época. Registro digital: 2019569. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.110.C. J/9 (10a.). Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, Marzo de 2019, Tomo 
IIL, página 2553 
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VIL- De una tesis jurisprudencial ingrata. 


Décima Época 
Número de registro del disco óptico de 
Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 
2010624 
Segunda Sala 
Jurisprudencia 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional, Común 
Tesis: 2a./J. 158/2015 (10a.) 
Página: 359 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE 
EN EL JUICIO DE AMPARO LABORAL. LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO OPERE EN 
BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO VULNERA 
EL DERECHO HUMANO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN.- El artículo 76 Bis, fracción IV, 
de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013, 
sustituido por el numeral 79, fracción V, de ley de la 
materia en vigor al día siguiente, al prever expresamente 
que la suplencia de la queja deficiente en materia laboral 
procede sólo a favor del trabajador, es producto de los 
procesos históricos de reforma constitucional y legal, 
cuya distinción de trato, en relación con el patrón, radica 
en que su finalidad es solventar la desigualdad procesal 
de las partes y la necesidad de proteger bienes básicos, 
derivado de que: a) el artículo 123 de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
Federal del Trabajo regulan la relación laboral como 
un derecho de clases; b) el patrón tiene mayores 
posibilidades económicas, lo cual le permite acceder 
a los servicios de mejores abogados y, al tener la 
administración de la empresa, cuenta con una mejor 
posibilidad de allegarse medios probatorios para el 
juicio; y, c) la protección a bienes elementales tiene 
como base el hecho de que la subsistencia del trabajador 
y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende 
de su salario y prestaciones inherentes, razón que 
evidencia la importancia que tiene para el trabajador 
un litigio derivado de la relación laboral; motivo por 
el cual se le liberó de la obligación de ser experto en 
tecnicismos jurídicos, lo que contribuyó, por un lado, a 
que no se obstaculizara la impartición de justicia y, por 
otro, a la salvaguarda de los derechos fundamentales 
consagrados en el referido artículo 123 de la Carta 
Magna. En esas condiciones, la Segunda Sala reitera 
el criterio de la jurisprudencia 2a./J. 42/97*%, en el 


Novena Época. Registro digital: 197696. Segunda Sala. Jurisprudencia. Semanario 


Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI, Septiembre de 1997. Página: 
305. Materia(s): Laboral. Tesis: 2a./J. 42/97. SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA 
DE LA QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, IMPROCEDENCIA DE 
LA.- El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su fracción IV, establece que 
en materia laboral la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador; luego, 
resulta inconcuso (sic) que no es dable la operancia de dicha institución jurídica 
en favor del patrón. El anterior aserto deriva de una interpretación gramatical, 
histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta Segunda Sala a concluir que la 
suplencia de la queja en la materia laboral únicamente se justifica en favor del 
trabajador, en tanto que su finalidad es solventar la desigualdad procesal de las 
partes y la necesidad de proteger bienes básicos. La desigualdad procesal se 
sustenta, primordialmente, en el artículo 123 constitucional y en la Ley Federal 
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del Trabajo, que regulan la relación laboral como un derecho de clases; así como 


en la circunstancia genérica, consistente en la mayor posibilidad económica del 
patrón, lo cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados, caso 
contrario del trabajador; así también, porque al tener el patrón la administración 
de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de allegarse medios probatorios 
para el juicio. La protección a bienes básicos tiene como base el hecho de que la 
subsistencia del trabajador y de su familia, con todo lo que lleva implícito, depende 
de su salario y prestaciones inherentes, razón que evidencia la importancia que 
tiene para el trabajador un litigio derivado de la relación laboral. En tal virtud, al no 
existir tales justificantes para el patrón, por ningún motivo o pretexto es correcto 
apartarse de los lineamientos del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos 
todavía interpretarlos o pretender soslayarlos por analogía o mayoría de razón, 
habida cuenta de que la fracción VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable 
para suplir la deficiencia de la queja en favor del patrón, ni aun excepcionalmente, 
tratándose de una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, 
tal y como ocurre por la falta de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda 
vez que la norma específica debe prevalecer sobre la genérica, esto es, si la 
voluntad del legislador hubiera sido que en materia laboral se aplicara en favor del 
patrón la fracción VI, hubiese utilizado un texto distinto, por ejemplo, la suplencia 
de la queja sólo se aplicará en favor del trabajador “con excepción de lo previsto 
(o cualquier otra similar) en la fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, no 
tiene por qué interpretarse en otro sentido. Es menester indicar que existe una 
excepción derivada de lo previsto en la fracción | del artículo 76 bis de la Ley de 
Amparo, esto es, únicamente para el caso de que el acto reclamado se funde 
en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual sí es factible la suplencia en 
favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 107, fracción lll, inciso c), en 
concordancia con la fracción VII, constitucional, establece la figura de “tercero 
extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por el artículo 114, fracción V, de 
la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a la materia laboral, permite 
al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a través del amparo 
indirecto, aunque necesariamente debe realizar el razonamiento lógico-jurídico 
que demuestre la transgresión de garantías impugnada, porque pretender lo 
contrario implicaría dejar en estado de indefensión a la otra parte, la trabajadora; 
situación que se agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse otra cosa 
implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio de la 
parte trabajadora.- Contradicción de tesis 61/96. Entre las sustentadas, por una 
parte, por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito 
y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y, por otra, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado 
del Noveno Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Segundo 
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sentido de que es improcedente la suplencia de la queja 
deficiente a favor del patrón, inclusive bajo el contexto 
constitucional sobre derechos humanos imperante 
en el país, y en consecuencia, la circunstancia de que 
sólo opere en beneficio del trabajador, no vulnera el de 
igualdad y no discriminación, porque la distinción de 
trato en referencia con el trabajador está plenamente 
justificada y, por lo mismo, resulta proporcional, 
es decir, sí guarda una relación razonable con el fin 
que se procura alcanzar, ya que tal diferenciación 
constituye una acción positiva que tiene por objeto 
medular compensar la situación desventajosa en que 
históricamente se ha encontrado la clase trabajadora 
frente a la patronal. 

Amparo directo en revisión 725/2014. 
Ayuntamiento del Municipio de Campeche. 11 de 
junio de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. 
Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls 
Hernández. Secretario: Miguel Ángel Burguete García. 


Interpretac 


Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y 
Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 22 de agosto de 1997. Cinco 
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto Muñoz Grajales. 
Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto tribunal, 
en sesión pública de veintidós de agosto de mil novecientos noventa y siete, por 
unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Mariano Azuela Glitrón y 
presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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Amparo directo en revisión 2727/2014. Namuh, 
S.A. de C.V. y otros. 8 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 2298/2014. Beatriz 
Morales Rodríguez. 30 de octubre de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó 
con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona. 

Amparo en revisión 633/2014. Operadora de 
Personal Operativo Especializado, S. de R.L. de C.V. 4 
de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedades Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo en revisión 3408/2015. Blanca 
Susana Bonilla Sepúlveda y otra. 14 de octubre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 1., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
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Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo 
Villeda Ayala. 

Tesis de jurisprudencia 158/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veinticinco de noviembre de dos mil 
quince.” 


14.- La segunda sala de la suprema corte de justicia, al 
machacar el criterio de la ilegal jurisprudencia 2a./J. 42/97 
21, en el sentido de que es improcedente la suplencia 


26 Décima Época. Registro digital: 2010624. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a./J. 
158/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, 
Tomo |, página 359 


27 Novena Época.- Registro digital: 197696.- Segunda Sala.- Jurisprudencia.- 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.- Tomo VI, Septiembre de 
1997.- Materia(s): Laboral.- Tesis: 2a./J. 42/97.- Página: 305.- SUPLENCIA 
DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN FAVOR DE LA PARTE PATRONAL, 
IMPROCEDENCIA DE LA. El artículo 76 bis de la Ley de Amparo, en su 
fracción IV, establece que en materia laboral la suplencia sólo se aplicará en 
favor del trabajador; luego, resulta inconcuso que no es dable la operancia de 
dicha institución jurídica en favor del patrón. El anterior aserto deriva de una 
interpretación gramatical, histórica, sistemática y finalista, que lleva a esta 
Segunda Sala a concluir que la suplencia de la queja en la materia laboral 
únicamente se justifica en favor del trabajador, en tanto que su finalidad es 
solventar la desigualdad procesal de las partes y la necesidad de proteger bienes 
básicos. La desigualdad procesal se sustenta, primordialmente, en el artículo 123 
constitucional y en la Ley Federal del Trabajo, que regulan la relación laboral como 
un derecho de clases; así como en la circunstancia genérica, consistente en la 
mayor posibilidad económica del patrón, lo cual le permite acceder a los servicios 
de mejores abogados, caso contrario del trabajador; así también, porque al tener 
el patrón la administración de la empresa, cuenta con una mejor posibilidad de 
allegarse medios probatorios para el juicio. La protección a bienes básicos 
tiene como base el hecho de que la subsistencia del trabajador y de su familia, 
con todo lo que lleva implícito, depende de su salario y prestaciones inherentes, 
razón que evidencia la importancia que tiene para el trabajador un litigio derivado 
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de la queja deficiente a favor de la parte patronal, inclusive 


de la relación laboral. En tal virtud, al no existir tales justificantes para el patrón, 
por ningún motivo o pretexto es correcto apartarse de los lineamientos del 
artículo 76 bis de la Ley de Amparo, ni menos todavía interpretarlos o pretender 
soslayarlos por analogía o mayoría de razón, habida cuenta de que la fracción 
VI del susodicho artículo 76 bis no es aplicable para suplir la deficiencia de la 
queja en favor del patrón, ni aun excepcionalmente, tratándose de una violación 
manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta 
de emplazamiento o su práctica defectuosa, toda vez que la norma específica 
debe prevalecer sobre la genérica, esto es, si la voluntad del legislador hubiera 
sido que en materia laboral se aplicara en favor del patrón la fracción VI, hubiese 
utilizado un texto distinto, por ejemplo, la suplencia de la queja sólo se aplicará en 
favor del trabajador “con excepción de lo previsto (o cualquier otra similar) en la 
fracción VI”, lo cual no ocurrió así; entonces, no tiene por qué interpretarse en otro 
sentido. Es menester indicar que existe una excepción derivada de lo previsto en 
la fracción | del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, esto es, únicamente para el 
caso de que el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual 
sí es factible la suplencia en favor del patrón. Conviene agregar que el artículo 
107, fracción lll, inciso c), en concordancia con la fracción VII, constitucional, 
establece la figura de “tercero extraño a juicio”, hipótesis normativa recogida por 
el artículo 114, fracción V, de la Ley de Amparo, figura jurídica que, trasladada a 
la materia laboral, permite al patrón impugnar todo lo actuado en el juicio natural a 
través del amparo indirecto, aunque necesariamente debe realizar el razonamiento 
lógico-jurídico que demuestre la transgresión de garantías impugnada, porque 
pretender lo contrario implicaría dejar en estado de indefensión a la otra parte, la 
trabajadora; situación que se agudiza en el recurso de revisión, pues aceptarse 
otra cosa implicaría atentar contra la naturaleza jurídica del recurso y en perjuicio 
de la parte trabajadora.- Contradicción de tesis 61/96. Entre las sustentadas, por 
una parte, por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto 
Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y, por otra, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, Segundo Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del Décimo 
Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 22 de agosto de 
1997. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto 
Muñoz Grajales. Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Segunda Sala 
de este alto tribunal, en sesión pública de veintidós de agosto de mil novecientos 
noventa y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo |. Ortiz Mayagoitia, Mariano Azuela 
Guitrón y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 
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bajo el contexto constitucional sobre derechos humanos 
imperante en el país, demuestra una vez más retroceso 
y contradicciones, ya que el hecho de que solo opere en 
beneficio del trabajador vulnera el principio de igualdad 
y discrimina a la parte patronal, ya que además, esa parte 
patronal puede ser una ama de casa o un patrón de tendajón 
que jamás tendrá la fortaleza de una empresa y con 
ello, se demuestra que la jurisprudencia sólo debe 

ser la interpretación correcta de la ley, y esa tesis reiterativa, 
o machacona e ingrata, implica un retroceso al principio 
pro homine, a la igualdad y una negación a los principios 
rectores amplísimos de los Derechos Humanos. Que grave 
contrasentido. 

15.- Es increíble, por otra parte, que la misma 
segunda sala, contradiciéndose, haya dictado antes 
la tesis referida número  2a./J. 154/2015  (10a.) 
en el mismo mes de diciembre de 2015, con rubro: 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. DEBE ANALIZARSE ACORDE 
CON EL MARCO SOBRE DERECHOS HUMANOS 
RESGUARDADO POR EL ARTÍCULO lo. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE 
JUNIO DE 2011, misma jurisprudencia que ya referimos. 
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A manera de conclusión 


16.- Las frases históricas del que fuera ministro don 
Guillermo Guzmán Orozco quien sentenció: 


“(...) los Jueces de amparo no deben hacer de la 
técnica de ese juicio un monstruo del cual se pueda 
hablar académicamente, pero que resulte muy limitado 
en la práctica para la protección real y concreta de 
los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espíritu generoso, que facilite el acceso 
del amparo al pueblo gobernado. (...)”. 


Se encuentran en la siguiente tesis: 


Séptima Época 
Número de registro del disco óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 252943 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Materias(s): Común 
Semanario Judicial de la Federación. Volumen 
103-108, Sexta Parte, página 285 
AMPARO, FINALIDAD Y NATURALEZA DEL.- El 
juicio de amparo es el instrumento procesal creado por 
nuestra Constitución Federal para que los gobernados 
puedan hacer proteger sus garantías constitucionales de 
las violaciones que al respecto cometan las autoridades. 
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Y ese instrumento no sólo debe ser motivo académico 
de satisfacción, sino que también en la vida real y 
concreta debe otorgar a los ciudadanos una protección 
fácil y accesible para sus derechos más fundamentales, 
independientemente del nivel de educación de esos 
ciudadanos, e independientemente de que tengan o 
no, abundantes recursos económicos, así como del 
nivel de su asesoría legal. Esto es importante, porque 
la protección que el Poder Judicial Federal hace de 
las garantías constitucionales de los gobernados debe 
funcionar como un amortiguador entre el poder del 
Estado y los intereses legales de los individuos, y en 
la medida en que ese amortiguador funcione, en vez 
de sentirse un poder opresivo, se respirará un clima de 
derecho. Luego los Jueces de amparo no deben hacer 
de la técnica de ese juicio un monstruo del cual se 
pueda hablar académicamente, pero que resulte muy 
limitado en la práctica para la protección real y concreta 
de los derechos constitucionales real y concretamente 
conculcados. De donde se desprende que las normas 
que regulan el procedimiento constitucional deben 
interpretarse con espiritu generoso, que facilite el 
acceso del amparo al pueblo gobernado. En un régimen 
de derecho, lo importante no es desechar las demandas 
de amparo que no están perfectamente estructuradas, 
sino obtener la composición de los conflictos que 
surgen entre gobernados y gobernantes, y resolver 
judicialmente sobre el fondo de las pretensiones de 
éstos. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO — EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Séptima Época, Sexta Parte: 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en 
revisión 824/75. Filomeno Delgado Domínguez. 21 de 
septiembre de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: 
Guillermo Guzmán Orozco. 

Volúmenes 91-96, página 28. Amparo en revisión 
507/76. Asociación Ganadera Local de Jonuta, Tabasco. 
19 de octubre de 1976. Unanimidad de votos. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
170/77. Refaccionaria Industrial Molinera, S.A. 19 de 
abril de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 97-102, página 35. Amparo en revisión 
194/77. Muebles y Decoración Sobrino, S.A. 10 de 
mayo de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 

Volúmenes 103-108, página 31. Amparo en 
revisión 554/77. José Trinidad Badillo. 16 de agosto 
de 1977. Unanimidad de votos. La publicación no 
menciona el nombre del ponente.? 


28 Séptima Época. Registro digital: 252943. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación.Volumen 103-108, Sexta Parte, página 285. 
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17.- Después de leer tantas evasiones, es un respiro 
conocer el ensayo “principio de estricto derecho. ¿cremación 
o sepultura??? del magistrado michoacano don Leonel 
Castillo González, cuando refiere: 


“(...) hoy asistimos gustosos a un acto luctuoso de un 
usurpador -y así voy a tratar de demostrarlo- que, en 
el campo de la justicia, especialmente en el juicio de 
amparo (que lo ha trasmitido a los demás), ha propiciado 
miles de casos resueltos injustamente, bajo el pretexto 
de que el quejoso, conjuntamente con su abogado, no se 
han sabido defender, y en donde el pecado para perder 
propiedades, haciendas, familias, ha sido, así sin más, no 
saberse defender. Me refiero concretamente al llamado 
principio de estricto derecho. 

(...) Ha habido casos en que un juez pudo decir: estaba 
clarísimo que el quejoso tenía la razón, lo vi, ahí estaban 
todas las pruebas, tenía el derecho defendido, pero 
como no expresó un concepto de violación idóneo, 
tuve que resolver en su contra, así es que ya no va a 
tener la custodia de su hijo, ya no va a tener su casa, 
porque no supo acudir a un buen abogado, o bien, el 
abogado hizo todos sus argumentos adecuados, pero no 
coincidió con la forma de pensar del juez responsable, y 
entonces ahí se acabó todo. (...) Seguramente también 
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29 Esa versión se editó en el Tribunal Electoral del Estado de Michoacán, con base 
en la grabación de la conferencia dada por el Magistrado Leonel Castillo González, 
el 18 de marzo de 2016, en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo. El autor la revisó y aprovechó 
para hacer correcciones que facilitaran su lectura, y la completó con algunas ideas 
que no alcanzó a exponer oralmente. 
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ya advirtieron cuál es mi posición y mi disyuntiva, 
pues tengo la convicción de que tal estricto derecho ha 
muerto, y planteo el dilema de si debemos incinerarlo 
a ocho mil grados de temperatura, para que no quede 
más que polvo absoluto que se esparza en los aires y 
no se vuelva a juntar, o si le damos cristiana sepultura. 
El riesgo con esta segunda opción es que, sus fanáticos 
y simpatizantes puedan robar el cadáver y erigirle un 
templo para venerarlo, pues hay que decirlo, todavía hay 
muchos que reverencian este principio: de modo que me 
inclino por la cremación ”. 

(...) “En esa tónica se fueron derribando inercias. 
El siguiente paso, que a mi juicio dio el golpe de 
muerte al estricto derecho, se asentó con las reformas 
constitucionales de 2011, en derechos humanos y en 
materia de amparo. 

Sin duda, tiene gran trascendencia para ambas 
reformas, el artículo 19 constitucional, tan comentado 
y tan connotado, en el que se establece que todas las 
autoridades, todas sin excepción, están obligadas a 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos, pues esto motivó a que la Corte, en el famoso 
expediente Varios 912/2010, sobre el caso Radilla 
Pacheco, considerara que la protección de los derechos 
humanos se debe hacer de oficio, por los tribunales de 
amparo, de manera que su protección no tiene límites, 
toda autoridad lo debe hacer, y no es rogado, sino 
obligatorio, es de oficio. Al criterio se sumó el cambio 
de la Corte de una tesis ancestral, al abrir la posibilidad 
del control difuso de la constitucionalidad de las 
leyes, para que los órganos jurisdiccionales, desde las 
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instancias iniciales, pudieran llevar a cabo este control, 
-recuérdese que lo habían mantenido a capa y espada 
como facultad exclusiva del Poder Judicial Federal a 
través del amparo-. Estas novedades tienen el efecto de 
dar una cobertura amplísima a la suplencia de la queja, 
para hacer a un lado, definitivamente el principio de 
estricto derecho. 

De esta forma, es evidente que ahí terminó el poder 
real del principio, mediante la acumulación de victorias 
parciales durante cerca de un siglo, hasta dejarlo inocuo, 
y ésa es la razón por la cual yo celebro la muerte del 
principio de estricto derecho, y los invito a presenciar su 
cremación. 

Aquí sí resultó inexacta la vieja expresión popular que 
no hay mal que dure cien años. 

Al respecto, existe una tesis de jurisprudencia de un 
Tribunal Colegiado de Circuito, publicada con el título 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL 
JUICIO DE AMPARO. SUS ALCANCES A RAÍZ 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES DE 10 
DE JUNIO DE 2011% En esta se expresa que a partir 
de dicha reforma deben quedar superados todos los 
obstáculos técnicos que impidan el estudio de fondo 
de la violación, fundados en una aplicación rigorista 
de la causa de pedir con la forma y oportunidad en 
que se plantea; que la suplencia de la queja deficiente 
quedó fortalecida, porque los tribunales pueden analizar 
por sí una violación no aducida y conceder el amparo; 
que la suplencia es el instrumento que mejor revela la 
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30 Tesis que está referida en este ensayo. 
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naturaleza proteccionista del amparo, para asegurar 
el principio de supremacía constitucional, y que las 
reformas han venido a ampliar su ejercicio. (...)”. 


18.- Don Leonel Castillo terminó indicando: “muera la 
forma y viva la justicia”. Lo que repito con él, emocionado. 

19.- Lástima que caminemos lento. La tesis luminosa 
ponderada al principio es del año de 2013. los derechos 
humanos en la constitución mexicana son del año de 2010. 
La legislación atinente sigue una vieja tendencia. 


Marzo de 2024 
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Artículo 6. En el caso del delito de secuestro no procederá 
el archivo temporal de la investigación, aun cuando de las 
diligencias practicadas no resulten elementos suficientes 
para el ejercicio de la acción penal y no aparece que se 


puedan practicar otras. La policía, bajo la conducción y 
mando del Ministerio Público, estará obligada en todo 
momento a realizar las investigaciones tendientes a lograr 
el esclarecimiento de los hechos. 


Continuidad de la investigación 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 6 introduce una norma esencial en el 

sistema de justicia penal respecto al tratamiento de las 

investigaciones de secuestro, estableciendo que no se 
permite el archivo temporal de estos casos, incluso cuando 
las investigaciones iniciales no generen suficientes elementos 
para proceder legalmente, o parezca que no hay más acciones 
por realizar. 

Esta medida garantiza que los casos de secuestro 
permanezcan activos, obligando a las autoridades a continuar 
la búsqueda de evidencia o información que pueda contribuir 
al esclarecimiento de los hechos y, finalmente, a la captura y 
enjuiciamiento de los responsables. 
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La disposición refleja el compromiso del estado 
para con las víctimas y sus familias. Al prohibir el cierre 
temporal de los casos por falta de evidencias, se incentiva 
a los investigadores a mantener las investigaciones activas, 
reevaluar la información disponible y explorar nuevas pistas. 

Esta actitud en la persecución del delito comunica 
el compromiso del sistema de justicia penal en combatir 
el secuestro, buscando evitar la impunidad y reforzar la 
confianza pública en la capacidad del estado para proteger a 
sus ciudadanos y hacer cumplir la ley. 

Además, la normativa pretende servir como disuasivo 
contra el crimen, demostrando la determinación de las 
autoridades para resolver cada caso de secuestro, sin importar 
los desafíos que impliquen las investigaciones. 

Este compromiso con la resolución de casos y la justicia 
enfatiza la gravedad con la que se tratan los delitos de 
secuestro, contribuyendo a una mayor seguridad y confianza 
en el sistema de justicia. 

En conclusión, el artículo 6 destaca la necesidad de 
resolver cada caso de secuestro, promoviendo una cultura 
de perseverancia y responsabilidad entre las autoridades 
investigadoras. Demuestra el firme compromiso de asegurar 
la justicia para las víctimas de secuestro y sus familias, 
subrayando que el tiempo, o las dificultades iniciales en 
la recolección de evidencia, no deben ser barreras para el 
esclarecimiento de la verdad y la aplicación de la justicia. 
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I.- Prohibición del archivo temporal 


El artículo 6, en su primer apartado, enfatiza la necesidad 
de mantener activas las investigaciones de secuestro, 
impidiendo su suspensión temporal por falta de evidencia 
inicial, o por la creencia de que no existen más acciones 
investigativas por ejecutar. Esta norma legal previene la 
conclusión o suspensión prematura de los casos de secuestro 
debido a desafíos iniciales en la recolección de pruebas o la 
identificación de sospechosos. 

Este enfoque se basa en el entendimiento de que los 
secuestros, dada su complejidad y profundo impacto en 
víctimas y sociedad, demandan un esfuerzo constante en 
las investigaciones para esclarecer los hechos y someter a 
los responsables ante la justicia. La normativa manifiesta el 
compromiso del sistema jurídico con la búsqueda continua de 
la verdad y la justicia, reconociendo que ni el paso del tiempo, 
ni las dificultades iniciales para hallar evidencia concluyente, 
deben impedir la prosecución de las indagaciones sobre estos 
delitos. 

La justificación de esta medida es diversa. Primero, 
se admite que las circunstancias del secuestro pueden 
cambiar con el tiempo, siendo posible que información o 
pruebas nuevas emerjan paulatinamente. Segundo, se busca 
asegurar que no exista un marco temporal que favorezca a 
los perpetradores, que evite la investigación del delito y el 
posible procesamiento sin importar el tiempo transcurrido 
desde el acto delictivo. 
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La restricción al archivo temporal resalta la necesidad 
de una actitud activa por parte de las autoridades de justicia 
penal, exhortándolas a explorar todas las opciones disponibles 
en la búsqueda de pruebas, y a revisar constantemente los 
casos ante cualquier evidencia nueva que aparezca. Esto 
mantiene vigentes los esfuerzos por resolver los secuestros, 
perpetuando la posibilidad de justicia para las víctimas y sus 
familiares, y reafirmando el principio de que la impunidad no 
debe prosperar en delitos de tal gravedad. 

En resumen, el primer apartado del artículo 6 subraya 
un compromiso con la persistencia y meticulosidad en el 
abordaje de los secuestros, destacando que la resolución de 
estos casos es crucial para el bienestar de las víctimas, la paz 
social y la solidez del estado de derecho. 


11.- Mandato hacia la policia 


El segundo apartado del artículo 6 destaca el deber de 
la policía de proseguir con las investigaciones de secuestro, 
actuando bajo la supervisión del Ministerio Público, sin 
consideración de los desafíos que se presenten durante la 
investigación. 

Esta sección de la ley pone énfasis en la continuidad en 
la búsqueda de evidencia y en la clarificación de los hechos, 
estableciendo una directriz para que las autoridades no cesen 
en su esfuerzo por resolver estos casos, incluso cuando las 
pistas iniciales sean limitadas o las investigaciones parezcan 
estancarse. 
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La norma subraya el papel del Ministerio Público para 
liderar las operaciones de investigación, asegurando que 
todos los esfuerzos se realicen de manera coordinada y con 
un objetivo: el esclarecimiento completo de los eventos y 
la identificación de los responsables para su procesamiento. 
Esta coordinación asegura que las investigaciones se realicen 
con profesionalismo y se centren en lograr resultados que 
contribuyan a la resolución de los casos. 

La insistencia en la continuidad de las investigaciones 
refleja el entendimiento de que los secuestros pueden ser 
complejos, y requerir un esfuerzo continuado para revelar la 
verdad. 

Reconoce también el derecho de las víctimas y sus 
familias a recibir respuestas y justicia, sin importar la 
duración o complejidad de la investigación. Este compromiso 
con la justicia resalta la determinación del sistema de justicia 
penal para luchar contra la impunidad, y asegurar que ningún 
delito de secuestro permanezca sin resolver. 

Este segmento del artículo 6 se establece como un 
componente clave de la estrategia legal contra el secuestro, 
enviando un mensaje de perseverancia y compromiso con 
la justicia. Al exigir que la policía, guiada por el Ministerio 
Público, mantenga sus esfuerzos investigativos, la ley no 
sólo apunta a resolver cada caso, sino también a reforzar 
la confianza en la capacidad del Estado para proteger a sus 
ciudadanos y sostener el estado de derecho ante crímenes 
significativos. 
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Comentarios 
La solicitud de prórroga del plazo de cierre 
de investigación complementaria 


Jueza Mtra. Ma. de los Ángeles 
Camacho Trejo Luna 


I. Concepto de prórroga de la investigación complementaria 


a investigación complementaria es la segunda etapa 
procesal del proceso acusatorio adversativo que 


comprende, desde la formulación de la imputación 
hasta el cierre de la investigación, para que las partes tengan 
la oportunidad de recabar información probatoria para 
sustentar su teoría del caso. 

Este plazo puede ampliarse, en casos que deben ser 
de verdadera excepción con el propósito de continuar 
la investigación por cuestiones sobrevinientes o por 
imposibilidad material de concluirla en el tiempo inicialmente 
planteado. 

Mas dicha facultad de solicitar la prórroga, acorde al art. 
322 del CNPP, acorde a la literalidad de la ley solo la tiene la 
fiscalía, no la víctima, ni el asistente victimal, ni el defensor, 
ni el imputado. 
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MH. La posibilidad convencional y constitucional de 
solicitar la prórroga de la investigación complementaria 


unque, en un primer momento pareciera que la ley 

únicamente faculta al ministerio público, “director 

de la investigación” a solicitar la prórroga de la 
investigación complementaria, sin embargo hay que tener 
presente que en este nuevo sistema de justicia penal de corte 
acusatorio existe ya un principio de igualdad de armas que 
impera sobre las partes contendientes en el litigio y que está 
previsto tanto constitucional como legalmente. 

Consecuentemente el ordinal 322 del CNPP debe de ser 
analizado bajo esta óptica y ante tal planteamiento, surgen los 
siguientes comentarios: 

Conforme a lo apuntado por José Rogelio Alanís García, 
en las reflexiones de la judicatura federal al código nacional 
de procedimientos penales, los numerales del 321 al 324 de 
este Código se encuentran además estrictamente relacionados 
con los siguientes derechos: 


Derecho a una defensa adecuada 


Consiste en la posibilidad jurídica y material de ejercer 
la defensa de los derechos e intereses de una persona, en 
juicio y ante las autoridades, de manera que se asegure 
la realización efectiva de los principios de igualdad de 
las partes y de contradicción. Asimismo, constituye un 
1 Artículo 21 de la CPEUM señala: La investigación de los delitos corresponde al 

Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando 


de aquél en el ejercicio de esta función. Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
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derecho ilimitado por ser un derecho fundamental absoluto. 
Justamente la defensa de la persona en juicio y de sus 
derechos se concibe solamente a través de un abogado. 


Derecho de acceso a la justicia 


Es el derecho que tienen todas las personas a utilizar las 
herramientas y mecanismos legales para que se reconozcan 
y protejan sus derechos. El acceso a la justicia garantiza que 
las personas puedan acudir ante los tribunales a reclamar que 
se protejan sus derechos sin importar su estatus económico, 
social, político, migratorio, racial, étnico o de su filiación 
religiosa, identidad de género u orientación sexual. 

La organización de las naciones unidas al respecto 
establece que el acceso a la justicia es un principio básico 
del estado de derecho. Sin acceso a la justicia, las personas 
no pueden hacer oír su voz, ejercer sus derechos, hacer 
frente a la discriminación o hacer que rindan cuentas los 
encargados de la adopción de decisiones. La declaración 
de la reunión de alto nivel sobre el estado de derecho hizo 
hincapié en el derecho a la igualdad de acceso a la justicia 
para todos, incluidos los miembros de grupos vulnerables, y 
reafirmó el compromiso de los estados miembros de adoptar 
todas las medidas necesarias para prestar servicios justos, 
transparentes, eficaces, no discriminatorios y responsables 
que promovieran el acceso a la justicia para todos, entre ellos 
la asistencia jurídica. Las actividades de las naciones unidas 
en apoyo de las iniciativas de los estados miembros para 
asegurar el acceso a la justicia son un componente básico de 
la labor en la esfera del estado de derecho. 
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La administración de justicia debe ser imparcial y no 
discriminatoria. En la declaración de la reunión de alto nivel 
sobre el estado de derecho, los estados miembros resaltaron 
que la independencia del sistema judicial, junto con su 
imparcialidad e integridad, es un requisito previo esencial 
para apoyar el estado de derecho y lograr que la justicia se 
administre sin discriminación. 


Derecho al debido proceso 


El debido proceso es el conjunto de formalidades 
esenciales que deben observarse en cualquier procedimiento 
legal, para asegurar o defender los derechos y libertades de 
toda persona acusada de cometer un delito. Este derecho 
incluye las siguientes condiciones: El derecho a que se 
presuma su inocencia hasta que se demuestre lo contrario, 
el derecho a ser informada e informado de qué se le acusa 
y cuáles son los derechos que le asisten, el derecho a tener 
un intérprete o traductor, el derecho a declarar o a guardar 
silencio, el derecho a no declarar en su contra, el derecho 
a tener una abogada o abogado (la asistencia letrada), el 
derecho a ser juzgada o juzgado lo más pronto posible, 
el derecho a tener el tiempo y los medios necesarios para 
preparar la defensa, el derecho a tener un proceso justo, el 
derecho a que se le reciban todas las pruebas que ofrezca, el 
derecho a interrogar o hacer interrogar los testigos de cargo, 
el derecho a ser informado e informada de sus derechos (art. 
20, B fracción II CPEUM), el derecho a ser oída y oído por 
un tribunal competente, independiente e imparcial, el derecho 
a hallarse presente en el proceso, el derecho a no ser sometido 
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o sometida a tortura o malos tratos, inhumanos o degradantes 
y el derecho a la protección y asistencia consular, en caso de 
ser extranjera o extranjero. 

Asentado esto, se puede establecer que el imputado y su 
defensor cuentan con el mismo derecho del ministerio público 
para ofrecer y desahogar medios de prueba que consideren 
pertinentes y necesarios para acreditar su teoría del caso, y 
ello, procesalmente hablando debe de ir perfeccionándose 
en este plazo de cierre de investigación complementaria al 
igual que sucede para la fiscalía, tan es así que en el diverso 
numeral 340 del código nacional de procedimientos penales, 
concretamente en la fracción II, se establece el tiempo y la 
forma en que el acusado y su defensor deberán realizar su 
descubrimiento probatorio. 

En razón a lo anterior se considera que las reglas 
de actuación contenidas en los numerales del 321 al 323 
del código nacional de procedimientos penales, deben de 
corresponder en igualdad de términos y condiciones para 
todos los sujetos en el proceso. 

Por otra parte, de los numerales que se refieren al plazo 
de investigación complementaria contenidos en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, debe resaltarse el 
hecho de que los artículos 322 y 323 resultan ser confusos 
y repetitivos, lo que da lugar a que se pueda suponer que se 
están planteando diferentes hipótesis o supuestos, y que ésta 
hubiere sido la razón de que se hayan redactado en diferentes 
preceptos; aunado a que en ellos se excluye la posibilidad de 
que también la víctima o el ofendido y su asesor jurídico al 
ser partes procesales tengan el mismo derecho que las otras 
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a solicitar justificadamente la prórroga del citado plazo, ya 
que no se hace mención alguna respecto de estos sujetos de 
procedimiento penal. 

Finalmente se considera oportuno comentar que los 
mencionados derechos de defensa adecuada, debido proceso 
y acceso a la justicia que le asisten al imputado, tienen 
límites, concretamente un límite temporal, esto es, que el 
derecho de solicitar más tiempo que el establecido por la ley 
para una mejor defensa no puede ser infinito, ya que se debe 
considerar que existe una víctima a la cual le asisten también 
derechos, y que la misma se encuentra en una necesidad de 
que se imparta la justicia de manera pronta y se le repare el 
daño; es por ello que el órgano jurisdiccional debe considerar 
si efectivamente está justificada la solicitud de la prórroga del 
cierre del plazo de investigación y en la medida de lo posible 
optar porque esa prórroga no afecte los derechos de ninguna 
de las partes, así como de que se resuelva el caso en un plazo 
razonable. 

A lo anterior se agrega otra razón de peso, que lo es 
el hecho de que en algunos casos pesa sobre el imputado 
la medida cautelar de prisión preventiva, la cual también 
debe ponderarse respecto del hecho por el cual se le está 
procesando, y que no siempre es congruente solicitar una 
prórroga del plazo de cierre de investigación, si conforme a la 
pena que le correspondería en caso de obtener una sentencia 
condenatoria, esto resultaría ser excesivo. 

Por lo tanto, se deberá estar a los plazos ya previstos por 
el legislador en la medida de lo posible, sin violentar desde 
luego los derechos fundamentales de las partes. 
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Conclusiones 


e considera que el mencionado numeral 322 del Código 
S Nacional de Procedimientos Penales, da lugar a diversas 
interpretaciones, la primera de ellas sería el hecho de 
que solo el ministerio público tiene derecho a solicitar la 
prórroga de plazo de cierre de investigación complementaria, 


Investigación complementaria, plazo de cierre 


236 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


lo cual sería incorrecto ya que el mismo derecho les asiste 
al imputado, su defensor, la víctima o el ofendido y su 
asesor jurídico, circunstancia que se salvaría atendiendo a lo 
establecido en el segundo párrafo del artículo 321 del mismo 
ordenamiento, al que también le hace falta precisar todas 
partes procesales. 

Por otro lado se advierte que en los artículos 321, 322 
y 323 se repite de manera confusa la misma disposición, lo 
que da lugar a mal interpretar la redacción de cada uno de los 
preceptos, aunado al hecho de no quedan claras las reglas de 
actuación que deben observarse para ellos. 

En el derecho constitucional que le asiste al imputado 
de ser juzgado dentro de los plazos de cuatro meses y de 
dos años, y el hecho de que estos plazos pueden aumentarse 
en aras del ejercicio de una adecuada defensa, deben de 
considerarse diversos aspectos, como lo son: 

Partir de que en el sistema penal de corte acusatorio se 
tiene por objeto esclarecer los hechos, proteger al inocente, 
procurar que el culpable no quede impune y que se repare el 
daño, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la 
aplicación del derecho y resolver el conflicto que surja con 
motivo de la comisión de un delito, aunado a los principios de 
concentración y continuidad que van encaminados también a 
que la justicia pueda ser aplicada de manera pronta. 

Evitar que las anteriores máximas queden en letra muerta 
practicando técnicas dilatorias que en mal uso del derecho 
a una defensa adecuada hagan los procesos excesivamente 
lentos, cayendo nuevamente en lo que ocurría con el anterior 
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sistema procesal penal que regía en nuestro país, el cual se 
caracterizaba por permitir toda clase de “trámites” que hacían 
que la procuración y la impartición de justicia fueran eternos. 

Atender a que en el proceso penal imperan para la 
víctima o el ofendido, derechos que también deben ser 
respetados, como lo son el de acceso a una justicia pronta y a 
que le sea reparado el daño. 
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El Juez, Humano Juzgador' 
Mgdo. Miguel Valadez Reyes 


“El Magistrado es la ley que habla; 
la ley es un Magistrado mudo” 
Cicerón, De Legibus, III, 1, 2. 


esulta indudable que el reclamo de justicia siempre 

ha sido de primerísima importancia para cualquier 

grupo social organizado, lo que es de todo punto 
obvio, porque antes de diseñar sofisticados sistemas de 
orden administrativo o económico, a los miembros de la 
colectividad interesa que se preserven los valores que son 
indispensables para la vida en común y, por ende, para la 
subsistencia misma de la sociedad, lo que sólo es dable si 
cuando su violentación ocurre se cuenta con los instrumentos 
para proveer a la restitución del orden quebrantado y a la 
aplicación de la medida necesaria para evitar que la conducta 
dañosa siga produciendo sus efectos. 


1 Valadez, M: El Juez, Humano Juzgador. En Ser Juez, compendio de autores, por 
una impartición de Justicia con calidad y oportunidad. Primera edición, Guanajuato, 
Capital. México. 2009; p. 31-40. 
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De ahí que, como apodíctico, surja el principio 
proclamado por Stammler: “Hasta hoy nadie ha conseguido 
descubrir un pueblo sin Derecho. Y difícilmente lo puede uno 
concebir. En cuantas tentativas se han hecho en ese sentido, se 
ha comprobado, una y otra vez, que lo que se echa de menos 
no es precisamente el Derecho, sino que son, simplemente, 
ciertas y determinadas instituciones jurídicas. No ha existido 
jamás una convivencia que no estuviese basada en relaciones 
sujetas a una ordenación jurídica.” 

Seguramente que una de las primordiales instituciones 
a las que se refiere el 1usfilósofo citado como indispensables 
en todas las relaciones humanas, es la del Juez, porque como 
él mismo lo ilustra con una evocación legendaria: “Hay un 
relato de Heródoto sobre Deyoces, Juez de los persas, donde 
se niega ésto de una manera muy singular. Los persas — 
nos dice este historiador- se separaron de los asirios y se 
quedaron viviendo completamente sin leyes. No por eso 
dejaron de existir entre ellos litigios. Pero éstos —se nos 
sigue informando— eran ventilados magníficamente por un 
Juez justiciero, por este mismo Deyoces. Hasta que un día, 
rehuyendo los aplausos que en exceso se le tributaban, con 
ejemplar modestia depuso su magistratura.” 

Esa lección histórica no puede ser más evidente: para la 
erección de un Estado no basta atribuirle poder para ordenar 
armónicamente la vida en común mediante normas generales 
que luego se encarga de aplicar, porque esa potestad, cuando 


2 (Nota 1 en la obra original) Rodolfo Stammler. “El Juez”. Edinal Impresora. 1974. 
Pags. 7 y sgs. 
3 (Nota 2 en la obra original) Op. Cit. 
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le es conferida legítimamente por la soberana voluntad 
popular, le asigna las funciones legislativa y administrativa, 
con las que se crean situaciones que deben ser, en principio, 
voluntariamente respetadas. Mas cuando esa observancia 
falta o bien cuando lo que aquéllas generan es dubitable, 
controvertido o violado, el Estado debe interpretar y declarar 
su propia voluntad, previamente plasmada en la ley, por 
medio de una firme resolución que imponga una particular 
norma de conducta a los particulares o a los Órganos mismos 
del Estado. Esto hace surgir, como indispensable, una tercera 
esencial tarea de orden público, la función jurisdiccional, 
que supone una situación de conflicto como antecedente o 
condición, que debe declararse a través de un procedimiento 
a tal efecto diseñado y que indispensablemente ha de 
observarse, en cuya secuela se debate o contiende, sin 
que aquí termine esa capital misión, sino que es un acto 
previo y necesario a ella, la cual se completa y desemboca 
sustancialmente en la sentencia, a la que, para serlo, ha de 
dotarse de vinculatoria fuerza. 

Siendo la jurisdicción función esencial del Estado, ha de 
llevarse a cabo por personas individualmente determinadas, 
supuesto que aquél no es entidad psicofísica que tenga 
voluntad y pensamiento propios, los que expresa a través 
de seres humanos, a quienes inviste del poder o facultad de 
decidir el Derecho, esto es, para interpretarlo y declararlo en 
los casos controvertidos. Con las potestades para ejercer la 
judicatura se es adquirida la calidad de Juez, derivada de la 
autorización, o más bien de la atribución que el Estado hace 
a su favor, de tal modo que el estatus de Juez, lo mismo que 
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el de cualquier otro funcionario, no puede decirse que sea 
originario, porque no se funge por propia voluntad, sino en 
ejercicio de la facultad recibida del Estado, que se asume no 
para su custodia, sino para su efectivo despliegue. 

Empero, ha de entenderse, al Juez no como un 
autómata, cuya función se limita a un acto fríamente racional: 
comprender el significado de la ley y comparar la descripción 
de hechos que ésta hace con los acreditados en el caso que 
tiene que decidir. Es un ser humano, no ajeno, por lo tanto, 
a todo lo que esa condición significa, “no encerrado en la 
rigidez glacial de proposiciones jurídicas urdidas en formas 
alejadas de la vida.”* 

“Es un hombre que siente, se agita, se emociona y vive 
con sus semejantes en una realidad social cuyas valoraciones 
traduce y a la que está ligado por el complejo de pensamientos 
que forman el estrato psicológico y sentimental de la vida de 
relación. Si no fuese más que un teórico, frío aplicador de 
la ley, tendría bastante parecido a las máquinas automáticas. 
Vive con la circunstancia social y cultural que lo rodea y 
aprisiona como con mallas de acero. En cuanto hombre, es 
súbdito de su circunstancia, aún de la familiar.”* 

“Detrás de la decisión adoptada por el Juzgador, 
como funcionario, como órgano estatal, se encuentra toda 
su personalidad. Aún cuando la obediencia al Derecho 
esté profundamente arraigada en su espíritu, como 
actividad moral y profesional, ver en ella el único factor es 


4 (Nota 3 en la obra original) Lanza. Sistema Diritto Processuale Penale, citado por 


J. Ure. 


5 (Nota 4 en la obra original) Ernesto J. Ure. “El Juez y la duda”. 
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simplemente aceptar una ficción. El Juez no es máquina que 
insensiblemente transforma reglas y hechos en decisiones. 
Es, debe ser, una persona que preste atención también a su 
tarea social, tomando decisiones que asume como correctas 
de acuerdo con el espíritu de la tradición jurídica y cultural. 
Su respeto a la ley no debe ser su único motivo. Á sus ojos, la 
ley no es una fórmula mágica, sino una manifestación de los 
ideales, actitudes o valoraciones llamadas tradición cultural. 
Bajo el nombre de conciencia jurídica material, esta tradición 
ha de vivir en el espíritu del Juez... el Juez comprende e 
interpreta la ley a la luz de su conciencia jurídica material, 
a fin de que su decisión pueda ser aceptada no sólo como 
correcta, sino también como justa o socialmente aceptable.”* 

Entendida de tal modo, la actividad jurisdiccional, 
traducida en decir el Derecho, en otorgar a lo que a cada una 
de las partes corresponde, zanjando la controversia entre 
ellas entablada, supone no únicamente apego a las normas 
que, tanto en lo sustantivo como en lo procedimental, aquéllo 
rigen, sino aptitudes y condiciones de muy particular índole, 
que demandan no sólo conocimientos y destreza, sino 
disposición de justicia y voluntad de ser equitativo. No se 
trata, entonces, de puro formulismo y mecanicidad. No es 
cuestión sólo de tomar una decisión respecto de dos posturas 
disímbolas; si así fuera, si con actitud salomónica fuera 
dable emitir determinaciones en el juicio, no se requeriría 
de Jueces que a la par que sapientes, han de estar llenos de 
serenidad y prudencia, porque sus fallos, que se soportan 
obviamente en normas jurídicas, deben encontrar en éstas no 


6 (Nota 5 en la obra original) Op. Cit. 
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sólo la aplicabilidad matemática al caso, sino también que 
cumplan la teleología que al ser facturadas por su creador se 
intenta: otorgar lo pretendido a quien justamente lo merece 
y denegarlo a quien no le corresponde, haciéndolo con 
atingencia, pero con entregado apasionamiento, aún frente a 
problemas intrincados, complejos y que veces parecieran sin 
solución. 

Es, con su obligación de legalidad, esto es, de ceñirse 
estrictamente a las previsiones normativas y con sus 
características netamente individuales, que la figura del Juez 
es la primera con que, en aparición e importancia, contó la 
administración de justicia en la antigúedad y que actualmente 
sigue siendo personaje central, insustituible, a través del cual 
se filtran las leyes para su ortodoxa aplicación, resultando 
aquél, no en pocos casos, de mayor importancia que éstas, 
porque como con razón se ha sostenido secularmente, de nada 
sirve el mejor sistema jurídico frente a un Juez indolente, 
desinteresado, sin emoción y sin afán de justicia; por el 
contrario, un buen Juez es capaz de superar deficiencias, 
imperfecciones y, sobre todo, injusticias de la ley. 

Más precisamente por eso, para asumir y desarrollar 
con propiedad y atingencia la delicadísima tarea de 
impartir justicia, ha de contarse con aptitudes y atributos 
de muy peculiar orden, que si bien pueden fomentarse, es 
indispensable que estén de origen presentes en la persona, 
pues sólo así puede encomendársele aquella elevada misión, 
que habrá de tender siempre a su acrecentamiento, dada 
su perfectibilidad, resultando evidente que característica 
primordial en el Juez es su afán de justicia que, aún cuando 
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concebido como ideal, debe materializarse en cada caso, 
de manera que su necesaria obediencia a la ley, traducida 
en la actitud de acatamiento y respeto al Derecho vigente, 
se sustente en su convicción de que las normas que aplica, 
contenedoras de reglas que le establecen límites y alcances, 
han de entenderse, de interpretarse, en el sentido que más 
equitativo sea para quienes ante él debaten, pues es este 
último el espacio que a su criterio deja el Legislador, que por 
ello mismo ha de ser ejercido con prudencia y tino. 

Mas no bastaría la más firma decisión de ser siempre 
justo para llegar a ser un buen Juez. Otras prendas y 
elementos son para ello indispensables. La capacidad, esto 
es, las aptitudes intelectuales, tanto las cognoscitivas como 
las de discernimiento y comprensión, es requisito insalvable, 
pues sólo con ella puede contarse con una base sólida que 
permita, por una parte, la adquisición y posterior puesta en 
juego de los especiales conocimientos que la tarea demanda 
y, por otra, la clara y ortodoxa apreciación de los diferentes 
problemas que se le sometan a consideración, pues sólo así 
podrá encontrar sabiamente la forma de resolverlos. 

La ciencia es consustancial al ejercicio de la jurisdicción, 
por ser incuestionable que quien para ella sea designado ha 
de poseer el acervo jurídico en la extensión y magnitud que 
la labor diaria le reclama, entendido no sólo en su aspecto 
meramente formal, como el saber que adquirió al cursar la 
carrera de abogado y que acredita con su título profesional, 
sino también como la cultura jurídica que por interés y cuenta 
propios se allega, que hoy en día también le ofrecen las 
instancias oficiales y que le ponen en condición de actualizar 
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las últimas aportaciones legales y doctrinarias de la rama 
jurídica en cuyo ámbito se desenvuelve, dentro de la que 
emite sus fallos, pues no ha de perderse de vista que obligado 
está a conocer y manejar con expeditez la ley positiva de que 
ha de valerse para decidir cada caso en particular, para cuyo 
mejor manejo son fundamentales los estudios de doctrina y 
jurisprudencia, que con aquélla integran sus instrumentos y 
herramientas en el desentrañamiento de lo que necesario es 
conocer para fallar con justicia. 

A la capacidad y la ciencia ha de sumarse, como 
virtud insalvable del Juez, la honestidad, que pudiéndose 
traducir en cualidades de distinta denominación, harán 
siempre referencia a la que a todas distingue: la rectitud 
inquebrantable, soportada en la firmeza, que atiende sólo 
y con exclusividad a las preceptuaciones legales que 
rigen el caso, a su entendimiento racional para resolverlo, 
desatendiendo cualquier otra motivación, sea de la índole que 
fuere. Un Juez probo, honesto, es la mejor garantía de que 
el Derecho cumplirá su esencial cometido, pues no se dejará 
vencer por tentaciones materiales ni por sus propias pasiones, 
sino que se atendrá al análisis acucioso del problema 
presentado a su consideración y se limitará a engastarlo en el 
supuesto legal que le corresponda. De ahí que cuando un Juez 
deshonesto tiene interés en el asunto de que conoce, desvía la 
ruta que le fue señalada a su actuación, sin que pueda decir 
que a ello se vio constreñido por la ley, ya que ésta consigna 
todo un listado de supuestos relativos a impedimentos, que 
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no sólo le posibilitan, sino que le tornan imperativo excusarse 
en cuanto, por el riesgo de ya no ser imparcial, pone en 
entredicho su papel de impartir justicia. 

Conveniente es enfatizar que la honestidad, aunque 
considerada como parte del mundo íntimo del juzgador, 
no debe a él reservarse, sino que se exige su positiva 
exteriorización. Cada vez más, priva la convicción de que 
es menester que no sólo se predique, sino que también se 
reconozca, con lo que se convierte en una cualidad por y 
frente a los demás. “Más que una mera apariencia, la imagen 
pública del juez es una exigencia ética y una necesidad de 
orden. La autoridad de las instituciones se verifica en el 
comportamiento de las personas que las conforman, pues 
difícilmente puede haber confianza de la sociedad hacia 
sus gobernantes cuando no existe la garantía del honor 
profesional”. 

La imagen pública del juez, entendida como 
honorabilidad, buena fama y reputación, no es un elemento 
accesorio al ejercicio de su función jurisdiccional por el que se 
puede optar o no, sino que es condicional para el ejercicio del 
poder, pues ningún poder se hace real y efectivo sin un acto 
de representación y, consecuentemente, de comunicación... 
dos cualidades han de distinguir a quien tiene por función 
juzgar en la sociedad: una se refiere a la preparación técnica 
y otra a sus prendas morales. Las dos integran la imagen 
pública de respeto, también llamada honor, reputación, fama, 
decoro, autoridad, dignidad y prestigio. En cualquier caso se 
alude al crédito de una persona, basado en su confiabilidad y 
respeto. 
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Si las que se han enunciado son exigencias que 
necesariamente ha de colmar el que a nombre del 
Estado imparte justicia y que se han ido paulatinamente 
incorporando a las disposiciones que regulan esa función, 
desde las de carácter Constitucional hasta las que conforman 
los Códigos de Ética Judicial, resulta también irrebatible que 
tal requerimiento ha de acompañarse del otorgamiento de 
seguridades y garantías que posibiliten no sólo la demanda 
constante de aquéllas, sino el más severo reproche, los 
adecuados sancionamientos, cuando no se satisfagan, pues 
sería incongruente e injusto pedir la mejor jurisdicción sin 
otorgar las elementales condiciones que lograrla requiere, 
destacándose entre éstas factores de orden material, pero 
sobre todo la independencia, que da la libertad para obrar 
con rectitud y que genera la certeza de ser respetado en la 
función. 

Con todo y su profundo contenido ius sociológico, 
con sus elevadas teleología y axiología, el ejercicio de 
la jurisdicción es gravosa, agobiante y angustiante labor, 
cuya eficiente realización reclama de circunstancias que 
la posibiliten instrumentalmente y la tornen más eficaz, 
lo que quiere decir que ha de dotarse al juzgador de los 
medios de mayor idoneidad disponibles: instalaciones con 
la amplitud y conformación requeridas por las diligencias 
y determinaciones que ventila y asume, pues espacios 
no adecuados a ello, que conllevan el hacinamiento y la 
incomodidad, necesariamente aparejan un ámbito que incide 
negativamente en la delicada función. Ésta, por otro lado, 
crecientemente requiere de equipos técnicos que la agilicen y 
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la vuelvan de mayor calidad, cuya consecución va de la mano 
de un personal de apoyo previa y especialmente adiestrado 
para tareas de obvia especialidad, de ahí que la asignación de 
las plazas correspondientes no pueda ya hacerse sobre bases 
unilaterales o de mera jerarquía administrativa, sino mediante 
procedimientos de concurso y consecuente asignación por 
méritos. 

Mas lo que ha de convertirse en columna central del 
buen quehacer judicial es la estabilidad funcional de los 
juzgadores, reconocida por la Constitución y las Leyes, 
la que ha de considerarse no como el adueñamiento del 
cargo o el realizar en él lo que a su titular plazca, sino 
como el obtener a través de la ascendente demostración de 
aptitudes y cualidades en carrera legalmente diseñada y 
escrupulosamente supervisada, la autorización para, en un 
estatus y ámbito determinado, decir el Derecho a nombre 
del Estado, sobre la premisa de que mientras mantenga en 
aquéllas el nivel y el comportamiento exigidos, se le respetará 
en su función, a la que, por tanto, habrá de dedicarse con 
absoluta entrega y dedicación, con el consecuente resultado 
de su entera independencia y mejor calidad. 

Si se desea mejorar la administración de la justicia, 
afirma Hugo Alsina, “debe garantizarse su independencia 
estableciendo en favor del magistrado disposiciones que 
aseguren su estabilidad en el cargo, su posición económica y 
su retiro”. 

Si el Poder Judicial está libre de toda subordinación, 
cualquiera que sea su naturaleza, a los otros Poderes que 
configuran el Estado o a influencias de grupos o incluso 
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personales, es obvio que garantiza su independencia y que, 
por lo tanto, emitirá fallos con exclusiva base en la ley y el 
Derecho, sin temor a fuerzas extrañas o intereses ajenos, 
encarnando en ellos la expresión de la justicia. 

“Lo primero que debe tener una magistratura es que 
sea independiente y que los miembros que pertenecen a ella 
no estén al alcance de las influencias del Gobierno, ni de 
los partidos políticos, ni de los otros poderes de hecho que 
puedan ejercerse”, afirma con énfasis Ensar, sustentando esa 
su aseveración en la premisa: “No conozco otro oficio que, 
más que el del Juez, exija en quien lo ejerce fuerte sentido de 
dignidad; sentido que obliga a buscar en la propia conciencia, 
más que en las opiniones ajenas, la justificación y asumir de 
lleno a cara descubierta la responsabilidad”. 

Piero Calamandrei, en su “Elogio de los Jueces”, 
sostiene: “La independencia de los Jueces, esto es, el 
principio institucional por el cual, en el momento que juzgan, 
deben sentirse libres de toda subordinación jerárquica, es un 
duro privilegio que impone a quien lo disfruta el valor de 
responder de sus actos, sin esconderse tras la cómoda pantalla 
de la orden del superior”. Es esa independencia y no la de la 
permanencia sin más o el aseguramiento de una retribución 
económica, lo que la estabilidad judicial asegura, la que en su 
propio fundamento lleva el de que se pueda ser removido por 
la comisión de faltas graves o la pérdida de las condiciones 
que indispensables son para el buen desempeño de la 
encomienda, pero en ambos casos mediante el procedimiento 


252 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


que se instaure, con la observancia de los derechos que han 
de respetarse siempre a toda persona sobre la que pese la 
atribución de un proceder indebido. 

De ahí que ha de rebatirse la maliciosa o equivocada 
consideración de que la estabilidad genera la elevación a 
los tribunales de personas ineptas o deficientes tanto en lo 
que ve a sus cualidades morales como a sus capacidades 
intelectuales, porque aquélla no se otorga como dádiva o 
indiscriminadamente, sino como la demostrada resultante de 
que se han acreditado, superando exitosamente las pruebas 
que se apliquen, evidenciándolo frente a todos, atributos y 
capacidades, con lo que, por el contrario, se asegura contar 
con los mejores elementos para la correcta administración de 
la justicia. 

Sólo así, con la certeza indispensable de que su 
desenvolvimiento como persona y Juzgador está a escote de 
diarias zozobras y de perniciosas influencias, cabe imponerle 
al Juez, exigirle, dedicación extrema no sólo al caso que está 
por resolver, sino a la vida jurisdiccional toda que tendrá 
en su horizonte en perspectiva, no para conservarla, sino 
para desarrollarla a plenitud, con entregada, permanente 
devoción, para que cuando la esté culminando puedan de él 
decirse las palabras de Calamandrei: “El Juez que se habitúa 
a hacer justicia, es como el sacerdote que se habitúa a decir 
misa. Feliz ese anciano párroco del pueblo que hasta el 
último día siente, al acercarse con vacilante paso al altar, la 
sagrada turbación que experimentó, sacerdote novel, en su 
primera misa; feliz el Magistrado que experimenta al juzgar 
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el sentimiento casi religioso de consternación que le hizo 
estremecer 30 años atrás, cuando en su primer nombramiento 
de pretor, hubo de pronunciar su primera sentencia”. 

“(...) El Poder Judicial de Guanajuato no puede 
permanecer estático, ni ser mudo espectador de lo que 
acontece en su entorno, pues si obrara así, no atendería a 
cabalidad la altísima responsabilidad que le ha sido asignada. 
Su cara misión, traducida en otorgar a quienes a él acuden 
o comparecen, lo que en derecho y justicia les corresponde, 
para así coadyuvar a una mejor estructuración de la sociedad 
de la que se nutre y a la que sirve, le determina a también 
evolucionar, para ponerse no solo al ritmo del tiempo que 
corre, sino a las exigencias del grupo para el que actúa y que 
es destinatario de sus servicios (...).”” 


N 
> 
P., 


7 Fragmento del mensaje del Magistrado Miguel Valadez Reyes, con motivo del 
Foro de Innovación, Administración e Impartición de Justicia. 3 de julio 2017. Aula 
Bicentenario del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Guanajuato. 
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Dos ejercicios de interpretación 
legal y constitucional 


Mtro. Israel González Ramírez 


Resumen: Hay un problema de competencia entre los jueces de 
control y ejecución en el tema de vigilancia y terminación de la 
prisión preventiva de un procesado, en la que hay argumentos en 
ambos sentidos, pero al final hay más y mejores explicaciones, 
para determinar que el de la competencia es el juez de ejecución. 


Palabras clave: Interpretación. Competencia. Prisión preventiva. 
Juez de control. Juez de ejecución. 


Abstract: There is a jurisdictional issue between control and 
execution judges regarding the surveillance and termination of 
pretrial detention of an accused individual. Arguments exist on 
both sides, but ultimately, there are more and better explanations 
leading to the determination that the execution judge holds 
jurisdiction. 

Keywords: Interpretation. Jurisdiction. Pretrial detention. Control 
judge. Execution judge. 
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Introducción 


gradecido por la confianza y las oportunidades 

que me ha otorgado la unidad de investigaciones 

jurídicas del poder judicial del estado de Guanajuato, 
para este trabajo me he animado a hacer una apuesta fuerte, 
que no consiste en otra cosa sino en compartir, para someter 
a la crítica, una parte de mi visión personal del Derecho, 
concretada en un par de ejercicios de interpretación; el 
primero, de legalidad, y el segundo, de constitucionalidad. 
Ambos asuntos fueron recogidos en proyectos de resolución 
que presenté al magistrado titular de la sala penal a la que me 
encuentro adscrito y fueron por él aprobados, de modo que se 
convirtieron en sendas sentencias de segunda instancia que 
adquirieron firmeza. 

Al respecto, conviene hacer dos precisiones: la primera 
de ellas, operante para ambos casos, la segunda, sólo para el 
último. En ambos casos, debo insistir, se trata de mi visión 
personal, por una parte, de la interpretación de las normas 
que regulan las condiciones de internamiento de una persona 
privada de su libertad bajo la medida cautelar de prisión 
preventiva; y de otra, de la forma en que debe asumirse 
y materializarse la obligación de aplicar los principios 
de interpretación conforme y pro persona, en un tema de 
prescripción de un delito sexual cometido en agravio de un 
menor. 

Así, lo que implican estas precisiones, es que de ninguna 
manera pretendo que la mía sea la última palabra sobre los 
temas que abordo. Apenas es una que intenta resolver los 
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problemas que fueron objeto de los proyectos que redacté, 
con una perspectiva de interpretación y uso racional del 
Derecho. 

En tratando el asunto mencionado en segundo orden, es 
importante señalar que se trató de la revisión de un auto de 
no vinculación a proceso, de modo que ni siquiera representa 
la decisión definitiva del asunto; pero la precisión necesaria 
que me interesa destacar aquí es el ejercicio de análisis 
convencional, constitucional y legal para llegar a la respuesta 
jurídica que se brindó; es decir, el camino racional que se 
siguió para terminar tutelando el derecho humano en juego 
que resultó protegido, así como las razones que imperaron 
para sacrificar aquél con el que estuvo confrontado. 

Sin más, pues, avancemos en la exposición, que espero 
resulte de utilidad. 
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I. ¿Quién vigila, el juez de control o el juez de ejecución? 
La delimitación de la competencia para vigilar las 
condiciones de internamiento de una persona privada de 
su libertad, bajo la medida cautelar de prisión preventiva 


l problema que se resolvió en el primer asunto, versó 

sobre la competencia que tienen los jueces de control 

y los jueces de ejecución sobre la situación jurídica 
de una persona privada de la libertad bajo la medida cautelar 
de prisión preventiva; específicamente sobre el término 
vigilancia. Lo anterior, debido a que una juez de control 
remitió esa competencia a una juez de ejecución, y ésta última 
respondió el planteamiento indicando que la competente 
era la de control. Al respecto, concluimos que ambas jueces 
tenían parcialmente la razón, y al mismo tiempo ambas 
incurrían en un yerro. 

Lo anterior derivó de dos cuestiones muy claras: 
ninguna de las dos leyó con acuciosidad la ley nacional de 
ejecución penal, y, en esa medida, ninguna de las dos logró 
una interpretación sistemática de las normas que rigen el 
tema problemático. Por tal motivo, fue necesario trazar 
el tratamiento jurídico-judicial integral para una persona 
penalmente procesada, en las condiciones que han quedado 
precisadas, partiendo de la identificación de la naturaleza de 
las normas que lo regulan desde la perspectiva del binomio 
principios-reglas, para, enseguida, identificar cuáles son 
los ámbitos de competencia de los dos tipos de jueces en 
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conflicto en este caso, a fin de adscribir, jurisprudencialmente, 
el espacio de actuación que las que aquí se hallaron 
conflictuadas no pudieron identificar. 

Para empezar, las normas que regulan cuestiones 
competenciales tienen naturaleza de reglas, en contraposición 
a los principios; lo que quiere decir que en su forma de 
operar sólo pueden ser cumplidas o no. Si una regla es válida, 
hay que hacer exactamente lo que ella exige. Punto. Por su 
propia naturaleza, son enunciados redactados de manera 
taxativa, y su aplicación obedece a la forma todo o nada, es 
decir, se cumple a cabalidad en el mundo de relación social el 
supuesto contenido en la regla: ésta aplica; si no se cumple a 
cabalidad, no es aplicada. 

Caso contrario a lo que acontece con los principios, 
que son normas de textura abierta e indeterminada, cuya 
clausura corresponde al operador de la norma atendiendo 
a las circunstancias específicas de cada caso concreto, y en 
caso de conflicto entre principios, éste se resuelve acudiendo 
a la técnica de la ponderación, en la que, al final de su 
verificación, uno de los principios será sacrificado ante la 
prevalencia del otro, con efectos únicamente para el caso 
concreto. 

Para el asunto que aquí ocupa la atención, las reglas 
generales de competencia las prevén, en lo conducente 
y en primer término, los artículos 113, fracción I y 116 de 
la ley orgánica del poder judicial del estado, de donde se 
desprende que al juez de control corresponde resolver sobre 
la aplicación, modificación, sustitución o cancelación de las 
medidas cautelares de carácter real o personal que les sean 
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solicitadas por quien esté legitimado para ello —y recordemos 
que la prisión preventiva es una medida cautelar—, y que al 
juez de ejecución corresponde todo lo atinente a la puesta 
en marcha, en obra, de las penas de prisión impuestas en 
sentencia firme. Estas reglas generales toman particularidades 
específicas en la ley nacional de ejecución penal. Veamos. 

El artículo 1, fracción I, de esta ley, indica que uno 
de sus objetos es el de establecer las normas que deben de 
observarse durante el internamiento por prisión preventiva, 
tanto como en la ejecución de penas y medidas de seguridad 
impuestas, como consecuencia de una resolución judicial. En 
el artículo 3, fracciones X y XI establece las figuras de juez 
de control y de juez de ejecución. 

Del primero dice que es el “(...) Órgano Jurisdiccional 
del fuero federal o del fuero común que interviene desde 
el principio del procedimiento y hasta el dictado del auto 
de apertura a juicio, ya sea federal o local (...).” Del 
mencionado en segundo lugar dice que es “(...) la autoridad 
judicial especializada del fuero federal o local, competente 
para resolver las controversias en materia de ejecución penal, 
así como aquellas atribuciones que prevé la presente Ley. 


(LJ 


1 Congreso del estado de Guanajuato: Ley orgánica del poder judicial del estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https: //www.congresogto.gob.mx/leyes/ 
ley-organica-del-poder-judicial-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero 
de 2024. 


2 Congreso del estado de Guanajuato: Ley orgánica del poder judicial del estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/leyes/ 
ley-organica-del-poder-judicial-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero 
de 2024. 
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La interpretación de estas normas nos muestra el espacio 
procesal en que, de modo general, actuarán ambos jueces: el 
primero lo hará dentro del proceso, desde su inicio y hasta 
la emisión del auto de apertura a juicio oral; el segundo lo 
hará después de concluido el proceso, y una vez que exista 
sentencia condenatoria firme que imponga una sanción. 

Llegados a este punto, debemos destacar que, de la 
fracción I del artículo 113 de la ley orgánica del poder judicial 
del estado, podemos desprender que corresponden al juez de 
control la aplicación, modificación, sustitución o cancelación 
de la prisión preventiva, lo cual debemos entender que la 
actividad del juez tendrá por objetivo emplear, administrar 
y poner en práctica la medida cautelar de marras, a fin de 
alcanzar sus finalidades legales, que no son otras sino las de 
“(...) asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, 
garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, 
o evitar la obstaculización del procedimiento (...).”* según 
dispone el artículo 153, primer párrafo del código nacional 
de procedimientos penales. Esta es su competencia en el tema 
de la prisión preventiva. 

Pero para el juez de ejecución, tal aspecto procesal, 
en lo general, lo contiene el artículo 24 de la ley nacional 
de ejecución penal, que estipula en su primer párrafo 
que “(...) (e)l Poder Judicial de la Federación y Órganos 
Jurisdiccionales de las entidades federativas establecerán 
jueces que tendrán las competencias para resolver las 
controversias con motivo de la aplicación de esta Ley 


3 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP.paf consultado el 5 de enero de 2024. 
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establecidas en el Capítulo II del Título Cuarto de esta Ley 
(...).% Tratamiento que es recogido por el quinto párrafo 
del artículo 8 de la constitución política para el estado de 
Guanajuato, que establece que “(...) (c)orresponde al juez 
de ejecución, instaurar los procedimientos que se requieran 
para resolver sobre el otorgamiento de los beneficios y del 
tratamiento, a los internos sentenciados que tengan derecho 
a ellos, y las demás atribuciones que le confiere la Ley 
respectiva (...).”* 

Estas reglas todavía se particularizan más, pues el 
artículo 103, primer párrafo de la ley nacional de ejecución 
penal establece que “(...) (la administración del Juzgado 
de Ejecución al recibir la sentencia o el auto por el que se 
impone la prisión preventiva, generará un número de registro 
y procederá a turnarlo al Juez de Ejecución competente, 
para que proceda a dar cumplimiento a tales resoluciones 
judiciales (...).”% 

Esta porción normativa, debido a su vaguedad, prima 
facie parecería decir que todo lo atinente a la ejecución de la 
medida cautelar de prisión preventiva quedará en manos del 
juez de ejecución competente; pero esta visión es incorrecta, 
y la vaguedad del dispositivo es aclarada por los diversos 
4 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 


penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.pdf consultado el 5 de enero de 2024. 


5 Congreso del estado de Guanajuato: Constitución política para el estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/ 
constitucion-politica-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero de 2024. 


6 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 
penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.pdf consultado el 5 de enero de 2024. 
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artículos 14, segundo párrafo y 18, fracción IV, de la ley 
nacional de ejecución penal, que establecen, el primero, que 
“(...) (c)orresponde al Poder Ejecutivo Federal o Local, según 
su competencia, a través de las Autoridades Penitenciarias 
señaladas en las disposiciones legales, la ejecución material 
de la prisión preventiva, así como de las sanciones y medidas 
de seguridad previstas en las leyes penales, así como la 
administración y operación del Sistema Penitenciario (...).”” 

En tanto que el segundo precepto, en la fracción 
invocada, indica que el comité técnico de los centros 
penitenciarios tendrá entre sus funciones la de “(...) (v)igilar 
el cumplimiento de lo ordenado por el Juez, en lo relativo 
a la ejecución de la medida cautelar de prisión preventiva 
(...).” Preceptos que encuentran correlación sistemática con 
lo dispuesto por el último párrafo del artículo 164 del código 
nacional de procedimientos penales, que establece que “(...) 
(Da supervisión de la prisión preventiva quedará a cargo de la 
autoridad penitenciaria en los términos de la ley de la materia 
A 

Es en este contexto normativo que cobra sentido el 
término vigilar, referido a las condiciones de internamiento 
de una persona privada de la libertad bajo medida cautelar 
7 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 


penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.paf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


8 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 
penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.paf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


9 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP.paf consultado el 5 de enero de 2024. 
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de prisión preventiva, al relacionarlo con el sintagma 
cumplimiento de lo ordenado por el Juez, en lo relativo a 
la ejecución de la medida cautelar de prisión preventiva. 
Veamos. El juez de control tiene potestad constitucional y 
legal para ordenar que una persona permanezca privada de 
su libertad para garantizar, entre otras cosas, su presencia 
en el proceso, y tiene potestad, además, para ordenar que la 
persona privada de su libertad sea llevada a su presencia las 
veces que sea necesario. Ese es el significado de esta porción 
normativa y, sobre todo, del término vigilar, en el contexto 
normativo en que lo prevé la ley nacional de ejecución en 
relación con la prisión preventiva. 

Así, lo que hasta aquí hemos reseñado, nos otorga un 
panorama mucho más claro respecto del problema materia de 
este conflicto competencial: la juez de control que ordenó la 
remisión del auto donde impuso la medida cautelar de prisión 
preventiva, excedió los límites legales de competencia de la 
juez de ejecución correspondiente, debido a que le endilgó 
la vigilancia de las condiciones de internamiento del 
procesado a quien impuso la medida, cuando este aspecto 
está legalmente a cargo de la autoridad penitenciaria, por 
conducto de su comité técnico. 

Sin embargo, la juez de ejecución, en este asunto, 
incurrió en la misma deficiencia técnica que la de control 
al considerar, en lo que interesa, que un auto como el 
que le remitió la juez de control no sirve para iniciar el 
procedimiento de ejecución, pues éste inicia exclusivamente 
con la sentencia de condena y el auto que la declara 
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ejecutoria, y que, en tal virtud, la vigilancia de las condiciones 
de internamiento son competencia del juez de control que 
imponga la medida cautelar de prisión preventiva. 

Para abatir la profunda confusión en que se hallaron 
ambas jueces, fue necesario dibujar una hoja de ruta sobre la 
forma en que opera la medida cautelar de prisión preventiva, 
de cara a precisar cuáles son las autoridades que intervienen 
en su ejecución, y cuál es la forma en que lo hacen, lo que 
intentó hacerse en un lenguaje sencillo, a los fines de abonar 
a la comprensión general de esta decisión. 

De acuerdo a los artículos 3%, fracción VII, 133, 154 y 
307, primer párrafo, del código nacional de procedimientos 
penales, corresponde al juez de control la imposición de 
la medida cautelar de prisión preventiva, y de acuerdo al 
artículo 113, fracción l, de la ley orgánica del poder judicial 
del estado, en el ejercicio de esa atribución, le corresponden 
también su aplicación, modificación, sustitución 0 
cancelación. La primera premisa de nuestro argumento 
en esta parte es, entonces, que es el juez de control el que 
ordena poner a una persona en prisión preventiva y el que, 
además, está facultado para modificar, sustituir o cancelar esa 
específica situación jurídica del procesado. Destaquemos aquí 
que imponer, modificar, sustituir o cancelar no son sinónimos 
de vigilar. 

Ahora bien, en un enunciado ambiguo, ciertamente, el 
artículo 103 de la ley nacional de ejecución penal estipula 
que el juez de control debe remitir el auto por el que impone 
la prisión preventiva, a fin de que en el área administrativa 
del juzgado de ejecución correspondiente, se genere un 
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número de registro, y se turne el asunto al juez de ejecución 
competente, para que proceda a dar cumplimiento a tales 
resoluciones judiciales. Es justamente esta última parte de 
la porción normativa de la que hablamos la que mueve a 
confusión, pues de su sola lectura no podemos entender qué 
significa que el juez de ejecución dará cumplimiento a la 
resolución que impuso la medida cautelar. 

Es necesario, para aclararlo, acudir a la interpretación 
sistemática de la ley nacional de ejecución penal, 
precisamente a su artículo 24, para entender que en esta 
etapa procesal, al juez de ejecución corresponde resolver 
las controversias que tengan que ver con las condiciones de 
internamiento de la persona a quien se impuso la medida 
cautelar, así como las cuestiones relacionadas con las 
mismas; el plan de actividades al que se le sujetó, así como 
las cuestiones relacionadas con el mismo que impliquen 
violación de derechos fundamentales; así como los derechos 
propios de quienes soliciten ingresar, o hayan ingresado, 
al centro penitenciario en que se halle recluida la persona 
privada de su libertad, como visitantes, defensores públicos 
y privados, defensores en los tribunales de amparo, y 
observadores por parte de organizaciones de la sociedad civil. 

Así lo han entendido los tribunales colegiados del poder 
judicial de la Federación al sostener, en lo conducente, que 
al juez de ejecución “(...) tratándose de imputados sujetos a 
prisión preventiva, tras recibir la noticia de la imposición de 
esa medida cautelar, le corresponde conocer únicamente sobre 
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controversias relativas a: sus condiciones de internamiento, 
plan de actividades, los derechos de quienes soliciten ingresar 
al centro penitenciario como visitantes (...)”.% 

La segunda premisa de nuestra inferencia es, entonces, 
que el juez de ejecución tendrá intervención en la etapa en 
que una persona penalmente procesada se encuentre bajo la 
medida cautelar de prisión preventiva, internada en un centro 
penitenciario, únicamente cuando se plantee una controversia 
sobre los temas arriba precisados, y su intervención será 
única y exclusivamente para resolver esa controversia. 

Aparece aquí el problema que no fue resuelto por las 
juezas contendientes: de ninguno de los dispositivos legales 
en los que hemos encontrado las facultades y atribuciones 
que tienen los jueces de control y de ejecución sobre una 
persona que se encuentra privada de su libertad, bajo la 
medida cautelar de prisión preventiva, es posible desprender 
que a alguno de ellos le corresponda la vigilancia de las 
condiciones de internamiento de la persona así privada de su 
libertad. Y esto es, simple y sencillamente, porque no tienen 
esa facultad o atribución. 

Es la propia ley nacional de ejecución penal la que 
resuelve este aparente entuerto cuando, como ya se precisó 
líneas arriba, en su artículo 14, segundo párrafo señala, en 
lo conducente, que “(...) (c)orresponde al Poder Ejecutivo 
Federal o Local, según su competencia, a través de las 


10 Véase el criterio de rubro “Competencia para conocer de la revisión de medidas 
cautelares conforme al artículo 161 del código nacional de procedimientos penales. 
Corresponde a un juez de distrito especializado en el sistema penal acusatorio, 
actuando como juez de control y no al juez de distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio, con competencia en ejecución.” Registro digital: 2020945 
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Autoridades Penitenciarias señaladas en las disposiciones 
legales, la ejecución material de la prisión preventiva (...).”" 
Disposición a la que debe sumarse la ya también invocada 
fracción IV del artículo 18 de la misma ley, la cual indica 
que el comité técnico de los centros penitenciarios tendrá 
entre sus funciones la de “(...) (v)igilar el cumplimiento de 
lo ordenado por el Juez, en lo relativo a la ejecución de la 
medida cautelar de prisión preventiva (...).”? 

Desde luego que dentro de las obligaciones que tiene la 
autoridad penitenciaria, en relación con la ejecución material 
de la prisión preventiva, entran las de organizar el sistema 
penitenciario con base en el 

“(...) respeto a los derechos humanos, el trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 
deporte, como medios para procurar la reinserción de la 
persona sentenciada a la sociedad y procurar que no vuelva 
a delinquir, y supervisará las instalaciones de los Centros 
Penitenciarios para mantener la seguridad, tranquilidad 
e integridad, de las personas privadas de la libertad, del 
personal y de los visitantes, ejerciendo las medidas y acciones 
pertinentes para el buen funcionamiento de éstas (...).” 

Principios recogidos en el segundo párrafo del artículo 
18 de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos, desarrollados por el primer párrafo del artículo 


11 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 
penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


12 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución 
penal. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP.pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 
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14 de la ley nacional de ejecución penal, que responden a las 
condiciones de internamiento definidas por el artículo 30 de 
este mismo cuerpo de normas. 

Tenemos una tercer premisa: en términos de la ley 
nacional de ejecución penal, la autoridad a la que corresponde 
la vigilancia de las condiciones de internamiento de una 
persona privada de su libertad bajo la medida cautelar de 
prisión preventiva, es a la autoridad penitenciaria, a través 
del comité técnico. 

Ya podemos construir la conclusión de nuestra 
inferencia, diciendo que el análisis de las reglas que regulan 
el tema de la adscripción de facultades y atribuciones sobre 
una persona privada de su libertad, bajo medida cautelar de 
prisión preventiva, arroja que, ni al juez de control, ni al juez 
de ejecución, en el sistema de justicia penal mexicano, les 
corresponde la vigilancia de las condiciones de internamiento 
de una persona sometida a esta medida, pues, como ha 
quedado justificado, a quien que corresponde esta atribución 
es a la autoridad penitenciaria, a través del comité técnico. 

Como colofón debemos señalar que, respecto a la 
obligación de vigilar y supervisar las condiciones de 
internamiento de una persona privada de su libertad 
bajo prisión preventiva, no existe ninguna disposición 
constitucional ni legal que prevea un ente monitor de la 
autoridad penitenciaria, lo cual es enteramente comprensible. 
Reduciendo al absurdo, sería tanto como colocar un ente 
encargado de recordar a jueces y magistrados su deber de 
cumplir con su obligación de emitir sus resoluciones en 
tiempo y forma. Más claro. No hay necesidad legal de que 
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exista una entidad que obligue, no solo a las autoridades 
penitenciarias, sino a cualquier autoridad, a cumplir con las 
atribuciones y obligaciones que les impone la normativa 
vigente. Para eso protestan, al asumir sus encargos, cumplir y 
hacer cumplir la constitución y las leyes que de ella emanen. 

En tal virtud, consideramos que le asistió la razón a la 
juez de ejecución cuando sostuvo que no era competente para 
vigilar las condiciones de internamiento de la persona de que 
se trató el asunto; en lo que no le asistió la razón, fue en que 
tal atribución le correspondiera a la juez de control, pues, 
como ya quedó explicado, tal atribución le corresponde a la 
autoridad penitenciaria del reclusorio en que se halle privado 
de su libertad el procesado. 

Sin embargo, esta conclusión interpretativa pareciera no 
resolver el tema que fue planteado, pues parecería indicar que 
ni la jueza de control ni la de ejecución tendrían injerencia en 
el tratamiento procesal de una persona privada de su libertad 
conforme a la medida dicha. Nada más lejano de la realidad. 
Pero para aclarar por qué, es necesario primero señalar que 
el sostenido por las juezas que contendieron en este conflicto 
competencial, es un problema de uso del lenguaje, pues 
utilizaron de manera desafortunada —desde la perspectiva 
teórica de los actos del habla— '* el sintagma vigilar las 
condiciones de internamiento. 

La juez de control declinante debió haber utilizado 
un enunciado como remítase el auto que impone la 
medida cautelar de prisión preventiva al juez de ejecución 


13 Al respecto véase L. Austin, John: Cómo hacer cosas con palabras, pp. 11-17. 
Recurso digital disponible en https://escrituradigital.net/wiki/images/Austin_-_ 
Como_Hacer_Cosas_Con_Palabras.PDF consultado el 29 de abril de 2022. 
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competente para los fines previstos por el artículo 103 de la 
ley nacional de ejecución penal. De tal enunciado es posible, 
y perfectamente válido, desprender que estaría poniendo en 
conocimiento del juez de ejecución correspondiente el hecho 
procesal de que una persona estaría privada de su libertad 
bajo prisión preventiva, para que se generase el registro 
a través del cual, en el eventual caso de que el individuo 
privado de su libertad promoviese una controversia respecto 
a las condiciones de internamiento por la medida cautelar 
impuesta, por cuestiones relacionadas con las mismas; 
sobre el plan de actividades al que se le sujetó, y cuestiones 
relacionadas con el mismo que impliquen violación de 
derechos fundamentales; así como los derechos propios 
de quienes soliciten ingresar o hayan ingresado al centro 
penitenciario en que se halle recluida la persona privada de 
su libertad, como visitantes, defensores públicos y privados, 
defensores en los tribunales de amparo, y observadores 
por parte de organizaciones de la sociedad civil, el juez de 
ejecución se avocase a su conocimiento y resolución. 

Ahora bien, este es un yerro que la Juez de Ejecución 
aquí contendiente pudo haber saneado al recibir el auto que 
impuso la medida, acordando su recepción para los efectos 
del artículo 103 de la ley nacional de ejecución penal, en 
el entendido de que esta autoridad conocerá y resolverá las 
controversias que presente la persona a quien se ha impuesto 
la medida que se comunica, respecto a sus condiciones de 
internamiento y cuestiones relacionadas con las mismas; 
el plan de actividades al que se le sujetó y cuestiones 
relacionadas con el mismo que impliquen violación de 


272 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


derechos fundamentales; así como los derechos propios 
de quienes soliciten ingresar o hayan ingresado al centro 
penitenciario en que se halle recluida, como visitantes, 
defensores públicos y privados, defensores en los tribunales 
de amparo, y observadores por parte de organizaciones 
de la sociedad civil, el juez de ejecución se avocase a su 
conocimiento y resolución. Pero no lo hizo, y, por el contrario, 
perpetuó el yerro en que incurrió la de control. 
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TII.- El interés superior del menor como parámetro 
primordial de las decisiones judiciales 


n este asunto, un juez de control decretó la 

prescripción de la acción penal y, en consecuencia, 

el sobreseimiento de la causa, en un delito de abuso 
sexual cometido en agravio de un menor de edad, razón 
por la que dictó auto de no vinculación a proceso en favor 
del imputado. En el proyecto de resolución que presenté al 
magistrado, se hizo ejercicio de control de constitucionalidad 
y se protegieron los derechos humanos del menor de acceso a 
la justicia y a la verdad, por lo que se declaró que, en tratando 
de este delito y este agraviado, la prescripción de la acción 
penal no operaba. Conozcamos enseguida las razones que 
nos llevaron a tal conclusión. 

En primer lugar, se declaró una violación a los 
derechos humanos del menor ofendido, consistente en la 
inconstitucionalidad de la decisión combatida por haber 
soslayado la protección del interés superior del menor, 
por haber dejado de aplicar en su beneficio los principios 
hermenéuticos pro persona y de interpretación conforme, y 
por haber dejado de ejercer control de convencionalidad y 
constitucionalidad'* en el asunto puesto en su conocimiento. 
Expliquemos por qué. 


14 Estamos en el entendido de que el bloque de constitucionalidad implica que 
hacer control de convencionalidad equivale a hacer control de constitucionalidad, 
pero hacemos la precisión en aras de la claridad para expresar que el juez dejó 
de aplicar preceptos del corpus iuris internacional tanto como abandonó los de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en perjuicio del aquí 
ofendido. 
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Para ello, en primer término, debemos señalar que la 
decisión que asumió el juez fue fundamentada en los artículos 
119, 120, fracción l, y 123 del código penal del estado. 
Expresamente señaló, en lo que interesa, que no encontraba 
disposición que le pudiera llevar a considerar que el hecho 
jurídico penalmente relevante del que conoció no se hallara 
prescrito, e indicó que entre el principio pro persona en favor 
del menor ofendido y los derechos de legalidad y seguridad 
jurídica a favor del imputado, debían prevalecer éstos últimos. 
Para ello, hizo referencia al artículo 106 de la ley general de 
los derechos de niñas, niños y adolescentes para señalar que 
el mismo no es aplicable a este asunto y señaló que, a pesar 
de que hoy día el artículo 123 del código penal del estado 
establece que el delito de abusos sexuales en agravio de 
menores de edad es imprescriptible, tal disposición entró en 
vigor el cuatro de noviembre de dos mil veinte, después de 
acontecidos los hechos, por lo que no resultaba aplicable. Por 
lo tanto, declaró extinta la acción penal y, en consecuencia, 
decretó su sobreseimiento, razones por las que, además, dictó 
auto de no vinculación a proceso en favor del imputado. 

En el proyecto se consideró que esta decisión no 
respondía a los parámetros de regularidad constitucional 
que tutelan el interés superior del menor, ni al paradigma 
jurídico al que nuestro país se adscribió a partir de la 
reforma constitucional de diez de junio de dos mil once, por 
la que se aceptó en la constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos la corriente filosófica denominada 
constitucionalismo, la cual tiene como su base más sólida 
lo que filósofos como Rodolfo Luis Vigo han denominado 
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constitucionalización del derecho,'* que no es otra cosa sino 
la elevación a rango constitucional de lo que se ha venido 
reconociendo en la tradición jurídica occidental como 
derechos humanos, cuyo respeto a partir de su reconocimiento 
en las constituciones de los estados nacionales es una cuestión 
obligada para toda autoridad, en calidad de irrestricto. 

Es tal la relevancia de los derechos humanos en este 
modelo constitucional, que no sólo se reconocen los que 
se encuentran inscritos en lo que se denomina derecho 
doméstico en el derecho interno de un estado nacional, 
pues, sino que también se reconocen y protegen los que se 
encuentran en el llamado corpus iuris internacional, en el 
derecho internacional de los derechos humanos, los cuales 
vamos a encontrar plasmados en los tratados internacionales 
de la materia, cuyo rango axiológico es idéntico al de las 
constituciones, como es el caso de nuestro país, según 
consigna el artículo 1% párrafo primero, de nuestra 
constitución. 

En el marco operativo, lo anterior implica que todas 
las normas del orden jurídico serán interpretadas y aplicadas 
de conformidad con la constitución, y siempre buscando la 
mayor protección para las personas. Esto significa que el 
baremo, el norte, que ha de dirigir la labor de interpretación 
de las normas es siempre el contenido constitucional en 
materia de derechos humanos; y de entre las normas que 
entren en juego, siempre habrá de preferirse la que brinde 
una mayor y mejor protección al derecho humano de que 


15 Vid in extenso Vigo, Rodolfo Luis: Constitucionalización y judicialización del 
derecho. Del Estado de derecho legal al Estado de derecho constitucional. Porrúa. 
México. 2013. ISBN: 9786070911422 
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se trate, sea que se encuentre en el derecho doméstico, a 
cualquier nivel, o bien en el derecho internacional dentro de 
los tratados internacionales suscritos por el estado mexicano. 

De esta suerte, el operador jurídico, dentro del modelo 
del constitucionalismo contemporáneo,'* debe tener bien 
claro que el paradigma positivista decimonónico ha sido 
superado desde la época de la segunda posguerra, y que 
la concepción del estado legal de derecho —hijo de la 
ilustración— no encuentra cabida en un modelo en el que el 
juez ya no es sólo la boca de la ley, sino el principal garante 
de la protección irrestricta de los derechos humanos, mismos 
que, a partir del proceso de constitucionalización del derecho, 
han transformado a la constitución en el parámetro de validez 
formal y material de todo el ordenamiento jurídico, cuyo 
marco operativo busca que la plena vigencia y cumplimiento 
de los preceptos constitucionales sean asegurados mediando 
una interpretación teleológica, siempre en favor de los 
derechos. 

Este es un marco general del modelo constitucional que 
rige hoy el actuar de toda autoridad en el estado mexicano, 
pero sobre todo, de sus jueces; dado que el proceso de 
constitucionalización del derecho vino acompañado de su 
judicialización, en razón de que son precisamente los jueces 
los garantes de la protección irrestricta de los derechos 
humanos, al realizar esta delicada tarea desde la primer línea 
de batalla, cuando los justiciables someten a su consideración 
16 Para abundar sobre el concepto de constitucionalismo contemporáneo, véase 

Espinosa-Saldaña Barrera, Eloy: Sobre los límites de la justicia constitucional. 


Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro. México. 2021. pp. 
13-85 
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sus conflictos jurídicos, hasta el momento procesal en 
que deba emitirse una decisión que clausura dichos 
conflictos. Serán los jueces, lato sensu, los guardianes de la 
constitucionalidad de las decisiones que impacten la esfera 
jurídica de los gobernados, procurando que se mantenga 
incólume aquél coto vedado del que habló Garzón Valdés; 
aquél espacio de lo indecidible, al que se refirió Ferrajoli. 

Descendiendo ahora en el nivel de análisis al caso que 
ocupa la atención, encontramos que se encuentran en juego, 
por una parte, los derechos a la legalidad y seguridad jurídica 
del imputado, tutelados por los artículos 14 y 16 de la 
constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
fueron la base jurídica sobre la que sentó el juez sus razones 
para la emisión de la decisión que se revisó; y por otro lado, 
el interés superior del menor, tutelado por los artículos 3.1 
de la convención sobre los derechos del niño; 4”, párrafo 
noveno, de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 18 y 106 de la ley general de los derechos de 
niños niñas y adolescentes. 

Identifiquemos ahora el rango axiológico que reviste 
en nuestro orden jurídico el interés superior del menor, 
de la mano de lo que conceptualmente ha establecido la 
primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, en 
jurisprudencia firme con número de registro 159897, con los 
siguientes rubro y texto: 
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“(...) Interés superior del menor. Su concepto. 

En términos de los artículos 4o., párrafo octavo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
ratificada por México y publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 25 de enero de 1991; y 3, 4, 6 y 7 de la 
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes, los tribunales, en todas las medidas 
que tomen relacionadas con los menores, deben atender 
primordialmente al interés superior del niño; concepto 
que interpretó la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (cuya competencia contenciosa aceptó el 
Estado Mexicano el 16 de diciembre de 1998) de la 
siguiente manera: “la expresión “interés superior del 
niño” ... implica que el desarrollo de éste y el ejercicio 
pleno de sus derechos deben ser considerados como 
criterios rectores para la elaboración de normas y la 
aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la 
vida del niño (...).” 


Concepto cuyo marco operativo fue fijado por esa 
misma sala del alto tribunal en la tesis con número de registro 
2000988, con rubro y texto siguientes: 


“(...) Interés superior del menor. Su función normativa 
como principio jurídico protector. 

La función del interés superior del menor como 
principio jurídico protector, es constituirse en una 
obligación para las autoridades estatales y con ello 
asegurar la efectividad de los derechos subjetivos de los 
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menores, es decir, implica una prescripción de carácter 
imperativo, cuyo contenido es la satisfacción de todos 
los derechos del menor para potencializar el paradigma 
de la “protección integral”. Ahora bien, desde esta 
dimensión, el interés superior del menor, enfocado 
al deber estatal, se actualiza cuando en la normativa 
jurídica se reconocen expresamente el cúmulo de 
derechos y se dispone el mandato de efectivizarlos, 
y actualizado el supuesto jurídico para alcanzar la 
función de aquel principio, surge una serie de deberes 
que las autoridades estatales tienen que atender, entre 
los cuales se encuentra analizar, caso por caso, si ante 
situaciones conflictivas donde existan otros intereses 
de terceros que no tienen el rango de derechos deben 
privilegiarse determinados derechos de los menores o 
cuando en el caso se traten de contraponer éstos contra 
los de otras personas; el alcance del interés superior 
del menor deberá fijarse según las circunstancias 
particulares del caso y no podrá implicar la exclusión de 
los derechos de terceros. En este mismo sentido, dicha 
dimensión conlleva el reconocimiento de un “núcleo 
duro de derechos”, esto es, aquellos derechos que no 
admiten restricción alguna y, por tanto, constituyen 
un límite infranqueable que alcanza, particularmente, 
al legislador; dentro de éstos se ubican el derecho a la 
vida, a la nacionalidad y a la identidad, a la libertad de 
pensamiento y de conciencia, a la salud, a la educación, 
a un nivel de vida adecuado, a realizar actividades 
propias de la edad (recreativas, culturales, etcétera) y a 
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las garantías del derecho penal y procesal penal; además, 
el interés superior del menor como principio garantista, 
también implica la obligación de priorizar las políticas 
públicas destinadas a garantizar el “núcleo duro” de los 
derechos (...).” 


Al respecto, conviene traer a cuenta también lo que el 
comité de los derechos del niño de la organización de las 
naciones unidas estableció en la observación general número 
14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior 
sea una consideración primordial, referida al artículo 3, 
párrafo 1 de la convención sobre los derechos del niño. En 
el capítulo I de la observación, párrafos 1 a 7, se establece 
el contenido y alcances del interés superior del niño en los 
siguientes términos: 


“(...) A. El interés superior del niño: un derecho, 
un principio y una norma de procedimiento.'” 

1. El artículo 3, párrafo 1, de la Convención sobre 
los Derechos del Niño otorga al niño el derecho a que 
se considere y tenga en cuenta de manera primordial 
su interés superior en todas las medidas o decisiones 
que le afecten, tanto en la esfera pública como en la 
privada. Además, esa disposición establece uno de los 
valores fundamentales de la Convención. El Comité 
de los Derechos del Niño (el Comité) ha determinado 


17 Organización de las naciones unidas: Observación general N* 14 (2013) 
sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una consideración 
primordial (artículo 3, párrafo 1). Recurso digital disponible en https://www. 
observatoriodelainfancia.es/oia/esp/descargar.aspx?id=39908tipo=documento 
consultado el 16 de enero de 2024. 
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que el artículo 3, párrafo 1, enuncia uno de los cuatro 
principios generales de la Convención en lo que respecta 
a la interpretación y aplicación de todos los derechos 
del niño**, y lo aplica como un concepto dinámico debe 
evaluarse adecuadamente en cada contexto. 

2. El “interés superior del niño” no es un concepto 
nuevo. En efecto, es anterior a la Convención y ya se 
consagraba en la Declaración de los Derechos del Niño, 
de 1959 (párr. 2) y la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(arts. 5 b) y 16, párr. 1 d)), así como en instrumentos 
regionales y numerosas normas jurídicas nacionales e 
internacionales. 

3. La Convención también se refiere explícitamente 
al interés superior del niño en otras disposiciones, 
a saber: el artículo 9 (separación de los padres); el 
artículo 10 (reunión de la familia); el artículo 18 
(obligaciones de los padres); el artículo 20 (privación de 
un medio familiar y otros tipos de cuidado); el artículo 
21 (adopción); el artículo 37 c) (separación de los 
adultos durante la privación de libertad), y el artículo 
40, párrafo 2 b) 111), (garantías procesales, incluida la 
presencia de los padres en las audiencias de las causas 
penales relativas a los niños en conflicto con la ley). 
También se hace referencia al interés superior del niño 
en el Protocolo facultativo de la Convención relativo a 


Y 
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18 Observación general N* 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, párr. 12; y Observación general N* 
12 (2009) sobre el derecho del niño a ser escuchado, párr. 2. Nota original del 
documento. 
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la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía (preámbulo y artículo 8) 
y el Protocolo facultativo de la Convención relativo a 
un procedimiento de comunicaciones (preámbulo y 
artículos 2 y 3). 

4. El objetivo del concepto de interés superior del 
niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los 
derechos reconocidos por la Convención y el desarrollo 
holístico del niño'”. El Comité ya ha señalado” que “[1] 
o que a juicio de un adulto es el interés superior del niño 
no puede primar sobre la obligación de respetar todos 
los derechos del niño enunciados en la Convención”. 
Recuerda que en la Convención no hay una jerarquía 
de derechos; todos los derechos previstos responden al 
“interés superior del niño” y ningún derecho debería 
verse perjudicado por una interpretación negativa del 
interés superior del niño. 

5. La plena aplicación del concepto de interés 
superior del niño exige adoptar un enfoque basado en los 
derechos, en el que colaboren todos los intervinientes, a 
fin de garantizar la integridad física, psicológica, moral 
y espiritual holísticas del niño y promover su dignidad 
humana. 


19 El Comité espera que los Estados interpreten el término “desarrollo” como 
“concepto holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, 
psicológico y social del niño” (Observación general N* 5, párr. 12). Nota original del 
documento. 


20 Observación general N* 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia, párr. 61. Nota original del documento. 
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6. El Comité subraya que el interés superior del 
niño es un concepto triple: 

a) Un derecho sustantivo: el derecho del niño a 
que su interés superior sea una consideración primordial 
que se evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos 
intereses para tomar una decisión sobre una cuestión 
debatida, y la garantía de que ese derecho se pondrá en 
práctica siempre que se tenga que adoptar una decisión 
que afecte a un niño, a un grupo de niños concreto o 
genérico o a los niños en general. El artículo 3, párrafo 
1, establece una obligación intrínseca para los Estados, 
es de aplicación directa (aplicabilidad inmediata) y 
puede invocarse ante los tribunales. 

b) Un principio jurídico interpretativo fundamental: 
si una disposición jurídica admite más de una 
interpretación, se elegirá la interpretación que satisfaga 
de manera más efectiva el interés superior del niño. Los 
derechos consagrados en la Convención y sus Protocolos 
facultativos establecen el marco interpretativo. 

c) Una norma de procedimiento: siempre que se 
tenga que tomar una decisión que afecte a un niño en 
concreto, a un grupo de niños concreto o a los niños en 
general, el proceso de adopción de decisiones deberá 
incluir una estimación de las posibles repercusiones 
(positivas o negativas) de la decisión en el niño o los 
niños interesados. La evaluación y determinación del 
interés superior del niño requieren garantías procesales. 
Además, la justificación de las decisiones debe dejar 
patente que se ha tenido en cuenta explícitamente ese 
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derecho. En este sentido, los Estados partes deberán 
explicar cómo se ha respetado este derecho en la 
decisión, es decir, qué se ha considerado que atendía al 
interés superior del niño, en qué criterios se ha basado la 
decisión y cómo se han ponderado los intereses del niño 
frente a otras consideraciones, ya se trate de cuestiones 
normativas generales o de casos concretos. 

7. En la presente observación general, la expresión 
“el interés superior del niño” abarca las tres dimensiones 
arriba expuestas (...).” 


Por otra parte, el párrafo 17 del capítulo IV indica 


siguiente: 


“(...) 17. El objetivo del artículo 3, párrafo 1, 
es velar por que el derecho se observe en todas las 
decisiones y medidas relacionadas con el niño. Esto 
significa que, en cualquier medida que tenga que ver con 
uno o varios niños, su interés superior deberá ser una 
consideración primordial a que se atenderá. El término 
“medida” incluye no solo las decisiones, sino también 
todos los actos, conductas, propuestas, Servicios, 
procedimientos y demás iniciativas (...).” 


Los párrafos 19 y 20 del mismo capítulo señalan: 


“(...) 19. La obligación jurídica se aplica a 
todas las decisiones y medidas que afectan directa o 
indirectamente a los niños. Por lo tanto, la expresión 
“concernientes a” se refiere, en primer lugar, a las 
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medidas y decisiones relacionadas directamente con 
un niño, un grupo de niños o los niños en general y, 
en segundo lugar, a otras medidas que repercutan en 
un niño en particular, un grupo de niños o los niños en 
general, aunque la medida no vaya dirigida directamente 
a ellos. Como se indica en la Observación general N* 7 
(2005) del Comité, ello incluye las medidas que afecten 
directamente a los niños (por ejemplo, en relación 
con los servicios de atención de la salud, sistemas de 
guarda o escuelas), así como aquellas que repercutan 
indirectamente en los niños pequeños y otros grupos 
de población (por ejemplo, en relación con el medio 
ambiente, la vivienda o el transporte) (párr. 13 b)). Así 
pues, la expresión “concernientes a” debe entenderse en 
un sentido muy amplio. 

20. En efecto, todas las medidas adoptadas por un 
Estado afectan de una manera u otra a los niños. Ello 
no significa que cada medida que tome el Estado deba 
prever un proceso completo y oficial para evaluar y 
determinar el interés superior del niño. Sin embargo, 
cuando una decisión vaya a tener repercusiones 
importantes en uno o varios niños, es preciso adoptar un 
mayor nivel de protección y procedimientos detallados 
para tener en cuenta su interés superior. Así pues, en 
relación con las medidas que no se refieren directamente 
a uno o varios niños, la expresión “concernientes a” 
tendría que aclararse en función de las circunstancias 
de cada caso para evaluar los efectos de la medida en el 
niño o los niños (...).” 
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Y los párrafos 25 y 27 de ese mismo apartado estipulan: 


“(...) 25. La obligación de los Estados de tener 
debidamente en cuenta el interés superior del niño es 
un deber general que abarca a todas las instituciones 
públicas y privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas y los órganos legislativos 
que se ocupen de los niños o les afecten. Aunque no 
se menciona explícitamente a los padres en el artículo 
3, párrafo 1, el interés superior del niño será “su 
preocupación fundamental” (art. 18, párr. 1). 

27. El Comité subraya que el término “tribunales” 
alude a todos los procedimientos judiciales, de cualquier 
instancia, ya estén integrados por jueces profesionales 
oO personas que no lo sean, y todas las actuaciones 
conexas relacionadas con niños, sin restricción alguna. 
Ello incluye los procesos de conciliación, mediación y 
arbitraje (...).” 


En atención, entre otras, a estas directrices, el legislador 
mexicano emitió, el cuatro de diciembre de dos mil catorce, la 
ley general de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, 
en cuyo artículo 106, último párrafo se encuentra el quid?! de 
este fallo. Dicho párrafo lo integra el siguiente enunciado: 


“(...) No podrá declararse la caducidad ni la prescripción 
en perjuicio de niñas, niños y adolescentes (...).” 


21 Esencia, punto más importante o porqué de una cosa. Real academia española: 
Quid, en Diccionario de la lengua española. Recurso digital disponible en https:// 
dle.rae.es/quid, consultado el 4 de mayo de 2022 
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Todo lo hasta aquí reseñado constituye el entramado 
jurídico que debió haber sido utilizado por el juez en un 
ejercicio de interpretación conforme, y con directriz pro 
persona en favor del menor ofendido, pero que no utilizó, por 
lo que se determinó reparar ese agravio en favor del ofendido, 
bajo las razones que se expondrán enseguida. 

El interés superior del niño es un derecho humano de 
rango constitucional. Está consignado en el artículo 4% de 
la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
disposición que, además, garantiza su plena vigencia en toda 
decisión y actuación del Estado. Como tal, su protección se 
ve reforzada por el diverso numeral 1” de la propia Carta 
Magna. No se soslaya que los derechos de legalidad y 
seguridad jurídica” tienen el mismo rango constitucional que 
el interés superior del niño, pero averigúemos si en el caso 
concreto existieron razones para hacer prevalecer éste sobre 
aquél. 

La figura jurídica de la prescripción de la acción penal 
garantiza a una persona que pudo haber cometido un delito 
que, por el solo transcurso del tiempo, el estado perderá el 
derecho a perseguir en los tribunales ese delito, pues la 
prescripción extingue la acción penal. Por virtud de los 
derechos de legalidad y seguridad jurídica, la prescripción 
opera como una regla: si se actualiza el supuesto temporal 
respectivo contenido en las leyes, opera; si no se actualiza 
ese requisito temporal, no opera. Sin cortapisas. Frente a 


22 Artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 
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esto, tenemos los derechos de acceso a la verdad y la justicia 
de un niño víctima de un delito de índole sexual.” Estos son 
los derechos humanos que encontramos en tensión. 

Ahora bien, el estado mexicano ha coincidido, con 
el concierto internacional, en que se debe garantizar el 
desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, lo 
que implica, desde luego, sus dimensiones física, mental, 
espiritual, moral, psicológica y social,?* por lo que ha elevado 
estos aspectos a nivel de protección constitucional, sin 
dejar de observar que están igualmente protegidos por un 
tratado internacional jurídicamente vinculante, como es la 
convención sobre los derechos del niño. 

Luego, un delito sexual cometido en perjuicio de una 
niña, niño o adolescente, indudablemente deja una profunda 
impronta en sus dimensionas espiritual, mental, moral 
y psicológica; incluso en la física. Es tal el impacto que 
producen estos delitos en los menores que por esa razón se 
ha considerado declarar la imprescriptibilidad de los mismos, 
en un afán de obtener, en cualquier tiempo, justicia y verdad 
para quienes fueron víctimas de ellos. Tal es la teleología 
ínsita en la norma que subyace a la disposición contenida 
en el último párrafo del artículo 106 de la ley general de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes, cuyo significado 


23 Artículos 17, segundo párrafo de la constitución federal y 2, fracción l, de la ley 
general de víctimas. 


24 Observación General N* 5 (2003): Medidas generales de aplicación de la 
Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 
44) (CRC/GC/2003/5), párrafo 12. 
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interpretativo, conforme a las disposiciones convencionales y 
constitucionales para el caso que ocupa la atención, podemos 
plasmar en el siguiente enunciado: 


“(...) Cuando la víctima de un delito sexual sea una 
niña, niño o adolescente, no operará la prescripción de 
la acción penal (...). 


Ante a esta consideración, se concluyó que no puede 
prevalecer la figura de la prescripción de la acción penal 
frente a la finalidad de obtener verdad y justicia para un 
menor de edad víctima de un delito sexual, pues ello tendría 
como consecuencia una afectación a su esfera integral de 
desarrollo, lo que es refractario a los fines de protección 
de los menores que constitucionalmente se ha propuesto el 
Estado mexicano. 


25 Se hace esta acotación precisa respecto de los delitos sexuales porque, como 
se establece en el protocolo de actuación para quienes imparten justicia en 
casos que involucren niñas, niños y adolescentes, página 44, donde se cita a 
los autores Margarita Griesbach y Ricardo Ortega, para señalar la forma en que 
ellos cuestionan que el interés superior del menor se utilice para sobreponer de 
modo absoluto el derecho del niño frente a los derechos de los adultos, pues a 
lo que obliga ese principio es a la valoración integral de toda posible afectación 
de los derechos de un niño o niña frente a un conflicto de derechos, o sea que el 
análisis de la posible afectación de derechos de la infancia parta de un escrutinio 
estricto , en el que se reconozcan las repercusiones de una afectación respecto 
de la protección integral de derechos, interpretando con base en el principio de 
interdependencia. 

Cfr. Suprema corte de justicia de la nación: Protocolo de actuación para quienes 
imparten justicia en casos que involucren niñas, niños y adolescentes. Suprema 
corte de justicia de la nación. 2? ed. México. 2014. ISBN: 978-607-468-641-8. 
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Conclusiones 


l efecto que buscaron los proyectos de resolución 

reseñados —de los que debe decirse que fueron 

aprobados y publicados— fue, en el primer caso, el de 
abonar a la precisión del tema de la competencia para vigilar 
las condiciones de internamiento de una persona privada de 
la libertad bajo medida cautelar de prisión preventiva. 

En el segundo caso, la intención fue la de poner en 
práctica las herramientas hermenéuticas de los principios 
de interpretación conforme y pro persona, con el fin de 
identificar cuáles de los derechos en juego debían prevalecer 
y por qué razones 

Esperamos haber alcanzado los objetivos propuestos en 
ambos; y en caso de que se considere que no fue así, estamos 
abiertos a la crítica constructiva; porque, al final del día, de 
eso va la apuesta en este trabajo. 
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Juez de ejecución 
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del artículo 44) (CRC/GC/2003/5). Recurso digital 
disponible en https://www.unicef-irc.org/publications/ 
pdf/cregencommes.pdf 

Vigo, Rodolfo Luis: Constitucionalización y judicialización 
del derecho. Del Estado de derecho legal al Estado de 
derecho constitucional. Porrúa. México. 2013. ISBN: 
9786070911422 
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Preparación del juicio arbitral 
Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Comentarios preliminares 


l legislador federal incorpora dentro de las medidas 

la preparación del juicio arbitral para el supuesto 

de que en un contrato o instrumento público se haya 
establecido cláusula de arbitraje y no se nombre árbitro, 
éste se rehusare o falleciere y no exista sustituto. Ante este 
supuesto, cualquiera de las partes contratantes podrá acudir 
ante la autoridad jurisdiccional para que se designe uno a 
través de un medio preparatorio. 

La demanda puede presentarse por cualquiera de los 
interesados de manera escrita o electrónica, agregando la 
copia del documento que contenga la cláusula compromisoria, 
la autoridad jurisdiccional citará a una audiencia dentro de los 
cinco días siguientes para que se presenten a elegir árbitro, 
apercibiéndolos de que, en caso de no hacerlo, lo hará en su 
rebeldía. 

Si la cláusula compromisoria forma parte de un 
documento privado, al emplazar a la otra parte a la audiencia a 
la que se ha referido el artículo anterior, la persona secretaria 
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judicial la requerirá previamente para que reconozca o no la 
firma autógrafa o electrónica del documento, y si se rehusare 
a contestar, se tendrá por reconocida. 

En la audiencia, la autoridad jurisdiccional exhortará 
a que elijan árbitro de común acuerdo, y en caso de no 
conseguirlo, designará uno entre las personas que aparezcan 
en las listas oficiales del poder judicial de la federación o de 
las entidades federativas. Amén de lo anterior, también podrá 
consultar a instituciones arbitrales, colegios de corredores o 
notarios públicos debidamente certificados para tal fin. Lo 
mismo se hará cuando el árbitro nombrado en el compromiso 
renunciare o fallezca y no hubiere sustituto designado. 

Habiéndose nombrado árbitro, se levantará acta de la 
audiencia, a través de la cual se iniciarán las actuaciones de 
este, emplazando a las partes como se determina en las reglas 
generales del juicio arbitral. 
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Sección Tercera 
De la Preparación del Juicio Arbitral 
Artículo 386. Cuando en un contrato o instrumento 
público se haya establecido cláusula de arbitraje y no se 


haya nombrado árbitro, éste se rehusare o falleciere y 
no exista sustituto, cualquiera de las partes contratantes 
podrá acudir ante la autoridad jurisdiccional para que se 
designe uno a través de un medio preparatorio. 


Designación de árbitro a través 
de medio preparatorio 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


obre la preparación del juicio arbitral, el artículo 386 

establece el procedimiento a seguir en casos donde un 

contrato o instrumento público incluye una cláusula de 
arbitraje, pero enfrenta problemas en la designación de un 
árbitro. 


Cláusula de arbitraje en contratos e instrumentos 
públicos 


La cláusula de arbitraje es una disposición contractual 
que estipula que cualquier disputa surgida entre las partes 
será resuelta mediante arbitraje, en lugar de un procedimiento 


301 


1c10 arbitral 


Ju 


1c10 arbitral 


Ju 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


judicial. Esta cláusula es común en contratos comerciales 
y otros acuerdos donde las partes prefieren un método 
alternativo de resolución de conflictos. 


Problemas en la designación del árbitro 


El artículo aborda varias situaciones específicas en las 
cuales la designación del árbitro puede resultar problemática, 
por ejemplo: 

1.- No se ha nombrado árbitro: Las partes han acordado 
el arbitraje, pero no han designado un árbitro en el contrato o 
instrumento público. 

2.- Rehusamiento del árbitro: El árbitro designado se 
rehúsa a aceptar su nombramiento, y no hay un procedimiento 
acordado para su sustitución. 

3.- Fallecimiento del árbitro: El árbitro designado fallece 
y no existe un sustituto previamente acordado o designado. 


Acudir a la autoridad jurisdiccional 


Ante cualquiera de las situaciones mencionadas, las 
partes contratantes tienen la facultad de acudir ante la 
autoridad jurisdiccional competente. La finalidad de esta 
acción es solicitar que se designe un árbitro a través de un 
medio preparatorio. Este procedimiento asegura que el 
acuerdo de arbitraje se mantenga y que las disputas puedan 
resolverse conforme a lo pactado originalmente por las 
partes. 
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Designación del árbitro 


La autoridad jurisdiccional, al recibir la solicitud de 
cualquiera de las partes, procederá a designar un árbitro. Este 
procedimiento permite resolver rápidamente el problema 
de la falta de un árbitro, evitando que las partes se vean 
obligadas a acudir a un juicio ordinario, preservando así el 
espíritu y la intención del acuerdo arbitral. 


Conclusión 


La normatividad en comento establece que, en casos 
donde un contrato o instrumento público incluya una 
cláusula de arbitraje pero no se ha nombrado un árbitro, el 
árbitro se rehúse o fallezca sin un sustituto, cualquiera de 
las partes puede acudir ante la autoridad jurisdiccional para 
que se designe uno a través de un medio preparatorio. Esta 
disposición asegura que las cláusulas de arbitraje se ejecuten 
de manera efectiva y que las disputas se resuelvan conforme 
a los acuerdos originales de las partes. 
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Artículo 389. En la audiencia, la autoridad 
jurisdiccional exhortará a que elijan árbitro de común 
acuerdo, y en caso de no conseguirlo, designará uno entre 
las personas que aparezcan en las listas oficiales del Poder 
Judicial de la Federación o de las Entidades Federativas; 
también podrá consultar a instituciones arbitrales, 


colegios de corredores o notarios públicos debidamente 
certificados para tal fin. 
Lo mismo se hará cuando el árbitro nombrado en el 


compromiso renunciare o fallezca y no hubiere sustituto 
designado. 


Nombramiento de árbitro 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


quí se habla sobre el procedimiento para la elección 

de un árbitro en una audiencia cuando las partes no 

logran llegar a un acuerdo sobre su designación. Este 
artículo también contempla la designación de un árbitro en 
caso de que el árbitro previamente nombrado renuncie o 
fallezca y no exista un sustituto designado. 


Exhortación a la elección de un árbitro por común 
acuerdo 


Durante la audiencia, la autoridad jurisdiccional 
exhortará a las partes a que elijan un árbitro de común 
acuerdo. Esta exhortación es un intento de fomentar la 
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colaboración y el consenso entre las partes, permitiendo 
que tengan un papel activo en la selección del árbitro que 
resolverá sus disputas. La elección consensuada de un árbitro 
puede aumentar la confianza de las partes en el proceso 
arbitral y en la imparcialidad del árbitro seleccionado. 


Designación de un árbitro en ausencia de acuerdo 


En caso de que las partes no consigan llegar a un acuerdo 
sobre la elección del árbitro, la autoridad jurisdiccional 
procederá a designar uno. Esta designación se hará de entre 
las personas que aparezcan en las listas oficiales del poder 
judicial de la federación o de las entidades federativas, las 
cuales contienen los nombres de profesionales calificados y 
reconocidos que pueden actuar como árbitros, garantizando 
así que la persona designada tenga la competencia y la 
imparcialidad necesarias para desempeñar su función. 


Consulta a instituciones arbitrales y otros profesionales 


Además de las listas oficiales, la autoridad jurisdiccional 
también puede consultar a instituciones arbitrales, colegios 
de corredores o notarios públicos debidamente certificados 
para tal fin. Así, estas consultas le permitirán al juez ampliar 
el rango de posibles árbitros, a efecto de asegurar que se elija 
a una persona calificada y con experiencia en la resolución de 
disputas a través del arbitraje. 


Situaciones de renuncia o fallecimiento del árbitro 
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El artículo también establece que, si el árbitro nombrado 
en el compromiso renuncia o fallece y no hay un sustituto 
designado, se seguirá el mismo procedimiento descrito 
anteriormente. La autoridad jurisdiccional exhortará a las 
partes a elegir un nuevo árbitro de común acuerdo, y si no 
se logra un acuerdo, se designará un árbitro siguiendo el 
procedimiento de consulta a las listas oficiales y otras fuentes 
reconocidas. 


Conclusión 


Sintetizando, el artículo 389 establece que, durante la 
audiencia, la autoridad jurisdiccional exhortará a las partes a 
elegir un árbitro de común acuerdo, y en caso de no lograrlo, 
designará uno de las listas oficiales del poder judicial de la 
federación o de las entidades federativas, o consultará a 
instituciones arbitrales y otros profesionales certificados. 
Este mismo procedimiento se aplicará si el árbitro nombrado 
renuncia o fallece sin que haya un sustituto designado. 
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Artículo 390. Habiéndose nombrado árbitro, se 
levantará acta de la audiencia, a través de la cual se 
iniciarán las actuaciones de este, emplazando a las partes 


como se determina en las reglas generales del juicio 
arbitral. 


Levantamiento de acta donde se nombra al árbitro 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma regula el procedimiento a seguir una vez 
que se ha nombrado un árbitro en una audiencia. 


Este artículo establece que, tras la designación del 
árbitro, se levantará un acta de la audiencia y se iniciarán 
formalmente las actuaciones arbitrales conforme a las reglas 
generales del juicio arbitral. 


Registro de la audiencia 


Una vez que se ha nombrado al árbitro, se procederá a 
levantar un acta de la audiencia. Esta acta es un documento 
oficial que registra todos los detalles relevantes de la 
audiencia, incluyendo la designación del árbitro y cualquier 
otra decisión o acuerdo alcanzado durante la misma, lo que 
proporciona un registro formal y detallado del proceso, 
asegurando transparencia y claridad en la designación del 
árbitro. 
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Inicio de las actuaciones arbitrales 


El acta de la audiencia marca el inicio formal de las 
actuaciones del árbitro. Esto significa que, a partir de ese 
momento, el árbitro está facultado para llevar a cabo todas las 
acciones y procedimientos necesarios para resolver la disputa 
conforme a las reglas del juicio arbitral. 


Conclusión 


Para resumir, el artículo 390 establece que, tras el 
nombramiento de un árbitro, se levantará un acta de la 
audiencia y se iniciarán formalmente las actuaciones 
arbitrales, con el emplazamiento de las partes conforme a 
las reglas generales del juicio arbitral. Lo anterior implica el 
inicio del proceso arbitral, conviniendo que todas las partes 
estén informadas y que el árbitro pueda comenzar su labor de 
manera efectiva y conforme a las normas establecidas. 
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Artículo 377. No se practicará diligencia alguna de 
jurisdicción voluntaria de la que pueda resultar perjuicio 
a la Federación. Las que se practicaren en contravención 


de este precepto serán nulas de pleno derecho y no 
producirán efecto legal alguno. 


Jurisdicción voluntaria en 
perjuicio de la Federación 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


práctica de diligencias de jurisdicción voluntaria, 
particularmente en relación con la protección de los 
intereses de la Federación. 


| a norma establece limitaciones específicas sobre la 


Prohibición de diligencias perjudiciales a la Federación 


El artículo establece que no se permitirá la práctica de 
ninguna diligencia de jurisdicción voluntaria sí de ella puede 
resultar un perjuicio a la Federación, lo que implica una 
protección explícita de los intereses federales en cualquier 
procedimiento de jurisdicción voluntaria. 


Nulidad de las diligencias contravencionales 


Las diligencias de jurisdicción voluntaria que se 
practiquen en contravención a esta prohibición serán 
consideradas nulas de pleno derecho. Esto significa que 
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dichas diligencias no tendrán ningún efecto legal, y serán 
tratadas como si nunca hubieran existido. Esta nulidad 
absoluta tiene varias implicaciones importantes: 

1.- Inexistencia Jurídica: Las diligencias realizadas en 
contravención de este artículo no producirán efectos legales, 
ni podrán ser utilizadas como base para ninguna acción o 
defensa en un procedimiento judicial. 

2.- Protección de la Federación: Esta disposición asegura 
que cualquier acto que pueda perjudicar a la Federación sea 
automáticamente invalidado, protegiendo así los intereses 
federales de manera efectiva. 


Conclusión 


Luego, la norma establece que no se permitirá la práctica 
de diligencias de jurisdicción voluntaria que puedan resultar 
perjudiciales para la Federación, declarando nulas de pleno 
derecho y sin efecto legal alguno a aquellas que contravengan 
esta disposición. Esta medida garantiza la protección de los 
intereses federales en todos los procedimientos judiciales, 
asegurando que ninguna acción de jurisdicción voluntaria 
pueda comprometerlos. 
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De la Jurisprudencia que comienza 
José Carlos Guerra Aguilera 


“Ay de la generación, cuyos 
jueces merecen ser juzgados” 
Talmund.' 


“Asomémonos a los libros de controversia, cualquiera 
que ella sea, y veremos que el efecto de los términos 
obscuros, indeterminados o equívocos, no es sino ruido y 
controversia acerca de unos sonidos, sin jamás convencer 
o mejorar el entendimiento del hombre. Porque si no 

hay acuerdo entre quien habla y quien escucha acerca 

de la idea significada por la palabra, el argumento no 

sea sobre cosas, sino sobre nombres.” John Locke.? 


“(...) se hacía semejante al silencio que el 
hombre tiene por silencio cuando no escucha voces 
parecidas a las suyas” Alejo Carpentier.* 


1 Talmuna, Ruth rabbá.1.: (Libro sagrado de la religión judía) 


2 Bonilla López M.: Tribunales Normas y Derechos. Tirant lo Blanch. México 2015;p. 
43 y 44 


3 Compañía General de Ediciones, S.A.: El Siglo de las Luces. México, 1965; p. 10 
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Jurisprudencia 


l. La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos indicaba en uno de los párrafos del artículo 
94, relación con la creación de la jurisprudencia: 


“La ley fijará los términos en que sea obligatoria 
la jurisprudencia que establezcan los Tribunales 
del Poder Judicial de la Federación y los Plenos de 
Circuito sobre la interpretación de la Constitución 
y normas generales, así como los requisitos para 
su interrupción y sustitución. ” 


2 Hubo una iniciativa* de reforma judicial para el Poder 
Judicial de la Federación, del 12 de febrero de este año de 
2020, firmada por el encargado del Poder Ejecutivo, en la 
que -se dice- intervino el presidente de la Corte Nacional de 
Justicia, que propuso en su exposición: 


“1. Jurisprudencia por precedentes para la Suprema 
Corte. 

Desde 1994 la Suprema Corte se ha ido afianzando 
como un verdadero tribunal constitucional. Como 
protectora de la Constitución y de los derechos humanos, la 
jurisprudencia que emite la Suprema Corte juega un rol de 
suma importancia. Los criterios que derivan de este tribunal 
constitucional deben ser robustos, vigentes y tener fuerza 


4 Se indica en la misma: “Modificación al sistema de jurisprudencia, para fortalecer 
los precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de que la 
doctrina constitucional que genere enmarque la labor del resto de los órganos 
jurisdiccionales del país.” 
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para que permeen a los órganos jurisdiccionales inferiores. 
Sin embargo, la forma en que actualmente se integra la 
jurisprudencia entorpece su desarrollo. 

En efecto, el sistema de jurisprudencia por reiteración 
exige que la Suprema Corte resuelva cinco sentencias en 
el mismo sentido no interrumpidas por otra en contrario, 
en diferentes sesiones, por mayoría calificada. Así, suele 
suceder que, aunque exista una decisión paradigmática y 
trascendental de la Suprema Corte, que incluso sea votada 
por unanimidad, los órganos jurisdiccionales inferiores no 
estén obligados a seguirla. 

Lo anterior, además de frustrar el deseo de los 
ciudadanos de ver sus derechos protegidos de manera ágil y 
eficiente, obliga que se tenga que volver a litigar el mismo 
tema en reiteradas ocasiones. Además, hay algunos casos que 
por los hechos y sus características es difícil que se presenten 
cinco situaciones similares ante la Suprema Corte. 

En este escenario, los justiciables no pueden tener 
certeza de que sus derechos serán protegidos, además se 
generan altos costos para los ciudadanos y el propio Poder 
Judicial al tenerse que agotar diversas instancias para un 
asunto que ya está resuelto por el más alto tribunal de nuestro 
país. 

Por ello, en el contexto de transformación que se 
encuentra México y el Poder Judicial es necesario dotar de 
mayor coherencia, uniformidad y fuerza a la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Para lograr 
lo anterior, se propone que dicho Alto Tribunal avance a un 
sistema de precedentes en el que las razones que justifiquen 
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Jurisprudencia 


las decisiones, compartidas por una mayoría calificada, 
sean obligatorias para todos los órganos jurisdiccionales sin 
necesidad de que sean reiteradas. 

De esta manera, todas las sentencias de la Suprema 
Corte serán relevantes y los justiciables podrán exigir que 
sean observadas por todos los tribunales. También garantiza 
que la justicia constitucional beneficie a más personas, 
especialmente a las personas más pobres y marginadas, 
quienes tienen más dificultad para litigar sus asuntos en 
diversas instancias y necesitan ver protegidos sus derechos 
con mucha mayor eficiencia y celeridad. 


3. Nuevo concepto de tesis 

Hasta ahora existía la práctica de que las tesis solamente 
reflejaban una parte o algún argumento de la sentencia sin que 
en muchos casos se reflejaran en ellas los hechos del caso. De 
esta manera, se descontextualizaba la decisión y en algunas 
ocasiones los operadores podían confundirse y aplicar una 
tesis en un caso que no correspondía. 

En este sentido, y en congruencia en avanzar a un 
sistema de precedentes donde los operadores jurídicos 
puedan tener más certeza y discernir de mejor manera en 
qué casos aplica la jurisprudencia, se propone que todas las 
tesis expongan claramente los hechos relevantes del caso, el 
criterio jurídico y los argumentos que justificaron la decisión. 
Asimismo, se ordena que las cuestiones de hecho y de 
derecho que no sean necesarias para justificar la decisión, en 
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ningún caso se incluyan en la tesis para que sólo se contengan 
los criterios que realmente son obligatorios para los Órganos 
jurisdiccionales. 

De esta manera los operadores jurídicos podrán tener 
más certeza y discernir de mejor manera en qué casos 
aplica la jurisprudencia, lo cual ayudará a que se entiendan 
los precedentes de los tribunales de amparo de manera más 
coherente y armónica.” 


4. Y se formuló el siguiente texto legislativo del párrafo 
correspondiente al artículo 94 de la Carta Magna: 

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la 
jurisprudencia que establezcan los Tribunales del Poder 
Judicial de la Federación sobre la interpretación de la 
Constitución y normas generales, así como los requisitos para 
su interrupción. 

Las razones (sic) que justifiquen las decisiones 
contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de ocho 
votos, y por las Salas, por mayoría de cuatro votos, serán 
obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la 
Federación y de las entidades federativas. 


3 Existe la Minuta del Proyecto de Decreto de la Cámara 
de Diputados del 23 de Febrero de 2021, en el que se lee que 
cuando sea promulgado el Decreto de reformas y adiciones 
de los artículos 94, 97, 99, 100, 103, 104, 105 y 107 de la 
Carta Magna, entraría en su vigencia conforme al Artículo 
Transitorio Primero, a los 180 días de su publicación; ya 
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Jurisprudencia 


que se deberá aprobar la legislación secundaria (sic), lo 
que se infiere seria la Ley de Amparo Reglamentaria de los 
artículos 103 y 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación. En el mismo proyecto se establece la reforma 
del párrafo décimo primero del artículo 94 Constitucional 
referida. Es decir “las razones” de una (sic) sola sentencia, 
dictada por el Pleno de la SCJN o por una Sala (siempre que 
sean de 8 o 4 votos al menos) serían obligatorias para todas 
(y todas es, todas, perdón por la redundancia) las Autoridades 
Jurisdiccionales de la Federación y Entidades Federativas. Es 
decir, “las razones” (sic) de una sola sentencia se convertirían 
en virtualmente obligatoria. 


6. En un texto denominado Reforma Judicial. Iniciativas 
presentadas en el Senado de la Republica y en la Cámara de 
Diputados, de agosto del 2020 leo: 


“(...) se pretende fortalecer las jurisprudencias de la 
SCJN y avance a un sistema de precedentes en el que 
las razones que justifiquen las decisiones (...) sean 
obligatorias (...) sin necesidad de que sean reiteradas” 


de Es decir una sola sentencia sería (virtualmente) 
obligatoria. Una sentencia podría ser una decisión errónea, 
defectuosa, irracional y según la propuesta todas las 
autoridades jurisdiccionales, entonces tendrían que aplicar 
lo erróneo, lo irracional, el yerro. El sistema de creación de 
tesis jurisprudenciales, por unificación de cinco casos, o por 
contradicción; no de sentencias ineludibles, implica caer 
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menos en el error, hay posibilidad de pensar y repensar, una 
o varias veces para decidir entre dos o para coleccionar un 
criterio, una postura. 


8. Con fecha 11 de marzo de este año, apareció 
promulgado en el diario oficial de la federación, el decreto 
por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, relativos al Poder Judicial de la 
Federación, de esta manera: 


DECRETO 

“EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN USO DE LA 
FACULTAD QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 
135 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE 
LA REPÚBLICA Y PREVIA LA APROBACIÓN 
DE LA MAYORÍA DE LAS HONORABLES 
LEGISLATURAS DE LOS ESTADOS Y DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO, DECLARA REFORMADAS 
Y ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, RELATIVOS AL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 

Artículo Único. Se reforman los párrafos primero, 
quinto, sexto, séptimo, noveno y décimo primero del 
artículo 94; los párrafos primero y actual tercero del 
artículo 97; los párrafos séptimo y décimo quinto del 
artículo 99; los párrafos séptimo y actual noveno del 
artículo 100; la fracción Í y los incisos h), 1), 3), k), 1), 
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el párrafo tercero y el primer párrafo de la fracción III, 
del artículo 105; los párrafos segundo y tercero de la 
fracción II, fracciones VI, IX, XI, XI, XII y XVI, 
del artículo 107 y; se adicionan un párrafo décimo 
segundo al artículo 94, recorriéndose los subsecuentes; 
un segundo párrafo al artículo 97, recorriéndose los 
subsecuentes; tres párrafos, para quedar en orden 
de octavo, décimo primero y décimo segundo, 
recorriéndose en su orden los anteriores y subsecuentes, 
del artículo 100; un párrafo quinto al artículo 105, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
relativos al Poder Judicial de la Federación, para quedar 
como sigue: 

Artículo 94. Se deposita el ejercicio del Poder Judicial 
de la Federación en una Suprema Corte de Justicia, en un 
Tribunal Electoral, en Plenos Regionales, en Tribunales 
Colegiados de Circuito, en Tribunales Colegiados de 
Apelación y en Juzgados de Distrito. (...) 

La ley fijará los términos en que sea obligatoria la 
jurisprudencia que establezcan los Tribunales del Poder 
Judicial de la Federación sobre la interpretación de la 
Constitución y normas generales, así como los requisitos 
para su interrupción. 

Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en 
las sentencias dictadas por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos, 
y por las Salas, por mayoría de cuatro votos, serán 
obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales 
de la Federación y de las entidades federativas. (...) 
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Primero. El presente Decreto entrará en vigor al 
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los 
transitorios siguientes. 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro de los 180 
días siguientes a la entrada en vigor del presente 
Decreto, deberá aprobar la legislación secundaria 
derivada del mismo. 

¡(2 

Sexto. El sistema de creación de jurisprudencia por 
precedentes, que se incorpora como párrafo décimo 
segundo al artículo 94 constitucional, entrará en vigor 
cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación emita 
el Acuerdo General respectivo, de conformidad con su 
facultad autorregulatoria prevista en dicho precepto. 


9, Antes, para mi asombro, me encontré, por la inducción 
certera de la exmagistrada del Tribunal Superior de 
Campeche, Guadalupe Eugenia Quijano Villanueva, con la 
peligrosa e inconsistente tesis jurisprudencial, con registros 
digitales números del disco óptico de Sistematización de 
Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 1013910 y 179681, con el 
rubro: ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR 
DE PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE ELLOS, AL 
DICTAR SENTENCIA EN CUALQUIER INSTANCIA, 
AUN CUANDO NO SE HUBIESEN SOLICITADO EN VÍA 
DE EXCEPCIÓN O RECONVENCIÓN. Verificada cinco 
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veces por el Magistrado Civil del Sexto Tribunal Colegiado 
del Primer Circuito Gustavo R. Parrao Rodríguez. En la cual, 
los cinco casos no son de igual tema, que es la siguiente: 


Novena Época 
Registros digitales números del disco óptico 
de Sistematización de Tesis y Ejecutorias 
de la SCJN: 1013910 y 179681 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Jurisprudencia 
Apéndice de 2011 
Tomo V. Civil Segunda Parte - TCC Segunda 
Sección - Familiar Subsección 2 - Adjetivo 
Materia(s): Civil 
Tesis: 1311 y .60.C. J/47 
Página: 1468 y 1483 
ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR 
DE PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE ELLOS, 
AL DICTAR SENTENCIA EN CUALQUIER 
INSTANCIA, AUN CUANDO NO SE HUBIESEN 
SOLICITADO? EN VÍA DE EXCEPCIÓN O 
RECONVENCIÓN.- En los asuntos del ámbito familiar, 
tanto el Juez de primer grado como la ad quem, están 
facultados para pronunciarse de oficio y proveer en 
la sentencia de divorcio y declaración de custodia de 
menores, sobre los alimentos de éstos, así como de 
suplir en su favor la deficiencia de sus planteamientos, 


5 Impresionante enunciado: “AUN CUANDO NO SE HUBIEREN SOLICITADO 
(SICY 
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porque es imprescindible y de suma preferencia que en 
la sentencia que resuelva la situación que van a guardar 
dichos menores, se decida lo relativo a su derecho 
de recibir alimentos, no siendo óbice a lo anterior, la 
circunstancia de que no se hubiesen solicitado en vía 
de excepción al contestar la demanda o reconvenido 
su pago, toda vez que es de explorado derecho que la 
figura jurídica de los alimentos es una cuestión de 
orden público y de urgente necesidad, que quedaría sin 
satisfacerse plenamente si se obligara a los acreedores a 
ejercitar una nueva acción para obtenerlos. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 2336/2000. 21 de septiembre de 2000. 
Unanimidad de votos. 

Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: 
Alfonso Avianeda Chávez. Amparo directo 7326/2002. 
22 de noviembre de 2002. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: 
César Cárdenas Arroyo. Amparo directo 2596/2003. 
12 de junio de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gustavo R. Parrao Rodríguez. secretario: César 
Cárdenas Arroyo. Amparo directo 1526/2004. lo. de 
abril de 2004. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. secretario: 
Abraham Mejía Arroyo Amparo directo 7176/2004. 28 
de octubre de 2004. Unanimidad de votos. 

Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. secretario: 
Carlos Alberto Hernández Zamora. 
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Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, página 
1483, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis I.60.C. 
J/47; véase ejecutoria en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, 
enero de 2005, página 1484. 


10. Busqué, como lo hizo Guadalupe Eugenia Quijano 
Villanueva?, en el disco óptico de Sistematización de Tesis y 
Ejecutorias de la SCJN, las tesis aisladas de la citada tesis 
jurisprudencial, para confirmar su integración y hacer en 
todo caso una especie de disección, ya que la aludida es tesis 
“jurisprudencial” por reiteración, y sin sorpresa” encontré 
solo el tercer amparo directo número 2596/2003, que 
establece: 


Novena Época 
Registro digital del disco Óptico de Sistematización 
de Tesis y Ejecutorias de la SCJN: 182354 
Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XIX, enero de 2004 


Jurisprudencia 


6 Vid. Quijano, G. E.: Análisis Crítico de la Jurisprudencia en México. Porrúa. 
México, 2011; pp. 180 y ss. 


7 En el último disco óptico de Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN 
encontré 294 tesis jurisprudenciales que indican en el sector precedentes: 
jurisprudencia con precedentes diferentes” (sic) Esa sola confesión me hace 
pensar que son tesis inconsistentes, con falsedad documental; he revisado 
algunas y no hay reiteración alguna. Esta podría ser una prueba de las falsedades 
documentales de muchas tesis jurisprudenciales. 
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Materia(s): Civil 
Tesis: [.60.C.300 C 
Página: 1579 
PATRIA POTESTAD. EL JUZGADOR, DENTRO DE 
SU COMPETENCIA, DEBE VIGILAR QUE QUIEN 
LA EJERCE CUIDE TANTO DE LA INTEGRIDAD 
FÍSICA, COMO DE LA PSICOLÓGICA Y 
EMOCIONAL DEL MENOR.- De un análisis detallado 
y en su conjunto del contenido del artículo 444 del 
Código Civil para el Distrito Federal se advierte, 
válidamente, que la finalidad primordial del legislador 
es prevenir y evitar, con la vigilancia del juzgador dentro 
de su competencia, que se ponga en riesgo la integridad, 
tanto física como psicológica y emocional del menor, 
cuando la conducta de quien ejerce la patria potestad 
pueda comprometer dichos principios en perjuicio del 
desarrollo integral de aquél. 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 2596/2003. 12 de junio de 2003. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao 
Rodríguez. Secretario: César Cárdenas Arroyo. 


11.  Sihacemos un análisis solo del rubro de la inconsistente 
y fatídica tesis jurisprudencial aludida, encontramos varias 
aseveraciones: 


A. ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR DE 
PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE ELLOS. 
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B. ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR 
DE PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE ELLOS, AL 
DICTAR SENTENCIA EN CUALQUIER INSTANCIA. 

C. ALIMENTOS. OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR 
DE PROVEER DE OFICIO RESPECTO DE ELLOS, AL 
DICTAR SENTENCIA EN CUALQUIER INSTANCIA, 
AUN CUANDO NO SE HUBIESEN SOLICITADO EN VÍA 
DE EXCEPCIÓN O RECONVENCIÓN. 


12. Y en el texto de la tesis jurisprudencial citada, 
observemos además estas aseveraciones: 

a. “En los asuntos del ámbito familiar, tanto el Juez 
de primer grado como la ad quem, están facultados para 
pronunciarse de oficio y proveer en la sentencia de divorcio 
y declaración de custodia de menores, sobre los alimentos de 
éstos.” 

1D: “En los asuntos del ámbito familiar, tanto el Juez de 
primer grado como la ad quem, están facultados para suplir 
en su favor la deficiencia de y declaración de custodia de 
menores, sobre los alimentos de éstos.” 

a “No siendo óbice a lo anterior, la circunstancia de que 
no se hubiesen solicitado en vía de excepción al contestar la 
demanda o reconvenido su pago.” 

13. La citada tesis, como bien lo indica su principal 
analista Guadalupe Eugenia Quijano Villanueva, no precisa la 
fundamentación legal en que se sustenta y esto es gravísimo, 
ya que “(...) instituye para el futuro una calificación jurídica 
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trascendente” al indicar temerariamente: “es de explorado 
derecho que la figura jurídica de los alimentos es una cuestión 
de orden público y de urgente necesidad (...).”* 
14. La pregunta que debe quedar imborrable con esta 
desconcertante tesis jurisprudencial y otras semejantes: ¿qué 
artículo o artículos se interpretaron? 
15. Las tesis aisladas de los otros amparos directos 
2336/2000, 7326/2002, 1526/2004 y 7176/2004, que se 
suponen la conformaron, repito no aparecen en el disco 
Óptico de Sistematización de Tesis y Ejecutorias de la SCJN, 
lo que no es extraño. De esa suerte la citada Guadalupe 
Eugenia Quijano Villanueva, tuvo que solicitar a la Comisión 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental del Consejo de la Judicatura Federal, las 
copias certificadas de esos amparos.” 
16. Ese solo hecho podría convocar a la incertidumbre y 
más cuando el Amparo Directo 2596/2003, tampoco indica lo 
mismo que la tesis jurisprudencial referida. Es decir, el tema, 
la redacción, establecen una absoluta infidelidad, bastaría ello 
para probar que no es “jurisprudencia.” 
17. Pero aparte en el Amparo directo 2336/2000, la litis fue 
sobre la improcedencia de la acción de divorcio y lo notable 
es que la pensión alimenticia no formó parte de la litis,'" 
incluso la mujer demandada confesó estar recibiendo pensión 
8 Cfr. Quijano, G. E.: Análisis Crítico de la Jurisprudencia en México;...nota a pie de 
página 8, p. 181. 


9 Cfr. Quijano, G. E.: Análisis Crítico de la Jurisprudencia en México;... nota a pie de 
página 528, p.182 


10 Cfr. Quijano, G. E.: Análisis Crítico de la Jurisprudencia en México;...nota a pie de 
página 8, p. 183 
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alimenticia suficiente. Esto llevó a indicar: “(...) las razones 
objetivas que guiaron el sentido de esta ejecutoria fueron la 
existencia de tesis aisladas, que si bien solo fueron análogas 
porque tratan un tema similar (...) sin embargo también eran 
diferentes por las características esenciales del caso concreto 
-no existía deuda alimenticia, de lo que dependía lo debido 
Gale 

18. Guadalupe Eugenia Quijano Villanueva, nos descubre 
muchos más problemas, ya que los amparos 2336/2000, 
7326/2002, 1526/2004 y 7176/2004, que se supone la 
conforman tienen otras características que sencillamente 
hacen insostenible que realmente exista una “jurisprudencia 
por unificación”. Podríamos entonces indicar que hay una 
falsedad documental de la citada tesis “jurisprudencial”. 

19. Lo verdaderamente grave de la tesis jurisprudencial 
fabricada o inventada, es que parece obligar a los jueces, 
sobre una situación concreta, no sobre una norma concreta. 
Es decir, no interpreta, sino desborda. Lo extraño es que 
todo ésto que se plasmó y muy bien, en un libro que apareció 
en marzo de 2011, hace 10 años, de una editorial jurídica 
archiconocida, no haya provocado una repulsa de la citada, 
vía contradicción, de tesis o semejante. Y más cuando se 
consulta la misma se advierte que no se ha contradicho, no 
se ha interrumpido. Sigue vigente, latente, lo que es una 
vergilenza, incluso es obra de un solo magistrado Gustavo 


11 Quijano, G. E.: Análisis Crítico de la Jurisprudencia en México;...nota a pie de 
página 8, p. 188. 
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R. Parrao Rodríguez. La falsa Tesis Jurisprudencial sigue 
publicada por la Suprema Corte y este no es, por supuesto, el 
único caso de algunas tesis jurisprudenciales del país.'” 

20. Peor aún, por ejecutoria de fecha 4 de noviembre 
de 2005, la Primera Sala de la Corte, declaró inexistente 
la contradicción de tesis 116/2005-PS en la que participó 
esa tesis y nadie de esa Sala se dio cuenta de la falsedad 
documental de la misma.!! 

21. Muy tristemente hay por supuesto sentencias de otros 
tribunales que han “usado” la anterior, sin percatarse de lo 
que expongo: 

22. En Durango, Durango; el 19 de agosto de 2016, se 
resolvió la Controversia del Orden Familiar promovido 
por XXX, en contra de XXX expediente 00009/2016 
para pronunciar la Sentencia Definitiva que en derecho 
corresponda, por ser el estado procesal de los autos, y en la 
penúltima hoja se menciona la insólita tesis indicándose que 
el “Monto fijado por esta Juzgadora en base a los elementos 
de convicción necesarios para decidir objetivamente, criterio 
el cual encuentra sustento en la tesis, cuyos datos y rubro se 
transcriben (...).”** 


12 Cfr. Guerra Aguilera J. C.: El concepto de autoridades. Las vicisitudes de 
una conocida jurisprudencia inexistente y ahora interrumpida. Cuestiones 
Constitucionales Revista Mexicana de Derecho Constitucional, Número 12, enero- 
junio 2005. Igualmente consultar al mismo autor, en su obra: De las inconsistentes 
jurisprudencias y la falta de autonomía e independencia judicial. El juicio de 
Amparo y los Derechos Humanos. A 100 años de la Constitución Mexicana de 
1917. Morelia, Michoacán, 2018; p. 56 y ss. 


13 http://pijdgo.gob.mx/contenido/transparencia/art65/ap37/Efp1/2016/Abril/Sent05- 
2016F.docx 


329 


Jurisprudencia 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Jurisprudencia 


23. En Tlalnepantla, México; el 25 de septiembre de 2017, 
se resolvieron los autos del expediente número 656/2016, 
relativo al juicio de Controversia del Orden Familiar sobre 
pérdida de patria potestad, promovido por Rosalba Vences 
Vázquez en contra de Luis Fernando Atilano Cortes. 
Expresándose: “En concordancia con este precepto, existe 
jurisprudencia definida emitida por Tribunales Colegiados 
que establecen la obligación para los jueces de primera 
instancia, en cuanto a proveer de oficio las cuestiones 
relativas a los alimentos, aun cuando no se hubieran 
solicitado.”'** 

24. La Corte Suprema no es infalible, ciertamente 
-parafraseando al ex ministro Juan Ramon Cossío y a Roberto 
Lara Chagoyán — ninguna Corte Suprema lo es, ni lo puede 
ser, ver de ellos el ensayo, ¿Qué hacer con la jurisprudencia 
que viola derechos humanos?.'* 

25. Lo peor sería cuando “la interpretación” desbordara la 
Ley, lo que a veces ha sucedido. Rudolf Stammler escribió 
que a veces parece que el Poder Judicial se confunde con el 
Poder Legislativo y entonces “(...) la vida y la libertad de 
los ciudadanos se hallarían regidas por la arbitrariedad, pues 
el juez sería legislador. Y si se confundiese con el Poder 
Ejecutivo, el juez podría convertirse en opresor.”'* 


14 https://recursosjuridicosmexico.blogspot.com/2017/09/sentencia-definitiva-relativo- 
al-juicio.html 


15 Vid. Centro de Estudio Constitucionales de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.: Revista. año l, Núm. 1, julio-diciembre, México, 2015; p. 169-191. 


16 Biblioteca Jurídica Virtual.: El juez, IlJ de la UNAM, p. 423. 
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26. El 11 de marzo de este año, como referí apareció en el 
Diario Oficial de la Federación la reforma a varios artículos 
de la Carta Magna, referida al principio. 

27. Ello después de que las legislaturas de los Estados 
aprobaron lo que el Congreso Federal consideró, con la 
notable excepción del Estado de Guanajuato, que votó 
en contra, ya que se consideró que “(...) la reforma no 
se analizó con el debido escrutinio y diligencia, pues el 
propio relator especial de la ONU sobre la Independencia 
de Magistrados y Abogados, envió el 30 de noviembre 
una comunicación urgente al Gobierno mexicano, en la 
que recomendó garantizar la máxima difusión y debate 
oficial con la sociedad civil, incluyendo las organizaciones 
de magistrados y jueces, sobre el sentido de una reforma 
judicial y adecuar la legislación conforme a los principios 
y garantías internacionales en materia de independencia 
judicial, pues consideró que aun cuando las iniciativas de 
reforma fortalecen en parte la administración de justicia, 
presentan potenciales inconsistencias frente a estándares 
internacionales sobre independencia judicial. (...) Aplaudí el 
disentimiento, y sobre todo ya que debió atenderse la carta 
del relator especial de la ONU, Diego Garcia-Sayán, sobre la 
necesaria independencia de los Magistrados. 

28. Los artículos transitorios establecen que ese Decreto 
del 11 de marzo de 2021, entraría en vigor al día siguiente; 
pero se establece que ello “sin perjuicio de lo previsto” en 
los artículos transitorios siguientes, en donde, en el segundo 
se establece que el Congreso debe aprobar la “legislación 
secundaria” dentro de los 180 días siguientes, es decir a 
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los 6 meses. Mala redacción. Interpreto entonces que la 
Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de 
la Constitución, y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación debe ser modificada acorde al Decreto que aludo. 
Esperemos que el Congreso no se le olvide ello y cumpla 
en los 180 días. Otra legislatura se olvidó de crear a tiempo 
las reformas a la Ley de Amparo de 2013 vigente y está 
pendiente, por culpa de otra legislatura, desde hace más de 
nueve años el cumplimiento a tres artículos transitorios de la 
gran reforma a la Constitución de los Derechos Humanos de 
2011, 

29. Llama mi atención el artículo sexto transitorio del 
aludido Decreto que indica que “El sistema de creación de 
jurisprudencia por precedentes, que se incorpora como 
párrafo décimo segundo al artículo 94 constitucional, entrará 
en vigor cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
emita el Acuerdo General respectivo, de conformidad con su 
facultad autorregulatoria prevista en dicho precepto.” 

30. Con fecha 8 de abril de este año la Corte de Justicia 
emitió un acuerdo Plenario número 1/2021 en vigor a partir 
del 1 de mayo de 2021, que indica: 


ACUERDO GENERAL NÚMERO  1/2021, DE 
OCHO DE ABRIL DE DOS MIL VEINTIUNO, DEL 
PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN, POR EL QUE SE DETERMINA 


17 Cfr. Guerra Aguilera, J. C.: De los olvidos legislativos, ensayo en Memoria de los 
103 años del nacimiento de don Ignacio Burgoa Orihuela. Morelia, Michoacán. 
2021, en impresión. 
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EL INICIO DE LA UNDÉCIMA ÉPOCA DEL 
SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, Y 
SE ESTABLECEN SUS BASES. 


CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Mediante Decreto publicado el once de 
marzo de dos mil veintiuno en el Diario Oficial de la 
Federación, se reformaron los párrafos primero, quinto, 
sexto, séptimo, noveno y décimo primero del artículo 
94; los párrafos primero y cuarto del artículo 97; los 
párrafos séptimo y décimo quinto del artículo 99; los 
párrafos séptimo y décimo del artículo 100; la fracción I 
y los incisos h), 1), 3) k), 1), el párrafo tercero y el primer 
párrafo de la fracción Ill, del artículo 105; los párrafos 
segundo y tercero de la fracción Il, fracciones VIII, 1X, 
XI, XIL, XIII y XVL del artículo 107; y se adicionaron 
un párrafo décimo segundo al artículo 94, recorriéndose 
los subsecuentes; un segundo párrafo al artículo 97, 
recorriéndose los subsecuentes; tres párrafos, para 
quedar en orden de octavo, décimo primero y décimo 
segundo, recorriéndose en su orden los anteriores y 
subsecuentes, del artículo 100; un párrafo quinto al 
artículo 105, todos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, relativos al Poder Judicial 
de la Federación; 
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SEGUNDO. Las mencionadas reformas implican una 
modificación a la estructura del Poder Judicial de la 
Federación, así como a la competencia de los órganos 
que lo integran, particularmente en cuanto a la emisión 
de jurisprudencia; 

TERCERO. La publicación en el Semanario Judicial de 
la Federación de la jurisprudencia y de los precedentes 
ha comprendido diversas épocas, cuyo inicio ha sido 
determinado por modificaciones fundamentales como las 
que derivan de lo previsto en el Decreto referido, dentro 
de las cuales destacan: 

l. El establecimiento de la jurisprudencia por 
precedentes que emitan el Pleno y las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

2. Modificaciones a la competencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que fortalecen su función 
de tribunal constitucional, en los aspectos siguientes: 

2.1 La procedencia del recurso de revisión en amparo 
directo contra sentencias que resuelvan sobre la 
constitucionalidad de normas generales, establezca la 
interpretación directa de un precepto constitucional u 
omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren 
sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés 
excepcional en materia constitucional o de derechos 
humanos; 

2.2 La improcedencia del recurso de reclamación contra 
el auto que desecha un amparo directo en revisión; 


334 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


2.3 La procedencia de la controversia constitucional 
para resolver los conflictos que se susciten, incluso, 
entre los órganos constitucionales autónomos de una 
entidad federativa, y entre uno de éstos y el Poder 
Ejecutivo o Legislativo de aquélla; así como la precisión 
de que en ese medio de control de la constitucionalidad 
únicamente podrán hacerse valer violaciones a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y a los derechos humanos reconocidos en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
y 

2.4 La supresión de la procedencia del recurso de revisión 
administrativa contra las resoluciones del Consejo de 
la Judicatura Federal, relativas a la designación de los 
Magistrados de Circuito y de los Jueces de Distrito; 

3. El conocimiento de la declaratoria general de 
inconstitucionalidad a partir de un precedente establecido 
por el Pleno o por las Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, aprobado con la respectiva 
votación calificada, al determinar en un amparo indirecto 
en revisión la inconstitucionalidad de una norma general; 
4. El establecimiento de los Plenos Regionales como 
órganos en los que se deposita el ejercicio del Poder 
Judicial de la Federación, los que tendrán, entre otras 
atribuciones, el conocimiento y resolución de asuntos 
de la competencia delegada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, y 
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S. El establecimiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación, que conocerán de los asuntos de la 
competencia actual de los Tribunales Unitarios de 
Circuito. 

CUARTO. Conforme a lo previsto en los artículos 94, 
párrafo décimo segundo, y Sexto Transitorio del Decreto 
mencionado en el Considerando Primero de este Acuerdo 
General: “(...) Las razones que justifiquen las decisiones 
contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría 
de ocho votos, y por las Salas, por mayoría de cuatro 
votos, serán obligatorias para todas las autoridades 
jurisdiccionales de la Federación y de las entidades 
federativas. (...)”, en la inteligencia de que: “(...) El 
sistema de creación de jurisprudencia por precedentes, 
que se incorpora como párrafo décimo segundo al 
artículo 94 constitucional, entrará en vigor cuando la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación emita el Acuerdo 
la General respectivo, de conformidad con su facultad 
autorregulatoria prevista en dicho precepto. (...).” 
QUINTO. En términos de lo previsto en el artículo 
43 de la Ley Reglamentaria de las Fr acciones I 
y H del Artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en relación con lo 
señalado en el diverso 73 de ese mismo ordenamiento, 
las razones contenidas en los considerandos que 
funden los resolutivos de las sentencias dictadas por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver controversias constitucionales o acciones 
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de  inconstitucionalidad, aprobadas por cuando 
menos ocho votos, serán obligatorias para las Salas, 
tribunales unitarios y colegiados de circuito, juzgados 
de distrito, tribunales militares, agrarios y judiciales 
del orden común de los Estados y del Distrito Federal, 
y administrativos y del trabajo, sean éstos federales o 
locales; 

SEXTO. Mediante Acuerdo General 4/1996, de 
veintinueve de agosto de mil novecientos noventa y seis, 
el Tribunal Pleno determinó que las razones contenidas 
en los considerandos que sirvan de fundamento a 
las resoluciones de los recursos de reclamación y de 
queja promovidos en relación con las controversias 
constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad, 
aprobadas por cuando menos ocho votos, constituyen 
jurisprudencia, y al resolver en sesión de veintiséis de 
mayo de dos mil once la contradicción de tesis 6/2008, 
determinó por unanimidad de nueve votos que las 
razones contenidas en los considerandos que funden 
los resolutivos de las sentencias dictadas en acciones de 
inconstitucionalidad aprobadas por cuando menos ocho 
votos, constituyen jurisprudencia; 

SÉPTIMO. En el Acuerdo General 16/2019, de 
veintiocho de noviembre de dos «mil diecinueve, 
por el que se regula la publicación y difusión del 
Semanario Judicial de la Federación, se continuó con la 
modernización y fortalecimiento de este medio oficial de 
difusión; se estableció la estructura de dicho Semanario, 
los índices que lo integran, el momento a partir del cual 
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resultan de aplicación obligatoria los criterios sostenidos 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos 
de Circuito y los Tribunales Colegiados de Circuito, 
se suprimió su formato impreso e incluso se reiteraron 
las bases para la difusión de los criterios sostenidos al 
resolver controversias constitucionales y acciones de 
inconstitucionalidad; 

OCTAVO. En el artículo 39 del Acuerdo General 
Plenario 17/2019, de veintiocho de noviembre de dos 
mil diecinueve, relativo a las reglas para la elaboración, 
envío y publicación en el Semanario Judicial de la 
Federación y en su Gaceta, de las tesis que emiten la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de 
Circuito y los Tribunales Colegiados de Circuito, se 
estableció una nueva metodología para la elaboración 
de las tesis mediante las cuales se difunden los criterios 
jurisprudenciales y aislados de los órganos terminales 
del Poder Judicial de la Federación, al prever que: “(...) 
La tesis hace referencia al criterio jurídico para un caso 
concreto. La tesis debe ser redactada con estructura de 
una regla, compuesta por un supuesto de hecho que 
describa las circunstancias fácticas que constituyen 
el campo de aplicación de la regla y una consecuencia 
jurídica donde se establezca la solución normativa. 
ha Je ay 

NOVENO. Tomando en cuenta que en términos de lo 
previsto en el artículo 94, párrafo décimo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
las razones que justifiquen las decisiones contenidas en 
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las sentencias dictadas por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación por mayoría de ocho votos y 
por las Salas, por mayoría de cuatro votos, en todos los 
asuntos de su competencia, son obligatorias para todas 
las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de las 
entidades federativas, así como las ventajas de la nueva 
metodología para la elaboración de las tesis que permiten 
su difusión, se estima conveniente que la divulgación 
de los criterios aprobados en los asuntos resueltos por 
este Alto Tribunal, diversos a los derivados de los que 
se rigen por lo previsto en la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones ÍI y II del artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se continúe 
realizando mediante la redacción de las tesis respectivas. 
En consecuencia, con fundamento en lo antes señalado 
y en el artículo 11, fracción XXI, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación expide el siguiente: 
ACUERDO: 

PRIMERO. La Undécima Época del Semanario Judicial 
de la Federación se iniciará el primero de mayo de dos 
mil veintiuno. 

SEGUNDO. Las razones que justifiquen las decisiones 
contenidas en las sentencias dictadas a partir de la 
entrada en vigor de este Acuerdo General, por el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de 
ocho votos, y por las Salas, por mayoría de cuatro votos, 
en la totalidad de los asuntos de su competencia, serán 
obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales 
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de la Federación y de las entidades federativas, en los 
términos precisados en el Punto Noveno del presente 
Acuerdo General. 

TERCERO. El Semanario Judicial de la Federación 
es un sistema digital de compilación, sistematización 
y difusión de los criterios obligatorios y relevantes 
emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial 
de la Federación, a través de la publicación semanal de 
tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la 
página de Internet de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 

La Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
se publicará de manera electrónica mensualmente y 
contendrá la información señalada en el párrafo anterior, 
así como la normativa, acuerdos y demás información 
que se ordene publicar. 

CUARTO. Los viernes de cada semana se publicarán 
las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de sus 
Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales 
Colegiados de Circuito; así como las sentencias dictadas 
en controversias constitucionales, en acciones de 
inconstitucionalidad y en declaratorias generales de 
inconstitucionalidad, recibidas hasta las quince horas 
del miércoles de la misma semana, que cumplan con los 
requisitos necesarios para su publicación, así como la 
demás información que se estime pertinente difundir a 
través de dicho medio digital. 
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Si el viernes es inhábil, el Semanario Judicial de la 
Federación se publicará el viernes siguiente. Si el 
miércoles a que se refiere el párrafo anterior es inhábil 
en términos de lo previsto en los artículos 19 de la Ley 
de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, o cuando el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación así lo determine, se incorporarán 
al Semanario Judicial de la Federación las tesis y las 
sentencias recibidas hasta las quince horas del día hábil 
anterior. 

QUINTO. En el Semanario Judicial de la Federación y 
en su Gaceta se sistematizará la información conforme a 
lo siguiente: 

Primera Parte. Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 

Sección Primera. Jurisprudencia. 

Subsección 1. Por precedentes. 

Se publicarán las sentencias dictadas en cualquier 
asunto de la competencia del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, incluidos los votos 
correspondientes, que contengan razones aprobadas por 
cuando menos ocho votos, así como las respectivas tesis 
jurisprudenciales. 

Subsección 2. Por contradicción de tesis. 

Se publicarán las sentencias, así como las tesis 
respectivas, incluyendo los votos recibidos 
oportunamente. 
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Subsección 3. Sentencias que interrumpen 
jurisprudencia sin la votación idónea para integrarla. 
(el subrayado es mío) 

Se publicarán las sentencias respectivas y, en su caso, las 
tesis correspondientes. Cuando se resuelvan dos o más 
sólo se publicará la primera. 

Subsección 4. Sentencias dictadas en controversias 
constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad 
que contienen criterios vinculatorios, en términos del 
artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 
y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Se publicarán las sentencias que contengan criterios 
aprobados por cuando menos ocho votos, incluyendo los 
votos recibidos oportunamente. 

Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelva dos o más controversias constitucionales o 
acciones de inconstitucionalidad referidas al mismo tema 
o disposición legal, su Presidente podrá, en términos de 
lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones l y II del Artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con la 
pertinencia razonable, ordenar la publicación íntegra 
de la primera sentencia recaída en dichas controversias 
o acciones, así como de los puntos resolutivos, con las 
anotaciones conducentes y los respectivos datos de 
identificación de las sentencias dictadas en las demás. 
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Subsección 5. Sentencias dictadas en declaratorias 
generales de  inconstitucionalidad. Se publicarán 
las sentencias y, en su caso, los votos recibidos 
oportunamente. Sección Segunda. Sentencias y tesis que 
no integran jurisprudencia. 

Subsección 1. Tesis aisladas y, en su caso, sentencias. 

Se publicarán las tesis aisladas y, en su caso, las 
sentencias respectivas que determine el Pleno. 
Subsección 2. Sentencias dictadas en controversias 
constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad 
que no contienen criterios vinculatorios, en términos del 
artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 
y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Se publicarán las sentencias que no contengan criterios 
aprobados por cuando menos ocho votos, incluyendo los 
votos recibidos oportunamente. 

Segunda Parte. Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

Sección Primera. Jurisprudencia. 

Subsección 1. Por precedentes. 

Subsección 2. Por contradicción de tesis. 

Subsección 3. Sentencias que interrumpen jurisprudencia 
sin votación idónea para integrarla. 

Sección Segunda. Sentencias y tesis que no integran 
jurisprudencia. 

Subsección 1. Tesis aisladas y, en su caso, sentencias. 
Subsección 2. Sentencias dictadas en controversias 
constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad. 
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Para cada sección y subsección se atenderá, según 
corresponda, a los criterios de publicación señalados 
para el Pleno de este Alto Tribunal. 

Tercera Parte. Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

Sección Primera. Jurisprudencia. 

Subsección 1. Por precedentes. 

Subsección 2. Por contradicción de tesis. 

Subsección 3. Sentencias que interrumpen jurisprudencia 
sin votación idónea para integrarla. 

Sección Segunda. Sentencias y tesis que no integran 
jurisprudencia. 

Subsección 1. Tesis aisladas y, en su caso, sentencias. 
Subsección 2. Sentencias dictadas en controversias 
constitucionales y en acciones de inconstitucionalidad. 
Para cada sección y subsección se atenderá, según 
corresponda, a los criterios de publicación señalados 
para el Pleno de este Alto Tribunal. 

Cuarta Parte. Plenos Regionales. 

Sección Primera. Jurisprudencia. 

Subsección 1. Por reiteración en conflictos 


competenciales. 

Subsección 2. Por contradicción de tesis. 

Subsección 3. Sentencias que  Interumpen 
jurisprudencia. 


Sección Segunda. Sentencias y tesis que no integran 
jurisprudencia. 
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Para cada sección y subsección se atenderá, según 
corresponda, a los criterios de publicación señalados 
para el Pleno de este Alto Tribunal. 

Quinta Parte. Tribunales Colegiados de Circuito. 
Sección Primera. Jurisprudencia. 

Subsección 1. Por reiteración. 


Subsección 2. Sentencias que interrumpen 
jurisprudencia. 
Sección Segunda. Sentencias y tesis que no integran 
jurisprudencia. 


Para cada sección y subsección se atenderá, según 
corresponda, a los criterios de publicación señalados 
para el Pleno de este Alto Tribunal. 

Sexta Parte. Normativa, Acuerdos Relevantes y Otros. 
Sección Primera. Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 

Subsección 1. Pleno. 

Subsección 2. Salas. 

Subsección 3. Ministro Presidente. 

Subsección 4. Comités. 

Sección Segunda. Consejo de la Judicatura Federal. 
Sección Tercera. Acuerdos Generales Conjuntos. 
Séptima Parte. Sentencias relevantes dictadas por otros 
tribunales, previo acuerdo del Pleno o de alguna de las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Octava Parte. Sentencias de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación cuya publicación no es obligatoria y los 
votos respectivos. 
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En esta sección se incluirán los votos emitidos respecto 
de sentencias cuya publicación no es obligatoria ni se 
ordenó por el Pleno o las Salas de este Alto Tribunal. 
Novena Parte. Índices. 

Índice General Alfabético de Tesis de Jurisprudencia y 
Aisladas. 

Índice de sentencias. 

Índice de Votos. 

Índice de Acciones de  Inconstitucionalidad y 
Controversias Constitucionales. Índice de Normativa, 
Acuerdos Relevantes y Otros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

Índice de Normativa, Acuerdos Relevantes y Otros del 
Consejo de la Judicatura Federal. 

Índice de Normativa y Acuerdos Generales Conjuntos. 
Índice en Materia Constitucional. 

Índice en Materia Penal. 

Índice en Materia Administrativa. 

Índice en Materia Civil. 

Índice en Materia Laboral. 

Índice en Materia Común. 

Índice de Jurisprudencia por Contradicción. 

Tabla General Temática de Tesis de Jurisprudencia y 
Aisladas. Índice de Ordenamientos. 

SEXTO. Los datos que deberá contener la información 
difundida en el Semanario Judicial de la Federación, 
tratándose de tesis jurisprudenciales y aisladas son, 
cuando menos, los siguientes: 
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1. Número de registro digital que le corresponda en 
el sistema de compilación del Semanario Judicial de la 
Federación; 

2. Número de identificación; 

3. Especificar si se trata de una tesis jurisprudencial o 
de una aislada; 

4. La materia de derecho a la que corresponde el tema 
de la tesis; 

5. Órgano emisor; 

6. Época a la que pertenece; 

7. Tipo y número de asunto; 

8. Nombre del promovente, de conformidad con las 
disposiciones aplicables en materia de transparencia y 
protección de datos personales; 

9. Nombre del ponente; 

10. Nombre del secretario proyectista; 

11. Fecha de la ejecutoria de la que deriva; 

12. Nombre del encargado del engrose, en su caso; 

13. Nombre del disidente, en su caso; 

14. Nombre del ausente, en su caso; 

15. La votación emitida. Tratándose de asuntos resueltos 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por los 
Plenos Regionales, se deberá señalar el nombre de los 
Ministros o de los Magistrados que intervinieron en ella, 
incluso cuando la votación sea unánime; 

16. Fecha y hora en que las tesis jurisprudenciales y 
aisladas sean ingresadas al Semanario Judicial de la 
Federación; 
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17. Fecha y hora en que las sentencias se ingresen al 
Semanario Judicial de la Federación, en su caso, los 
votos, y 

18. Las notas que indiquen la fecha de publicación y 
de aplicación obligatoria de las tesis jurisprudenciales, 
así como las demás que resulten necesarias conforme a 
la tipología elaborada y aprobada conjuntamente por la 
Secretaría General de Acuerdos y la Dirección General 
de la Coordinación de Compilación y Sistematización de 
Tesis. 

Cuando en dichas sentencias se declare la invalidez de 
normas generales, el Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ordenará que las publicaciones 
también se hagan en el Diario Oficial de la Federación 
y en el órgano oficial en que tales normas se hayan 
publicado. 

Las sentencias dictadas en acciones de 
inconstitucionalidad y en controversias constitucionales 
no se publicarán, generalmente, cuando en aquéllas se 
determine el sobreseimiento por alguna de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en ejercicio de 
la competencia delegada por el Pleno, dado que en ese 
supuesto no habrá pronunciamiento sobre la validez de 
los actos controvertidos ni el fallo tendrá efectos sobre 
las partes o respecto de los tribunales mencionados en 
el artículo 43 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 
I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
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SÉPTIMO. El sistema de compilación del Semanario 
Judicial de la Federación contendrá los apartados e 
índices del programa que resulten indispensables para la 
localización de la información difundida. 

OCTAVO. Los Plenos Regionales y los Tribunales 
Colegiados de Circuito, por conducto de su Presidente, 
podrán solicitar que la Dirección General de la 
Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis 
informe sobre las tesis que hubieren remitido para su 
publicación, si después de quince días naturales ello no 
ha acontecido. 

NOVENO. Tanto en el Semanario Judicial de la 
Federación como en su Gaceta, a cada ejecutoria dictada 
en una controversia constitucional y en una acción de 
inconstitucionalidad, se agregará una nota que indique la 
fecha y hora de su incorporación en aquél y del momento 
a partir del cual el respectivo criterio se considera de 
aplicación obligatoria. 

Se considerará de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes hábil siguiente, al 
día en que la tesis jurisprudencial o la sentencia cuyas 
razones constituyan jurisprudencia, sea publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación. 

Lo anterior, sin menoscabo de que las partes puedan 
invocar un criterio jurisprudencial, tomando en cuenta 
lo previsto en el artículo 221, parte final, de la Ley de 
Amparo o las razones contenidas en los considerandos 
que funden los resolutivos de las sentencias aprobadas 
por cuando menos ocho votos, conforme al artículo 43 
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de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y Il del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuando no se haya difundido en el 
Semanario Judicial de la Federación la tesis respectiva o 
la ejecutoria dictada en una controversia constitucional o 
en una acción de inconstitucionalidad. 
DÉCIMO. La Dirección General de la Coordinación 
de Compilación y Sistematización de Tesis llevará el 
seguimiento puntual de los precedentes sustentados por 
el Pleno y las Salas de la Suprema Corte, de los Plenos 
Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito, 
con el objeto de que una vez integrada jurisprudencia 
por precedentes o por reiteración, según corresponda, lo 
comunique a las Secretarías de Acuerdos respectivas y 
éstas lo certifiquen e informen de inmediato al órgano 
emisor, y se lleve a cabo lo necesario para la aprobación 
de la tesis respectiva y su difusión en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
DÉCIMO PRIMERO. La Dirección General de la 
Coordinación de Compilación y Sistematización de Tesis, 
con apoyo de la Dirección General de Tecnologías de la 
Información, será responsable de integrar y administrar 
el sistema de consulta y difusión del Semanario Judicial 
de la Federación, con el objeto de promover su acceso 
al público, mediante el uso de recursos y herramientas 
tecnológicas. 

TRANSITORIOS: 
PRIMERO. El presente Acuerdo General entrará en 
vigor el primero de mayo de dos mil veintiuno. 
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SEGUNDO. Se abroga el Acuerdo General número 
16/2019, de veintiocho de noviembre de dos mil 
diecinueve, así como todas las disposiciones emitidas 
con anterioridad que se opongan a lo establecido en este 
Acuerdo General. 

TERCERO. La jurisprudencia por sustitución que emitan 
el Pleno o las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación o los Plenos de Circuito a partir de la entrada en 
vigor del presente Acuerdo General y hasta el inicio de 
vigencia de las leyes secundarias referidas en el artículo 
Segundo Transitorio de la reforma constitucional 
publicada el once de marzo de dos mil veintiuno en 
el Diario Oficial de la Federación, se publicará en la 
subsección especial que para tal efecto se establezca. 
CUARTO. A efecto de contar con una reserva histórica en 
términos del artículo 6, fracción XVIII, de la Ley General 
de Bienes Nacionales, se elaborarán mensualmente tres 
ejemplares impresos de la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación que se resguardarán de la siguiente 
forma: un ejemplar por el Archivo General de la Nación, 
un ejemplar por el Centro de Documentación y Análisis, 
Archivos y Compilación de Leyes y un ejemplar por la 
Dirección General de la Coordinación de Compilación y 
Sistematización de Tesis. 

QUINTO. En tanto entran en funciones los Plenos 
Regionales del Poder Judicial de la Federación, 
atendiendo a lo previsto en los artículos transitorios 
Segundo, Tercero y Quinto del Decreto mencionado en 
el Considerando Primero de este Acuerdo General, la 
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Jurisprudencia 


jurisprudencia emitida por aquéllos a la que se refiere en 
este instrumento normativo será la fijada por los Plenos 
de Circuito. 
SEXTO. Publíquese el presente Acuerdo General en 
el Diario Oficial de la Federación; en el Semanario 
Judicial de la Federación y, en términos de lo dispuesto 
en los artículos 70, fracción Il, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 71, 
fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, en medios electrónicos de 
consulta pública. EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.- MINISTRO 
ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA. EL 
SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS LIC. 
RAFAEL COELLO CETINA. 
31. Es decir, la Corte de Justicia ya decidió en un 
acuerdo cuasi-legislativo, que puede entrar a partir del 2 
de mayo de este año, la delicada y peligrosa jurisprudencia 
de un solo precedente. Es decir, antes de las reformas a 
la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
Constitución, inaugurando la UNDECIMA ÉPOCA, o 
DECIMO PRIMERA EPOCA, ya puede aparecer la nueva 
Jurisprudencia de precedentes y quizás otras. Subsistirá la 
jurisprudencia por unificación de los Tribunales Colegiados, 
al menos. Considero grave que la Corte decidiera, antes de 
las próximas reformas a la ley reglamentaria de amparo, 
la jurisprudencia de un solo precedente, por no haber ley 
reglamentaria, solo la enunciación Constitucional, lo que es 
bastante, pero quizás no suficiente. Siempre me ha parecido 
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que la Corte de Justicia no debe tener acuerdos cuasi 
legislativos. El Congreso le delegó facultades indebidamente. 
Lo cierto es que ese acuerdo pudiera desbordar, lo que debió 
decir la Ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
Carta Magna. Los acuerdos de la Corte son poco conocidos 
por los justiciables, lo que puede crear otros problemas. 
Hubiera sido preferible la creación legislativa. Al menos no 
se creó sanción por la falta de obediencia. 

31.- Ojalá y se respete que la jurisprudencia es una 
interpretación, es optativa, no debe ser obligatoria, para 
respetar la independencia del juez. Recuerdo el ensayo 
bellísimo de Vicente Fernández Fernández denominado La 
justicia de los precedentes. ¿Invasión a la independencia y 
autonomía del juzgador? En donde indica: “La independencia 
y autonomía judicial es vista como un derecho humano, es 
decir, el derecho a ser juzgado por un tribunal autónomo 
e independiente, como se precisa en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y que en 
el caso mexicano se consigna en el artículo 17 constitucional. 
(...)”. Lo triste es que los legisladores probablemente no 
comprendan la necesaria autonomía e independencia del 
juez.'* 

Vicente Fernández Fernández, refirió certeramente en sus 
conclusiones: 


18 Artículo 8. Garantías Judiciales. - 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 
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“Primera. El sistema jurisprudencial latinoamericano 
en general y mexicano en particular tuvo su origen en el 
precedente judicial del Common Law. 

Segunda. El sistema jurisprudencial se ha justificado en 
una pretendida certeza jurídica para el justiciable. 
Tercera. El principal atributo de la jurisprudencia es su 
obligatoriedad para los tribunales inferiores, llegando 
a propiciar que se le considere más que interpretación, 
una verdadera norma jurídica. 

Cuarta. Los tribunales inferiores, al estar constreñidos 
a resolver conforme a la jurisprudencia, se han visto 
limitados en su independencia y autonomía, porque 
se ven impedidos para realizar la interpretación de la 
norma, pasando a ser meros aplicadores del precedente 
judicial.” 


32. Sin embargo, hay un tema muy interesante y quizás 
poco explorado. Con fortuna no hay norma alguna, se enfatiza, 
que castigue a quien no obedezca una Jurisprudencia, hay 
mención de obligatoriedad, pero solamente eso. En un ensayo 
muy interesante de JOSÉ RAMÓN COSSÍO y ROBERTO 
LARA CHAGOYÁN, establecen: “Así, dado que no se 
advierte ninguna norma que establezca alguna sanción para 
quienes no apliquen la jurisprudencia obligatoria, entonces 
podría decirse que, en principio, una eventual inaplicación no 
podría considerarse como ilícita.”'” 


Jurisprudencia 


19 Cossío Díaz, J.R y Lara Chagoyán, R.: ¿Qué hacer con la jurisprudencia que 
viola derechos humanos?, Revista del Centro de Estudio Constitucionales de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, año l, Núm. 1, julio-diciembre 2015, 
México, pp. 169-191. 
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33. El maestro Don Carlos Francisco Cisneros Ramos, 
escribió un ensayo denominado “Jurisprudencialismo”,? en 
donde indicó que hay la propensión de los jueces a admitir 
la jurisprudencia como artículo de fe; que el jurista español 
Sabino Álvarez Gendín, escribió: “Ningún juez inferior está 
obligado a seguir tesis sustentadas en reiteradas sentencias 
por el Tribunal Superior, pues queda en libertad perfecta y 
absoluta de aplicar en defecto de la ley, la costumbre o los 
principios generales de que él tenga noticia, aún contrarios al 
criterio de la jurisprudencia por muy reiterada que ésta sea”<, 
34. En el libro Jurisprudencia Regional comparada 
de Derechos Humanos. El Tribunal Europeo y la Corte 
Interamericana”, el autor Cristine Jeaangey escribió un 
ensayo en donde se dubita de la falta de independencia del 
juzgador cuando tiene vínculos con la jurisprudencia o con 
los precedentes, ya que se desea una efectiva independencia 
judicial e incluso se indica “que las apariencias desempeñan 
un papel importante.” 

35. Don José Ramón Palacios Vargas, ex ministro de la 
Corte de Justicia de la Nación, en el libro Estudios Jurídicos, 
refirió: “(...) el juez al interpretar, “no crea nada nuevo, ni 
puede hacer más que poner en claro los elementos jurídicos 
sustanciales ya existentes”. No existe para el jurista más 
voluntad que la de la ley, pues “(...) la interpretación del 
mandato es hecha solamente con elementos detraídos del 
20 Vid. En el periódico El Porvenir, de Monterrey, Nuevo León, el 10 de febrero de 

2006. 


21 Vid. Cristine, J.:Jurisprudencia Regional comparada de Derechos Humanos. El 
Tribunal Europeo y la Corte Interamericana. Tirant lo Blanch, Valencia, España, 
2013; pp.429 y 431 
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Jurisprudencia 


mandato” según Caprograssi; y Ferrara explica con evidencia 
que “el juez es la viva vox iuris. Pero el juez está sujeto a la 
ley, decide como la ley le obliga, es el ejecutor, no el creador 
de ella”, ya que, de otra suerte, caeríamos en la escuela de la 
libre creación del derecho”. Esto que trascribo es una verdad, 
el Juez, los Magistrados, los Ministros deben estar sujetos a 
la ley, deben decidir cuando la Ley les obliga a ellos, son los 
ejecutores, no los creadores de la Ley.”? 

36. El mismo Don Ramón Palacios Vargas, estableció: “La 
jurisprudencia desempeña el alegre papel de un duendecillo, 
que surge inesperadamente en los sitios más obscuros de 
nuestro juicio constitucional” “(...) no hay ley alguna que 
conmine con sanción la pretendida obligatoriedad de la 
jurisprudencia. La obligatoriedad de la jurisprudencia es una 
campana sin badajo, que, aunque lo tuviera, nunca ha tocado 
0 

37. No hay norma alguna se insiste, que castigue a quien no 
obedezca una Jurisprudencia, hay mención de obligatoriedad, 
pero solamente eso. Ciertamente contra la observancia de la 
ley no puede alegarse la Jurisprudencia, ni el antojo de jueces. 
Los órganos jurisdiccionales están obligados virtualmente a 
cumplir con la jurisprudencia correcta y atinente que haya 
sido emitida. La Jurisprudencia no debe ser inevitablemente 
cumplida. Hay tantas jurisprudencias contradictorias, hay 
falta de unicidad. 


22 Palacios Vargas, J.R.: Ley e Interpretación, Estudios Jurídicos, Publicaciones de 
la Universidad de Nuevo León, 1969; p. 43 y 46. 


23 Vid. Palacios Vargas, J.R.: El mito del amparo, Revista de la Facultad de Derecho 
de México, octubre diciembre, número 24, UNAM, 1956; p. 278. 
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38. Esto lo hemos advertido, pero la tendencia general, es 
en el sentido de la obligatoriedad, aun sin sanción expresa 
en alguna norma; todo esto lo deben saber los operadores 
jurídicos del país, pero a veces, dada nuestra pequeñez 
es necesario que lo enfatice un ex ministro y un destacado 
jurista. 

39. A manera de reflexión final. Imaginemos por un 
momento, que la corte del país, declarara en una sentencia 
con votación suficiente, que la llamada Ley de Extinción de 
Dominio es constitucional. Imaginemos... 

40. Habrá que crear la cultura de que la jurisprudencia 
es recomendable. Sería gravísimo que sea considerada 
obligatoria a la jurisprudencia con sanciones; las autoridades 
jurisdiccionales de la Federación y de las entidades 
federativas no deben estar forzadas a resolver conforme a las 
jurisprudencias, pues se limitaría su necesaria independencia 
y autonomía, y serían gravemente máquinas aplicadoras del 
precedente judicial. 
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Tiempo, técnica y justicia? 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


l presentar esta revista del poder judicial se pretende 
dar a conocer algunas tesis de los diversos juzgados, 
sala del supremo tribunal, así como del pleno, a fin 
de fijar criterios y dar mayor seguridad en la tarea aplicativa gg 
de la ley. O 
También se pretende contar con una voz que el poder + has 
judicial y las personas relacionadas con él puedan usar para UN 
expresar las razones y el sentido de la actividad jurisdiccional, e 
los cuales suelen olvidarse y — aun peor — deformarse. 
Ciertamente la administración de justicia sirve para 
dirimir los conflictos que se dan entre los particulares o 
que surgen entre éstos y la autoridad o la sociedad, pero tal 
consideración solo señala fines y no medios. Si estos últimos 
no son los adecuados ni alcanzan un mínimo de eficacia, 
la elevada meta de la función quedará solo en buenos 
propósitos. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 1. Diciembre 1979; pp. 14-17. 
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El juicio crítico que pudiéramos expresar desde luego y 
que está basado en hechos palpables, a la vista, sin necesidad 
de mayores respaldos, es un juicio no cabalmente favorable 
a la calidad y operancia de tales medios, válido para todo el 
ámbito del país y que implica responsabilidades múltiples, no 
solo de autoridad. Aparte de las deficiencias institucionales o 
gubernamentales, proliferan los malos hábitos en la conducta 
profesional y colectiva. 

Sería difícil jerarquizar la importancia de las causas y al 
ocuparnos por ahora solo de algunas de ellas, lo haremos sin 
el propósito de señalar preponderancias. 

Entre otros, los hechos que hemos invocado consisten 
en la demora que soportan los conflictos para llegar a una 
solución definitiva y en algunos niveles de la función judicial 
en el tecnicismo excesivo que hace de la legalidad un 
árbol poco fértil; todo ello sin contar con algunas prácticas 
burocráticas y fallas de trabajo que también tienen buena 
parte en este problema. 

No aludiremos por ahora a ese otro fenómeno tan 
alarmante de la corrupción, porque en el ámbito judicial de 
nuestro Estado y en los tribunales federales a los que estamos 
vinculados en virtud del juicio constitucional, tal fenómeno 
se puede decir que no se ha extendido, pero sobre lo cual 
habremos de ocuparnos en otra ocasión. 

La demora o prolongación de los asuntos, aún de 
aquellos de poca monta, no solo obedecen a sistemas 
procesales que en algunos aspectos no se compadecen con el 
ritmo de la vida actual que demanda, más que otras épocas, 
clarificaciones prontas y prácticas, sino al imperio de un 
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espíritu de contienda, en el sentido gravemente literal de esta 
palabra, por virtud de un ejercicio profesional que todavía no 
puede abandonar el individualismo que le dio origen; a tal 
grado que en no pocas ocasiones se supone que la función 
jurisdiccional está al servicio del abogado y del pleito, más 
que del afectado directo y de la concordia. Por tanto, en las 
instancias normales rara vez se satisfacen los tiempos legales 
de tramitación, pues a las anteriores circunstancias tienen que 
agregarse las dilaciones imputables a la función misma, que 
son frecuentes y no pueden negarse. 

Por otra parte, la justicia en Guanajuato está inserta en 
un complejo nacional que señorea el juicio de amparo. Esto 
quiere decir que cualquier controversia de cierta importancia 
se decide en definitiva hasta la conclusión de ese juicio, en la 
mayoría de los casos. 

Todos sabemos que el amparo es el gran instrumento 
jurídico mexicano para la protección del particular y remedio 
de toda clase de entuertos. Nadie puede negar la bondad de 
tal instrumento ni el talento de sus creadores. 

Quizás por esto resulta más penoso tener que admitir 
que el amparo resulta también aquejado del mismo mal; 
la resolución morosa, tardía. Parece que el rezago es 
algo inevitable, a pesar del gran esfuerzo de los jueces, 
magistrados y ministros. 

Tomando en cuenta que el sistema protector de nuestra 
constitución no solo permite el amparo por violaciones 
directas a las garantías básicas, sino también por las que 
se cometen a través de infracciones a leyes secundarias; 
así como el aumento de población y de los conflictos, la 
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abundancia creciente de los asuntos parece condenarnos a no 
actualizar nunca nuestro viejo desiderátum de justicia pronta 
y expedita. Las mejores leyes e instituciones pierden su valor 
frente a una praxis dilatoria que ya es secular. El mexicano 
todavía no sabe, a estas alturas, lo que puede ser la solución 
inmediata de su problema. 

Aludiremos ahora a otro hecho manifiesto, cada vez más 
alarmante, consistente en la tendencia incontrolable hacia 
el formalismo y el tecnicismo, con olvido de los fines que 
persigue la norma, y la cual tendencia ha abierto una brecha 
cada vez más ancha entre el gabinete del juez y el conflicto 
vivo confiado a sus manos. Pensamos a veces que una 
malentendida sabiduría jurídica o un conocimiento erudito 
de las entretelas de la ley, lejos de mejorar la función, la 
empobrece o cuando menos la enerva. 

La mayor jerarquía del juez parece favorecer ese 
distanciamiento entre su oficina y la realidad. Las fojas de un 
cuaderno judicial pueden ser ilustrativas, pero la elocuencia 
del papel nos hace olvidar con frecuencia la elocuencia de 
los acontecimientos mismos. Hemos visto a modestos jueces 
municipales en los humildes poblados de nuestro Estado, 
viejos legos lugareños que prestan el servicio más por el gusto 
de ejercerlo que por el sueldo irrisorio, emitir resoluciones 
justas que en su aspecto formal escandalizarían a muchos 
doctores, pero que ponen paz y remedio a las diferencias, 
sin gasto de tiempo ni de papel. Somos también testigos del 
extremo contrario, de los expedientes gordos y abundantes 
que ocupan años y años en su trámite y que cuando por fin 
parece que van a concluir, sobreviene el tecnicismo refinado 
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y barroco para que todo vuelva a empezar para exasperación 
de los interesados y agotamiento de sus economías en tiempo 
y en dinero. 

Es pues urgente hacer todo lo posible por abreviar 
tramites y reavivar la idea de que el Derecho no está al 
servicio de la técnica ni de los abogados, sino de la justicia. 

Ante la imposibilidad de seguir el ritmo creciente en 
el número de asuntos mediante el aumento indiscriminado 
de los tribunales, se hace indispensable modificar algunos 
aspectos de derecho positivo que juntamente con la 
actualización profesional y enmienda de actitudes permitan, 
en bien de todos, perfeccionar nuestros servicios judiciales. 

Creemos que estos cambios no pueden tener lugar 
si solo se contempla el ángulo local, debiendo esperar 
que en lo federal se hagan estudios que fructifiquen no 
solo en correcciones legales, sino en prácticas de buena 
administración judicial. 
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Comentarios a los artículos 822 y 852 
del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Guanajuato 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez. 


Para la consulta de esta voz, remítase 
al tomo de las letras Ej-Inc 
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¿Cómo vamos en materia de justicia alternativa? 


C.P y M.F. Gabriela Ruiz Morfin 


Centros de Justicia Alternativa del Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato (PJEG), resultan una opción 
muy accesible para la solución de conflictos de índole civil, 
familiar, mercantil o penal, sin embargo, aún hay personas 
que no tienen conocimiento de su existencia. La Contraloría 
Interna del PJEG en el papel de evaluador, ha revisado 
el desempeño de los Centros de Justicia Alternativa en el 
Estado y ha sido enriquecedor para el equipo auditor conocer 
su funcionamiento y operación, a la fecha todos los Centros 
de Justicia del PJEG han homologado sus procesos en virtud 
de contar con la certificación ISO 9001:2015, así como la 
agilidad con la que resuelven los conflictos, siempre con el 
requisito fundamental que exista voluntad de las partes. 
Conforme se conoce la Justicia Alternativa se pueden 
ver más ventajas; como lograr que los asuntos se resuelvan 
por estos mecanismos para que el sistema judicial le libere 
tiempo de atención a sus asuntos; no saturar las cárceles por 
delitos menores, que los asuntos se resuelvan sin tener que 
ir a un proceso largo, con la característica de ser un servicio 


| y servicio de mediación-conciliación que ofrecen los 
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público gratuito y las partes eviten los costos que pudiera 
conllevar la contratación de un abogado, por mencionar 
algunos. 

El Centro Estatal de Justicia Alternativa del Poder 
Judicial del estado de Guanajuato, inició sus funciones 
en 2003, es una de las instituciones que con más éxito ha 
desarrollado la mediación en nuestro país, cuenta con 9 sedes, 
l sede itinerante y 1 Sede Penal, con presencia en todo el 
Estado. Sus oficinas se encuentran situadas en León, Irapuato, 
Celaya, Salamanca, Guanajuato, Acámbaro, Salvatierra, San 
Francisco del Rincón, San Miguel de Allende, así como la 
sede Itinerante que tiene cobertura en los demás municipios 
del Estado, lo cual es de reconocerse; a comparación de otros 
Poderes Judiciales, en las que el aparato de justicia alternativa 
es más reducido. 

La vanguardia y evolución de los Centros de Justicia 
Alternativa en el Estado va de la mano con las herramientas 
de evaluación incorporadas por la propia Dirección, así como 
por el Consejo del Poder Judicial, estas herramientas se 
miden con indicadores estratégicos y de gestión, los cuales 
son resultado de la metodología del marco lógico, usada 
para el planteamiento de un problema social en particular así 
como la traducción de éstos a objetivos, de tal metodología 
emana una Matriz de Indicadores de Resultados (MIR), y son 
evaluados periódicamente. 

Para efectos explicativos, se muestra la MIR construida 
en el Poder Judicial a nivel fin, propósito y con el componente 
correspondiente a los servicios de mediación: 
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Nivel No. | Resumen UR- Supuestos y 
narrativo Responsable | riesgos 
Fin F1 | Contribuir + a | Poder El  justiciable 
generar certeza | Judicial del | somete ante los 
jurídica para la | estado de | órganos del 
sociedad + | Guanajuato | Poder Judicial 
mediante + la los litigios O 
prestación del controversias 
servicio de que le afecten 
impartición en su esfera 
justicia y jurídica. El país 
solución de mantiene 
controversias, condiciones 
así como a económicas y 
medios sociales 
alternativos de estables para la 
solución de sana 
conflictos, con convivencia. 
calidad y Existe 
oportunidad. colaboración 
entre los 
Órganos de 
gobierno. 
Propósito P1 | La ciudadanía + | Poder El  justiciable 
recibe +  el| Judicial del | somete ante los 
servicio de | estado de | órganos del 
impartición de | Guanajuato Poder Judicial 
justicia y los litigios O 
solución de controversias 
controversias, que le afecten 
así como el en su esfera 
servicio de jurídica. El país 
mediación y mantiene 
conciliación, condiciones 
con calidad y económicas y 
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oportunidad, 
bajo el principio 
de 


sociales 
estables para la 
sana 


imparcialidad. convivencia. 
Existe 
colaboración 
entre los 
órganos de 
gobierno. 
Componente Servicio de Los conflictos 
Mediación y mediables 
Conciliación + están acotados 
prestado con a ciertas áreas 
calidad, de la 
oportunidad y convivencia 
respeto a los social, Las 
derechos partes 
fundamentales. contribuyen 
diligentemente 
a la 
participación 
en la 
mediación. 
Actividades Prestación + del | Centro El Centro 
servicio de | Estatal de | Estatal de 
mediación- Justicia Justicia 
conciliación. Alternativa Alternativa con 


el presupuesto 
adecuado para 
tener personal 
suficiente y 
capacitado para 
la atención de 
asuntos, así 
como la 
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infraestructura 
física en 
condiciones 
adecuadas para 
el desarrollo de 
los procesos 
judiciales. 


A su vez la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR) 
del Poder Judicial, cuenta con dos indicadores estratégicos a 
nivel fin y actividad: 
Nivel fin 
“Porcentaje de convenios logrados respecto a las 
audiencias de mediación efectivamente celebradas” 
Fórmula: 


x= Convenios lo grados x100 
Audiencias de mediación 


efectivamente celebradas 


Meta: 75% 
Nivel actividad 
“Porcentaje de aceptación al procedimiento en relación 
a las audiencias iniciales debidamente celebradas” 
Fórmula: 


_ Primera aceptación registrada X100 
Audiencias celebradas 


Meta: 80% 
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Estos indicadores miden el resultado de los procesos 
sustanciales de la mediación y conciliación. El primer 
indicador mide el proceso final de la mediación/conciliación 
relativo a la celebración del convenio a partir de las audiencias 
de mediación efectivamente celebradas, con el segundo se 
evalúa la parte inicial del procedimiento que consiste en el 
primer acercamiento con el sujeto a mediar, en esta etapa los 
mediadores le comunican al invitado los objetivos y ventajas 
del procedimiento de mediación/conciliación para que acepte 
resolver sus conflictos por esta vía. 

Estos indicadores se evalúan por el Órgano de Control 
Interno del Poder Judicial a partir de 2017 y con los siguientes 
resultados: 

Convenios logrados respecto a las audiencias de 
mediación efectivamente celebradas: 


Variables Descripción ES A Supuestos y 
Número| % A 
riesgos 


Propósito 


372 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Aceptación al procedimiento en relación a las audiencias 
iniciales debidamente celebradas: 


Variables Descripción N > Supuestos y 
Número| % 3 : 
riesgos 


Propósito 


Como se muestra se tienen avances significativos en 
la conclusión satisfactoria del procedimiento de mediación/ 
conciliación, una vez que en la audiencia inicial la parte 
invitada acepta resolver su conflicto a través de estos 
mecanismos alternativos, y posteriormente una vez que las 
partes logran llegar a un acuerdo para solucionar el origen 
de sus problemas. El resultado se materializa en un acuerdo 
escrito llamado convenio, dándole un peso legal al elevarlo a 
cosa juzgada. 

Con estos resultados se miden y evalúan los trabajos de 
la Justicia Alternativa y se refleja el trabajo de los mediadores 
y demuestra la efectividad del sistema una vez que las partes 
deciden aceptar el procedimiento de mediación. El reto actual 
del CEJA consiste en lograr transmitir a las partes en conflicto 
los objetivos que persiguen los Mecanismos Alternativos 
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de Solución de Controversias (MASC) y los beneficios 
que puede obtener si aceptan resolver sus conflictos por 
este medio. Uno de los principios de este mecanismo es 
la voluntariedad, requisito fundamental que acredita la 
convicción de las partes para darle solución a sus conflictos. 

El procedimiento de mediación/conciliación consta de 
4 etapas claramente definidas: invitación, audiencia inicial, 
audiencias de mediación y convenio, a excepción de los 
asuntos de oralidad familiar en los que sólo se llevan a cabo 
las dos últimas etapas. Se analizó cual es la etapa en la que 
se concluyen los procesos de mediación/conciliación, los 
resultados muestran que un 51% de las solicitudes ingresadas 
concluyeron en convenio. 

Es de destacarse, que se ha tenido un avance en la 
estandarización de los procesos de gestión y en el monitoreo 
constante de sus resultados a través de la medición de 
indicadores de gestión, ya que se mide cada una de las 
etapas del proceso, esto habla de la voluntad que existe 
en la Dirección del Centro Estatal de Justicia Alternativa 
(CEJA) de homologar sus procesos, medir constantemente 
sus resultados, en un proceso de mejora continua; estos 
indicadores de gestión miden las etapas del procedimiento de 
mediación como se muestra a continuación: 
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Proceso 


Indicador 


Unidad 
medida 


de 


Meta 


Solicitudes 


Quejas de 
atención al cliente 


% 


-del 10% 
total 
solicitudes 


del 
de 


Tiempo promedio 
que toma el CEJA 
para programar 
audiencias 
respecto a la 
cantidad de 
solicitudes 
recibidas 


Días 


-de 10 días 


Invitación 


Tiempo promedio 
para la ejecución 
de la Audiencia 
Inicial respecto a 
la cantidad de 
invitaciones 
generadas en el 
mes que se 
reporta 
(Ordinarios) 


Días 


-2 días 


Tiempo promedio 
para la ejecución 
de la Invitación 
respecto a la 
cantidad de 
solicitudes 

generadas en el 


Días 


-5 días 
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mes que se 
reporta (Penal) 
Audiencias Porcentaje de | % +80% 
aceptación al 
procedimiento en 
relación a las 
audiencias 
iniciales 
debidamente 
celebradas (1) 
Porcentaje de +75% 
convenios 
logrados respecto 
a la audiencias de 
mediación 
efectivamente 
celebradas (1) 


(1) Dado el Sistema de Gestión de Calidad en el cual 
se encuentra inserto el Centro Estatal de Justicia Alternativa, 
se tienen estos indicadores estratégicos considerados también 
como de gestión. 

La evaluación de los indicadores ha arrojado los 
resultados mostrados en la siguiente página: 
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Indicador Definición Resultados Meta | Calificación 
2017 2018 
Tiempo De la fecha 5.4 5.2 <10 
promedio | de solicitud o | días días días 
que toma el ingreso, 
CEJA para (con y 
programar | excepción de 
audiencias los asuntos 
respecto ala | de oralidad 
cantidad de | familiar), se 
solicitudes | resta la fecha 
recibidas programada 
de audiencia 
inicial, entre 
el total de 
asuntos 
ingresados, 
para obtener 
los días que 
tarda el 
Centro en 
programar 
audiencias. 
Tiempo De la fecha 3.5 3.2 >2 y 
promedio de días días días 
para la programación 
ejecución de | de audiencia 
la se resta la 
Audiencia fecha de 
Inicial práctica de la 
respecto ala | invitación, 
cantidad entre el total 
de de asuntos en 
Invitaciones los que se 
generadas practicó 
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ejecución de 
la Invitación 
respecto a la 
cantidad de 
solicitudes 
generadas 
en el mes 
que se 
reporta 
(Penal) 


solicitud, la 
práctica de la 
invitación no 
deberá 
exceder de 5 
días hábiles 


en el mes invitación en 
que se el mes que 
reporta transcurre, 
(Ordinarios) | para obtener 
los días que 
median entre 
la 
programación 
de audiencia 
y la práctica 
de la 
invitación. 
Tiempo De la fecha 2.2 2.6 <5 
promedio en que se días días días 
para la recibe la 


El CEJA ha mantenido un comportamiento constante 
en el resultado de sus indicadores de gestión, que miden 
los tiempos de los procesos de invitación y de ejecución 
para la audiencia inicial, logrando en ambos años alcanzar 
satisfactoriamente la meta, permaneciendo muy por debajo 
de ésta. 
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Actualmente las audiencias se programan en promedio 
antes de 6 días una vez recibida la solicitud, la práctica de 
la invitación se realiza al menos con 3 días de anticipación 
antes previo a llevar a cabo la audiencia inicial, con lo que se 
da tiempo a que las partes preparen su asistencia. 

En asuntos penales, la invitación para la audiencia 
inicial se lleva a cabo en promedio antes de 3 días después de 
haber recibido la solicitud. 

De la información analizada del 2018, se obtuvo que los 
asuntos ingresados al CEJA se concluyen en promedio en 8 
días, el detalle de los días promedio por materia se muestra a 
continuación: 


Materia Número de | Promedio de días 
expedientes transcurridos 

Adolescentes 103 15 

Oralidad familiar 5527 1 

Oralidad penal 2119 14 

Ordinario 13629 9 

Penal tradicional 435 14 

Total general 21813 8 


Estos resultados demuestran la agilidad con que pueden 
resolverse los asuntos a través de la justicia alternativa, 
tomando en cuenta que los asuntos pueden concluir 
en cualquiera de las etapas del proceso de mediación- 
concilación, logrando el mayor número de salidas por 
convenio. 

Así también, derivado de la inclusión del CEJA al 
sistema de gestión de calidad, el propio centro evalúa 
semestralmente la satisfacción del servicio que proporcionan 
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las sedes de justicia alternativa, obteniendo en la evaluación 
del 2018 un promedio del 95% en la satisfacción del servicio 
de mediación-conciliación. 

Éstos resultados reflejan el compromiso del personal 
de las sedes y a su vez elevan las expectativas de mejora 
continua de los servicios que presta este Centro, el cual ha 
recibido 76,268 solicitudes en los últimos 3 años (2016, 2017 
y 2018) de las cuales han resultado tramitables 65,741 y 
suscribiéndose un total 32,337 convenios, el detalle anual se 
muestra en la siguiente gráfica: 


Estadística Demanda Servicios 


32,000 
30,000 
28,000 
26,000 
24,000 
22,000 
20,000 
18,000 
16,000 
14,000 
12,000 
10,000 

8,000 

6,000 

4,000 

2,000 


Solicitudes Tramitables No tramitables Convenios 


Para el Poder Judicial del Estado de Guanajuato es de 
suma importancia continuar con la difusión de los servicios 
de justicia alternativa, para que más personas conozcan de 
esta opción y consideren resolver sus asuntos de manera más 
ágil, neutral con legalidad y de manera voluntaria, en total 
apego a los principios de la justicia alternativa. 
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Los metaversos y la justicia digital 
Mtro. Paulo Aristóteles Quezada Medina 


tephen Hawking decía que los agujeros negros son 

más extraños que cualquier cosa inventada por los 

escritores de ciencia ficción.' Tal vez esta aseveración 
tenía que ver con que él dedicó gran parte de su vida al 
estudio de los mismos, pero probablemente los escritores 
de ciencia ficción no piensen lo mismo. La culminación de 
la guerra fría, en 1991, supuso una nueva transformación 
mundial, acotada como globalización.* La globalización, 
en comunicaciones, comenzó con el desarrollo de las 
tecnologías satelitales, y por la difusión masiva del internet.* 
En 1992, el autor estadounidense de ciencia ficción, Neal 
Stephenson, escribió la novela Snow Crash. En esa obra creó 


1 Cfr. Hawking, Stephen: Breves respuestas a las grandes preguntas. Traducción de 
David Jou Mirabent. Crítica. España. 2018; p. 137. 


2 Cfr. La globalización se abrevia, sin embargo, existen múltiples globalizaciones. 
Lo correcto es hacer una distinción de cada globalización en su ámbito concreto, 
por ejemplo: globalización de las comunicaciones, globalización financiera, 
globalización cultural, etc. Carbonell, Miguel: Globalización y derecho: siete tesis. 
En: Globalización y derechos humanos. llJ-UNAM. México. 2003; p. 2. 


3 Carbonell, Miguel: Globalización y derecho... , p. 2. 
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el término metaverso.* En 2018, Steven Spielberg produjo 
la película Ready Player One, dando vida al mundo virtual. 
En 2021, Mark Zuckerberg, fundador de Facebook, hizo la 
presentación del “metaverso” como sucesor del internet 
móvil, lo que supondrá la interacción humana a través de un 
mundo virtual. Sin duda, no son los únicos antecedentes, 
pero sí aquellos con más auge. 

Pero, ¿qué relación tiene el derecho con los metaversos? 
Desde que la era digital comenzó a propagarse a los sectores 
sociales, culturales y económicos, se ha buscado que sea una 
herramienta que ayude a reducir brechas con la sociedad. 

Al tratar de llegar a un utopismo tecnológico, se ha 
colisionado con una serie de problemas; que entre otros, 
sobresalen el uso indebido de datos personales, la brecha 
de desigualdad digital, ciberdelitos, violaciones a la 
propiedad intelectual, etc. Es aquí donde la justicia digital 
se presenta, con el uso de las tecnologías de la información 
y comunicación (TIC) para realizar procesos jurídicos.' 
La justicia digital se define como la automatización de los 
procedimientos a través de la tecnología.” Entre las acciones 
que ha emprendido el mundo jurídico son: usar la tecnología 


4 Gálvez, Yen: Qué es el metaverso. Segunda edición. 2022; pp. 3 y 4. 


5 Mark Zuckerberg planea construir el metaverso en una plataforma social 
denominada horizon. En línea: https://about.facebook.com/ltam/meta/ consultado 
el 27 de julio de 2022. 


6 Recurso digital en línea: https://cuatro-cero.mx/noticias/la-ruta-de-la-justicia-digital- 
en-mexico/ consultado el 27 de julio de 2022. 


7 Alvarado, Carlos: Breve reflexión sobre México y la justicia digital, en: González 
Martín, Nuria y Navarro Sánchez, Fernando (Coords.): Emergencia sanitaria por 
Covid-19: medios alternos de solución de conflictos (MASC). México. IIJ-UNAM. 
2020. p. 21. 
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como conducto de solución de problemas jurídicos, crear 
organismos internacionales que a su vez reglamentan los 
medios tecnológicos, y que cada estado legisle el uso de las 
TIC. Sin embargo, los esfuerzos han sido rebasados por el 
avance incesante de la tecnología. 

Ante la inminente consolidación de los metaversos, 
debemos plantearnos el problema de la investigación, 
¿cuáles son los retos de la justicia digital para regular los 
metaversos? El presente trabajo de investigación tiene 
como objeto adentrarnos en el universo de los metaversos, 
conocer sus características, y su relación con el mundo 
físico. Atenderemos de qué forma se entromete el derecho 
en los metaversos, y por qué se necesita un marco jurídico 
para regularlos. Abordaremos ámbitos jurídicos que se 
encuentran, o se encontrarán inmersos en los metaversos; 
como la protección de datos personales, el derecho a la vida 
privada, la educación, la democracia, el sistema penal, la 
propiedad intelectual y el comercio electrónico. Se utilizará 
una investigación socio-jurídica, desarrollándose en torno 
al método fenomenológico. Esto contribuirá a examinar el 
fenómeno social de los metaversos dentro de un sistema de 
normas jurídicas. 
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I. Conceptos en torno a los metaversos 


ara comprender el metaverso, o los metaversos, 

debemos atender los conceptos que rodean a esta 

nueva creación. Primero, ¿qué es el metaverso? La 
palabra metaverso viene del término griego “meta”, (más 
allá o después de) y “verso”, de universo (conjunto de todo 
lo existente). Se le considera como un espacio 3D universal, 
unificado, que reunirá a los mundos virtuales existentes.* El 
mismo Neal Stephenson conceptualizó al metaverso como un 
universo generado informáticamente, que el ordenador dibuja 
sobre el visor, y le es lanzado a través de los auriculares. Es 
decir, un lugar imaginario, que no existe realmente; sino que 
es un protocolo infográfico escrito en papel en algún sitio, 
y que está formado por fragmentos de software, puestos a 
disposición del público a través de la red mundial de fibra 
óptica.? 

La segunda cuestión planteada es ¿existe un único 
metaverso?. Podemos afirmar tajantemente que no. Por 
ello, en este trabajo de investigación, nos referimos a los 
metaversos. Lo anterior es así, porque actualmente coexisten 
algunos metaversos; por ejemplo: Second Life (creado en el 
2003 por Philip Rosedale) es un mundo virtual con rasgos 


8 Sánchez Mendiola, Melchor: El metaverso: ¿la puerta a una nueva era 
de educación digital?, Investigación en Educación Médica, vol. 11, no. 42. 
Abril-junio 2022. México. Recurso digital en línea: https://doi.org/10.22201/ 
fm.20075057e.2022.42.22436 consultado el día 29 de julio de 2022. 


9 V. Márquez, Israel, Metaversos y educación: Second Life como plataforma 
educativa, ICONO 14, Revista Científica de Comunicación y Tecnologías 
Emergentes, vol. 9, no. 2, 2011, p. 154. Recurso digital en línea: https://doi. 
org/10.7195/r114.v9i2.30 consultada el día 29 de julio de 2022. 
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de videojuego, donde los individuos pueden interactuar.'% 
Roblox (fundado en 2006) es un videojuego donde se pueden 
crear mundos virtuales.'' Decentraland (creado en 2015) es 
una plataforma de realidad virtual creada sobre la blockchain 
de Ethereum (ETH). En ella se pueden comprar, vender y 
construir, parcelas de terreno.'* Microsoft Mesh (reciente 
creación, 2021) es una plataforma que combina la realidad 
mixta, para adentrarse en el mundo empresarial.'* 

El especialista en economía virtual, Edward Castronova, 
señala tres características que deben poseer los metaversos.'* 

1. Interactividad. El usuario es capaz de comunicarse 
con el resto de usuarios, y de interactuar con el metaverso. 
Esto implica que sus comportamientos pueden ejercer una 
influencia sobre los objetos, y sobre los comportamientos y 
opiniones de otros usuarios, influencia que también puede ser 
recíproca. 

2. Corporeidad. Los usuarios están representados 
por avatares, y están limitados por una altura y un peso 
considerables. La corporeidad, consiste en la presencia de 


10 Recurso digital en línea: https://secondlife.com/ consultado el día 1 de agosto de 
2022. 


11 Recurso digital en línea: en https://www.roblox.com/ consultada el día 1 de agosto 
de 2022. 


12 Recurso digital en línea: https://decentraland.org/ consultado el día 1 de agosto de 
2022. 


13 Recurso digital en línea: https://www.microsoft.com/en-us/mesh consultada el día 1 
de agosto de 2022. 


14 V. Márquez, Israel, Metaversos y educación... p. 155. 
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ese avatar sobre ese espacio, que también posee ciertos 
límites; ya que está sometido a ciertas leyes, y tiene recursos 
limitados. 

3. Persistencia. Esto significa que el programa sigue 
funcionando y desarrollándose, a pesar de que algunos, 
o todos sus miembros, no estén conectados. Además, las 
posiciones en las que se encontraban los usuarios al cerrar sus 
sesiones, así como sus conversaciones, objetos de propiedad, 
etc., siempre son guardados; lo que permite recuperarlos 
cuando se vuelvan a conectar. 


1. Realidad | 2. Lifelogging 
aumentada 

Definición Medio ambiente | Tecnología para 
inteligente, usando | capturar, almacenar 
tecnologías basadas | y compartir 
en localización y | información 
redes. cotidiana, sobre 

objetos y personas. 

Características Es un mundo mixto, | Registra 
donde el entorno | información sobre 
real se mezcla con el | objetos y personas, 
virtual, para | usando tecnología 
servirnos de guía o | aumentada. 
mostrarnos 
hologramas. 

Aplicaciones Teléfonos Dispositivos 
inteligentes, HUDs | “usables”, cajas 
en vehículos. negras. 

Casos de uso Pokémon Go, libros | Facebook, 


de texto digitales, | Instagram, Apple 
contenido realista. Watch, Samsung 
Health, Nike Plus. 
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3. Mundo espejo 


4. Realidad virtual o 
mundos virtuales 


Definición Refleja el mundo | Mundo virtual 
real tal cual es, pero | construido con 
integra y provee | datos digitales. 
información 
ambiental externa. 

Características Mapas virtuales y | Interacciones entre 
modelación usando | avatares que 
tecnología GPS. reflejan el ego del 

usuario. 

Aplicaciones Servicios basados | Juegos en línea 
en mapas. multijugadores. 

Casos de uso Google Earth, | Second Life, 
Google Maps, | Minecraft, Roblox. 
Naver Maps, 

Airbnb. 


Just 


Avatar: Representación gráfica de la identidad virtual de 
un usuario en entornos digitales.'* 

Blockchain: Es un libro mayor compartido e inmutable, 
que facilita el proceso de registro de transacciones, y de 
seguimiento de activos en una red de negocios. Un activo 
puede ser tangible (una casa, un auto, dinero en efectivo, 
terrenos) o intangible (propiedad intelectual, patentes, 
derechos de autor, marcas). Prácticamente, cualquier cosa 


15 Definición de la Real Academia Española. En línea: https://dle.rae.es/avatar 
consultado el 2 de agosto de 2022 
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de valor puede ser rastreada y comercializada en una red de 
blockchain, reduciendo el riesgo y los costos para todos los 
involucrados. '* 

NFT (Non Fungible Token) o Tokens no fungibles: La 
distinción entre bienes fungibles y no fungibles, es que los 
primeros pueden ser reemplazados por otros de la misma 
especie, cantidad y calidad; mientras que los segundos, no 
pueden ser substituidos por otros de la misma especie, calidad 
y cantidad.!” Entonces, los NFT son certificados digitales 
de autenticidad que, mediante la tecnología blockchain, -la 
misma que se emplea en las criptomonedas (los tokens)-, se 
asocia a un único archivo digital.'* 

Criptomoneda: Es un activo digital que emplea un 
cifrado criptográfico para garantizar su titularidad, asegurar 
la integridad de las transacciones, y controlar la creación de 
unidades adicionales. Estas monedas no existen de forma 
física: se almacenan en una cartera digital.!” 

Smart contracts (contratos inteligentes): Son programas 
informáticos, diseñados para ejecutarse automáticamente, 
a medida que las personas o empresas involucradas en un 
acuerdo, van cumpliendo con las cláusulas del mismo. 


16 Recurso digital en línea https://www.ibm.com/mx-es/topics/what-is-blockchain 
consultada el 2 de agosto de 2022 


17 Congreso del estado de Guanajuato: Código Civil para el Estado de Guanajuato, 
artículo 804. 


18 Qué es un NFT y cómo funciona. Recurso digital en línea https://www.elmundo.es/ 
como/2022/03/10/6229eb5c21efa072618b4578.html consultado el 3 de agosto de 
2022. 


19 Recurso digital en línea https://www.santander.com/es/stories/guia-para-sa- 
ber-que-son-las-criptomonedas consultado el día 3 de agosto de 2022. 
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Están basados en la tecnología blockchain, y prometen 
transformar, en un futuro no muy lejano, la forma tradicional 
de hacer negocios, eliminando la necesidad de interpretar 
si una cláusula se ha ejecutado o no, haciendo, por tanto, 
que los smart contracts sean deterministas, y se ejecuten 
autónomamente.” 


20 Recurso digital en línea https://www.santander.com/es/stories/smart-contracts 
consultado el día 3 de agosto de 2022. 
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II. La intromisión del derecho en los metaversos 


abemos que la palabra “derecho”, tiene diversas 

acepciones, pero la que nos interesa, es en un sentido 

jurídico, y hasta cierto punto, sociológico. Diversos 
filósofos del derecho, han realizado obras para el concepto 
del derecho, por lo que, sólo mencionaremos algunas de ellas. 
Rojina Villegas define al derecho como “(...) un conjunto de 
normas bilaterales, externas, generalmente heterónomas y 
coercibles, que tienen por objeto regular la conducta humana 
en su interferencia intersubjetiva (...). 2 H. L. A. Hart 
concibe al derecho, a partir de reglas primarias (imponen 
obligaciones) y reglas secundarias (confieren potestades); 
dentro de estas, se incluye la regla de reconocimiento.” 
Manuel Atienza observa al derecho bajo diversos 
enfoques: a) estructural, distintas formas de normativismo 
jurídico; b) sociológico, realidad social, comportamiento 
humano; c) valorativo, lo que debería ser el Derecho; y, d) 
argumentación, técnica para la solución de determinados 
problemas prácticos.” 

El propio Atienza habla de la ubicuidad del derecho, 
de cómo está impregnado en la vida cotidiana, aunque sólo 
representa un aspecto de lo social. Aquí es donde queremos 
detenernos. Los juristas han descrito y definido al derecho, 
de acuerdo a una época y lugar determinados. Pero si el 
21 Rojina Villegas, Rafael, Compendio de derecho civil. Introducción, personas y 

familia, tomo l, México. Porrúa. 1991. p. 7. 


22 Hart, Herbert Lionel Adolphus: El concepto de Derecho, trad. de Genaro Rubén 
Carrió. Abeledo Perrot. Buenos Aires. 2007, pp. 99-137. 


23 Atienza, Manuel: El sentido del derecho. España. ed. Ariel. 2009. pp. 251-252. 
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mundo que debe regular el derecho, es un universo virtual, 
una realidad diferente a la que percibimos los humanos, 
¿el derecho debe o puede entrometerse? El derecho sí debe 
entrometerse, porque la interacción de los proveedores- 
usuarios, y de los usuarios-usuarios, han generado conflictos 
que afectan la esfera jurídica de los ciberciudadanos. Por lo 
que, abordaremos ámbitos jurídicos que se encuentran, o se 
encontrarán inmersos en los metaversos. 
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KI. Protección de datos personales y derecho a la vida 
privada 


stamos en el siglo de la era digital, donde el internet 

se ha vuelto un medio o recurso cotidiano de todas las 

personas. Esto ha significado la creación de páginas 
web, aplicaciones o plataformas digitales, redes sociales, y 
un sinfín de herramientas. Las redes sociales, como un medio 
de comunicación, han permitido el contacto de personas de 
todo el mundo, a través de compartir datos, documentos, 
fotografías, videos, o música.” El internet se ha convertido 
en un espacio sin fronteras, donde su regulación jurídica, 
es primordial para todos los organismos de protección de 
datos personales. En el 2009, se presentó el Memorándum 
de Montevideo, en la Ciudad de México, congregando 
a autoridades ibéricas y de Canadá, especializadas en la 
protección de datos personales de menores”; teniendo como 
aspectos relevantes, los siguientes: 


24 Peschard Mariscal, Jacqueline: Protección de las niñas, niños y adolescentes en 
el ámbito digital: responsabilidad democrática de las instituciones de gobierno y 
de las agencias de protección de datos, en: G. Gregorio, Carlos y Ornelas, Lina 
(comps.), Protección de datos personales en las redes sociales digitales: en 
particular de niños y adolescentes. Memorándum de Montevideo, México, IFAI-11J, 
2011, p. 21. 


25 Simón Campaña, Farith: El enfoque de derechos en el “Memorándum de 
Montevideo, en: G. Gregorio, Carlos y Ornelas, Lina (comps.), Protección de datos 
personales en las redes sociales digitales: en particular de niños y adolescentes. 
Memorándum de Montevideo, México, IFAI-11J, 2011, p. 29. 


26 Simón Campaña, Farith: El enfoque de derechos... pp. 33-38. 
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A. Recomendaciones en el ámbito de la prevención: 
Considerar que el internet es un espacio con normas, y 
que cualquier acción ilícita (distribución de pornografía, 
el acoso, la discriminación, la promoción del odio 
racial, la difamación, la violencia) será castigada. 

B. Recomendaciones para el marco legal: Debe existir una 
normativa que impulse lo siguiente: un principio que se 
podría llamar “espejo”, es decir, toda acción u omisión 
considerada ilegal en el mundo “real”, debe tener el 
mismo tratamiento en el mundo “virtual”. 


1gital 


icia d 


. Recomendaciones para la aplicación de la ley por 


parte de los Estados: Los sistemas judiciales deben ser 
entes restauradores de derechos vulnerados, mediante 
procedimientos sencillos y de fácil acceso. Se incentiva 
el uso de la responsabilidad civil extracontractual 
objetiva.” 


. Recomendaciones en materia de políticas públicas: 


Just 


Establecer protocolos en contra de contenidos ilegales, 
y Crear mecanismos —nacionales e internacionales— 
para su divulgación como información pública. 

E. Recomendaciones para la industria: Los proveedores 
deben asegurarse que sus productos y servicios, estén 
supeditados a la protección de la vida privada, así como 


27 Para ahondar en la figura de la responsabilidad civil extracontractual desde un 
análisis económico, se puede consultar Maqueo Ramírez, María Solange: La 
responsabilidad civil extracontractual desde la perspectiva del análisis económico 
del derecho y la economía del comportamiento, IUS, vol. 14, no. 46, 2020, pp.105- 
128. Recurso digital en línea: https://www. scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_ 
arttext8pid=S1870-214720200002001058Ing=esénrm=iso consultada el 6 de 
agosto de 2022. 
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no permitirse la recopilación, tratamiento, difusión, 
publicación o trasmisión a terceros de datos personales, 
sin autorización del titular. 


Estas recomendaciones no son taxativas de las 
redes sociales, sino de cualquier medio digital como los 
metaversos. Existen riesgos o problemas que han surgido 
con el internet, vulnerando la privacidad e intimidad de 
la ciberciudadanía. La exposición a ataques de privacidad 
es muy recurrente, tales como: social spammer, scammer, 
tabnabbing, pharming, clickjacking, gusanos, cookies, 
grooming, sexting.*% En el 2019, el historial de transacciones 
de blockchain fue hackeado, lo que permitió que se “gastara” 
dos veces la misma criptomoneda. Desde el 2017 a 2019, los 
hackers se han robado aproximadamente $2 mil millones de 
dólares en criptomonedas. En 2016, un hacker se aprovechó 
de un bug, o falla en un smart contract (con sistema 
blockchain), lo que ocasionó un robo del fondo Decentralized 
Autonomous Organization (DAO) por $60 millones de 
dólares en criptomonedas (ETH).” 


28 Pérez San-José, Pablo et al.: Guía de introducción a la Web 2.0: aspectos de 
privacidad y seguridad en las plataformas colaborativas, INTECO, 2011, pp. 21- 
23. Recurso digital en línea: https://enfermeriacomunitaria.org/web/attachments/ 
article/576/Guia_de_introduccion_a_la_web_20.pdf consultado el 8 de agosto de 
2022. 


29 Orcutt, Mike: Once hailed as unhackable, blockchains are now getting hacked, MIT 
Technology Review, 2019. Recurso digital en línea: https://www.technologyreview. 
com/2019/02/19/239592/once-hailed-as-unhackable-blockchains-are-now-getting- 
hacked/ consultado el 9 de agosto de 2022. 
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En el 2015, tuvo origen en México el caso Ulrich Richter 
versus Google. La controversia versaba sobre la eliminación 
del blog titulado “Ulrich Richter Morales y sus chingaderas 
a la patria”, publicado en la plataforma Blogger (propiedad 
de Google Inc.).*” Las violaciones aducidas en juicio fueron 
al honor, a la reputación, a la suplantación de identidad, y 
por el uso no autorizado de su retrato (derecho vinculado 
con el derecho a la imagen). Los tribunales a quo y ad quem, 
fallaron a favor de las prestaciones reclamadas por Ulrich 
Richter, condenando a Google al pago de $250 millones de 
dólares.** Ahora solo queda esperar que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, ejerza su facultad de atracción sobre los 
juicios de amparo que se interpongan, y resolver este caso, 
que bien puede tornarse en emblemático. 

Otro suceso importante, que se ha dado en aras de 
proteger la privacidad e intimidad de los usuarios, se dio en 
materia de uso indebido de los datos personales, por parte de 
Facebook; donde la empresa Cambridge Analytica, benefició 
a contendientes políticos -en concreto, a Donald Trump-,* 
y movimientos políticos tales como el Brexit.** La Federal 
Trade Commission en Estados Unidos, multó a Facebook 


30 El blog aún sigue visible en el motor de búsqueda de Google. Recurso digital en 
línea: http://ulrichrichtermoraless.blogspot.com/ consultado el 9 de agosto de 2022. 


31 Recurso digital en línea  https://elpais.com/mexico/2022-06-18/el-abogado- 
mexicano-al-que-google-debe-pagar-250-millones-de-dolares.html consultado el 9 
de agosto de 2022. 


32 Recurso digital en línea https://www.bbc.com/mundo/noticias-43472797 consultado 
el 11 de agosto de 2022. 


33 Recurso digital en línea https://elpais.com/internacional/2018/03/26/ 
actualidad/1522058765_703094.html consultado el 11 de agosto de 2022. 
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por $5,000 millones de dólares, por compartir datos de 87 
millones de usuarios, sin su consentimiento, a la consultoría 
política Cambridge Analytica.** 


34 Recurso digital en línea https://www.bbc.com/mundo/noticias-49093124 consultado 
el 11 de agosto de 2022. 
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IV. Educación digital 


a expansión digital se ha dirigido a todos los sectores de 

la vida rutinaria. Producto de esta revolución, son los 

nuevos derechos que surgen, y que han sido acogidos 
por los estados. La inclusión digital, se manifiesta en virtud 
de espacios para la tolerancia y la comprensión, en contra de 
personas y grupos que buscan imponer valores, costumbres o 
creencias en el mundo digital. Se debe priorizar la reducción 
o eliminación de la brecha digital, junto a otras barreras, 
como la pobreza informativa, la censura, el uso político de 
las tecnologías, la desinformación, la manipulación de los 
medios de comunicación, y la destrucción de información 
pública —especialmente en los contextos de guerra, cambio 
social, justicia social, y el fundamentalismo del mercado 
global—.** 

La educación contrarresta las desigualdades sociales, 
pero requiere que sea de calidad, acorde a la realidad que se 
vive. “(...) El acceso a una educación de calidad, en tanto 
derecho fundamental de todas las personas, se enfrenta a 
un contexto de cambio paradigmático al comenzar el siglo 
XXI. El desarrollo que han alcanzado las TIC en los últimos 


35 López López, Pedro y Samek, Toni: Inclusión digital: un nuevo derecho humano, 
Educación y Biblioteca, no. 172, julio-agosto 2009, p. 117. Recurso digital en línea 
https://gredos.usal.es/bitstream/handle/10366/119650/EB21_N172_P114118.paf. 
jsessionid=C433E4F62A9A1F849513F523DFAA3E74?sequence=1 consultado el 
13 de agosto de 2022. 
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años demanda al sistema educacional una actualización de 
prácticas y contenidos que sean acordes a la nueva sociedad 
de la información (...).”%* 

A partir del año 2019, hubo una disrupción en el mundo 
a raíz del virus SARS-CoV-2, conocido como COVID-19. 
El informe de Brighteye, The European Edtech Funding 
Report, muestra las razones del porqué la educación está, o 
estará, dentro de los metaversos: A) La pandemia implica un 
cambio de paradigma, que supone pasar ahora de un proceso 
presencial híbrido, o digital, a otro plenamente inmersivo. B) 
Redefine el proceso de aprendizaje. C) La ludificación como 
herramienta pedagógica. D) El acceso a un mayor número de 
estudiantes. E) La transformación del papel de los estudiantes 
y de los profesores. F) Replantea los criterios de evaluación. 
G) Interoperabilidad, cadena de bloques y NFT.*” 

Las instituciones educativas, han comenzado a 
incursionar en el metaverso, mediante aulas virtuales. 
Universidades como Stanford, en California, o Málaga, 
en España, ya cuentan con espacios virtuales educativos; 
mientras que en algunas universidades de México, aún se 
encuentran desarrollando esta tecnología.** En México, 


36 Torres Vargas, Georgina Araceli: Brecha digital y derechos humanos. En: 
Hernández Pacheco, Federico (coord.), El impacto de las bibliotecas jurídicas en 
el desarrollo nacional, México, IIJ-UNAM, 2021, pp.111 y 112. 


37 Guerrero Vall, Joan Antoni: Catorce debates cruciales sobre la irrupción del me- 
taverso en la educación. Recurso digital en línea: https://www.uoc.edu/portal/es/ 
news/actualitat/2022/143-educacion-metaverso.html consultado el 15 de agosto de 
2022. 


38 Ramos, Juan Luis: Universidades crean aulas virtuales en el metaverso. 
Recurso digital en línea: https://www.elsoldemexico.com.mx/finanzas/tecnologia/ 
universidades-crean-aulas-virtuales-en-el-metaverso-8418488.html consultado el 
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aproximadamente 1,4 millones de estudiantes de todos los 
niveles, no regresaron a clases en el curso 2021, derivado de 
la pandemia. La educación debe transformarse, transitando 
de un modelo sólo presencial, a un modelo con entornos 
virtuales; reduciendo las barreras que ya hemos mencionado. 
Para lograr transmutar de modelo, se requieren acciones 
efectivas; como pueden ser: aplicar un estímulo fiscal, para 
que los particulares participen en apoyo de estos programas 
para grupos vulnerables, o donde no se encuentre la 
infraestructura necesaria.” 

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU) incluye 
diversos objetivos, entre ellos: la reducción de la brecha 
de desigualdad digital desde la perspectiva de género. De 
acuerdo con el Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
en México, un mejor acceso a las TIC, generaría mayores 
ingresos y mejores condiciones de salud, educación y trabajo 
para la población en general.“ 


15 de agosto de 2022. 
3 


lo) 


Palomino Guerrero, Margarita: Las nuevas tecnologías en la etapa post COVID 
como mecanismo para frenar la desigualdad y la deserción escolar, en: García 
Ramírez, Sergio y González Martín, Nuria (coords.), Covid-19 y la desigualdad que 
nos espera, México, IIJ-UNAM, 2020, pp. 152, 154, 156 y 157. 


40 Medina Arellano, María de Jesús: Mujeres y brecha digital de las TIC durante 
COVID-19 en México: ¿Objetivo de Desarrollo Sostenible cumplido?, en: Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo y González Martín, Nuria (coords.), Emergencia sanitaria 
por Covid-19: Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (11), México, IIJ-UNAM, 
2021, pp. 85 y 86. 
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V. Democracia electrónica 


| futuro de las ciudades nos ha alcanzado. Ahora, se les 

agrega el calificativo de digital. Se caracterizan como 

aquellas que utilizan recursos de telecomunicaciones, y 
de informática, como el internet, para brindar a sus habitantes 
un conjunto de servicios digitales, con el fin de mejorar el 
nivel de desarrollo humano, económico y cultural de esa 
comunidad (individual y colectivo).* Las ciudades digitales, 
albergan a la administración electrónica, y a la democracia 
electrónica. Esta última permite una mayor participación 
popular para la toma de decisiones, mediante la utilización 
de nuevas tecnologías de la información. Un ejemplo es el 
e-voting (voto electrónico), que desde el siglo XX, ha sido 
utilizado en los sistemas de votación de Francia, Suiza, 
Australia, Canadá y Estados Unidos. Más recientemente, 
Venezuela, Brasil, España, India y México. Sin embargo, 
también existe una brecha democrática digital; es decir, 
la limitación de los derechos político-electorales para 
comunidades excluidas de las TIC. En México, se ha buscado 
potencializar esos derechos, como con el movimiento 
+YoSoy132, o la petición, en la plataforma change.org, sobre 


41 Delpiazzo, Carlos E: Gobierno electrónico y ciudades digitales. En Memorias del 
XIV Congreso Iberoamericano de Derecho e Informática, tomo 1, México, 2010, 
pp. 260 y 263. 


42 Carrillo Werring, Erick: La democracia digital y la aceptación social-política. 
En: Ayala Sánchez, Alfonso (coord.) Nuevas avenidas de la democracia 
contemporánea. IIJ-UNAM. México. 2014. pp. 193 y 194. 
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los sismos del 2017.* En las elecciones federales y locales 
2020-2021, se pusieron a prueba las urnas electrónicas, con 
el fin de desmitificar que pueden ser modificadas, hackeadas, 
o que pudieran beneficiar a algún partido político. Lo 
mismo ocurre con el voto electrónico a distancia, que se ha 
consolidado como una herramienta, para ejercer su derecho 
como ciudadano mexicano en el extranjero.** 

Los primeros acercamientos del metaverso a la 
democracia digital ya se han suscitado. Andrew Yang, que 
fue un candidato demócrata para jefe de gobierno de Nueva 
York, realizó una conferencia de prensa a través de su avatar 
por medio del metaverso Zepeto. Joe Biden y Kamala Harris, 
entonces precandidatos a la presidencia y vicepresidencia 
de Estados Unidos, crearon un mapa interactivo en el juego 
Fornite. En él, los votantes recibían promociones electorales, 
y además, se les indicaba dónde debían votar. Ciudades 
como Seúl, en Corea del Sur, y provincias o comunidades 
como Cataluña, en España, han anunciado que pretenden 
crear sus propios metaversos, donde construirán instituciones 
diplomáticas como embajadas, dependencias administrativas, 
entre otras.* 


43 Cfr. Romero Altamirano, Gerardo: Exclusión digital en el ejercicio de los derechos 
político-electorales. En: Pérez Cepeda, María y Eguiarte Mereles, Carlos Rubén 
(coords.), Desafíos de la democracia incluyente. IEEQ-Tirant lo Blanc. México. 
2019. pp. 187-201. 


44 Véase la página electrónica del Instituto Nacional Electoral (INE), https://ine.mx/ 
voto-y-elecciones/urna-electronica/ consultado el 18 de agosto de 2022. 


45 Gutiérrez-Rubí, Antoni: Cómo será la política en el metaverso, 2022, Recurso 
digital en línea: https://www.gutierrez-rubi.es/2022/01/19/como-sera-la-politica-en- 
el-metaverso/ consultado el 18 de agosto de 2022. 
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VI. Sistema penal digital 


esde que la tecnología se volvió una herramienta para 

resolver cualquier problema de nuestra cotidianeidad, 

se ha tratado de introducir al mundo jurídico, con el 
fin de coadyuvar a resolver los asuntos. Se han enumerado un 
sinfín de ventajas, sobre lo que la tecnología le podría aportar 
al ámbito de procuración de justicia penal.** Sin embargo, se 
debe reconocer que la introducción de herramientas digitales 
ha sido lenta, y no en su totalidad; probablemente por el 
desconocimiento que puede aportar cada herramienta, o por 
la ignorancia de su propia existencia. 

En México, con el desarrollo del virus COVID-19, las 
autoridades jurisdiccionales se vieron forzadas a implementar 
medidas necesarias contra el rezago de las actuaciones 
procesales. La Fiscalía General de la República, y las 
fiscalías de las entidades federativas, han emitido directrices 
y lineamientos para aprovechar el uso de la tecnología en 
pro del sistema penal acusatorio; por ejemplo, la creación 
de plataformas digitales para realizar denuncias o querellas. 
El Poder Judicial de la Federación ha puesto en práctica el 
uso de videoconferencias para el desahogo de audiencias 
de carácter urgente.” Inclusive, se han propuesto reformas 


46 Barreda Solórzano, Luis de la: Luz digital para la procuración de justicia. En: Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.): La ciencia del 
derecho procesal constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en 
sus cincuenta años como investigador del derecho, tomo XI. IIJ-UNAM. México. 
2008. pp. 77-80. 


47 Lara Rivera, Jorge Alberto: Las tecnologías de la información y justicia penal 
a distancia. En: González Martín, Nuria y Díaz Aranda, Enrique (coords.), 
Emergencia sanitaria por Covid-19: ciencias penales. IIJ-UNAM. México. 2020, pp. 
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de ley, para adherir constitucionalmente la justicia digital, 
obligando a los poderes judiciales federal y locales, así como 
a los tribunales agrarios y electorales, a proporcionar acceso 
a la justicia a través de tribunales electrónicos.** 

No obstante, aún con las medidas adoptadas, se puede 
apreciar la brecha digital en el sistema jurisdiccional. 
Entonces, ¿qué pasará con el sistema penal en los metaversos? 
A finales del 2021, Facebook/Meta presentó una versión 
beta del metaverso Horizon Worlds, en él, una participante 
denunció que había sido acosada virtualmente. El proveedor 
del metaverso, únicamente se limitó a señalar que existían 
instrumentos dentro del mundo virtual para impedir ese tipo 
de comportamientos de otros usuarios.* 

Si bien es cierto que las legislaciones de los países 
regulan diversos ciberdelitos, también lo es, que los 
metaversos son universos nuevos para el derecho, y los 
esfuerzos por reglamentarlos, aún son modestos. Se ha 
tratado de definir la naturaleza jurídica del delito en los 
metaversos, “(...) como aquella conducta dolosa antijurídica 
típica y atípica que un sujeto activo usuario del metaverso 
realiza sobre un sujeto pasivo usuario/ciudadano del 
metaverso mediante una acción directa o indirecta que 


69-75. 


48 Arley Orduña, Amada María: El Poder Judicial en la era digital post-Covid, Hechos 
y derechos, no. 59, septiembre-octubre 2020, Recurso digital en línea: https:// 
revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos/article/view/15035/15990 
consultado el 20 de agosto de 2022. 


49 Denuncian primer caso de acoso en Horizon Worlds el Metaverso de 
Zuckerberg, 2021, Recurso digital en línea: https://www.proceso.com.mx/ciencia- 
tecnologia/2021/12/22/denuncian-primer-caso-de-acoso-en-horizon-worlds-el- 
metaverso-de-zuckerberg-277894.html consultado el 20 de agosto de 2022. 


406 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


conlleva un resultado gravoso independientemente de si 
sus consecuencias afectan a diferentes planos en la realidad 
natural y/o el metaverso donde tiene presencia corpórea 
o incorpórea el usuario/ciudadano agredido (..).% ¿Qué 
pasaría con aquellas conductas que ocasionen daños físicos 
a los usuarios o avatares? Las ciencias penales se enfrentan a 
nuevos comportamientos y consecuencias en los metaversos, 
que en el mundo físico son penados.*' 


50 Nisa Ávila, Javier Antonio: La naturaleza jurídica del derecho penal en el 
metaverso. 2022. Recurso digital en línea: https://elderecho.com/la-naturaleza- 
juridica-del-derecho-penal-en-el-metaversof consultado el 21 de agosto de 2022. 


51 En el año 2012, Palmer Luckey fue uno de los fundadores de Oculus VR 
(empresa que se dedica a la creación de videojuegos en realidad virtual), que 
posteriormente se vendió a Facebook/Meta. En 2021, Luckey cuestionó el por 
qué no existen daños físicos —incluso la muerte— en los videojuegos trasladado 
a la vida real y lo comparó con las consecuencias que se sufren en algunos 
deportes extremos. Recurso digital en línea: https://twitter.com/PalmerLuckey/ 
status/1369388538328911881 consultado el 21 de agosto de 2022. 
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VII. Propiedad intelectual en los medios digitales 


a transformación de la información analógica a 

información digital, y su explotación de forma 

indebida, ha conllevado a crear herramientas que 
protejan la intelectualidad de las obras. Estas se han 
denominado como medidas tecnológicas de protección 
(MTP) que son “(...) dispositivos o sistemas que se instalan 
en las obras en formato digital para restringir el acceso, uso, 
edición o reproducción no autorizada de la obra (...).”? 
Algunas MTP son sistemas anticopiado, encriptación, marcas 
de agua, o dispositivos externos (hardware). Además, se ha 
otorgado protección jurídica a las MTP con el fin de evitar 
la reproducción no autorizada. Los Estados miembros 
de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual 
(OMPI) han firmado instrumentos internacionales para la 
protección jurídica del derecho de autor y de los derechos 
conexos, como el Tratado de la Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual sobre Derechos de Autor, y el Tratado 
de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre 
Interpretación o Ejecución y Fonogramas.** 


52 Hernández Montoya, Alejandro: La revolución tecnológica y las obras protegidas 
por el derecho de autor. Recurso digital en línea http://132.248.9.195/ptd2012/ 
noviembre/0685444/0685444. paf consultado el 13 de diciembre de 2022. p 68. 


53 Velázquez Vértiz, Sergio: Las obras en formato digital y las medidas tecnológicas 
de protección. En: Becerra Ramírez, Manuel (coord.), Textos de la nueva cultura 
de la propiedad intelectual. IIJ-UNAM. México. 2009. pp. 165-171. 
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En México, los programas de computación no pueden 
ser patentables*”, en virtud de que su protección jurídica, 
recae en los derechos de autor. A partir de la firma del 
T-MEC (Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá), 
México se obligó a incorporar en su legislación las MTP.** 
Mediante la reforma del 1 de julio de 2020 a la Ley Federal 
del Derecho de Autor, se adhirieron las MTP, protegiendo 
los derechos de autor y los derechos conexos.” La propiedad 
intelectual, posee características particulares en relación con 
otras ramas del derecho; por ejemplo: la protección territorial 
de las marcas, es únicamente en el país donde se realizó el 
registro; mientras que, en relación con los derechos de autor, 
su protección se amplía a los países firmantes del Convenio 
de Berna, es decir, no siendo necesario su registro en cada 
país. 


54 Congreso de la Unión, Cámara de diputados: Ley Federal de Protección a la 
Propiedad Industrial. Artículo 47.- No se considerarán invenciones, en particular: 
[.] 

V.- Los programas de computación; 


[.] 


55 Congreso de la Unión, Cámara de diputados: Ley Federal del Derecho de Autor. 
Artículo 13.- Los derechos de autor a que se refiere esta Ley se reconocen 
respecto de las obras de las siguientes ramas: 

[..] 
XI. Programas de cómputo; 


[.] 


56 Orozco Orozco, José Zócimo, Las medidas de protección tecnológicas en la 
legislación mexicana con la entrada en vigor del Tratado entre México, Estados 
Unidos y Canadá T- MEC, Letras jurídicas, no. 31, 2021, pp. 1-22. Recurso digital 
en línea: https: //revistaletrasjuridicas.com/index.php/lj/article/view/11 consultado el 
22 de agosto de 2022. 


57 Capítulo V De las Medidas Tecnológicas de Protección, la Información sobre la 
Gestión de Derechos y los Proveedores de Servicios de Internet. 
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En Estados Unidos y en la Oficina Europea de Patentes 
—con sus salvedades— sí se otorgan patentes sobre 
programas de computación.* Con todas las singularidades de 
la propiedad intelectual, es necesario armonizar su regulación 
en los metaversos. En cuanto a las marcas, grandes empresas 
como Nike y Converse, han presentado registros marcarios 
en clases (atendiendo la Clasificación de Niza) de productos 
y servicios relacionados con el entorno virtual.? Los 
derechos de autor, pueden presentar conflictos cuando obras 
protegidas se convierten en NFT sin autorización del autor. 
El metaverso de Facebook/Meta ha incursionado en el tema 
de patentes, al solicitar la invención de tecnología para 
rastrear movimientos oculares, y expresiones faciales de los 
usuarios, con el propósito de verse reflejados en sus avatares 
del mundo virtual. También ya se han presentado litigios por 
transgredir derechos de propiedad intelectual en metaversos, 
como el caso de la marca Hermés, quien demandó a Mason 
Rothschild, por haber creado y vendido NFT, titulando a 
las imágenes como «MetaBirkins», haciendo alusión a los 


58 Hernández González, Efraín: ¿Por qué no podemos patentar el software? Razones 
técnicas y económicas, 2016. Recurso digital en línea: https://www.mipatente. 
com/por-que-no-podemos-patentar-el-software-razones-tecnicas-y-economicas/ 
consultado el 22 de agosto de 2022. 


59 Park, Kathryn: Marcas en el metaverso, 2022. Recurso digital en línea: https:// 
www.wipo.int/íwipo_magazine/es/2022/01/article_0006.html consultado el 22 de 
agosto de 2022. 
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lujosos bolsos de la marca francesa. En la demanda, se alegó 
infracción de marca registrada, dilución de marca registrada, 
y ciberocupación.% 


60 López, Nancy, y García, Georgina: Cómo el metaverso está transformando 
los derechos de propiedad intelectual, 2022. Recurso digital en línea: https:// 
forojuridico.mx/como-el-metaverso-esta-transformando-los-derechos-de- 
propiedad-intelectual/ consultada el 22 de agosto de 2022. 
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VII. Comercio electrónico 


l comercio electrónico, ha revolucionado el comercio 

tradicional, para efectuar transacciones digitales de 

mercado. Se afirma que el “(...) comercio es toda 
aquella actividad que tenga por objeto realizar una operación 
comercial, y que es electrónico cuando ese comercio se 
lleva a cabo utilizando la herramienta electrónica de forma 
que tenga o pueda tener alguna influencia en la consecución 
del fin comercial, o en el resultado de la actividad que está 
desarrollando (...).”* No obstante, se debe resaltar la no 
existencia de fronteras físicas en el comercio electrónico, 
lo que ocasiona que los operadores jurídicos, deban idear 
nuevas formas de delimitar la competencia de los órganos 
jurisdiccionales. Esto ha contribuido a la creación de 
regiones de libre comercio, y la armonización del derecho 
mercantil internacional. Dentro de este último factor, cabe 
destacar la expedición de normas novedosas que vayan al 
día con los avances tecnológicos, que establecen reglas 
claras para la nueva forma de contratar a través de medios 
electrónicos.* Por ejemplo, se creó la Comisión de las 


61 Davara F. de Marcos, Isabel: Breve aproximación a la problemática jurídica del 
comercio y la contratación electrónicos, y la firma electrónica en particular. En: 
Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.), La ciencia 
del derecho procesal constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio 
en sus cincuenta años como investigador del derecho, tomo XII. 1IJ-UNAM, 
México. 2008. p. 692. 


62 Oropeza, Doris Karina: La competencia económica en el comercio electrónico y su 
protección en el sistema jurídico mexicano. IIJ-UNAM. México. 2018. p. 4. 


63 Robles Farías, Diego: El comercio y la firma electrónicos. El modelo mexicano. En: 
Becerra Ramírez, Manuel y Cruz Barney, Óscar et al. (coords.), Obra en homenaje 
a Rodolfo Cruz Miramontes, tomo |. IIJ-UNAM. México. 2008. p. 546. 
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Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), con la finalidad de promover la unificación del 
derecho mercantil internacional. México ha adoptado en sus 
leyes, modelos y textos legislativos que, entre otros son: la 
Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico 
(1996) y la Ley Modelo de la CNUDMI sobre las Firmas 
Electrónicas (2001).% 

Dentro del comercio electrónico, surgen nuevos 
elementos que deben ser considerados para una mejor 
regulación, como lo son: 


1. El derecho informático se encuentra limitado para el 
estudio actual de las TIC.* 

2. Emerge una “nueva economía”, producto de la 
tecnología, dando paso a ciudades y ciudadanos 
digitales. Se traslada dinero físico a una moneda 
virtual, como las criptomonedas, para comprar activos 
digitales. La base económica de los futuros metaversos 
estará basada en sistemas blockchain.” 

3. Se origina el patrimonio digital. En el 2021, la empresa 
Metaverse Group (subsidiaria de Tokens.com) compró 
parcelas de tierra en el metaverso Decentraland, 
valoradas en $2,4 millones de dólares, utilizando la 


64 Robles Farías, Diego: El comercio y la firma..., pp. 551 y 566. 
65 Oropeza, Doris Karina: La competencia económica... p. 7. 
66 Oropeza, Doris Karina: La competencia económica... 16 y 17. 


67 Gálvez, Yen: Qué es el metaverso... p. 115. 
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criptomoneda nativa MANA*, Pero, ¿quién da certeza 
jurídica de la transacción digital? Hasta el momento, la 
propia empresa proveedora del metaverso es la única 
que dota de legalidad. Sin embargo, pueden surgir un 
sinfín de problemas, uno de ellos puede ser el hackear 
el patrimonio digital. En el 2022, la plataforma de NFT 
OpenSea fue hackeada, perjudicando a algunos de los 
usuarios que contaban con su patrimonio de NFT, no 
siendo el único caso.” 


. No cabe duda, que el e-commerce es el presente y futuro 
de los metaversos. La metamorfosis de las empresas 
tradicionales a la era digital puede ser inevitable, 
pero en un ámbito general; es decir, mientras exista 
una regulación jurídica que proteja al proveedor y al 
usuario, será un metaverso garantista de los derechos y 
obligaciones que se contraen. 
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68 Recurso digital en línea: https://www.iproup.com/innovacion/27690-metaverso- 
como-se-compro-un-terreno-por-usd-25-millones consultado el 26 de agosto de 
2022. 


69 Hernández, Gonzalo: Alguien hackeó el Discord oficial de OpenSea y robó las 
billeteras de usuarios: solo tuvieron que ofrecerles NFTs “gratuitos y limitados”, 
2022. Recurso digital en línea: https://www.xataka.com.mx/criptomonedas/ 
alguien-hackeo-discord-oficial-opensea-robo-billeteras-usuarios-solo-tuvieron-que- 
ofrecerles-nfts-gratuitos-limitados consultado el 26 de agosto de 2022. 
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Conclusiones 


l metaverso surge como una creación de la ciencia 

ficción, donde es descrito como un universo virtual 

originado por un software, y reflejado por un visor. 
Esta simple conceptualización ha ido evolucionando con el 
avance de la tecnología. Los proveedores de los metaversos 
siguen añadiendo nuevos elementos, como su tipo de 
visualización: realidad aumentada, lifelogging, mundo 
espejo y realidad virtual. Los usuarios son representados 
por avatares, donde interactúan con otros usuarios. La 
comunicación entre avatares nace producto de videojuegos, 
relaciones laborales, comercio electrónico, entre otras 
actividades. Las transacciones, dentro de los entornos 
virtuales, son a través de criptomonedas. Para obtener bienes 
como NFT, estas operaciones pueden quedar almacenadas 
bajo la red blockchain. Los proveedores están optando por 
modificar los contratos tradicionales por smart contracts, 
otorgando regulación jurídica a los actos comerciales. Esto 
es una descripción a grandes rasgos de los elementos que 
componen a los metaversos. 

Los conflictos derivados de la interacción proveedor- 
usuario, y usuario-usuario, provocan la afectación de las 
esferas jurídicas de los ciberciudadanos, dando vida a la 
ubicuidad del derecho. Para responder al problema objeto de 
la investigación, se atendieron algunos ámbitos jurídicos para 
determinar cuáles son los retos que enfrenta la justicia digital. 
Es importante señalar que los sectores jurídicos abordados, 
son una aproximación de la intromisión del derecho en los 
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metaversos. Existen más ramas jurídicas que se encuentran 
o encontrarán en constante tensión con estos. Los ámbitos 
jurídicos propuestos y examinados fueron: protección de 
datos personales y derecho a la vida privada, educación 
digital, democracia electrónica, sistema penal digital, 
propiedad intelectual en los medios digitales y comercio 
electrónico. 

Entonces, ¿cuáles son los retos de la justicia digital para 
regular los metaversos? 


1. En la protección de datos personales y derecho a la 
vida privada. A) Crear protocolos uniformes entre los 
Estados, para prohibir la recopilación, tratamiento, 
difusión, publicación o trasmisión a terceros de datos 
personales, sin autorización del titular. B) Aplicación 
de sanciones económicas proporcionales al daño hecho 
por los proveedores (uso de la responsabilidad civil 
extracontractual objetiva). C) Mayor protección en 
la intimidad de la ciberciudadanía, ante los ataques 
virtuales como social spammer, scammer, tabnabbing, 
pharming, clickjacking, gusanos, cookies, grooming, 
sexting, etc. 

2. En la educación digital. A) El reconocimiento y 
protección de nuevos derechos, como la inclusión 
digital. B) La reducción o eliminación de la brecha 
digital ante los nuevos modelos educativos enfocados 
en las TIC. C) La creación e incorporación de 
herramientas pedagógicas, tales como: ludificación, 
espacios virtuales educativos, interoperabilidad digital. 
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3. En la democracia electrónica. A) La reducción o 


eliminación de la brecha democrática digital, y buscar 
la potencialización de los derechos político-electorales. 
B) La transformación de las ciudades tradicionales 
a ciudades digitales, mejorando el nivel de desarrollo 
humano, económico y cultural de esa comunidad. 
. En el sistema penal digital. A) La introducción de 
herramientas digitales, con el fin de coadyuvar en la 
procuración de justicia penal. B) La implementación 
de directrices y lineamientos en el uso de las 
herramientas digitales. C) Definir, de forma adecuada, 
la naturaleza jurídica del delito en los metaversos. D) 
Principio espejo, es decir, toda acción considerada 
ilegal en el mundo “real”, debe tener el mismo 
tratamiento en el mundo virtual. E) La tipificación de 
nuevos comportamientos o acciones que se den en 
los metaversos, y transgredan la esfera jurídica de los 
avatares. 
. En la propiedad intelectual de los medios digitales. 
A) La adhesión de las MTP a las legislaciones de los 
Estados miembros de la OMPI. B) La armonización 
de la propiedad intelectual en la protección de los 
programas de computación. C) Establecer la protección 
territorial de la propiedad intelectual, que afecta, entre 
otros, a los derechos de autor y los registros marcarios. 
En el comercio electrónico. A) La delimitación de 
fronteras en el e-commerce, ante la competencia de 
los órganos jurisdiccionales. B) La creación de un 
marco mercantil normativo, acorde con los avances 
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electrónicos, y las múltiples transacciones dentro 
de los universos virtuales. C) Establecer los entes, 
herramientas, e instrumentos que darán certeza jurídica, 
sobre los actos de comercio dentro de los metaversos 
(fedatario público digital, smart contracts, firma 
electrónica avanzada). 


Los retos de la justicia digital son cada vez más e 
indispensables que se logren, en virtud de la consolidación de 
los metaversos. Los desafíos que se proponen en la presente 
investigación, son sólo algunas alternativas en contra de los 
conflictos que ya se han presentado, o se presentarán en los 
metaversos, y que su regulación jurídica debe ser prioridad 
para todos aquellos Estados que permitirán su acceso a sus 
gobernados (recordando que países como Corea del Norte 
y China, prohíben el uso de plataformas digitales o páginas 
Web occidentales). Los metaversos son el presente de nuestra 
sociedad y de las actividades cotidianas del ser humano. Su 
regulación jurídica adecuada, permitirá universos virtuales 
mejores diseñados. 
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Los sistemas judiciales en Mesoamérica 


Lic. Rafael Rosado Cabrera 


Resumen: Este estudio examina la justicia prehispánica en Mesoamérica, explorando 
el sistema judicial y la figura del juez en las culturas maya postclásica y mexica- 
acolhua. 


Palabras clave: Mesoamérica, Sistema judicial, Juez, Justicia prehispánica, Historia 
jurídica. 


Abstract: This study examines pre-Hispanic justice in Mesoamerica, exploring the 
judicial system and the role of the judge in the Postclassic Maya and mexica-acolhua 
cultures. 


Keywords: Mesoamerica, Judicial system, Judge, Pre-Hispanic justice, Legal history. 


Introducción 


umplir un bicentenario de justicia no es fácil. Reseñar 
el cómo se ha hecho, tampoco lo es. Y para saber en 
dónde se encuentra una institución, y hacia dónde 
puede ir, debe de ver todos los precedentes de su hacer, es 
decir, su genealogía y a sus antecesores. Y es aquí donde se 
comienza con las culturas mesoamericanas. 
Pero existe otro problema: La misión de desentrañar los 
misterios de las antiguas culturas mesoamericanas es, por 
decir lo menos, colosal. 
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Hasta la fecha, y a pesar de los avances tecnológicos que 
han surgido, aún existen más sombras que luces en relación 
con las antiguas culturas; no lográndose colmar la carencia 
de datos que sigue persistiendo. 

Por citar un ejemplo, las cabezas colosales olmecas 
fueron descubiertas después de la segunda mitad del siglo 
XIX, pero quienes se dedicaron a su estudio dedujeron 
erróneamente que se trataba de un área de influencia de los 
mayas.' 

No fue sino hasta cien años después que se descubrió 
que los olmecas fueron una cultura independiente -—y 
anterior— a los mayas. Tan independiente y tan anterior, 
que hasta el momento han habido modestos avances para 
poder determinar qué clase de lenguaje hablaban, y lo que 
significaban los logogramas que han logrado sobrevivir hasta 
los tiempos actuales.” 

Asimismo, en relación con Teotihuacan, existen signos 
visibles de un final abrupto, derivado de una terrible guerra 
civil, tales como quemaduras de edificios. Por otra parte, no 
hay rastros del cómo impartían justicia. Puede deducirse que 
existían barriadas de grupos de extranjeros, departamentos, 
elo 


1 Davies, Nigel: Los antiguos reinos de México. Fondo de Cultura Económica. 7ma. 
reimpresión. México. 2016 pp. 20-22. 


2 Vid in extenso: Magni, Caterina: La escritura olmeca. La “estela” de Cascajal: 
nuevas perspectivas de investigación en Arts 8 Culture, número 9, Ed. Somogy. 
Musée Barbier-Mueller. Ginebra. 2008. 


3 Davies Nigel: Los antiguos reinos... pp. 98-105. 
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Derivado de lo anterior, la labor de reseñar el trabajo 
jurisdiccional en Mesoamérica —entendido como la actuación 
del gobernante o del Estado a efecto de intervenir en 
las vidas de las personas para resolver un problema-, es 
complicada, dados los pocos o nulos indicios que hasta la 
fecha se tienen en esa materia. A pesar del desafío anterior, 
sigue siendo relevante reseñar, aunque sea de manera somera, 
cuál era la dinámica de las instituciones jurisdiccionales de 
las cuales sí se llegó a tener noticia; ya sea en virtud de los 
relatos de los cronistas castellanos, que llegaron al momento 
de suscitarse la conquista de los diversos pueblos que 
habitaban Mesoamérica, ya sea en virtud de los estudios y 
análisis posteriores, surgidos por otros medios más allá de los 
mencionados cronistas. 

Se abordarán los sistemas en función de su menor a 
mayor complejidad. Es probable que el lector eche de menos 
culturas que, por las razones previamente mencionadas, no se 
puedan referenciar de buena manera. Debe advertirse que no 
es falta de interés en ello. 

Por lo tanto, se abordarán las culturas mexica-acolhua, 
y maya postclásica, que son de las que se tienen noticias e 
indicios, para poder hacer un análisis. 
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I.- Mayas de la época postcelásica 


| momento de la llegada de los castellanos al territorio 

mesoamericano, la época de esplendor de la cultura 

maya desde hacía tiempo que había concluido. Se han 
especulado causas variadas en torno al por qué esta cultura, 
de tener avances significativos en materia de astronomía 
y matemática concluyó, casi abruptamente, ese período de 
esplendor. 

Autores como Nigel Davies* llegan a sugerir —aún 
sin abordar a la cultura maya de manera directa— una nota 
común, que aparentemente tuvo que ver en la extinción de los 
olmecas, teotihuacanos y toltecas: guerras civiles causadas 
por una deficiente administración de los recursos naturales. 
Aunque dicha teoría aún es rebatida* %, no es descartable del 
todo. 

Así pues, en este estado de cosas, a la llegada de 
las huestes cortesianas y de Montejo, los mayas que aún 
habitaban la zona de la península de Yucatán tenían prácticas 
sumamente distintas de las que hoy se tienen. 

El sistema judicial maya tenía un cierto grado de 
complejidad, al tener una serie de filtros que trataban de 
conciliar los conflictos hasta que, o no había posibilidad de 
conciliación, o la causa era demasiado grave que ameritaba 
una sanción de relativa magnitud. Pasando a una fase judicial 


4 Vid in extenso: Davies Nigel: Los antiguos reinos... 


Vid in extenso: Vargas Pérez, Pedro: El misterio maya, en InterSedes: Revista de 
las Sedes Regionales, vol. V, núm. 8, semestral, 2003 Universidad de Costa Rica. 


6 Vid in extenso: Fonseca Zamora, Oscar M.: El colapso maya, en Anuario de 
Estudios Centroamericanos No. 4. 1978. Universidad de Costa Rica. 
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—ya que no existían jueces como tales— no cabía la segunda 
instancia. La palabra del cacique era la última, y su voluntad, 
evidentemente, debía ser acatada. No obstante, tenía el 
esqueleto del proceso que actualmente se tiene: demanda, 
contestación, pruebas, sentencia, etc. 

Es de destacar que existen diferendos, hasta la fecha, 
sobre cómo estaba estructurado el poder político en esa zona. 
Por una parte, Brokmann Haro particulariza en torno a las 
distintas divisiones jerárquico-políticas que pudieron haber 
existido en el Yucatán maya”. 

Según este autor, dentro de lo que él denomina Modelo 
del Cuchcabal, a la cabeza de la región existía un halach 
uinic, es decir, un jefe político*, llamado incluso rey o señor. 
Subordinado a este -en algunas ocasiones, en función del 
poder político que ostentara el halach uinic-, estaba el batab, 
que según el calepino de Motul?, dicho término quiere decir 
cacique. Asimismo, también explica Brokmann””, que existía 
una suerte de representante del halach uinic”, encargado 
de mediar entre la comunidad y el propio gobernante, 
denominado hol pop, que es definido como “(...) príncipe 


7 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada. Pluralismo y derechos humanos en los 
sistemas jurídicos de Mesoamérica. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
México. 2018. p. 447. 


8 Halach, según el Calepino de Motul, significa “verdadero”, en tanto que uínic hace 
referencia a “hombre o mujer”. Por lo tanto, se concluye que el término quiere 
decir “hombre o mujer verdadero”. Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul. T. 1. 
Universidad Nacional Autónoma de México. Edición digital 2017. pp. 297 y 761. 


9 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 79. 
10 Vid. nota 4. 
11 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... pp. 247 y 248. 
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del convite; el casero dueño de la casa llamada popol na, 
donde se juntan a tratar cosa de república!? y enseñarse a 
bailar para las fiestas del pueblo(...)”**. En este sentido, John 
F. Chuchiak IV, Rich Young y Doris Young sitúan al ah hol 
pop como un juez en toda regla, capacitado para oír sobre los 
pleitos.'* 

Profundizando en la anterior afirmación, quizás sea 
aventurada esta proposición realizada por Chuchiak IV, por 
lo siguiente: Ralph L. Roys nos dice que el ah hol pop era un 
oficial importante, a veces equiparado al cacique, y que tanto 
el halach uinic como el batab comunicaban sus decisiones 
a través del hol pop, y que inclusive estos funcionarios 
fungían como consejeros de las autoridades superiores.'? En 
este mismo sentido, el encomendero Melchor Pacheco, en 
su Relación de Hocaba, comenta que el ho! pop regía como 
cacique, omitiendo cualquier referencia de equiparar al ah 


12 Debe entenderse este término, no en la acepción que hoy se tiene, donde es un 
sistema político donde impera la democracia. República, según lo usaban los 
autores del s. XVI, parte de la raíz misma del término, es decir, la cosa pública. Por 
lo tanto, los temas de república, son aquellos que impactan a todos los habitantes 
de una región o poblado. 


13 Barrera Vásquez, Alfredo, et al.: Diccionario Maya CORDEMEX. Ediciones 
CODERMEX. Mérida, Yucatán. 1980. p. 228. 


14 Chuchiak IV, John F, et. al.: El derecho prehispánico maya: evidencia documental 
acerca de los procedimientos en materia de derecho civil, criminal y fiscal entre 
los mayas yucatecos, en Construcción histórico-jurídica del derecho prehispánico 
y su transformación ante el derecho indiano. Universidad Nacional Autónoma de 
México. México. 2019. p. 38. 


15 Roys, Ralph L.: Indian background of colonial Yucatan. University Oklahoma Press. 
Primera nueva edición. 1972. pp. 63-64. 
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hol pop como un juez en toda la extensión de la palabra.'* 
El también encomendero de Tahzib, Juan de Magaña Arroyo, 
afirmaba que el ah hol pop incluso era quien los gobernaba, 
que era elegido democráticamente, y que el batab le señalaba 
las directrices de gobierno que debía seguir.!'” Sobre este 
punto, se debe matizar el término gobernar entendiéndolo 
que era quien hacía cumplir las órdenes de sus superiores. 

Por lo tanto, es muy probable que la tesis de que el ah 
hol pop fuera un juez no sea sostenible, ya que en general 
existe coincidencia tanto en las crónicas contemporáneas 
como en estudios posteriores, en el sentido de que fungía más 
como un intermediario jurídico-político que como un juez 
como tal. 

Asimismo, una de las fuentes en la que Chuchiak IV 
y sus compañeros se basan para decir que el hol pop era un 
juez instituido es Repúblicas de indias idolatrías y gobierno 
en México y Perú antes de la conquista, de Fray Jerónimo 
Ramón Zamora; donde se pretende extrapolar la situación 
de los mayas de la península yucateca, con la de los mayas 
quichés de la actual Guatemala. Ciertamente es probable 
que las circunstancias no fuesen las mismas, en virtud de la 
distancia y del diverso desarrollo que ambos pueblos, como 


16 De la Garza, Mercedes (Coord.): Relaciones histórico-geográficas de la 
gobernación de Yucatán (Mérida, Valladolid y Tabasco). UNAM. México. 1983. p. 
134 


17 De la Garza, Mercedes (Coord.): Relaciones histórico-geográficas... p. 390 
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entes políticos, tuvieron.'* Por lo tanto, es poco factible 
que hubiera habido incluso una carrera judicial, tal como lo 
afirman. 

Debajo tanto del batab como del ah hol pop estaba 
el consejo de ancianos, el cual era encargado de los 
asuntos de menor cuantía, así como de tratar de avenir a 
las partes proponiendo soluciones que satisficieran a los 
contendientes.'” 

Yendo a una particularización más profunda, Brokmann 
comenta que, a un nivel local, existía el cuchteel, que en el 
diccionario de Motul tiene diversas acepciones, aunque a la 
que se debe de atender es a la de parcialidad, parte de algún”, 
y que Brokmann refiere como “(...) grupos de familias 
extensas que ocupaban un territorio, siendo representado 
por el ah cuch cab, quien tenía derecho de veto en el consejo 
del pueblo (...)* Y debajo de toda esa estructura, estaba la 
familia como tal. 


18 Dentro de estas circunstancias, Chuchiak IV pasa por alto la influencia mexica que 
hubo en la zona inmediata al reino quiché, en el actual Soconusco chiapaneco, 
el cual, de alguna u otra manera, tuvo un impacto en las tierras guatemaltecas. 
De igual manera, se podría especular que el dominio azteca llegó incluso al reino 
quiché de Utatlán. Vid. in extenso Carmack, Robert M.: The quiché mayas of 
Utatlán. The Evolution of a Highland Guatemala Kingdom. University of Oklahoma 
Press. 1981. pp. 142 y ss. Dicha influencia, que evidentemente traía aparejada 
la transferencia de parte de las instituciones, no llegó a las tierras peninsulares 
yucatecas, por lo que lo afirmado por Chuchiak IV no es sostenible, dada la 
disparidad de circunstancias de uno y otro pueblo y lugar. 


19 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 304. 
20 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 144 
21 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 302, nota al pie 462. 
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Por otra parte, Ana Luisa Izquierdo y de la Cueva 
propone una jerarquía con una serie de variaciones, que a 
continuación se abordan. 

Según su esquema”, tanto el halach uinic como el 
batab contaban con una suerte de concejo, en donde estaba 
el ah cuch caboob. En el caso concreto, la palabra caboob 
es el plural del cab, y el conjunto de palabras tiene varias 
acepciones, aunque a la que se debe atender es a la de ah 
cuch caboob”, que quiere decir regidor o jurado. 

Aparentemente, el ah cuch cab era, efectivamente, 
un regidor que integraba un concejo que asesoraba a los 
superiores, con la particularidad de que este funcionario tenía 
un derecho de veto en relación con las decisiones que se 
tomaban en la corporación del halach uinic o del batab, ya 
que el ah cuch cab era nombrado por aquellos.” 

También surge la figura del ah kulel, que es definida 
como “(...) comisario o lugarteniente del batab; los ah 
kuleles llegaron a ser alcaldes y pequeños magistrados en la 
época colonial (...)”W. Otra definición es la de “(...) cierto 
oficial de la república menor que los ah cuch cabe y mayor 
que los tupiles. Ídem, abogado, medianero y tercero entre 


22 Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo en la 
sociedad maya. Instituto de Investigaciones Jurídicas. UNAM. 1981. Recuperado 
de https: //repositorio.unam.mx/contenidos/5035271 


23 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 16 


24 Okoshi Harada, Tsubasa: “Las entidades políticas de las Tierras Bajas del norte 
al tiempo de la invasión española” en Revista Digital Universitaria [en línea]. 1 de 
diciembre de 2012, Vol. 13, No.12. p. 6. Consultado el cinco de junio de 2022, 
recuperado del enlace http://www. revista.unam.mx/vol.13/num12/art119/art119.pdf 


25 Barrera Vásquez, Alfredo, et al.: Diccionario Maya CORDEMEX. Ediciones 
CODERMEX. Mérida, Yucatán. 1980. p. 349. 
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algunos (...)”? Brokmann sitúa a esos funcionarios como 
componentes del sistema judicial que “(...) constituían el 
cuerpo de consejeros y asistentes de un batab y se encargaban 
primordialmente de comunicar sus órdenes al pueblo. En los 
inicios de un juicio trataban de convencer al señor de aceptar 
o desechar las peticiones de las partes (...)”" En un similar 
sentido, Izquierdo y de la Cueva menciona que los ah kulel se 
encargaba de “(...) poner de acuerdo a los disputantes, obligar 
al cumplimiento de la norma violada, cuando era posible, 
imponer indemnizaciones para satisfacer al agraviado, tasar 
multas o ejecutar otros castigos menores (....)” 

Derivado, pues, de lo anterior, se deduce que los ah 
kulel eran funcionarios menores que hacían las veces de 
mediadores al igual que el consejo de ancianos y realizaban 
la petición al señor —halach uinic y batab— de que aceptara el 
caso; práctica que se reseñará más adelante. 

El funcionario que estaba hasta el fondo de esta 
jerarquía, era el tupil, que es traducido como alguacil. 
En este, al parecer, concurrían una serie de encomiendas, a 
saber: Notificar las resoluciones del halach uinic y del batab, 
auxiliar a los resolutores en sus diligencias, recolectar los 
impuestos, aprehender y presentar a los acusados ante el 
señor, e investigar los delitos cometidos.”” 


26 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 30 
27 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 310. 
28 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul... p. 732 
29 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 265. 
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Delineada de manera somera la jerarquía jurisdiccional 
de los mayas yucatecos del postclásico, ahora es evidente que 
se debe reseñar —de manera muy general— el procedimiento 
que llevaban a cabo para impartir justicia. 

Tanto el halach uinic como el batab ostentaban 
las funciones de señor político y de juez, tal como en la 
totalidad de los pueblos mesoamericanos del siglo XVI. Para 
mover la maquinaria jurídico-política, era necesario que el 
demandante, primeramente, cavilara detenidamente, en su 
seno familiar, si emprender o no el litigio. 

Posteriormente, habiendo tomado la decisión de llevar 
adelante el proceso, el litigante se apersonaba ante el consejo 
de ancianos, el señor, o uno de sus asistentes, en función de la 
gravedad e importancia del asunto, para ofrecerle un regalo, 
y así convencerle de echar a andar el proceso.*” Es decir, era 
un requisito sine qua non dar un presente al halach uinic o 
al batab para que estos vieran la conveniencia de iniciar el 
litigio. Este requisito era vital, hábil, e inclusive lógico, en 
palabras de Brokmamn. 


30 No obstante, existen aseveraciones en el sentido de que tal regalo era en pago 
por costas judiciales. Vid. Herrera, José Israel: Derecho procesal Maya. Tesis para 
obtener el grado de licenciado en Derecho. Universidad Autónoma de Yucatán. 
Mérida. 2000. p. 31. 
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También podía actuar como intermediario, para 
argumentar mejor el caso, y convencer al batab o al halach 
uinic de que aceptara el caso”, uno de los ah kulel,* quien, 
integrando un cuerpo consultivo, servía de consejero para el 
señor. También se podía añadir al proceso al kal pach*”, que 
era un abogado, que no cobraba por sus servicios, o un ah 
mahan tza**, el cual sí cobraba por sus servicios. 

Habiéndose aceptado el litigio, era enviado el tupil, 
que era quien convocaba a las partes, a efecto de que se 
apersonaran en el litigio, y lo pudiesen seguir en toda regla.** 

En materia penal**, se debe de hacer una precisión y se 
debe narrar un antecedente. 


31 Gaspar Antonio Chi menciona que incluso la parte interesada invitaba a un 
convite al Señor que iba a conocer de su caso, a efecto de convencerle de que 
aceptara la causa, y que evidentemente, tenía la razón. Strecker, Matthias y 
Artieda, Jorge: La Relación de algunas costumbres (1582) de Gaspar Antonio Chi. 
En Estudios de Historia Novohispana, 6 (006). 1978. En https://doi.org/10.22201/ 
iih.24486922e.1978.006.3256 pp. 12 y 13. 


32 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... pp. 237-239. 
33 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 250. 

34 Vid. nota anterior. 

3 


36 Para los efectos de precisar qué se debe entender por derecho penal, debemos 
atender a la definición propuesta por el Dr. Gilberto Martiñón Cano, en el sentido 
de que dicha materia es un mecanismo de control social integrado por normas 
jurídicas que prohíben u ordenan determinadas conductas, cuya transgresión 
legitima la intervención del poder punitivo del estado para restablecer el tejido 
social y aplicar una consecuencia penal. Dicho concepto atiende a cuestiones que 
van más allá de lo meramente jurídico, en donde la visión retributiva o ejemplar 
eran los únicos fines del derecho penal. Lo anterior es visualizado por el citado 
autor cuando menciona que “(...) las consecuencias jurídicas no sólo son penas 
o medidas de seguridad (...), y que además no es posible que el derecho 


al 


Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo... p. 59. 
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El antecedente consiste en lo siguiente: Los mayas 
sentían que todos los males que causaban sequías oO 
enfermedades eran consecuencia de su mal actuar, es decir, 
de los pecados. La manera que tenían aquellas gentes de 
“extirpar” dichos males era a través de la confesión. Y ese 
ritual se podía llevar a través de dos formas: la primera, era 
frente al sacerdote, y la segunda, a falta de sacerdote, los 
pecados se confesaban a los familiares. En ambos casos, 
podían estar presentes los mismos familiares del enfermo, 
incluso ayudándole a recordar todos aquellos pecados que 
había omitido, deliberadamente o por mero olvido.>” 

Ahora precisando, en vista de lo anterior, dice Izquierdo 
y de la Cueva que dicha confesión, en determinado momento, 
podía servir como prueba en contra del penitente en caso 
de un proceso penal. Ahora bien, si a pesar de que el delito 
fuese notorio, pero el reo se negaba a confesar, dice la misma 
autora, podía aplicársele al acusado ciertos métodos de 
tortura.** 


penal pueda “(...) desatender a las víctimas (...)” Dicha visión era poseída 
-aunque sin todo el entramado dogmático-jurídico- por las tribus o civilizaciones 
mesoamericanas, como se corrobora en el texto de Carlos Brokmann Haro. 

Cfr. Martiñón Cano, Gilberto: El fin del derecho penal. Apuntamientos para la 
construcción de una teoría del restablecimiento del tejido social. Ubijus Editorial. 
México. pp. 22, 25 y 29. 

Vid in extenso Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... 


37 de Landa, Diego: Relación de las cosas de Yucatán, sacada de la que escribió 
el Padre Fray Diego de Landa, de la Orden de San Francisco, en Colección de 
documentos inéditos relativos al descubrimiento, conquista y organización de 
las antiguas posesiones españolas de ultramar. Segunda serie, publicada por la 
Real Academia de la Historia. T. 13. Relaciones de Yucatán. ll. Establecimiento 
tipográfico “Sucesores de Rivadeneyra”. Madrid. pp. 333 y 334. 


38 Recurso digital disponible en: Izquierdo, Ana Luisa: El delito y su castigo... p. 62. 
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No obstante lo anterior, hay que poner de relevancia 
una aparente contradicción de Brokmanmn, en el sentido de 
que en primera instancia, afirma que “(...) Una de las más 
importantes [costumbres] es que la indagatoria se realizaba 
sin presión, malos tratos o tortura*Y...)” mientras que dentro 
del mismo texto, asevera coincidiendo con Izquierdo y de la 
Cueva que para obtener una confesión, se podía recurrir a 
la tortura*. Derivado de lo anterior, se puede afirmar que es 
posible encontrar indicios de tortura en lo descrito por Gaspar 
Antonio Chí, antiguo noble maya, quien menciona que “(...) 
[Algunas vezes el, que no se le pr]ouaua el adulterio; o le 
hallauan [a deshora en parte sospechosa] le prendian y le 
atauan las [manos atras]... ... por algun dia, o algunas horas 
[o le desnudaba]n o le cortaban los cabellos q(ue) era grande 
afrenta (...)*. Dichos procedimientos, amén de ser tenidos 
por infamantes, podrían considerarse una forma de tortura a 
efecto de que el imputado confesase el delito. A pesar de lo 
anterior, el mismo autor matiza en el sentido de que entre los 
mayas del actual Yucatán no se acostumbraba dar azotes a los 
imputados.* 

Dentro del proceso maya, se contaba con la prueba 
testimonial, la cual, en algunos casos, tales como en los 
contratos, se constituía de antemano, ya que los contratantes, 
después de realizado el pacto, bebían en presencia de testigos, 
como símbolo de haber alcanzado satisfactoriamente dicho 


39 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 313. 

40 Brokmann Haro, Carlos: La flecha dorada... p. 309. 

41 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 
42 Vid. nota 39 
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acuerdo*. De esta actitud se puede deducir que el hacer 
público y notorio dicho acuerdo no era más que con el fin de 
que, si surgía alguna polémica, los testigos pudieran atestar 
sobre si existía el contrato, y las condiciones que este tenía. 

Asimismo, pudiera decirse que se tiene una suerte 
de prueba presuncional, ya que, si bien en el proceso no 
se tomaba juramento, sí se le hacía ver a las partes sobre 
las consecuencias que tendría en su persona y su familia si 
llegase a mentir, que no era otra cosa que las maldiciones 
que enunciaban al principio de su declaración se llevarían 
a cabo*, Aparentemente, los mayas tenían mucho respeto — 
quizás podría aseverarse que hasta terror— de las maldiciones 
que se hacían al inicio de su declaración. Y es por ello que, 
derivado de este temor, se tenía por cierto todo aquello que 
afirmasen o negasen en juicio, ya que era poco probable 
que contravinieran la maldición. Lo mismo pasaba con la 
prueba confesional. Chí menciona que, aunque se tuviera 
una deuda que no se pudiera pagar, el deudor no la negaba.* 
Dicha sinceridad puede deberse justamente al temor de las 
consecuencias de las maldiciones a las que se exponían. 

El resto de las pruebas, tales como la inspeccional, los 
careos y la fama pública, no se tiene la certeza —en virtud de la 
falta de datos de los cronistas contemporáneos que relataron 


43 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 13. 


44 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación española en Yucatán, o sea 
Historia de esta provincia. Escribióla el R.P. Fr. Diego López Cogolludo, provincial 
que fué de la órden franciscana; y la continúa un yucateco. José María Peralta, 
impresor. Campeche. 1842. p. 236 


45 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 13. 
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el modus vivendi de los mayas yucatecos del postclásico— de 
que hayan existido, por lo que no se realizarán conjeturas 
sobre ellas. 

Hay que destacar que la península de Yucatán del s. XVI 
estaba dividida en varios señoríos, como se advierte en la 
figura 1, y consecuentemente, en un territorio tan pequeño, 
podían suscitarse conflictos entre los mismos. 

En materia civil, cuando tal supuesto ocurría, el señor, su 
familia o su linaje asumían la defensa del vasallo de manera 
personal, comprometiéndose en el litigio hasta la sentencia; * 
de la cual, si le era desfavorable, asumía el pago.** 7 

En materia penal, la situación no era tan distinta de la de 
otras regiones, e incluso, de otras culturas a lo largo y ancho 
del orbe. 

La cárcel era simplemente amarrar al imputado con 
las manos por la espalda, y colocarle una collera,* y el 


érica 


Mesoam 


carcelero era el ah canan mazcab*, aunque en las crónicas - 
no se menciona un lugar específico para ello. Es decir, no el 
se desprende la existencia de una cárcel como tal, sino sólo . 3 
jaulas de madera.* O 
ar 
3 
Se 


46 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... pp. 236 y 237. 
47 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... pp. 13 y 14. 
48 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... p. 236. 


49 Arzápalo Marín, Ramón: Calepino de Motul. T. II. Universidad Nacional Autónoma 
de México. Edición digital 2017. pp. 1445 y 1894. La traducción literal es “El que 
cuida la cárcel” 


50 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 14. 
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Ahora bien, entrando en la materia de los casos que 
conocían los señores mayas, cabe destacar que si bien 
tenían un sistema de escritura —el cual fue descifrado por los 
rusos Yuri Valentínovich Knórozov y Tatiana Avenirovna 
Proskouriakov—, este no se aplicaba al Derecho, es decir, los 
procesos mayas eran solamente orales.** 

En relación con los delitos y su forma de castigo, no 
existía la pena de prisión. Sólo la pena capital, la ley del 
talión y la esclavitud.“* Al hablar de la ley del talión, se 
menciona que “(...) el castigo a menudo era igual al crimen 
cometido: lo mismo se castigaba con lo mismo (...)”* 

Los delitos que se juzgaban eran el robo, homicidio, 
violación, adulterio, el incendiario, y delitos de lesa majestad. 
El adulterio tenía varias formas de castigo. Uno de ellos era 
asaetear al cónyuge”*, mientras que a la pareja la estacaban. 
Otro método era dejar caer una piedra en la cabeza del 
adúltero —esto se daba sobre todo cuando la culpable era 
mujer—, mientras que cuando el culpable era el hombre, 
le tatuaban la cara, lo cual era, aparentemente en muchos 
casos, suficiente castigo para el adúltero varón. Si el marido 


51 Roys, Ralph L.: Indian background... p. 88 


52 Salcedo Flores, Antonio: El derecho maya prehispánico, un acercamiento a su 
fundamentación socio-política, en Revista Alegatos, no. 71, enero-abril 2009, 
Universidad Autónoma Metropolitana, p. 156. 


53 Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas. Trad. de Mario Bracamonte C. Editorial 
Diana. 16* reimpresión. México. p. 124. 


54 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 15. 
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perdonaba a la mujer, esta quedaba libre.” Aparentemente, la 
única forma de acreditar dicho delito era encontrando a los 
infractores in fraganti.>* 

El homicidio se pagaba con la vida, cuando este era 
doloso. Si el homicida era menor de edad, quedaba reducido 
a la esclavitud. Si el delito era culposo, el homicida podía 
conmutar la pena de muerte por pagar con un esclavo a los 
familiares ofendidos del difunto.*” Ahora bien, si el homicida 
no cumplía su palabra, los parientes de la víctima lo mataban 
a través de una emboscada.** 

La violación y los crímenes de leja majestad eran 
castigados con la pena de muerte. Sólo en el caso de lo que 
en las crónicas se llamaba forzar a una doncella, el cronista 
Antonio de Herrera y Tordesillas menciona que el delincuente 
moría apedreado.*” 

El robo era castigado con la esclavitud, hasta que el 
ladrón pudiera redimirse, o quedando así por toda su vida. 
Asimismo, el incendiario era sentenciado a la pena capital. 


55 de Landa, Diego: Relación de las cosas de Yucatán... p. 343. 


56 Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas... p. 126, y Zaragoza, Justo: Los tres 
siglos de la dominación... p. 236. 


57 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 


58 Roys, Ralph L.: Indian background... p. 31 y de Landa, Diego: Relación de las 
cosas de Yucatán... p. 343. 


59 de Herrera y Tordesillas, Antonio: Historia general de los hechos de los castellanos 
en las Islas y Tierra Firme del Mar Océano. Década IV. Tomo X. Oficina Real de 
Nicolás Rodríguez Franco. 1726. Madrid. p. 207 


60 Vid. Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 17, y de Landa, Diego: 
Relación de las cosas de Yucatán... p. 343. En este sentido, aparentemente existe 
cierta polémica en relación con la sanción que ameritaba el robo, ya que los autores 
anteriormente citados -Así como Diego López de Cogolludo- sostienen la tesis que 
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Ahora bien, los mayas imponían castigos por 
situaciones que actualmente no representan delito, o que no 
serían toleradas —como la esclavitud—, tal como el hecho 
de casarse o embarazar a una esclava.* % La razón en 
ello es muy simple: Se puede advertir claramente que los 
mayas, por razones de estricto orden económico, daban una 
preponderancia fundamental a la esclavitud como motor de 
su economía y como forma de suplir la mano de obra, en 
constante carestía. Así pues, si un individuo embarazaba a 
la esclava de otro, podría decirse que le estaba provocando un 
menoscabo patrimonial, en virtud de que la esclava, al quedar 
embarazada, quedaba incapacitada, y al tener a su hijo, que 
a su vez, también sería esclavo, el dueño tendría otra boca — 
imprevista— que mantener. Por lo tanto, y para no dejar a su 
suerte tanto a una como al otro, se le imponía al que cometía 
el acto, el ser reducido a la esclavitud. La misma suerte corría 
la mujer que se casaba con un esclavo, es decir, quedaba 
reducida a la esclavitud. 


se afirma en el texto, mientras que Von Hagen y quienes lo citan sostienen que la 
pena era lisa y llanamente la muerte. Quizás el hecho de que se les sentenciara a 
muerte resulte poco sostenible, ya que, si bien es cierto los mayas eran bastante 
afectos a ejecutar la pena capital, Diego de Landa menciona una razón de peso 
para creer que no necesariamente fuera la pena aplicable al delito de robo, que 
es una causa puramente social. El fraile menciona que en tiempos de hambre 
muchas personas eran reducidas a la condición de esclavos. Si bien es cierto que 
la afirmación es singular, ya que ninguno de sus contemporáneos menciona dicha 
circunstancia, la aseveración en relación a la sentencia proviene de Chí, quien a 
la sazón era informante y descendiente de la nobleza que habitaba la península 
yucateca al momento de la conquista castellana. 


61 Strecker, Matthias y Artieda, Jorge: La Relación... p. 16. 
62 Zaragoza, Justo: Los tres siglos de la dominación... p. 237. 


63 Von Hagen, Victor: El mundo de los mayas... pp. 108 y 109. 
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En relación a todo lo anteriormente dicho, se debe 
puntualizar lo siguiente: El estudio hasta aquí realizado 
solamente está referido a los mayas de la península de 
Yucatán. Esto es motivado por el hecho de que, al momento 
de la conquista de Yucatán en 1542, y a su vez, de la 
conquista de México-Tenochtitlán realizada por Cortés en 
1521, la zona que abarca los actuales Chiapas y Guatemala 
se vieron influenciadas por contactos con los mexicas, tal 
como se muestra en la nota 18, donde el autor comenta que 
Moctezuma Xocoyotzin envió a una de sus hijas a casarse 
con el rey quiché. La hipótesis de la influencia mexica en la 
zona de Chiapas y Guatemala se ve ampliamente corroborada 
por los diversos cronistas de la época, así como por estudios 
tanto históricos como arqueológicos posteriores.* Por lo 
tanto, dicha situación hace evidente la imposibilidad de tomar 
en cuenta, para reseñar la dinámica jurisdiccional maya, las 
fuentes y estudios de zonas donde se haya hecho presente 
la cultura mexica, en virtud de que ese contacto evitaría 
apreciar en su “pureza” —si cabe el término-— las instituciones 
típicamente mayas. 

Si bien es cierto que probablemente hubiera influencia 
tolteca en el área maya de la península, esto fue en la época 
clásica de la misma, por lo que cuando llegaron los castellanos 
a aquella zona, dicha influencia muy probablemente se 
hubiera diluido entre la costumbre maya, o simplemente, 
hubiera caído en el olvido. 


64 Vid. in extenso: Navarrete Cáceres, Carlos: Algunas influencias mexicanas en 
el área maya meridional durante el posclásico tardío, en Revista de Estudios de 
cultura Náhuatl, N*. 12, UNAM, IIH, 1976, p. 346 
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División de señorios 
en el siglo XVI 
según Ralph Roys 


Fig. 1. División política de la península 
de Yucatán en el s. XVI* 


65 Chuchiak IV, John F, et. al.: El derecho prehispánico maya.... p. 36. 
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Ill.- Aztecas y acolhuas. 


a administración de justicia dentro de la cuenca del 

Valle de México es, de manera indiscutible, la más 

compleja de que se tiene noticia en el contexto de las 
culturas precortesianas. 

Como en el caso de los mayas, primeramente se 
reseña su constitución y estructura, para posteriormente 
dar a conocer los casos que conocían los jueces mexicanos 
y acolhuas, tratando de señalar las diferencias que pudieran 
haber existido entre ambos. 

El perfil del juez mexica, según Fray Bernardino de 
Sahagún, era que, en primera instancia, debía ser un egresado 
del calmécac, —es decir, que preferentemente fuesen nobles—, 
y que además, fuesen “(...) personas de buenas costumbres 
[...] prudentes y sabias (...)”% Pero aquí no se agotan 
los requisitos. Debían ser individuos completísimamente 
honestos, que no fuesen afectos a la bebida ni demasiado 
viscerales, no ser susceptibles de recibir dádivas o tener 
parcialidad por alguna persona o estrato social, así como 
diestros en el arte de la guerra.” *% 


66 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de las cosas de la Nueva España. 
Ed. Porrúa. 11” edición. México. p. 452. 


67 Vid. nota anterior. 


68 Aparte de las virtudes morales que se buscaban dentro del perfil del juez, el 
requisito que, según Sahagún, se debía cumplimentar en relación con la destreza 
en la guerra, podría equipararse al cursus honorum romano, donde la experiencia 
militar era indispensable a efecto de poder acceder a un puesto político o 
jurisdiccional. Soutelle sostiene que los jueces, en el caso de Tenochtitlán, surgían 
de entre las filas de los dignatarios experimentados, mientras que en Texcoco 
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En el contexto acolhua, el rey Netzahualcóyotl fijó las 
normas que estarían vigentes hasta la conquista, haciendo 
una combinación de un presunto cursus honorum y 
colocando a personas de su confianza; es decir, que le habían 
ayudado a recuperar su trono usurpado. Según Fray Juan de 
Torquemada, puso a dos hermanos suyos en lo que él llamaba 
el supremo consejo”: Quautlehuanitzin e Ichantlatocatzin 
conocerían de los casos graves y de las causas criminales para 
que, en conjunto y de acuerdo con el rey, fallaran. A otros 
5 tecuhtli dio la magistratura en lo relacionado a las causas 
civiles. 

En relación al perfil del juez acolhua, se desprende que 
tenía los mismos requisitos que el juez mexica: no ser afecto 
a dádivas ni por determinadas personas.” 

No obstante, a pesar del gran riesgo que conllevaba 
atreverse a cometer actos de corrupción, Fray Bernardino 
de Sahagún refiere que “(...) En el tiempo de Moteccuzoma 
echaron presos (a) muchos [...] jueces, [...] y después 
fueron sentenciados a muerte, porque [...] no hacían justicia 
derecha, o justa (...)””, por lo que se advierte que, aún 
con las disposiciones tan rudas como las que regían a la 


surgían una parte de las clases altas, y otra parte, de las clases bajas. Cfr. 
Soutelle, Jacques: La vida cotidiana de los aztecas en vísperas de la conquista. 
Fondo de cultura económica. 21* reimpresión. México. pp. 63-64. 


69 Web bibliografía, disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/01/03Libro_Segundo/miv1106.pdf, consultado el 
5 de septiembre de 2022. 


70 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección de documentos para la historia de 
México. 1!l Pomar.-Zurita.- Relaciones antiguas. (siglo XVI). México. Imprenta de 
Francisco Díaz de León. p. 111. 


71 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General... p. 448 
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judicatura, había actos de corrupción en el seno de la misma. 
Un ejemplo de ello es el que da Pilar Gonzalbo Aizpuru 
cuando dice que, en caso de que un delincuente cometiera una 
falta en el seno del barrio en que habitaba, ordinariamente 
podía quedar impune derivado de la protección que daban 
los familiares, o por la torpe actuación de algún juez corrupto 
o condescendiente.” Alonso de Zorita refiere que existían 
penas a los jueces borrachos y a los corruptos. Primeramente, 
el asunto se trataba en el seno de la judicatura, si la falta era 
menor. Si trascendía los límites de lo tolerable, o reiteraba 
en la falta, era trasquilado y privado del oficio “(...) que 
era tenido entre ellos por gran ignominia (...)””* Si la falta 
consistía en conculcar la imparcialidad debida, ameritaba 
la muerte. Misma pena ameritaba cuando el juez, en las 
reuniones que mantenía con el rey para resolver casos, le 
hacía una relación falsa del mismo.”* 


72 Gonzalbo Aizpuru, Pilar: Historia de la vida cotidiana en México. T. |. Mesoamérica 
y los ámbitos indígenas de la Nueva España. El Colegio de México. FCE. México. 
2004. p. 210. 


73 Vid. nota 69 


74 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección... p. 312. 
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Fig. 2. En el códice mendocino, se puede advertir 
de manera visual lo siguiente: Que entre los aztecas el 
sitial recubierto de un petate o estera, era el símbolo 
de la autoridad. Además de ello, los jueces actuaban 
acompañados de asistentes (tectli) que aprendían el oficio 
de la judicatura, aspirando a ocupar ese lugar algún día. 
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Fig. 3. Descripción gráfica del palacio de 
justicia en tiempos de Moctezuma Xocoyotzin, el 
cual aparece en la cima. Códice de Mendoza. 
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Fig. 4. Los jueces aztecas dictan 
sentencia de muerte. Códice Florentino 
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Fig. 5. Moctezuma Xocoyotzin en persona presencia 
la ejecución de un adúltero. Códice Florentino 
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Fig. 6. Jueces aztecas. Códice florentino. 
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Fig. 7. Juez escuchando un litigio. Esto se 
advierte por la presencia del tlacuilo, que era el 
encargado de escribir de manera resumida la causa, 
asentándola en un expediente. Códice florentino. 
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Fig. 8. Ejecución por garrote ante la 
presencia judicial, Códice florentino. 
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Fig. 9. Jueces oyendo un litigio. Códice florentino. 
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Las instalaciones de los juzgados se pueden advertir 
principalmente en el códice florentino, el mapa Quinatzin y 
en el códice Mendoza, donde se ve a los jueces resolviendo 
las causas que les plantean, muchas veces, asistidos por 
jóvenes aprendices. 

Los jueces, tanto en México-Tenochtitlán como en 
Texcoco, tenían la siguiente rutina: Desde el amanecer, 
despachaban en su sede, que ordinariamente solía ser el 
palacio del rey.” Aproximadamente a la hora de la comida, 
hacían una pausa para luego continuar con el despacho los 
asuntos que quedaban pendientes, hasta dos horas antes de la 
puesta del sol.”* 

En relación con la jerarquía, yendo de menor a mayor 
grado, se debe destacar primeramente el tecalli, que en 
lengua náhuatl quiere decir casa de piedra, el cual, según 
Alfredo López Austin”, era el juzgado al que concurrían 
los macehuales”. Dicho tribunal tenía como titular, según 
Manuel Orozco y Berra a un señor”, el cual era electo 


75 Web bibliografía, disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/01/03Libro_Segundo/miv1106.pdf, consultado el 
5 de septiembre de 2022. 


76 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva España. Colección Cien de México. 
CONACULTA. 1999. México. p. 343 


77 López Austin, Alfredo: La constitución real de México-Tenochtitlan. UNAM. México. 
1961. p. 97. 


78 Debe recordarse que los macehuales eran los plebeyos dentro de la sociedad 
azteca. 


79 En su texto, Orozco y Berra refiere que los titulares de dichos juzgados eran 
llamados teuctli, término que quiere decir, al igual que tecuhtli, “señor”. Orozco 
y Berra, Manuel: Historia antigua y de la conquista de México. Tomo primero. 
Tipografía de Gonzalo A. Esteva. México. 1880. p. 267. 
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anualmente. Dicha noción surge de Francisco Javier 
Clavijero, quien comenta lo mismo que Orozco y Berra. 
El autor jesuita, asimismo, dice que en aquel tribunal se 
conocían, de las causas del barrio o distrito.* 

Fray Bernardino de Sahagún denominaba también 
al tecalli como teccalco, el cual describe como el lugar 
a donde acudía la gente popular a ofrecer sus pleitos*”, 
Dicho juzgado era una suerte de juzgado cívico o menor 
de partido, en relación al trámite de causas civiles de poca 
cuantía. Asimismo, el tecuhtli debía ejecutar las órdenes 
de un tribunal superior, tal como lo refiere Clavijero**, Entre 
las órdenes que debía ejecutar era la de la aprehensión de los 
acusados por un delito. 

Superior al tecalli era el tlacxitlan, el cual, según 
cronistas e historiadores** posteriores, fungía como un 
tipo de tribunal de segunda instancia en materia civil. No 
obstante, la anterior afirmación debe ser matizada y tomada 
con precaución. La apelación, tal cual se entiende hoy, es 
el recurso vertical, en virtud del cual, el tribunal de alzada 
confirma, modifica o revoca la sentencia dictada por el juez 
de primera instancia. Además, ante el recurso de apelación, 
la jurisdicción delegada en la primera instancia, retorna al 
80 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua de México. Ed. Porrúa. 12” ed. 2021. 

México. p. 305. 
81 Cfr. De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 447. 
82 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 340 
83 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 


84 Alfredo López Austin refiere que, en efecto, el tlacxitlan era un tribunal de segunda 
instancia civil en toda regla. De igual manera, Carlos Brokmann Haro hace una 
interpretación análoga. 
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tribunal de alzada.* En el caso del tlacxitlan, esto no es del 
todo exacto, ya que lo que se ha entendido en los análisis 
histórico-jurídicos de esta época como apelación, era en 
realidad una relatoría por parte de los jueces del tecalli 
a los magistrados del tlacxitlan. Esto es así, porque Fray 
Bernardino de Sahagún refiere en su texto que los jueces 
del tecalli, después de averiguar el asunto, y habiendo 
determinado que era una causa complicada “(...) llevábanlo a 
los de la sala más alta, que se llamaba tlacxitlan, para que allí 
se sentenciase por los mayores cónsules (...)” *. 

Otro dato que lleva a pensar de la forma en que se ha 
planteado, es que Fray Juan de Torquemada no hace mención 
alguna de los tribunales del tecalli, haciendo alusión a que 
únicamente el tribunal del tlacatéccatl era quien conocía 
los asuntos civiles, y que tenía sus tenientes que “(...) oían 
juntamente con ellos, y libraban las causas que se trataban 
(...y), aunado a que el mismo cronista menciona que el 
cihuacóatl “(...) Oía de causas que devolvían [...] a él 
por apelación, y estas eran solas las criminales, porque de 
las civiles no se apelaba de sus justicias ordinarias (...)” 
Clavijero*, a pesar de mencionar que el tecalli actuaba 


85 Sirve de apoyo lo establecido en la tesis en materia civil de la Décima época, con 
número de registro digital 2022863 y con número de jurisprudencia 1.110.C. J/7 C 
(10a.), emitida por el décimo primer tribunal colegiado en materia civil del primer 
circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, publicada el viernes 
19 de marzo de 2021 


86 Vid. De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 452. 


87 Web bibliografía: https: //historicas.unam.mx/publicaciones/publicadigital/ 
monarquia/mi_vol04.html consultado el 2 de octubre de 2022. 


88 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 
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como tribunal de primera instancia, no deja de decir que el 
tecuhtli se presentaba diariamente ante el tlacatéccatl o ante 
el propio cihuacóatl a efecto de dar cuenta de lo sucedido en 
su juzgado y recibir sus Órdenes. 

De igual manera, el oidor Zorita menciona que existían 
jueces que eran capaces de sentenciar asuntos de poco 
valor, y que además estaban obligados a observar lo que les 
mandaban los señores, derivado de los conversatorios que 
llevaban a cabo.” 

De lo anterior, pues, se advierte que el tribunal del tecalli 
era, por hacer un símil con instituciones actuales, una suerte 
de juzgado menor que sólo sentenciaba de cosas sumamente 
menores. En asuntos mayores, eran Órganos auxiliares del 
tribunal superior: El Tlacatéccatl o tlacxitlan. 

La denominación de tlacxitlan la realiza Fray Bernardino 
de Sahagún, mientras que Tlacatéccatl es la forma en que 
denominan Clavijero, Torquemada y Orozco y Berra, pero se 
advierte que se habla del mismo tribunal, que es el que está 
inmediatamente debajo del tribunal del cihuacóatl. 

Dicho tribunal conocía de los asuntos difíciles en 
materia civil, en una única instancia, como se ha mencionado, 
y era el órgano que juzgaba primeramente en materia penal, 
sin que un inferior pudiera hacerlo. Para ello, tomaba los 
testimonios de las personas involucradas en un caso penal, 
siendo de las pocas excepciones a la regla general de que un 
macehual pudiera pisar el palacio real. De igual manera, era 
el juzgado al que acudían los pipiltin, es decir, era el tribunal 


89 Cfr. Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 344 
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de los nobles”, que a diferencia de los macehuales, aquellos 
no precisaban acudir primero al tecalli. En este sentido, es de 
advertirse una similitud con el tribunal del tecalli: El tribunal 
del Tlacatéccatl estaba capacitado para juzgar cualquier clase 
de asuntos penales, los cuales, de ordinario, debía confirmar 
el tribunal del Cihuacóatl.” Sólo el Huey Tlatoani podía 
dictar la pena de muerte, por lo que en los asuntos de esa 
naturaleza, el Cihuacóatl transmitía la sentencia de muerte 
acordada por el propio Tlatoani.” El tribunal del Tlacatéccatl 
estaba integrado por el propio Tlacatéccatl —quien a su 
vez era un alto mando dentro del ejército mexica— el 
cuauhnochtli”, quien ejecutaba las sentencias pronunciadas 
por el Tlacatéccatl, y por el tlailotlac. 

El más alto tribunal era, indiscutiblemente, el del 
Cihuacóatl. Dicho personaje era la mano diestra del 
Tlatoani cuando este se encontraba ausente. Era de tal 
importancia, que aquel que se atreviera a usurpar su nombre 
o sus insignias, era reo de muerte, sus bienes confiscados 
y su mujer y sus hijos, reducidos a la esclavitud. Su 
tribunal estaba compuesto, según la versión náhuatl del 
códice florentino, por el propio Cihuacóatl, además del 


90 López Austin, Alfredo: La constitución real... p. 100. 


91 De Sahagún, Fray Bernardino: Historia General de... p. 452, Clavijero, Francisco 
Javier: Historia Antigua... p. 305 


92 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias de Nueva España y Islas de Tierra Firme. 
T. II. Imprenta de Ignacio Escalante. México. 1880. pp. 222-223. 


93 Vid. Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266, Clavijero, Francisco 
Javier: Historia Antigua... p. 305, y Recurso digital disponible en: https://historicas. 
unam.mx/publicaciones/publicadigital/monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/ 
miv4028.pdf consultado el 12 de octubre de 2022. 
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Tlacochcálcatl, el Huitznahuatlailótlac, el Ticociahuacatl, 
el Pochtecatlailótlac, el Ezhuahuácatl, el Tezcocoacatl 
mexicano, el Acatliacapanécatl, el  Milnáhuatl, el 
Atláuhcatl, el Ticociahuácatl, el Cihuatecpanécatl, y el 
Tequixquinahuácatl,” todos ellos grandes dignatarios dentro 
del aparato estatal y militar del estado mexica. Dictaban la 
última palabra en materia penal, donde decretaban sentencia 
definitiva en casos difíciles, y, como se ha mencionado, 
transmitían la pena de muerte dictada por el Tlatoani. 
Además, no conocían de casos civiles, en virtud de que de 
eso se encargaba el tribunal del T/acatéccat!. 

Llegados a este punto, surge la pregunta ¿Por qué el 
tecalli hacía una simple relatoría de los casos difíciles en 
materia civil al Tlacatéccatl? ¿Por qué el Tlacatéccatl hacía 
lo mismo en materia penal, en relación con el Cihuacóatl? 

La respuesta la da fray Diego Durán, quien asegura 
que no había plebeyo o macehual que “(...) osase traspasar 
ni poner el pié en el umbral de las casas reales, porque para 
sus pleytos tenian sus particulares lugares y audiencias 
donde pedian su justicia, de donde venia de mano en mano 
al supremo consejo para quellos lo sentenciasen (...)”. 
Es decir, el tecalli fungía como un mero enlace entre el 
pueblo y el Tlacatéccatl, y a su vez, el Tlacatéccatl fungía 
como un enlace entre el reo y el Cihuacóatl o el mismo 
Tlatoani, quienes tenían en sus manos su vida. Esto era así, 
en virtud de que el pueblo llano no podía entrar al palacio 


94 López Austin, Alfredo: La constitución real... pp. 100 y 101, y De Sahagún, Fray 
Bernardino: Historia General de... p. 452. 


95 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias de Nueva España y Islas de Tierra Firme. 
T. |. Imprenta de J.M. Andrade y F. Escalante. México. 1867. p. 198. 
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del Tlatoani, porque si así lo hacía, se convertía en acreedor 
a una sentencia de muerte. En virtud de lo anterior, era por 
eso que los casos se trasladaban del tribunal menor al mayor, 
sin que cupiese, como se ha dicho anteriormente, hablar de 
un recurso de apelación, en virtud de que, bajo esa dinámica 
social era imposible que existiese. 

Un personaje que entra en escena, es el tlacuilo, es 
decir, el pintor. Se debe advertir que, el sistema de escritura 
de los mexicas era pictográfico. Y dado que el estado mexica, 
al momento de la llegada de los castellanos, era una sociedad 
que estaba en proceso de adquirir mucha mayor complejidad 
que una simple tribu, es de suponerse que debían implementar 
registros a efecto de evitar un caos administrativo. 

Aunque no ha llegado a los tiempos actuales algún 
expediente, es evidente que, en la época precortesiana, en la 
cuenca del valle de México, ya existían.* 

En dichos expedientes, según lo relatado por los 
cronistas, se plasmaba la demanda, la contestación, las 
pruebas y la sentencia que se dictaba sobre el caso. El relato 
jurídico era mandado elaborar por el juez del tecalli, para 
trasladarlo al Tlacatéccatl, en materia civil. En el caso de la 
materia penal, el Tlacatéccatl hacía las averiguaciones que 
constarían en el expediente, para posteriormente trasladarlo 
al Cihuacóatl, y que este confirmara la sentencia. Esto, como 
se ha dicho, era derivado de la dinámica social que se ha 
mencionado antes, donde los macehuales involucrados tenían 


96 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas. Tribunal Superior del Distrito Federal. 


México. p. 156. 


97 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.343 
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prohibido apersonarse -a menos que fuesen llamados- en el 
palacio real, lugar donde estaban asentados los juzgados tanto 
del Tlacatéccatl como del Cihuacóatl. 

En relación con el reino de Texcoco, es Fray Juan 
de Torquemada el que hace una relación más precisa en lo 
concerniente al cómo se impartía justicia en dicho reino. 

En el reino acolhua, los juzgados estaban ubicados en 
6 distritos o ciudades principales”. Torquemada los refiere 
como audiencias o cancillerías. De similar manera que sus 
aliados del lago, dicha instancia conocía de asuntos menores 
o de poca cuantía, y también estaban calificados para reunir 
evidencia en los casos que conocían sus superiores, así como 
para aprehender a quien le ordenasen. Los horarios en que 
atendían eran los mismos que sus pares aztecas, y no se sabe 
el nombre que daban los texcocanos a ese juzgado, aunque sí 
al lugar en que residían, al cual llamaban tecpan. 

En la ciudad de Texcoco, existían dos salas, integradas 
a su vez por doce jueces, según Mendieta” y Zorita'”, o 
por dos jueces, según Torquemada. El referido cronista 
torquemadense relata que “(...) Había diferencia entre los 
dichos jueces, porque los de una sala eran de más autoridad 
que los de la otra, estos se llamaban jueces mayores y esotros 
menores; los mayores oían de causas graves y que pertenecían 
a la determinación del rey; los segundos de otras, no tan 


98 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 305 


99 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana. Antigua librería. México. 
1870. p. 135. 


100 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.344 
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graves, sino más leves y livianas (...)”% Se advierte pues, 
que los llamados jueces menores eran de la misma especie 
que los de las provincias llamadas audiencias o cancillerías 
por Torquemada, quienes conocían de causas menores, y 
fungían como investigadores de las causas graves. 

Los así llamados jueces mayores eran capaces de 
conocer, según se advierte, de cualquier causa, tanto civil 
como penal, pero no eran capaces de dictar sentencia sin 
el acuerdo del rey. En esto se diferencia del tribunal del 
Cihuacóatl, en virtud de que la palabra de este, salvo en el 
caso de sentencia de muerte, era la definitiva. 

En lo referente a cómo se impartía justicia, es de notar 
que existen diferencias en relación a cómo se hacía en 
Texcoco y en Tenochtitlán. Los cronistas particularizan en 
este sentido que a continuación se analiza. 

Primeramente, la relatoría de los casos que pasaban al 
tribunal superior, era basada en un expediente que elaboraba 
un tlacuilo, es decir, un pintor, a quien se le atribuía la calidad 
de secretario, quien ponía en el papel “(...) todo lo que se 


101 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/miv4028.pdaf consultado 
el 19 de octubre de 2022. 
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trataba y había de queda por memoria (...)” a través de la 
forma jeroglífica que tenían de escribir.' Dicha circunstancia 
es confirmada también por Zorita'% y Mendieta!” 

Además de lo anterior, otra particularidad de la 
judicatura texcocana era la realización de una suerte de 
conversatorios a donde concurrían todos los jueces ante 
la presencia del rey, a efecto de discutir sobre los casos 
complicados, o graves. Dichos conversatorios tenían lugar 
cada diez o doce días,'% al cabo de los cuales, todos los 
asuntos pendientes se resolvían con acuerdo del rey, sin que 
ninguno pudiera apelarse. 

Si el asunto era de mayor gravedad que el promedio, este 
se dilucidaba en el conversatorio denominado nappoallatolli, 
que significa plática de ochenta, refiriéndose a los días,'% 
donde debidamente relatado, con base en el expediente 
pintado por los tlacuilos, tal como en los conversatorios 
ordinarios, se resolvían sin más apelación. 

Aunado a estas singularidades, otra cuestión que podría 
decirse que distinguía a la judicatura acolhua era el uso de 
lo que Mendieta denominaba alguaciles. Dichos personajes 


102 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/04/02Libro_Undecimo/miv4028.pdf consultado 
el 19 de octubre de 2022. 


103 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.343 


104 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana. Antigua librería. 
México. 1870. p. 135. 


105 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana... p. 135. 


106 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 20 de octubre de 
2022. 
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estaban divididos en dos clases: los achcauhtzin, quienes 
eran los encargados de aprehender a los acusados, o a quien 
los superiores mandaran'”. El número de estos, según 
Mendieta y Zorita, era de doce!'%, es decir, uno por cada juez. 
Torquemada no precisa el número, pero es coincidente en las 
ocupaciones de dichos funcionarios. Asimismo, se tenía a los 
topilli —topil en singular— quienes se encargaban únicamente 
de hacer citaciones o comunicar las órdenes!'”. Es decir, 
podrían equipararse a los actuarios contemporáneos. 

Los jueces de Texcoco —y probablemente los mexicanos, 
aunque no hay datos en ese sentido— tenían una paga por 
parte del estado, en forma de tierras propiedad del rey, 
labradas por personal destinado para ello, obteniendo así los 
jueces su paga, garantizando así la independencia judicial, y 
consecuentemente, acotando de buena manera las probables 
corruptelas. Dichas tierras no eran hereditarias, sino que los 
beneficios los disfrutaba quien era juez.!'% !!! 

En relación a lo que conocían los jueces del valle de 
México —sin hacer distinción, en este caso, entre acolhuas 
y mexicas—, en materia civil, se conocían cuestiones sobre 
bienes inmuebles, contratos, y la acción de divorcio. Esta 
era juzgada y sentenciada por los jueces menores o los del 


107 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266 


108 de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana... p. 135, y Zorita, 
Alonso de: Relación de la Nueva... p.344 


109 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 266 


110 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 20 de octubre de 
2022. 


111de Mendieta, Fray Gerónimo: Historia eclesiástica indiana... p. 135 
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tecalli.'*? El proceso, se llevaba de manera similar a lo que, 
en la época contemporánea, era el ahora derogado artículo 
697 del código de procedimientos civiles para el estado de 
Guanajuato.''* 

El proceso de divorcio entre los habitantes del valle de 
México, constaba de dos fases: La primera, era una audiencia 
de conciliación, donde los jueces trataban de hacer que las 
partes se desistieran. Según Zorita “(...) procuraban los 
jueces de los conformar y poner en paz, y reñían ásperamente 
al que era culpado, y les decían que mirasen con cuánto 
acuerdo se habían casado, y que no echasen en vergiúenza 
y deshonra á sus padres y parientes que habían entendido 
en los casar, y que serían muy notados del pueblo, porque 
sabían que eran casados; y les decían otras cosas y razones, 
todo á efecto de los conformar (...)”''*. Terminada esta fase, 
si los involucrados porfiaban en su decisión, el juez lisa y 
llanamente despedía a los esposos de mala manera,''* lo 
112 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.340 


113 Congreso del estado de Guanajuato. Código de procedimientos civiles para 
el estado de Guanajuato. Recurso digital disponible en https://congresogto-my. 
sharepoint.com/personal/inileg_congresogto_gob_mx/_layouts/15/onedrive.as- 
px?id=%2Fpersonal%2Finileg%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%- 
2FCompilaci%C3%B3n%20Legislativa%20Integral%2FC%C3%B3digos%20 
Editados%20para%20Carga%20en%20Admin%2FC%C3%B3digo%20de%20 
Procedimientos%20Civiles%2FEditadas%20Pdf%2F19340308%2Epdf8parent=%- 
2Fpersonal%2FinilegY%5Fcongresogto%5Fgob%5Fmx%2FDocuments%2FCompi- 
laciC3%B3n%20LegislativaY%20IntegralY%2FC%C3%B3digos%20Editados%20 
para%20Carga%20en%20Adminv2FC%C3%B3digo%20de%20Procedimien- 
tos%20Civiles%2FEditadas%20Pdfága=1 consultado el 23 de octubre de 2022. 


114 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.340 


115 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 23 de octubre de 
2022. 
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que se entendía como una disolución tácita del matrimonio. 
Cuando se suscitaba esto, se hacía la partición de los bienes 
que cada uno había aportado al matrimonio —de lo cual 
llevaban inventario los padres de los esposos— para que estos 
fuesen devueltos a sus dueños primitivos,''* tal como se 
hace en la actualidad en relación con la sociedad conyugal. 
Asimismo, el cónyuge culpable era sentenciado a la pérdida 
de la mitad de sus bienes.''” En lo concerniente a la custodia 
de los hijos, la costumbre era clara: Los varones se iban con 
el padre, y las hijas con su madre.''* 

Si el marido abandonaba a su mujer de motu proprio, 
es decir, sin mediar sentencia del juez, se le penalizaba 
chamuscándole el cabello.''? Las causales de divorcio eran de 
diversa índole, siendo las más la falta de cumplimiento de las 
obligaciones que les correspondían a los cónyuges.'” 

En relación con las disputas sobre bienes inmuebles, 
si había dos que se ostentaran como dueños de un predio, 
y después de que ambos sembraran maíz, uno arranca la 


116 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 95 


117 Chavero, Alfredo: Obras históricas de don Fernando de Alva Ixtlilxochitl. 
Oficina tipográfica de la Secretaría de Comercio. México. 1891. p. 239 


118 Durán, Fray Diego: Historia de las Indias... T. Il. p. 116 


119 López de Gomara, Francisco: Crónica de la Nueva España. Recurso digital 
disponible en  http://www.bibliotecavirtualdeandalucia.es/catalogo/es/consulta/ 
registro.do?id=7145 consultado el 27 de octubre de 2022. p. 222 en el navegador 
del documento en formato .paf 


120 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/07/miv7041.pdf consultado el 27 de octubre de 
2022. 
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siembra del otro, era condenado a que el maíz arrancado se 
le colgara del cuello, y se hiciera procesión infamante en el 
tianguis.” 

Según lo que cuentan las crónicas, la esclavitud estaba 
profundamente regulada en los tiempos de existencia 
de los estados del valle de México. Además, Fray Juan 
de Torquemada refiere que, definitivamente, no era una 
condición que implicara extrema rudeza para el esclavo.!” 
Esto se menciona porque, si bien es cierto que la esclavitud 
está actualmente prohibida en México, no es menos cierto 
que dicha figura tenía tal importancia que era regulada dentro 
del mundo de los contratos civiles. 

Existía pues, una suerte de acción reivindicatoria 
en relación con los bienes y los esclavos. Las leyes de 
Netzahualcóyotl referían que si un individuo vendía un predio 
a dos compradores diversos, el bien se declaraba en favor del 
primer comprador, y el segundo adquiriente perdía el precio 
pagado por el inmueble, siendo el vendedor castigado por el 
engaño.'” 

La misma dinámica aplicaba para quien se vendía como 
esclavo, prescindiendo solamente del castigo, ya que es dable 
suponer que la propia esclavitud era suficiente. Además, la 


121 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 137 


122 Dentro del relato que hace el monje franciscano, refiere que “(...) Si los 
esclavos eran muchachos o pobres, estábanse en casa con sus amos, los cuales 
los trataban como si fueran hijos, y así los vestían y les daban de comer, como 
a tales, y muchas veces los amos se casaban con esclavas suyas y lo mismo 
hacían las mujeres (...)” Recurso digital disponible en https://historicas.unam.mx/ 
publicaciones/publicadigital/monarquia/volumen/04/05Libro_Catorce/miv4122.paf 
consultado el 30 de octubre de 2022. 


123 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 239 
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venta de sí mismo se tenía qué hacer ante cuatro testigos; ello 
en virtud de darle la mayor publicidad posible al acto, y que 
los sucesivos no se llamaran a fraude.'”* 

En ocasiones, para evitar caer en la esclavitud, así 
como entre los mayas, los habitantes del valle de México se 
tornaban en deudores solidarios de la deuda de un familiar 
suyo; es decir, la familia ayudaba al insolvente a saldar su 
compromiso. !? 

No obstante lo anterior, el deudor no se libraba de la 
prisión. Pero se debe matizar el concepto prisión. Se debe 
recordar que Francisco Javier Clavijero menciona que 
existían dos tipos de cárceles: el teilpiloyan y el cuauhcalli. !?* 
Dichas prisiones tenían funciones diferentes. Mientras la 
última era la postrimera morada del prisionero, antes de ser 
sacrificado, la primera funcionaba como una forma de presión 
—o de ejecución de deudas como tal, según Kohler'”— sobre 
el deudor, a efecto de que él o su familia realizaran el pago de 
las deudas del moroso. Es decir, no tenía un carácter penal, 
sino como medida de apr 


124 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 112 


125 Recurso digital disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/04/05Libro_Catorce/miv4122.pdf consultado el 
30 de octubre de 2022. 


126 Clavijero, Francisco Javier: Historia Antigua... p. 312 


127 Kohler, Josef: El derecho de los aztecas...p. 110 
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TEILPILOYAN. TEILPILOYAN (VARIANTE). 


Fig. 10. Representación, en lenguaje jeroglífico 
nahua, del teilpiloyan. Nótese la figuración del 
pie amarrado al lugar. Extraído de “Nomenclatura 
geográfica de México: etimologías de los nombres de 
lugar correspondientes a los principales idiomas que 
se hablan en la República”. Antonio Peñafiel.'” 


Asimismo, los contratos ordinariamente se garantizaban 
en virtud de prenda!” y si estos no se pagaban, como lo 
eran las compras a crédito, el deudor se tornaba en esclavo 


128 Universidad Autónoma de Nuevo León: Recurso digital disponible en http:// 
cdigital.dgb.uanl.mx/la/1080043545/1080043545_114.pdf consultado el 3 de 
noviembre de 2022. 


129 García Icazbalceta, Joaquín: Nueva colección de documentos... p. 117 
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del acreedor!*”. Cabe reiterar que esto no era una cuestión 
de derecho penal, sino lisa y llanamente lo que en los días 
actuales se denomina “cláusula penal”. Es decir, una sanción 
contractual. 

Existía una norma protectora del patrimonio dado en 
herencia. Dice la ley 16 de Netzahualcóyotl'** que “(...) si 
algún principal mayorazgo'*” fuese desbaratado'** o travieso, 
o si entre los dos de estos tales hubiese alguna diferencia 
sobre tierras u otras cosas, el que no quisiese estarse quedo 
con la averiguación que entre ellos se hiciese, por ser soberbio 
y mal mirado, le fuesen quitados sus bienes y el mayorazgo y 
fuese puesto en depósito en una persona que diese cuenta de 
ello para el tiempo que le fuese pedida (...)” Es decir, bajo 
ciertos casos, si alguien de plano era mal administrador de 
la herencia que le habían dejado sus padres, el estado, para 
evitar la dilapidación total de los bienes, eran entregados a 
un administrador, a efecto de que los preservara durante el 
tiempo que el rey estimara conveniente. !** 


130 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 269 
131 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 239 


132 Institución que somete la propiedad a un régimen privilegiado para evitar su 
transmisión fuera de una determinada línea sucesoria. Consultado en https://dpej. 
rae.es/lema/mayorazgo el 5 de noviembre de 2022. 


133 Disipar, malgastar los bienes. Consultado en  https://dpej.rae.es/lema/ 
desbaratar el 5 de noviembre de 2022. 


134 Esto sigue el mismo espíritu que el artículo 565 del código de procedimientos 
civiles para el estado de Guanajuato, en el sentido de evitar la dilapidación de los 
bienes heredables. 
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En cuanto a las cuestiones probatorias, es de decir que, 
de manera similar a los mayas, las probanzas admitidas eran 
la testimonial y la confesional, pero a diferencia de aquellos, 
los expedientes mencionados anteriormente también 
constituían prueba documental. 

En materia penal, eran reprochados algunos de los 
siguientes delitos: 

Aborto: Moría la mujer que abortaba a su hijo, y quien 
le hubiera dado la sustancia para que pudiera hacerlo.'** 136 

Adulterio: Menciona Torquemada que el que tenía 
acceso carnal a una mujer casada, primeramente era multado 
con cien plumas de quetzal. No obstante, si ambos reincidían 
en la conducta, morían a través del apedreamiento o del 
ahorcamiento'””. Si el adulterio consistía en tener relaciones 
sexuales con la mujer del señor, era sentenciado a muerte 
común o en virtud de sacrificio. Según Zorita, para probar el 
delito, los jueces atormentaban a los implicados a efecto de 
que confesasen!*. Una agravante de este delito era cuando 
los burladores asesinaban al agraviado. En tal caso, el varón 
era asado con agua con sal, mientras que la mujer moría 
ahorcada.'*? En Texcoco, el encubridor corría la misma suerte 


135 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 272 
136 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.347 


137 Recurso digital disponible en  https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/04/03Libro_Doce/miv4047.paf consultado el 5 
de noviembre de 2022. 


138 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p.347 


139 López Hernández, Miriam: In tetl, in cuahuitl. Los sistemas jurídicos nahuas 
prehispánicos ante el adulterio, en Revista Relaciones Estudios de Historia y 
Sociedad, no. 149, invierno 2017. p. 203 
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que los adúlteros.'* En caso de que el burlado hiciera justicia 
por propia mano, era reo de muerte, por usurpar la justicia 
del rey.'* 

Alteración de las señales que dividían los terrenos: Se 
castigaba con la muerte.'* 

Despojo: Era castigado con la muerte en la horca.'* 

Embriaguez: Era reo de muerte el sacerdote ebrio. El 
aristócrata que se emborrachaba era privado de su oficio y 
degradado.'**. Entre los macehuales la sentencia era derribar 
la casa del borracho, siendo así desterrado de la comunidad. '* 

Homicidio: Se castigaba con la muerte. '* 


140 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 
141 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 271 
142 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 
143 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
144 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
145 Zorita, Alonso de: Relación de la Nueva... p. 349 
146 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
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Homosexualidad: Quien tenía relaciones sexuales 
con personas del mismo sexo, fueran hombres o mujeres!” 
moría ahorcado o por garrote'*, Asimismo, la persona que se 
vistiera con prendas propias del sexo opuesto, era ejecutada 
de la misma forma.'* 15 

Incesto: Este delito cometido entre parientes 
ascendientes o descendientes, aún por afinidad se castigaba 
con la muerte. Si se probaba que la otra parte había 
consentido, era también sentenciada a correr el mismo 
destino. Las relaciones sexuales entre hermanos, traían 
aparejada necesariamente la muerte de ambos, ya que se 
entendía que no pudo haber existido coerción al no existir 
una relación de poder, o por lo menos temor reverencial.!** 

Robo: Este delito tenía un tratamiento casuístico. Según 
Torquemada, el que robaba cosa valiosa, era obligado a 
devolverla, quedando el ladrón reducido a la esclavitud. 
Si este no era deseado por su ahora dueño, lo vendía para 


147 Se hace esta aclaración, en virtud de que existieron legislaciones donde se 
sentenciaban sólo las relaciones sexuales entre hombres, o sólo las suscitadas 
entre mujeres, siendo muy palpable esta distinción, la cual no hacían los antiguos 
mexicanos. 


148 El garrote era una forma de ejecución consistente en que la persona era 
estrangulada. A diferencia del ahorcamiento, donde el ejecutado se estrangulaba 
a sí mismo por el efecto de la gravedad, en el garrote, existía un ejecutor de la 
pena que, valiéndose de cualquier medio —ya sea por propia mano, con una soga 
o un instrumento más complejo, como el denominado garrote vil- estrangulaba a 
la persona. 


149 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 238 
150 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 y 272. 
151 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270-273 
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obtener lo robado. Si el ladrón ya había enajenado la cosa, 
se le sentenciaba a muerte. El que robaba en el tianguis, era 
ejecutado a palos. 

Los mexicanos tenían costumbre dejar que los 
caminantes pudieran tomar el maíz que necesitaran para 
satisfacer su hambre de los surcos que lindaban con el 
camino. Pero si alguien pretendía aprovecharse de esta regla, 
tomando más de lo que necesitaba, era tenido por ladrón y 
ahorcado.'*? El salteador de caminos era castigado con la 
muerte. 

Tráfico de personas: Los vendedores que vendían 
a algún niño libre tomaban su lugar como esclavos.!** 
Asimismo, quienes forzaban a un libre a ser vendido como 
esclavo, sufría la misma suerte. !** 


152 Recurso digital disponible en: https://historicas.unam.mx/publicaciones/ 
publicadigital/monarquia/volumen/04/03Libro_Doce/miv4041.pdaf consultado el 6 
de noviembre de 2022. 


153 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 
154 Orozco y Berra, Manuel: Historia antigua... p. 270 
155 Chavero, Alfredo: Obras históricas... p. 237 
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Conclusiones 


ay aspectos de los sistemas judiciales de las antiguas 

culturas que ofrecen valiosas lecciones para la 

impartición de justicia actual, ya que la historia, si no 
nos sirve para recuperar lo que fue útil, se limita a ser sólo un 
chisme. Un chisme interesante, sí, pero chisme al fin. 

Sobre los mexicas, es rescatable lo siguiente: 

Los jueces mexicas, guerreros probados, debían ser 
personas prudentes, sabias, honestas, no susceptibles de 
recibir dádivas, y sobre todo, individuos que seguían una 
carrera de aprendizaje del oficio durante mucho tiempo. El 
juez mexica era fácilmente reemplazado por un tipo igual 
de capaz que él, por el simple hecho de que el anterior había 
asegurado su formación en el amor a la justicia, sin mediar 
cuestiones políticas ni económicas, es decir, con completa y 
total independencia. Esta estricta selección aseguraba jueces 
íntegros y capacitados, una práctica que podría mejorar la 
transparencia y confianza en el sistema judicial moderno. 
Además, el uso de tlacuilos (pintores) para documentar los 
casos demuestra una temprana vocación de transparencia y 
registro documental en los procesos. 

Sobre los acolhuas, la implementación de normas 
estrictas y el castigo ejemplar a los jueces corruptos bajo 
el reinado de Netzahualcóyotl destaca la necesidad de un 
sistema judicial incorruptible, lo podría inspirar políticas 
contemporáneas más severas contra los casos de corrupción 
judicial. 
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Además, los jueces acolhuas contaban con la 
supervisión del rey a través de los conversatorios que sostenía 
con ellos, lo que permitía una revisión constante de los 
casos, garantizando que los plazos procesales se respetaran 
estrictamente, impartiendo justicia pronta y expedita. 
Implementar sistemas de revisión y apoyo similares podría 
fortalecer la calidad y rapidez de las decisiones judiciales 
actuales. 

Rescatando la cuestión maya, es de recordar que su 
justicia incluía un sistema de mediación antes de llegar a 
una fase judicial, buscando resolver conflictos a través de la 
conciliación. Este enfoque podría ser útil en la actualidad para 
promover la resolución de conflictos fuera de los tribunales y 
reducir la carga judicial. 

Además, contaban con un procedimiento oral que 
aseguraba la participación de las partes involucradas, 
dinámica que los pueblos indígenas de México aún llevan 
a cabo, y que ha permitido solucionar sus problemas 
comunitarios con relativa eficiencia, lo que puede ser una 
muestra de cómo llevar a cabo la justicia cívica. 

La exploración de los sistemas judiciales de las culturas 
mexica, acolhua y maya ofrece perspectivas valiosas para la 
justicia contemporánea. La integridad, la transparencia, la 
especialización, la mediación y la supervisión son prácticas 
que, adecuadamente adaptadas, pueden contribuir a la 
mejora de los sistemas judiciales actuales, promoviendo una 
impartición de justicia más justa, transparente y eficiente. 
Para que así, la justicia en Guanajuato pueda tener otro 
bicentenario. 
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Una visión desde la postura 
racionalista de la prueba 


Arturo de Villanueva Martínez Zurita 
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Admisión (Demanda laboral) 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


entro del procedimiento laboral, ya sea ordinario o 
en cualquiera de los diversos procedimientos que 
establece la ley federal del trabajo, no existe como tal 
la figura del “desechamiento de una demanda”. No obstante, 
sí es posible que no se dé trámite a la misma sin que medie 
para ello una prevención. 
Tales son los casos siguientes: 
1. Casos por lo que no se admite, por no ser la vía para 
el juicio pretendido por el actor. 
2. Por no contener su escrito, ni anexe algún elemento 
de donde se pueda desprender la firma del actor. 
Respecto del punto 2, cabe precisar que la no 
tramitación, en este supuesto, se debe a que no se actualiza 
el principio de instancia de parte, pues ante la falta de firma, 
resulta imposible para el tribunal subsanar tal omisión, o bien 
prevenir a la parte promovente, pues carece de exteriorización 
de la voluntad, situación que es un requisito sine quan non es 
posible instar cualquier tipo de procedimiento o juicio, pues 
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es un elemento personalísimo de expresión de la voluntad, y 
de aceptarse tal situación, se estaría supliendo la voluntad de 
las partes.' 

Ahora bien, cabe señalar que, un acuerdo mediante el 
cual no se da trámite a un juicio, por sus efectos jurídicos 
trascendentes, es un acuerdo que debe emitir un juez.? 

Por lo anterior, al presentar la demanda, únicamente 
existen 3 opciones para el secretario o en su caso, el juez: 
admitir, prevenir y no admitir (desechar). 

Sólo en caso de prevenir, y que tal prevención no 
sea subsanada por la parte actora, ya sea el secretario 
de instrucción o el juez pueden: subsanar lo material y 
jurídicamente subsanable o, en caso contrario, no admitir a 
trámite la demanda, como lo sería el supuesto en que no se 
haya agotado la etapa de conciliación judicial obligatoria.? 

1 Es aplicable por analogía la tesis de la Octava época, con número de registro 
digital 211469, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XIV, Julio de 1994, página 


592, de materia laboral, con rubro “FIRMA DE LA DEMANDA LABORAL. LA 
JUNTA NO PUEDE SUBSANARLA”. 


2 Es aplicable la tesis de la Undécima época, con registro digital 2024358 número 
11.20.T. JA L (11a.), emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia del 
Trabajo del Segundo Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación 
Libro 11, Marzo de 2022, Tomo IV, página 2800, en materia laboral, de rubro 
“SECRETARIO INSTRUCTOR. CARECE DE COMPETENCIA PARA INADMITIR 
LA DEMANDA LABORAL Y ARCHIVAR EL ASUNTO (LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO VIGENTE A PARTIR DEL 2 DE MAYO DE 2019).” 


3 En términos de lo dispuesto por artículo 685, tercer párrafo, en relación con el 
873, tercer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, se faculta al Tribunal Laboral 
para que, previo a admitir la demanda, se señalen los defectos y omisiones de 
dicho documento y prevenir a la parte actora para que los subsane, concediendo 
un plazo de 3 tres días para que se cumpla con la prevención. Se considera 
que tal prevención debe estar aparejada del apercibimiento de que, en caso de 
no cumplir con el requerimiento realizado, de conformidad con lo establecido en 
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El término para ejercer el derecho de contrarréplica es 
de 5 cinco días, según lo dispone el artículo 873-c de la ley 
federal del trabajo. 


párrafo cuarto, del artículo 873 de la Ley Federal del Trabajo, se deberán subsanar 
las omisiones o irregularidades basándose en el material probatorio que la actora 
acompañe a su demanda y conforme a las normas de trabajo, salvo las que sean 
material o jurídicamente imposibles de subsanar; en cuyo caso, puede resultar en 
la no tramitación del juicio. 
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Asunto conciliable y asunto de excepción 
del artículo 685 ter (Proceso laboral) 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


n pilar fundamental del nuevo sistema de justicia 

| laboral es la conciliación. A partir del “decreto por 
el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la ley federal del trabajo, de la ley orgánica 
del poder judicial de la federación, de la ley federal de la 
defensoría pública, de la ley del instituto del fondo nacional de 
la vivienda para los trabajadores y de la ley del seguro social, 
en materia de justicia laboral, libertad sindical y negociación 
colectiva”, publicado en el diario oficial de la federación 
el uno de mayo de dos mil diecinueve, la conciliación 
como instancia prejudicial obligatoria, fue elevada a rango 
constitucional en el artículo 123, apartado a, fracción XX, de 
la constitución política de los estados unidos mexicanos; esto 
bajo el entendido de que la conciliación constituye uno de los 
ejes centrales que motivó la reforma en materia de justicia 
laboral, la cual tiene el propósito de eliminar todo elemento 
que la convierta en lenta y costosa. Así, uno de los objetivos 


499 


Laboral 


Laboral 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


también fue el de agilizar los conflictos laborales para que 
el porcentaje contencioso se disminuyera, reduciendo así los 
plazos en que los juicios se resuelven y tramitan. 

Por lo anterior, la instancia de conciliación prejudicial 
debe agotarse previo a acudir al órgano jurisdiccional laboral. 
Sin embargo, tal regla general cuenta con excepciones, las 
cuales se encuentran previstas en el artículo 685 ter de la ley 
federal del trabajo, mismas que, por su propia naturaleza, 
y por el reclamo que implican, es que se consideraron 
“especiales” por el legislador, exentándolas de la instancia de 
conciliación previa, ya que se trata de conflictos inherentes a 
casos de discriminación en el empleo, despido por embarazo, 
trabajo infantil, trata laboral y trabajo forzoso, entre otros; 
y de manera particular, en la fracción !l, el legislador 
estableció las prestaciones de seguridad social por riesgos 
de trabajo, maternidad, enfermedades, invalidez, vida, 
guarderías y prestaciones en especie y accidentes de trabajo. 

Para pronta referencia se trascribe el artículo en cita: 


“(...) Artículo 685 ter.- quedan exceptuados de agotar 
la instancia conciliatoria, cuando se trate de conflictos 
inherentes a: 

JA Discriminación en el empleo y ocupación por 
embarazo, así como por razones de sexo, orientación 
sexual, raza, religión, origen étnico, condición social o 
acoso u hostigamiento sexual; 

TL. Designación de beneficiarios por muerte; 
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TIL. Prestaciones de seguridad social por riesgos 
de trabajo, maternidad, enfermedades, invalidez, vida, 
guarderías y prestaciones en especie y accidentes de 
trabajo; 

IV, La tutela de derechos fundamentales y libertades 
públicas, ambos de carácter laboral, entendidos en estos 
rubros los relacionados con: 

V. La libertad de asociación, libertad sindical y el 
reconocimiento efectivo de la negociación colectiva; 

VI. Trata laboral, así como trabajo forzoso y 
obligatorio, y 

VII. Trabajo infantil, para la actualización de estas 
excepciones se debe acreditar la existencia de indicios 
que generen al tribunal la razonable sospecha, apariencia 
o presunción de que se están vulnerando alguno de estos 
derechos; 

VI. La disputa de la titularidad de contratos 
colectivos o contratos ley, y 

IX. La impugnación de los estatutos de los sindicatos 
o su modificación (...).” 


Se hace la precisión de que la suprema corte de justicia 
de la nación' ya ha establecido una postura respecto a 
que las excepciones de agotar la conciliación prejudicial 


1 Jurisprudencia 2a./J. 19/2022 (11a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visible en la Undécima Época de la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 12, Abril de 2022, Tomo ll, página 
1672, con registro digital 2024532, de rubro “PRESTACIONES DE SEGURIDAD 
SOCIAL. LA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ, ASÍ 
COMO LA DEVOLUCIÓN Y PAGO DE APORTACIONES DE SEGURIDAD 
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son taxativas, esto es, que únicamente los supuestos ahí 
establecidos se encuentran exentos de agotar la conciliación 
prejudicial. 

Por esta razón, si el promovente no se encuentra dentro 
de los supuestos ahí establecidos, deberá acudir a la instancia 
conciliatoria prejudicial correspondiente y, sólo en caso 
de que no llegue a una conciliación, podrá entonces acudir 
a los tribunales; sin perjuicio de que las partes lleguen a un 
convenio una vez iniciado el juicio, pues la propia ley laboral, 
desde su reforma en el año dos mil doce, en su numeral 774 
bis estableció que, en cualquier estado del procedimiento, las 
partes pueden, mediante la conciliación, celebrar un convenio 
que ponga fin al juicio. 

Importa señalar que, los tribunales laborales también 
tienen, o deben tener, un papel proactivo no solamente en el 
procedimiento judicial, sino también en la conciliación, el 
cual es, precisamente, uno de los principios sobre lo cuales 
se sostiene la reforma en materia laboral, como se aprecia 
en el artículo 685 de la ley federal del trabajo, con relación 
al diverso 873-k del mismo ordenamiento, el cual establece 
a la conciliación como la vía privilegiada de solución del 
conflicto. 


SOCIAL, NO SE CONSIDERAN EXCEPCIONES PARA AGOTAR LA INSTANCIA 
CONCILIATORIA PREJUDICIAL, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 685 TER, 
FRACCIÓN lll, DE LALEY FEDERAL DEL TRABAJO.” 
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Conflictos laborales 
Juez Mtro. Abel Fernando Montes Villagómez 


a palabra conflicto hace referencia a una colisión 

de intereses, o a la resistencia de una pretensión. En 

el caso de los conflictos laborales, su relevancia se 
advierte al considerar la oposición de los intereses de los 
protagonistas que intervienen en el proceso productivo; 
siendo que por sus implicaciones sociales no conviene a 
nadie que se genere un desequilibrio en su interacción. 

Dichos conflictos han sido definidos por la Organización 
Internacional del Trabajo como: “una situación de desacuerdo 
referente a una cuestión o conjunto de cuestiones con relación 
a la(s) cual(es) existe una discrepancia entre trabajadores 
o empleadores acerca de la(s) cual(es) los trabajadores o 
empleadores expresan una reivindicación o queja, o dan su 
apoyo a las reivindicaciones o quejas de otros trabajadores o 
empleadores”.' 

Su estudio se relaciona con las controversias que se 
suscitan en las relaciones entre trabajadores y empleadores 
respecto de un determinado bien jurídico, o de la 
1 Web bibliográfica: organización Internacional del Trabajo, en https://www.ilo.org/ 


public/libdoc/ilo/GB/255/GB.255_4_6_span.pdf consultado el 3 de octubre de 
2022. 
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modificación o cumplimiento de las relaciones de trabajo, así 
como con las diferencias que se presentan entre trabajadores, 
entre diferentes organizaciones o aquellas se pueden 
presentar hacia afuera por la política general laboral que se 
implementa. 

Así, los conflictos laborales por el tipo de interés pueden 
ser individuales o colectivos. Por la naturaleza del conflicto, 
pueden ser jurídicos o de derechos, y económicos. Además, 
se pueden suscitar inter o intra sindicales. Dichos conflictos 
se suscitan en los supuestos siguientes: 


+ Un conflicto individual acontece entre uno o varios 
trabajadores y su empleador, siempre que los empleados 
actúen en la búsqueda de sus satisfacer intereses 
individuales. En estos conflictos por ejemplo se dirimen 
controversias sobre discriminación laboral, violación 
de derechos laborales y reclamaciones de pago a los 
empleadores. 

* Un conflicto colectivo se genera entre un grupo de 
empleados que actúan en conjunto contra su empleador, 
el cual surge a partir de la búsqueda de reconocimiento 
de intereses colectivos, o para evitar su violación. 
Estos pueden versar sobre la celebración y revisión del 
contrato colectivo de trabajo, o exigir su cumplimiento. 

+ Un conflicto jurídico, versa sobre los derechos 
determinados en la ley, o aquellos plasmados en un 
contrato de trabajo. Estos conflictos suelen consistir en 
un reclamo de los trabajadores sobre la interpretación 
y aplicación del convenio, y otras normas existentes; 
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en virtud de que no se han observado sus derechos, 
como lo puede ser la falta de pago de: salario, días de 
descanso y obligatorios, vacaciones, primas dominical, 
vacacional y de antigúedad, participación en las 
utilidades de la empresa; o cuando no ha se verificado 
su derecho a un entorno laboral adecuado. 

+ Un conflicto económico es aquel concerniente a 
la creación de nuevos derechos y obligaciones. La 
mayoría de estos conflictos son una manifestación 
del fracaso del proceso de negociación, en el cual las 
partes no han logrado llegar a un acuerdo acerca de las 
condiciones de empleo que aplicarán en el futuro. 

e Conflictos inter sindicales son aquellos que se 
producen entre dos o más sindicatos, que luchan 
por el derecho a la contratación colectiva; en donde 
pueden reclamar entre ellos tener la legitimidad para 
representar a los trabajadores. “Lo que caracteriza a 
esta clase de conflictos es que su naturaleza esta unida 
al organismo sindical; no se trata de tener relaciones 
laborales entre patrono o trabajadores, sino entre 
organizaciones representativas de una actividad laboral 
determinada.”” Un ejemplo de ello surge cuando, al 
existir organizaciones obreras minoritarias dentro de 
la empresa, se reclama la determinación de cuál es el 
sindicato más representativo. 


2 García Chochagne, Manuela E: Reflexiones sobre el conflicto intra e intersindical; 
https: //www.trabajo.gob.pe/archivos/file/difusion_laboral/pub_05.paf. 
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Conflictos intra sindicales se suscitan al interior de la 
organización sindical. Se presentan cuando dos Juntas 
Directivas elegidas en un mismo sindicato aducen tener 
la legitimidad para negociar el contrato colectivo; o 
cuando existe una controversia entre la Junta Directiva 
del sindicato contra alguno de sus afiliados, respecto del 
no cumplimiento del convenio, o por la observancia del 
estatuto. También surgen estos conflictos entre algunos 
trabajadores que integran varias Juntas Directivas de un 
mismo sindicato. 

Otros tipos de conflictos se suscitan por ejemplo, por 
hechos antisindicales, oposición a una privatización, 
por el modelo económico, por las políticas de los 
acuerdos comerciales en el TMEC o de la OCDE. 
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Problemas procesales en materia laboral' 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


arios aspectos de las reformas introducidas por el 

legislador al capítulo procesal de la Ley Federal 

del Trabajo han venido a crear serios problemas de 
interpretación. Los pruritos chovinistas de peculiar sabor 
laboral y el celo proteccionista desbordado no han dado los 
resultados que eran de esperarse. 

En prueba de lo anterior -y por esta vez- sólo 
analizaremos algunos problemas de representatividad. 

El artículo 692 dice que las partes pueden comparecer 
a juicio en forma directa o por conducto de su apoderado. 
Agrega que la calidad de apoderado se acredita con carta 
poder o mandato notarial cuando se representa a persona 
física. 

Por lo que ve a personas morales -excepto sindicatos- 
la disposición mencionada previene en la fracción segunda 
que el representante deberá exhibir el “testimonio notarial 
respectivo que así lo acredite”, o sea que el mandato deberá 
constar en instrumento público; pero la fracción tercera 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 12. Octubre-Noviembre 1981; pp. 371-378. 
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permite la representación mediante simple carta poder ante 
dos testigos, bajo la condición de que el firmante de la carta 
tenga facultades para ello, en cuya virtud a dicha carta han de 
acompañar los documentos comprobatorios respectivos. 

Es evidente que tratándose de personas morales o 
colectivas, la representación es de suyo algo inexcusable, 
pues los socios no deben ni pueden actuar multitudinaria ni 
individualmente. Siempre hay uno o varios representantes 
inmediatos, que son aquéllos designados directamente 
por la asamblea o por la Ley. Generalmente hay también 
representantes mediatos, que son designados por los 
anteriores, todo lo cual es legal y está permitido por 
las normas civiles a las que remite en forma tácita el 
ordenamiento laboral. 

El artículo 693 da facultades a las Juntas para tener 
por acreditada la personalidad de los representantes de los 
trabajadores y sindicatos, sin necesidad de sujetarse a las 
reglas del 692, “siempre que de los documentos exhibidos 
lleguen al convencimiento de que efectivamente se representa 
la parte interesada”. Nos parece que habiendo de por medio 
tal convencimiento, la misma facultad debería concederse 
a las Juntas en lo que ve a las otras partes, ya que en esta 
disposición se delata no un sano espíritu proteccionista, 
al cual no nos oponemos, sino una nota discriminatoria 
inexplicable. 

El artículo 873 ordena la ventilación sustancial del 
conflicto en una sola audiencia, pues en ella se lleva a cabo el 
intento de conciliación y, en su caso, se asume la demanda, se 
oyen excepciones, se ofrecen y se admiten pruebas, para ello, 
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el 875 divide la audiencia en tres etapas. El sistema no es 
muy afortunado puesto que no se fija tiempo para cada una de 
ellas. Como las partes son libres de asistir a la etapa o etapas 
que quieran, se verán en ocasiones obligadas a hacer guardia 
desde fuera de la audiencia para intervenir en el momento 
que consideren oportuno. 

El artículo 876 previene que en la etapa conciliatoria las 
partes “comparecerán personalmente, sin abogados patronos, 
asesores o apoderados”. 

No deja de sorprender que la demanda la pueda 
presentar un apoderado, poniendo en movimiento el aparato 
jurisdiccional del Estado, y que en cambio no pueda estar 
presente en esta etapa de la audiencia. 

¿Será que los asesores y apoderados suelen estorbar 
la conciliación? ¿Será que en el logro de una conciliación 
el legislador confió más en la intervención burocrática? 
¿Realmente el trabajador ha ganado algo con ello? 

Se trata de un afán fallido, aparte de poco técnico. Los 
apoderados o asesores pueden estorbar o facilitar el arreglo, 
estén o no presentes. Debemos tomar en cuenta, además, 
que aunque estuvieran presentes y facultados para hablar, 
los funcionarios de la Junta vigilarían el desarrollo de la 
audiencia y no podrían aprobar ningún arreglo que fuese en 
contra de la ley o que disminuyese las prestaciones a que 
tuviera derecho el trabajador. 

La falta del asesor o apoderado en esta etapa del juicio 
no ha tenido en la práctica ninguna trascendencia, pues patrón 
y obrero ignoran generalmente la cobertura de sus derechos o 
el alcance de sus obligaciones, de suerte que actúan siempre 
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bajo las indicaciones del perito de su confianza. De hecho 
sucede que el asesor -obligadamente ausente- instruye a su 
cliente para que en este periodo rechace categóricamente 
cualquier arreglo. 

S1 antes o después hay conciliación, ello se debe de 
todas maneras a la opinión, instrucciones o consejos del 
asesor. El arreglo se produce en cualquier momento procesal 
y no pocas veces fuera del ámbito jurisdiccional de las Juntas, 
mediante el fácil recurso del desistimiento de las acciones. 
Es motivado casi siempre por esa amenaza insoslayable y 
bienhechora (o ¿malhechora?) de los salarios caídos. Cuando 
esta prestación no está en juego las virtudes conciliatorias 
de las Juntas dentro de la audiencia y de los asesores fuera 
de ella, desaparecen como por encanto. Ante todas estas 
circunstancias, ciertas e innegables, ¿qué caso tiene cancelar 
la asesoría y el ejercicio de los mandatos?. 

En tratándose de personas morales, la categórica 
prohibición de la fracción I del artículo 876 jamás podrá 
cumplirse. En efecto, si una persona moral no actúa a 
través de un representante, que no es otra cosa que un 
apoderado, ¿cómo lo hará?. Ya hemos dicho arriba que 
esta representación es de necesidad normativa, lógica 
e inexcusable. La prohibición sale sobrando y tan es 
así que de hecho la Junta acepta en la audiencia a los 
gerentes, directores o presidentes de consejo, etc. Y tan son 
apoderados, técnicamente hablando, que tales gerentes, 
directores o presidentes pueden tener dichos cargos sin que 
necesariamente actúen en defensa de intereses propios. Casi 
siempre están representando derechos ajenos. 
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La fracción VI del 876 dice que si las partes no 
concurren en la etapa de conciliación, “deberán presentarse 
personalmente a la etapa de demanda y excepciones”. 

La redacción de este inciso hace necesaria una 
recta interpretación. Hemos visto antes que el artículo 
692 establece como regla general que las partes pueden 
comparecer en juicio directamente o por conducto de sus 
apoderados. 

¿Qué alcance tiene la expresión “deberán presentarse 
personalmente” a la etapa de demanda y excepciones? No 
ha faltado quien diga que se quiere significar otra vez la 
prohibición de que concurran a esta etapa los apoderados. Tal 
interpretación nos parece inadmisible por varios motivos: 

a).- Porque aludir a una presentación “personal” no 
excluye la representación, ya que los apoderados también son 
personas, como es obvio; 

b).- Porque no se emplea el concepto de concurrencia 
directa, que sería el adecuado, ya que la concurrencia por 
apoderado siempre es indirecta y tan es así que el artículo 
692, al distinguir entre ambas, denomina a la del titular del 
interés “comparecencia directa”, no comparecencia personal, 
expresión esta última que no tiene mayor importancia y que 
más bien es viciosa; 

c).- Porque si se acepta tan errónea interpretación 
tendríamos que admitir que un apoderado puede preparar, 
firmar y presentar una demanda, pero que en cambio no 
puede ratificarla ni modificarla ni precisar puntos petitorios; 
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d).- Porque si el apoderado puede demandar y hacer 
valer en nombre de su poderdante una o varias acciones, 
con todas las consecuencias que de ella se deriven, como 
por ejemplo interrumpir una prescripción y sentar las bases 
de la litis, resulta inaceptable que no pueda ratificar y que 
no pueda replicar ni contra replicar (fracciones II y VI del 
artículo 878); 

e).- Porque si se rechaza la concurrencia del apoderado 
del actor ausente y el demandado reconviene, se impide la 
respuesta de aquel, ya que no habrá quien lo represente ni 
quien solicite plazo para contestar en la forma prevista en la 
fracción VII de artículo 878; 

f).- Porque el apoderado, no obstante haber formulado 
demanda y haber puesto en movimiento el aparato 
jurisdiccional, estará impedido de plantear cuestiones 
que requieren previo pronunciamiento, como la relativa a 
competencia, que de acuerdo con el artículo 703 sólo debe 
plantearse en el periodo de demanda y excepciones; 

g).- Porque es incomprensible que un apoderado tenga 
facultades para desistirse en cualquier momento de la acción 
y en cambio no puede ratificar o modificar la demanda; 

h).- Porque resulta también incomprensible que un 
asesorado pueda confesar y allanarse con la reclamación en 
cualquier momento y que, en cambio, no pueda comparecer 
a la audiencia de demanda y excepciones para oponer estas; 

1).- Porque si la prohibición de que concurran 
apoderados y asesores a la etapa de conciliación tuviera cierta 
justificación a fin de no coartar la espontaneidad de las partes, 
ese motivo no existe en el periodo de demanda y excepciones, 
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cuando el tribunal requiere de la mayor información sobre las 
razones que esgriman las partes en conflicto, a fin de que su 
resolución sea lo más justa posible. 

A las anteriores objeciones no se puede contestar 
arguyendo que el rechazo de apoderados en el periodo de 
demanda y excepciones solo procede cuando el interesado 
no ha concurrido al periodo conciliatorio y que tal rechazo 
es una especie de sanción por dicha ausencia. Esa respuesta 
no sería admisible. Negar la posibilidad de representación 
de asesoramiento solo porque no ha habido voluntad de 
conciliación, estaría fuera de toda razón. Si tal hubiera sido 
el propósito del legislador, la ley debería haber prohibido 
también la presencia del apoderado y asesores cuando 
habiéndose asistido al periodo conciliatorio las partes se 
hubiesen negado expresamente a todo arreglo, pues no hay 
diferencia entre rehuirlo manifiestamente o rehuirlo mediante 
la ausencia. 

Otros argumentos se podrían agregar todavía, pero 
solamente queremos señalar que las reformas de que nos 
ocupamos no han beneficiado a nadie y que sólo han 
complicado el procedimiento con sutilezas técnicas. Es 
curioso que las ya de por si sofisticadas reformas conduzcan 
por obra y gracia de las interpretaciones rebuscadas al 
formalismo civilista del que aquellas quieren apartarse. 

Nos inclinamos a creer que quienes han sufrido las 
peores consecuencias son principalmente los trabajadores y 
los pequeños y medianos patrones. 
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Por lo que ve a la representación de las personas morales 
se ha llegado a excesos, negándose la representación de 
apoderados con mandato delegado. Se acepta la concurrencia 
del gerente o presidente de consejo, seguramente por no 
considerarlos apoderados, a pesar de que -según se ha visto- 
necesariamente lo son. En cambio se rechaza al que ostenta 
mandato perfecto, delegado válidamente por aquellos, en 
contra de lo dispuesto en la fracción III del artículo 692 e 
interpretando la primera del 876 no en forma rigurosa sino 
disparatada. 

Las grandes empresas percatadas del riesgo y ante 
tanto formalismo, pronto hallaron el remedio y empezaron 
a practicar el juego que les impuso el legislador y las 
interpretaciones miopes: convirtieron en funcionarios y 
gerentes a sus abogados. 

No pocas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo 
parecen pensadas para favorecer solo a las grandes empresas, 
con capacidad suficiente de organización y defensa, las 
cuales han visto ya caer desde sus altos sitiales a medianos 
y pequeños competidores víctimas de una legislación que 
ignora niveles y tamaños y que no discrimina. 

El Trabajador, por su parte, de tanto que se le quiere 
proteger, necesita cada vez más del abogado especializado y 
advierte que los patrones que pudieran ocupar sus servicios 
con cierta libertad por no estar atados a las condiciones 
contractuales de las grandes organizaciones sindicales, lo 
piensan muy detenidamente, y se niegan a crear plazas con 
gesto asustadizo, después de experimentar en carne propia o 
en la del vecino costosos fracasos. 
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¿Cuándo las leyes laborales tenderán a la coordinación 
de intereses, a la comunidad de fines y a la asociatividad 
en vez de acentuar su origen conflictivo y de decaer en 
tecnicismos populistas que a nada conducen? 
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Sobre el 2 de enero de 1946 
Lic. Rafael Rosado Cabrera 


Se agradece al Archivo Histórico Municipal de León 
las facilidades otorgadas para la elaboración del presente. 


(...) ¡Oh mi gran pueblo de León! 
pueblo valiente y honrado, 
contigo en mi corazón 

tus desgracias he llorado. 

Por tu valor y tu nombre 

eres un León de verdad 

con tu sangre conquistaste 

tu honor y tu libertad (...).*” 


León, Guanajuato 


1 Corrido anónimo, cuyos fragmentos fueron extraídos de Avitia Hernández, Antonio: 
Corrido histórico mexicano. Voy a cantarles la historia (1936-1985). T. V. Ed. 
Porrúa. 1998. México. ISBN: 970-07-1235-4. p. 85. 
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I 


e ha insistido en las diversas publicaciones del poder 

judicial del estado de Guanajuato que el olvido es un 

ladrón de la memoria. Y no falta razón. Decir que la 
lucha posrevolucionaria por la democracia inició en León, no 
es mentir, ya que fue en esta ciudad donde la gente manifestó 
su hartazgo por la imposición y la intromisión en la vida 
municipal, en una flagrante violación del artículo 115 de la 
constitución política mexicana. 

No obstante, dicha lucha ha estado cayendo en el 
olvido; es decir, siendo robada, saqueada. ¿Por qué? Por la 
sencilla razón de que la generación actual de leoneses —y 
guanajuatenses en general-, están olvidando su deber público 
de vigilar el hacer gubernamental, y que es el electorado 
quien, de manera responsable e informada, debe elegir a 
sus gobernantes y representantes, y no por la lealtad ciega 
a un color determinado, o por supuesta tradición. Eso no es 
democracia. Nuestros mayores no dieron la vida por eso. 

Decididamente no es posible afirmar que aquella 
generación de leoneses tenía más conciencia cívica que la 
actual. No se cuentan, al momento de escribir estas líneas, 
con parámetros objetivos para hacer esa afirmación. Pero que 
un pueblo se haya unido por exigir sus derechos políticos, 
haciendo frente al poder puro y duro, y al radicalismo con 
que algunos ejercieron ese poder, no es cosa fácil. Cualquiera 
se amilana. 
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Por eso, es importante recuperar, en su forma más pura 
posible, la memoria de aquellos hechos, como una forma de 
demostrar que un adecuado ejercicio político y electoral, es 
lo que se ha afirmado anteriormente: Información, conciencia 
cívica?, y moderación en el ejercicio del poder. 


10 


La ciudad guanajuatense, aparentemente, estaba en una 
mala situación al momento de decidir quién sucedería al Dr. 
Salvador Muñoz Orozco en las elecciones municipales de 
1945. Todo esto era reflejado de manera jocosa en la prensa: 


“(...) León es una ciudad que se parece mucho a 
Londres, por su niebla (de polvo); pero también se 
parece a Berlín, por sus calles destripadas y sus casas 
caídas. 

Estamos reteorgullosos de que nuestra ciudad se parezca 
a las grandes capitales (...).” 


2 Sobre el particular, se debe poner énfasis en la raíz primitiva de los términos 
conciencia y cívica. Conciencia, del latín conscientía, da a entender la idea de “(...) 
capacidad de reconocier la diferencia entre el bien y el mal en la conducta propia; 
capacidad de darse cuenta de la existencia, las sensaciones, los pensamientos 
y el ambiente de uno mismo (...). En el ámbito político, se aplica a la forma en 
que se elige a los gobernantes, a ponderar y sopesar, sin apasionamientos y sin 
favoritismos personales o lealtades, la capacidad de aquel para desempeñar el 
puesto para el cual él se propone, y cívica, del latín civicus, *(...) de una ciudad, de 
un ciudadano (...)” es decir, lo que pertenece y atañe a un ciudadano, es decir, su 
comunidad. Por lo tanto, es dable afirmar que la conciencia cívica, en el caso de 
las elecciones, es la ponderación de las cualidades de un candidato para ocuparse 
de los asuntos concernientes a la comunidad. 

Gómez de Silva, Guido: Breve diccionario etimológico de la lengua española. El 
colegio de México. Fondo de cultura económica. 1988. México. passim. 
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“(...) Yo nací en el Tuplipán, un rancho que está cerca 
de Romita. Soy gente humilde y sencilla del campo, y 
al ver las calles de León tan lindamente barbechadas me 
han dado ganas de sembrar en ellas mi maicito. ¡Verían 
qué milpas! (...).” 


Los chistes que se han insertado reflejaban una 
ciudad invadida de obra pública eterna y de zanjas para 
instalar la nueva tubería, lo que mantenía a la gente con el 
agua racionada. Además, el sector empresarial soportaba 
cargas fiscales que le parecían excesivas para subsidiar 
servicios públicos considerados francamente ineficientes. 
Evidentemente, esto generó molestia entre la población, y 
sólo hacía falta que alguien capitalizara ese descontento. 

Ese alguien sería la Unión Cívica Leonesa, un partido 
cuyo perfil ha sido caracterizado como 


“(...) una organización civil pluriclasista, en la cual 
participaban comerciantes, industriales, hacendados, 
empresarios, obreros, artesanos y amas de casa que, 
por diferentes razones, se oponían a la imposición 
de un candidato desde el centro político del país; esto 
independientemente de su arraigo local (...). 


3 Trueba, Alfonso: La batalla de León por el Municipio Libre. Colección Figuras y 
episodios de la historia de México. Ed. Jus. 2? ed. Mexico. pp. 12 y 13. 


4 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex. 
mx/index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
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León, Guanajuato 


Este partido estaría integrado por una cantidad variopinta 
de miembros, denotando su carácter pluriclasista: Ricardo 
Hernández Orcini, agente de seguros, como presidente, 
Jesús Garibay, funcionario del sindicato ferrocarrilero, como 
secretario, Florencio Quiroz, industrial del calzado, como 
tesorero.* 

El objetivo de la UCL era incentivar la participación 
ciudadana en el gobierno, a través del cumplimiento de la 
voluntad popular manifestada a través del voto, transparencia 
gubernamental, tomar en cuenta a la ciudadanía en relación 
a las decisiones presupuestarias, prioridad de las iniciativas 
locales en relación con la obra pública, promover juntas 
de vecinos que coadyuvaran con las decisiones de la obra 
pública, y el respeto a los derechos humanos,* además de 
luchar por elegir un ayuntamiento auténtico y representativo, 
mejorar los servicios municipales, acabar con la corrupción 
y amainar la avaricia fiscal promovida desde el despacho del 
gobernador del estado.” 


5 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 

Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex. 
mx/index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
Comisión nacional de derechos humanos: Matanza de León, Guanajuato, de 
cientos de ciudadanos que defendían su derecho a la democracia. Recurso digital 
disponible en  https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2023-12/ 
FRN_ENE_02-1.pdf consultado el 13 de enero de 2024. 


6 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente en León? 
en Relatos e Historias de México. Ed. Raíces. No. 84. Agosto 2015. México. p. 60 


7 Karszembaum Grubois, Adriana: La tradición social católica en los inicios del 
Frente Auténtico del Trabajo (FAT) en el municipio de León, Guanajuato (1960- 
1968), Universidad Iberoamericana. Instituto cultural de León. 2008. León, 
Guanajuato, México. ISBN: 978-607-95067-3-5. p 60. 
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La fundación del partido se llevó a cabo el 6 de julio de 
1945, en el casino León.* Bajo el lema ¡Por un León mejor!, 
el proyecto lucía interesante: El nuevo partido contaba 
con recursos, es decir, apoyo de prominentes familias 
empresariales leonesas, como los Obregón, los Pons y los 
Aranda)? y un diario: La voz de León. 

Pero tenían un factor en contra: la indiferencia popular 
por los asuntos públicos,'? por lo que se tendría que hacer 
toda una labor de promoción de la nueva estructura política 
que se había creado, empezando por nombrar a un candidato. 


nl 


No obstante la urgencia de un candidato, la UCL recibió 
una visita interesante: la de la unión nacional sinarquista, y 
del PAN. El sinarquismo necesitaba ganar puntos políticos, 
y a pesar de los cismas que habían ocurrido en su seno, aún 


8 Este establecimiento se localizaba en la segunda planta de una edificación con 
portada morisca en la actual zona peatonal de León. Para mayor referencia, se 
puede visitar el siguiente enlace: https: //www.google.com.mx/maps/021.1227301,- 
101.6828899,2a,75y,115.28h,100.54t/data=!3m6!1e1!3m4!1sNDQchSD7IIZVdAOs- 
HuebFQ!2e0!7113312!816656?entry=ttu 


9 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en Es- 
tudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. México. 
1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/index. 
php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 


10 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en Es- 
tudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. México. 
1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/index. 
php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
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tenía fuerza, y estaba en pleno proceso de reestructuración,'' 
el cual esperaba apuntalar en las elecciones leonesas; y para 
ello, se presentaron ante la unión cívica a efecto de aliarse. 

Pero no todo el sinarquismo se mostró a favor de 
dicha alianza, ya que algunos acusaban a los civilistas de 
ser masones y rojos, término peyorativo que se usaba para 
referirse a los comunistas, por lo que la alianza no fue 
unánime, sino que podría calificarse como no formal, no 
oficial y aislada.” 

Mientras tanto, la UCL también se mostraba recelosa 
de los sinarquistas ya que, aunque aceptando la alianza, 
fue relativamente condicionada a que la UNS no diera a 
conocer su involucramiento con la UCL, llegando incluso 
a decirse públicamente que la UNS no estaba de acuerdo 
con la UCL en sus métodos, declarando a sus dirigentes sus 
adversarios, añadiéndoles el mote de burgueses. Es decir, 
las posturas oficiales de ambas organizaciones disponían un 
distanciamiento entre los dos grupos, pero los jefes locales de 
la UNS apoyaban en materia logística a la UCL, llegando a 
concurrir a los mítines de esta.'* 


IV 


En contrapartida, el Partido de la Revolución Mexicana 
—contando aparentemente con el apoyo de la Confederación 
de Trabajadores de México y de su líder, Fidel Velázquez-, 


11 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p714 


12 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... passim. 


13 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... pp. 723 y 724. 
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fijó una postura clara: su candidato sería el Dr. Ignacio 
Quiroz Ortiz. El candidato oficial, aunque con aparente 
buena voluntad,'* y a pesar de ser un individuo conocido en 
la ciudad, por su cercanía con el oficialismo que lo postuló, y 
en particular, con el presidente municipal que había causado 
el descontento del pueblo, no contó desde el principio con la 
simpatía del electorado. 

Además de la antipatía que aparentemente despertaba 
Quiroz, el PRM no se preocupó por formular un programa de 
gobierno,'* ya que su apuesta, aparentemente, era la inercia de 
imbatibilidad con que hasta el momento contaba el partido, y 
s1 no... la imposición. 

Además de la CTM, evidentemente Quiroz contaba 
con el apoyo total de Ernesto Hidalgo, gobernador de la 
entidad, con quien se reunió la cúpula de la UCL, para 
manifestarle la exigencia de que garantizara un juego limpio 
en las elecciones. Hidalgo, quien veía con relativa simpatía 


14 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 56 y 57. 
15 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 723. 
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el surgimiento de la UCL** *”, sacó a relucir la idea de 
democracia dirigida,' lo que creó un clima de sospecha entre 
la UCL y sus partidarios. 


v 


Hubo fumata bianca el 28 de noviembre de 1945, es 
decir, a 19 días de las elecciones. Tras varias nominaciones 
infructuosas, el candidato abanderado por la UCL fue Carlos 
A. Obregón, un empresario local a quienes vitorearon los 
partidarios de dicho partido frente a su casa. 


16 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex. 
mx/index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 


17 Según cita Alfonso Trueba, Hidalgo, en una entrevista, comentó que “(...) La 
presencia de este grupo en la lucha democrática y en el desenvolvimiento social 
de León, merece sincera complacencia del que habla (...).” Cfr. Trueba, Alfonso: 
La batalla de... p. 23. 


18 La idea de democracia dirigida fue teorizada en 2008 por Sheldon S. Wolin, en su 
texto Democracy Incorporated: Managed Democracy and the Specter of Inverted 
Totalitarianism, donde da a entender que el electorado es guiado casi sutilmente 
por el estado para que crea que esta eligiendo a sus gobernantes, cuando en 
realidad los gobernantes no responden a ese electorado, sino a las corporaciones 
empresariales que son quienes en realidad dirigen las políticas y tienen el poder. 
No obstante, la idea de Hidalgo era una suerte de paráfrasis de las etapas 
marxistas del paso de la dictadura del proletariado hacia el socialismo, a saber: 
Que la democracia dirigida era la etapa en virtud de la cual, una vez superados los 
vicios de la realidad política mexicana, mejorados los procedimientos democráticos 
y atemperadas las pasiones políticas, se podría llegar al estado de la democracia 
institucional u orgánica. 

Para ello, el PRM tendría un papel fundamental, que consistía en ser el guía 
para llegar a ese estado de la democracia, ya que los demás eran incapaces de 
hacerlo. 

Vid. Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de la democracia. 2 
de enero de 1946. Ediciones del Archivo Histórico Municipal de León. León, 
Guanajuato, México. S/F. p. 72. 
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Prácticamente, la UCL ya había hecho la campaña, 
a través de mítines!” por toda la ciudad, además de la 
propaganda a través del diario La voz de León. Sólo 
faltaba rematar la faena. Y a esta se sucedieron desfiles y 
manifestaciones multitudinarias en todos los sectores de la 
ciudad; todos ellos encabezados por el ahora candidato, quien 
dirigía a sus simpatizantes discursos sobre su programa de 
gobierno, el cual se caracterizaría por la honestidad. 

Sólo quedaba la elección. 


vI 


Domingo 16 de diciembre de 1945. 9 horas. Según 
lo narrado por Trueba”, hubo casillas que, al ser abiertas, 
ya contaban con supuestos funcionarios de casilla, lo que 
aparentemente violentaba la legislación vigente,* ya que 
la ley imponía como obligación que los cinco primeros 
individuos de la fila de electores fueran designados como 
funcionarios para vigilar la legalidad del voto. Entonces, al 
advertir que ya había gente, la indignación se extendió entre 
los electores, “(...) y no faltaron en la mayoría de las casillas, 
bochornosas escaramuzas; unas a golpes y otras con palabras 
altisonantes (...)”2, tras las cuales, quedaron instaladas las 
casillas electorales como lo determinaba la legalidad vigente. 


19 Cfr. Trueba, Alfonso: La batalla de... Sección “Documentos gráficos”. 
20 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 40 


21 La legislación vigente era la ley orgánica para la renovación de ayuntamientos, 
publicada en el periódico oficial del estado en el tomo IV, números 40 y 41, de 
fecha 15 y 18 de noviembre de 1917 


22 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 725. 
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Lo siguiente: No había ni padrón, ni boletas ni actas. 
Entonces, estas se improvisaron, y aparentemente, los 
ciudadanos hicieron su voto de manera libre, pero no secreta, 
porque a efecto de dar mayor autenticidad, cada ciudadano 
puso su nombre y firma o huella en su respectiva boleta, y así 
se depositaron en las respectivas casillas. 

Desde las dos de la tarde se había anunciado el triunfo 
de Obregón, el candidato de la UCL, por lo que el electorado 
estaba feliz. 


vu 


Jueves 20 de diciembre. La ciudad estaba detenida. La 
ley, para el conteo de los votos, preveía la constitución de las 
denominadas juntas computadoras, las cuales se encargarían 
del conteo o cómputo de los votos emitidos en las casillas. 

Según Trueba, el mismo día de la elección, el 
oficialismo estuvo recogiendo papeletas para rellenar las 
casillas, pretendiendo llegar con más votos de los que 
supuestamente recibieron. 

Así las cosas, para el cómputo de votos se reunieron dos 
juntas: la del oficialismo, que se instaló en el cine /deal —en 
el portal Padilla—, mientras que la junta civilista se instaló en 
el jardín de la industria —la actual plaza de los fundadores—. 


23 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 41. 


528 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Los resultados que emitieron dichos órganos colegiados 
fueron: la civilista: votos para Carlos A. Obregón: 22,173. 
Votos para Ignacio Quiroz: 58. % La junta computadora 
oficialista ni siquiera dio un resultado,** pero al final del día, 
declaró como vencedor a su candidato, al igual que la junta 
civilista, con la diferencia de que la UCL había hecho el 
conteo de votos frente a notario público, que dio fe de ello”, 
mientras que la junta del PRM estaba fuertemente custodiada 
por militares. 

Así las cosas, la UCL se aprestó a dar el siguiente paso: 
exigir a Hidalgo las debidas garantías para que se cumpliera 
la voluntad popular. 


VHI 


Después del conteo, salió una caravana hacia la capital, 
pidiendo audiencia al gobernador, que admitió una comisión 
que representara al contingente, que aparentemente era de 
más de cien automóviles y autobuses.” 


24 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 41. 


25 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente... pp. 60 y 
61 


26 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente... p. 61 


27 Romano Morales, Rocío: C. Caso León, en La justicia electoral en México. 20 
años. T. |. Estudios doctrinales. Manuel González Oropeza (Coordinador). Tribunal 
electoral del poder judicial de la federación. 2008. México. ISBN: 978-607-7599- 
06-7. p 278. 


28 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 42. 
29 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 43. 
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Hidalgo los recibió, pero siguió en sus trece, aduciendo 
que él no podía estar en contra de su partido, y terminó 
supuestamente: “(...) Yo impondré el orden en León, cueste 
loque cueste (....)." 

A estas alturas, los directivos civilistas se dirigieron a 
la capital del país. Hablaron con subsecretarios, secretarios 
particulares, senadores, un ministro de la corte, con el 
procurador general de la república José Aguilar y Maya, 
hasta que el presidente Ávila Camacho dio un consejo 
supuestamente vinculante para el gobernador Hidalgo, en el 
sentido de que las elecciones en León deberían ser anuladas. ** 

No obstante, Ernesto Hidalgo se las arregló para obtener 
una breve entrevista con el presidente, donde obtuvo carta 
blanca para resolver lo que a él mejor le pareciera. 


IX 


Lunes 31 de diciembre de 1945. Las tropas comandadas 
por los coroneles Emilio Olvera Barrón y Pablo Cano 
Martínez seguían apostadas en León desde la noche del 
miércoles 19 de diciembre de 1945, es decir, el día anterior a 
la constitución de las dos juntas computadoras. 

Los ánimos estaban sumamente caldeados, pero se 
trataban de mantener las formas. 

La UCL convocó a un mitin para el primero de enero 
de 1946 en el parque Hidalgo, es decir, a poco más de un 
kilómetro en línea recta de la plaza principal. Mientras 


30 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 46-48. 
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llegaban agraristas de municipios vecinos, en auxilio de las 
tropas acantonadas y de la policía, en previsión de algún 
conflicto.** 

El mitin se llevó a cabo, y fue duramente reprimido. 
Culatazos, golpes, insultos, caballos sobre la gente, y de esta 
manera, se disolvió el mitin. 

Mientras tanto, el gobierno que pretendía encabezar el 
Dr. Ignacio Quiroz tomaba posesión del ayuntamiento, ante 
las protestas de la multitud ahora reunida en la plaza de la 
constitución —hoy plaza de los mártires del dos de enero—. Al 
final, pudo hacerlo, para luego salir al día siguiente rumbo a 
Guanajuato, auxiliado por algunos directivos de la UCL. 


XxX 


Un acto jocoso de un funeral fingido con un ataúd con 
la leyenda “PRM” pintada, acompañado de algunos quejidos 
lastimeros, precedió a la matanza. Aproximadamente a las 9 
de la noche, los rifles empezaron a disparar. 

Según el informe de los ministros de la SCJN Roque 
Estrada y Carlos L. Ángeles, comisionados a investigar el 
caso, se recogieron 23 cadáveres de la plaza principal, y en el 
hospital civil habían 27. Los propios ministros no encontraron 
impactos de bala en el edificio de la presidencia municipal, 
pero sí en árboles y pilares de los edificios aledaños. Lo que 
encontraron en el edificio de gobierno fueron algunos vidrios 
rotos. 


31 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 727. 
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Incluso los ministros creyeron plausible la hipótesis 
de que el número de víctimas era aún mayor, en virtud de 
que días después de lo ocurrido había muchas personas 
preguntando por familiares desaparecidos. 

La mayoría de los atendidos tenía disparos en la espalda, 
y sólo algunos en la cabeza y piernas.” 

Hidalgo, conociendo su antiguo oficio de periodista, 
ofreció una versión diversa de los hechos, consistente en 
que el ejército había sido provocado por los insultos de la 
población, y que habían disparado desde el portal Guerrero. 
Además, argumentó que los hermanos Trueba Olivares 
habían estado incitando a la población a través de los 
mítines realizados durante la campaña electoral, acusando 
en particular a Alfonso Trueba de incitar el asalto del palacio 
municipal el día primero de enero, huyendo cuando las 
autoridades lo perseguían. Además, argumentó que algunos 
líderes de la UCL, que estaban en el casino, fueron atrapados 
con cartuchos de arma en el bolsillo. 

Los anteriores argumentos los recopiló y publicó en un 
libro titulado Guanajuato ante la conciencia de la Nación, 
editado por los talleres gráficos del Estado, y según Luis 
Miguel Rionda, le sirvieron para redimirse ante sus colegas 
periodistas.** 


32 González Oropeza, Manuel: Las resoluciones judiciales que han forjado a México. 
La constitución política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 2010. México. ISBN: 978-607-468-213-7. pp. 168-170 


33 Rionda, Luis Miguel: Aniversario incómodo en León, en La quincena. Revista 
mensual. Ed. La quincena. Enero 2013. Monterrey, Nuevo León, México. p. 31. 
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Pablo Cano Martínez, en el informe que rindió, comentó 
que los reunidos en la plaza de la constitución estuvieron 
apedreando el palacio municipal, casas particulares y 
vandalizando automóviles, y en la noche, se lanzaron contra 
los soldados portando armas de fuego largas y cortas, y las 
fuerzas armadas se limitaron a repeler el ataque. 

El general Bonifacio Salinas Leal atribuyó los ataques 
que relata Cano Martínez a que los sinarquistas habían 
aprovechado la campaña de Obregón para caldear los ánimos, 
insultando a las personas del presidente y de los militares, 
sosteniendo la legalidad del actuar de los soldados.** 


XI 


La prensa hizo eco de la tragedia. El rotativo El 
informador de Guadalajara publicó en su primera plana del 
jueves 3 de enero: El pueblo de León, ametrallado anoche en 
la plaza pública. Dentro de la nota, reseñaba los hechos de la 
matanza, así como su motivo.”* 

La secuela siguió en los días siguientes: El mismo 
diario informaba en su edición del 4 de enero que la cruz roja 
leonesa había informado que la cantidad de muertos había 
ascendido a 400. De la misma forma, consignaba que había 


34 González Oropeza, Manuel: Las resoluciones judiciales... pp. 182-185 


35 El informador: Edición del jueves tres de enero de 1946. Recurso digital dispo- 
nible en https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a35657d1e- 
d64f16b628d37intPagina=18tipo=paginaglanio=19468mes=018dia=038butlr=1r 
consultado el 16 de enero de 2024. 
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mucha gente desaparecida.** El 5 de enero, se hizo eco de 
las declaraciones del senador Fernando Amilpa, acusando 
al PAN y a la UNS de haber causado la matanza. Mientras, 
la confederación de jóvenes mexicanos aplaudió el actuar 
del ejército: “(...) Saludamos a los héroes miembros del 
Ejército Nacional que supieron poner en alto la bandera de la 
democracia. Viva el Ejército Nacional. Muera el sinarquismo 
O 

Así, hubo protestas de la llamada colonia leonesa en la 
ciudad de México, así como un manifiesto publicado en la 
prensa, firmado por ilustres leoneses radicados en la capital, 
pronunciamientos de Fidel Velázquez y Vicente Lombardo 
Toledano aplaudiendo la actuación del ejército,* y hasta de la 
Unión Soviética, diciendo que la matanza fue provocada por 
fascistas.?? 

Hubo muestras de duelo y paro de las actividades 
comerciales tanto en León como en el resto del país, 
convocadas por las cámaras de comercio y empresariales,* 


36 El informador: Edición del viernes cuatro de enero de 1946. Recurso digital disponible 
en  https://nndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a35657d1ed64f- 
16b62a4e?intPagina=14tipo=paginaganio=19468mes=018dia=048butlr=lr  con- 
sultado el 16 de enero de 2024. 


E] 


37 El informador: Edición del sábado cinco de enero de 1946. Recurso digital dispo- 
nible en https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a35657d1e- 
d64f16b62c32?intPagina=38tipo=paginagcanio=19468mes=018dia=058butlr=1r 


consultado el 16 de enero de 2024. 
3 


39 El informador: Edición del martes ocho de enero de 1946. Recurso 
digital disponible en https://andm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/ 
visualizar/558a35667d1ed64f16b6336b?anio=19468mes=018dia=088tipo=pagina 
consultado el 16 de enero de 2024. 


[99) 


Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de... passim. 


40 Karszembaum Grubois, Adriana: La tradición social católica... p. 61. 
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incluso hasta las grandes personalidades del mundo artístico 
como Jorge Negrete o Mario Moreno Cantinflas se dieron 
cita en León para reunir recursos para los familiares de los 
fallecidos en la ahora llamada plaza de los mártires del 2 de 
enero, pronunciando discursos en pro de los fallecidos, y del 
respeto a la voluntad popular.*' 


XII 


Ernesto Hidalgo fue defenestrado de la gubernatura, 
asumiendo el puesto el ministro Nicéforo Guerrero. El 
gobierno de León quedó a cargo de la junta de administración 
civil encabezada por Jesús Pérez Bravo. 

Mientras tanto, la SCJN, impulsada por Hilario Medina, 
después de hechas las investigaciones por los ministros 
Estrada y Ángeles, falló lo siguiente en lo fundamental: 

1. Sin provocación alguna, las tropas abrieron fuego 
contra la población. 

2. Los partidarios de la UCL fueron golpeados por el 
ejército el 1” de enero. 

3. Los dirigentes de la UCL no excitaron al pueblo, y 
ayudaron al Dr. Ignacio Quiroz a salir con bien del despacho 
municipal. 

4, Que Carlos A. Obregón había ganado las elecciones. 

La conclusión fue que se había violado el voto, y que se 
habían cometido delitos del orden federal. 


41 Alegre Vega, Luis: La victoria de los ciudadanos después del dos de enero de 
1946, en Crónicas leonesas, segunda época. Enero-marzo 2022. No. 1. H. 
Ayuntamiento de León, Guanajuato. p. 24. 
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A similares conclusiones llegó el informe presentado 
por el senador Joaquín Hernández Chavarría al congreso de 
la Unión, resultando además que quienes integraban la UCL 
no sólo fueron reaccionarios, sino que también personas 
progresistas y liberales. 

Al fin, el 19 de febrero de 1946, Carlos A. Obregón, 
tomó protesta como presidente municipal de León.” 


XI 


Ernesto Hidalgo fue nombrado como enviado 
extraordinario y ministro plenipotenciario en Polonia el 26 de 
abril de 1949, presentando credenciales el 4 de mayo, para 
posteriormente finalizar su misión en el país eslavo el 1* de 
agosto de 1952. Murió en el Distrito Federal en 1955.*% 

Carlos A. Obregón concluyó su mandato, enfermando 
aparentemente de depresión, y murió poco después. 

El Dr. Ignacio Quiroz venía de regreso de Guanajuato 
cuando se enteró de la matanza a la altura de Silao. Se fue a la 
ciudad de México, pasando a fijar su residencia en Querétaro. 
Nunca regresó a León.** 

Los coroneles Emilio Olvera Barrón y Pablo Cano 
Martínez fueron enjuiciados militarmente. Sólo Cano 
Martínez fue sentenciado a nueve meses de prisión por 


42 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 66-68. 


43 Secretaría de relaciones exteriores: Acervo histórico diplomático. Polonia. Recurso 
digital disponible en https://portales.sre.gob.mx/acervo/acervo/35-acervo-historico- 
diplomatico/180-polonia-embajadas consultado el 16 de enero de 2024 


44 Anda Páez, Alfredo: 2 de enero. Lección de cultura cívica, en Cuadernos 
de comunicación. Enero 1998. No. 2. Presidencia Municipal de León. León, 
Guanajuato, México. p. 32 
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el delito de infracción de deberes militares, los cuales ya 
habían sido compurgados, en virtud de que estaba en prisión 
preventiva desde el 26 de enero, y la sentencia se pronunció 
en noviembre. Olvera Barrón fue declarado inocente.* 

Posteriormente, se sabe que el mismo Pablo Cano 
Martínez fue ascendido al grado de general brigadier el 4 
de noviembre de 1952, mientras que Emilio Olvera hizo lo 
propio en el rango de coronel de caballería el 8 de noviembre 
de 1949,* 

La UCL terminó dividiéndose, y muchos de sus 
integrantes, uniéndose al PRI. 

Las tumbas de los que fallecieron, ahora están en el 
olvido. 


45 Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de... p. 104 


46 González Oropeza, Manuel: Las facultades exclusivas del senado de la República. 
Senado de la República. Editora Laguna. 2008. México. ISBN: 978-607-7679-00-4. 
passim. 
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Capítulo I 
Disposiciones generales 
Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del 
párrafo primero de la fracción XXI del artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en materia de secuestro. Es de orden 
público y de observancia general en toda la República 


y tiene por objeto establecer los tipos penales, sus 
sanciones, las medidas de protección, atención y 
asistencia a ofendidos y víctimas, la distribución 
de competencias y formas de coordinación entre 
los órdenes de gobierno. Para ello la Federación 
y las Entidades Federativas, en el ámbito de sus 
competencias, estarán obligadas a coordinarse en el 
cumplimiento del objeto de esta Ley. 


Disposiciones fundamentales y objetivos generales 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l texto corresponde a la introducción de la normativa 
E de la ley general para prevenir y sancionar los delitos 

en materia de secuestro, reglamentaria de la Fracción 
XXI del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Tiene varios propósitos fundamentales: 
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1.- Reglamentación constitucional. 


Sirve como ley reglamentaria específica de la parte 
de la Constitución que se refiere a la competencia del 
Congreso para establecer delitos y sanciones relacionados 
con el secuestro a nivel nacional. Esto se alinea con el primer 
párrafo de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución 
Mexicana. 


2.- Orden público y observancia general. 


Establece que sus disposiciones son de orden público 
y deben ser observadas en todo el territorio nacional, 
garantizando así una aplicación uniforme en todos los estados 
de la República Mexicana. 


3.- Establecimiento de delitos y sanciones. 


Define los tipos penales específicos relacionados con el 
secuestro, así como las sanciones correspondientes a estos 
delitos. Esto busca proporcionar claridad legal y una base 
para la persecución y sanción de tales actos criminales. 


Ley antisecuestro 


4.- Protección y asistencia a las víctimas y a los ofendidos. 


Se enfoca en la protección, atención y asistencia a las 
personas ofendidas y víctimas de secuestro, asegurando 
que reciban el apoyo necesario para superar el trauma y las 
consecuencias del delito. 
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5.- Distribución de competencias y coordinación. 


Detalla la distribución de  responsabilidades y 
competencias entre los diferentes niveles de gobierno para 
combatir el secuestro. También establece mecanismos de 
coordinación entre estos niveles de gobierno para asegurar 
una lucha efectiva contra este delito. 

El propósito de este texto es proporcionar un marco 
legal integral para la prevención y sanción del secuestro en 
México, promover la cooperación intergubernamental en esta 
materia y garantizar el apoyo a las víctimas de este delito. La 
ley busca abordar tanto la dimensión punitiva del secuestro 
como las necesidades de protección y recuperación de las 
víctimas, todo dentro de un esquema de colaboración entre 
los distintos niveles de gobierno. 

Es necesario precisar que el tema del secuestro fue 
modificado para que sólo el legislador nacional pudiera 
establecerlo, suprimiendo la facultad de los Estados para 
regularlo. 

En virtud de lo anterior, el 4 de mayo de 2009 se publicó 
en el diario oficial de la Federación la reforma a la fracción 
XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, mediante la cual se faculta al Congreso 
de la Unión para expedir una Ley General en materia de 
secuestro. 

La justificación se da en los siguientes términos: 


“(...) La presión de la opinión pública ha llevado a que 
el 21 de agosto de 2008, en Palacio Nacional, se firmara 
el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la 
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Legalidad, suscrito por el titular del Poder Ejecutivo 
Federal y los titulares de las entidades federativas; el 
titular del gobierno del Distrito Federal, el Congreso 
de la Unión, el Poder Judicial Federal, presidentes 
municipales, medios de comunicación, organismos de la 
sociedad civil, empresariales, sindicales y religiosos. 

En dicho acuerdo se asumió el compromiso de 
llevar a cabo una estrategia nacional que contemple 
políticas integrales en materia de prevención del delito, 
procuración e impartición de justicia, reinserción social, 
participación ciudadana, inteligencia y análisis en 
contra del crimen organizado”, mostrando la necesidad 
planteada por el legislador, lo que inclinó a que se 
firmara un acuerdo nacional para procurar justicia. 

Es por dicha razón que la maestra Laura Escutia- 
Paredes, establece en el caso del análisis a la ley que: 
“En este contexto, lo que la Ley General para Prevenir 
y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro 
representa, es la lógica de un Estado inspirado en una 
noción de notoriedad, muy orientado hacia la utilización 
de la fuerza pública como instrumento de control, como 
vehículo de represión. (...)” ' 


Cfr. Escutia-Paredes, Laura: Exposición de motivos para la expedición 


la ley general para prevenir, sancionar y combatir el delito de secuestro. 
consideraciones sobre la ley general para prevenir y sancionar los delitos 
Materia de Secuestro en México: Un análisis crítico de sus fundamentos. 
revistas UNED, Vol. 21, N.* 44: 1-22 julio - diciembre 2022; pp. 13 y 14. 
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Esto es un indicador de que ante el sobresaliente índice 
de este tipo de delitos, las medidas optadas por el Estado 
tenían que inclinarse a procurar la protección de víctimas 
e inhibir al delincuente con múltiples acciones, que no 
sólo debían consistir en el aumento de penalidades, sino el 
fortalecimiento de los grupos que los combatían. 

Bajo dicho parámetro, la normatividad comienza 
señalando el artículo que la regula, específicamente a través 
del párrafo XXI del artículo 73 de nuestra carta magna. 

De igual forma, muestra los tópicos que más adelante 
se observarán, como lo son: “(...) establecer los tipos 
penales, sus sanciones, las medidas de protección, atención 
y asistencia a ofendidos y víctimas, la distribución de 
competencias y formas de coordinación entre los órdenes 
de gobierno (...)”, esto es, como se adelantaba, no sólo se 
adecúan los tipos penales y las consecuencias jurídicas 
penales, sino que tendrá como fin la protección de ofendidos 
y víctimas, así como los ámbitos de competencia y la forma 
en que trabajará el gobierno para contrarrestarlo. 


I.- Fundamento constitucional 


Este apartado se centra en la base constitucional que sustenta 
y legitima la ley, evidenciando la relación directa entre la 
normativa y la Constitución. Se especifica que la ley emana 
de la facultad conferida al Congreso, conforme a lo dispuesto 
en la Constitución, para legislar en el ámbito del secuestro a 
nivel nacional. 
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En México, el Artículo 73, fracción XXI, confiere al 
Congreso de la Unión la competencia para dictar leyes que 
definan delitos y sanciones frente a actos delictivos que 
impacten significativamente el orden social, como en el 
caso del secuestro. La normativa en cuestión se enfoca en 
este delito, abordando sus diversas facetas ——prevención, 
persecución, sanción a los infractores, y soporte a las 
víctimas—, subrayando la importancia de una legislación 
cohesiva a nivel nacional para enfrentar esta problemática. 


T.- Alcance y observancia 


Este segmento expone la universalidad y obligatoriedad de 
la ley, destacando que su observancia es en todo el territorio 
mexicano, aplicable a todos los ciudadanos y autoridades. 

Al declararse de orden público, la ley establece 
normas imperativas para la organización y bienestar social, 
prevaleciendo sobre acuerdos privados y disposiciones de 
menor jerarquía que le sean contrarias. 

Esto asegura un tratamiento uniforme del secuestro en 
el país, fortaleciendo el estado de derecho y fomentando la 
confianza en las instituciones de justicia y seguridad. 


TIL.- Objetivos de la ley 


Este apartado detalla los fines específicos de la ley, detallando 
el marco de su aplicación y delineando sus componentes 
esenciales para combatir el secuestro en México. 
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En la ley, se definen los tipos penales de secuestro, 
se establecen las sanciones correspondientes y se pone de 
relevancia y regula la atención a las víctimas y ofendidos, 
asegurando su protección y asistencia. 

Además, se resalta la necesidad de una acción 
coordinada entre los distintos niveles de gobierno para una 
estrategia nacional efectiva, poniendo a las víctimas en el 
centro de las políticas de justicia penal, estableciendo las 
bases para una cooperación integral en la lucha contra el 
secuestro. 


IV.- Coordinación gubernamental 


Finalmente, se aborda la imperativa cooperación entre la 
Federación y las Entidades Federativas para la efectiva 
implementación de la ley contra el secuestro. Se subraya 
la importancia de compartir responsabilidades, recursos, 
e información, y se sugiere la creación de mecanismos 
de coordinación como unidades especiales, sistemas de 
intercambio de datos y protocolos de actuación. 

Esta colaboración busca no sólo una respuesta ágil y 
eficaz ante el secuestro, sino también la utilización óptima 
de recursos, asegurando la aplicación uniforme de la ley y 
reforzando el estado de derecho a nivel nacional. 
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Artículo 2. Esta Ley establece los tipos penales 
y punibilidades en materia de secuestro. Para 
la investigación, persecución y sanción de los 
delitos previstos en la presente ley se aplicará en 
lo conducente el Código Penal Federal, el Código 
Nacional de Procedimientos Penales, la Ley Federal 


Contra la Delincuencia Organizada y la Ley General 
de Víctimas. 


Los imputados por la comisión de alguno de los 
delitos señalados en los artículos 9, 10, 11, 17 y 18 de 
esta Ley, durante el proceso penal estarán sujetos a 
prisión preventiva oficiosa. 


Marco legal y procedimental para el 
manejo de delitos de secuestro 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 2 de la ley general profundiza en tres 
temáticas esenciales: los tipos penales y la punibilidad, 


la regulación del análisis procesal, y la prisión 
preventiva oficiosa para los imputados por estos delitos. 

Esta disposición legal especifica los delitos relacionados 
con el secuestro y las penas asociadas a ellos, lo que es 
crucial para delimitar el alcance de las acciones consideradas 
como secuestro, y establecer las consecuencias legales 
correspondientes. 


Ley antisecuestro 
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En el aspecto de los tipos penales y la punibilidad, se 
reconoce la naturaleza multidimensional de la norma, la 
cual no sólo establece las sanciones y penas aplicables, sino 
también las medidas de protección y derechos en favor de las 
víctimas y ofendidos. 

La ley se propone fungir como un marco legal que 
abarque, de manera integral, tanto la definición y persecución 
del secuestro como la atención a las víctimas de este delito. 

Respecto a la regulación procesal, el artículo aclara 
que, aunque la ley no detalla particularidades sobre el 
procedimiento a seguir, establece claramente que los 
marcos legales existentes en México serán aplicables para 
la investigación, persecución, y sanción de los delitos de 
secuestro. 

Esto implica la utilización del código penal federal, 
el código nacional de procedimientos penales, la ley 
federal contra la delincuencia organizada, y la ley general 
de víctimas, en lo que sea pertinente, para asegurar una 
coherencia procesal eficaz. 

Además, se hace énfasis en la inclusión de la prisión 
preventiva oficiosa como medida cautelar para los imputados 
de secuestro, destacando la intención del legislador 
de establecer esta medida, independientemente de las 
disposiciones del artículo 19 constitucional y del código 
nacional de procedimientos penales. 

Pero cabe destacar un punto de suma importancia: 
la prisión preventiva oficiosa ya ha sido declarada 
inconvencional, por ende, no se pude aplicar, y en todo caso, 
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si se pretende que los imputados sigan su proceso en prisión 
preventiva, la fiscalía tendrá que acreditar los extremos 
legales de la referida medida cautelar. 

Así, el propósito del artículo 2 es doble: proporcionar 
claridad legal, delineando específicamente qué constituye 
un delito de secuestro y las penas aplicables, y asegurar la 
coherencia procesal a través de la integración de diferentes 
cuerpos legales relevantes. 

Así, el artículo establece un marco legal específico y 
efectivo para el manejo de los delitos de secuestro en México, 
integrando este esfuerzo con el sistema legal más amplio del 
país, proporcionando medidas para asegurar tanto el proceso 
judicial como la protección de la sociedad. 

La intención de los tribunales colegiados de aplicar 
supletoriamente el Código Penal Federal sobre los códigos 
locales, con tesis numéricas específicas, muestra la dirección 
hacia una interpretación y aplicación uniforme de la ley en 
todo el territorio nacional. 

Esto refleja un enfoque sistemático y coordinado 
para enfrentar el secuestro, enfatizando la importancia de 
una legislación coherente y de la aplicación de medidas 
procesales integradas, para combatir eficazmente este delito. 


I- Establecimiento de tipos penales y punibilidades 


Este apartado es esencial para la comprensión integral del 
artículo, ya que se dedica a definir los delitos asociados al 
secuestro y las sanciones aplicables a los responsables. 
La claridad y precisión en esta sección son vitales para el 
sistema de justicia y la sociedad, al establecer claramente qué 
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conductas constituyen secuestro y las consecuencias legales 
correspondientes. La ley distingue entre diversas formas de 
secuestro, como el secuestro agravado y el secuestro exprés, 
considerando elementos como la duración y severidad 
del acto, permitiendo así una aplicación de sanciones 
proporcionales a cada caso. Las punibilidades, que incluyen 
penas de prisión y multas, pretenden tener un carácter 
disuasorio enfatizando la prevención del delito mediante la 
imposición de consecuencias severas. 


1.- Integración con el marco legal penal y protección a 
víctimas 


Esta sección destaca la cohesión y operatividad de la 
legislación dentro del marco jurídico penal mexicano, así 
como el énfasis en la protección de víctimas. Además, 
subraya la aplicación de otras normativas vigentes para 
la investigación, persecución y sanción del secuestro, 
incluyendo el código penal federal, el código nacional de 
procedimientos penales, la ley federal contra la delincuencia 
organizada, y la ley general de víctimas. Esta integración 
promueve una justicia coherente y comprensiva, garantizando 
que los casos de secuestro se aborden con la máxima 
diligencia y respeto hacia los derechos de las víctimas. 
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TlIL.- Prisión preventiva oficiosa ¡para imputados 
específicos 


Hay una terquedad legislativa, pues pese a que los tratados 
internacionales suscritos por México dicen que no debe 
existir la prisión preventiva oficiosa, se insiste en ello. 

Un ejemplo de dicha insistencia es que se dispone la 
detención preventiva obligatoria para aquellos imputados 
por la comisión de delitos de secuestro específicamente 
mencionados en los artículos 9, 10, 11, 17, y 18 de la ley en 
cuestión. 

La prisión preventiva oficiosa significa que, para 
ciertos delitos considerados de gravedad excepcional, 
como el secuestro, la ley prevé la detención del imputado 
durante el proceso judicial sin necesidad de una evaluación 
individualizada de la necesidad de esta medida. 

Empero, varias resoluciones internacionales de derechos 
humanos han señalado que la aplicación automática de la 
prisión preventiva oficiosa es incompatible con el principio 
de necesidad de justificación de la medida cautelar, en aras 
de la presunción de inocencia consagrado en el artículo 11 
de la declaración universal de derechos humanos y el artículo 
14 del pacto internacional de derechos civiles y políticos 
(PIDCP). 

En todo caso, para la procedencia de la prisión 
preventiva oficiosa debe existir una evaluación 
individualizada de cada caso para determinar la necesidad 
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de aplicarla, considerando factores como el riesgo de fuga, 
la interferencia en el proceso judicial o el peligro para la 
sociedad o las víctimas. 

La prisión preventiva oficiosa es un ataque directo 
al derecho a la libertad personal que reconoce el artículo 9 
del PIDCP, que establece que nadie puede ser sometido a 
detención o prisión arbitrarias, y que la detención preventiva 
de personas que esperan juicio no debe ser la regla general. 

Consecuentemente, la aplicación de la prisión 
preventiva oficiosa en casos de secuestro, aunque prevista en 
la ley como un mecanismo para asegurar el proceso judicial 
y proteger a la sociedad, debe ser considerada a la luz de las 
normas internacionales de derechos humanos. 

Esto implica que, incluso cuando las leyes nacionales 
prevean esta medida, su aplicación debe ser cuidadosamente 
balanceada con el respeto a los derechos fundamentales de la 
presunción de inocencia, la libertad personal y el derecho a 
un juicio justo. 

Las críticas y resoluciones internacionales llaman a los 
Estados a revisar y modificar sus marcos legales y prácticas 
judiciales para asegurar su conformidad con los principios de 
derechos humanos, promoviendo alternativas a la detención 
preventiva que sean menos restrictivas y más acordes con el 
respeto a los derechos fundamentales de los individuos. 
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Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Consejo Nacional: Consejo Nacional de Seguridad 
Pública. 

Il. Instituciones de Seguridad Pública: A las instituciones 
policiales, de procuración de justicia, del sistema 
penitenciario y dependencias encargadas de la seguridad 
pública a nivel federal, local y municipios. 

TIL. Ley: Ley General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la 
fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

IV. Secretario Ejecutivo: El Titular del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

V. Sistema: Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

VI. Fondo: Fondo de Apoyo para las Víctimas y 
Ofendidos; 

VIH. Programa Nacional: Programa Nacional para la 
prevención, persecución y sanción del delito de secuestro. 
VI. Víctima u ofendido: para los efectos de esta ley 
se atenderá a lo previsto en el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 

IX. Se deroga. 

X. Código Nacional: Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 
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Definiciones clave 
Comentarios 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


l artículo 4 aborda las definiciones clave para un 

código de habla único proveyendo las definiciones 

esenciales que garantizan una interpretación y 
aplicación uniformes de la normativa, asegurando una 
comprensión homogénea de todos los términos significativos 
por parte de los actores implicados en su ejecución. 

Al detallar los términos clave se sienta las bases 
idiomáticas. El objetivo de estas definiciones es ofrecer 
la claridad y exactitud necesarias para una interpretación y 
aplicación coherentes de la ley en todo el territorio nacional, 
eliminando cualquier ambigúedad que pueda conducir a 
interpretaciones dispares. 

Adicionalmente, estas definiciones buscan optimizar 
la eficacia en la implementación de la ley, especificando de 
manera explícita las obligaciones y funciones de las distintas 
entidades y programas comprometidos en la lucha contra el 
secuestro y el soporte a las víctimas. 

De este modo, el artículo también facilita una 
coordinación efectiva entre los distintos organismos y niveles 
gubernamentales involucrados en la seguridad pública, 
promoviendo un enfoque unificado y sólido en el combate al 
secuestro. 
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Así, este artículo establece los términos bajo los cuales 
se adecuará la norma. Para el particular, se debe destacar la 
figura del consejo nacional de seguridad pública, el cual es 
definido como 


“(...) el órgano superior del sistema nacional de 
seguridad pública (SNSP), y es presidido por el 
Presidente de la República, e integrado por los 
Secretarios de Gobernación, Defensa Nacional, Marina, 
el Procurador General de la República, los Gobernadores 
de los Estados, el Jefe del Gobierno de la Ciudad de 
México, el Comisionado Nacional de Seguridad, y el 
Secretario Ejecutivo del SNSP (...).”' 


Entre las principales funciones de este consejo está la de 
formulación de políticas generales en materia de seguridad 
pública y promover la coordinación de instancias que integran 
el sistema, con el fin de fortalecer y procurar la justicia. 

En segundo término, se enlistan las instituciones de 
seguridad pública, donde se contemplan las instituciones 
policiales, de procuración de justicia, del sistema 
penitenciario y dependencias encargadas de la seguridad 
pública a nivel federal, local y municipal. 


Ley antisecuestro 


1 Cfr. Gobierno de México: ¿Qué es el Consejo Nacional de Seguridad Pública 
(CNSP)?. Recurso digital disponible en https://www.gob.mx/sesnsp/acciones-y- 
programas/que-es-el-consejo-nacional-de-seguridad-publica-cnsp+:-:text=E1%20 
Consejo%20Nacional%20de%20Seguridad%20P%C3%BAblica%20(CNSP)%20 
es%20e/%20%C3%B3rgano,de%20la%20Ciudad%20de%20MY%C3%A9xico%2C 
consultado 29 de febrero de 2024. 
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Esto es, el consejo no sólo estará integrado por las 
instituciones que velan por el cumplimiento de la ley, sino 
también por las instituciones de seguridad pública de los 
estados y, por supuesto, de los municipios. 

Cuando se refiere a ley, por obviedad se refiere en 
concreto a la norma en su conjunto. 

El secretario ejecutivo, es según el artículo 17 de la ley 
general del sistema nacional de seguridad pública 


“(...) el órgano operativo del Sistema y gozará de 
autonomía técnica, de gestión y presupuestal. Contará 
con los Centros Nacionales de Información, de 
Prevención del Delito y Participación Ciudadana, 
así como de Certificación y Acreditación. El Titular 
del Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento del 
Secretariado, que establecerá las atribuciones y 
articulación de estos Centros (....).”” 


Y a su vez el artículo 2” contempla la definición de 
seguridad pública: 


“(...) La seguridad pública es una función a 
cargo de la Federación, las entidades federativas 
y municipios, que tiene como fines salvaguardar 
la integridad y derechos de las personas, así como 
preservar las libertades, el orden y la paz públicos y 
comprende la prevención especial y general de los 


2 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general del sistema 
nacional de seguridad pública. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNSP.paf consultado el 29 de febrero de 2024. 
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delitos, la sanción de las infracciones administrativas, 
así como la investigación y la persecución de los delitos 
y la reinserción social del sentenciado, en términos de 
esta Ley, en las respectivas competencias establecidas 
en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. El Estado desarrollará políticas en materia 
de prevención social del delito con carácter integral, 
sobre las causas que generan la comisión de delitos y 
conductas antisociales, así como programas y acciones 
para fomentar en la sociedad valores culturales y 
cívicos, que induzcan el respeto a la legalidad y a la 
protección de las víctimas (...).”* 


Mientras que el sexto término se encuentra en el artículo 
157 bis de la ley general de víctimas, que señala que “(...) El 
Fondo estatal se conformará con los recursos que destinen las 
entidades federativas expresamente para dicho fin (...).”* 

Además, el poder judicial federal se ha pronunciado en 
el sentido de particularizar sobre el fondo para las víctimas, 
estableciendo que Y en el último de los criterios emitidos 
por los tribunales colegiados de circuito, cuyo rubro se titula 
“Compensación subsidiaria a la reparación integral del daño. 
Procede su pago cuando de las constancias del agente del 


3 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general del sistema 
nacional de seguridad pública. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNSP.pdf consultado el 29 de febrero de 2024. 


4 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general de víctimas. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/LGV. 
pdf consultado el 29 de febrero de 2024. 
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ministerio público se advierta que no se ha logrado identificar 
al probable responsable, al ser un supuesto equiparable a que 
se haya sustraído de la justicia, haya muerto o desaparecido.” 


Para el caso del programa nacional para la prevención, 


persecución y sanción del delito de secuestro, se destina el 
artículo séptimo transitorio que estipula 


y 


“(...) El Consejo Nacional de Seguridad Pública y 
la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, 
deberán elaborar un Programa Nacional para prevenir, 
perseguir y sancionar las conductas previstas en 
el presente ordenamiento, independientemente del 
programa de cada entidad en particular, teniendo un 
plazo de seis meses, contados a partir de la publicación 
de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación 


(GI 


Mientras que se entenderá que los términos víctima 
ofendido” deben ser acordes al código nacional de 


procedimientos penales, aunque se deberá tomar en 


5 


Vid. Undécima Época. Registro digital: 2027005. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 1.100.A.32 A (11a.). Materia(s): Constitucional, Administrativa, 
Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 28, Agosto de 2023, Tomo V, página 4351 


Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general del sistema 
nacional de seguridad pública. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGSNSP.paf consultado el 29 de febrero de 2024. 


No se debe perder la atención sobre los esfuerzos internacionales que se 
han realizado para el combate al secuestro, donde se han realizado manuales, 
como el Manual de lucha contra el secuestro, suscrito en Nueva York en 2006, 
que atiende a las víctimas que han sufrido el delito, o para temas operativos los 
diversos protocolos en materia de secuestro de las fiscalías, o en su momento, 
procuradurías. 
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consideración —aunque no lo mencione explícitamente— la ley 
general de víctimas, que sí explica los términos, al señalar en 
su artículo 4*, en sus dos primeros párrafos, lo siguiente: 


“(...) Se denominarán víctimas directas aquellas 
personas físicas que hayan sufrido algún daño o 
menoscabo económico, físico, mental, emocional, o 
en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus 
bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la 
comisión de un delito o violaciones a sus derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los 
Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea Parte. 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas 
personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan 
una relación inmediata con ella (...).” 


Ley antisecuestro 


8 Cfr. Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Ley general de víctimas. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/paf/LGV. 
pdf consultado el 29 de febrero de 2024. 
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Comentarios a los artículos 26 a 34 de la ley 
general para prevenir y sancionar los delitos 
en materia de secuestro, reglamentaria de la 
fracción XXI del artículo 73 de la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos 


Mtro. Israel González Ramírez 


comentar las disposiciones de los capítulos VII a X de 

la ley general para prevenir y sancionar los delitos en 
materia de secuestro, reglamentaria de la fracción XXI del 
artículo 73 de la constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos (ley antisecuestro), relativos a las medidas de 
protección, apoyo, restitución y reparación del daño para 
víctimas, ofendidos y testigos. Vayamos adelante, pues. 


Ps aclaratorio: A continuación, me haré cargo de 
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Comentarios generales de los artículos 26 al 31 


o primero que debo señalar es que el tema que 

abordaremos es un tanto árido, pero no por ello deja de 

revestir una enorme importancia por las razones que 
serán expuestas adelante. Veamos. 

De la lectura de las disposiciones de las que ahora 
nos ocupamos encontramos un esquema al que la ley 
denomina protección de personas, en el que se encomienda 
a las fiscalías federal y locales la expedición de programas 
para la protección de personas, en los que se deberán 
incorporar a las personas cuya vida o integridad corporal 
pueda estar en peligro, en virtud de su intervención en un 
procedimiento penal seguido por el delito de secuestro. 
Tales programas deben prever los requisitos de ingreso, 
niveles de protección, tiempo de duración de la protección, 
obligaciones de la persona protegida, causas de revocación y 
demás características y condiciones necesarias para cumplir 
eficazmente con dicha protección. En el ámbito federal, el 
programa estará a cargo de una unidad especializada, en tanto 
que en las fiscalías locales quedará a cargo del titular del 
ministerio público o el servidor público inmediato inferior en 
quien éste delegue esta responsabilidad, todo en coordinación 
con las autoridades cuya intervención sea necesaria. 

Para la duración de la medida de protección los 
parámetros a considerar son, básicamente, el riesgo que 
corra la víctima u ofendido, y la necesidad real y objetiva 
de que sea protegido; así como su petición de que así sea, 
y cualquier otra circunstancia que a criterio de la autoridad 
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la justifique. Para su revocación deberán considerarse 
cuestiones como que la protección ya no sea necesaria, que 
el testigo falte a compromisos de veracidad o que sea sujeto a 
prisión preventiva oficiosa aunque esa medida cautelar, según 
marcha el orden jurídico nacional, ya no se va a aplicar, que 
no cumpla con las medidas de seguridad que se le asignen 
o que se niegue a declarar. Todas estas cuestiones son 
netamente casuísticas. 

Se estipula que, en tanto se autoriza la incorporación 
de una persona al programa, el agente del ministerio público 
responsable de la investigación, con el auxilio de la policía 
que actúe bajo sus órdenes, deberá tomar medidas de 
protección, considerando las características y condiciones 
personales del sujeto, para salvaguardar su vida e integridad 
corporal. 

Creo que el esquema operativo de estas medidas de 
protección, por sí mismo, escasamente habla de otra cosa 
que no sea un conjunto de requisitos que deben reunir 
personas con una determinada calidad en un proceso penal; 
pero también creo que la insalvable necesidad de estos 
mecanismos se justifica si acudimos al drama que viven 
las personas que sufren o presencian un secuestro, luego 
de habernos impuesto de la forma en que se ha visto este 
delito por parte de académicos y legisladores, para estar 
en condiciones de dimensionar el drama al que nos hemos 
referido. 

Para este fin, en primer lugar daremos un vistazo 
panorámico a este fenómeno, y empezaremos por el año de 
mil novecientos noventa y ocho, cuando nuestros juristas 
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estaban convencidos de que el secuestro era cometido 
“(...) en la gran mayoría de las veces por la delincuencia 
organizada (...)”, y que gran cantidad de estos delitos 
eran realizados por “(...) ex integrantes de los cuerpos de 
seguridad o corporaciones policiacas, que con el antecedente 
de su trabajo, naturaleza de sus funciones y el contacto 
con la delincuencia (...)”, les permitía “(...) contar con 
instrumentos, elementos y conocimientos para realizar este 
tipo de acciones (...)”, y que la mayor parte de los secuestros 
recaían en empresarios, comerciantes, agricultores y 
ganaderos.' 

Al siguiente año, en mil novecientos noventa y nueve, 
el poder judicial del estado de Tabasco hacía las siguientes 
consideraciones: 


“(...) Los criminólogos consideran al delito de secuestro 
como uno de los crímenes más graves; como una 
infamia monstruosa que pone a las víctimas y a sus 
familiares en un estado de ansiedad extrema y en la más 
aguda de las desesperaciones e impotencia humana; 
cuyo cuadro fenomenológico trasciende en una psicosis 
social y en la movilización -y a veces inmovilización- 
de la autoridad por lograr el rescate de la víctima sin 
que le ocurra un daño físico, lo cual constituye, sin duda 
alguna un desafío de los más difíciles de superar. 


1 Consultores Exprofeso: El secuestro. Análisis dogmático y criminológico. Porrúa. 
2* ed. México. 1999 pp. 51-53 
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En la actualidad, el secuestro se ha recrudecido. Desde 
hace aproximadamente una década se practica en las 
ciudades y recae sobre personas de alto signo político 
o diplomático o pertenecientes a potentadas familias, 
para de esta manera hacer factible la tendencia interna 
trascendente que preside el comportamiento antijurídico, 
esto es: obtener el rescate, o de una manera efectiva, 
causar daño o perjuicio a la persona privada de la 
libertad o a otra persona relacionada con aquélla.(...)” 


Por su parte, Marcela Pasquel y Ramírez, en el año dos 
mil dos, señalaba la importancia de crear en la víctima de 
un secuestro un ámbito de confianza hacia la autoridad que 
investiga el delito; ámbito que debería permitir a la víctima 
sentirse respaldada, apoyada, confortada en su sufrimiento y 
en su soledad. Esta profesora sostenía que 


“(...) (sjon por todos sabidas las consecuencias 
inmediatas que sufre el núcleo familiar al enterarse del 
secuestro de alguno de sus miembros; se alteran las 
costumbres y las relaciones y hasta el carácter de las 
personas, pues si algunos responden agresivamente, 
otros enferman de desesperación y angustia, siendo en 
esta situación que surge la disyuntiva entre poner en 
conocimiento a la autoridad o no, dada la inseguridad 
que esto les representa, pero si se logra crear un ámbito 
de confianza en la sociedad, en sus instituciones, la 
denuncia reiterada de cada uno de los casos afectados 


Ley antisecuestro 


2 López y Conde, Javier: El delito de secuestro. Poder Judicial del Estado de 
Tabasco. México. 2000. p. 26 
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llevará a un mejor seguimiento del delito y sus 
participantes, a efecto de localizarlos, detenerlos, 
procesarlos y sentenciarlos (....).””* 


A esta visión de raigambre más bien académica debe 
sumarse la que en aquel momento histórico del país tuvieron 
nuestros legisladores federales, misma que les llevó a 
proponer la creación de una ley antisecuestro. 

En octubre de dos mil ocho, la fracción parlamentaria 
del partido revolucionario institucional en la cámara de 
diputados del congreso de la Unión presentó una iniciativa 
para expedir la ley federal para prevenir y sancionar el 
secuestro, en la que se expuso lo siguiente: 


“(...) En los últimos años, el secuestro se ha convertido 
en una de las conductas delictivas que más lastiman y 
hacen mella en la sociedad mexicana, toda vez que sus 
consecuencias dejan profunda huella en las víctimas 
y familiares que lo sufren, no solo por el detrimento 
económico, sino por las secuelas físicas y psicológicas 
que perduran en la mayoría de ocasiones para toda la 
vida. En nuestro país cientos de personas se han visto 
trastocadas en su dignidad y absurdamente privadas de 
su libertad, y peor aún algunas de estas personas, por 
desgracia han sido asesinadas de manera cobarde. 

Para sumarnos al establecimiento de un sistema 
nacional de seguridad democrática, y combatir enérgica 
y eficazmente esa infame y despreciable conducta, y 


3 Pasquel y Ramírez, Marcela: La víctima en el delito de secuestro, en Seminario 
Introducción a la atención a víctimas del secuestro. INACIPE, México. 2002. p. 209 
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buscar que la sociedad pueda recuperar la confianza 
en las instituciones de procuración e impartición de 
justicia y reivindicar su derecho a la esperanza de un 
país seguro, se propone la creación de una ley integral 
que se anticipe al fenómeno delictivo del secuestro 
y lo acometa de la mejor manera cuando ocurra, que 
vaya más allá de la sola tipificación de la conducta y lo 
abarque desde al menos tres vertientes: la prevención, 
sanción y atención a las víctimas, por lo que se tiene 
que implementar una política criminal acorde a nuestro 
entorno social, cultural y jurídico para abatir este delito 


(ay 


Y más adelante se señala que uno de los objetivos de su 
propuesta era establecer 


“(...) una política de atención integral a víctimas, sus 
familiares y testigos, para que se les otorgue orientación 
jurídica, asistencia médica y psicológica, resguardo 
de su identidad y/o protección de su integridad ante 
amenazas, agresiones, intimidaciones o venganzas de 
los imputados o de quienes estén ligados con ellos, que 
podrá consistir en personal capacitado para resguardar 
su seguridad personal; vigilancia permanente o 
itinerante de su domicilio o lugar de trabajo; apoyo 
para cambios de residencia temporales o permanentes y 
cambio de identidad, entre otras medidas (...)”* 


Fracción parlamentaria del partido revolucionario institucional en la cámara de 
diputados: Con proyecto de decreto para expedir la Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar el Secuestro y reforma y adiciona diversas disposiciones del Código 
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En esa misma línea de ideas, en febrero de dos mil 
diez la fracción parlamentaria del partido de la revolución 
democrática en la cámara de diputados del congreso de la 
Unión presentó una iniciativa para expedir ley general para 
prevenir, sancionar y combatir el delito de secuestro, en la 
que se reconocía que “(...) el secuestro en México es uno 
de los problemas que preocupa a la mayoría de la población 
(...)” y que este tipo de delitos no sólo afectaba a empresarios 
o a personas con una desahogada solvencia económica, sino 
que alcanzaba a personas de todos los niveles económicos de 
la sociedad. Se afirmaba que el secuestro es uno de los delitos 
más crueles y devastadores, que las secuelas psíquicas que 
sufre el ofendido y sus familiares son graves y permanentes 
y que la noticia de que una persona fue secuestrada provoca 
zozobra general, y desde luego inhibe nuevas inversiones. 

Se hacía mención de los casos de los secuestros de los 
hijos de Isabel Miranda de Wallace, Fernando Martí y Nelson 
Vargas, los cuales lamentablemente terminaron con la muerte 
de sus hijos, lo que, a decir de los iniciantes, era reflejo del 
grado de impunidad y la falta de métodos de capacitación 
y de investigación de las autoridades encargadas de la 
procuración de justicia. 

Esta iniciativa contenía un apartado específico relativo a 
las víctimas en los siguientes términos: 

Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales, de la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada, del Código Civil Federal, de la Ley General 
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de la Ley de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, y de la Ley de Instituciones de Crédito. Recurso 
digital disponible en http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2008/10/ 


asun_2475512_20081002_1223049768.paf, consultada el primero de enero de 
2024 
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“(...) 2. Del derecho de víctimas, ofendidos y testigos 
Parte importante del proyecto es que pone principal 
énfasis en la integridad de la víctima, así como la 
preservación de la seguridad de su familia y testigos 
en caso de un ilícito que la prive de su libertad, por 
lo tanto se señala que toda víctima de secuestro tiene 
derecho a que las autoridades Federales, del Distrito 
Federal, estatales y municipales en el ámbito de sus 
respectivas competencias, deban realizar todas las 
acciones necesarias para preservar la vida de la víctima, 
la seguridad de su familia y testigos como objetivo 
principal en sus actuaciones. 

Por lo tanto, se despliegan una serie de derechos que 
van desde el hecho de que los familiares de las víctimas 
sean notificados por la autoridad, desde el primer 
momento en que se tiene conocimiento del secuestro, 
ya sea a través de la comunicación por cualquier medio 
con los autores materiales o intelectuales, o por haber 
presenciado los hechos. 

Se establece además el derecho a ser liberada de manera 
pronta y ser regresada con vida a su núcleo familiar, y en 
el caso de ofendidos y testigos a recibir por parte de las 
autoridades la garantía de su seguridad y a una pronta 
e integral reparación de los daños causados a cargo del 
autor o por la organización criminal. 

Otro de los derechos que se consideran fundamentales 
es el hecho de que los familiares puedan recibir desde 
el primer momento de las autoridades, la asesoría 
e información para la protección de su integridad y 
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patrimonio, así como ser asistidos durante el tiempo que 
dure la privación ilegal de la libertad, por un funcionario 
público certificado en materia de negociación y rescate 


(...).? 


Para el año dos mil quince, ya con la ley antisecuestro 
en vigor, el panorama seguía siendo desolador, como reseña 
el profesor Eduardo Carreño Alvarado, cuando afirma que 


“(...) (e)! secuestro es un delito que ha dejado una de las 
más dolorosas huellas en la sociedad mexicana, ya que 
se ha convertido en uno de los principales problemas 
que aquejan a la seguridad en nuestro país. Es un delito 
que lesiona al pueblo en todos sus niveles tanto sociales 
como económicos; establece una situación generalizada 
de miedo y desconfianza en nuestra sociedad. (...) 

El secuestro en México no es un hecho nuevo, es una 
problemática que hemos arrastrado desde hace décadas, 
y que no obstante los grandes esfuerzos que se ha hecho 
por parte del gobierno mexicano se ha logrado combatir 
(sic) de manera eficiente y eficaz. (...) 

En virtud de lo anterior, en mi opinión, el gobierno ha 
errado el camino para combatir el secuestro, toda vez 
que las decisiones que ha tomado y las programas que 


5 Fracción parlamentaria del partido de la revolución democrática de la cámara 
de diputados: Que expide la Ley General para Prevenir, Sancionar y Combatir 
el Delito de Secuestro, y reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del 
Código Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada. Recurso digital disponible en http://sil. 
gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2010/02/asun_2632013_20100218_12 
66515236.paf, consultado el primero de enero de 2024 
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ha implementado en la materia, son anacrónicos, se 
basan en estudios desviados, basados en una realidad 
inexistente, se establecen penas altísimas —al grado de 
ser inconstitucionales sin que se creen mecanismos 
que logren llegar a la aplicación de dichas penas, 
convirtiéndolas en amenazas vacías y de imposible 
cumplimiento (...).” * 


Finalmente, en un documento de estudio y análisis 
emitido por la cámara de diputados del congreso de la Unión 
se expuso que 


“(...) (e)l secuestro en México se ha convertido en una 
industria que ha logrado permear en todos los sectores 
de la sociedad. Anteriormente el secuestro era un delito 
cometido contra personas de sectores con bienes y 
recursos que permitieran llevar a cabo la negociación 
para la obtención de un rescate que generara jugosas 
ganancias; actualmente cualquier persona, cualquier 
familia puede ser objeto de este tipo de ilícito pues se 
han generado diversas modalidades del mismo que 
permiten realizarlo con mayor frecuencia, menor riesgo 
para quienes lo ejecutan y por consiguiente con mayor 
impunidad. 

La expansión e incremento del delito de secuestro 
constituye un flagelo no sólo para la víctima y la familia 
de la misma sino para toda la sociedad en general. 
Resulta complejo su combate tanto en su prevención 


Ley antisecuestro 


6 Carreño Alvarado, Eduardo: El delito de secuestro en México. Tirant Lo Blanch. 
México. 2015. p. 9 
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como en su persecución dado que implica diversos 
tipos de violencia que incluso llevan a la comisión 
directa o indirectamente de otros ilícitos, además de 
ser multifactorial las principales causas que provocan 
que hoy en día, en muchas localidades este delito siga 
imperando a pesar de los esfuerzos por combatirlo 


0 


Con este marco a la vista, me permito ahora traer 
a cuenta la narración de un caso real, uno de los menos 
dramáticos que he conocido en mi trabajo, debido a que la 
víctima del secuestro, un niño de doce años, sobrevivió sin 
haber sufrido daños físicos, pero los espirituales seguro le 
perseguirán por un tramo considerable de su vida. El punto 
que me interesa resaltar de él, es que los perpetradores del 
plagio eran personas que vivían en la misma comunidad que 
el niño, e incluso uno de ellos, el que planeó el secuestro, 
era cercano a su familia, con lo que creo poder evidenciar la 
necesidad a la que me referí líneas arriba. 

El caso es este. El niño tenía doce años de edad cuando 
pasó. Como todas las tardes, salió de su casa a bordo de su 
bicicleta para dirigirse a su clase de defensa personal, al otro 
lado de la comunidad. Para llegar era necesario atravesar 
un camino despoblado y arbolado. Ese día, cuando estaba 
por salir de ese tramo, de entre los árboles surgieron unos 


7 Cámara de diputados: Delito de secuestro en México. Marco teórico conceptual, 
marco jurídico, políticas públicas, iniciativas presentadas, estadísticas y opiniones 
especializadas. Cámara de diputados. Recurso digital disponible en https://www. 
diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SAPI-1SS-11-19.paf, consultado el primero de 
enero de 2024 
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sujetos que lo obligaron a bajar de su bicicleta, lo sometieron, 
y luego lo obligaron a subir a una camioneta, en la que le 
taparon la cabeza con su propia camisa y lo llevaron hasta un 
lugar que no conocía. 

En ese sitio le quitaron la camisa de la cabeza, le 
amarraron las manos, le quitaron los zapatos y lo metieron 
en un cuarto en el que solo había un colchón viejo. En esas 
condiciones pasó la noche, y a la mañana siguiente, por 
necesidades del cuerpo, pidió a uno de sus captores que lo 
dejara ir al baño, pero éste le respondió que su jefe le había 
dicho que no lo fuera a sacar para nada del cuarto o se las 
vería con él, por lo que le ordenó que lo que necesitara 
hacer, lo hiciera en el colchón. En tratando de necesidades 
fisiológicas, el cuerpo no entiende razones. Tuvo que obrar 
sobre sí mismo, y batió su ropa con excremento y orines. 

Así pasó la segunda noche, en la que, por cierto, sus 
captores se hallaban muy contentos porque decían que les 
iban a pagar muy buen dinero por él. Incluso estuvieron 
bebiendo. De tres que lo custodiaban, dos se retiraron por 
la madrugada y el que se quedó todavía les dijo que no se 
les fuera a olvidar traer más alcohol cuando regresaran. A 
la mañana siguiente, lo despertaron los ronquidos de quien 
lo cuidaba; se asomó afuera del cuarto y lo vio totalmente 
ebrio y dormido, tirado en un sillón junto a una botella vacía 
de alcohol. Primero tímidamente, pero luego de manera 
decidida, al ver que su captor no reaccionaba, se dirigió a 
la salida del lugar y no tuvo mayor dificultad para abrir la 
puerta y huir... descalzo, con las manos amarradas y batido 
en sus propias excrecencias. 
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Llegó a una gasolinera en la que los dependientes, al 
ver las condiciones en las que se hallaba, inmediatamente 
dieron aviso a la policía. Los oficiales que lo auxiliaron, 
luego de escuchar lo que le había sucedido, de inmediato 
implementaron un operativo que los llevó a detener al sujeto 
que lo custodiaba, el que luego dio información para dar con 
todos los que intervinieron en el secuestro. 

El niño pudo identificar a los sujetos que le salieron 
al paso y luego lo subieron a la camioneta en la que se lo 
llevaron, al que iba conduciendo esa camioneta, y, desde 
luego, al que se quedó dormido mientras lo cuidaba. El que 
conducía la camioneta era al que le decían jefe y resultó 
ser un amigo de su familia. El resto eran vecinos de su 
comunidad. 

Resulta claro que por las circunstancias que se dieron en 
este caso, el niño y su familia requirieron que se garantizara 
su seguridad durante el proceso penal que se inició. La 
pregunta que surge ahora es ¿cómo es que se implementan, 
en general, los mecanismos jurídicos para garantizar esa 
protección en todos los casos que se tratan del delito de 
secuestro? 

Como ya se habrá dado cuenta quien lea esto, el interés 
de estas líneas no es dogmático. No pretendo analizar las 
categorías del delito, sino acercarme —y a ustedes conmigo al 
drama que viven quienes sufren los estragos de un secuestro, 
a quienes debido a estas amargas experiencias, hoy reflejan 
un dolor que tendría que estremecernos hasta los cimientos 
como sociedad, por causa de algunos que han creído que 
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pueden tomar el destino de una persona en sus manos e 
intercambiarlo por dinero, con lo que ponen precio a la vida 
de cualquiera de nosotros. * 

En esta tesitura, debo abrir aquí un paréntesis para 
documentar nuestro pesimismo. El sombrío panorama 
dibujado en la breve reseña académica e institucional que 
hice, muestra claramente la necesidad de medidas especiales 
de protección y apoyo para quienes padecen el delito de 
secuestro, tanto como para con aquellos que al haber tenido 
conocimiento de las circunstancias en que aconteció, deben 
acudir al proceso penal. 

Con esta impresión en el espíritu, no quiero avanzar en 
el estudio sin antes hacer referencia a tres libros que para mí 
exponen de manera clara y contundente el drama que viven 
víctimas, ofendidos y testigos de un secuestro en el proceso 
penal; obras cuya lectura recomiendo ampliamente en aras 
de alcanzar sensibilización, que es algo que con lamentable 
frecuencia nos falta a los operadores jurídicos al tratar a 
víctimas y testigos, no sólo de secuestros, sino de todo tipo de 
delitos. No voy a desarrollar aquí análisis literarios sobre los 
textos que voy a mencionar. El único objetivo es recomendar 
su lectura por la catarsis que yo mismo tuve al leerlos y que, 
en alguna medida, ha cambiado mi forma de ver a quienes 
están del otro lado de la barra en mi trabajo. 


8 Niño de Rivera, Saskia y López San Martín Manuel: El infierno tan temido. El 
secuestro en México. Aguilar Ideas. México. 2022. pp. 10-11 
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El primer libro es Noticia de un secuestro, ? un clásico 
del maestro Gabriel García Márquez que narra el secuestro 
de un grupo de periodistas en la Colombia de Pablo Escobar 
—cuya lectura puede complementarse con los episodios 
correspondientes de la serie televisiva Pablo Escobar. El 
patrón del mal y que nos muestra la forma en que, tras un 
largo cautiverio y un intenso sufrimiento de las familias y 
amigos de los secuestrados, éstos incluso terminaron teniendo 
una relación de cierta manera cordial con las personas que los 
custodiaban. El segundo es Una novela Criminal, de Jorge 
Volpi, '” cuyo interés radica en la forma instrumental en que 
fueron utilizadas las víctimas de un secuestro atribuido a una 
banda denominada Los Zodiaco, altamente mediático por la 
intervención de una ciudadana francesa, cuyo tratamiento 
judicial provocó un conflicto diplomático entre los gobiernos 
de México y Francia, y la creación de una novedosa figura 
jurídica por parte de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación: el efecto corruptor del proceso.” 

El último fue uno con el que me topé prácticamente sin 
buscarlo en mi última visita a la ciudad de México, cuando 
ya estaba pergeñando este trabajo. Abro paréntesis en este 
punto, porque no puedo evitar traer a cuenta mi vena literaria 


9 García Márquez, Gabriel: Noticia de un secuestro. Planeta. México. 2010 
10 Volpi, Jorge: Una novela criminal. Alfaguara. México. 2018 


11 Vid. Décima Época. Registro digital: 2003563. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXVI/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537, y 
Décima Época. Registro digital: 2003564. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXVII/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537. 
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y señalar en coincidencia con Carlos Ruiz Zafón y la tesis que 
sostiene en la saga del Cementerio de los libros olvidados- 
que no somos nosotros quienes buscamos a los libros, sino 
que los libros nos encuentran y en ello no hay casualidades. 
En fin. Ese libro es El infierno tan temido. El secuestro en 
México, de Saskia Niño de Rivera y Manuel López San 
Martín. Por la relevancia para lo que tratamos en este trabajo, 
me permito transcribir una parte del capítulo denominado 
Reflexión. El valor/dolor de las víctimas. Leamos. 


“(...) La justicia debe tener siempre en el centro a las 
víctimas, a las y los sobrevivientes que se ven forzados 
a vivir siempre con cicatrices. 

El dolor de quienes sobreviven a las garras de la 
delincuencia en nuestro país se agrava al afrontar la 
realidad de nuestro sistema de justicia penal. Hace unos 
años, a la Coordinación Nacional Antisecuestro llegó 
una familia que había vivido un plagio. Un hombre, 
dueño de una dulcería y padre de familia, demandaba 
justicia. Sus tres hijas habían sido brutalmente mutiladas 
y no tenía respuesta alguna de las autoridades respecto 
a los responsables del delito. En impotencia absoluta, el 
padre, al rescatar a sus hijas del cautiverio, se dedicó a 
hacer lo que le correspondía a la policía de investigación. 
Integró, prácticamente sin ayuda de nadie, la carpeta de 
investigación, y se la entregó al juez. Al correr de los 
meses y tras ver que no se detenía a los agresores, el papá, 
desesperado, buscó al juez para exigir una explicación. 
El juzgador, completamente desensibilizado, le contestó 
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al padre que le parecía que estaba siendo “goloso” al 
querer a todos los agresores de sus hijas en la cárcel, y 
le recomendó agradecer que había logrado meter a unos 
cuantos de los secuestradores a prisión, ya que “muchas 
víctimas no logran ver uno solo”. 

Los testimonios de los sobrevivientes de secuestro 
son desgarradores. Recordar esos días, esos meses de 
cautiverio, de incertidumbre sobre su vida y su futuro, 
mientras lo único que intentan a diario es vivir, tratar de 
comprender y humanizar lo inhumano. Esas voces desde 
el dolor adquieren un valor adicional, porque, con sus 
relatos, generan conciencia y contribuyen a la búsqueda 
de paz. 

El dolor ajeno se ha convertido en esa conversación 
incómoda que solemos callar sin entender que esas 
historias viven de manera permanente en quienes 
experimentaron un secuestro. No son cifras, no son 
estadísticas periódicas que nos presentan las autoridades. 
Son vidas, son personas como cualquiera de nosotros, 
como quienes hoy leen estas líneas. 

Escucharlas nos aproxima a dimensionar qué hay detrás 
de las cifras que se reportan desde las instituciones y se 
replican en los medios, como algo cotidiano. Prestarles 
atención es comprender lo tristemente real: nos hemos 
vuelto un país de datos y nos hemos alejado de lo que 
realmente importa: los sentimientos detrás de estas 
historias. Contamos homicidios, desapariciones y 
secuestros con una normalidad aterradora. 
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Para lograr la reconstrucción del tejido social debemos 
entender, y no normalizar, que la delincuencia rompe 
sociedades y lastima familias mucho más allá de la 
duración de los hechos delictivos. Los secuestros 
se dejaron de contabilizar con nombre y apellido y 
se empezaron a consignar como simples números, 
englobados en datos de horror que acumulan decenas, 
cientos, miles. 

Sí, miles de vidas destrozadas no sólo por lo que 
implican los minutos, horas, días, semanas y hasta 
meses de encierro, sino por lo que trastoca en cada 
familia —víctimas del “otro cautiverio”- y las secuelas 
que dejan de por vida. Un secuestro no dura lo que el 
cautiverio. Recuperarse es algo que tarda años, o quizá 
nunca se consiga. 

Darles voz a quienes en buena parte de las ocasiones 
son olvidados por las autoridades, si no es que 
revictimizados por ellas, es un mínimo acto de justicia 


(7 


Para concluir este apartado de contenido, digamos, más 
apegado a la sensibilización catártica del ciudadano común, 
que busca generar empatía en los operadores jurídicos 
para con víctimas, ofendidos y testigos de los secuestros, 
enunciaremos una serie de películas y documentales que 
hacen eco de lo que aquí analizamos. 


Ley antisecuestro 


12 Niño de Rivera, Saskia y López San Martín, Manuel: El infierno tan temido..., pp. 
133-135 
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Se trata de los filmes La civil, de Teodora Ana Mihai 
(México, 2021, premio Cammes 2021) y Noche de fuego, 
de Tatiana Huezo (México, 2021, premio Cannes 2021), 
y los documentales Las rastreadoras, de Adrián González 
Robles (México, 2020), Te nombré en el silencio, José María 
Espinosa de los Monteros (México, 2021) y Dolor fantasma, 
de Karen Pérez Martínez (México, 2022). A quien le interese 
conocer a través de la pantalla la desesperación de saber a un 
ser querido víctima de un secuestro o la angustia que significa 
ser privado de la libertad, le servirá ver estos trabajos. 
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Comentarios generales a los artículos 32 al 34. 


n las disposiciones de este capítulo se establece lo 
que se denomina apoyos a las víctimas, ofendidos y 
testigos de cargo, donde se erige otro esquema que 
contiene un conjunto de derechos para las personas que 
tienen esta calidad, y cuyos fines son procurar no revictimizar 
ni poner en riesgo a víctimas, ofendidos y testigos, por el 
contacto con el o los imputados; garantizar su acceso a la 
información del proceso; su debido asesoramiento técnico; su 
protección a través de providencias precautorias o medidas 
cautelares, así como la reparación del daño; que cuenten con 
apoyo permanente de un equipo interdisciplinario durante el 
proceso y en las audiencias, que debe estar compuesto por 
técnicos jurídicos, médicos y psicólogos; facilidades para 
rendir testimonio sin que se les identifique, e incluso hacerlo 
a través de medios electrónicos; acceso a las actuaciones 
a través de copias simples de las diligencias en las que 
tomen parte; aportar información que, con la intervención 
de la autoridad investigadora y de la asesoría técnica 
jurídica, tomará la forma de medios de prueba; saber del 
paradero de quienes intervinieron en el delito en que fueron 
víctimas, ofendidos o del que prestarán testimonio, y recibir 
notificaciones sobre la libertad de esas personas, a fin de 
recibir la protección necesaria, máxime en caso de que dichas 
personas se sustraigan de la acción de la justicia. 
Se establece que los procesos administrativos O 
judiciales en los que sea parte la víctima de un secuestro, 
previa petición de parte legítima, quedarán suspendidos 
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mientras dure su cautiverio y hasta por tres meses más, a 
juicio razonado de la autoridad respectiva, y se hace énfasis 
en la obligación de la autoridad de designar un asesor jurídico 
que facilite a víctimas y ofendidos la promoción efectiva 
de sus derechos, la orientación para hacerlos efectivos y 
reclamarlos ante las autoridades que correspondan, y, sobre 
todo, el auxilio jurídico para obtener las restituciones o 
reparaciones en el goce de los mismos. 

Como podemos observar, los mecanismos de 
protección y apoyo conforman esquemas bastante simples 
cuya operatividad debe responder a las circunstancias y 
necesidades específicas de cada asunto y operan en forma 
de reglas; es decir, tanto para otorgar como para revocar la 
protección y para otorgar los apoyos basta que la persona en 
cuestión se encuentre dentro de los supuestos que prevén las 
disposiciones que reseñamos, sin que sea necesario ningún 
otro tipo de consideración. 

Por la claridad en la redacción de las disposiciones debe 
incitarnos a averiguar si en realidad están funcionando en 
los términos en que se han previsto. Para ilustrar sobre este 
punto, desde una perspectiva práctica, abordaré el tema a 
través de una entrevista que realicé al encargado de la unidad 
de combate al secuestro de la fiscalía general del estado. 
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ara los fines de precisar la forma en que operan 

los mecanismos de protección y apoyo a víctimas, 

ofendidos y testigos en los procesos penales seguidos 
por el delito de secuestro, realicé una entrevista con el 
Maestro Ricardo Malagón Parada, encargado de la unidad 
de combate al secuestro de la fiscalía general del Estado de 
Guanajuato. Los resultados fueron los siguientes. 

La fiscalía general del estado de Guanajuato no cuenta 
con los programas de protección de personas a que se 
refiere el artículo 26 de la ley antisecuestro, pero sí cuenta 
con mecanismos de protección para las personas que tienen 
calidad de víctimas o testigos en un proceso penal seguido 
por el delito de secuestro, los cuales están a cargo de personal 
de la unidad especializada en combate al secuestro, que 
brinda medidas de protección a víctimas de secuestro, y opera 
de la siguiente manera: 

Esta unidad cuenta con personal multidisciplinario 
especializado en la materia, destinado a atender de manera 
exclusiva los eventos de secuestro que se presenten en el 
Estado. Desde la primera entrevista con las víctimas indirectas 
se analizan temas de seguridad y se diseña la estrategia a 
seguir, considerando las características particulares del ilícito 
de que se trata, y las condiciones de riesgo particulares en las 
que se encuentra cada víctima. 

Entre las medidas de protección que se aplican, se 
tiene la protección a los familiares de la víctima directa con 
presencia física por agentes de investigación criminal de la 
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unidad; en caso de ser necesario, se puede designar algún 
otro sitio donde puedan permanecer las víctimas por el 
tiempo que se considere necesario. Personal especializado les 
brinda contención y manejo de crisis, así como las terapias 
psicológicas que requieran con motivo de la comisión de este 
delito; se les da acompañamiento en audiencias por psicólogas 
especialistas en materia de secuestro; se les brinda asesoría 
jurídica y acompañamiento a audiencias; se realizan rondines 
de vigilancia en los domicilios que se consideren necesarios; 
se hacen estudios socioeconómicos por trabajadoras sociales 
de la unidad para gestionar los apoyos que se requieran, y se 
les brindan atenciones médicas gratuitas cuando las víctimas 
han sufrido alguna afectación física. 

En cuanto a la efectividad de las medidas de protección, 
se me informó que debido a las estrategias de seguridad que 
se han implementado en cada uno de los asuntos tramitados 
en la unidad, no se ha tenido hasta el momento algún atentado 
contra víctimas o familiares. 

Pues bien, de lo que hasta aquí hemos analizado creo 
que es pacífico afirmar que el delito de secuestro es uno 
de los más lacerantes en sede de las víctimas directas e 
indirectas por la enorme e intensa carga de angustia que 
soportan quienes lo padecen. Sumado a lo anterior, ellos, y 
quienes por cualquier razón llegan a tener conocimiento de 
las circunstancias en que se perpetra, se ven en un real y 
enorme riesgo para su integridad y su vida, así como para la 
de sus familias, debido a las modalidades que ha adoptado en 
su ejecución este delito, tanto en sede de los agentes como en 
la de los pacientes. ¿¿A qué me refiero? Lo explico. 
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Como se vio al inicio de este trabajo, en un principio el 
delito de secuestro se cometía por personas específicamente 
dedicadas a él, y la finalidad era la de obtener el pago del 
rescate por la libertad de las víctimas. Si lo queremos 
ver en términos fríos y duros, la libertad de las personas 
secuestradas y su integridad física eran la mercancía que 
vendían los secuestradores, de los que podíamos decir que, 
en cierta manera, eran profesionales en su área. Pero con 
el tiempo fueron dedicándose a esta ilícita labor grupos de 
personas que se distinguían por su ambición y su brutalidad, 
y comenzaron a mutilar a las víctimas para presionar a sus 
familiares a pagar los rescates y, lamentablemente, muchas 
veces no les importó matarlas al no conseguir sus objetivos. 
Aun así, seguíamos hablando de bandas especializadas 
dedicadas exclusivamente al secuestro. 

El tiempo y las circunstancias en las que entró el país a 
partir de la que se denominó guerra contra el narco, iniciada 
oficialmente el once de diciembre de dos mil seis, cuando 
el entonces presidente de la República, Felipe Calderón 
Hinojosa, ordenó el despliegue de tropas del ejército 
mexicano en el estado de Michoacán para combatir al cártel 
denominado la familia michoacana, hicieron que todo lo 
relativo al delito de secuestro diera un inesperado y macabro 
giro. 

Una de las consecuencias de esta guerra —cuya 
eficacia O ineficacia no corresponde discutir hoy aquí— fue 
que, a partir de que comenzó a dificultarse el trasiego de 
drogas hacia Estados Unidos, y de que los principales y 
más prominentes líderes de los grupos de la delincuencia 
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organizada comenzaron a ser detenidos, comenzó también 
un proceso de atomización de dichos grupos, lo que llevó a 
su proliferación desordenada en los Estados de la República 
donde tenían mayor presencia. Esto provocó, a su vez, que 
diversas células de los grupos se escindieran y comenzaran a 
pelear entre sí por el control de los territorios de una manera 
feroz y sanguinarta. 

En esta vorágine, los grupos dedicados al narcotráfico 
que estaban menos organizados y que tenían menor 
influencia criminal, tuvieron que voltear la mirada a otro tipo 
de actividades ilícitas, entre las que se halló el secuestro. 
El impacto de esto fue que, además de cambiar el tipo de 
personas que se dedicaban a este delito, cambiaron también 
las víctimas: ahora cualquier ciudadano al que se le pudieran 
esquilmar unos pesos era potencial víctima de un secuestro, 
y su vida e integridad física pasaron a ser la menor de las 
consideraciones de los delincuentes. 

Pero la degeneración del delito no paró ahí. A las 
privaciones de la libertad cometidas por los grupos de 
la delincuencia organizada se les empezó a denominar 
levantones, y tuvieron por objeto, en un principio y en el mejor 
de los casos, obligar a personas a trabajar para quienes los 
perpetraban, pues quien era privado de la libertad la obtenía 
de nueva cuenta, precisamente para dedicarse a actividades 
ilícitas obligado por quienes le habían levantado. En el peor 
de los escenarios, las privaciones de la libertad terminaron 
con la muerte de los levantados que fungieron como funesto 
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mensaje para los grupos de la delincuencia rivales, con la 
finalidad de amedrentarlos para que abandonaran el territorio, 
u obligarlos a cumplir con las más disímbolas exigencias. 

La cima de esta degeneración se halla en lo que hoy día 
identificamos con el sintagma levantados y desaparecidos, 
que significa que en las privaciones de la libertad que realizan 
los grupos de la delincuencia organizada, no se vuelve a saber 
nada de la persona privada de la libertad, y, en el mejor de los 
casos, luego de un tiempo, aparecen sus restos en un hallazgo 
que de manera trágica se ha normalizado en nuestra sociedad: 
las llamadas fosas comunes. Esta tragedia nacional fue 
evidenciada por el periodista Javier Valdez Cárdenas en su 
libro Levantones,'* quien, por causa de su labor periodística 
de denuncia, fue ejecutado por el crimen organizado el quince 
de mayo de dos mil diecisiete en su natal Culiacán, Sinaloa. 
Si a usted que está leyendo este trabajo le queda estómago 
después de todas las lecturas y filmes que he recomendado, 
esta es una excelente opción para documentar nuestro 
pesimismo. 

Pero hay más. Ahora mismo, mientras escribo este 
trabajo, llevo prácticamente una semana escuchando, viendo 
y leyendo en noticiarios impresos, televisivos y digitales 
acerca del secuestro de treinta y dos indocumentados en la 
frontera norte del país, que al final fueron liberados por 
sus propios captores. Al respecto, el periodista Héctor de 
Mauleón, en su columna En tercera persona, publicada en 
diversos medios impresos y digitales el cinco de enero de dos 
mil veinticuatro, consignó: 


13 Valdez Cárdenas, Javier: Levantones. Aguilar. México. 2012 
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“(...) Desde hace 20 años existen relatos y denuncias 
que narran el horror vivido por migrantes que atraviesan la 
costa del Golfo, enfrentando la brutalidad de los cárteles y la 
corrupción de las autoridades. Hace poco más de una década 
estremeció el testimonio de un ciudadano hondureño que fue 
llevado a un lugar donde se hacinaban decenas de personas a 
las que los criminales les habían cortado los dedos “porque 
sus familiares no respondían o no querían pagar”. Ese tipo 
de historias se sigue repitiendo diariamente: apenas en 
noviembre pasado 123 personas fueron abandonadas dentro 
de la caja de un tráiler (se salvaron de milagro). En noviembre 
de dos mil veintiuno, 19 migrantes fueron ejecutados y 
calcinados en una brecha de Camargo, en la frontera chica de 
Tamaulipas. El sacerdote Francisco Gallardo, de la diócesis 
de Matamoros, ha dicho que cada mes se entera de unos 
450 casos de secuestro: ¡más de cinco mil al año! Y eso solo 
en Tamaulipas. Según el sacerdote, la mayor parte de estos 
hechos no se denuncia (...).'* 

Una afirmación más que estoy en condiciones de 
realizar, es la de que existe una imperiosa, insoslayable e 
intensamente dramática necesidad de proteger a quienes 
tienen la calidad de víctimas, ofendidos y testigos en los 
procesos penales que se siguen por el delito de secuestro 
—aunque no sólo por estos, desde luego—. Más en las 
condiciones que imperan para las personas que tienen las 


14 Periódico impreso am2, publicado el 5 de enero 2024; pueden consultarse también 
las páginas  https://www.eluniversal.com.mx/opinion/hector-de-mauleon/en-el- 
caso-de-los-migrantes-no-hubo-tal-rescate/ y https://sonorapresente.com/2024/01/ 
en-el-caso-de-los-migrantes-no-hubo-tal-rescate/, consultadas para este trabajo el 
8 de enero de 2024. 


592 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


calidades mencionadas, pues los grupos que ahora mismo 
perpetran ese y otros delitos íntimamente relacionados ya no 
se quiebran la cabeza preocupándose por la suerte procesal 
que puedan correr a partir de lo que puedan declarar las 
personas a las que me refiero. Solucionan ese problema de 
la manera más sencilla para ellos. Simple y llanamente las 
levantan y las desaparecen. De la impunidad con que lo 
hacen y la contundente afirmación de que es ella precisamente 
la que les brinda la absoluta confianza para hacerlo sin 
detenerse a pensar en las consecuencias, podemos hablar en 
otro trabajo. 

No quiero terminar esta aportación sin aclarar que 
al desarrollarlo, por más sombrío que fue el panorama, la 
idea nunca fue la de pintar de amarillo bilis las paredes de 
nuestra ya de por sí rojo carmesí realidad. Mi respuesta a la 
invitación que recibí para escribir estas líneas siempre fue con 
intención de investigar para describir cómo funcionaban los 
mecanismos de protección, apoyo, restitución y reparación 
que dieron materia a este artículo. Los resultados ya los 
vimos y podemos significarlos en dos vertientes, ambas 
positivas: primera, aun cuando no se cuenta específicamente 
con los mecanismos que prevé la ley antisecuestro en el 
tema de protección a las víctimas, ofendidos y testigos, 
estos temas los resuelve de manera solvente y satisfactoria 
la unidad de combate al secuestro de la fiscalía general del 
estado de Guanajuato; y segunda, en el tema de la garantía 
de restitución y reparación del daño a víctimas y ofendidos 
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por el delito de secuestro, la fiscalía general del estado 
de Guanajuato actúa sirviéndose de manera eficaz de las 
disposiciones atinentes de la ley antisecuestro. 


Israel 


Invierno 2023-2024 
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Comentarios a los artículos 37 a 45 la 
ley general para prevenir y sancionar 
los delitos en materia de secuestro 


Mtro. Jesús García Márquez 


Liminar 


os comentarios que se realizan a los artículos del 37 

al 45 de la ley general para prevenir y sancionar los 

delitos en materia de secuestro obedecen a parte del 
cumplimiento constitucional de nuestro estado mexicano 
de las obligaciones contenidas en el tercer párrafo del 
artículo primero constitucional, sobre respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos; los cuales se ven 
materializados en una legislación nacional, como lo es la que 
se analiza en el presente trabajo, en donde a través del poder 
legislativo, el Estado decidió, en materia de procuración de 
justicia, establecer garantías secundarias (de acuerdo a la 
clasificación de Luigi Ferrajoli) para hacer posible, a través 


595 


Ley antisecuestro 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Ley antisecuestro 


de una ley general el goce, en un primer momento, del 
derecho a la reparación integral del daño! para las víctimas de 
secuestro. 

Además, atendiendo a los principios de interdependencia 
e indivisibilidad, no únicamente se buscó con la creación de 
los capítulos del XI al XIII de la ley general de secuestro en 
comento crear instrumentos jurídicos para que las víctimas 
accedieran a parte de la reparación integral del daño, sino 
que también gozaran de los derechos fundamentales de 
acceso a la justicia, y acceso la verdad?. Para lograr tal fin, 
necesariamente se requiere que los servidores públicos que 
intervengan en el proceso estén debidamente capacitados y 
especializados; pues recordemos que para que todo derecho 
humano se vea realizado, implica que el Estado cumpla con 
esa obligación que surge en relación con los gobernados para 
el cumplimiento de sus derechos, ya sea de hacer (garantizar) 
o no hacer (respetar), realizando acciones asertivas en donde 
no sólo conlleve velar que se cumplan estos derechos, sino 
hacerse cargo de su cumplimiento a través de acciones 


1 Cuarto párrafo del artículo 1” de la ley general de víctimas: *(...) La reparación 
integral comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor 
de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante 
cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las 
circunstancias y características del hecho victimizante (...)” 


2 La primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha destacado entre 
otros fallos en el amparo directo en revisión 2902/2014, que como primer rango del 
parámetro de control de regularidad constitucional de los derechos humanos de la 
víctima del delito, se encuentra el de acceso a la justicia, a la verdad, a que sea 
escuchada y a que sea resarcida en los menoscabos sufridos. 
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específicas, en algunas ocasiones a costa del propio Estado, 
como lo es en el tema de la reparación integral del daño a 
través del fondo de apoyo que prevé la ley. 

Además, los derechos de acceso a la justicia y acceso 
a la verdad tienen que ver con un tema de eficiencia, 
exhaustividad en la investigación y destreza en el litigio, 
simplemente porque para que la víctima pueda alcanzar estos 
derechos requiere que la investigación llegue a un grado tal 
de esclarecimiento, y con tal respaldo de pruebas, que traiga 
como consecuencias lógica ejercer la acción penal ante los 
tribunales para proseguir formalmente con el esclarecimiento 
de los hechos, y a partir de ahí, contar con los conocimientos 
y destrezas suficientes para lograr sentencias favorables para 
hacer efectivo el pago de la reparación integral del daño. 
Luego entonces, para asegurar que esto suceda, se requiere 
contar con policías, investigadores, peritos, analistas, agentes 
del ministerio público y auxiliares que posean los suficientes 
conocimientos especializados en materia de secuestro a fin de 
evitar que el no conseguir el resultado se deba principalmente 
a errores, deficiencias, u omisiones en la investigación — 
proceso de conformación de la prueba—, o de litigio durante 
el proceso —proceso de producción de la prueba-—, atribuibles 
al Estado a través del ente investigador. 
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Comentarios generales a los artículos 37 al 39 


La finalidad de los artículos 37, 38 y 39 de la ley general 
para prevenir y sancionar los delitos en materia de secuestro 
no debe confundirse con una mera garantía? formal que el 
Estado fijó en la ley para que, una vez sentenciada la persona 
acusada de secuestro, se le obligue jurídicamente a pagar 
la reparación integral del daño a la víctima; sino que éstos 
artículos están enfocados a que las víctimas de secuestro, 
independientemente de que exista o no una sentencia 
condenatoria, reciban parte de la reparación integral del daño; 
o dicho de otra manera, que para ver materializado el derecho 
humano a la reparación integral del daño, las víctimas no 
dependan de un sentenciado (que en el mejor de los casos 
tenga los recursos económicos para pagar la reparación del 
daño), ni de una sentencia condenatoria; sino que el Estado 
sea el que se haga cargo de una parte de la reparación 
integral del daño, independientemente de que exista o no un 
sentenciado, pues el goce de dicho derecho humano no se 
encuentra supeditado necesariamente a la existencia de una 
sentencia condenatoria, sino que bastará con que exista una 
víctima de secuestro. 

Lo anterior, en virtud de que el Estado mexicano tiene la 
obligación de cumplir con garantizar los derechos humanos, 
de manera específica el derecho de las víctimas a la reparación 
3 Definición de garantías: “(...) Las garantías no son otra cosa que las técnicas 

previstas por el ordenamiento para reducir la distancia estructural entre 
normatividad y efectividad y, por tanto, para posibilitar la máxima efectividad de 
los derechos fundamentales en coherencia con su estipulación constitucional (...)” 


Ferrajoli, Luigi: Derechos y garantías, la ley del más débil. 4ta. ed. Ed. Trotta. 
Madrid, España. 2004. p. 25 
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integral del daño, contemplado en el inciso C) del artículo 20 
de nuestra constitución federal. Además de efectuar su deber 
de reparar las violaciones a los derechos humanos que, si bien 
es cierto en un primer momento pudiera parecer que en la 
mayoría de los casos, en la comisión de conductas delictivas 
es un particular quien vulnera los derechos de la víctima, no 
es menos cierto que el Estado es corresponsable de todos 
los delitos que se cometan dentro de su territorio, por la 
tolerancia y, en algunos casos, la complicidad omisiva con 
los particulares que atentan contra los derechos humanos de 
los gobernados (a la vida, a la salud, a la libertad ambulatoria, 
a la integridad personal, etc.), por fallar en las políticas 
públicas de prevención del delito, por la falta de la debida 
diligencia en prevenir los actos lesivos de los particulares 
que violan los derecho humanos, por no organizar y capacitar 
de manera adecuada, estratégica y suficiente a los cuerpos 
de seguridad para evitar que se cometan hechos delictivos, 
es decir, por permitir (por incumplimiento de omisión a la 
obligación de proteger) que los gobernados cometan, y a su 
vez sufran, la comisión de conductas delictivas. 
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Las obligaciones de prevenir y no permitir violaciones 


a los derechos humanos encuentran sustento de manera 
específica en los artículos primero,* segundo? y sesenta y dos* 
de la convención americana de derechos humanos. 


Teniendo la misma dirección, dichas obligaciones se 


encuentran mejor desarrolladas en nuestra constitución 
federal, en el párrafo tercero de su artículo primero, que 
establece: 


= 


“(...) Todas las autoridades en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad, y progresividad. En 
consecuencia el Estado deberá prevenir, investigar, 


“(...)1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 


derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social (...).” 


“(...) Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 
no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades (...).” 


“(...) 1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en 
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de 
su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, 
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización de la parte 
lesionada (...)” 
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sancionar, y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley (...).” 
(Las cursivas son mías). 


Por último, la ley general de víctimas, en el artículo 27, 
último párrafo, establece: 


“(...) Las medidas de reparación integral previstas 
en el presente artículo podrán cubrirse con cargo a 
los recursos autorizados para tal fin o a los Fondos 
Estatales según corresponda (...).” (Las cursivas son 
mías). 


Tanto en la convención como en la constitución 
mexicana se hace alusión a la obligación del Estado de 
garantizar, pero ¿Qué debemos entender por obligación de 
garantizar?, implica el deber de los estados de organizar 
todo el aparato gubernamental y, en general, todas las 
estructuras públicas mediante las cuales se manifiesta el 
ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces 
de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de 
los derechos humanos, previniendo, investigando y, si es 
del caso, juzgando y sancionando toda violación de los 
derechos reconocidos por la convención americana; así como 
procurando el restablecimiento del derecho vulnerado, de ser 
posible, y reparando los daños producidos por la violación de 
los derechos humanos. 

Así, resulta evidente que 
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“(...) todo menoscabo de los derechos humanos 
reconocidos en la Convención Americana y demás 
instrumentos internacionales aplicables que pueda ser 
atribuido, según las reglas del Derecho Internacional, 
a la acción u omisión de cualquier autoridad pública 
de un Estado, independientemente de su jerarquía, 
constituye un hecho imputable a este, que compromete 
su responsabilidad internacional en los términos 
previstos por la misma Convención Americana y según 
el Derecho Internacional Público (...)” 


Siempre y cuando la violación a los derechos de los 
particulares —delito de secuestro- consista en un hecho 
ya conocido que no resulte imprevisto ni novedoso para 
el Estado, sino que sea una conducta lo suficientemente 
conocida por la reiteración constante para que se implementen 
acciones para su prevención, y en su caso, de reparación. 

Materialmente ¿De qué manera el Estado, o a través de 
quién, va a garantizar el ejercicio y el respeto a los derechos 
humanos de todos sus gobernados? Primeramente, a través 
de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial tanto federal 
como locales, y de manera más concreta, en la materia que 
nos ocupa, se traduce principalmente en las secretarías 
de seguridad ciudadanas, fiscalías, poderes judiciales, 
comisiones estatales de atención a víctimas, entre otras. 
Justamente, retomando a los poderes de la Unión, nos vamos 


7 Medina Ardila, Felipe: La responsabilidad internacional del Estado por actos de 
particulares: análisis jurisprudencial interamericano, en Debate interamericano. 
Juana Inés Acosta López y Álvaro Francisco Amaya-Villareal (Comp.). Ministerio 
de relaciones exteriores. Bogotá, Colombia. 2009. p. 95. 
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a concentrar en el poder legislativo, que cumpliendo con esas 
obligaciones constitucionales y convencionales del Estado 
de proteger, respetar y garantizar los derechos humanos, en 
este caso, la reparación integral del daño, creó la ley general 
para prevenir y sancionar los delitos en materia de secuestro, 
estableciendo la creación del fondo de apoyo para las víctimas 
y ofendidos a cargo de la fiscalía general de la República 
(Adscrita al poder ejecutivo), quien deberá abastecerlo a 
través de diversas fuentes de ingreso, como el decomiso de 
bienes y principalmente por la partida económica que se 
designe en el presupuesto de egresos de la Federación. Luego 
entonces, al dar vida a este fondo, se ve materializado el 
derecho de las víctimas de secuestro a parte de la reparación 
integral del daño como cumplimiento de las obligaciones del 
Estado, sin que esa parte se delegue por completo, o dependa 
del gobernado-imputado que decidió violentar el derecho del 
gobernado-víctima. 


Comentarios generales a los artículos 40 al 43 


De manera congruente con el capítulo XI, y como 
parte esencial del cumplimiento de la obligación del Estado 
Mexicano de garantizar el pleno goce y disfrute de los 
derechos humanos, que en el caso en específico no sólo se 
traduce en el derecho fundamental a la reparación integral 
del daño, sino también a los de acceso a la justicia, debida 
diligencia en la investigación y el derecho a la verdad; es 
ineludible, para responder de manera eficiente, con atención 
adecuada y de calidad para las víctimas de secuestro, que 
las personas encargadas de participar, conducir y resolver 
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los procesos penales en donde se vean involucradas las 
víctimas cuenten con la mayor preparación y especialización 
posible para garantizar que se lleve su proceso en las mejores 
condiciones y los mejores términos, incluso para que las 
víctimas puedan sentirse respetadas en sus derechos desde 
el primer contacto con las instituciones del Estado, lo cual 
incluye no solo a los agentes del ministerio público, sino 
a los propios cuerpos de policía, que generalmente son los 
primeras en tener contacto con las víctimas, tanto directas 
como indirectas. Para toda investigación, este primer 
contacto resulta un momento clave en el éxito de la misma, 
y si existe éxito en la investigación se activa una reacción 
en cadena, como un efecto dominó de consecuencias 
procesales positivas para las víctimas, pues, si se tuvo éxito 
en la investigación, se tendrá éxito en el proceso, y si se tuvo 
éxito en el proceso?, se elevan las posibilidades de que las 
víctimas materialmente gocen de sus derechos de acceso a 
la justicia, acceso la verdad, y reparación integral del daño, 
que justamente es lo que toda víctima espera de un proceso: 
un resultado positivo, y no porque no les interese la parte 
jurídica del proceso, sino porque a partir de ese resultado 
positivo verían materializados sus derechos, tal como lo 
señala Carlos Beristaín, gran investigador en violaciones de 
derechos humanos. 


8 Además, se estaría logrando cumplir cabalmente con las finalidades propias del 
proceso penal contenidas en el artículo 2 del código nacional de procedimientos 
penales, a saber: El esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar 
que el culpable no quede impune y que se repare el daño. 
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“(...) Un largo proceso que comienza antes de acceder 
al sistema o cunado se presenta el caso; que sigue 
durante el tiempo del litigio, a medida que se conoce 
algo más del sistema, y continúa con las expectativas 
de cumplimiento, después de informes, acuerdos oO 
sentencias. El último aspecto de este proceso es lo que 
las víctimas esperan que traiga consigo la reparación, o 
los cambios que se logren con la sentencia (...)””? 


Otro punto importante a destacar es que los servidores 
públicos que tengan como encomienda participar en la 
investigación y persecución de los hechos materia de 
secuestro deben contar con especialidad en la materia y ser 
confiables y profesionales,'” a efecto de reducir el riesgo 
de fracaso en el esclarecimiento de los hechos dentro del 
proceso penal; esto es, que si por alguna circunstancia no se 
logró el esclarecimiento del hecho de secuestro investigado, 
los motivos estén relacionados con una deficiencia del actuar 


9 Beristain, Carlos Martín: Diálogos sobre la reparación: experiencias en el sistema 
interamericano de derechos humanos, T. |. Instituto interamericano de derechos 
humanos. San José, Costa Rica. 2008. ISBN: 978-9968-917-91-9. p. 63. 


10 Incluso la profesionalización es una acción en contra de la corrupción, que 
garantiza en cierta medida que los servidores públicos sean leales a su trabajo: 
Todo funcionario público debe ser profesional, no improvisado. Necesita contar con 
una formación, poseer determinados conocimientos, haber pasado los exámenes 
de oposición respectivos para ganarse su puesto. Con funcionarios profesionales 
se combate el nepotismo o la ineptitud. Un cuerpo administrativo digno sin duda 
ayuda a la confianza institucional. Sin embargo, no todos los gobiernos cuentan 
con personal profesional para la función pública. En el mismo caso se encuentra 
la disciplina política, el hecho de no existir un perfil con requisitos mínimos da 
pie a que cualquier individuo, incluso personas de no muy buenas referencias, 
incluso inmersos en procesos judiciales, puedan ocupar un cargo y una vez en él, 
practiquen fechorías. Cfr. Bautista, Diego Óscar: Ética pública: Su vinculación con 
el gobierno. INAP-UAEM. México D.F. 2017. p. 173 
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ministerial: de ahí la importancia de la especialización. 
No obstante lo anterior, la especialización no debe ser 
sólo un requisito formal, sino que debe ser un verdadero 
conocimiento, técnico, sustantivo y capaz de ser desarrollado 
en la práctica. Lo anterior, evidentemente, deberá de 
acompañarse de una especialización formal, es decir, 
académica, o de una estructura laboral basada en el perfil del 
servidor público, creando con ello, un ambiente laboral lo 
suficientemente equilibrado en cargas de trabajo que les eviten 
a estos servidores no realizar su labor de manera exhaustiva y 
eficiente, como lo es el que los agentes del ministerio público 
se dividan conforme a las etapas que marca el proceso penal; 
es decir, que además de la especialización en materia de 
secuestro, también se especialicen en etapas procesales, lo 
que traería como consecuencia que las fiscalías especializadas 
en combate al secuestro, a través de sus agentes —divididos 
por etapas— dominen todas las audiencias del proceso, lo que 
permitiría no sólo el éxito en las audiencias, sino el contar 
con el tiempo suficiente y el acompañamiento de calidad en 
todas y cada una de las etapas del proceso. Lo anterior se 
justifica en virtud de la carga laboral excesiva que existe en 
todas las fiscalías del país, lo que impacta en el enfoque y el 
control que tienen los agentes del ministerio público de sus 
asuntos donde, al estar divididos por etapas, se organizan de 
mejor manera, y con ello se abaten de manera adecuada las 
cargas laborales. 

Así, se considera que habría mayor desorganización 
el hecho de que un agente del ministerio público todo el 
tiempo este integrando carpetas, llevando audiencias iniciales 
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para después volver investigar en la etapa de investigación 
complementaria, acusar, desahogar la audiencia intermedia 
y llevar juicios. En contraposición, se tienen agentes 
especializados en llevar a cabo la investigación, otros se 
encargan de las audiencia complementarias e intermedias, 
y otros más se encargan de llevar a cabo los juicios orales, 
y todo este tipo de organización y especialización es en 
beneficio de las víctimas, para que estas puedan acceder a sus 
derechos. 

Por ello, a fin de garantizar, en cierta medida, desde el 
inicio de la investigación, una protección sustantiva hacia 
las víctimas, se establecieron en el artículo 43 una serie de 
acciones y medidas mínimas, o bases, que deberán de tener 
en cuenta y realizar los servidores públicos para garantizar 
los derechos de las víctimas, así como para realizar dichas 
acciones de manera eficiente y adecuada, lo que harán sí y 
sólo sí cuentan con conocimientos vastos en la materia. 
Además, si los servidores públicos cuentan con esa vocación 
y pasión por su trabajo, estas acciones harán que se sientan 
comprometidos con lo que hacen, lo que consecuentemente 
impactaría en el sentido de pertenecía institucional y lealtad 
en su actuar, realizando su trabajo con una verdadera 
motivación interna que los impulse a cumplir su compromiso 
con buscar que los derechos de las víctimas se materialicen; 
y justamente estos valores y esas características de los 
servidores públicos se evalúan en los exámenes de control y 
confianza; de ahí la importancia de los artículos 41 y 42 de la 
ley que se comenta. 
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El esclarecimiento de los hechos es, a mi consideración, 
la finalidad madre que da pie o hace posible a las demás, 
porque si no se garantiza dicha finalidad, no es posible 
proteger al inocente, ni que el culpable quede impune, 
ni mucho menos que se repare el daño; lo que me lleva 
a hacer un comentario específico sobre la fracción II del 
artículo 40 en el siguiente sentido. Una de las cuestiones 
más importantes y esenciales para que un sistema de justicia 
penal funcione, es garantizar la presencia de la fuente 
de información en el juicio; dicho en otras palabras, la 
protección a las víctimas, pero no únicamente la protección 
de las víctimas en cuanto a su persona, sino también para 
garantizar su participación efectiva dentro del proceso penal, 
es importante retomar en este punto la idea de materializar 
sus derechos, principalmente de acceso a la justicia, acceso 
a la verdad, y reparación integral del daño. Todo ello es en 
demasía importante, a efecto de que los agentes del ministerio 
público procuren adoptar medidas y mecanismos jurídicos 
para que la participación de las víctimas de secuestro, dentro 
del proceso penal, sea sin que sean revictimizadas, con lo que 
se respeta su derecho a la salud, y previniendo el riesgo de 
retractación'', lo que desde luego abonaría en que se logre 
una sentencia favorable para las víctimas. 


11 Aeste tópico sobre el trato procesal de no revictimización de las víctimas y testigos 
sensibles en el proceso penal recomiendo la lectura del libro La prueba anticipada 
el testimonio como indicio cognitivo (obra de quien escribe) 
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Comentarios generales a los artículos 44 y 45 


La finalidad de estos artículos tiene que ver con la 
unión de estrategias y creación de herramientas basadas en 
el almacenaje de información, como lo son las bases de datos 
alimentadas de la información resultante de la cooperación 
interinstitucional entre diversos estados y fueros, para la 
lucha contra el crimen organizado, o contra cualquier persona 
que decida privar de la libertad a las personas. 

La permuta de información se debe de entender no 
solamente como el intercambio estadístico, geográfico, 
victimal o de datos de los agresores, sino también como el 
intercambio de información basado en experiencias en las 
formas de investigación, de litigación, de los resultados 
tanto favorables como desfavorables, e incluso, de temas de 
capacitación que fortalezcan las nuevas estrategias jurídicas 
para lograr la materialización de los derechos de las víctimas 
y las finalidades procesales. 

La investigación como el estudio del caso a partir de que 
éste es parte de un fenómeno criminal en sentido amplio, y no 
una investigación limitada caso a caso, en donde únicamente 
se investigue la información que arroja y rodea ese hecho, 
sin tomar en consideración que forma parte de un fenómeno 
criminal más complejo, es investigar deficientemente, o 
mejor dicho, es no investigar, es simular investigar. El éxito 
de todo proceso se ve reflejado por la exhaustividad y calidad 
de la investigación, ya que esta es la etapa procesal en donde 
la prueba se conforma, y por consiguiente, la investigación 
debe de ser lo más amplia posible; y esto se logra con la 
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colaboración conjunta no solamente de las instituciones 
gubernamentales de todos los fueros, sino incluso de 
cualquier particular (escuelas, empresas, restaurantes, etc.) 
que tenga información relevante para el esclarecimiento del 
hecho. 

Considero relevante también que se generen 
lineamientos que involucren a la ciudadanía en la 
colaboración con las autoridades, pues en muchas ocasiones 
son los particulares quienes pueden contar con más 
información para el esclarecimiento de los hechos que las 
propias instituciones gubernamentales. 


Conclusiones generales 


Con respecto al capítulo XI que comprende de los 
artículos 37 al 39, se propone lo siguiente: 

Que el fondo de apoyo para las víctimas y ofendidos 
no dependa su administración exclusivamente de la fiscalía 
general de la República, sino que sea obligación incluso de 
cada fiscalía local contemplar un fondo de apoyo a víctimas 
(tanto directas como indirectas) de secuestro, y que dicho 
fondo estatal sea alimentado en parte por una designación 
directa del presupuesto que se designe a las fiscalías, lo 
anterior para ver materializado el derecho a la reparación 
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integral del daño'?, sin que ello implique que las víctimas 
no puedan acceder igualmente al fondo administrado por la 
fiscalía general de la República. 

Por último, se debe establecer con claridad que el acceso 
al fondo no deberá estar condicionado a que exista sentencia 
condenatoria para poder acceder a él, pues, en muchas 
ocasiones la ausencia de una sentencia condenatoria no se 
debe precisamente a que la víctima en realidad no haya sido 
víctima, sino a la falta de pruebas o un actuar deficiente de 
las autoridades. 

Con respecto al capítulo XII que comprende de los 
artículos 40 al 43: 

Se debe de partir de la premisa de que el recurso más 
valioso e importante de una investigación siempre lo será 
el capital humano, traducido en los servidores públicos que 
intervienen en la investigación y persecución del delito de 
secuestro; luego entonces, la principal preocupación de las 
instituciones de persecución y procuración de justicia será 
el contar con los mejores servidores públicos con los que se 
pueda contar, y para lograr dicha finalidad, los centros de 
control y confianza serán fundamentales. Una vez superado 
dicho filtro por los servidores públicos, como una necesidad 
y obligación de las instituciones, lo siguiente será dotarlos de 
la mayor capacitación de calidad para que puedan realizar su 
12 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos caso Velásquez 

Rodríguez vs Honduras, en su párrafo 167: 

“(...) La obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos 
no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el 
cumplimiento de esta obligación, sino que comparta la necesidad de una conducta 


gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía 
del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos (...)” 
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trabajo de manera eficiente; pero no sólo eso, sino también 
protegerlos e incentivarlos laboralmente con un servicio 
profesional de carrera que les dé la oportunidad de desarrollar 
un proyecto de vida y que permita desarrollar un sentido de 
pertenencia institucional. 

Con respecto al capítulo XIII que comprende de los 
artículos 44 y 45: 

La investigación no debe de ser lineal ni limitada, sino 
amplia y absoluta, regida siempre y en todos los casos por 
el principio de exhaustividad, que busque investigar diversas 
hipótesis para confirmarlas o descartarlas. Investigar desde 
una sola causa limita las posibilidades de compresión; por 
ello, en las investigaciones de los hechos delictivos debe de 
aplicarse el método abductivo. 

Es importante señalar la creación de estrategias que 
involucren una red interinstitucional a de apoyo tanto a nivel 
federal como local, a efecto de proteger a las víctimas y 
testigos directos del delito de secuestro, que permita asegurar 
el éxito en los procesos penales. 
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El Mexicano Frente al Poder y la 
Crisis del Juicio de Amparo' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


I. Las Razones de Don Hilario Medina 


n la sesión del Congreso Constituyente de 22 de 
enero de 1917, cuando se discutían los alcances del 


juicio de amparo, don Hilario Medina motivó largo 
debate al sostener que el dictamen de la comisión, favorable 
al proyecto de Carranza, implicaba una interdicción a los 
Poderes Judiciales locales. Establecer el amparo contra 
sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales de los 
Estados -decía- es nulificar la justicia local. 

A la posibilidad de acudir al juicio de amparo por 
violaciones a cualquier ley y no solamente por inobservancia 
directa de ciertas disposiciones constitucionales, se le ha 
llamado “control de legalidad”. En el 17 triunfó el criterio 
del control abierto contra la opinión de solamente cuatro 
constituyentes. Medina y Heriberto Lara, habían expresado 
ya su voto particular dentro de la comisión dictaminadora. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 19. Diciembre de 1982 - Enero de 1983; pp. 32-49. 
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Releyendo las alegaciones del jurista guanajuatense, así 
como los argumentos de Pastrana Jaimes y de Lizardi que 
lo rebatían, no parece que estos últimos hayan tenido toda 
la razón ni que el asunto se haya analizado cabalmente. Los 
tratadistas posteriores y actuales han querido poner término a 
la querella, pero consideramos que no se ha conseguido y que 
debe reavivarse. 

El amparo abierto en estos últimos sesenta y cinco años 
se ha consolidado, pero no necesariamente probado todas las 
bondades que se le atribuyen. 

> Los artículos 103 y 107 de nuestra Constitución, así 
(3 como las garantías de los 14 y 16, en los aspectos que aquí 
OL interesan, muestran una tendencia proteccionista del todo 
E encomiable, pero cuyos presupuestos doctrinales hoy parecen 
3 ingenuos. 
D Ha habido en México un pernicioso exceso de confianza 
en las leyes en general y en las leyes especiales que sirven 
PY para que aquellas se apliquen correctamente. Estas últimas 
están muy lejos de cumplir la desproporcionada misión que 
— se les asignó, a pesar de todos los honores y aplausos de que 
puede ser acreedor nuestro famoso juicio. 
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Il. La voz de la Experiencia 


siempre resulta aconsejable. Así se trate de conflictos 

en los cuales los bienes en disputa sean de poco valor, 
se hace indispensable el asesoramiento a través de juicios 
complicados con riesgos inminentes de desembocar en un 
procedimiento de amparo, mismo que prolonga la espera. 
Recorrer el camino completo se lleva con frecuencia varios 
años. La incertidumbre, el costo y el tiempo, son tres factores 
capaces de labrar por si solos tribulación y desencanto a 
quien tiene que andarlo. 

El diferimiento de las soluciones y el rezago parecen 
males endémicos, en lo cual no tiene poca culpa la gran 
puerta de acceso de nuestro amparo. En 1981 de 104,570 
juicios biistanciales, 73,769 eran de origen civil y penal. A 
la Primera Sala de Suprema Corte llegaron en ese periodo 
1,795 casos (casi cinco por día calendario), y a la Tercera 
466 (más de uno diario). En total ingresaron a nuestro 
más Alto Tribunal en ese año, 6,791 negocios (muy cerca 
de 20 diarios). Las estadísticas reportan 5,100 salidas y 
una existencia al fin de periodo de 3,265 negocios. En los 
Tribunales Colegiados de Circuito el ingreso fue de 28,144 
asuntos y el egreso de 26,432, con una existencia al fin de 
año de 12,986 asuntos. Estas cifras dan una idea del problema 
pues aparte las soluciones de fondo, que por tratarse del: 
control de la constitucionalidad y la legalidad, suponen 
detenido estudio, tiene que atenderse el trámite y cuidar los 
numerosos aspectos administrativos de la función. 


| a defensa foral de los derechos civiles del mexicano no 
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Aunque es cierto que el problema se ha agigantado con 
el crecimiento de la población, los constituyentes debieron 
haber tomado en cuenta la incapacidad de desahogo oportuno 
y lo poco práctico del sistema. Ninguno de ellos pudo haber 
supuesto sensatamente que se iba a administrar justicia 
pronta y expedita ni menos cuando la Suprema Corte iba a 
conocer en casación de una buena parte de las sentencias 
que en materia civil y penal iban a dictarse en los tribunales 
de todo el país. En 1917 se tenía, ya una aleccionadora 
experiencia sobre el particular, según lo hicieron ver Hilario 
Medina y Heriberto Jara, pero triunfó la solución populista. 

La prueba histórica es irrefutable. El volumen de 
asuntos, la complejidad o delicadeza de muchos de ellos, la 
vigilancia del trámite, la atención al público, etc., impiden 
dar cumplimiento a los plazos legales. Estos plazos, que se 
aplican rigurosamente a los particulares, resultan flexibles y 
no pocas veces letra muerta para la autoridad. De hecho la 
estricta legalidad aparentemente preservada por las normas 
del amparo seguirá sangrando -si no hay modificaciones- por 
esa vieja herida del tiempo perdido, mucho más molesta de lo 
que se cree, pero con la cual nos hemos acostumbrado a vivir, 
soportando el achaque como enfermos desahuciados. 

Hay en México un extenso aparato judicial compuesto 
por los juzgados comunes: menores, de partido, tribunales 
superiores de justicia estatales; 97 Juzgados de Distrito, 16 
Tribunales Unitarios de Circuito, 24 Tribunales Colegiados y 
una Suprema Corte; además de los tribunales administrativos 
y de trabajo. Un ejército de abogados egresados de cerca de 
cuarenta Escuelas de Derecho, ansiosos de ganarse la vida, 
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se encargan de alimentar este impresionante equipo. A pesar 
de todo, parece que no resulta suficiente y que todavía no 
nace en los mexicanos aquellos sentimientos de confianza, 
orden y seguridad con que soñaron Rejón y Otero. Debemos 
aclarar que al aludir a esta insuficiencia no pensamos, ni 
remotamente, en soluciones cuantitativas. 
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III. El Amparo, sus Limitaciones y Atraso 


l control de legalidad se apoya en los textos de los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, que exigen 

puntual observancia de las formalidades procesales, 
así como fundamentación y motivación del acto de autoridad. 
Siendo las leyes tan complejas, abundantes y generalmente 
de difícil comprensión, dicho está que teóricamente nada 
escapa al amparo. 

Para no pocos estudiosos de la institución esta 
omnipresencia constituye su mejor timbre de orgullo 
en el panorama nacional e internacional de las grandes 
creaciones jurídicas. Dice, por ejemplo, Ignacio Burgoa: 
“Es por ello que nuestro juicio de amparo es una institución 
total que merced a su ya centenaria evolución ha superado 
las desventajas que representa un sistema parcializado de 
protección constitucional. Gracias a su objetivo genérico el 
amparo equivale al habeas corpus del derecho anglosajón; 
al recurso de “exceso de poder” francés; a los recursos de 
inconstitucionalidad de las leyes imperantes en algunos 
países; a los diferentes writs norteamericanos; a la casación; 
en una palabra a cualquier medio jurídico de que pueda 
valerse el gobernado para imponer en su favor el respeto al 
orden constitucional. 

Nosotros pensamos, por el contrario, que tan ambiciosa 
cobertura delata más que ninguna otra cosa paradójicamente, 
sus limitaciones. Esta “imposición del orden constitucional” 
como justificante de la encendida alabanza, cubre de 
hecho tan solo determinadas parcelas de la acción pública, 
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relativamente susceptibles de control, así sea mediante la 
inevitable asistencia técnica que ayude a caminar al quejoso 
la larga ruta a que antes nos hemos referido. 

Durante los primeros cincuenta años de vida del juicio 
de amparo, el pueblo mexicano se debatió en el caos de 
la guerra y en la “paz” porfiriana de la dictadura. En los 
siguientes, la revolución armada impidió el uso normal de los 
medios legales de defensa. Luego, la revolución institucional 
ha permitido un notable ensanchamiento de la acción 
gubernamental de manera que los sistemas creados a la luz 
de doctrinas cuya vigencia tiende a desaparecer exigen los 
consecuentes cambios. Tampoco pueden pasarse por alto las 
transformaciones socio-políticas que en México ha tenido, 
entre otros motivos, el unipartidismo y la reforma constante a 
la propia Constitución. 

Nuestra realidad ha desbordado los marcos dentro de los 
cuales se creó el amparo, colocando al gobernado en tesituras 
nuevas que le eran totalmente desconocidas y en situaciones 
históricas en las que nuestro juicio exhibe cada día más su 
impotencia. El gobernado se enfrenta hoy a nuevas formas 
de tensión en sus relaciones con el Estado ante los cuales los 
procedimientos tradicionales no ofrecen soluciones idóneas. 

Mediante el mecanismo del amparo es posible 
involucrar innecesariamente a la autoridad en conflictos entre 
particulares e imputarle violaciones constitucionales hasta 
por sutilezas de interpretación de una norma sobre letras de 
cambio o sobre contratos de arrendamiento. Pero ese mismo 
juicio no fue útil para mitigar la dictadura ni nos ha servido 
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ahora para evitar que la burocracia se haya sextuplicado en 
menos de diez años sin beneficio notorio para la población, 
por ejemplo. 

Tampoco ha sido apto para contrarrestar los momentos 
más o menos acentuados de desequilibrio entre los Poderes 
nacionales ni para aliviar un poco la prevalencia del centro 
sobre la provincia en casi todos los órdenes, de lo cual puede 
ser buena muestra la llamada coordinación fiscal que deja a 
los Estados veinte centavos de cada peso recaudado en los 
conceptos básicos, con la consiguiente afectación de los 
programas locales. No ha servido para restaurar la anémica 
vida municipal a fin de aproximarla siquiera al desiderátum 
constitucional. El amparo ha resultado una herramienta 
totalmente inútil para defender al gobernado de la corrupción 
y de la lenidad de los órganos acusatorios, resignándose el 
pueblo a ver pasar las cosas. No ha contribuido a extirpar 
la idea general de que las cárceles se han hecho sólo para 
los delincuentes pobres y hambrientos, para el ladrón de 
bicicletas y no para el que se enriquece rápidamente en 
forma desmedida e inexplicable. Tampoco ha sido útil 
el amparo para proteger al obrero contra la aristocracia 
sindical ni al campesino contra la incurable indefinición de 
sus derechos. En el mismo aspecto agrario, el amparo ha 
probado su ineficacia para hacer que se cumplan sus propias 
determinaciones, prevaleciendo muchas veces el criterio 
político sobre el judicial. 

La enumeración de las acciones lesivas al gobernado 
llevaría mucho espacio. Sólo hemos querido ofrecer algunos 
ejemplos. La gravedad de tales fenómenos no puede negarse. 
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A su lado, nuestro juicio constitucional hace tiempo que 
viene mostrando, desde el punto de vista social, una franca 
esclerosis. Y si no sirve para proteger a la colectividad 
de aquellos acontecimientos sustanciales contrarios a los 
principios constitucionales, lo menos que podemos hacer 
es reconocerlo así y concluir que su pretendida cobertura 
salvadora está muy lejos de tener la extensión que se le 
asigna. 
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IV. Las Falacias del Autocontrol 


ería mucho pedir a nuestro amparo virtudes que rebasan 

su naturaleza. Sus limitaciones no le quitan importancia 

lo que se quiere poner de manifiesto es que las leyes, 
incluidas las de control, resultan incapaces de conseguir un 
mínimo de seguridad y orden, si no están respaldadas por 
prácticas, hábitos y conductas metalegales positivas. 

Es cierto que la ley suele tener sanción y que la nota 
coercitiva la hace operante, sustrayéndola de las áreas 
meramente convencionales o morales, pero no puede 
olvidarse que la entidad jurídica con mayor acervo de deberes 
y responsabilidades es el Estado y más concretamente los 
gobernantes. 

Ahora bien, suponer que un gobierno (o quienes lo 
integran) cumple sus deberes por el hecho de estar inserto en 
un orden coercitivo de autocontrol es sencillamente vivir en 
la ficción. La vieja historia de la esencial coercibilidad del 
Derecho parece que se escribió con dedicatoria muy especial 
al gobernado. Desde tal ángulo puede resultar cierto, pero 
la teoría se esfuma cuando de las obligaciones estatales se 
trata. ¿Quién podrá sostener, con sinceridad, que aquella 
esencialidad coercitiva sobrevive? Se trata de una teoría 
hemipléjica, que funciona sólo de un lado y sobre la cual no 
deben fundarse las esperanzas del orden. 

El Estado se controla y coacciona a sí mismo en la 
medida que quiere, de suerte que una buena función depende 
más de la recta voluntad de cumplimiento que de ninguna 
otra cosa. El agrupamiento de voluntades positivas en la 
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integración de la autoridad es lo que más cuenta. Cuando 
esta integración se lesiona por la interferencia desmedida de 
voluntades no solidarias, los controles legales se deterioran o 
resultan impotentes. 
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V. Las Voces del Nigromante 


oy se acepta generalmente por los tratadistas que es 
la actitud permanentemente vigilante y enérgica de 
los gobernados, expresada individualmente y a través 
de las organizaciones de clase, de oficio y de tendencia, la 
única manera de vida más o menos democrática. Si la opinión 
pública en un país ha perdido fuerza de expresión y fuerza 
organizativa, permitiendo que intereses opuestos deformen 
sus propias voces, es natural que la actividad lesiva del orden 
constitucional se haga virulenta, sin que entonces ningún 
procedimiento foral pueda desempeñar papel de importancia. 
Ignacio Ramírez, el vigoroso reformista, en uno de 
sus ensayos denominado “Principios Sociales y Principios 
Administrativos” muestra claramente su desconfianza. 
Dice: “Todas las teorías, todas las instituciones, todas las 
leyes del sistema administrativo no tienen sino un objetivo 
visible, alucinar a los parias con poesía, consolarlos con el 
estoicismo, contenerlos y escarmentarlos con inhumanas 
penas”. Antes se ha explicado que “cualquier persona que 
desee formarse una idea exacta de lo que se llama gobierno, 
como reuniendo los elementos y resortes de esa máquina en 
un sólo cuadro, descubrirá que el municipio, la provincia o 
estado y la magistratura suprema, congreso, rey, dictador(...), 
todas estas autoridades en lugar de bienes positivos inventan 
palabras: como orden, legalidad, justicia, honor, patria y 
gloria, alimentando así fantasmas de pan, habitación y abrigo 
a la multitud, condenada pérfida e irremediablemente a la 
miseria”. 
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Luego, en otra frase categórica, expresa: “Las 
autoridades, sea cual fuere su procedencia, no trabajan sino 
para sí”. El Nigromante no ocultaba su formación rossiniana 
que explicaba la sociedad civil como un advenimiento 
lamentable, posterior al estado paradisiaco natural, no 
titubeando exhibir sinceros sentimientos anarquistas O 
simplemente ácratas, sin la mayor fe en las autoridades ni en 
las leyes. Nunca se hizo pues, ilusiones respecto los medios 
de control de la constitucionalidad, como lo prueban también 
sus intervenciones parlamentarias. Solo creían en la voluntad 
de los pueblos. Reprochó incluso al socialismo “el error de 
buscar una alianza con el cuerpo administrativo, su poder y 
su influencia; exista el gobierno pero exista aislado”. Con 
tales palabras termina su admonición en el célebre ensayo. 
No podía creer, entonces, en “sistemas de tutela”, algunos 
de los cuales no solamente han fracasado sino estorbado el 
nacimiento de recursos más eficaces. Quizás no es este el caso 
de nuestro amparo, pero al verlo reducido a mera instancia 
dilatoria, enervado en sus mil tecnicismos, sutilezas y 
“poesía”, propicio a los manipuleos abogadiles más o menos 
astutos, inadecuado de origen para la defensa de los intereses 
generales más trascendentes e importantes, no resulta difícil 
adherirse a algunas direcciones del pensamiento de El 
Nigromante. 
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VI. Los Laberintos Reglamentarios 


a Coordinación General de Asuntos Administrativos 

(una de tantas oficinas federales) distribuyó hace 

poco un documento que se denomina. “Guía Básica 
de Servicios al Público y Trámites ante la Administración 
Pública Federal”. Se trata, en nuestro concepto, de uno de los 
más reveladores y atemorizantes documentos que se hayan 
emitido para mostrar hasta que punto se pueden extender 
y complicar las reglamentaciones. El volumen consta de 
ochocientas setenta y nueve páginas, se dice en la introducción 
que el propósito de la Guía es “garantizar a la población la 
posibilidad de estar debidamente informada de sus derechos 
y obligaciones frente a la Administración Pública”. Describe 
los principales trámites “que el público debe desahogar ante 
las oficinas públicas para obtener la prestación de servicios”. 
Luego se agrega que para “facilitar su consulta y en virtud 
de la gran cantidad y diversidad de servicios y trámites que 
se realizan ante las instituciones del Ejecutivo Federal se 
procedió a ordenar la información por sectores” aunque no 
se incluye información relativa a las entidades paraestatales. 
“Solo se incluyen, en este primer esfuerzo (ordenador) 
los servicios que se consideran de mayor interés para la 
población en general”. El índice señala dieciocho sectores, 
subdivididos en direcciones, subdirecciones, departamentos, 
oficinas, comisiones, unidades, etc. 
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Solo de hojear el manotreto da escalofrío. Tal guía 
federal, (a la que se podrían agregar las estatales y las 
municipales), da una idea de la inextricable selva legalista 
en que el mexicano se ha extraviado, pues no olvidemos que 
todo “servicio público” tiene que tener apoyo legal. 

Vale la pena detenerse un momento a analizar la 
semántica burocrática. Al mar de preceptos que imponen 
una serie interminable de verdaderas obligaciones que el 
particular debe desahogar ante las autoridades -sobre todo 
administrativas- se le llama “servicios públicos”. De esta 
manera si el causante va a una oficina recaudadora a pagar un 
impuesto, por el hecho de que alguien se lo tiene que recibir, 
se dice que se le está prestando un servicio. Las obligaciones 
de los particulares para con el gobierno, que pueden ser 
abrumadoras, como el botón de muestra de la Guía, se llaman 
ahora, “servicios”. 

¿Cuántas leyes, formal y materialmente consideradas, 
rigen en el país; considerando todos los “diversos ámbitos 
de competencia”? ¡Nadie lo sabe! Y en este mar legislativo 
¿Cuántas normas no sufrirán de achaques inconstitucionales? 
¿Y dónde está el gobernado capaz de combatir cada acto de 
autoridad arbitrario o basado en una ley inconstitucional? Se 
tiene que soportar a diario, momento a momento, pequeñas 
y medianas arbitrariedades, como el transportista, que para 
llevar la carga a su destino por carretera tiene que someterse, 
inapelablemente, a la extorsión sistemática de los agentes 
protegidos por los altos niveles de mando. Inconformarse con 
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ellas es más costoso en tiempo, dinero y tranquilidad, que 
tolerarlas. ¿En qué momento debe dejarse de transigir para 
que el mal no avance? 

Analizada la proyección de nuestro juicio de amparo, 
comprobamos que en virtud de haber nacido bajo una 
predominante filosofía legalista, de excesiva confianza 
estatutaria, es posible que haya contribuido a bloquear una 
conciencia ciudadana cuyo ejercicio defensivo, siendo 
incluso metalegal -no ilícito- habría producido mejores frutos 
CÍVICOS. 

El gobernado ha caído en la trampa de los recursos 
procesales cultos, inútiles ante las variadísimas y modernas 
formas de lesión al bien social -esencia de constitucionalidad- 
inaccesibles para la enorme mayoría de los mexicanos 
indigentes a impreparados. Quienes usan esos recursos 
procesales cultos, en cuya cúspide está el amparo, ventilan 
en un gran porcentaje (excluida la materia penal) intereses 
claramente interpersonales, interindividuales, en los que 
la irregularidad del acto estatal es solo el pretexto para la 
prolongación de los pleitos. Es indispensable abrir nuevos 
canales, restaurar la brevedad y la sencillez, remover las 
prácticas que hoy cierran el paso a vías modernas y atingentes 
para una mejor vida democrática. 

Volvamos al problema de la abundancia de leyes que 
tanto lastima y empequeñece la operancia del amparo. Ya 
Tácito decía que su crecimiento en número es proporcional 
a la corrupción. Tomas Moro narraba en voz de Rafael 
Hitlodeo que en “Utopía” había pocas leyes, pero suficientes 
y que los utópicos censuraban a los que “tienen un número 
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infinito de leyes y que, con todo, jamás son suficientes”. 
Consideraba injusto encadenar a los hombres a tantas leyes 
imposibles de conocer y “todas tan oscuras que muy pocos 
pueden comprenderlas”. 

Hobbes escribió que “las leyes innecesarias no son 
buenas leyes, sino solo trampas para el dinero”. Kant pensaba 
que “las leyes pierden siempre en energía lo que el gobierno 
gana en extensión”. 

Valle Inclán sostenía, como cualquier anarquista, que 
“las leyes desde que se escriben ya son malas”. Hay quienes 
hablan de un derecho contra legem. Jerone Frank, como 
Recaséns Siches, considera posible un orden jurídico sin 
legislador. Carnelutti exclama: “¡no os dejéis seducir por el 
mito del legislador!”. Don Luis Cabrera decía: “El Estado 
moderno abruma a los hombres con una carga endemoniada 
de leyes, reglamentos, órdenes y exigencias en cuyo laberinto 
tarde o temprano todos pueden caer. El sistema parece creado 
para ser violado porque es imposible conocerlo y cumplirlo”. 
Se podrían agregar otras muchas frases de pensadores no 
menos ilustres con igual o parecida intención. Aunque no 
participamos del “pánico a la ley” por considerarla necesaria, 
su proliferación irracional será siempre reprochable. 

Pero nadie puede pedir amparo contra la mera 
expedición de leyes y reglamentos. Suponiendo que el 
contenido de todas nuestras normas positivas no contrarias 
en la Carta Fundamental, la reglamentación cada vez más 
intensa y aplastante de nuestros actos, puede significar 
un daño de proporciones y consecuencias incalculables. 
Si además tomamos en cuenta que la verdad es que hoy 
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en día las leyes y reglamentos ajustados a la Constitución 
son muy pocos, casi excepcionales: así como también la 
increíble frecuencia con que las autoridades -sobre todo las 
administrativas- aplican mal las normas que nos rigen, o no 
las aplican, dicho queda que nuestro respetabilísimo juicio 
de amparo se ha empequeñecido, ha quedado fuera de escala, 
ante la magnificación de nuestras necesidades de protección. 

En el campo en que opera, la puerta abierta del control 
de la legalidad y la sujeción de las resoluciones judiciales 
comunes a la revisión centralista, contra lo aconsejado por 
los constituyentes guanajuatenses, ha creado y sigue creando 
cuellos de botella -como ahora se dice- que difieren la 
resolución de muchos asuntos. 
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VI. Escatología del Amparo 


s obvio, por otra parte, que en las resoluciones de 

amparo también se puede faltar a la Constitución. 

Nadie se atrevería a proclamar la infalibilidad 
de los jueces y magistrados federales. Esto justificaría, 
teóricamente, el amparo contra el amparo, pero no se puede 
continuar el proceso lógico ad-infinitun. Todo lo cual pone 
de manifiesto que en cualquier país importa más la calidad de 
la función que la abundancia de leyes, cuya capa protectora, 
según hemos visto, es mucho más corta de lo que suele 
suponerse. México no es la excepción. 

Sin desconocer la importancia de los sistemas, 
cabe destacar la que tiene la formación de funcionarios 
y juzgadores no sólo para el buen conocimiento de las 
disposiciones que directamente les competen, sino para crear 
en ellos un sentido, una teleología, que no puede escapar a 
un objetivo criterio ético. Esta formación se cumple, al igual 
que la de cualquier otro ciudadano, en la tarea educativa, 
sin olvidar que, como hace notar W. Friedman, cuando 
un gobierno tiene entre sus poderes el de la educación y 
el dominio de los medios de comunicación, “es capaz de 
moldear y condicionar la inteligencia de las personas”: 

En nuestro país la corrupción generalizada es una 
avanzada enfermedad, al grado que el licenciado Miguel de la 
Madrid ha hecho de la reforma moral uno de los principales 
objetivos de su programa. Sujetando nuestra observación al 
campo judicial, es necesario hacer el siguiente planteamiento: 
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No habiendo recurso alguno contra las violaciones 
que se pueden cometer a las leyes y a la constitución dentro 
del juicio de amparo mismo, el mejor alegato que puede 
producirse a su favor desborda todas las teorías doctrinales, 
todos los sofisticados análisis para desembocar —quien habría 
de decirlo- en una sola hipótesis: la superioridad profesional 
y ética de los jueces encargados de salvaguardar el orden 
constitucional sobre las demás autoridades. Si se desecha esta 
hipótesis todo el edificio puede caer. Debe creerse en ella. 

Sin embargo, cabe preguntarnos si este presupuesto 
(que nada tiene que ver con la ley ni con la Constitución, 
sino con la calidad de las personas) se actualiza en grado tal 
que compense ventajosamente los aspectos negativos y las 
limitaciones a que antes nos hemos referido, como la excesiva 
cantidad de juicios, su frecuente intrascendencia social, el 
diferimiento, el desgaste de la confianza de los gobernados, 
la necesidad de asesoramiento especializado y costoso y las 
inevitables fallas humanas que suelen desmentir la jerarquía 
que exige la hipótesis sustentante de todo el monumento. 

En 1917 Don Hilario Medina, al oponerse al amparo- 
casación en la sesión antes mencionada de 22 de enero, 
analizaba este problema y entre otras cosas decía: “el 
dictamen de la comisión que está conforme con el proyecto 
del primer jefe, concede el amparo contra las sentencias 
definitivas que pronuncian los tribunales, es decir, que se 
conserva la pésima tradición que nulifica la justicia local”. 
Luego de aludir a las diversas instancias que puede sufrir un 
asunto, agrega: “el objeto de toda esta serie de revisiones, es 
para que ahí concluyan esos asuntos, es con el objeto de que 
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la justicia local pronuncie la última palabra; pero hay esto: 
se dice en el proyecto que también la Suprema Corte puede 
conocer de la apelación de un asunto y que puede volver a 
ser revisada la sentencia que se ha dictado. Esto, señores, 
tiene un largo antecedente y precisamente por pésimo he 
querido que se corrija, y mi opinión no es aislada. Se ha visto 
en la práctica constitucional que es detestable. Aun los que 
no son abogados saben que los tribunales locales no han 
tenido el prestigio que les corresponde, puesto que también 
hay Estados donde hay personalidades conspicuas y bastante 
conocedoras del Derecho y de buena fe para fallar todos los 
asuntos”. 

En otra de sus intervenciones dijo: “La justicia en 
México ha sido hasta ahora sencillamente una palabra 
vana, una palabra hueca. Sucedía que todos los litigantes, 
absolutamente todos, y sin ninguna excepción, sabían que 
tenían en la Corte la última palabra; esto subsiste hasta la 
fecha y dejándolo subsistir, dice el diputado Pastrana Jaimes, 
tiene la ventaja de centralizar la justicia, de hacer la unidad 
nacional y hasta la unidad de raza ... pues bien, en una 
república que se llama federal, compuesta de Estados libres 
y soberanos en todo lo que toca al régimen interior, no debe 
asustar a nadie que haya otras tantas jurisprudencias, que 
haya 28 poderes locales, que haya otros tantos ejecutivos, 
que haya 28 legislaturas y 28 administraciones de justicia”. 
No cabe duda que los opositores de don Hilario eran 
centralistas vergonzantes en un momento histórico en que se 
suponía que la afirmación del federalismo era fundamental. 
Con argumentos rebuscados escondían su desconfianza en los 
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gobiernos de provincia, a pesar de que una larga experiencia 
mostraba que las mayores descomposiciones habían partido 
del centro. 
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VII. El Modelo Norteamericano 


abido es que nuestro juicio de amparo tiene entre 

sus principales antecedentes los procedimientos 

norteamericanos que buscan conservar el orden 
constitucional en beneficio de los particulares. El órgano 
máximo es la Suprema Corte. Solo excepcionalmente tiene 
competencia original y su jurisdicción la ejerce en apelación. 
¿Quiere decir esto que en los Estados Unidos puede llegar a la 
Corte cualquier asunto que en instancias inferiores hubiesen 
conocido los jueces comunes y federales? De ninguna 
manera. Solo llegan a tan alto tribunal aquellos asuntos que 
el common law ha ido señalando prudentemente. Mediante el 
writ of certiorari el tribunal superior decide discrecionalmente 
si debe pasar o no el asunto a apelación. Por el certification 
of questions el inferior puede, de oficio, abrir la apelación 
sobre determinados puntos para luego resolver el conflicto 
conforme al criterio que haya emitido la Corte. En términos 
generales, según el tratado de Derecho Angloamericano de 
Oscar Rabasa, “la Suprema Corte solo se ocupa de las grandes 
cuestiones constitucionales y federales que se suscitan en 
el país, dejando la resolución definitiva de todos los demás 
asuntos secundarios a los tribunales federales inferiores 
y a los estatales”. La apelación ante la Suprema Corte está 
condicionada al planteamiento de cuestiones verdaderamente 
constitucionales. La intervención de ese alto tribunal y el 
ejercicio de su competencia, “no se deja a la iniciativa de 
las partes litigantes, sino a la facultad discrecional de la 
propia Suprema Corte”, aunque los directamente interesados 
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tienen derecho a gestionar la intervención “en los casos 
limitativamente enumerados por las leyes del Congreso”. 
Solo en las “cuestiones trascendentales para la vida de 
la nación se justifica la actuación del más alto tribunal, de 
modo que no descienda este a conocer de asuntos triviales 
que bien pueden ser, resueltos por tribunales inferiores y para 
resolver, además, de un modo practico el grave problema de 
la acumulación de negocios con el inevitable retraso en la 
administración de justicia o imposibilidad material de que los 
magistrados que integran el tribunal puedan humanamente 
despachar la enorme cantidad de asuntos”. 
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IX. Rescate de la Confianza 


anto en Estados Unidos como en la gran mayoría de 

los países, a los tribunales comunes se les dispensa 

suficiente confianza para que sus resoluciones sean casi 
siempre definitivas. En los recursos de orden constitucional 
la autoridad no figura como parte. Aquella confianza obliga a 
escoger para la función jurisdiccional a los mejores hombres, 
tanto por lo que ve a su capacidad como por lo que ve a su 
probidad. Se aprecian fácilmente las diferencias con nuestro 
sistema. Aquí puede ser materia de amparo la sentencia de un 
juzgado municipal dictada en un juicio por pago de mil pesos 
oO por unas injurias de vecindad, no sea que la incapacidad 
del juez, su deshonestidad y su “poca independencia”, según 
suele decirse vaya a manchar nuestro orden constitucional. 
Y así, el Centro viene lanzando desde hace mucho tiempo la 
primera piedra. 

A pesar de la realidad actual de nuestro panorama 
judicial, los elogios a nuestro modo de control continúan. 
Aparecen con frecuencia nuevos estudios sobre la institución, 
cada vez más pulidos. Sus lastres individualistas, los 
tecnicismos exacerbantes que alargan los asuntos (como 
esa plaga del “amparo para efectos”), la inaccesibilidad 
del procedimiento para los que carecen de medios 
económicos, su inutilidad ante las conductas gravemente 
inconstitucionales de la autoridad, su desfasamiento respecto 
de las características del Estado moderno, etc., son llagas que 
raramente se tocan. 
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Ya que tanto confiamos en la ley, es tiempo de introducir 
reformas con sentido práctico, humano eficaz y moderno en 
nuestras viejas estructuras, incluido el amparo. Es tiempo 
también de rescatar la confianza en un orden federal más 
congruente con su razón de ser y de levantarnos el entredicho. 
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El amparo con efectos de plena jurisdicción' 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


uelen dictarse sentencias en los juicios de amparo 

directo en virtud de las cuales se concede la protección 

al quejoso para el efecto de que la responsable vuelva 
a actuar con plena jurisdicción. Pongamos un ejemplo: el 
quejoso sostiene que la responsable omitió considerar algunas 
de las pruebas rendidas en el procedimiento ordinario; el 
tribunal de amparo, al advertir como cierta tal omisión, 
concede y ordena a la responsable dicte nueva resolución 
usando de plenas facultades jurisdiccionales; es decir, el 
acto reclamado tendrá que ventilarse de nuevo, con respeto 
absoluto a las atribuciones de la responsable, puesto que el 
fallo constitucional sólo señalando la omisión, sin indicar 
como deberán valuares las pruebas cuyo estudio se pasó 
por alto. Lo mismo suele suceder cuando el acto, sin pecar 
de omiso, se estima mal fundado o motivado. En estos casos 
la sentencia de amparo señala el error, pero no la enmienda. 


1 Publicado en revista del Poder Judicial de Guanajuato. No. 33. III Época. Abril- 
Junio 1990; pp 15-19. 


641 


Ley de amparo 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Ley de amparo 


Devuelve la jurisdicción a la responsable para que resuelva 
de nuevo con toda libertad, aunque sin repetir los errores 
señalados. 

Mucho se ha discutido sobre la validez de tales 
resoluciones de los tribunales federales colegiados, tanto 
desde el punto de vista técnico como desde el punto de vista 
práctico. 

Previene el artículo 80 de la Ley de Amparo que 
cuando concede la protección de la justicia federal, el efecto 
consistirá en restituir al agraviado el pleno goce de la garantía 
violada volviendo las cosas al estado que guardaban antes 
de la violación, cuando el acto es de carácter positivo. Si es 
negativo, el efecto consistirá en obligar a la responsable a que 
obre en consecuencia, respetando la garantía de que se trate y 
cumpliendo con la misma. 

En nuestro concepto, cualquiera que sea la naturaleza 
del acto, positivo o negativo, se requiere que constituya un 
verdadero agravio para el quejoso, es decir, que trascienda 
en su perjuicio. No basta que se incurra en la inobservancia 
de algún precepto legal, por mala aplicación por omisión, 
para que este simple hecho se traduzca en agravio, pues hay 
inobservancias inocuas, a las cuales no hay que atender. 
Puede suceder que un juez haya dejado de analizar la 
declaración de un testigo de cargo en un procedimiento penal, 
al mismo tiempo que consideró y valuó las declaraciones 
de otros tres, cuatro o cinco testigos que sustancialmente 
coincidan con aquel. Esto no integra agravio y ordenar 
al juez de la causa volver a sentenciar sería ocioso. El 
tribunal colegiado en tal hipótesis debe ver si la omisión es 
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trascendente o no, valuando el mismo, no la responsable, el 
testimonio pasado por alto para concluir si ello afecta o no el 
fondo del problema. 

Igual punto de vista puede sustentarse en otras hipótesis. 
Puede ser que los argumentos de la responsable, ya sea 
al ocuparse de los hechos, ya al aplicar el derecho, sean 
inconducentes o poco sólidos, si ello constituye verdadero 
agravio, es decir, si trascienden en perjuicio del quejoso, 
se concederá el amparo lisa y llanamente. No habrá razón 
para indicar a la responsable que, dadas las deficiencias 
de sus consideraciones, vuelva a resolver con plenitud de 
jurisdicción. Si el acto positivo es violatorio de garantías, 
los efectos deberán ser definitivos, protectores del quejoso, 
sin posibilidad de que se le vuelva a ventilar el fondo del 
asunto, pues esto último puede dar lugar en la práctica a que 
cualquiera de las partes acuda de nuevo al juicio de amparo. 

En cuanto a los actos negativos, debe advertirse que 
dentro del margen del amparo uniinstancial es indispensable 
analizarlos como parte de un todo y no aisladamente, pues si 
se examinan fuera de su contexto se les puede estimar como 
agravio sin serlo. 

Suele acontecer que los tribunales ordinarios de segunda 
instancia al examinar los que expone el apelante en su escrito 
de impugnación de un fallo de primera instancia, consideren 
innecesario ocuparse de todos ellos. Basta acoger algunos 
para decidir si la resolución apelada debe confirmarse o 
revocarse. En tales condiciones el asunto se somete a juicio 
de amparo, el cual se concede frecuentemente para los efectos 
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de que la responsable estudie los puntos que no merecieron 
su atención, haciendo uso de nuevo de plenas facultades 
jurisdiccionales. 

No se justifica, en tal supuesto, la protección de 
la justicia federal ni la devolución de jurisdicción a la 
responsable. En efecto, si esta tiene razón al estimar que 
alguno o varios argumentos impugnatorios del apelante no 
era necesario considerarlo por no ser bastantes para modificar 
el criterio de fondo, los conceptos de violación que por este 
concepto pueda hacer valer el quejoso en el amparo, deben 
también desecharse, puesto que tal violación es aparente y en 
(3 nada le perjudica, por prevalecer la fuerza de las estimadas 
2, procedentes y atendibles. No tiene objeto que la responsable 
= vuelva a estudiar el asunto para, de todas maneras, confirmar 
3 su criterio. 

D S1 por el contrario, la falta de estudio de un determinado 
punto por parte de la responsable es trascendente y ello se 

>> pone de manifiesto en el trámite del amparo, la sentencia 
constitucional tiene que manifestarlo así y expresar con toda 

— claridad que la omisión deriva en una modificación de fondo 
al criterio sostenido. En esta última hipótesis se devuelve 
la jurisdicción, pero de ninguna manera en forma plena, 
sino solo para los efectos de que se vuelva a resolver en un 
determinado sentido, ya que ha habido verdadera violación 
de garantías. 

Todo lo anterior nos induce a pensar que las sentencias 
de amparo directo con efectos de cabal jurisdicción de la 
responsable no siempre tienen suficiente respaldo legal 
ni práctico. Dan lugar a que el tratamiento de un asunto se 
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complique y prolongue innecesariamente, a veces por muchos 
años, puesto que las resoluciones que dicten los responsables 
en tales condiciones son susceptibles de volver a impugnarse 
por vía de amparo y no por el recurso de queja. Este último 
es el único que debería prevalecer. 

Sin embargo, hay casos en que los efectos que objetamos 
se justifican, como cuando se han violado garantías de 
procedimiento tienen que repararse. Así, por ejemplo, si 
indebidamente se ha negado la recepción de una prueba. Las 
cosas tienen que volver al estado que guardaban antes de la 
violación, anulándose todas las actuaciones posteriores y 
repitiéndose el procedimiento en lo conducente. Aún en estos 
casos el tribunal de amparo tiene que estudiar si la omisión 
es trascendente o no; es decir si constituye o no verdadero 
agravio, los artículos 159 y 160 de la Ley de Amparo señalan 
los casos en que se violan las leyes del procedimiento, tanto 
en materia civil, administrativa y laboral, como en penal, 
pero tales disposiciones deberán interpretarse siempre de 
manera racional y no simplemente formal, pues habrá casos 
en que las hipótesis que ahí se contienen no signifiquen 
perjuicio al interesado. (El artículo 107 constitucional exige 
que la violación trascienda al resultado del fallo). 

Estimamos, en términos generales, que la sentencia de 
amparo debe siempre precisar sus efectos y que el reenvió 
no es institución aceptable en esta materia, salvo casos en 
que la jurisdicción de la responsable derive de los efectos 
retroactivos de la propia sentencia, es decir, por volver 
las cosas al estado que guardaban antes de la violación 
de garantías. Si el acto reclamado se halla mal fundado o 
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motivado, el amparo liso y llano es procedente, sin darle a la 
propia responsable la oportunidad de volver a juzgar, lo cual 
puede producir perjuicios al mismo quejoso, quien queda 
expuesto a una nueva resolución perfeccionada. 

Para las responsables este tipo de sentencias de amparo 
significan, aparte de un trabajo adicional innecesario, 
ocasión para reiterar el criterio ya expresado, aunque esta 
vez lo haga con otros argumentos, aparentando acatar la 
ejecutoria constitucional. En materia penal, al obligarse a la 
responsable a resolver una vez más con plena jurisdicción, 
se pasa por alto el mandato constitucional que prohíbe más 
de tres instancias. En efecto, el amparo representa sin duda 
una instancia, la cual sumada a las dos ordinarias, da tres. Si 
en virtud de la sentencia de amparo el tribunal de segunda 
instancia vuelve a sentenciar con plenitud de jurisdicción, ya 
habrá cuatro instancias y así sucesivamente. En materia civil 
puede suceder lo mismo, contrariándose si no disposiciones 
constitucionales, si las leyes ordinarias. 

Cualquier medida que se tome para evitar la 
prolongación de los asuntos en aras de una administración 
de justicia pronta y expedita, será siempre saludable. No 
puede admitirse que el juicio de amparo se use como causa 
de dilaciones ni como instrumento retroalimentado del propio 
juicio. Salvo casos verdaderamente inevitables, la sentencia 
constitucional debe ser terminal, clara y categórica respecto 
a sus efectos, sin dar lugar a más recurso que el de queja, 
si acaso procediere. Ver el fondo de los asuntos con ánimo 
de resolverlos también a fondo, sacrificar en beneficio de una 
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justicia pronta los formalismos impertinentes, evitar trámites 
que alargan las controversias y que desesperan a las partes, 
será siempre una mejor manera de cumplir con la función. 
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La Ley de Fraccionamientos y la Realidad Social' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


Urbanismo poco realista 


n el año de 1972 publicamos una serie de breves 

ensayos bajo el nombre de “El agravio en la Ley”. 

Aunque no con la extensión que merecía el tema, al 
comentar la Ley de Fraccionamientos vigentes entonces, 
decíamos entre otras cosas lo siguiente: 

“Hay casos en que la venta de lotes tiene que hacerse 
sin verdadera urbanización ni suficientes servicios porque 
la explosión demográfica que se acusa en las clases más 
menesterosas, demanda espacio y suelo donde asentarse. No 
espera a que se urbanice ni puede darse el lujo de comprar 
lotes que cuenten con los servicios necesarios para una vida 
decorosa. Están definitivamente fuera de su alcance. Por lo 
tanto, digamos que la nueva Ley de Fraccionamientos en 
nada resuelve el problema. Ante la imposibilidad material 
de que las gentes más necesitadas adquieran lotes con los 
servicios mínimos ahora exigidos aún para las colonias de 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 14. Febrero-Marzo 1982; pp. 130-141. 
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tipo popular, invadirán terrenos o se harán de ellos sin tomar 
en cuenta esta ley, que pasó por alto la realidad de nuestra 
población ...” 

En 1975 se emitió otra Ley de Fraccionamientos que 
acentuó los errores de la anterior. Por otra parte, las leyes 
fiscales no han contribuido a resolver el problema. 
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Las consecuencias 


l crecimiento de los centros de población ofrece tres 

aspectos: 

Uno, a cargo de las empresas fraccionadoras, con 
capacidad de inversión suficiente para satisfacer los 
requisitos que introdujo en las leyes el criterio teorizante de 
los urbanistas; 

Otro, la compra o alquiler de lotes al margen de la 
ley por personas de poca capacidad económica, sin títulos 
regulares de propiedad, como consecuencia lógica de los 
impedimentos o exigencias legales; 

Y finalmente, paracaidismo e invasiones cada vez más 
agresivas y frecuentes. 

Ninguna de estas vertientes promete reducir el 
problema de la escasez de vivienda ni el encarecimiento 
de los arrendamientos. Los conflictos judiciales y meta 
judiciales proliferan y constituyen ya un factor serio de 
desestabilización. 
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Breve análisis de la ley actual 


continuación haremos un brevísimo análisis de las 

leyes que actualmente rigen en materia de adquisición 

y división de terrenos. Se harán observaciones 
tendientes a destacar la necesidad de una reforma urbana 
urgente. 

Un concepto de fraccionamiento excesivamente amplio: 

1.-En el artículo primero de la Ley de Fraccionamientos 
se dice que toda división o lotificación de terrenos, cualquiera 
que sea su objeto o causa, se sujetaran a dicha ley. 

En el 10 se intenta definir lo que es un fraccionamiento. 

El punto I dice que “es la división de un terreno en lotes 
cuando para dar acceso a éstos se forme una o más calles o 
privadas o se establezcan servidumbres de paso”. 

Aparte de que no se aclara si se trata de terrenos con 
o sin construcciones, la amplitud de la definición permite 
considerar como fraccionamiento hasta la mínima partición 
en dos, cuando para dar acceso a cualquiera de las partes se 
hiciera una calle o se estableciera una simple servidumbre. 

2.-Los párrafos II y III dicen que lo es también la 
división de manzanas en lotes cuando se lleve a cabo en 
cualquier fraccionamiento autorizado o irregular. 

Por lo tanto, hay fraccionamiento hasta cuando se 
fraccionan las manzanas de los fraccionamientos (haya o no 
calles o servidumbres entre los lotes). 

3.-El apartado IV incluye la división de una cosa “en 
copropiedad de varios condóminos” si con ello se “afectan 
las funciones de la vida urbana a (sic) los servicios públicos, 
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en los términos de la Ley de Planificación del Estado y de los 
planes rectores de desarrollo urbano, salvo que la división no 
se encuentre dentro de los supuestos previstos en la fracción l 
que antecede o no excedan de nueve los partícipes”. 

Aunque se usa la expresión “copropiedad de varios 
condominios”, queda excluido de este apartado el régimen 
específico de propiedad en condominio, según el artículo 56 
de la propia ley. 

Ya se trate de suelo, ya de construcción, el ejercicio del 
indiscutible derecho de cualquier persona a no permanecer en 
la indivisión (artículo 93 del Código Civil) se ve seriamente 
menoscabado al someter la alícuota al complicado y oneroso 
régimen de fraccionamientos. 

Es cierto que se habla de un mínimo de nueve 
participes, pero también se exige que la situación no caiga 
dentro de los supuestos del inciso I, ya comentado. En otras 
palabras, toda división entre comuneros será legalmente un 
fraccionamiento. 

Podría alegarse que el texto del inciso IV se debe a la 
necesidad de combatir la inaplicación de la ley mediante 
copropiedades simuladas. Tal solución resulta injusta para los 
copropietarios auténticos, que abundan, ya sea por razón de 
contrato licito, herencia, etc. 

4.-Finalmente el inciso V dice que son fraccionamientos 
las “zonas de urbanización” previstas en la Ley de la Reforma 
Agraria, cuando su ubicación “afecte las funciones de la vida 
urbana”. 
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Aquí la ley es inconstitucional pues inobserva el 
artículo 27 de la Carta Fundamental. Además, como se 
verá adelante, uno de los requisitos para la autorización de 
un fraccionamiento es acreditar la propiedad del suelo. Los 
terrenos ejidales, incluyendo zonas de urbanización, no son 
propiedad de los ejidatarios, sino de la nación. 


Las diversas clases de fraccionamientos 


5.-Los fraccionamientos se clasifican, según el artículo 
11. en: 


a).-Residenciales urbanos, destinados a habitación y 
comprendidos dentro de zonas urbanas o de crecimiento. 

b).-Residenciales campestres, destinadas a habitación, 
pero fuera de las poblaciones. 

c).-De habitación popular, que son iguales a los 
residenciales urbanos, con la única rebuscada diferencia de 
que el veinte por ciento de sus lotes pueden tener un frente 
menor de siete metros y una superficie inferior a ciento 
diecinueve metros cuadrados. 


Autorización 


6.-Trataremos de resumir algunas de las condiciones 
que deben llenarse a fin de que se otorgue autorización para 
un fraccionamiento, incluido el de habitación popular, según 
el artículo 19: 


a).-Calles con mínimo de diez metros de ancho; 
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b).-Lotes con superficie mínima de 119 metros 
cuadrados y 7 de frente, medidas exigibles también a los 
fraccionamientos de habitación popular para el ochenta 
por ciento de sus lotes; 

C).- Guarniciones y banquetas de concreto o adoquín; 
d).-Pavimento de concreto o adoquín; 

e).-Redes de energía eléctrica para servicio público y 
domestico; 

f).-Redes de alcantarillado para aguas negras y pluviales; 
g).-Redes de agua potable con tomas para cada lote. 


Fácilmente puede apreciarse que fraccionar requiere 
gran capital de inversión. Como ningún fraccionador regala 
su dinero, es evidente que ella se refleja en el valor de venta. 

No es censurable el contenido de este y otros textos 
aisladamente considerados, pero al vincularlos con las 
condiciones económicas de los grandes sectores de población 
urgidos de suelo y vivienda, aparecen como inalcanzables. 


Trámites costosos y complejos 


7.-S1 se quiere fraccionar conforme a cualquiera de 
los supuestos del artículo, tienen que llenarse los siguientes 
requisitos, según el capítulo II del Título Primero: 


a).-Ser propietario del inmueble, libre de gravámenes y 
sin adeudo fiscal; 
b).-Apeo y deslinde judicial; 
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c).-Planos: de la ciudad, poblado o sector, de descarga 
de drenaje, de fuentes de agua potable, de ubicación 
de líneas eléctricas, de equipamiento urbano, escuelas, 
mercados, clínicas, jardines, templos, curvas de nivel, 
zonificación de manzanas, calles, avenidas, áreas 
de habitación, de comercios, de servicios médicos, 
culturales, educativos, áreas de donación, etc.; 
d).-Estudio financiero para determinar precios de venta 
al público. 


El debido cumplimiento de estos requisitos afectará el 
precio de venta, sin duda alguna. 

Parece que la determinación de los precios es parte 
sustancial de la autorización. Estaríamos, posiblemente, ante 
una ley privativa, ya que el Estado, en general, no fija precios 
de venta a la propiedad inmueble. La ley civil sujeta este 
punto al acuerdo de las partes y solo nulifica tal acuerdo en 
caso de lesión. 

8.-Presentada la solicitud, una comisión llamada 
de Planificación examina los documentos. Si prospera el 
proyecto exigirá nuevos estudios y planos (artículos 30 y 
31), esta vez más detallados. Si satisfacen a la Comisión, se 
iniciaran las obras de urbanización, que serán supervisadas 
por dicho organismo y por la Secretaria de Finanzas. 

En caso de que las obras se ajusten al proyecto 
(artículo 33) y se hayan pagado los derechos de supervisión 
(artículo 35), la Comisión Planificadora formula el texto de 
autorización que deberá ser sometido al Ejecutivo, quien no 
tendrá más alternativa que emitirla. 
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Venta de lotes 


9.- Es curioso que se exijan, inversiones urbanísticas 
de alto costo sin que se tenga aún la autorización. Ningún 
fraccionador en sus cinco sentidos correría ese riesgo, como 
es natural. Pero la misma Ley de Fraccionamientos da la 
salida. Los artículos 50 y 51 establecen la posibilidad de que 
el fraccionador venda lotes no solo antes de la autorización 
sino también antes de llevar a cabo las obras de urbanización 
según se desprende del punto III del artículo 51. En este 
caso se debe dar garantía a satisfacción de la Secretaria 
de Finanzas por el valor de las obras y veinte por ciento 
adicional. Tal garantía las hará efectiva la misma Secretaria 
en caso de incumplimiento. 

El mecanismo no parece malo, pero la Ley de 
Fraccionamientos carece de una disposición que diga que 
al hacerse efectiva la garantía queda a cargo del Estado la 
urbanización omitida por el obligado. 

Han sido frecuentes los casos de fraccionamientos 
inconclusos con buena parte de los lotes vendidos. Es 
claro que si se vendieron sin urbanización es porque el 
fraccionador debió de haber otorgado la garantía del artículo 
51. Dígalo o no la ley con la claridad que merece punto tan 
importante, es de esperarse que el Estado aplique la garantía 
a la reparación del daño causado a los compradores. Pero la 
Ley de Fraccionamientos no previene la hipótesis contraria y 
tampoco concede acción específica a los defraudados. 
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En la práctica los fraccionadores nunca observan en 
todas sus partes ley tan engorrosa. Los compradores de lotes 
pueden quedar expuestos a grandes dificultades para obtener 
escrituración definitiva de su propiedad, pues a pesar de que 
se ha otorgado permiso de venta, el comprador es el que 
soporta las consecuencias de los incumplimientos de sus 
vendedores: negándose tramite a la traslación de dominio, 
por ejemplo. 

10.-Un ordenamiento que parecía destinado a proteger 
al público resulta, bien analizado, un conjunto de complejas 
disposiciones a veces incomprensibles y en varios aspectos 
Inoperantes. 


Obligaciones adicionales 


11.-Otras obligaciones tiene el fraccionador, las cuales 
constan en el capítulo HI del Título H. 

Aparte de ceder al uso común las áreas necesarias para 
vías y servicios públicos, la Ley ordena donar al municipio 
nada menos que el quince por ciento de la superficie total de 
los fraccionamientos residenciales y un diez por ciento de los 
de habitación popular e industriales. 

El valor de estos considerables porcentajes serán 
repercutidos en el precio de los lotes vendibles, como es 
indudable. Por otra parte, no se encuentra justificación 
para que los municipios se conviertan en propietarios de 
superficies urbanas extensas, ajenas a sus funciones públicas. 
En esto la ley (artículo 40-11) es, además, inconstitucional 
porque de acuerdo con la fracción VI del artículo 27 de la 
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Carta Fundamental, los municipios tienen capacidad para 
adquirir solamente los bienes raíces necesarios a los servicios 
públicos. 

12.-El fraccionador también tiene obligación de 
construir un aula de escuela por cada cincuenta lotes, lo cual 
no es objetable, pero sin duda incrementara precios de venta. 


División y lotificación de predios 


13.-Conviene ahora examinar el título IV, capitulo 
único de la ley de Fraccionamientos, que se denomina “De la 
división y lotificación de predios”. 

Conforme a su artículo 74, las personas que pretenden 
dividir o lotificar un predio deberán solicitar autorización de 
la Comisión de Planeación. 

Si el punto I del artículo 10 considera fraccionamiento 
cualquier división, por mínima que sea, siempre que se forme 
una calle, privada o servidumbre, será simple lotificación 
cuando no haya estas últimas. 

A la división y lotificación le son aplicables muchos 
de los requisitos propios de los fraccionamientos, según el 
artículo 74. Conforme al 75 rigen también en este punto los 
artículos 16, 48 y 49. 

14.- El 16 se refiere a las características que deben tener 
las calles. Pero si una simple lotificación puede tener calles, 
automáticamente cae dentro del concepto de fraccionamiento. 

15.- El 48 impone a los compradores de lotes la 
obligación de no subdividir. Esta restricción no tiene 
razón de ser y aun parece inconstitucional por privativa 
(garantía 13), ya que la prohibición no es general para todo 
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propietario. Por otra parte, si atendemos al texto del artículo, 
ya comentado, el 48 lo contradice. En este caso, como en 
muchos otros contenidos en la Ley de Fraccionamientos, se 
imponen limitaciones al dominio, lo que ameritaría otorgar 
las indemnizaciones previstas en la ley relativa de 16 de 
noviembre de 1937, aun en vigor. 

16.- El 49 prohíbe enajenar lotes si no se cuenta con 
autorización de fraccionamiento o división. Pero este mismo 
artículo remite a los 50 y 51, que establecen la posibilidad de 
vender antes de que se hayan hecho las obras de urbanización 
mediante la exhibición de una garantía, como ya se ha 
comentado. 

Según se ve, pesan sobre la división y lotificación 
exigencias propias de los fraccionamientos, que en caso de 
observarse encarecerían mucho el suelo. 

17.-Es injustificable que la división de predios, incluidos 
los urbanizados, requieran de estudios, planos, solicitudes y 
gestiones que estorban, paralizan y encarecen la propiedad. 

Si se alegase de nuevo que estas trabas a la división 
tienden a evitar la violación de la ley o las simulaciones, 
no cabe duda que con ella se afectan derechos auténticos 
de propietarios no fraccionadores. La generalidad y falta de 
discriminación de estas disposiciones las hace atentatorias. 
En muchos aspectos son también inoperantes y así vemos 
cómo se llevan a cabo divisiones que las pasan por alto, 
aunque motiven la aplicación de sanciones. 

Por otra parte, toda medida tendiente a garantizar la 
observancia de una ley tan mala como la de fraccionamientos, 
parece más bien censurable. 
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Cargas fiscales 


18.-Conforme al artículo 6 de la Ley de Ingresos los 
fraccionamientos residenciales causan un impuesto que 
va de $25.00 a $40.00 por metro cuadrado; de $15.00 a 
$30.00 los conjuntos habitacionales; de $20.00 a $30.00 
los llamados “habitacional medio” y, de $10.00 $20.00 los 
de habitación popular. Este artículo se refiere a diez tipos 
de fraccionamientos diversos, lo cual no concuerda con la 
clasificación que se hace en ella de la ley de la materia que 
solo se refiere a cuatro tipos, no a diez. 

19.-En caso de división o lotificación de inmuebles, 
el impuesto se causa sobre el valor total del inmueble y va 
de 3 a 5 por ciento. Si la división no se hizo conforme a los 
“lineamientos de la Comisión Estatal de Planificación” (sic) 
se cobra un impuesto adicional por metro cuadrado que va de 
$15.00 a $50.00 (artículo 10). 

20.-La revisión de proyectos para la traza de 
fraccionamientos, lotificaciones o conjuntos habitacionales 
causa derechos que van de $17,000.00 a $25,000.00 (artículo 
37, fracción I). La revisión de proyectos para autorización 
motiva derechos de $70.00 a $150.00 por lote (fracción Il- 
a). La supervisión origina también derechos equivalentes a 
13 por ciento del presupuesto del valor de las obras (fracción 
ID. La autorización motiva un pago que va de $30,000.00 
a $500,000.00 (fracción IV). Las inspecciones que deben 
hacerse a los fraccionadores causan derechos de $2,000.00 a 
$65,000.00. 
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Conclusiones 


21.-No podrá negarse que los ensanchamientos urbanos en 
el Estado resultan necesariamente muy onerosos. legalmente 
nadie puede adquirir un lote para vivienda que no provenga 
de un fraccionamiento, lotificación o división. Cualquiera 
otra forma de crecimiento urbano es irregular a la luz de la 
ley que comentamos. 

Es curioso observar que zonas urbanizadas de varias 
ciudades no se encuentren pobladas, debido a que las ventas 
de los lotes se producen lentamente, mientras que los mayores 
asentamientos humanos se localizan en zonas no urbanizadas. 

Como la necesidad y la realidad son fenómenos que 
desbordan las leyes utópicas y clasistas, lo que sucede es 
que se multiplican los asentamientos desordenados, en 
terrenos o zonas que carecen de toda urbanización y de 
todos los servicios y que dan lugar, incluso, a especulaciones 
reprochables. Las operaciones irregulares se suceden y el 
poseedor se resigna a disfrutar del suelo sin tener títulos en 
orden. 

La Ley de Fraccionamientos, a pesar de lo dicho, no es 
del todo mala, pero es incompleta. Olvidó que hay pobres y 
que estos son cada día más numerosos. La propiedad privada 
urbana se ha convertido en institución de privilegio. Así no 
será fácil defenderla. Leyes como las de fraccionamientos 
contribuyen muy probablemente a cavar la tumba de lo 
mismo que reglamentan 
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La Seguridad Jurídica, la Ley Sobre Monumentos 
y la Reforma al Artículo 115 de la Constitución' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 
Seguridad jurídica 


a seguridad jurídica contribuye preeminentemente 

al mantenimiento y desarrollo de la sociedad. Las 

reglas jurídicas, cualquiera que sea el régimen o 
la ideología política que se adopte son indispensables. 
Autoridades y gobernados necesitan saber a “qué atenerse” 
y nada tan conveniente como que todos podamos conocer las 
consecuencias de nuestros actos de relación, aún en el caso 
de que esas consecuencias se estimen injustas. 

No ignoremos que con frecuencia se plantea el problema 
de la pugna de valores seguridad- justicia. Este planteamiento 
surge en el campo aplicativo de la norma, cuando la autoridad 
puede quedar constreñida a elegir entre una decisión justa 
o una decisión simplemente apegada a la ley. Para resolver 
el conflicto hay varios caminos recomendados por los 
tratadistas y sancionados por la jurisprudencia, recursos 
ambos capaces de adecuar la ley y establecer modulaciones 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia. No. 21. Abril-Mayo 1983; 
pp. 162-178. 
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dinámicas que pasan a formar parte de las reglas de juego. Es 
poco frecuente que este conflicto se le presente al legislador 
como un obstáculo de su tarea. Más bien lo genera, tanto al 
emitir normas de contenido axiológicamente reprochable 
como al multiplicar excesivamente la ley o el reglamento, 
dificultando su conocimiento o echando sobre los hombros 
del gobernado un exceso de carga normativa que arruina todo 
posible sentimiento de seguridad, fenómeno típico de las 
dictaduras. 

Huelga, pues, ponderar la importancia de la seguridad 
jurídica, marco irremplazable de todas las actividades 
sociales y económicas. De allí que califiquemos de indebidas 
las acciones aplicativas o legislativas que la pasan por alto y 
que incluso se ha llegada a ver solamente como un concepto 
privativo del lenguaje foral. Es cierto que el abogado suele 
usar el concepto, pero salta a la vista que la seguridad jurídica 
desborda tan estrecho marco y que es algo que compete a 
todos, a todos sin excepción. 

Las anteriores reflexiones se ocurren cuando se someten 
a examen algunas de las muchas leyes y reglamentaciones 
que lesionan el orden jurídico positivo del país. 
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ebido a las recientes reformas al artículo 115 
[): nuestra Constitución Federal, tuvimos que 

analizar la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas 
Arqueológicas, Artísticas e Históricas para ver en qué medida 
la derogan, lo cual nos da también oportunidad de señalar sus 
errores de origen, los cuales bien podrían haberse evitado sin 
por ello alterar su encomiable finalidad. 

Dicha ley la emitió el Congreso de la Unión haciendo 
uso de las facultades que le concede el artículo 73 de la 
Constitución en su fracción XXV, la cual lo autoriza, entre 
otras cosas, a “legislar sobre monumentos arqueológicos, 
artísticos e históricos cuya conservación sea de interés 
nacional”. 

Es evidente que tal facultad del Congreso tiene que 
llevarse a cabo sin contrariar otros preceptos de la propia 
Constitución, como el 115, que previene que los Estados de 
la República adoptarán para su régimen interior la forma de 
gobierno republicano, representativo popular, teniendo como 
base de su división territorial y de su organización política 
y administrativa el municipio libre. Este será administrado 
por un ayuntamiento de elección popular directa y no 
habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el gobierno 
del Estado. Es imposible admitir que el actual texto de la 
fracción XXV del artículo 73, reformado según decreto del 
13 de diciembre de 1934, contraría o deja sin efecto el 115, 
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tan ampliamente pensado y discutido por los constituyentes 
en 1916, consignando en él las bases mismas de la estructura 
republicana. 

Pero la Ley sobre Monumentos privó a los gobiernos 
de los Estados y a los ayuntamientos de todas sus facultades 
administrativas en esa materia, arrebatándoles prácticamente 
su jurisdicción. En efecto, el artículo 3 encomienda su 
aplicación exclusivamente a autoridades federales y estados 
institutos descentralizados (también federales), el Nacional 
de Antropología e Historia y el Nacional de Bellas Artes. El 4 
dice que las autoridades locales tendrán *”la intervención que 
la misma ley y su reglamento les concede”, pero el 8 previene 
que sólo “podrán colaborar” con el Instituto de Bellas Artes, 
y el 12 que la autoridad municipal “podrá actuar en casos 
urgentes en auxilio de cualquiera de las instituciones para 
ordenar la suspensión provisional de las obras”. 

Queda claro, pues, que las autoridades estatales y 
los ayuntamientos, electos directamente por el pueblo y 
encargados por la Constitución de la gobernación de los 
Estados y de los municipios, carecen de hecho de toda 
facultad en cuestiones de monumentos, reducidas a simples 
espectadores de lo que hagan y digan los institutos o sus 
delegados locales. 

Y por lo que ve a “zonas monumentales” (como es el 
caso de las ciudades de Guanajuato y San Miguel de Allende), 
el artículo 38 dice, ni más ni menos, lo siguiente: “Las zonas 
de monumentos estarán sujetas a la jurisdicción de los 
Poderes Federales en los términos previstos por ésta ley y por 
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su reglamento”, Más claro ni el agua. Del señor gobernador 
para abajo, todo mundo, queda sometido al parecer de los 
institutos que en la práctica pueden ser un simple delegado. 

No es explicable que el Congreso de la Unión haya 
incurrido en tan notoria inobservancia al orden constitucional 
y pasar por alto, en una ley secundaria, la soberanía de los 
Estados y la autonomía de los ayuntamientos, a menos que 
tales conceptos ya nada signifiquen y estemos viviendo un 
fenómeno extraño de innovaciones y modernidades animadas 
por la irrupción del caos, todo lo cual también sería bueno 
saberlo. 

Una cosa es legislar sobre monumentos, a cuya 
preservación nadie se opone, y otra privar de sus facultades 
a los encargados, por elección popular, de la gobernación 
local, transmitiéndola a organismos descentralizados a 
cuyos componentes ni siquiera conoce el pueblo ¿Por qué 
no se dejó la aplicación de esta ley y de sus reglamentos a 
las autoridades que tienen la responsabilidad directa de la 
administración? ¿Se les consideró incapaces de apreciar el 
valor de nuestras ciudades y nuestras joyas, cuando consta 
que lo poco o mucho que se ha hecho en su defensa -sin 
desconocer errores- es obra principal de acciones locales? 
¿Por qué no dejar a los institutos como asesores, como era 
lo lógico, en vez de reducir a nuestras autoridades a simples 
servidores de aquellos? ¿Por qué se desconoció la realidad en 
el sentido de que los únicos con poder efectivo, capaces de 
vigilar la observancia de la ley son las autoridades locales, 
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a las que de hecho tienen que acudir los institutos a fin de 
medio cumplir su misión, pues sin su auxilio requerirían de 
un aparato burocrático y policiaco gigantesco? 

Ignoramos las respuestas a tales preguntas, aunque se 
puede aventurar que se trata de simple prepotencia centralista 
y tendencias poco encubiertas hacia un “Estado activo”, 
como le llaman algunos politólogos, en que la concentración 
de mando se vuelve obsesión. Que no se diga que el carácter 
federal de la materia (monumentos arqueológicos, artísticos 
e históricos) impedía encomendar la aplicación a los poderes 
locales. Ni la Constitución ni la doctrina lo impiden y hay 
numerosos casos relativos a otras materias que permiten tal 
competencia, máxime cuando esto era necesario a fin de 
respetar disposiciones tan fundamentales como el 115. Así 
tenemos, por ejemplo, la jurisdicción en asuntos mercantiles 
(que es materia federal), o la de las Juntas Locales de 
Conciliación y Arbitraje que conforme a la fracción XXXI 
del artículo 123 aplican una ley federal (la de trabajo), o el 
caso de nuestras autoridades fiscales que aplican y hacen 
efectivos impuestos federales, etc. 

En el tema que hoy tratamos y en otros muchos casos, 
los ayuntamientos se convierten de pronto en empleados 
sin sueldo de la federación, sin voz ni voto. Resulta curioso 
que los gobiernos y municipios de ciudades como Morelia, 
Oaxaca, San Miguel de Allende, Guanajuato, Querétaro, etc., 
no puedan ni siquiera emitir una opinión a la luz de la ley que 
se comenta. 
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Sabemos que esto del orden jurídico, seguridad y 
respeto a normas fundamentales suena a ciertos ideólogos 
de las “*”formas sociales” como palabrería sin importancia o 
como meros expedientes para embarazar procesos de cambio. 
Empero estos mismos ideólogos protestarían airados si 
acaso se les tratase arbitraria e imprevistamente, al margen 
de cualquier estatuto. Olvidan incluso que los sistemas 
de organización por los que pugnan, han sido ya objeto 
de experimentación y que lejos de debilitar los esquemas 
legales, los han fortalecido. Son, pues, tales voces disonantes, 
meramente circunstanciales, cargadas de intención política, y 
que no expresan una sincera adhesión al antiformalismo que 
aparentan. 
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Aplicación e interpretación de la Ley de Monumentos 


Artísticos e Históricos fue publicada el 6 de mayo 

de 1972. Tiene apenas once años. Se trata de una ley 
tardía, que empieza a regir cuando buena parte de esos bienes 
y la mayoría de nuestras ciudades estaban ya deterioradas. 
Algunas legislaturas locales, la de Guanajuato entre otras, 
se adelantaron al problema. La Ley Aguilar y Maya es de 
21 de diciembre de 1953. Se emite en un momento muy 
oportuno, cuando el resurgimiento económico de la ciudad 
amenazaba seriamente su fisonomía. En otros lugares, como 
en San Miguel de Allende, la acción de los particulares fue 
decisiva y evitó daños irreparables a esa joya. Morelia es un 
caso notable de preservación, gracias también a la actitud 
inteligente y espontanea de sus moradores. 

En la práctica el Instituto Nacional de Antropología e 
Historia ha venido violando sistemáticamente la propia Ley 
de Monumentos, pues interviene en asuntos que no son de 
su competencia, sino que en todo caso lo serían del Instituto 
Nacional de Bellas Artes, sin que haya poder humano capaz 
de disuadirlo. No se ocupa sólo de asuntos relacionados con 
monumentos históricos y arqueológicos, como previene 
el artículo 44, sino también con los artísticos. Para tratar 
de justificarse suele invocar el artículo 36 que entre los 
monumentos históricos incluye las “obras civiles relevantes 
de carácter privado realizadas de los siglos XVI al XIX.” 


| a Ley Federal de Protección de Bienes Arqueológicos, 
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Dicha disposición define los monumentos históricos 
por la ley y, consecuentemente las obras civiles “relevantes” 
deben ser también por razones históricas y no artísticas ni 
arquitectónicas. Tan es así que el artículo inmediato anterior, 
el 35, dice que son monumentos históricos en general 
aquellos “bienes vinculados a la historia de la nación”. Esta 
definición es inobjetable y debe regir toda la interpretación, 
pues la historia no la hace ni el carácter artístico de un edificio 
ni su arquitectura ni los decretos, sino los hechos que allí 
hayan sucedido. La palabra “relevante” (del latín relevare, 
levantar, alzar), se aplica a algo sobresaliente, destacado y, en 
el caso, a las obras civiles donde se registraron esos hechos. 
Esta significación se robustece si tomamos en cuenta que es 
el artículo 33 de la propia Ley el que alude a las excelencias 
estéticas, cuando dice: “Son monumentos artísticos las 
obras que revisten valor estético relevante”. Queda, pues, 
bastante claro que la relevancia del artículo 36 es histórica 
y la del 33 artística. Sin embargo, y al menos en el Estado de 
Guanajuato, donde hay tantos bienes de tales características, 
no solo históricos, jamás ha actuado el Instituto Nacional de 
Bellas Artes, como lo ordena el artículo 45 de la ley, sino el 
INAH. Y no es que echemos de menos la intervención de 
aquél. Nuestro propósito es poner de manifiesto lo irregular 
de esta práctica y el desorden. 
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Las zonas de monumentos históricos 


hora nos referiremos a los decretos del 14 de julio de 

1982, publicados en el Diario Oficial el 28 del mismo 

mes y año, los cuales declaran zona de monumentos 
históricos a las ciudades de Guanajuato y san Miguel de 
Allende. Estos decretos fueron preparados y redactados por 
el INAH. No nos oponemos a la conveniencia inexcusable de 
que ambas ciudades deban protegerse, pero las peculiaridades 
del decreto no dejan de llamar la atención. 

“Zona de monumentos históricos”, es una expresión 
de suyo vaga, que dice mucho y nada al mismo tiempo. 
Concretándonos a la ciudad de Guanajuato nos preguntamos 
por qué se optó por adoptar la clasificación histórica y no 
la artística. Dice el artículo 40 de la ley que se entiende 
por “zona de monumentos artísticos el área que comprende 
varios monumentos artísticos asociados entre sí, con espacios 
abiertos o elementos topográficos cuyo conjunto reviste 
valor estético en forma relevante”. El 41 define las zonas 
de monumentos históricos como “el área que comprende 
varios monumentos históricos relacionados con un suceso 
nacional o la que se encuentra vinculada a hechos pretéritos 
de relevancia para el país”. 

Aunque este punto no tiene mayor importancia, no está 
por demás señalarlo. La predominancia del factor estético se 
desprende incluso en la exposición de motivos y del propio 
texto, donde se usan expresiones como las siguientes: “El ser 
una ciudad minera (Guanajuato) de topografía accidentada 
representa un notable ejemplo urbanístico donde se logran 
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expresiones originales en sus monumentos arquitectónicos 
y espacios urbanos... Las características formales de 
la edificación de la ciudad, la relación de espacios y la 
estructura urbana... las expresiones urbanas y arquitectónicas 
relevantes... Que tiene esta zona sin alterar su armonía 
urbana”. 

El artículo 3 del decreto relativo a Guanajuato, después 
de enumerar iglesias y edificios que por ley son monumentos 
desde antes de expedirse el decreto, dice: “Los edificios 
restantes (!) son inmuebles civiles de uso particular en los 
que surgen en la época barroca manifestaciones regionales 
de gran originalidad por el tratamiento de todas sus formas y 
los espacios, además del empleo de materiales característicos 
de la zona. Estas modalidades se manifiestan hasta fines del 
siglo XIX integrándose elementos barrocos y neoclásicos con 
expresiones del romanticismo y del eclecticismo de la época 
porfiriana que en muchos casos adaptaron o modificaron 
estructuras que te arquitectónicas coloniales... esta zona se 
caracteriza asimismo por los jardines, plazas, plazuelas que 
en ella se encuentran, entre las cuales pueden señalarse los 
jardines del Cantador, Unión, Embajadoras... “ etc. 

Como se ve, todas estas consideraciones aluden 
claramente a aspectos estéticos, arquitectónicos y 
urbanísticos. El espíritu del decreto es claramente protector 
de la fisonomía de la ciudad, lo cual es muy plausible, 
resultando curiosa que no obstante circunstancias tan 
evidentes, no se declare *”zona de monumentos artísticos”. 
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Por otra parte, casi no hay ciudad o población mexicana 
donde no haya tenido lugar uno o varios hechos históricos y 
donde no haya un monumento ya catalogado como histórico 
por la ley (artículo 36, fracción I). Si se sigue el criterio 
observado en el decreto relativo a Guanajuato, donde 
también se hace referencia a edificios y hechos históricos, se 
van a tener que declarar “zonas de monumentos históricos” 
la mayoría de nuestras ciudades y poblados. Se dice, por 
ejemplo, que Guanajuato fue fundado a mediados del siglo 
XVI, que fue un centro minero de importancia, que fue 
escenario de las primeras gestas libertarias, que hay edificios 
religiosos y edificios dedicados a la enseñanza, a servicios 
públicos y asistenciales (todos los cuales son históricos por 
ley, según la disposición ya citada). Si estas son las razones, 
difícilmente quedará lugar alguno en el país que no sea 
“zona”, pues en todas partes hay iglesias, construcciones 
dedicadas a fines religiosos, a servicios públicos o de 
enseñanza, etc. 
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Reformas al artículo 115 constitucional 


l artículo 50. del decreto relativo a Guanajuato (que por 

cierto incluye puntos tan importantes como Valenciana, 

Cata y otros), es digno de comentarse. Dice que las 
construcciones “se sujetarán a las disposiciones legales 
aplicables” y que en todo caso “cualquier construcción, 
restauración o conservación en la zona de monumentos 
históricos deberá realizarse previa solicitud” del particular al 
INAH. 

Debe aclararse que ni la Ley sobre Monumentos ni el 
decreto que se comentan establecen reglas de construcción y 
que por lo tanto resulta difícil observar la primera parte de 
este artículo. Por lo que ve a la segunda parte, aunque no se 
expresa, se supone que además de la solicitud al Instituto se 
requiere su autorización. Construir es un concepto plenamente 
amplio y alude no solamente a lo que se edifica desde los 
cimientos sino a cualquier trabajo físico en inmuebles y 
hasta a la demolición, concepto este último aparentemente 
contrario a construcción (que por cierto e inexplicablemente 
no menciona el decreto), constituye la mayor parte de las 
veces una mera etapa constructiva. 

Nos preguntamos si las obras que emprende el gobierno 
estatal o municipal (que no son entidades particulares), 
también deberían presentar solicitud y esperarán autorización 
de algún empleado del Instituto. Dada la intención del 
decreto, debe suponerse que la respuesta es afirmativa. De 
suerte que en adelante parecerá necesario que las direcciones 
de obras públicas o de desarrollo urbano, así como los 
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ayuntamientos, recaben el permiso en cuestión cuando 
quieran hacer un drenaje, adoquinar una calle, restaurar sus 
propios edificios, pintar fachadas, etc. Menos mal que el 
artículo 7 del decreto autoriza el Instituto para invitar (sic) a 
colaborar a las autoridades electas por el pueblo. 

Empero todo lo anterior ha quedado en buena parte sin 
efectos a raíz de la reforma que con fecha 2 de febrero del 
presente año de 1983 se hizo al artículo 115 constitucional, 
publicada en el Diario Oficial del día 3 del mismo mes y 
año. Se ratifica que los municipios serán administrados por 
los ayuntamientos, sin exceptuar materia de ninguna clase, 
urbana, arquitectónica o artística. La nueva fracción V 
es determinante y nos da la razón en lo que hemos venido 
sosteniendo. Dice que los municipios “estarán facultados 
para formular, aprobar y administrar la zonificación y planes 
de desarrollo, participar en la creación y administración de 
sus reservas territoriales, controlar y vigilar la utilización 
del suelo en sus jurisdicciones territoriales, intervenir en 
la regularización de la tierra urbana; otorgar licencias y 
permisos para construcciones y administrar las zonas de 
reservas ecológicas. 

Es principio irrebatible de Derecho que toda ley que en 
cualquier forma contradiga a una ley anterior en tiempo, la 
deroga justamente en aquello en que resulta incompatible. 
Y cuando esta nueva ley es la Constitución a la cual se 
deben apegar todas las de carácter secundario el principio 
se hace más patente. 
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Por lo tanto, siendo la reforma del 115 muy posterior 
a la Ley sobre Monumentos y al decreto que declara “zonas 
históricas” a Guanajuato y San Miguel de Allende, las 
licencias y permisos para construcciones ya no son facultades 
de ningún instituto sino exclusivas de los ayuntamientos e 
intransferibles. 

Esto no quiere decir, de ninguna manera, que las 
autoridades municipales vayan a obrar caprichosamente y a 
desconocer los valores históricos o estéticos de una ciudad, 
lugar o monumento específico. Lo que es indiscutible, es que 
la Constitución, mediante reforma aprobada por el Congreso 
de la Unión y por todas las legislaturas de los Estados ha 
devuelto a los ayuntamientos una de sus más originarias y 
netas facultades. 

¿Qué es lo que queda vigente de la Ley sobre 
Monumentos y demás decretos? Lo sustancial, o sea las 
normas tendientes a proteger nuestros tesoros. 

El resto, o sea aquel inexplicable poder de organismos 
descentralizados sobre nuestras autoridades de elección 
directa, ha quedado clara y automáticamente abolido. Serán 
ahora los ayuntamientos y los ejecutivos de cada Estado los 
que los inviten a colaborar. 
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Interpretación del artículo 161 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Guanajuato! 


Mtro. Miguel Valadez Reyes 


a Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Guanajuato hoy en vigor dispone en su Artículo 161 

que sí el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia o el 
Consejo del Poder Judicial estimaren que la queja interpuesta 
sin motivo se impondrá al promovente o a su representante 
o abogado, o ambos, una multa de treinta o ciento veinte 
días de salario mínimo, tomando como base el vigente en el 
Estado de Guanajuato al momento de interponerse. 

Si se asume que la sanción a que alude el precepto 
líneas arriba transcrito se traduce en una corrección o 
medida disciplinaria, su aplicabilidad solo se da cuando la 
queja de que se trata haya sido interpuesta sin motivo, ella 
significa que no ha de decretarse necesaria, fatalmente, en 
cuanto la queja se declare improsperante, bien sea por su 
improcedencia o por su falta. 

Lo anterior significa que el quejoso ha de soportar su 
correspondiente reclamación en dos insoslayables factores: 


1 Publicado originalmente en la Revista del Poder Judicial del Estado de Guanajuato; 
Guanajuato, Capital. México. 1997. número 6. pp.125-131. 
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Uno, de orden objetivo, consistente en el hecho real, 
concreto y sensorialmente apreciable que se realiza u omite 
por el servidor público dentro de un determinado asunto 
sometido a la jurisdicción y que se constituye en la causa 
externa , necesaria para hacer la imputación; y otro de índole 
subjetiva, que se traduce en la apreciación, el entendimiento 
de que la conducta, ya bien definida, del servidor, es 
negligente, arbitraria, integradora de un atropello que, por 
eso mismo, amerita ser corregido a través de una sanción 
disciplinaria. 

De modo que ni siquiera el factor objetivo se 
actualiza esto es, no existe el proceder activo u omiso, que 
necesariamente ha de dar tema a la atribución, ello quiere 
decir que hay ausencia de causa para la queja, este es, no hay 
la pauta generadora de la reclamación, lo que sería indicativo 
de que quien la aduce está faltando a la verdad, asumiendo 
una actitud mendaz, pues que falseando o alterando los 
hechos, hace de ellos una atribución sin fundamento 
sustantivo, divorciada de la realidad, es decir, SÍN MOTIVO, 
atento lo cual por elemental equidad, el reproche se revierte y 
hay que sancionar entonces a quien se conduce con mentira, 
con falta de probidad, Atribuyendo hechos que no son ciertos, 
pues también es de primordial interés para los Órganos 
que en el Poder Judicial se encargan de aplicar sanciones 
administrativas, el salvaguardar la integridad y reputación 
de sus servidores, poniéndoles a escote de acusaciones 
mentirosas y, en tal sentido, inmotivadas. 
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Pero también por lo que atiende al factor de naturaleza 
subjetiva, puede el quejoso carecer de motivo para plantear 
su reclamo, pues aún cuando el hecho de que se trate tenga 
real entidad, si dolosamente, es decir, con mala fé, tuerce su 
significado, con el sólo propósito de infamar, de calumniar 
al servidor público, es decir, cuando se advierte que no hay 
razón ninguna para entender que el hecho tiene el significado 
que se le asigna en la queja, a la luz no de principios, técnico- 
jurídicos (pues esto implicaría una exégesis jurisdiccional y 
no administrativa), sino conforme a fundamentales principios 
de la sana lógica, ello pone de manifiesto que el quejoso 
se condujo maliciosamente, impelido sólo por un animus 
nocendi, con la pura intención de mancillar, SIN MOTIVO, 
la honorabilidad de aquel quien injustamente hace la 
imputación, por lo que entonces, atendiendo a ese proceder, 
es a aquel a quien debe sancionarse, para así poner coto a 
las afirmaciones calumniosas, por inmotivadas, de las que 
hay que preservar a los servidores del Poder Judicial al que 
demuestren aptitud, diligencia y Honestidad. 

De los planteamientos que con anterioridad se expresan, 
pueden obtenerse las siguientes conclusiones: 


1. Son conceptos con significación muy específica y 
diversos entre sí, los relativos a queja improcedente, 
queja infundada y queja sin motivo. 

2. Toda queja debe tener un soporte objetivo, 
consistente en un hecho real, cognoscible, que 
cimente la imputación y otro subjetivo, traducido en 
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el entendimiento, la apreciación de que ese hecho 
es, por exceso o defecto, constitutivo de un abuso o 
arbitrariedad. 

3. Si ni siquiera el hecho aducido en la queja está probado, 
porque se le falsea o altera, ello significa que no había 
razón ninguna para plantear la inconformidad y que 
por ende, debe declararse SIN MOTIVO Sancionando, 
en los términos del artículo161 de la ley Orgánica del 
Poder Judicial, al quejoso. 

4. Cuando, siendo real la acción u omisión imputados, 
se les interpreta, sólo por malicia y dolo, al margen de 
las reglas de la lógica elemental con el puro propósito 
de infamar, de lastimar la honorabilidad o reputación 
del Servidor Público, ello significa que se hizo SIN 
MOTIVO la atribución y que, por ende, resulta también 
aplicable la disposición legal a que se hace mérito en el 
punto anterior. 


Ley orgánica 
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Normas disciplinarias en la nueva Ley 
Orgánica del Poder Judicial' 
Un intento de interpretación 


Mgdo. Miguel Valadez Reyes 


ara que la exégesis de cualquier disposición normativa 

resulte adecuada, es menester realizarla desde los 

diversos ángulos que hayan de tenerse en cuenta por 
haber concurrido a su elaboración, lo que significa que no 
ha de limitarse al puro entendimiento gramatical o literal 
del precepto, sino que debe extenderse a su contenido 
conceptual, requiriéndose para esto hacerse cargo del todo 
del que forma parte para así ubicarlo en su real contexto, 
sobre todo en lo que atiende a la pretensión que el dispositivo 
trata de actualizar, es decir, tener en cuenta que sólo 
desarrolla una norma jurídica, pues no ha de perderse de vista 
que detrás y encima de la disposición que forma parte del 
derecho positivo, hay una ratio y un telos, significando se lo 
primero por el motivo que impulsa al legislador a estructurar 
la previsión legal, sin lo que ésta carecería de contenido, y 
por lo segundo la finalidad que se intenta alcanzar, esto 
es, el propósito que se persigue al estatuir el mandato o la 


1 Publicado originalmente en la Revista del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
número 8. Guanajuato, Capital. México.1998. pp.121-128. 
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prohibición, de lo que se colige que las disposiciones legales 
no son sino instrumento de que se echa mano para con él, 
plasmar el afán axiológico que ha de ser siempre rector de 
toda disposición legislativa, pues de otro modo el derecho 
promulgado se traduciría en herramienta, en el menor de los 
casos desprovista de cualquier sentido y en el más grave útil 
para sojuzgar a los miembros de la sociedad a los dictados de 
una minoría o casta privilegiadas. 

De ahí que en el caso debe partirse de los principios 
que como premisas de la actividad del servidor público se 
estatuyen en el artículo 108, fracción 111, de la Constitución 
General de la República, pues tratándose del cuerpo de leyes 
de mayor jerarquía, obvio es que en él se deban contener 
los lineamientos que necesariamente se han de observar al 
diseñarse las legislaciones secundarias, advirtiéndose que en 
aquél se dispone que “se aplicarán sanciones administrativas a 
los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten 
la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones”, de lo que se deriva que son los calificativos que 
claramente se enuncian los que rigen el proceder del servidor 
público, supuesto que cualquier acto u omisión que los afecte 
se traducirá en faltas o infracciones que conllevan sanción de 
orden normativas, por lo que entonces en el examen de las 
disposiciones administrativas contenidas en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, necesariamente 
han de regir las directrices que sobre el particular marcó la ley 
fundamental. Si se procede de ese modo ha de encontrarse en 
cada una de de ese cuerpo legal la ratio que se pliegue a los 
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principios constitucionales y, simultáneamente, la finalidad 
que el sancionamiento a los servidores públicos infractores 
pretende. 

En lo que toca al artículo 151 de la referida Ley 
Orgánica del Poder Judicial, salta a la vista que previene 
muy diversas hipótesis, que se desarrollan en 17 diferentes 
fracciones o incisos, resultando en principio de elemental 
comprensión que cada uno de ellos ha de referirse a un 
supuesto específico, diverso de los que se contemplan en los 
demás, pues no tendría razón de ser el estructurar un precepto 
con diferentes apartados, si en ellos se repitiese el mismo 
supuesto o captaran la misma infracción, por lo que la tarea a 
realizarse es no sólo comprender ortodoxamente el contenido 
de cada previsión, sino, en su caso, advertir si se incide en la 
irregularidad de que antes se hace mérito. 


“Todo Servidor Público del Poder Judicial tendrá las 
siguientes obligaciones: 

Fracción I: Cumplir con la máxima diligencia y probidad 
el servicio que le sea encomendado y abstenerse de 
cualquier acto u omisión que cause deficiencia en dicho 
servicio”. 


En la transcripción de líneas arriba se contiene un 
imperativo y la consecuente prohibición. Aquél se traduce 
en obligar al servidor público a prestar el servido a su cargo 
con la máxima difidencia y probidad, lo que quiere decir que 
debe poner en la tarea de que es responsable el mayor de los 
cuidados y de las atenciones, pues sólo así puede decirse que 
obra con la máxima diligencia; pero, además, ha de actuar 
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con honestidad absoluta, con un comportamiento lleno de 
rectitud, que necesariamente debe ser ligado a la naturaleza de 
la actividad o cargo, esto es, debe ser probo, lo que significa 
honradez, honestidad, rectitud. De ahí que en cuanto haya de 
su parte cualquier conducta, activa o pasiva, que demerite 
la diligencia o probidad que le son obligatorias, éstas se 
vean disminuidas, lo que se traduce en una deficiencia en el 
servicio para el que se le ha designado. 

En esto último reside la ratio de la previsión, es decir, 
la razón para sancionar al servidor público es que el servicio 
se sigue prestando, pero ya no en los máximos niveles de 
eficiencia que le deben caracterizar, sino con una deficiencia, 
esto es, con mala calidad, lo que demuestra que hay 
descuido o falta de un comportamiento ortodoxo de parte del 
funcionario o empleado público. 

Tratase de una falta desde luego leve, porque sólo 
implica una reducción en cuanto a calidad en la función 
estatal que se desarrolla, esto es, disminuye en grado respecto 
a la máxima que se exige a un buen servidor público. 
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Fracción Il: “Abstenerse de realizar cualquier acto 
que cause la suspensión del servicio o implique abuso 
o ejercicio indebido del empleo, cargo o comisión que 
tiene encomendado”. 


Esta previsión legal es de formulación alternativa, 
supuesto que plantea tres diferentes hipótesis; realizada 
cualquiera de ellas, sobrevendría la consecuencia jurídica, 
esto es, la aplicación de la sanción correspondiente. 
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En lo que toca al primero de los supuestos de que se 
habla, se traduce en un acto, cualquiera que sea, que tenga 
como consecuencia la suspensión del servicio, lo que quiere 
decir que la actividad pública se detiene, esto es, ya no se 
presta la que tiene a su cargo el funcionario o empleado, 
respecto de la tarea específica que le sea obligatoria, pues 
con la omisión en que incide, traducida en emitir resolución 
o llevar a cabo una determinada actividad jurídica que la ley 
le impone con excesivo retardo o morosidad, no da oportuna 
solución a la controversia que se le ha planteado o detiene el 
recurso de las actividades a ella tendientes, con lo que deja 
a los interesados en una indefinición respecto al fallo que 
esperan sobre el asunto debatido, lo que quiere decir que 
esto queda en suspenso con su retraso, de donde entonces 
es patente que en tal caso hay de su parte una suspensión 
en el servicio de administración de justicia que le ha sido 
encomendado, para lo que no es menester que se afecte el 
interés general o se paralicen de manera total las actividades 
del órgano jurisdiccional, dado que esto no se exige en la 
preceptuación ya invocada para los efectos de la comisión 
de la falta administrativa, pues que sólo impone como 
obligación al servidor público la de “abstenerse de realizar 
cualquier acto que cause la suspensión del servicio”, con lo 
que claramente precisando está que basta una acción, aunque 
no sea de índole general y lesiva al interés social, por lo que 
desde luego puede ser individualizada, para que se incida en 
la irregularidad que el quebranto de esa prohibición conlleva, 
la que implica una grave desatención de la tarea asignada, 
porque a diferencia de lo previsto en la fracción l, relativa 
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sólo a que se preste un servicio deficientemente, en la Il 
deja de prestarse, aunque sea por breve lapso y en un solo 
caso, puesto que ya se ha dicho que en esto y no en otra cosa 
consiste la suspensión, comprendiéndose, por ende, en este 
apartado las irregularidades concernientes a la detención de 
la actividad pública, por cualquier causa imputable a quien la 
tenga a su cargo. 

El segundo de los supuestos alude a un abuso del 
empleo, cargo o comisión, lo que quiere decir que ya no hay la 
utilización del servicio para los propósitos que le son ínsitos, 
sino que se exceden esos márgenes y se emplea con afanes 
diversos a los que le son natural o legalmente asignados, pues 
debe tenerse en cuenta que el abuso es una extralimitación de 
los márgenes impuestos a determinada actuación, de donde 
entonces si se incurre en ella obvio es que se está incidiendo 
en un ejercicio abusivo de la función pública. 

La hipótesis referida en último término es de orden 
axlológico, pues que se trata del ejercicio indebido del 
empleo, cargo o comisión, lo que implica un pronunciamiento 
necesariamente normativo, pues ha de dilucidarse cuál es el 
deber que el servidor ha de observar en el desempeño de su 
actividad, para de ahí colegir en qué casos ha faltado a él, 
para así declarar válidamente que ha habido de su parte un 
ejercicio indebido, siendo pertinente enfatizar que no puede 
tratarse de cualquier falta a la obligación contraída, sino que 
ha de ser de apreciable importancia, para así connotarla de 
ejercicio indebido, lo que supone una infracción a elementales 
deberes impuestos por el empleo, el cargo o la comisión, 
sobre todo si se atiende a que esto último está vinculado 
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con el abuso, es decir, se le pone en el que el legislador ha 
pretendido referirse a un ejercicio indebido que tenga tanta 
pravedad como el abusivo desempeño de la función. 

Esto explica que las tres previsiones del precepto en 
comentario tengan señalada como sanción una suspensión de 
hasta 60 días, sin goce de sueldo. 


Fracción XVI: “Presentar con toda oportunidad y 
veracidad las declaraciones de su situación patrimonial.” 


Siendo una de las mayores exigencias no sólo de 
quienes utilizan directamente el servicio público que 
presta el Poder Judicial, sino también de toda la sociedad, 
el que los funcionarios o empleados de aquél demuestren 
transparencia y pulcritud en el origen de los bienes e ingresos 
que conforman su acervo patrimonial, es obligación muy 
importante que con la periodicidad legalmente señalada 
presenten sus declaraciones relativas ante la oficina o 
dependencia de ello encargada, debiendo hacerlo dentro de 
los plazos que al efecto se señalen, esto es, con oportunidad; 
amén de ello, su contenido ha de ser estrictamente apegado 
a la realidad, es decir, la información tiene que ser veraz, 
pues de otro modo se incide en una falsedad, que es lo que 
pretende evitar la norma de que se trata. 

Bien es cierto que esa obligación es personal y trae 
consigo consecuencias de índole diversa a la disciplinaria, 
pero también es cierto que dado el valor ya señalado, que 
se intenta preservar, el incumplimiento de la obligación 
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de que se trata es por ello elevado al rango de infracción 
administrativa y trae aparejado sancionamiento no de gran 
drasticidad, justo por las razones ya anotadas. 


Fracción XVII: “Proporcionar en forma oportuna y 
veraz, toda información y datos solicitados por la 
Procuraduría de los Derechos Humanos, a efecto de que 
aquélla pueda cumplir con las facultades y atribuciones 
que le correspondan”. 


En el desempeño de la actividad pública encomendada 
al Poder Judicial, pueden sus servidores incidir en 
irregularidades que trasciendan a la afectación de derechos 
fundamentales de los particulares o que sean por éstos 
así estimadas, con la consecuente queja que en el caso se 
formule ante el organismo estatal encargado de la protección 
de esos derechos inalienables, el que a fin de substanciar la 
indagación de la denuncia formulada requiere de un informe 
de la autoridad o servidor a quienes se haga la imputación, 
a los que bajo ningún concepto puede permitirse entorpecer 
el procedimiento relativo, pues ello significaría darles la 
oportunidad de negarse a revelar las faltas cometidas o de 
encubrirlas; por eso están obligados a proporcionar toda la 
información y los datos que solicite la Procuraduría de los 
Derechos Humanos, los que han de hacérsele llegar de manera 
ágil y expedita, esto es, con la oportunidad necesaria y con 
un contenido estrictamente apegado a la verdad, de donde se 
sigue que faltar a este deber constituye una infracción que 
por eso mismo se sanciona con una amonestación, que parece 
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leve, porque faltar a la verdad ante una autoridad es incluso 
constitutivo de un delito, por lo que se estima que la sanción 
no resulta la adecuada al caso. 
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La fuente de la libertad. Un 
monumento echado al olvido. 


Lic. Rafael Rosado Cabrera 


bicada en el jardín Madero, hoy confundido con el 

jardín Embajadoras, la fuente de la libertad es un 

monumento que ha sido discreto en su andar por la 
historia. Autores como Crispín Espinosa, Agustín Lanuza 
o Manuel Leal, no consignaron nada al respecto sobre su 
origen. 

A pesar de ello, un estudio realizado por Enrique 
Rodríguez Avilés, revela que dicha estatua, así como la 
escultura que representa a la Paz, en la plaza que lleva el 
mismo nombre, y los leones sedentes que vigilan el Teatro 
Juárez, es de la autoría de Jesús Fructuoso Contreras. 
Esculpida en 1895', y emplazada originalmente frente al 
actual palacio de gobierno en Guanajuato, la escultura 
representa a una mujer tocada con un gorro frigio. Dicha 
prenda, es usada como un símbolo abreviado o simple de la 


1 Universidad autónoma de Aguascalientes: Documento de la semana. Recurso 
digital disponible en https://bovedacontreras.uaa.mx/documento_type/alegoria-de- 
la-libertad-de-jesus-f-contreras-y-la-fundicion-artistica-mexicana-1895/ consultado 
el 16 de junio de 2023. 
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libertad?, —muy recurrente en la numismática mexicana—, 
fue empleada desde tiempos de los antiguos griegos, como 
emblema de la liberación de los esclavos.* 

La mujer lleva en su mano derecha una antorcha, dando 
a entender que, la libertad ilumina la senda de las naciones 
para que, evitando la oscuridad de la ignorancia, se pueda 
llegar a un feliz destino para la propia nación, y sus hijos. En 
este punto, se debe destacar algo: El emplazamiento original 
de dicho monumento, como se ha comentado, era frente 
al actual palacio de gobierno, dando la espalda al parque 
Florencio Antillón, y consecuentemente, al sol. Es dable 
pensar entonces, que esa ubicación no era caprichosa, sino 
que era un recordatorio, cada amanecer, de cómo la libertad 
ilumina a sus hijos en su camino, a través de la luz, en este 
caso, solar, para llegar a ese feliz destino que tiene. Toda una 
puesta en escena. 

En la mano izquierda, en una continuidad de la 
simbología de la revolución francesa, —antecedente 
ideológico de las leyes de Reforma- lleva dos tablas, que 
dicen, una, “Constitución”, y la otra “Reforma”, con dos 
fechas: 1857, año de la Constitución, y 1860, año en que, 
a tiras y tirones, el gobierno juarista pudo consolidar su 


2 Vid. in extenso Orobon, Marie-Angéle: Marianne y España: la identidad nacional 
en la Primera República española. Recurso digital disponible en https://dialnet. 
unirioja.es/servlet/articulo?codigo=1230805 consultado el 16 de junio de 2023. 


3 Embajada de Francia en España: El gallo y la Marianne. Recurso digital disponible 
en https://es.ambafrance.org/El-gallo-y-la-Marianne consultado el 16 de junio de 
2023. 
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programa de gobierno. Asimismo, dichas tablas representan 
el sometimiento de todos a las leyes. Que México es un 
estado de derecho. 

Asimismo, se ve a la mujer que representa a la libertad, 
con mirada decisiva, avanzando, e iluminando conforme va 
caminando, sin que nadie pueda detener ese paso iluminador. 

Dicho monumento, forma parte de un programa 
escultórico que avanza de oriente a poniente, el cual, se 
puede leer de la siguiente manera: Hidalgo, —ubicado en el 
extremo oriental de dicho programa-—, dio la independencia 
a la nación mexicana, la cual, tuvo como consecuencia la 
libertad, quien, saliendo avante, e iluminando, trae como 
resultado, la paz, ubicada en el centro de la ciudad —punto de 
mayor importancia, donde ricos y pobres se reúnen, por lo 
menos teóricamente— y que es el centro simbólico de la urbe. 
Es decir, todo esfuerzo debe tener como fin último, la paz. 

Ahora bien, desde la actualidad, el informe denominado 
Patrimonio Urbano Guanajuato, elaborado por el sistema 
municipal de planeación de la capital, señala que la fuente 
aquí reseñada, en 1989, presentaba un estado de conservación 
bueno, mientras que en 2021 su estado era catalogado como 
regular.* 

Como se señaló en la reseña anterior?, la identidad de 
un pueblo, está sustentada en su arte y su iconografía. ¿Es 
posible pensar que, el desdén que se ha mostrado por esta 
4 Sistema municipal de planeación de Guanajuato: Patrimonio Urbano Guanajuato. 


Recurso digital disponible en https://www.implanguanajuato.gob.mx/wp-content/ 
uploads/2021/10/1V.-Urbano.paf consultado el 16 de junio de 2023. 


5 Poder Judicial del estado de Guanajuato: Pensamientos de derecho civil y procesal 
civil. Año 5. No. 2. Mayo-julio 2023. 
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fuente en particular, sea porque al pueblo guanajuatense ya 
no le interese su pasado y su identidad? ¿¿Es posible que ese 
estado regular que conserva en estos momentos, sea un signo 
del que se deba preocupar la ciudad de Guanajuato? Es la 
propia sociedad la titular de sus monumentos, y esta debe ser 
quien responda. 
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Comentarios al concepto de derecho 
subjetivo de libertad de García Máynez' 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


no de los autores que analiza con mayor extensión el 

difícil concepto de libertad, como derecho subjetivo, 

es García Máynez. Asegura que pertenece a la esfera 
de aquellos actos que no están ordenados ni prohibidos o 
potestativos, pero sin abandonar la más amplia de los actos 
regulados, propios del mundo normativo. Niega que sean un 
simple reflejo de los deberes de respeto o abstención, como 
lo sugiere Kelsen. 

Al tratar de definirlo empieza diciendo que el derecho 
subjetivo “es una facultad normativa de acción o de omisión” 
y que “nada impide aceptar que su ejercicio sea en ciertos 
casos potestativo, obligatorio en otros. Tan lcito es hacer lo 
que se debe, como ejecutar u omitir lo que, estando permitido, 
no se encuentra jurídicamente prescrito”. (“Introducción 
al Estudio del Derecho”, Cap. XV, página 217. Ed. Porrúa 
1960). 


1 Publicado en la revista del Poder Judicial Tomo |. Año l. Número 6. Agosto de 
1964; pp. 93-96. 
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Libertad, concepto de 


Creemos que esta consideración del Dr. García Máynez 
no es posible aceptarla como válida en todas sus partes. La 
extraña afirmación de que un derecho puede ser de ejercicio 
obligatorio parece derivarse de la idea de que todo el mundo 
tiene derecho a cumplir con sus obligaciones, pero con esto 
lo único que se quiere significar es que en aquellos casos 
en que el propio acreedor o un tercero impida o estorbe el 
cumplimiento de un deber surgen facultades en el deudor 
para remover ese impedimento o ese obstáculo. De todas 
maneras no podemos decir en atención a tal posibilidad que 
el ejercicio del derecho se vuelva obligatorio. Si bien es 
cierto que tiene por objeto allanar la satisfacción de un deber 
jurídico, hay libertad para ejercerlo o no ejercerlo. En otras 
palabras, subsiste la obligación primaria de que se trate, 
pero no hay deber - sino solamente facultad-, para combatir 
la conducta del acreedor o del deudor que embarace el 
cumplimiento de aquella, sin que importe las consecuencias 
que puedan sobrevenir de no tomarse las diligencias 
encaminadas a consumar dicho cumplimiento. 

Nos parece que no debemos confundir las medidas 
que el obligado pueda tomar para la observancia de la 
norma, con la obligación misma. La esencia de los derechos 
subjetivos reside en su libre ejercicio y de las obligaciones 
en su necesario y normativo cumplimiento. Concebimos que 
tenemos la facultad de vender una cosa y que, por lo tanto, 
puede suceder que se venda o que no se venda. Cuando ha 
de enajenarse por obligación, es porque el derecho se ha 
extinguido. En el desarrollo del tema el autor citado dice que 
el derecho subjetivo de libertad en sentido positivo es “la 


704 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


facultad que toda persona tiene de optar entre el ejercicio y el 
no ejercicio de sus derechos subjetivos, cuando el contenido 
de los mismos no se agota en la posibilidad normativa de 
cumplir un deber propio”. 

Nos parece que se confunde la libertad como hecho 
con la libertad como derecho, si es que acaso existe este 
último. En efecto, si la libertad jurídica sirve para optar 
entre el ejercicio o no ejercicio de un derecho subjetivo, hay 
tautología o repetición viciosa: todo derecho subjetivo para 
que lo sea requiere del de libertad, pero si éste también es 
derecho y no solo hecho, requerirá de una facultad más para 
darle su existencia y así sucesivamente. Es cierto que se 
agrega que el derecho de libertad es fundado y no fundante, 
pero esta explicación no es atinada, pues si admitimos que la 
característica de todos los subjetivos es el posible ejercicio o 
no ejercicio de ellos, el de libertad es el que los condiciona 
y les da vida, resultando el fundamental y no el accesorio. 
Más bien deberíamos decir que ningún derecho subjetivo es 
autónomo, puesto que para ejercitarse, o sea para darle su 
nota esencial, requiere del de libertad, siendo este el único 
básico. 

Más si nos empeñamos en seguir considerando a la 
libertad como derecho y no como un simple fenómeno o 
cualidad de conducta, sería mejor definirlo como aquel que 
coexiste con su contrario o con su diverso (alguien tiene 
derecho a deambular o a no deambular, a depositar o a no 
depositar) pero nunca como una facultad injertada, dentro de 
otra. 
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Libertad, concepto de 


A nosotros nos parece que la libertad, con ser un objeto 
jurídico, no es elemento normativo ni la norma es su razón 
de ser. Resultará, simple y sencillamente, la condición de los 
derechos subjetivos todos. Estos son posibles si se toma en 
cuenta y se contempla el mundo humano de las posibilidades 
y de las opciones. En otras palabras, sin el acontecimiento 
de la libertad ningún derecho subjetivo tiene sentido. 
Admitiríamos la definición de García Máynez solamente 
si con ella se tratara de definir una facultad humana y no 
un concepto jurídico. Sabemos que los derechos subjetivos 
no subsisten sin ella, pero no tenemos por qué explicar una 
atribución jurídica con otra atribución jurídica, como tampoco 
se podrá caer en el error de afirmar que el cumplimiento de la 
obligación es otra obligación. 

Lo que es contingente no es normativo. La realización 
de un supuesto jurídico, por ejemplo, es siempre accidental. 
Una vez realizado, los derechos y las obligaciones surgen 
de manera inexcusable. ¿Aquéllos se van a ejercer oO 
éstas a cumplir? No lo sabemos, estamos de nuevo ante lo 
contingente. Pues bien, si la libertad fuese un verdadero 
derecho subjetivo y no una mera posibilidad fáctica, 
tendríamos que afirmar que hay derechos contingentes, lo 
cual sería punto menos que disparatado. 

El derecho es derivación humana que autoriza O 
restringe, tolera o prohíbe, pero que toma todos sus datos del 
acaecer y del acontecimiento aunque no se identifique con lo 
histórico. 
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El derecho subjetivo no es sino la consagración de la 
opción. Pero la facultad de optar, una vez establecida, no 
requiere de ninguna otra, se basta a sí misma. 
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La libertad de expresión a través de las redes 
sociales en el nuevo contexto electoral en México 


Dra. Rosa María Reyes Nicasio. 


Para esta voz, remítase al tomo de las 
letras Ej-Inc de este compendio 
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Litispendencia, litisconsorcio y conexidad 
Juez Mtra. Ruth Alejandra Yáñez Trejo 


Para consultar este artículo, remítase al tomo 
de las letras Cod-Dom de este compendio 


Litigio 
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El mallete jurisdiccional 
Thor, el par productivo y 3 pautas 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Resumen: La función del mallete jurisdiccional trasciende más 
allá de su valor decorativo pues es un potente instrumento de 
semiótica jurídica y su doble cabeza, como el martillo de Thor en 
la mitología nórdica, entre otras cosas, simboliza la autoridad del 
juez y su relación con el sistema de administración judicial. Tiene 
una vieja historia en el common law, pero es joven en México, 
por lo que es conveniente adoptar directrices que destaquen su 
significado y uniformen su uso 

Palabras clave: Mallete jurisdiccional. Sistema acusatorio 
adversativo. Semiótica jurídica. Autoridad judicial. 
Homogeneización. 

Abstract: The use of the judicial gavel transcends beyond 
its decorative value, serving as a powerful instrument of legal 
semiotics that embodies the authority of the judiciary and the 
process of justice delivery. lts symbolism, evidenced by features 
like ¡ts double-headed design that evokes Thor's hammer, 
reflects parallels with its contemporary application and reveals 
the convenience of adopting uniform guidelines for its use. 
Keywords: Judicial gavel. Adversarial accusatory system. Legal 
semiotics. Judicial authority. Homogenization. 
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Introducción 


n pequeño martillo de madera con doble cabeza 
forma parte de la decoración de muchas salas de 
audiencias en México. 
Desde siempre se les veía en los juzgados del sistema 
anglosajón y a la llegada del sistema acusatorio adversativo, 
aparecieron en los tribunales mexicanos con una diferente 
parafernalia a la entonces conocida. 

Lo que en otros lugares es habitual y su uso se desprende 
de vetustos usos y costumbres, aquí en México se intuye y 
su uso se torna amplísimamente discrecional. Algunos lo 
utilizan mucho, otros poco y otros nada. Algunos lo hacen 
sonar fuerte, otros suave y otros lo dejan en silencio. No 
hay una tradición de su uso, ni es regulado por una norma 
legal, sino que es algo que obedece a otra razón ciertamente 
jurídica, pero no normativa. 

El uso del mallete tiene un propósito de semiótica 
jurídica; es decir, vale por lo que representa y recuerda que, 
en el paquete de insumos de ser juez, no están solo las reglas 
jurídicas, sino un cúmulo de elementos necesarios para su 
función, los símbolos de la judicatura y la justicia. 

No solo las palabras dicen cosas, sino también otros 
signos cuya presencia también comunica y, el mallete 
judicial, se destaca por su polisemia que alberga una dualidad 
de conceptos representadas por sus dos cabezas, las cuales, 
sin pronunciar palabra, emiten mensajes en cada audiencia. 
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Mallete judicial 


Dicha simbología ha sido interpretada de diversas 
maneras en distintas culturas, destacando especialmente 
dos significados que son particularmente emblemáticos, el 
denominado par productivo, que se refiere, por un lado, a 
la autoridad judicial encarnada en la figura del juez y, por el 
otro, a la administración de la justicia. 

La semiótica es un elemento metajurídico, de ahí que no 
debe existir una normatividad que lo regule y en coherencia 
el uso del mallete no debe caer en la fiebre de regular todo en 
el código o ya de perdis en un protocolo, para calmar el ansia 
de control. 

Ese vicio transgrede el principio summa lus, summa 
injuria, olvida que las reglas jurídicas deben ser el mínimo 
indispensable y no el máximo posible dopado con el impulso 
adrenalínico de creer que la ley debe regular completamente 
cada aspecto de la conducta humana. 

Lo pertinente, es fijar pautas de actuación bajo el amparo 
de la semiótica jurídica, del uso de signos, importantes 
acompañantes de la función jurisdiccional. De ahí que se 
presente un brevísimo análisis de lo que es el mallete y se 
concluya con 3 pautas de utilización. 
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I.- Concepto 


omo concepto general, el mallete es un trozo de 
madera que tiene el propósito de dar seguridad y 
estabilidad a los barcos de guerra.' 
Y un mallete o mazo judicial, es un pequeño martillo de 
madera, que utiliza el juez o magistrado golpeando la mesa o 
una base de ese mismo material, para captar la atención en la 
sala de audiencias.? 


Su diseño y material 


Su diseño suele “ser con dos cabezas, cada 
una representando un valor individual, que varía 
significativamente, más represente lo que represente, esos 
valores convergen simbólicamente en un punto de unión, el 
mango. 

Generalmente son de madera por varias razones que 
combinan funcionalidad, sonoridad distintiva, simbolismo y 
por su capacidad de sobrevivir al uso cotidiano. 


1 Real academia de la lengua española: Mallete. En https://dle.rae.es/mallete. 
Consultado el 19 de febrero de 2024. 


2 El diccionario panhispánico lo define como: Instrumento de madera en forma 
de mazo, utilizado por la autoridad judicial para imponer orden en las audiencias 
orales mediante su percusión continua y sonora contra una base circular. Real 
academia de la lengua española: Mallete. En diccionario panhispánico del español 
jurídico. En https://dpej.rae.es/lema/mallete. Consultado el 19 de febrero de 2024. 
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Lo que interesa es su simbolismo y su uso, por lo que 
sus dimensiones a ojo de buen cubero, pueden ser de 25 cm 
incluyendo el mango y el par de cabezas que puede medir 5 
cm cada una, a fin de que sea proporcionado y permita un 
agarre firme y cómodo. 
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1.- Su misterioso origen 


El uso del mallete en diversas materias 


subastas para indicar la finalización de una venta, 

la aceptación de la oferta final y el cierre de la 
transacción. 

También se utiliza para tocar instrumentos de percusión, 
como el xilófono y la marimba. Y en la carpintería como en 
la construcción, para encajar piezas sin dañarlas. 

Entre los diversos usos del mallete se dice que el 
presidente de los Estados Unidos, John Adams, lo utilizó en 
1789 para llamar al orden al senado. 

O que, en la muerte de los papas, el camarlengo, el 
hombre que administra los bienes de la Iglesia entre un Papa 
y otro, golpea tres veces con un pequeño mazo o martillo 
de plata y mango de marfil la frente del pontífice difunto y 
concluye diciendo Papa mortuus est, el Papa ha muerto. 

Incluso algunos dicen que el mallete es utilizado por 
grupos secretos en ceremonias ritualistas, impropias para los 
profanos, pero la verdad se oculta en un velo misterioso. 


E l mallete se utiliza en diversas materias como en las 
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El uso de mallete en la función jurisdiccional 


En el derecho el uso del mallete se rastrea hasta Grecia,* 
aunque hay más información en el derecho romano donde 
una vara O bastón se golpeaba contra el piso para ordenar 
que se guardara silencio o llamar la atención, lo que es un 
antecedente del uso moderno del mallete. 

Tiempo después, durante el medioevo y el renacimiento, 
el mallete comenzó a ser reconocido como símbolo de poder 
y autoridad en diferentes ámbitos y los jueces anglosajones lo 
tienen en las salas de audiencias. 

Fue en Inglaterra donde la presencia del mallete se 
consolidó como símbolo de la autoridad del juez,* pero fue 
en Estados Unidos donde se consagró su uso para dirigir los 
procedimientos y tomar decisiones finales. 

En México tiene relativamente poco, apenas ha llegado 

a su adolescencia, su arribo fue alrededor del 2008 con la 
implementación del sistema penal acusatorio adversativo.? 

3 Expertos jurídicos: Significado del mallete en el mundo jurídico: todo lo que 

necesitas saber. En  https://expertosjuridicos.com/significado-del-mallete-en-el- 


mundo-juridico-todo-lo-que-necesitas-saber-4494. Consultado el 19 de febrero de 
2024 
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4 “Los jueces ingleses nunca han usado mazos. Algunas personas creen que sí. 
Están equivocados (...) tampoco se utilizan en los tribunales escoceses (...). Los 
jueces ingleses y escoceses no usan mazos, pero es posible ver un mazo en un 
tribunal británico, porque los secretarios del tribunal de la corona del interior de 
Londres sí los usan para alertar a las partes en el tribunal sobre la entrada del juez 
a la sala del tribunal (...).” Rentoul, Juan: Mea Culpa: Orden en el tribunal — sin 
mazos. En independent. TV. https://www.independent.co.uk/voices/mea-culpa-order- 
in-court-no-gavels-a7411191.html. Consultado el 14 de marzo de 2024. 


5 Incluso el inicio del sistema acusatorio en México en muchos estados utilizaron 
simbólicamente el golpe del mallete declarando el inicio del paradigma. Cfr. 
Valadez Díaz, Manuel: La implementación del sistema acusatorio y oral en el 


720 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


TIL.- La semiótica jurídica del mallete 
Un símbolo de la justicia 


a semiótica jurídica estudia los signos, textos, prácticas 

y rituales en el contexto del derecho, que comunican 

y construyen mensajes, de ahí que se encargue de 
investigar toda la simbología de la justicia, que va desde 
los contenidos legales, los sistemas de signos que necesitan 
ser decodificados para entender su significado completo, el 
lenguaje foral etc, etc. . Y uno de ellos es precisamente el 
mallete jurisdiccional.* 


El mallete de doble cabeza. Una doble significación. 


La forma del mallete que se utiliza prácticamente en 
todo México, es el de doble cabeza de ascendencia nórdica, 
como remembranza al martillo de Thor. 

En la mitología nórdica, el dios del tueno, se hace 
acompañar de un martillo de dos cabezas significando el 
poder de quien lo detenta como las características de quien 
lo utiliza, que debe ser una persona digna, honorable y hábil 
guerrero pues figuradamente, quien lo levante tendrá los 
mismos poderes que Thor. ” 


primer distrito judicial del estado de Durango. En Nova lustitia Revista digital de la 
Reforma Penal Año l, No. 3, Mayo 2013; p. 53 


6 Cfr. Poder judicial de la Republica Dominicana: El mallete https://poderjudicial. 
gob.do/sobre-nosotros/simbolos-del-poder-judicial/. Consultado el 14 de marzo de 
2024. 


7 Thor, en la mitología nórdica, es el dios del trueno, las tormentas, de los árboles de 
roble, encargado de la protección de la humanidad y de los otros dioses contra sus 
enemigos, especialmente los gigantes (jótnar). 
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Su doble significación jurisdiccional 


La presencia del mallete y su uso, en el contexto de 
las salas de audiencias,* tiene varios significados y uno de 
ellos, uno emblemático, es el poder del sistema judicial para 
imponer orden y la necesaria unión entre los jueces con la 
administración judicial.? 

Por eso tiene dos lados de igual peso, montados en un 
único mango, simbolizando un propósito común. Por un 
lado, implica un recordatorio visual como auditivo (cuando 
se golpea), de que la sala de audiencias está bajo la dirección 
del juez quien tiene la última palabra en decisiones legales y 


Para cumplir sus funciones esta dotado de fuerza y utiliza varios símbolos: Un 
cinturón de fuerza (Megingjóró) que duplica su fuerza, guanteletes de hierro 
(Járngreipr) para manejar su poderoso martillo, un carro tirado por cabras mágicas 
(Tanngrisnir y Tanngnjóstr), que le permite viajar entre los diferentes mundos. 

La herramienta mas representativa que utiza Thor es el martillo (Mjolnir) símbolo 
de protección, consagración y fuerza destructiva de la tormenta, es capaz de 
nivelar montañas y acudir a la mano de Thor después de ser lanzado. Cfr. Ellis 
Davidson, Hilda: Gods and Myths of Northern Europe. Editor Penguin Books. 
Baltimore, Maryland. 1964; passim. 


8 “(...) La dirección que probablemente siguen las mentes al imaginar al sujeto 
o sujetos que se encargan de la impartición de justicia sería ¡inevitablemente 
aquella en donde se piense en un hombre o mujer vestida con una toga y 
sosteniendo un mallete en una de sus manos (...).” Larissa Pacheco, Darian: La 
interpretación jurídica como herramienta para los juristas. En cuadernos fronterizos. 
Núm. 54 (18). Universidad autónoma de ciudad Juarez. 2022/08/22; p. 87. 


9 Es un tema de semiótica jurídica que se ocupa de investigar los signos y símbolos 
en el ámbito del derecho, con el objetivo de comprender cómo se construyen, 
transmiten y transforman significados dentro del sistema jurídico y cómo estos 
afectan a la sociedad y la cultura en general. Vid. Jackson Bernart S. Semiotics 
and Legal Theory. London: Routledge 8 Kegan Paul. 1985; passim. 
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procedimientos.'* Por otro lado, simboliza el par productivo 
de un juez y la administración judicial que trabajan juntos por 
un propósito común: La justicia." 

El concepto de pares productivos en la administración 
judicial describe una dinámica de colaboración entre 
jueces y administradores de tribunales que buscan superar 
la tradicional separación entre lo netamente jurídico y lo 
administrativo. 

Se inspira en la idea de las organizaciones acopladas, 
donde cada parte mantiene su autonomía, trabajan juntas para 
apoyar los objetivos más amplios del sistema judicial, cada 
uno aportando su conocimiento y experiencia específicos 
para mejorar la gestión y eficacia de los tribunales. 

En lugar de actuar de forma aislada dentro de sus 
respectivas esferas de influencia, estos pares se deben 
integrar para trabajar de manera cohesiva. Jueces, con la 
responsabilidad de tomar decisiones judiciales complejas y 


10 “(...) Está en el mazo o mallete que lleva en sus manos aplicar la ley como 
corresponde, sin sopesar que frente a él se encuentra un ex presidente de la 
República, un terrorista confeso o arrepentido, un funcionario público denunciado 
por llenar sus arcas personales con dinero del Estado, o simplemente un 
ciudadano de a pie sin renombre alguno. Sin embargo, sucede que en ciertas 
ocasiones la independencia del magistrado se ve estropeada por un pesado poder 
—conózcase como político, mediático o de otra índole— que lo hace flaquear y 
cambiar su decisión judicial por temor a perder su despacho en un chasquido 
de dedos (...).” Burbano de La Puente, KD: Un sistema perverso llamado 
justicia [Internet]. Universidad Tecnológica del Perú; 2016. Disponible en https:// 


repositorio.utp.edu.pe/handle/20.500.12867/926 


11 Cfr. Campbell McQueen, Mary: Two Sides of the Gavel, or Court Leaders as 
Productive Pairs. En  https://www.ncsc.org/__data/assets/pdf file/0020/25445/ 
keynoteaddr_mcqueen.pdf. Consultado el 14 de marzo de 2024. 
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Mallete judicial 


administradores operando la gestión procesal del tribunal. Su 
unión no solo busca la eficiencia administrativa, sino también 
la justicia misma. 

Hay tres tipos de actos, los netamente jurisdiccionales, 
como las sentencias, los administrativos del proceso 
como programar las audiencias y vigilar los plazos, y los 
netamente administrativos, como verificar que la sala de 
audiencias tenga lo necesario para funcionar. Los primeros 
son responsabilidad del juez y los otros del sistema de 
administración. Si cualquiera de ellos falla, falla el sistema 
completo. 

Este pasaje, se recuerda con el uso del mallete que, con 
sus dos lados iguales unidos por un solo mango, implica 
colaboración y propósito común, en justo equilibrio para 
alcanzar su misión de impartir justicia. 
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TI.- El mallete en México 


on la llegada del mallete, y la ola de misterio que lo 

envuelve, apareció en las salas de audiencias, es joven 

aquí pero viejo allá, y pareciera que se da como un 
tema obvio. Que se sabe la razón de su diseño, la razón de su 
uso y su significado. 

Quizá muchos o la mayoría lo sepan, pero lo cierto es 
que su presencia en la sala de audiencias implica que debe 
tener un uso y, en estas tierras, debe reconocérsele y asignarle 
una función más allá que la meramente decorativa, sino 
como una herramienta de semiótica jurídica que representa la 
elevada función jurisdiccional.'? 


Su uso actual 


Su utilización, implica el golpeo de las maderas, para 
llamar la atención a fin de diferentes fines que es conveniente 
identificar, precisamente porque hoy en día el uso del mallete 
es variado. 

Cierto es que hay una utilización intuitiva y precisamente 
por eso es conveniente homogenizar, enfatizando su 
importancia como herramienta de autoridad y respeto dentro 
del ámbito judicial. 

Recuérdese que el uso del mallete en el sistema 
anglosajón se rige por usos y costumbres ciertamente ajenos 
al entorno cultural de México y por ende, aquí, debe existir 
una guía que rebase la intuición. 


12 Procesalia: El mazo judicial. En https://procesalia.com.mx/el-mazo-judicial/. 
Consultado el 19 de febrero de 2024. 
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Debe contarse con pautas de actuación que especifiquen 
que el uso del mallete es para llamar la atención destacando: 
Comienzo de la audiencia, llamar al orden, dar por 
concluido un acto intermedio en la audiencia, fin y clausura 
de la audiencia, determinar la existencia de cosa juzgada 
(ordenando de esto no se habla más) y para casos especiales 
que determine el juzgador. '* 


13 *(...) The meeting Will come to order (....).” Deméter, George: Manual de derecho 
y procedimiento parlamentario; para la conducción legal de los negocios en todas 
las asambleas deliberantes. Boston, Poco, Marrón. USA. 1969; passim. 


726 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Conclusiones 


l análisis realizado evidencia que el  mallete 
E ivsiesiona es un elemento de la simbología y 
práctica del derecho, entre otras cosas personificando 
la autoridad y el sistema de administración judicial. 
Resultando pertinente la implementación de pautas 
claras para su manejo que aseguren que este simbolismo sea 
uniformemente comprendido y respetado, reafirmando la 
solemnidad y la integridad del sistema de justicia. 
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Pautas de actuación para el 
uso del mallete judicial 


Artículo 1. Objetivo 


El presente documento establece directrices para el uso 
del mallete judicial que deberá ser de madera y de doble 
cabeza, como símbolo de autoridad jurisdiccional como de la 
necesaria unión entre los jueces y la administración judicial. 


Artículo 2. Uso del mallete 


El uso del mallete estará a cargo del juez o magistrado 
responsable de la audiencia y se utilizará para llamar la 
atención en la sala de audiencias a fin de: 


1.- Declarar la apertura de la audiencia. 

2.. Inicio y conclusión de los recesos. 

3.- Cierre de actos procesales intermedios. 

4.- Conclusión y cierre oficial de la audiencia. 

5.- Restablecimiento del orden. 

6.- Declaración de cosa juzgada. 

7.- Otras situaciones que el juzgador considere 
pertinentes. 


729 


Mallete judicial 


Mallete judicial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 3. Mantenimiento del mallete 


El mallete deberá mantenerse en óptimas condiciones, 
permaneciendo dentro de la sala de audiencias bajo 
la custodia del personal designado para este fin quien 
garantizará su conservación y disponibilidad. 
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Los derechos del concubinario supérstite 
homoparental y la seguridad social 


Mtra. Ana Cecilia Pérez Arrambides 


Resumen: La finalidad del presente trazado, es analizar la 
situación de hecho conocida como concubinato homoparental, 
especificamente el supérstite y sus derechos humanos en 
materia de seguridad social. 


Palabras clave:  Concubinato. Homosexual.  Supérstite. 
Seguridad social. Derechos humanos. 


Abstract: The objective of this work is to analyze the factual 
situation known as homoparental concubinage, specifically the 
survivor and his human rights in matters of social security. 
Keywords: Concubine. Homoparental. Survivor. Social security. 
Human rights. 
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Introducción 


uego de 30 años de convivencia con Carmelo 

como pareja, fallece Anastasio por complicaciones 

relacionadas con el virus SARS-CoV-2, el 2 de agosto 
de 2020. Ambos vivían en un mismo domicilio y hacían 
vida en común como pareja, tanto en lo público como en lo 
privado. Anastasio era profesionista e impartía cátedra en una 
universidad pública; Carmelo es estilista, pero sin medios 
propios para subsistir, ya que el proveedor de ambos siempre 
fue Anastasio. Luego de tan lamentable suceso, Carmelo se 
vio afectado al no contar con ingresos suficientes para su 
subsistencia. Anastasio, al ser docente en la universidad, 
contaba con las prestaciones de ley, incluido el régimen de 
seguridad social proveído por el instituto de seguridad social 
del estado de Guanajuato. 
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I. Panorama general 


ucho se ha hablado de los derechos humanos 
como pilares fundamentales del sistema jurídico 
mexicano, entendidos éstos como facultades 
inherentes al ser humano, por el solo hecho de serlo; con 
las características de ser universales, indivisibles, absolutos, 
imprescriptibles, inalienables, irreversibles y progresivos. A 
su vez, tienen como base el concepto de dignidad humana, 
la libertad y la igualdad, entre otras; en un sinfín de 
dimensiones: política, económica, civil, cultural, social, etc. 
Estos derechos fueron previamente reconocidos en 
diversos instrumentos internacionales, como la declaración 
sobre de los derechos del hombre y del ciudadano (París 
1789) y la declaración universal de derechos humanos 
(1948), la cual los proclamó como un ideal común para todos 
los pueblos y naciones. Al respecto, conviene recordar el 
contenido de los artículos 7, 16, 22 y 25 de dicha declaración: ' 


“(...) Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, 
sin distinción, derecho a igual protección de la ley. 
Artículo 16. Los hombres y las mujeres, a partir de la 
edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por 
motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y 
fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en 
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del matrimonio. 


1 Organización de las naciones unidas: Declaración universal de los derechos 
humanos. Recurso digital disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal- 
declaration-of-human-rights consultado el 23 de agosto de 2021. 
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Artículo 22. Toda persona, como miembro de la 
sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a 
obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional y en conformidad con la organización y los 
recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
Artículo 25. 1. Toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios 
de subsistencia por circunstancias independientes de su 
voluntad (...).” 


Existen otros documentos internacionales que han 
tenido como fin la salvaguarda de derechos civiles, que 
establecen incluso mecanismos para su protección y garantía, 
por ejemplo, el pacto internacional de derechos civiles y 
políticos, adoptado por la asamblea general de las naciones 
unidas mediante la resolución 2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966, que entró en vigor el 23 de marzo de 
1976 y ha sido ratificado por 167 estados, entre ellos México. 

En dicho pacto, se consagra a la familia como elemento 
fundamental de la sociedad, reconociéndose el derecho a 
su protección por parte del estado (artículo 23 numeral 1.). 
Se reconoce también el derecho del hombre y la mujer a 
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contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad 
para ello (Artículo 23 numeral 2.) Contrario a lo que pudiera 
pensarse, tal parece que al positivizar estos derechos, no se 
pensó en familias homoparentales, o incluso en la existencia 
de familias monoparentales, como sucede en muchos casos.? 

Aunado a lo anterior, la convención americana sobre 
derechos humanos, conocida como pacto de San José, 
celebrada en noviembre de 1969, establece en su artículo 
primero el compromiso de los estados parte a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella, y a garantizar 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a 
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. En 
esencia, establece que persona, es todo ser humano.? 

Declara la igualdad ante la ley y el derecho a su 
protección, sin discriminación (artículo 24). Identifica a la 
familia como elemento natural y fundamental de la sociedad, 
y como institución objeto de protección de la propia sociedad 
y del estado. Además, estipula el derecho del hombre y la 
mujer a contraer matrimonio, y a fundar una familia si tienen 


2 Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, Resolución 2200 A (XXI) de 16 de diciembre de 
1966, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Recurso digital 
disponible en https://www.ohchr.org/sites/default/files/ccpr_SP.pdf consultado el 16 
de enero de 2024. 


3 Organización de estados americanos: Convención americana sobre derechos 
humanos (Pacto de San José). Recurso digital disponible en https://www.oas.org/ 
dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. 
Consultado el 23 de agosto de 2021. 
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la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes 
internas, en la medida en que éstas no afecten el principio 
de no discriminación establecido en la citada convención,. 
Aunado a lo anterior, el pacto impone a los estados parte, 
la obligación de tomar medidas apropiadas para asegurar 
la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de 
responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo 
(Artículo 17 CADH).* 


4 Organización de estados americanos: Convención americana sobre derechos 
humanos (Pacto de San José). Recurso digital disponible en https://www.oas.org/ 
dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. 
Consultado el 23 de agosto de 2021. 
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Il. Declaración de principios de Yogyakarta 


n noviembre de 2006 se concreta un documento de 

vital importancia para nuestro objeto de estudio: la 

declaración de principios de Yogyakarta, firmada por 
varios países miembros de la ONU en Indonesia. El contenido 
del documento versa primordialmente sobre derechos 
expresamente reconocidos a las personas, con independencia 
de su orientación sexual o identidad de género.* 

Esta declaración de principios fue presentada como una 
carta global para los derechos de las personas que forman 
parte del colectivo LGBT el 26 de marzo de 2007, ante el 
consejo de derechos humanos de las naciones unidas en 
Ginebra. Pese a que no ha sido adoptada por los estados 
en un tratado, y por lo tanto no constituyen, por sí mismos, 
un instrumento vinculante del derecho internacional de 
los derechos humanos, sus redactores pretenden que estos 
principios sean acogidos como una norma o estándar jurídico 
internacional obligatorio en materia de protección a los 
derechos humanos, específicamente en el tema de orientación 
sexual e identidad de género. 

Estos principios, en su numeral 24, establecen de 
forma clara y contundente el derecho a formar una familia, 
con independencia de su orientación sexual o identidad 
de género. Reconoce expresamente que existen diversas 


5 Dicho documento fue suscrito por Louise Arbour, ex alta comisionada de las 
naciones unidas para los derechos humanos, por 16 expertos en derecho 
internacional de los derechos humanos, miembros de la comisión internacional de 
juristas, académicos y activistas de diversos países entre los cuales se encuentran 
Reino Unido, China, Austria, Estados Unidos, Argentina y otros. 
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configuraciones de familias, y que ninguna puede ser 
sometida a discriminación basada en la orientación sexual o 
identidad de género de cualquiera de sus integrantes.' 

Esta declaración impone la obligación de adoptar todas 
las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra 
índole que sean necesarias, a fin de asegurar el derecho a 
formar una familia, incluso a través del acceso a adopción o a 
reproducción asistida. Establece además en aquellos estados 
que reconocen los matrimonios, las uniones registradas entre 
personas de un mismo sexo, o las relaciones de concubinato, 
otorguen los mismos derechos, con la misma disponibilidad, 
y en un plano de igualdad, que los que son otorgados a las 
personas de sexo diferente que estén casadas o unidas en 
cualquiera de las modalidades reconocidas.” 

Además, reconoce que todas las personas tienen derecho 
a la seguridad social y a otras medidas de protección social, 
sin discriminación por motivos de orientación sexual o 
identidad de género, e impone a los estados parte la obligación 
de adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y 
de otra índole que sean necesarias a fin de asegurar el acceso, 
en igualdad de condiciones y sin discriminación por motivos 


6 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de 
derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. 
Recurso digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html 
consultado el 16 de enero de 2024. 


7 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de 
derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. 
Recurso digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html 
consultado el 16 de enero de 2024. 
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de orientación sexual o identidad de género, a la seguridad 
social y a otras medidas de protección social, incluyendo 
beneficios laborales, licencia por maternidad o paternidad, 
beneficios por desempleo, seguro, atención o beneficios 
ligados a la salud (incluso para modificaciones del cuerpo 
relacionadas con la identidad de género), así como otros 
seguros que cubran cuestiones sociales, beneficios familiares, 
beneficios funerarios, pensiones y beneficios para paliar la 
pérdida del apoyo económico como resultado de enfermedad 
o muerte de cónyuges o parejas; (Principio 13).* 

Empero, el 18 de diciembre de 2008, se firma una 
declaración sobre orientación sexual e identidad de género 
por gran parte de los países miembros de las naciones unidas, 
entre ellos México, la cual, si bien, no contiene un catálogo 
extenso de derechos como los principios de Yogakarta, 
reafirma el principio de no discriminación, que exige que 
los derechos humanos se apliquen por igual a todos los seres 
humanos, independientemente de su orientación sexual o 
identidad de género, condenando la denegación de derechos 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho a la 
salud.? 

8 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de 
derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. 


Recurso digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html 
consultado el 16 de enero de 2024. 


9 Organización de las naciones unidas: Carta de fecha 18 de diciembre de 2008 
dirigida al Presidente de la Asamblea General por los Representantes Permanentes 
de la Argentina, el Brasil, Croacia, Francia, el Gabón, el Japón, Noruega y los 
Países Bajos ante las Naciones Unidas. Recurso digital disponible en https: //www. 
Oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_declaracion_onu.pdf. Consultado el 23 de 
agosto de 2021. 
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TIT. Caso Duque vs. Colombia 
Hechos 


1 26 de febrero de 2016 la corte interamericana de 

derechos humanos dictó una sentencia, mediante la 

cual declaró responsable internacionalmente al estado 
de Colombia por la violación del derecho a la igualdad ante 
la ley, y a la no discriminación, en perjuicio de Ángel Alberto 
Duque, por no haberle permitido acceder, en condiciones de 
igualdad, a la pensión de sobrevivencia, luego de la defunción 
de su pareja, con base en el hecho de que se trataba de una 
pareja del mismo sexo. En aquel momento, la normatividad 
interna colombiana disponía que únicamente el cónyuge, 
el compañero o compañera permanente sobreviviente de 
sexo diferente al del causante tenía derecho a la pensión de 
sobrevivencia.'” 


Fondo 


Según el resumen oficial emitido por la corte 
interamericana:'' 


10 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 
de agosto de 2021. 


11 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 
de agosto de 2021. 
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“(...) Durante el trámite del caso, el estado 
planteó que reconocía la existencia de un “hecho 
ilícito internacional continuado, durante al menos 
parte del período de tiempo que estuvieron vigentes las 
disposiciones que no permitían el reconocimiento de 
las pensiones a las parejas del mismo sexo”. Asimismo 
señaló que ese hecho ilícito había cesado con la emisión 
de la Sentencia C-366 que modificó las normas que 
estaban generando el hecho ilícito internacional y 
afirmó que se había reparado (en el 2010 con la T-051) 
los efectos del hecho ilícito internacional al garantizar 
un recurso adecuado y efectivo para el reconocimiento 
de las pensiones a las parejas del mismo sexo. 

Sin perjuicio de lo reconocido por el Estado, 
la Corte entendió que le correspondía determinar si, 
efectivamente, las disposiciones internas colombianas 
relativas a las pensiones de sobrevivencia eran 
discriminatorias y contrarias al derecho a la igualdad 
ante la ley contenido en el artículo 24 de la CADH al 
momento de ocurrencia de los hechos. 

El Tribunal declaró que el Estado era 
responsable por la violación al derecho a la igualdad 
y no discriminación contenido en el artículo 24 de la 
Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio del señor Angel Duque, toda 
vez que no se le permitió acceder en condiciones de 
igualdad a la pensión de sobrevivencia por la existencia 
de una normatividad interna vigente en el año 2002 
que no permitía el pago de pensiones a parejas del 
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mismo sexo, diferencia de trato que vulneraba el 
derecho a la igualdad y no discriminación, lo que 
constituyó efectivamente un hecho ilícito internacional. 
Adicionalmente a lo anterior, ese hecho ilícito 
internacional afectó al señor Duque en la medida que 
esas normas internas le fueron aplicadas. 

En segundo lugar, el Tribunal constató que ese 
hecho ilícito internacional no había sido subsanado 
ulteriormente. Indicó que, de ser el caso, no habría sido 
necesario reconocer la responsabilidad internacional del 
Estado. En particular la Corte llegó a esa conclusión 
puesto que no quedaban claros los efectos retroactivos 
de los créditos que podría percibir el señor Duque en 
la eventualidad de que éste presentara efectivamente 
una solicitud de pensión y, de ser el caso, esta fuera 
acordada. 

La Corte recordó asimismo que ninguna norma, 
decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de 
autoridades estatales o por particulares, puede disminuir 
o restringir, de modo alguno, los derechos de una 
persona a partir de su orientación sexual. La Convención 
Americana proscribe la discriminación, en general, 
incluyendo en ello categorías como las de la orientación 
sexual, la que no puede servir de sustento para negar 
o restringir ninguno de los derechos establecidos en 
ese instrumento. Asimismo, el Tribunal estableció que, 
tratándose de la prohibición de discriminación por una de 
las categorías protegidas contempladas en el artículo 1.1 
de la Convención, la eventual restricción de un derecho 
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exige una fundamentación rigurosa, lo cual implica 
que las razones utilizadas por el Estado para realizar la 
diferenciación de trato deben ser particularmente serias 
y estar sustentadas en una argumentación exhaustiva 


(y? 
Reparaciones 
Sobre este tema 


“(...) la Corte estableció que su sentencia constituye 
per sé una forma de reparación y, adicionalmente, 
ordenó al Estado: 1) publicar la Sentencia de la Corte 
Interamericana y su resumen; 1i) garantizar al señor 
Duque el trámite prioritario de su eventual solicitud a 
una pensión de sobrevivencia, y 111) pagar la cantidad 
fijada en la Sentencia por concepto de daño inmaterial 
y por reintegro de costas y gastos. Asimismo, la Corte 
dispuso que el Estado debía reintegrar al Fondo de 
Asistencia Legal de Víctimas de la Corte las cantidades 
erogadas durante la tramitación del presente caso 


(2 


12 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 
de agosto de 2021. 
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IV. Estado de la cuestión en México 


or su parte, el artículo primero de nuestra carta magna, 
establece como deber jurídico que: 


“(...) Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad [...] 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, 
la condición social, las condiciones de salud, la religión, 
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas (...).”** 


El tema que nos atañe, es precisamente el principio de 
igualdad y de no discriminación. Ya existía reconocimiento 
judicial en el tema del matrimonio entre personas del mismo 
sexo, desde que el pleno de la SCJN resolviera la acción de 
inconstitucionalidad 2/2010 en la que se discutió el tema de 
la regularidad del artículo 146 del código civil para el Distrito 
Federal, donde se reconocía el matrimonio entre personas del 
mismo sexo. 

Describe Alfonso García Herrera que 


13 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf consultado el 17 de enero de 2024. 
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“(...) La Corte definió que el término cónyuge” al 
que aludía el precepto analizado, comprende tanto a los 
integrantes de matrimonios heterosexuales como a los 
de matrimonios del mismo sexo (...).”'* 


Y se expuso por este mismo resolutor que 


“(...) el matrimonio no es un concepto inmutable 
desde la perspectiva constitucional. Al no definir la 
institución civil del matrimonio y dejar esa labor al 
legislador ordinario, la Constitución federal permite 
que el concepto tradicional se modifique en función de 
la realidad social imperante. La transformación de las 
relaciones humanas ha llevado paulatinamente a diversas 
formas de vinculación afectiva, sexual, de identidad, de 
solidaridad y de compromisos mutuos de quienes desean 
tener una vida en común. Así, las modificaciones legales 
sobre la institución del matrimonio no sólo derivan en 
la redefinición de su idea tradicional, sino también en la 
desvinculación de su finalidad meramente procreativa 


(2 


Al quedar reconocida la institución del matrimonio, 
como también el conformado por personas del mismo 
sexo, ya sólo quedaba pendiente otorgar esa protección y 


14 Herrera García, Alfonso: La interpretación de los derechos humanos y sus 
garantías por la suprema corte de justicia. Una aproximación Jurisprudencial. 
Colección sobre la protección constitucional de los derechos humanos. Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. Fascículo 1. 2015. México. ISBN: 978-607- 
729-104-6 pp. 93-94. 


15 Herrera García, Alfonso: La interpretación de... pp. 94-95. 
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reconocimiento a las uniones de facto, existentes entre parejas 
del mismo sexo, pero que aún no acceden a la institución 
formal ya reconocida. 

Por otro lado, el código civil para el estado de 
Guanajuato alude al concubinato en su artículo 2873, relativo 
a la sucesión de la concubina al señalar que: 


“(...) La mujer o el varón con quien el autor de 
la herencia vivió como si fuera su cónyuge durante 
los cinco años que precedieron inmediatamente a su 
muerte, o con quien tuvo hijos, siempre que ambos 
hayan permanecido libres de matrimonio durante el 
concubinato, tiene derecho a heredar igual que un 
cónyuge supérstite (...)”.'* 

Disposición que, interpretada al amparo del principio 
de progresividad que rige en materia de derechos humanos, 
permite concluir válidamente que el concubinato es la 
unión permanente y de facto entre dos personas libres de 
matrimonio, al margen de su preferencia sexual o identidad 
de género, caracterizada por el apoyo mutuo en lo económico 
y afectivo, con un proyecto de vida en común entre sus 
integrantes. Dicha circunstancia le permite al concubino 
heredar al autor de una sucesión, así como gozar del resto de 
las prerrogativas que conlleva esa unión de facto. 


16 Congreso del estado de Guanajuato: Código civil para el estado de Guanajuato. 
Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/codigos/codigo- 
civil-para-el-estado-de-guanajuato consultado el 17 de enero de 2024 
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Sobre este tema, resulta relevante el comentario 
realizado por María de Montserrat Pérez Contreras, 
investigadora del instituto de investigaciones jurídicas de la 
universidad nacional autónoma de México, en la monografía 
integrante de la serie Decisiones relevantes de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, donde asegura que los 
ex concubinos tienen derecho a alimentos en los mismos 
términos que los ex cónyuges: 


“(.. ) El concubinato es la convivencia 
ininterrumpida de una pareja por cuando menos dos años, 
independientemente de la orientación sexual o genérica 
de las personas y que crea entre ellos los derechos y 
obligaciones establecidos en el Código Civil para el 
Distrito Federal. 

Concubinato será entones la unión de hecho que 
se origina en la comunidad de vida de dos personas, sea 
cual fuere su orientación sexual o identidad de género; 
que se sustenta en una relación afectiva y sexual estable, 
de carácter exclusiva, sin haber contraído matrimonio. 

En el mismo sentido, de esta unión o vínculo de 
hecho nace obligaciones para los concubinos, contenidas 
en la referida legislación civil. 

Los concubinos deben proveerse de asistencia 
personal y material. También tienen la obligación de 
contribuir al sostenimiento y cuidado del hogar acorde 
con la situación económica y/o laboral de cada uno de 
ellos. Es decir, asistencia recíproca. 
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Los conflictos derivados de la falta de regulación en 
materia de concubinato se han venido resolviendo con 
los años, al ajustar el marco jurídico a la realidad social 
por dos caminos; la legislación y casuísticamente por la 
jurisprudencia. 

Toda la actividad realizada para adicionar y 
modificar la legislación a esta figura con el matrimonio, 
teniendo los mismos efectos jurídicos y reconociéndose 
los mismo derechos y obligaciones para ambos casos. 

La ausencia de reglas aplicables tratándose de 
concubinato, no debe impedir la eficacia en la aplicación 
de la norma a provocar resultados contrarios a los 
derechos reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos(...)”"” 


Al respecto, la primera sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, se ha pronunciado ya en relación a este 
tema, cito por su sentido, los siguientes criterios: 


“(...) Concubinato. Cuando su definición condiciona su 
existencia a la unión de un hombre y una mujer, operan 
las razones de inconstitucionalidad emitidas respecto a 
la del matrimonio con la misma condicionante. 


17 Pérez Contreras María de Montserrat: VW. Comentario del instituto de 
investigaciones jurídicas de la universidad nacional autónoma de México estudio 
jurisprudencial sobre alimentos: Los ex concubinos tienen derecho a los alimentos 
después de terminada la relación de concubinato, en Serie Decisiones relevantes 
de la suprema corte de justicia de la nación. Ex concubinos. Tienen derecho a 
alimentos en los mismos términos que los ex cónyuges. Suprema corte de justicia 
de la nación. 2014. México. ISBN: 978-607-468-731-6. passim. 
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Cuando la definición del concubinato, al igual 
que la del matrimonio, condiciona su existencia a la 
unión de un hombre y una mujer, cobran aplicación 
los criterios emitidos por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, vinculados 
a la inconstitucionalidad de esa definición, ya que esa 
condicionante sustentada en la preferencia sexual de 
las personas, no sólo atenta contra el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad sino que, además, es 
doblemente discriminatoria, pues no sólo impide que 
las parejas del mismo sexo accedan al concubinato, 
sino que incluso, las priva de los beneficios materiales 
asociados con éste. 

Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo suyo el asunto 
el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez (...).”** 


18 Décima Época. Registro digital: 2012506. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCxxi!1/2016 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, 
Tomo |, página 501. 
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“(...) Seguridad social. Las normas que condicionan el 
acceso a las prestaciones en este ámbito a que se trate de 
matrimonios o concubinatos constituidos por personas 
de sexos diferentes entre sí, violan los derechos a la 
igualdad, no discriminación y protección a la familia. 


Dado que el derecho a la seguridad social a favor 
del trabajador suele incluir en forma extensiva a los 
familiares de aquél, entre los cuales están los parientes 
por afinidad que incluyen al cónyuge o concubino(a) 
del trabajador(a), entonces, en principio, para acceder a 
esas prestaciones basta demostrar la calidad de cónyuge 
o concubino(a) respecto del trabajador(a); sin embargo, 
si las normas respectivas condicionan el acceso a esos 
beneficios a fórmulas que impliquen la diferencia de 
sexo entre el trabajador(a) y su cónyuge o concubino(a) 
como ocurre al usar expresiones como “la cónyuge 
del trabajador”, “el cónyuge de la trabajadora”, “la 
concubina del trabajador” o “el concubino de la 
trabajadora”—, esas normas son violatorias de los 
derechos a la igualdad y no discriminación, a la familia 
y la seguridad social, en razón de estar construidas 
sobre estructuras gramaticales referidas a un modelo de 
familia generado a partir de un concepto restringido (a 
pesar de que el artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos contiene un concepto 
amplio) y, por tanto, impedir el acceso a la seguridad 
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social a las parejas del mismo sexo, quienes gozan de 
los derechos a la seguridad social cuando constituyeron 
un matrimonio o concubinato. 

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita 
Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue y Ron Snipeliski Nischli. 

Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas 
Flores. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue (...).”” 


“(...) Matrimonio entre personas del mismo sexo. Las 
normas civiles que impiden esta posibilidad, provocan 
una doble discriminación, al privar a las parejas 
homosexuales de los beneficios materiales y expresivos 
que se obtienen con dicha institución. 


El matrimonio comporta el derecho a tener acceso 
a los beneficios expresivos asociados a dicha institución, 
así como el derecho a otros beneficios materiales, 


19 Décima Época. Registro digital: 2019649. Instancia: Segunda Sala. Tesis: Za. 
XXIV/2019 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 65, Abril de 2019, Tomo ll, página 1348 
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económicos y no económicos, que las leyes adscriben 
al matrimonio (por causa de muerte de uno de los 
cónyuges, de solidaridad, de propiedad, en la toma 
subrogada de decisiones médicas, migratorios, etcétera). 
En este sentido, las normas civiles que impiden a 
las parejas del mismo sexo el acceso a la institución 
matrimonial producen una doble discriminación, pues 
no sólo se les priva a las parejas homosexuales de los 
beneficios expresivos que comporta el matrimonio, 
sino también de los materiales; exclusión que pudiera 
incluso llegar a afectar a sus hijos al colocarlos en un 
plano de desventaja respecto de los hijos de parejas 
heterosexuales. 

Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 

Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
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Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro García Núñez. 

Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto 
concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla 1 
Quintana Osuna y David García Sarubbi. 

Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular, en el que estima que en el caso no existió acto 
concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
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Tesis de jurisprudencia 86/2015 (10a.). Aprobada 
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
de fecha veinticinco de noviembre de dos mil quince 


(22 


Corrobora la naturaleza del concubinato, por su analogía 


con la institución del matrimonio para efectos jurídicos, la 
tesis aislada emitida por la primera sala de la SCJN, cuyo 
texto dispone: 


20 


“(...) Concubinato. Los beneficios tangibles e 
intangibles que son accesibles a los concubinos 
heterosexuales deben reconocerse a las parejas 
homosexuales. 


Las relaciones que entablan las parejas del 
mismo sexo pueden adecuarse a los fundamentos de 
la figura del concubinato y más ampliamente a los de 
la familia, ya que para todos los efectos relevantes, las 
parejas homosexuales se encuentran en una situación 
equivalente a las heterosexuales; de ahí que sea 
injustificada su exclusión del concubinato. Ahora bien, 
el derecho a conformar una relación de concubinato no 
sólo comporta el derecho a tener acceso a los beneficios 
expresivos asociados a dicha figura, sino también a los 
materiales que las leyes adscriben a la institución; en 
ese sentido, en el orden jurídico nacional existe una gran 


Décima Época. Registro digital: 2010677. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 


86/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, 
Tomo |, página 187 
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cantidad de beneficios, económicos y no económicos, 
asociados al concubinato, entre los que destacan: 1) los 
fiscales; 2) los de solidaridad; 3) en materia de alimentos; 
4) por causa de muerte de uno de los concubinos; 5) los 
de propiedad; 6) en la toma subrogada de decisiones 
médicas; 7) en la toma de decisiones médicas post 
mortem; y, 8) los migratorios para los concubinos 
extranjeros. Así, negar a las parejas homosexuales los 
beneficios tangibles e intangibles que son accesibles a 
las personas heterosexuales a través del concubinato, 
implica tratarlas como si fueran “ciudadanos de segunda 
clase”, porque no existe justificación racional alguna 
para no reconocerles los derechos fundamentales que les 
corresponden como individuos y, simultáneamente, un 
conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual y se vinculan en 
relaciones estables de pareja; además, la exclusión de 
las parejas del mismo sexo de la figura de concubinato 
perpetúa la noción de que son menos merecedoras de 
reconocimiento que las heterosexuales, con lo que se 
ofende su dignidad como personas y su integridad. 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
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particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada 


(7 


También cobra vida en el asunto que nos ocupa, la tesis 
aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 34, septiembre de 2016, que reza: 


“(...) Concubinato. Los beneficios tangibles e 
intangibles que son accesibles a los concubinos 
heterosexuales deben reconocerse a las parejas 
homosexuales. 


homosexual 


Las relaciones que entablan las parejas del 
mismo sexo pueden adecuarse a los fundamentos de 
la figura del concubinato y más ampliamente a los de 
la familia, ya que para todos los efectos relevantes, las 
parejas homosexuales se encuentran en una situación 
equivalente a las heterosexuales; de ahí que sea 
injustificada su exclusión del concubinato. Ahora bien, 
el derecho a conformar una relación de concubinato no 
sólo comporta el derecho a tener acceso a los beneficios 
expresivos asociados a dicha figura, sino también a los 
materiales que las leyes adscriben a la institución; en 
ese sentido, en el orden jurídico nacional existe una gran 
cantidad de beneficios, económicos y no económicos, 


Matrimonio 


pue 


Décima Época. Registro digital: 2007794. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCCLXXVII/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo 
|, página 596. 
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asociados al concubinato, entre los que destacan: 1) los 
fiscales; 2) los de solidaridad; 3) en materia de alimentos; 
4) por causa de muerte de uno de los concubinos; 5) los 
de propiedad; 6) en la toma subrogada de decisiones 
médicas; 7) en la toma de decisiones médicas post 
mortem; y, 8) los migratorios para los concubinos 
extranjeros. Así, negar a las parejas homosexuales los 
beneficios tangibles e intangibles que son accesibles a 
las personas heterosexuales a través del concubinato, 
implica tratarlas como si fueran “ciudadanos de segunda 
clase”, porque no existe justificación racional alguna 
para no reconocerles los derechos fundamentales que les 
corresponden como individuos y, simultáneamente, un 
conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual y se vinculan en 
relaciones estables de pareja; además, la exclusión de 
las parejas del mismo sexo de la figura de concubinato 
perpetúa la noción de que son menos merecedoras de 
reconocimiento que las heterosexuales, con lo que se 
ofende su dignidad como personas y su integridad. 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
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particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 


(o) 


De igual manera cobra aplicación en el caso concreto, la 
siguiente tesis aislada de la primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, Décima Época, con registro digital 
2012507, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, que postula: 


“(...) Concubinato. El artículo 291 bis del código 
civil para el estado de Nuevo León, que define a esa 
institución como la unión de un hombre y una mujer, es 
inconstitucional. 


Una distinción se basa en una categoría sospechosa 
cuando utiliza alguno de los criterios enunciados en el 
artículo lo., párrafo último, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, a saber: origen 
étnico, nacionalidad, preferencias sexuales, estado civil, 

o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas. Así, el uso de esas categorías 
debe analizarse con mayor rigor, porque sobre ellas 
pesa la sospecha de ser inconstitucionales, ya que si 
bien la Constitución Federal no las prohíbe, sí proscribe 
su utilización injustificada. Ahora bien, el artículo 291 
22 Décima Época. Registro digital: 2007794. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CCCLXXVII/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 


Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo 
|, página 596. 
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Bis del Código Civil para el Estado de Nuevo León, 
al definir el concubinato como la unión de un hombre 
y una mujer, es inconstitucional al ser discriminatorio, 
pues priva a las parejas del mismo sexo del acceso a 
dicha institución y a gozar de sus beneficios y, en ese 
sentido, niega a las parejas homosexuales los beneficios 
tangibles e intangibles accesibles a las personas 
heterosexuales a través del concubinato, lo cual implica 
tratarlos de forma diferenciada sin que exista una 
justificación racional para ello, lo que además conlleva 
negarles derechos fundamentales que les corresponden 
como individuos y, al mismo tiempo, otorgarles un 
conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual. 

Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo suyo el asunto 
el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez (...).”2 


23 Décima Época. Registro digital: 2012507. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCXXIV/2016 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, 
Tomo l, página 501 
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Conclusión 


1 las uniones de hecho permanentes entre dos personas, 

sea cual fuere su orientación sexual o identidad de 

género, que se basan en una relación de cooperación, 
afectividad y estabilidad, de carácter exclusiva, tienen 
efectos equiparables al matrimonio heterosexual, como 
lo son la ayuda mutua, la formación de una comunidad de 
vida, la asistencia personal y material recíproca, y que es una 
institución a la cual la ley le concede protección y cobijo, no 
hay razón para no reconocer iguales derechos a las uniones 
de hecho entre personas del mismo sexo, como lo es el de la 
seguridad social. 

Esto, en virtud de que negar reconocimiento y protección 
legal a estas parejas es discriminatorio y atenta contra su 
dignidad e integridad, al darles un trato desigual ante la ley, 
cuando no hay motivo, por lo anteriormente expuesto. 
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La importancia de la invitación en los mecanismos 
alternativos de solución de controversias 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte 
Introducción 


ablar de mediación, es referirse necesariamente a los 

principios que la configuran y que son aceptados. 

Comencemos con una pregunta: ¿Todos los 
involucrados en un conflicto, sea penal, civil o de cualquier 
naturaleza, deben participar en los procesos de aplicación de 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias? La 
respuesta guarda un fondo de extenso análisis. ¿Se imaginan 
a las víctimas de delitos acudiendo de forma obligatoria 
a un proceso de Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias? Cuando se acude a una audiencia de 
aplicación de estos mecanismos, invariablemente, tendremos 
las posiciones de las partes en conflicto que consistirán en 
una contienda sobre valores, estatus, poder, recursos, y en 
la cual la intensión de los oponentes es neutralizar, herir o 
eliminar a sus considerados rivales; luego entonces, es 
necesario preparar a los intervinientes para ese encuentro, 
para esa reunión en la que se verán cara a cara con quien 
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les agredió, o con quien les disminuyó su patrimonio. 
Tal preparación inicia con lo que técnicamente llamamos 
Invitación. 
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I. Concepto y definición etimológica 


a Invitación a participar en los Mecanismos 

Alternativos de Solución de Controversias cobra una 

gran importancia, desde el momento mismo en que 
se redacta hasta el momento en que es entregada. Veamos el 
porqué de ello. 

“El verbo invitar viene del latín que significa invitare 
cuyo sentido más arcaico es animar o envalentonar, estimular 
a otro a que actúe por propia voluntad, y que poco a poco 
adquiere el significado antiguo de tratar bien o acoger 
de buena gana”.? Así, encontramos que la invitación se 
encuentra vinculada a la propia voluntad de las personas, a la 
aceptación voluntaria de participar en el proceso de aplicación 
de MASC, y que bajo tal natural tesitura, debemos involucrar 
y analizar más a fondo lo relativo a la voluntariedad en lo que 
es la invitación en los procesos de MASC. 

Observamos de ese modo, que es necesario trabajar 
con un enfoque de sistemas o enfoque sistémico, a partir 
de la derivación de un caso, sea cual sea, para la aplicación 
de MASC; pues invariablemente, se vinculan procesos 
que se alcanzan a partir de la toma de voluntad a través de 
la invitación respectiva. Así nace un enfoque distinto, un 
enfoque moderno, en todos los campos de los MASC, pues 
el análisis sistemático de lo que envuelve a la invitación 
coincide en interesarse por los sistemas, por las totalidades 
y por la organización global de los procesos de mediación o 
conciliación. 


1 Web bibliografía: http://etimologias.dechile.net/?invitar consultado el 22 de abril de 
2022 
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Así, lo que sobreviene a la invitación, guarda estrecha 
relación con la misma, pues ha de prepararse en privado 
a cada una de las partes en algo que se ha denominado 
legalmente como sesión inicial. En dicha sesión en privado se 
explica, al igual que como en la respectiva invitación que se 
practicó previamente, la necesidad de entender la finalidad de 
los MASC; la verdadera intención del porque se le ha invitado 
a participar en un proceso de mediación o de conciliación. 
Cuando ello sucede, viene lo verdaderamente interesante 
para la parte implicada en el proceso de MASC: la toma de 
decisión personal; es decir, externa su consentimiento para 
dar el siguiente paso. 

Aquí se hace necesario remarcar la gran importancia de 
la obtención de voluntad o consentimiento, pues ello implica, 
desde luego, trabajar ese consentimiento o esa voluntad 
desde la invitación; elaborarla con un lenguaje sencillo y una 
redacción de fácil comprensión, que contenga una lectura 
cálida para el invitado, pues desde ese momento el facilitador 
empieza a utilizar sus herramientas para la obtención de la 
voluntad. 

Verdaderamente cuidadoso debe de ser el facilitador 
al momento de obtener la voluntad, pues ello debe de darse 
de forma natural, consentida, y obviamente, sin ocultar los 
efectos que acarrea el convenio, pues al tenor del código 
adjetivo civil para Guanajuato, el acuerdo respectivo se eleva 
a categoría de cosa juzgada, y en lo relativo al área penal, 
nos encontramos en la presencia de la extinción de la acción 
penal, con efectos de sentencia absolutoria. ¿Cómo decirle a 
la víctima de un delito tales efectos, sin que dé marcha atrás 
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en su voluntad? ¿Cómo explicar al demandado que el acuerdo 
tomado se convierte en una sentencia ejecutable en caso de 
incumplimiento?; he ahí la gran importancia de la invitación 
analizada de forma sistémica, así como la aplicación de las 
herramientas en las que se especializa un facilitador. 


Mecanismos alternos de resolución de conflictos 
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ll. Herramientas y principios a observar en la elaboración 
y la práctica de la invitación 


o es tarea fácil obtener el consentimiento. 

Herramientas como el rapport, la empatía, la 

equidistancia y la sintonía, juegan un gran papel 
para ello, y a la vez, la sesión inicial marcará la pauta para 
saber la posición de la parte procesal, lo que técnicamente 
llamamos posición dura o blanda según corresponda. Para los 
facilitadores con más experiencia es menos difícil deducir, 
una vez concluida la sesión inicial, la verdadera posibilidad 
de obtener un acuerdo, pues el verdadero punto de inflexión 
de ello es la sesión inicial. 

Observemos con detenimiento la última parte del 
comentario anterior. Se dice que hay un punto de inflexión y 
que dicho punto emana de la sesión inicial. De igual manera, 
se establece que la sesión inicial ayudará al facilitador, y 
marcará la posición dura o blanda de los intervinientes en un 
conflicto; por ello, el facilitador debe de guardar una posición 
empática desde que conoce a la persona interviniente en 
el proceso de MASC, así como respetar el principio de la 
autonomía de decisiones de los involucrados, pero nunca 
dejar de observar que es necesario que el proceso se vea 
impulsado por la propia voluntad de las partes de solucionar 
su conflicto. Es pues difícil obtener el consentimiento de 
una esposa, ahora viuda, cuando se le informa que tiene 
derecho a la reparación del daño, cuando se le dice que 
quien accidentalmente terminó con la vida de su esposo se 
encuentra en libertad, y lo que es peor aún, que la causa 
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puede tomar un curso diferente al deseado por la propia 
víctima, ya sea un procedimiento abreviado o una extinción 
por sobreseimiento. 

Es por ello que, la voluntad, como expresión del 
interesado manifestada -en algunos casos a partir de la 
invitación de forma sistémica según se ha planteado-, es 
considerada como principio en la aplicación de los MASC. 
Tomando en cuenta que, principio es aquello que sirve de 
base, en lo que se soporta una regla, un procedimiento; la 
invitación es fundamental en los procesos de MASC, ya que 
la voluntariedad otorga el poder a las partes de decidir por 
sí mismas; si ello no se da libremente o de forma personal, 
el proceso se tornaría ineficiente; luego entonces, se pudiera 
afirmar que los mecanismos alternativos de solución de 
controversias, sin la voluntad manifestada por las partes, 
no serían verdaderos y eficientes procedimientos que 
privilegiaran la autodeterminación de las partes inmersas en 
el conflicto. 

El procedimiento de mediación tiene sus propios pasos, 
sus propias reglas, aún y cuando se privilegie la ausencia 
de formalismos. Inicialmente, con la reforma al sistema 
penal, nuestro Estado optó por legislar lo que es la Ley del 
Proceso Penal. En dicho ordenamiento legal, a partir de su 
título séptimo,* se contemplaba lo relativo a la aplicación de 
la justicia restaurativa; la supletoriedad de dicha norma la 


2 Vid Congreso del Estado de Guanajuato: Ley del proceso penal de Guanajuato, 
Título Séptimo. Capítulo Único. Arts. 160 a 167, publicada en el Periódico Oficial 
del Estado de Guanajuato el 3 de septiembre de 2010, tercera parte. 
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encontramos en la LJA,* en la que inclusive define momentos 
para el Ministerio Público y momentos para la etapa procesal, 
en las que desde luego cobra importancia relevante la 
voluntad, y desde luego, la propia invitación. 

Con el nuevo sistema de justicia penal en el año 2008, 
se deroga la ley del proceso penal, y entra en vigor el código 
nacional de procedimientos penales, en el que se establecen 
lo que se conoce como soluciones alternas,* y a la par de 
estas, entra en vigencia la ley nacional de mecanismos 
alternativos para la solución de controversias en materia 
penal. Ésta última ley establece en su texto la figura de 
la invitación, y la define como: “El acto del personal del 
Órgano realizado para solicitar la comparecencia de alguno 
de los Intervinientes en el Mecanismo Alternativo”, 
marcando tiempos en su entrega, así como de su contenido. 
De igual manera el artículo 17 de esta ley se refiere a la 
voluntad expresa del invitado a concurrir a los Mecanismos 
Alternativos para la Solución de Controversias; y además el 
similar 51, en su fracción IX, obliga al facilitador a verificar 
que los intervinientes participen de manera libre y voluntaria, 


3 Vid Congreso del Estado de Guanajuato: Ley de justicia alternativa para el estado 
de Guanajuato. Capítulo Segundo. Sección Segunda, publicada en el Periódico 
Oficial del Estado de Guanajuato el 27 de mayo de 2003, tercera parte. 


4 Vid Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Libro Segundo. Título |. Capítulo |, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014 


5 Vid Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión: Ley nacional de 
mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal. Título 
primero de las generalidades. Capítulo único disposiciones generales. art. 3 
fracción VII, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 
2014 
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exentos de coacciones o de cualquier otra influencia que vicie 
su voluntad. Es aquí, en donde de nueva cuenta, encontramos 
el análisis sistémico respecto a la invitación y a la voluntad 
contenidos en la ley nacional de mecanismos alternativos 
para la solución de controversias en materia penal. 

La voluntariedad ha sido abordada y validada 
plenamente en instrumentos internacionales, que hacen 
alusión sobre dicha materia. Sin embargo, se hace especial 
referencia al código de conducta europeo para los mediadores 
de 6 de abril de 2004%, mismo que vincula la voluntariedad 
con el derecho a permanecer o separarse del proceso, tanto de 
las partes, que podrán retirarse del mismo, sin dar explicación 
alguna, como del mediador, al que se le reconoce la facultad 
de poner fin a la mediación, si el acuerdo al que se va a llegar 
le parece ilegal o de imposible cumplimiento; teniendo en 
cuenta las circunstancias del caso, o si estima poco probable 
que continuar con la mediación permita llegar a un acuerdo; 
enfatizando esa normatividad comparada, pues tal situación 
es similar a lo aplicado por los facilitadores en Guanajuato. 
Incluso en la legislación nacional, existe la aprobación 
del acuerdo reparatorio, misma que se realiza a través de 
la audiencia que para tal efecto se programe, en la que en 
estricto apego a la inmediatez como principio del sistema 
penal acusatorio, cualquiera de las partes puede retraer su 
voluntad y dar marcha atrás con lo convenido, siempre y 
cuando concurran las causas que para ello prevé la ley. 


6 Web bibliográfica: http://www.cortearbitrajeymediacionvalencia.com/wp-content/ 
uploads/2018/10/Codigo-de-conducta-europeo-para-mediadores.pdf 
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Conclusiones 


a etapa de la invitación, dentro de los procedimientos 

de aplicación de mecanismos alternativos de solución 

de controversias, aunque de acuerdo a la ley y la 
bibliografía atinente, debe realizarse de forma sencilla. Ello 
no implica que se encuentre desprovista de observar que se 
verifiquen, cabalmente, en la propia invitación, los principios 
de información y voluntariedad; pues será en base a ellos 
que, cada una de las partes podrá determinar si concede o no 
su voluntad a participar en el procedimiento. 

Los MASC son un procedimiento de honda 
trascendencia, que responde invariablemente, a la mejora 
de la impartición de justicia. Precisamente por ello, es 
importante que se realicen con eficiencia a partir de sus 
primeras etapas, pues de ello depende el éxito o el fracaso 
en el entendimiento que las partes tengan del conflicto, de 
ellas mismas y del procedimiento; que servirá, éste último, 
de vehículo trasportador de sus intereses y necesidades, para 
arribar a un acuerdo o convenio, según la denominación de 
cada materia en los sistemas de justicia. 
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Artículo 404. Las providencias precautorias son las 
siguientes: 

I. Radicación de persona, cuando hubiere temor 
fundado de que se ausente u oculte la persona contra 
quien deba promoverse o se haya promovido una 
demanda. Dicha medida se reducirá a prevenir a la parte 
demandada que no se ausente del lugar del juicio sin dejar 
quien la represente legalmente, suficientemente instruida 
y expensada, para responder a las resultas del juicio. 
Quien quebrante la providencia de radicación de persona, 
será sancionado con la pena que señala el Código Penal 
respectivo por el delito de desobediencia a un mandato 
legítimo de la autoridad judicial, sin perjuicio de ser 
compelido por los medios de apremio que correspondan a 
volver al lugar del juicio. Quien ostente la representación 
legal y que se presente instruida y expensada, quedará 
obligada solidariamente con la persona deudora, respecto 
del contenido de la sentencia; 

ll. Retención de bienes, en cualquiera de los 
siguientes casos: 

a) Cuando exista temor fundado de que los bienes 
que se hayan consignado como garantía o respecto de los 
cuales se vaya a ejercitar una acción real, se dispongan, 
oculten, dilapiden, enajenen o sean insuficientes, y 

b) Tratándose de acciones personales, siempre que la 
persona contra quien se pida no tuviere otros bienes que 
aquellos en que se ha de practicar la diligencia, y exista 
temor fundado de que los disponga, oculte, dilapide o 
enajene. En los supuestos a que se refiere esta fracción, 
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si los bienes consisten en dinero en efectivo o en depósito 
en instituciones de crédito, u otros bienes fungibles, se 
presumirá, para los efectos de este artículo, el riesgo de 
que los mismos sean dispuestos, ocultados o dilapidados, 
salvo que el afectado con la medida garantice el monto del 
adeudo. 

TI. Depósito o aseguramiento de las cosas, libros, 
documentos o papeles sobre que verse el litigio, cuando se 
demuestre la existencia de un temor fundado o el peligro 
de que las cosas, libros, documentos o papeles puedan 
ocultarse, perderse o alterarse, y 

IV. El aseguramiento de bienes y condiciones 
necesarias para conservar la causa de pedir y garantizar 
la ejecución efectiva de la sentencia, siempre y cuando las 
cosas se mantengan en el estado en que se encuentren a 
la fecha de notificación de la providencia, no se afecten 
el orden e interés público o de terceras personas, y 
no se constituyan derechos a favor de la promovente 
equivalentes a los que obtendría, en el caso de obtener 
sentencia definitiva favorable. Las disposiciones de las 
fracciones anteriores comprenden no sólo a la persona 
deudora, sino también a quienes tengan la calidad de 
socias y administradoras de bienes ajenos. 
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Catálogo de medidas precautorias 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma comentada detalla las providencias 
precautorias que pueden ser adoptadas en el ámbito 
del proceso civil. Estas medidas tienen como objetivo 
asegurar la eficacia de las decisiones judiciales, así como 
proteger los intereses de las partes involucradas en un litigio. 


Radicación de persona 


La radicación de persona procederá cuando exista un 
temor fundado de que la persona contra quien se promueva 
una demanda se ausente u oculte, teniendo como finalidad 
prevenir a la parte demandada de que no se ausente del lugar 
del juicio sin dejar a alguien que la represente legalmente, 
debidamente instruida y con los recursos necesarios para 
responder a las resultas del juicio. Si la persona demandada 
quebranta esta providencia, será sancionada conforme al 
código penal por el delito de desobediencia a un mandato 
legítimo de la autoridad judicial, además de ser compelida a 
regresar al lugar del juicio. 


Retención de bienes 


La retención de bienes puede ser ordenada en dos casos: 
cuando exista temor fundado de que los bienes consignados 
como garantía sean dispuestos, ocultados, dilapidados, 
enajenados o se vuelvan insuficientes, y cuando se trate de 
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Medidas precautorias 


acciones personales y la persona contra quien se pida la 
retención no tenga otros bienes. En estos casos, se presumirá 
el riesgo de disposición, ocultación o dilapidación de bienes, 
salvo que el afectado con la medida garantice el monto del 
adeudo. 


Depósito o aseguramiento de cosas, libros, documentos o 
papeles 


Esta medida se aplica cuando se demuestra la existencia 
de un temor fundado o el peligro de que las cosas, libros, 
documentos o papeles sobre los que versa el litigio puedan 
ocultarse, perderse o alterarse. El objetivo será asegurar la 
disponibilidad y la integridad de estos elementos probatorios 
durante el proceso judicial. 


Aseguramiento de bienes y condiciones necesarias 


Las medidas consistentes en el aseguramiento de bienes 
y de las condiciones necesarias para iniciar el juicio se deben 
adoptar para conservar la causa de pedir! y garantizar la 
ejecución efectiva de la sentencia. Esta medida asegura que 
las cosas se mantengan en el estado en que se encuentren a la 
fecha de notificación de la providencia, sin afectar el orden 


1 Consiste en la lesión el actor estima le causan los actos u omisiones del demandado, 
así como los motivos que originaron esa lesión a ese presunto derecho. 


Vid: Novena Época. Registro digital: 195518. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 
2a./J. 63/98. Materia(s): Común. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Septiembre de 1998, página 323 
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e interés público o de terceras personas, y sin constituir 
derechos a favor de la parte promovente equivalentes a los 
que obtendría en caso de obtener una sentencia favorable. 


Aplicación de las providencias 


Las disposiciones de las providencias precautorias 
comprenden no solo a la persona deudora, sino también 
a quienes tengan la calidad de socios y administradores 
de bienes ajenos, lo que amplía el alcance de las medidas 
precautorias para asegurar que se protejan adecuadamente los 
intereses de la parte promovente en el litigio. 


Conclusión 


Rematando entonces, el artículo 404 establece diversas 
providencias precautorias que pueden ser adoptadas para 
asegurar la eficacia de las decisiones judiciales y proteger los 
intereses de las partes en un litigio. 
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Artículo 405. Las providencias  precautorias 
establecidas por este Código Nacional podrán decretarse, 
tanto como actos prejudiciales, como después de iniciado 
el juicio respectivo. 

En el primer caso, se tramitará en expediente que 
se forme por cuerda separada, previo a iniciar el juicio 
principal conforme al procedimiento de dos fases que 
prevé el artículo 409 del presente Código Nacional; en 
el caso de que la petición sea la radicación de persona, 
quien promueva deberá garantizar el pago de los daños 
y perjuicios que se generen si no se presenta la demanda. 
El monto de la garantía deberá ser determinado por la 
autoridad jurisdiccional prudentemente, con base en 
la información que se le proporcione y cuidando que la 
misma sea asequible para el promovente; si la autoridad 
jurisdiccional que decretó las providencias no fuere la 
que conozca del procedimiento, desde luego remitirá las 
mismas a la que le haya sido encomendado el mismo, 
quien podrá, en su caso, confirmar o revocar la decisión 
dictada. 

En el segundo caso, se tramitará en vía incidental 
directamente ante la autoridad jurisdiccional que conoce 
del procedimiento conforme al procedimiento de dos fases 
del mismo artículo 409 del presente Código Nacional. 

Si se pide la radicación de persona, bastará la 
petición de la promovente y el otorgamiento de la garantía 
a que se refiere este artículo para que se decrete y se haga 
a la persona demandada la correspondiente notificación. 
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Condiciones para decretar las 
providencias precautorias 
Comentarios 


a codificación procesal civil establece las condiciones 

bajo las cuales pueden decretarse las providencias 

precautorias, ya sea como actos prejudiciales o durante 
el curso de un juicio ya iniciado. Estas medidas son pues, 
esenciales para asegurar la protección de los derechos e 
intereses de las partes involucradas en el litigio. 


Providencias precautorias como actos prejudiciales 


Cuando las providencias precautorias se soliciten antes 
de iniciar el juicio principal, se tramitarán en un expediente 
separado, siguiendo el procedimiento de dos fases previsto en 
el artículo 409. Si la providencia solicitada es la radicación 
de persona, el promovente debe garantizar el pago de los 
daños y perjuicios que puedan generarse si no se presenta la 
demanda. La autoridad jurisdiccional determinará el monto 
de esta garantía de manera prudente, basada en la información 
proporcionada y asegurándose de que sea asequible para el 
promovente. En caso de que la autoridad jurisdiccional que 
decretó las providencias no sea la misma que conozca del 
procedimiento principal, deberá remitir las providencias a la 
autoridad correspondiente, la cual podrá confirmar o revocar 
la decisión inicial. 
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Providencias precautorias durante el juicio 


Si las providencias precautorias se solicitan una vez 
iniciado el juicio, se tramitarán en la vía incidental ante la 
autoridad jurisdiccional que conozca del procedimiento, 
también siguiendo el procedimiento de dos fases establecido 
en el mencionado arábigo 409. 


Conclusión 


Luego entonces, el artículo 405 permite que las 
providencias precautorias se decreten tanto antes de iniciar 
el juicio principal como durante el curso del mismo. Estas 
medidas se tramitarán en cuerda separada o en la vía 
incidental, según corresponda, y requerirán una garantía en 
el caso de solicitud de radicación de persona. Surge además 
la facultad de la autoridad jurisdiccional para confirmar o 
revocar las providencias decretadas. 
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Artículo 406. Quien solicite la radicación de persona, 
deberá acreditar el derecho que tiene para gestionar 


dicha medida. Se podrá probar lo anterior mediante 
documentos o con testigos idóneos. 


Facultad para solicitar la radicación de persona 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


de persona en el contexto de un procedimiento judicial 

civil. Esta medida precautoria exige que el solicitante 
acredite su derecho a gestionarla, utilizando medios los 
probatorios específicos. 


| a ley establece los requisitos para solicitar la radicación 


Acreditación del derecho para gestionar la medida 


Para solicitar la radicación de persona, es necesario que 
el solicitante demuestre que tiene el derecho de gestionar 
dicha medida. Esta acreditación es fundamental para asegurar 
que la solicitud está respaldada por una justificación legal, y 
que no se presente de manera arbitraria. 


Medios de prueba 


La parte solicitante puede acreditar su derecho mediante 
documentos o con la presentación de testigos idóneos. Los 
documentos pueden incluir cualquier tipo de evidencia 
escrita que respalde la solicitud, como contratos, acuerdos, 
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Medidas precautorias 


o cualquier otro tipo de prueba documental relevante, 
mientras que los testigos idóneos serán aquellos que, por su 
conocimiento directo de los hechos o circunstancias, pueden 
testificar de manera creíble y relevante sobre el derecho del 
promovente a solicitar la radicación de persona. 


Conclusión 


Concluyendo, el artículo 406 exige que quien solicite 
la radicación de persona acredite su derecho a gestionar 
esta medida mediante documentos o testigos idóneos. Esta 
disposición afianza el hecho de que la solicitud de radicación 
esté debidamente justificada, protegiendo así los derechos de 
todas las partes involucradas y previniendo el uso indebido 
de la medida. 
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Artículo 407. La autoridad jurisdiccional deberá decretar 
de plano la retención de bienes, cuando la persona que la 
pida cumpla con los siguientes requisitos: 

I. Pruebe la existencia de un crédito cierto, líquido y 
exigible a su favor; 

Il. Exprese el valor de las prestaciones o el de la cosa 
que se reclama, designando ésta con toda precisión; 

TI. Manifieste, bajo protesta de decir verdad, las 
razones por las cuales tenga temor fundado de que los 
bienes consignados como garantía o respecto de los 
cuales se vaya a ejercitar la acción real serán ocultados, 
dilapidados, dispuestos o enajenados. En caso de que 
dichos bienes sean insuficientes para garantizar el 
adeudo, deberá acreditarlo con el avalúo o las constancias 
respectivas; 

IV. Tratándose de acciones personales, manifieste 
bajo protesta de decir verdad que la persona deudora 
no tiene otros bienes conocidos que aquellos en que se 
ha de practicar la diligencia. Asimismo, deberá expresar 
las razones por las que exista temor fundado de que 
el deudor oculte, dilapide o enajene dichos bienes, 
salvo que se trate de dinero en efectivo o en depósito 
en instituciones de crédito, o de otros bienes fungibles. 
Tratándose de alimentos, bastará la protesta de decir 
verdad del acreedor de que la persona deudora ha dejado 
de suministrar alimentos por tres meses consecutivos 0 
discontinuos, y 
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V. Garantice los daños y perjuicios que pueda 
ocasionar la medida precautoria a la persona deudora, en 
el caso de que no se presente la demanda dentro del plazo 
previsto en este Código Nacional o bien porque promovida 


la demanda, sea absuelta su contraparte. El monto de 
la garantía deberá ser determinado por la autoridad 
jurisdiccional prudentemente, con base en la información 
que se le proporcione y cuidando que la misma sea 
asequible para quien la solicite. Salvo en asuntos que 
afecten derechos de familia, niñas, niños, adolescentes o 
mujeres que sufran cualquier tipo de violencia, en las que 
no será necesaria tal garantía. 


1as 


Decreto de medidas de plano 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a cláusula comentada establece los requisitos que 
deben cumplirse para que la autoridad jurisdiccional 


decrete de plano la retención de bienes como medida 
precautoria. 


Medidas precautor 


Requisitos para decretar la retención de bienes 
Existencia de un crédito cierto, líquido y exigible 


La parte solicitante debe probar que tiene a su favor un 
crédito cierto, líquido y exigible, Esto significa que el crédito 
debe estar claramente determinado en su cuantía y estar 
vencido en ese momento. 
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Valor de las prestaciones o de la cosa reclamada 


El solicitante debe expresar el valor de las prestaciones 
o de la cosa reclamada, designándola con toda precisión, a 
efecto identificar claramente el objeto de la retención. 


Temor fundado de ocultamiento, dilapidación o 
disposición de los bienes 


Asimismo, el solicitante debe manifestar, bajo protesta 
de decir verdad, las razones por las cuales teme que los 
bienes serán ocultados, dilapidados, dispuestos o enajenados. 
En caso de que los bienes sean insuficientes para garantizar 
el adeudo, debe acreditarlo con el avalúo o las constancias 
respectivas. 


Bienes del deudor en acciones personales 


Ante el supuesto de acciones personales, el solicitante 
debe manifestar, bajo protesta de decir verdad, que el deudor 
no tiene otros bienes conocidos que aquellos sobre los que 
se practicará la diligencia. También debe expresar las razones 
por las cuales existe temor fundado de que el deudor oculte, 
dilapide o enajene dichos bienes. Si se trata de dinero en 
efectivo o en depósito en instituciones de crédito, o de otros 
bienes fungibles, se presume el riesgo sin necesidad de más 
pruebas. En el caso de alimentos, basta con que el acreedor 
manifieste, bajo protesta de decir verdad que el deudor ha 
dejado de suministrar alimentos por tres meses consecutivos 
o discontinuos. 
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Garantía de daños y perjuicios 


Aunado a lo anterior, el solicitante debe garantizar 
los daños y perjuicios que pueda ocasionar la medida 
precautoria al deudor si no se presenta la demanda dentro del 
plazo previsto en el código, o si la demanda presentada es 
desestimada. El monto de la garantía deberá ser determinado 
prudentemente por la autoridad jurisdiccional, basada en 
la información proporcionada y asegurándose de que sea 
asequible para el solicitante. No se requerirá esta garantía 
en asuntos que afecten derechos de familia, niños, niñas, 
adolescentes, o de mujeres que sufran cualquier tipo de 
violencia. 


Conclusión 


Finalizando este apartado, el 407 define los requisitos 
específicos que deben cumplirse para que la autoridad 
jurisdiccional decrete la retención de bienes. Estos requisitos 
tienen como finalidad proteger los derechos del acreedor 
mientras se asegura que la medida precautoria no se utilice de 
manera injusta o arbitraria. 
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Artículo 408. Si la parte demandada consigna el valor 
u objeto reclamado, si da fianza bastante a juicio de la 
autoridad jurisdiccional o prueba tener bienes inmuebles 


bastantes para responder del éxito de la demanda, 
comprometiéndose a no transmitirlos de ningún modo, no 
se llevará a cabo la providencia precautoria o se levantará 
la que se hubiere dictado. 


Fianza o garantía 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


parte demandada puede evitar la implementación de 

una providencia precautoria, o lograr el levantamiento 
de una ya decretada, permitiendo a la parte demandada 
ofrecer garantías alternativas que aseguren el cumplimiento 
de las obligaciones reclamadas. 


| a norma establece las condiciones bajo las cuales la 


Consignación del valor u objeto reclamado 


La parte demandada tiene la opción de consignar el 
valor u objeto reclamado, es decir, depositar el monto o bien 
en disputa, demostrando su capacidad y disposición para 
cumplir con la eventual sentencia. 
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Fianza suficiente 


Alternativamente, la parte demandada puede ofrecer 
una fianza que sea considerada suficiente por la autoridad 
jurisdiccional, debiendo ser adecuada para cubrir el valor 
del reclamo y asegurar que, en caso de perder el juicio, el 
acreedor podrá recuperar lo debido. 


Bienes inmuebles suficientes 


La parte demandada también puede probar que posee 
bienes inmuebles suficientes para responder por el éxito de 
la demanda. En este caso, el demandado debe comprometerse 
a no transmitir esos bienes de ningún modo, certificando 
que los bienes inmuebles permanecerán disponibles ante 
cualquier eventualidad. 


Levantamiento de la providencia precautoria 


Si la parte demandada cumple con alguna de las 
opciones mencionadas (consignación del valor, fianza 
suficiente o garantía sobre bienes inmuebles), no se llevará 
a cabo la providencia precautoria, o se levantará la que ya 
se hubiera dictado, proporcionando la posibilidad a la parte 
demandada de elegir la forma más conveniente de garantizar 
sus obligaciones, sin estar sujeta a las restricciones de una 
providencia precautoria. 
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Conclusión 


Sintetizando, el artículo 408 ofrece a la parte demandada 
la posibilidad de evitar o levantar una providencia precautoria 
mediante la consignación del valor u objeto reclamado, la 
presentación de una fianza suficiente o la garantía en virtud 
de bienes inmuebles. Estas opciones permiten asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones reclamadas de una manera 
que sea más conveniente y menos restrictiva para la parte 
demandada, mientras se protege el resultado del juicio. 
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Artículo 409. El procedimiento para decretar una 
providencia precautoria constará de dos fases, una 
provisional y una definitiva. 

En la fase provisional no se requerirá de citación de 
la parte afectada y tendrá por objeto proteger el peligro 
en la demora que afirme y demuestre el peticionario. 
En caso de ser otorgada, la providencia precautoria 
provisional surtirá sus efectos hasta que se resuelva sobre 
el otorgamiento de la providencia precautoria definitiva. 

Para el otorgamiento de la providencia precautoria 
definitiva el peticionario deberá demostrar, además de 
los requisitos particulares que este Código Nacional exige 
respecto de cada providencia precautoria, la apariencia 
del buen derecho y el peligro en la demora. Para tal 
efecto, se correrá traslado a la parte afectada con la 
solicitud respectiva para que en el plazo de tres días 
hábiles manifieste lo que a su derechoconvenga. 

En dicho caso, las partes deben ofrecer sus pruebas 
en la comparecencia o en los escritos de solicitud de 
providencia precautoria y en el de su contestación, y 
cada una de ellas es responsable de su preparación de 
forma que puedan recibirse en la audiencia especial para 
la determinación de la procedencia de la providencia 
precautoria definitiva. 

Una vez transcurrido el plazo para que la parte 
afectada desahogue la vista con la solicitud de la 
providencia precautoria, se citará a las partes para una 
audiencia oral que tendrá lugar en un plazo de cinco 
días en la que se recibirán las pruebas y alegatos de las 
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partes. En la misma audiencia se abordará el debate 

sobre procedencia, en su caso, de establecer una garantía 

a cargo del peticionario de la providencia precautoria. 
Cerrada la instrucción, la autoridad jurisdiccional 


gozará de un plazo de tres días hábiles para dictar la 
sentencia interlocutoria en la que confirme, modifique o 
levante la providencia precautoria, en definitiva. En todo 
lo relacionado a ofrecimiento, admisión, preparación, 
desahogo de pruebas y celebración de audiencia oral, 
se aplicarán las reglas previstas en el presente Código 


1as 


Nacional. 


Procedimiento para decreto de medidas 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley establece el procedimiento específico para 
decretar una providencia precautoria, el cual se 


divide en dos fases: provisional y definitiva. Este 
procedimiento tiene como objetivo proteger los derechos 
del peticionario ante el peligro en la demora, y garantizar un 
proceso equilibrado para ambas partes. 


Medidas precautor 


Fase provisional 


Al inicio, en la fase provisional, no se requiere la 
citación de la parte afectada. Esta fase está diseñada para 
abordar de manera inmediata el peligro en la demora que el 
peticionario afirme y demuestre. Si se otorga, la providencia 
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precautoria provisional surtirá efectos hasta que se resuelva 
la providencia precautoria definitiva, accediendo a una 
respuesta rápida y efectiva para proteger los derechos del 
peticionario mientras se evalúa la situación de manera más 
detallada. 


Fase definitiva 


Para el otorgamiento de la providencia precautoria 
definitiva, el peticionario debe demostrar, además de los 
requisitos particulares que exige el código para cada tipo de 
providencia precautoria, la apariencia del buen derecho y el 
peligro en la demora. En esta fase, se traslada la solicitud a la 
parte afectada, quien tiene un plazo de tres días hábiles para 
manifestar lo que a su derecho convenga. 

Las partes deben ofrecer sus pruebas ya sea en la 
comparecencia, o en los escritos de solicitud y contestación 
de la providencia precautoria. Así, cada parte es responsable 
de preparar sus pruebas para que puedan ser recibidas en la 
audiencia especial destinada a determinar la procedencia de 
la providencia precautoria definitiva. 


Audiencia oral y decisión 


Una vez transcurrido el plazo para que la parte afectada 
desahogue la vista con la solicitud, se citará a las partes para 
una audiencia oral que se celebrará en un plazo de cinco 
días. En esta audiencia, se recibirán las pruebas y alegatos 
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de las partes y se debatirá la procedencia de la providencia 
precautoria definitiva, incluyendo la posible necesidad de 
establecer una garantía a cargo del peticionario. 

Cerrada la instrucción, la autoridad jurisdiccional 
tendrá un plazo de tres días hábiles para dictar la sentencia 
interlocutoria, en la cual podrá confirmar, modificar o revocar 
la providencia precautoria de manera definitiva. 


Aplicación de reglas generales 


En todo lo relacionado con el ofrecimiento, admisión, 
preparación y desahogo de pruebas, así como la celebración 
de la audiencia oral, se aplicarán las reglas previstas en el 
código, lo que asegura la uniformidad del proceso. 


Conclusión 


Finalizando este apartado, se debe mencionar 
que el artículo 409 establece un procedimiento para la 
implementación de las providencias precautorias, dividido en 
las fases provisionales y definitivas, con la idea de garantizar 
una protección rápida de los derechos del peticionario, 
mientras se proporciona a la parte afectada la oportunidad 
de presentar su defensa y pruebas, todo ello acorde con los 
principios del debido proceso. 
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Artículo 410. De toda providencia precautoria queda 


responsable la persona que la pida; por consiguiente, son 
a su cargo los daños y perjuicios que se causen. 


Responsabilidad del promovente 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley establece la responsabilidad de la persona que 
solicita una providencia precautoria, especificando 


que esta será responsable de los daños y perjuicios que 
puedan resultar de la implementación de dicha medida. 


Papel asumido por el solicitante 


La persona que pide una providencia precautoria asume 
la total responsabilidad por cualquier daño o perjuicio que 
dicha medida pueda causar. Consecuentemente, el solicitante 
debe ser consciente de las posibles consecuencias negativas 
que la providencia precautoria podría tener sobre la parte 
afectada y sobre terceros involucrados. 


Cargos de daños y perjuicios 


La responsabilidad por los daños y perjuicios causados 
por la implementación de la providencia precautoria serán 
a cargo de quien la haya solicitado, menciona el artículo 
comentado, implicando que, si la medida precautoria resulta 
en perjuicios para la parte afectada, el solicitante deberá 
compensarlos. 
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Finalidad del artículo 


Este artículo busca equilibrar el uso de las providencias 
precautorias, asegurando que quienes las soliciten lo hagan 
con un fundamento legítimo y con la conciencia de las 
posibles repercusiones, fomentando el uso prudente y 
justificado de estas medidas. 


Conclusión 


Resumiendo, el artículo 410 es una disposición cuya 
finalidad es la de garantizar el uso responsable de las 
providencias precautorias. Al responsabilizar al solicitante 
por los daños y perjuicios causados, el artículo promueve un 
equilibrio entre la protección de los derechos del peticionario 
y la prevención de abusos que puedan afectar injustamente a 
la parte demandada. 
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Artículo 411. El aseguramiento de bienes decretado por 
providencia precautoria y la consignación a que se refiere 
este Capítulo, se rigen en lo que sea aplicable por lo 


dispuesto en las reglas generales del secuestro formándose 
la sección de ejecución que se previene en los juicios 
ejecutivos. 


Aplicación de las reglas de la ejecución 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley, en el artículo 411, establece que el aseguramiento 

de bienes decretado en virtud de providencia 

precautoria, así como la consignación, se regirán por 
las reglas generales del secuestro, y se formará una sección de 
ejecución conforme a lo dispuesto en los juicios ejecutivos. 


Aseguramiento de bienes y consignación 


El aseguramiento de bienes se define como el “(...) 
Conjunto de medidas provisionales adoptadas por el juez 
para conservar los bienes objeto de un proceso mientras dura 
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este (...).”” La consignación, por otro lado, se refiere al “(...) 
Depósito de cosas ante el órgano judicial para extinguir una 
obligación (...).”? 


Reglas generales del secuestro 


La ley señala que ambos procedimientos se rigen por 
las reglas generales del secuestro, las cuales proporcionan 
el marco legal para la ejecución y administración de estos 
bienes mientras dure el proceso. 


Formación de la sección de ejecución 


Para la aplicación de estas medidas, se debe formar 
una sección de ejecución, similar a la que se prevé en los 
juicios ejecutivos. La sección de ejecución es una parte 
del proceso dedicada a la administración y disposición de 
los bienes asegurados o consignados, asegurando que los 
bienes afectados por las medidas cautelares se administren 
correctamente. 


1 Cfr: Real academia española, Cumbre judicial iberoamericana y Asociación 
de academias de la lengua española: Aseguramiento de bienes litigiosos, en 
Diccionario panhispánico del español jurídico. Recurso digital disponible en 
https://dpej.rae.es/lema/aseguramiento-de-bienes-litigiosos consultado el 17 de 
agosto de 2024. 


2  Cfr.: Real academia española, Cumbre judicial iberoamericana y Asociación de 
academias de la lengua española: Consignación, en Diccionario panhispánico 
del español jurídico. Recurso digital disponible en https://dpej.rae.es/lema/ 
consignación consultado el 17 de agosto de 2024. 
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Conclusión 


Como final del presente comentario, se destaca que el 
artículo 411 establece que el aseguramiento de bienes y la 
consignación decretados mediante providencias precautorias 
se regirán por las reglas del secuestro, y se formará una 
sección de ejecución conforme a los juicios ejecutivos. 
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Artículo 412. Ejecutada la providencia precautoria antes 
de ser presentada la demanda, la persona que la pidió 


deberá entablar el juicio respectivo dentro de los quince 
días siguientes. 


Plazo para interponer la demanda 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


e establece la obligación de la persona que solicita y 

obtiene una providencia precautoria de entablar el juicio 

correspondiente dentro de un plazo específico, una vez 
que dicha providencia ha sido ejecutada. 


Obligación de entablar el juicio 


Cuando una providencia precautoria ha sido ejecutada 
antes de la presentación formal de la demanda, la persona 
que la solicitó tiene la obligación de iniciar el juicio 
respectivo dentro de los quince días siguientes a la ejecución 
de dicha providencia, lo que significa que debe formalizar 
su reclamación mediante la presentación de la demanda 
correspondiente en el plazo establecido. 


Plazo de quince días 


Luego entonces, el plazo de quince días es perentorio, y 
tiene como objetivo garantizar que las medidas precautorias 
no se utilicen de manera indebida o como herramienta 
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de presión sin la intención de entablar un juicio formal, 
asegurando que la providencia precautoria esté vinculada a 
un proceso futuro. 


Consecuencia de la inacción 


S1 la persona que solicitó la providencia precautoria 
no entabla el juicio dentro del plazo de quince días, podría 
enfrentarse a la revocación de la medida cautelar y a posibles 
sanciones por el uso indebido del recurso, pretendiendo 
garantizar que las providencias precautorias se utilicen de 
manera legítima y con la intención de resolver una disputa 
real mediante un proceso judicial. 


Conclusión 


Finalmente, se advierte que el artículo 412 establece un 
mecanismo para asegurar que las providencias precautorias 
estén directamente vinculadas a un proceso judicial. Al exigir 
que el solicitante entable el juicio correspondiente dentro de 
los quince días siguientes a la ejecución de la providencia 
precautoria, se promueve un uso responsable y justificado de 
estas medidas cautelares, asegurando que sirvan para proteger 
derechos legítimos en el contexto de un litigio. 


812 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 413. Si la parte actora no cumple con lo 
dispuesto en el artículo que precede, la providencia 
precautoria se revocará de oficio o a petición de parte. 


Dentro del término a que se refiere el artículo anterior, 
deberá exhibir copia certificada u original del escrito 
inicial de demanda debidamente recibido por la Oficialía 
de Partes y; en su caso, el auto que la admitiera, de lo 
contrario se levantará la misma. 


Sanción a la parte que no interponga 


la demanda en el plazo establecido 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley establece las consecuencias y requisitos 
adicionales para la parte actora que no cumpla 


con la obligación de entablar el juicio dentro del 
plazo estipulado en el artículo anterior, asegurando así la 
formalización del procedimiento judicial asociado a una 
providencia precautoria. 


Revocación de la providencia precautoria 


Si la parte actora no cumple con la obligación de entablar 
el juicio correspondiente dentro del plazo de quince días, la 
providencia precautoria será revocada. Esta revocación puede 
realizarse de oficio por la autoridad judicial o a petición de la 
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parte afectada, con el fin de que las providencias precautorias 
no se mantengan en vigor indefinidamente sin un proceso que 
las respalde. 


Requisitos adicionales 


Para evitar la revocación de la providencia precautoria, 
dentro del término de quince días establecido en el artículo 
411, la parte actora debe presentar: 

l. Copia certificada u original del escrito inicial de 
demanda: Este documento debe estar debidamente recibido 
por la Oficialía de Partes, lo que prueba que la demanda ha 
sido presentada ante la autoridad competente. 

2. Auto que admite la demanda: En caso de que la 
demanda haya sido admitida por el juez, también debe 
presentarse el auto correspondiente, proporcionando una 
confirmación adicional de que el proceso ha sido iniciado y 
está en curso. 


Consecuencia de no cumplir con los requisitos 


S1 la parte actora no presenta la documentación requerida 
dentro del plazo establecido, la providencia precautoria será 
levantada, es decir, será revertida, y las cosas volverán al 
estado anterior a la solicitud de la providencia precautoria. 


Conclusión 


Finalmente, el artículo 413 refuerza la necesidad de 
vincular las providencias precautorias a un proceso formal. 
Al establecer la revocación automática de estas medidas 
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en caso de inacción por parte de la actora, y al requerir la 
presentación de documentación que confirme la iniciación del 
juicio, se asegura que las providencias precautorias se utilicen 
de manera responsable y con el respaldo de un proceso en 
marcha, lo que protege al afectado de posibles abusos. 
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Artículo 414. La persona contra quien se haya dictado 
una providencia precautoria, puede en cualquier tiempo, 
pero antes de la sentencia ejecutoria, solicitar a la 
autoridad jurisdiccional su modificación o revocación, 


cuando ocurra un hecho superveniente y conforme al 
procedimiento que establece el artículo 409 del presente 
Código Nacional. 


Solicitud de revocación 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


e establece el derecho de la persona contra quien se 

ha dictado una providencia precautoria a solicitar su 

modificación o revocación en cualquier momento 
antes de la sentencia ejecutoria, basándose en hechos 
supervenientes y siguiendo el procedimiento establecido en 
el artículo 409 del mismo código. 


Solicitud de modificación o revocación 


La persona afectada por una providencia precautoria 
tiene el derecho de pedir su modificación o revocación en 
cualquier momento antes de que se dicte sentencia ejecutoria. 
Esta disposición permite a la parte afectada presentar ante el 
juez las nuevas circunstancias o hechos que hayan surgido 
después de la implementación de la providencia y que puedan 
justificar un cambio en la medida cautelar. 


Hecho superveniente 
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La solicitud de modificación o revocación debe basarse 
en un hecho superveniente, es decir, en un acontecimiento 
nuevo que no se conocía al momento de dictar la providencia 
precautoria, y que pueda afectar las circunstancias bajo las 
cuales se otorgó la medida. 


Conclusión 


Luego, el artículo 414 proporciona un mecanismo para 
que la persona afectada por una providencia precautoria 
pueda solicitar su modificación o revocación ante la aparición 
de hechos nuevos y relevantes. Al permitir esta solicitud, el 
artículo asegura que las medidas cautelares puedan adaptarse 
a las circunstancias cambiantes. 
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Artículo 415. Puede reclamar la providencia precautoria 
un tercero, cuando sus bienes hayan sido objeto del 
secuestro. Esta reclamación se sustanciará por cuaderno 
separado. El tercero que reclame una providencia, 
deberá hacerlo mediante escrito en el que ofrezca las 
pruebas respectivas. La autoridad jurisdiccional correrá 
traslado al promovente de la precautoria y a la persona 
contra quien se ordenó la medida, para que la contesten 
dentro del término de cinco días y ofrezcan las pruebas 
que pretendan se les reciban. Transcurrido el plazo 
para la contestación, se proveerá respecto a la admisión 
o desechamiento de las pruebas que se hayan ofrecido 
y se señalará fecha para su desahogo dentro de los diez 
días siguientes, mandando preparar las pruebas que así 
lo ameriten. En la audiencia se recibirán y desahogarán 
las pruebas. Concluido su desahogo, las partes alegarán 
verbalmente lo que a su derecho convenga. La autoridad 
jurisdiccional fallará en la misma audiencia y dictará el 
acta mínima que contendrá los puntos resolutivos, siendo 
el medio digital que contenga la audiencia, la más fiel 
constancia de valoración, fundamentación y motivación 
de la autoridad jurisdiccional. 

En contra de la resolución de dicha reclamación, 
procederá el recurso de apelación en el efecto devolutivo. 
Cuando la providencia precautoria hubiere sido dictada 
en segunda instancia con motivo del recurso de apelación, 
la sentencia de la reclamación no admitirá recurso alguno. 
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Derecho de un tercero a reclamar la medida 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma establece el derecho de un tercero cuyos 

bienes han sido objeto de una providencia precautoria 

a reclamar dicha medida, detallando el procedimiento 
específico para sustanciar esta reclamación. 


Derecho de reclamación de un tercero 


Un tercero, cuyos bienes han sido objeto de secuestro 
en virtud de una providencia precautoria, tiene el derecho 
de reclamar esta medida, otorgando a las personas no 
directamente involucradas en el litigio principal la facultad 
de proteger sus derechos e intereses cuando se vean afectados 
por decisiones judiciales cautelares. 


Procedimiento de reclamación 


La reclamación debe presentarse por escrito, donde el 
tercero ofrecerá las pruebas respectivas, sustanciándose en un 
cuaderno separado del expediente principal. 


Admisión de pruebas y audiencia 


Después de recibir las contestaciones, la autoridad 
jurisdiccional decidirá sobre la admisión o desechamiento 
de las pruebas ofrecidas y fijará una fecha para su desahogo 
dentro de los diez días siguientes. Durante la audiencia, se 
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recibirán y desahogarán las pruebas, y las partes podrán 
alegar verbalmente lo que consideren conveniente a sus 
intereses. 


Fallo de la autoridad jurisdiccional 


La autoridad jurisdiccional emitirá su fallo en la misma 
audiencia, documentando los puntos resolutivos en un acta 
mínima. El medio digital que registre la audiencia servirá 
como base para la valoración, fundamentación y motivación 
de la autoridad resolución. 


Recurso de apelación 


Contra la resolución de la reclamación procede el 
recurso de apelación en el efecto devolutivo. No obstante, si 
la providencia precautoria fue dictada en segunda instancia 
como resultado de un recurso de apelación, la sentencia de 
la reclamación no admitirá recurso alguno, cerrando así la 
posibilidad de una nueva impugnación en esta etapa. 


Conclusión 


Como conclusión, el artículo 415 proporciona un 
mecanismo para que un tercero afectado por una providencia 
precautoria pueda reclamar dicha medida. Al establecer este 
procedimiento, el artículo pretende asegurar que los derechos 
de los terceros sean protegidos, y que cualquier afectación 
indebida a sus bienes sea revisada y corregida. 
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Artículo 416. Cuando la providencia precautoria se dicte 
por una autoridad jurisdiccional que no sea la que deba 
conocer del procedimiento principal, una vez ejecutada 
y resuelta en su caso la reclamación, se remitirán a la 


autoridad jurisdiccional competente las actuaciones que 
se unirán al expediente, así como las constancias digitales 
del audio y video de la audiencia respectiva, para que en él 
obren los efectos que correspondan conforme a derecho. 


Remisión de las actuaciones 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma regula la transferencia de actuaciones 

relacionadas con providencias precautorias cuando 

estas son dictadas por una autoridad jurisdiccional 
distinta a la que conoce del procedimiento principal. 
El dispositivo establece el proceso para remitir dichas 
actuaciones a la autoridad jurisdiccional competente, 
asegurando la congruencia y continuidad del expediente 
principal. 


Transferencia de actuaciones 


Cuando una providencia precautoria es dictada por 
una autoridad jurisdiccional distinta a la que debe conocer 
del procedimiento principal, se requiere un proceso de 
transferencia de actuaciones, con el fin de garantizar que las 
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medidas cautelares adoptadas por una autoridad jurisdiccional 
sean debidamente integradas al expediente principal, sin 
importar el origen de la decisión. 


Ejecución y resolución de reclamaciones 


Una vez que la providencia precautoria ha sido ejecutada 
y, en su caso, se han resuelto las reclamaciones presentadas, 
las actuaciones correspondientes deben ser remitidas a la 
autoridad jurisdiccional competente. Este artículo tiene como 
propósito el asegurar que todas las decisiones relacionadas 
con las medidas precautorias sean consideradas en el contexto 
del juicio principal. 


Efectos conforme a derecho 


La ley establece que “(...) Las actuaciones unidas al 
expediente principal tendrán los efectos que correspondan 
conforme a derecho (...).”, lo que significa que las decisiones 
y medidas cautelares adoptadas previamente serán válidas 
y aplicables dentro del juicio principal, conforme a las 
disposiciones legales. 


Conclusión 


Concluyendo la totalidad de este capítulo, el artículo 416 
establece la forma de transferir las actuaciones relacionadas 
con providencias precautorias, cuando estas sean dictadas 
por una autoridad jurisdiccional distinta a la que conoce del 
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procedimiento principal, garantizando la continuidad del 
proceso, así como la validez y aplicabilidad de las medidas 
cautelares adoptadas. 


825 


Medidas precautorias 


Medidas precautorias 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


826 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Artículo 376. La autoridad jurisdiccional podrá usar 
los medios de apremio previstos en el presente Código 
Nacional para hacer cumplir sus determinaciones. La 


persona rebelde responderá de los daños y perjuicios que 
cause. 


Uso de los medios de apremio 
Comentarios 


Ma. Isabel Gómez Hernández 


a cláusula comentada otorga a la autoridad 
jurisdiccional el poder para utilizar los medios de 
apremio necesarios para asegurar el cumplimiento de 
sus determinaciones. Además, establece la responsabilidad de 


la persona rebelde por los daños y perjuicios causados por su 
incumplimiento. 


Facultad del juez 


La autoridad jurisdiccional tiene la facultad de usar los 
medios de apremio previstos en el artículo 192 del Código 
para hacer cumplir sus determinaciones. 

La aplicación de estos medios busca garantizar el 
respeto y la obediencia a las decisiones judiciales. 
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Medios de apremio 


Responsabilidad de la persona rebelde 


El artículo también establece que la persona rebelde, es 
decir, aquella que se niega a cumplir con las determinaciones 
de la autoridad jurisdiccional, será responsable de los daños y 
perjuicios que cause por su incumplimiento. Esta disposición 
tiene varias implicaciones importantes: 

1.- Responsabilidad civil: La persona rebelde puede ser 
obligada a indemnizar a las partes afectadas por cualquier 
daño o perjuicio resultante de su incumplimiento. 

2.- Disuasión del Incumplimiento: La posibilidad de 
tener que responder por daños y perjuicios pretende actuar 
como un disuasivo para que las personas cumplan con las 
órdenes judiciales. Así la responsabilidad civil añade una 
consecuencia adicional al incumplimiento, reforzando la 
importancia de respetar las decisiones judiciales. - 

3.- Protección de los derechos: Esta disposición protege 
los derechos de las partes afectadas por el incumplimiento 
de una orden judicial, asegurando que puedan obtener 
compensación por cualquier daño sufrido. 


Conclusión 


Así, el artículo 376 permite a la autoridad jurisdiccional 
usar los medios de apremio necesarios para hacer cumplir sus 
determinaciones, estableciendo además la responsabilidad de 
la persona rebelde por los daños y perjuicios causados por su 
incumplimiento. 
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De las preliminares y la consignación 
Juez Mtra. Ma. Isabel Gómez Hernández 
Comentarios preliminares 


obre el tema del ofrecimiento de pago y consignación, 

el legislador federal deja la norma en términos ya 

existentes en las diversas legislaciones de la entidades 
federativas, dado que la finalidad es para el supuesto de 
que si la persona acreedora rehusare, sin justa causa, recibir 
la prestación debida, dar el documento justificativo de 
pago, o si fuere persona incierta o no tenga la habilidad o 
facultad jurídica de recibir pagos, la deudora podrá librarse 
de la obligación, mediante el ofrecimiento judicial de pago, 
seguido de la consignación. 

La forma del procedimiento está diseñada para realizarse 
por escrito, en atención a su propia naturaleza, lo que se 
agrega a esta porción normativa es aclarar los procedimientos 
a seguir en los tres supuestos, como son: 

Si la persona acreedora fuere cierta y conocida, se 
le citará para día, hora y lugar determinados, a fin de que 
reciba o vea depositar el bien debido. Si este fuere bien 
mueble de difícil conducción, la diligencia se practicará 
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en el lugar donde se encuentre, siempre que esté dentro de 
la competencia territorial de la autoridad jurisdiccional; si 
estuviere fuera, se le citará y se librará el exhorto por escrito 
o vía correo electrónico o el despacho correspondiente a la 
autoridad jurisdiccional del lugar para que en su presencia el 
acreedor reciba o vea depositar el bien debido. 

Recordando aquí que los exhortos se harán de manera 
electrónica, lo que facilitará la rapidez de los asuntos, 
habiendo sido comprobado esto con la implementación que 
ha realizado el estado de Guanajuato en diversas cuestiones. 

Caso de que la persona acreedora estuviere ausente 
o desaparecida, será citada a través de su representante, de 
conformidad con las leyes de la materia, y en su caso, por 
conducto del ministerio público. 

S1 la persona acreedora fuere desconocida, se le citará 
de conformidad en términos de las disposiciones que se 
utilizan para las notificaciones de personas inciertas o cuyo 
domicilio se ignore, que es por edictos, los cuales ahora solo 
se publicaran en la tabla de avisos del tribunal, evitando así 
gastos innecesarios. 


Sobre los bienes consignados 


Si se tratare de valores, alhajas o muebles de fácil 
conducción, la consignación se hará mediante entrega directa, 
o bien si fuese dinero, exhibiendo el certificado de depósito 
expedido por las instituciones de crédito autorizadas, ante la 
autoridad jurisdiccional o área de apoyo judicial respectiva 
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que para tal efecto existe en la ley orgánica del poder judicial 
competente, o bien a través de un cheque certificado o la 
cuenta bancaria que designe la persona acreedora. 

Si la consignación fuere de inmuebles, se puede entregar 
la propiedad o la posesión, citando al acreedor para que 
dentro del plazo de tres días manifieste lo que a su derecho 
corresponda y, en su caso, comparezca a recibir la posesión 
del inmueble relativo. 

Lo interesante de esta fracción es que se hace valer el 
principio de contradicción, dando vista al acreedor para 
su defensa. Hecho lo anterior se hará la aprobación de la 
consignación por parte de la autoridad jurisdiccional, a fin de 
que la misma surta efectos. 

La audiencia se desarrollará por comparecencia 
de las partes ante el órgano jurisdiccional competente, 
personalmente o a través de su persona representante 
autorizada, en la que se levantará constancia de la 
comparecencia, si es concurre el acreedor, describiendo 
el bien consignado, su recepción y, en su caso, que quedó 
constituido el depósito en la persona o establecimiento 
designado por la autoridad jurisdiccional, oficina de apoyo 
judicial, o en el lugar indicado por la ley orgánica respectiva, 
asentándose el día, hora y lugar designados. 

Si la persona acreedora se negare a recibir los bienes 
consignados, se harán constar sus argumentos en el acto 
respectivo. 

Si el bien debido fuese cierto y determinado, que 
debiera ser consignado en el lugar en donde se encuentre, y la 
persona acreedora no lo retirara ni lo transportara, la deudora 
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puede obtener autorización de la autoridad jurisdiccional para 
depositarlo en otro lugar adecuado y bajo su responsabilidad. 
Cabe destacar que esta porción normativa aclara algunas 
lagunas establecidas en la legislación anterior. 

Cuando la persona acreedora no haya estado presente 
en el ofrecimiento y depósito del bien debido, debe ser 
notificada personalmente de esas diligencias, entregándosele 
copia simple de ellas, si las pidiere. 

Nuevamente, la norma da facultades a los fedatarios 
públicos para realizar esta figura ante su presencia, 
estableciendo una excepción a la regla, y esta será cuando la 
persona acreedora fuere conocida, pero dudosos sus derechos. 

La consignación y el depósito también pueden 
hacerse por conducto de fedatario público. En este caso, 
la designación de la persona depositaria será hecha bajo la 
responsabilidad de la persona deudora. 

Así, el corredor o notario público, en su caso, atenderán 
personalmente la diligencia, y se limitarán a hacer el 
ofrecimiento y expedir a la persona deudora la certificación 
respectiva, en la que de fe de los hechos. 

La tramitación de las oposiciones de la persona 
acreedora, así como la declaración de liberación de deuda, 
deberán hacerse únicamente por la autoridad jurisdiccional 
competente. 

Cuando la persona acreedora se rehusare en el acto de 
la diligencia a recibir el bien, con la certificación respectiva, 
podrá la deudora pedir la declaración de liberación de la 
obligación en contra de la acreedora. Esta porción normativa 
da una protección al deudor, en el sentido que al realizar el 
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depósito, aunque el acreedor no lo reciba, libera al deudor 
de la obligación, evitado así que se continúen generando 
intereses. 

La persona depositaria que se constituya en estas 
diligencias será designada por la autoridad jurisdiccional si 
con intervención de ella se practicaren. Si fueren hechas con 
intervención corredor o notario público, la designación será 
bajo responsabilidad de la deudora. 


De las medidas cautelares en materia civil 


Luego entonces, el desarrollo de estas medidas tiene 
como finalidad una mayor agilidad y transparencia en el 
proceso, pues se establecen plazos breves para la presentación 
de escritos, desahogo de pruebas y el dictado de la sentencia, 
además de que se le da la oportunidad del derecho de 
contradicción. 

Las providencias se iniciarán por escrito, y se podrán 
contestar por comparecencia, en cuyas audiencias se 
deberán ofrecer las pruebas. Las providencias precautorias 
establecidas en el código podrán decretarse tanto como actos 
prejudiciales, como después de iniciado el juicio respectivo, 
constando de dos fases: una provisional y una definitiva, y es 
en esta última cuando se cita a una audiencia ora especial. 

Cuando se lleve a cabo la fase provisional, no se 
requerirá de citación de la parte afectada, teniendo por objeto 
proteger el peligro en la demora que afirme y demuestre 
el peticionario. En caso de ser otorgada, la providencia 
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precautoria provisional surtirá sus efectos hasta que se 
resuelva sobre el otorgamiento de la providencia precautoria 
definitiva. 

Para el otorgamiento de la providencia precautoria 
definitiva, el peticionario deberá demostrar, además de los 
requisitos particulares que el código exige respecto de cada 
providencia precautoria, la apariencia del buen derecho! y el 
peligro en la demora.? Para tal efecto, se correrá traslado a la 
parte afectada con la solicitud respectiva para que, en el plazo 
de tres días hábiles, manifieste lo que a su derecho convenga. 
Las partes deberán ofrecer sus pruebas en la comparecencia o 
en los escritos de solicitud de providencia precautoria y en el 
de su contestación, y cada una de ellas será responsable de su 
preparación. 


1  Cualidad de la pretensión esgrimida por la parte recurrente en el proceso, que por 
presentarse inicialmente sustentada en razones sólidas y fundadas se presta a un 
juicio provisional sobre su prosperabilidad que justifica la adopción de medidas 
cautelares a fin de asegurar la eficacia de una posible sentencia estimatoria. 


Vid: Real academia española, Cumbre judicial iberoamericana y Asociación de 
academias de la lengua española: Apariencia de buen derecho, en Diccionario 
panhispánico del español jurídico. Recurso digital disponible en https://dpej.rae. 
es/lema/apariencia-de-buen-derecho, consultado el 16 de agosto de 2024. 


2  Elpeligro en la demora implica la exigencia ante una situación que, por la duración 
normal de un proceso, así como sus recursos derivados, podría impedir o dificultar 
el ejercicio del derecho disputado, haciendo inútil la resolución de fondo que 
pudiera dictarse. 


Vid: Novena Época. Registro digital: 162086. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 1.40.A.752 A. Materia(s): Administrativa. Tipo: Aislada. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Mayo de 2011, 
página 1218. 
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Audiencia oral especial 


Una vez transcurrido el plazo para que la parte 
afectada desahogue la vista de la solicitud de la providencia 
precautoria, se citará a las partes para una audiencia oral 
que tendrá lugar en un plazo de cinco días en la que se 
recibirán las pruebas y los alegatos de las partes. En la misma 
audiencia se abordará el debate sobre la procedencia, en 
su caso, de establecer una garantía a cargo del peticionario 
de la providencia precautoria. Cerrada la instrucción, la 
autoridad jurisdiccional gozará de un plazo de tres días 
hábiles para dictar la sentencia interlocutoria en la que 
confirme, modifique o levante la providencia precautoria, en 
definitiva. En todo lo relacionado a ofrecimiento, admisión, 
preparación, desahogo de pruebas y celebración de audiencia 
oral, se aplicarán las reglas previstas en el código. 

De toda providencia precautoria queda responsable 
la persona que la pida; por consiguiente, son a su cargo los 
daños y perjuicios que se causen. 

Dicho apartado contempla la protección de una figura 
jurídica catalogada de orden público e interés social como 
son los alimentos, pues bastará la protesta de decir verdad del 
acreedor de que la persona deudora ha dejado de suministrar 
alimentos por tres meses consecutivos o discontinuos para 
que se conceda la medida. Así, se resalta en este apartado la 
garantía constitucional y convencional de que los acreedores 
alimentarios reciban de manera completa lo necesario para su 
subsistencia. 
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De igual manera se protege a grupos vulnerables donde 
se afecten derechos de familia, niñas, niños, adolescentes o 
mujeres que sufran cualquier tipo de violencia, eximiéndolos 
de que cubran garantía para los posibles daños y perjuicios, 
pues estas personas están en una desigualdad frente a su 
deudor a alimentario, por lo que es benéfico que se les exima 
de cubrir una garantía. 

La figura jurídica analizada establece parámetros para 
garantizar los daños y perjuicios que pueda ocasionar la 
medida precautoria a la persona deudora, en el caso de que 
no se presente la demanda dentro del plazo previsto en el 
código, o bien, porque promovida la demanda, sea absuelta su 
contraparte. El monto de la garantía deberá ser determinado 
por la autoridad jurisdiccional prudentemente, con base en la 
información que se le proporcione y cuidando que la misma 
sea asequible para quien la solicite. En consecuencia, con 
esta porción normativa se protege el acceso a la justicia en 
términos del artículo 17 constitucional. 

Por ende, era necesario establecer una forma 
más accesible para garantizar el resultado del juicio, 
contemplándose ahora no solo otorgar fianza bastante a juicio 
de la autoridad jurisdiccional, sino que también puede probar 
tener bienes inmuebles bastantes para responder del éxito de 
la demanda, comprometiéndose a no transmitirlos de ningún 
modo. 

Si la autoridad jurisdiccional que decretó las 
providencias no fuere la que conozca del procedimiento, 
desde luego remitirá las actuaciones a la que le haya sido 
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encomendado el mismo. Quien conozca del juicio estará 
facultado para revisar la medida y podrá, en su caso, 
confirmar o revocar la decisión dictada. 


Procedimiento 


Para el caso de que la medida se solicite antes de iniciar 
el juicio, el procedimiento se tramitará en un expediente que 
se formará en cuerda separada, conforme al procedimiento 
de dos fases. En el caso de que la petición sea la radicación 
de persona, quien promueva deberá garantizar el pago de 
los daños y perjuicios que se generen si no se presenta la 
demanda. Esta medida está diseñada para solicitarse ante 
cualquier tribunal, el cual, una vez decretada, deberá remitirla 
al juez que sea competente. 

Ante el supuesto de que la medida se solicite una 
vez iniciado el juicio, se tramitará en vía incidental 
directamente ante la autoridad jurisdiccional que conozca del 
procedimiento. 

Si se pide la radicación de persona, bastará la petición 
de la promovente y el otorgamiento de la garantía para que se 
decrete y se haga a la persona demandada la correspondiente 
notificación. 

Quien solicite la radicación de persona, deberá acreditar 
el derecho que tiene para gestionar dicha medida, lo que se 
podrá probar mediante prueba documental. 

Luego entonces, ejecutada la providencia precautoria 
antes de haber sido presentada la demanda, la persona que la 
pidió deberá entablar el juicio respectivo dentro de los quince 
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días siguientes. Si la parte actora no presenta demanda, la 
providencia precautoria se revocará de oficio o a petición de 
parte. 
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Artículo 93. Para los actos preparatorios del juicio, será 
competente la autoridad jurisdiccional que lo fuere para 
el procedimiento principal. 

En las providencias precautorias y medidas 
cautelares o medidas provisionales regirá lo dispuesto en 
el párrafo anterior. 

Si el expediente estuviere en segunda instancia, 
será competente para dictar la providencia precautoria, 
medidas cautelares o medidas provisionales la autoridad 
jurisdiccional que conoció de ellos en primera instancia. 
Cuando se trate de asuntos en materia familiar, de 
pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas y 
demás grupos sociales en situación de vulnerabilidad, 
será competente la autoridad jurisdiccional de segunda 
instancia para dictarlas y en su caso, ejecutarlas con 
plenitud de jurisdicción. 

En caso de urgencia, puede dictarla la autoridad 
jurisdiccional del lugar donde se hallen la persona o el 
bien objeto de la providencia, y una vez ejecutada, se 
remitirán las actuaciones a la autoridad jurisdiccional 
competente que conozca del procedimiento principal. 
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Competencia en actos preparatorios del juicio 
Comentarios 


Juez Dr. José Humberto Figueroa Martínez 


| Artículo 93 del código nacional de procedimientos 

civiles y familiares aborda la competencia para actos 

preparatorios de juicio, providencias precautorias, 
medidas cautelares, y medidas provisionales. El propósito 
y contenido de este artículo se pueden desglosar en varios 
puntos clave: 

l.- Actos preparatorios del juicio:' Establece que la 
autoridad jurisdiccional competente para conocer de los 
actos preparatorios de un juicio será la misma que tenga 
competencia para el procedimiento principal. 

2.- Providencias precautorias y medidas cautelares o 
provisionales”: Determina que las reglas de competencia 
aplicables a los actos preparatorios también se aplican a 
1 La jurisprudencia los ha definido como “(...) aquellos que anteceden o preceden 

al juicio; esto es, los que tienden a asegurar una situación de hecho o de derecho, 
con anterioridad a la presentación de la demanda y al establecimiento de la 
relación jurídico procesal, sin que formen parte, por sí mismos, del procedimiento 
contencioso que, en su caso, se promoverá; ni su subsistencia o insubsistencia, 
eficacia o ineficacia, depende de lo que en definitiva se resuelva en el juicio, pues 
éste constituye un acto futuro y de realización incierta (...)” Cfr. Novena Epoca. 
Registro digital: 200057. Instancia: Pleno. Tesis: P./J. 50/96. Materia(s): Común. 


Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo IV, Septiembre de 1996, página 5 


2 La jurisprudencia ha determinado una sinonimia de estos términos, en virtud 
de que son calificables de la misma forma, y tienen por objeto “(...) conservar la 
materia del litigio, así como para evitar un grave e irreparable daño a las partes o a 
la sociedad, con motivo de la tramitación de un proceso, es decir, se decretan para 
evitar que se haga inútil la sentencia de fondo y que ésta tenga eficacia práctica 
(...)” Además, en relación con el momento procesal oportuno para pedirlas, la 
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las providencias precautorias y a las medidas cautelares o 
provisionales. Estas son decisiones judiciales tomadas para 
proteger los derechos de las partes, asegurar el resultado del 
proceso o prevenir daños irreparables, antes de la resolución 
definitiva del litigio. 

3.- Competencia en segunda instancia: Especifica que, si 
el expediente se encuentra en segunda instancia, la autoridad 
que originalmente conoció del caso en primera instancia sigue 
siendo competente para dictar providencias precautorias, 
medidas cautelares o provisionales. Sin embargo, en asuntos 
de materia familiar, de pueblos y comunidades indígenas 
y afromexicanas, y otros grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad, es la autoridad de segunda instancia la que 
tiene competencia para dictar y ejecutar dichas medidas con 
plenitud de jurisdicción. 

4.- Situaciones de urgencia: En casos de urgencia, el 
juez del lugar donde se encuentre la persona o el bien objeto 
de la providencia puede tomar medidas inmediatas. Una 
vez ejecutada la medida, las actuaciones se remitirán a la 
autoridad competente que conoce del procedimiento principal 
para su seguimiento. 


misma tesis establece que “(...) Dichas medidas pueden solicitarse en cualquier 
tiempo mientras no se dicte sentencia o resolución ejecutoria, incluso, previamente 
a la instauración del juicio (...)” 


Cfr. Undécima Época. Registro digital: 2025156. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 1.110.C. J/11 C (11a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 16, 
Agosto de 2022, Tomo IV, página 4258. 
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El propósito general de este artículo es asegurar que las 
medidas necesarias para proteger los derechos de las partes, 
sin importar la etapa del proceso en que se encuentre el caso. 
Busca equilibrar la necesidad de acciones rápidas y eficaces 
para proteger los intereses en juego, con el principio de 
que dichas acciones sean supervisadas por la autoridad más 
familiarizada con el caso principal. 


I.- Competencia para actos preparatorios del juicio 


Se establece que para los actos preparatorios del juicio, 
la autoridad jurisdiccional competente será la misma que 
tiene competencia para el procedimiento principal. Esto 
significa que cualquier acción preliminar necesaria para el 
juicio debe ser manejada por el tribunal o juez ya asignado 
para conocer del caso principal. 

Este punto es importante por varias razones: 

1.- Consistencia procesal: Asegura que todas las 
etapas del proceso, desde los preparativos iniciales hasta la 
resolución final, sean supervisadas por la misma autoridad. 
Esto promueve una mayor coherencia y eficiencia en el 
manejo del caso. 

2.- Eficiencia judicial: Centralizar la competencia en una 
sola autoridad jurisdiccional para todos los aspectos del caso 
ayuda a evitar duplicidades en el trabajo judicial y reduce la 
posibilidad de decisiones contradictorias en las distintas fases 
del proceso. 

3.- Seguridad jurídica para las partes: Ofrece claridad 
a las partes involucradas sobre hacia dónde deben dirigir 
sus acciones preliminares, facilitando la preparación para el 
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juicio y asegurando que sus esfuerzos sean reconocidos y 
considerados por la autoridad que, eventualmente, decidirá 
sobre el asunto principal. 

4.- Optimización de recursos: Permite un mejor uso de 
los recursos judiciales y de las partes, al concentrar todos 
los esfuerzos relacionados con el caso en una sola entidad 
jurisdiccional, evitando el desgaste que podría implicar 
interactuar con múltiples tribunales. 

Así pues, se delinea un principio diseñado para 
mejorar la administración de justicia, asegurando que los 
procedimientos preparatorios se manejen de manera eficiente 
y coherente con el caso principal, facilitando así un proceso 
más ordenado y predecible. 


M.- Regla general para providencias precautorias y 
medidas 


El punto II del artículo 93 establece que las providencias 
precautorias, medidas cautelares, o medidas provisionales 
deben regirse por la misma autoridad jurisdiccional 
competente que conoce del procedimiento principal. Esto 
significa que cualquier medida preventiva o de seguridad 
tomada para proteger los derechos de las partes antes de la 
resolución final del juicio debe ser dictada por el tribunal o 
juez que está, o estará, encargado del caso principal. Estas 
medidas están diseñadas para asegurar que los bienes, 
evidencias o el estado de las cosas no sean alterados de 
manera perjudicial para alguna de las partes mientras se 
resuelve el litigio. 

Este punto es significativo por varios motivos: 
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1.- Uniformidad en la gestión del caso: Asegura que 
todas las decisiones relativas al caso, incluidas aquellas que 
requieren acción inmediata para proteger los intereses de las 
partes, sean tomadas por una sola autoridad. Esto promueve 
una gestión coherente y centralizada del litigio. 

2.- Eficacia de las medidas: Al tener un conocimiento 
profundo del caso —bajo el supuesto de que haya iniciado—, 
la autoridad jurisdiccional principal está en la mejor posición 
para evaluar la necesidad y proporcionalidad de las medidas 
cautelares solicitadas, garantizando decisiones más ajustadas 
y efectivas. 

3.- Agilidad procesal: Evita la dilación que podría 
surgir por tener que solicitar las medidas precautorias a una 
autoridad diferente, permitiendo una respuesta más rápida a 
las situaciones que requieren intervención urgente. 

4.- Protección de los derechos: Este enfoque está 
diseñado para proteger de manera efectiva los derechos de 
las partes involucradas, previniendo daños irreparables o la 
pérdida de evidencia crucial antes de que el juicio inicie, o 
llegue a su conclusión. 

5.- Consistencia decisoria:? Facilita la consistencia 
en la toma de decisiones dentro del mismo caso, ya que la 
autoridad que dicta las medidas cautelares es la misma que 
está familiarizada con el asunto principal. 

Por lo tanto, este aspecto pretende reflejar la importancia 
de mantener la cohesión y eficiencia en el tratamiento 
judicial de un caso, asignando a la autoridad que conoce del 


3  Laconsistencia decisoria se puede definir como la reiteración de una misma salida 
procesal a un mismo planteamiento que esté bajo los mismos presupuestos. 
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procedimiento principal la responsabilidad de decidir sobre la 
aplicación de medidas cautelares o provisionales necesarias 
para la protección de los derechos en litigio. 


TIL- Competencia en segunda instancia 


Se establece que, si un expediente se encuentra 
en segunda instancia, la autoridad jurisdiccional que 
originalmente conoció del caso en primera instancia sigue 
siendo competente para dictar providencias precautorias, 
medidas cautelares o medidas provisionales. Sin embargo, 
en casos especiales como asuntos de materia familiar, 
relacionados con pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas, y otros grupos sociales en situación de 
vulnerabilidad, es la autoridad jurisdiccional de segunda 
instancia quien tiene competencia para dictar y, en su caso, 
ejecutar estas medidas con plenitud de jurisdicción. 

Este punto cumple con varios propósitos esenciales: 

1.- Continuidad en la gestión del caso: Al permitir 
que la autoridad jurisdiccional que conoció el caso en 
primera instancia continúe dictando medidas cautelares o 
provisionales, se mantiene la continuidad en el manejo del 
caso. Esto se debe a que la autoridad de primera instancia 
ya está familiarizada con los detalles y particularidades del 
caso, lo que le permite tomar decisiones informadas sobre la 
necesidad y pertinencia de dichas medidas. 

2.- Especial consideración para grupos vulnerables: 
El trato diferenciado para asuntos de materia familiar y 
para grupos en situación de vulnerabilidad, asignando la 
competencia a la autoridad de segunda instancia, refleja una 
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sensibilidad hacia las necesidades especiales de estos grupos. 
Esto puede estar motivado por la necesidad de ofrecer 
protecciones adicionales, o ser derivado de la urgencia 
que suelen tener estos casos, lo que justifica una toma de 
decisiones a un nivel más elevado de revisión judicial. 

3.- Eficiencia y rapidez en la protección de derechos: 
La capacidad dada a la autoridad de segunda instancia para 
dictar y ejecutar medidas en casos especiales, puede llegar a 
promover una respuesta más rápida y efectiva a situaciones 
que requieren protección urgente, minimizando el riesgo de 
daños irreparables a las partes vulnerables mientras continúa 
el proceso de apelación. 

4.- Flexibilidad procesal: Esta disposición ofrece una 
estructura procesal flexible que se adapta a la naturaleza 
y urgencia de diferentes tipos de casos, asegurando que las 
medidas necesarias para proteger los derechos e intereses de 
las partes puedan ser implementadas de manera efectiva en la 
segunda instancia. 

Este punto delinea un enfoque equilibrado que pretende 
preservar la continuidad y eficiencia en la administración 
de justicia, al tiempo que proporciona consideraciones 
especiales para la protección de los derechos en casos de 
mayor vulnerabilidad, dando la competencia para la emisión 
de medidas cautelares a la autoridad de segunda instancia. 


IV.- Procedimientos en caso de urgencia 


Este punto establece un procedimiento especial para 
situaciones de urgencia relacionadas con providencias 
precautorias, medidas cautelares o medidas provisionales. 
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En estas circunstancias, la autoridad jurisdiccional del 
lugar donde se encuentren la persona o el bien objeto de la 
providencia tiene la capacidad de emitir dichas medidas. 
Una vez ejecutadas, las actuaciones deben ser remitidas 
a la autoridad jurisdiccional competente que conoce del 
procedimiento principal. Este enfoque se adopta para 
garantizar una respuesta rápida y efectiva en situaciones que 
requieren intervención inmediata para proteger derechos o 
bienes en riesgo. 

Este punto es significativo por varias razones: 

l.- Respuesta rápida en situaciones de urgencia: 
Permite una actuación judicial inmediata en casos donde la 
demora podría resultar en daños irreparables o en la pérdida 
de evidencia crucial, asegurando que se tomen medidas 
protectoras sin mayor tardanza. 

2.- Flexibilidad jurisdiccional: Ofrece flexibilidad al 
sistema judicial, permitiendo que las autoridades locales 
actúen rápidamente en casos urgentes, incluso si el asunto 
O, principal está siendo conocido por otra jurisdicción. Esto es 
particularmente relevante en casos donde la ejecución de la 
medida no puede esperar el trámite de remisión al tribunal 
principal. 

3.- Protección efectiva de los interesados: Este 
mecanismo está diseñado para proteger de manera efectiva 
los intereses de las partes involucradas, especialmente en 
situaciones donde el tiempo es un factor crítico para la 
salvaguarda de derechos o bienes. 


reparatorios a juicio 


Medios 
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4.- Adaptabilidad a diversas circunstancias: Este punto 
reconoce la variedad de situaciones que pueden surgir 
durante el litigio, así como la necesidad de un sistema que 
pueda adaptarse para proporcionar protección inmediata, sin 
importar la jurisdicción original del caso. 

5.- Criterio de competencia excepcional: Este 
mecanismo introduce un criterio de competencia excepcional 
basado en la urgencia y la necesidad de protección, en 
contraposición a los criterios ordinarios basados en la 
materia, la cuantía o el territorio. 

Por lo tanto, se pretende brindar un mecanismo esencial 
para la protección urgente de derechos e intereses en el marco 
judicial, permitiendo intervenciones rápidas en cualquier 
lugar donde sea necesario, seguido de una integración 
cuidadosa de estas acciones en el proceso principal, para 
asegurar un tratamiento coherente y completo del caso. 


V.- Remisión post-ejecución a la autoridad competente 


En este punto, se detalla el procedimiento a seguir 
una vez que se han implementado medidas necesarias para 
preservar la materia del juicio. Este procedimiento dicta que, 
después de la ejecución de tales medidas por la autoridad 
jurisdiccional del lugar donde se encuentre la persona o el 
bien objeto de la providencia, las actuaciones relacionadas 
deben ser enviadas a la autoridad jurisdiccional que conozca 
el procedimiento principal. 

Este punto cumple con propósitos clave: 
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1.- Integración y coherencia del proceso: Asegura que 
las medidas tomadas en situaciones urgentes se integren 
adecuadamente en el expediente del procedimiento principal. 
Esto garantiza que todas las decisiones y acciones estén 
centralizadas, facilitando una visión integral del caso para la 
autoridad principal. 

2.- Revisión y confirmación de acciones: Al remitir las 
actuaciones a la autoridad competente del procedimiento 
principal, se proporciona una oportunidad para revisar y, 
si es necesario, ajustar las medidas tomadas en el contexto 
de urgencia. Esto refuerza la seguridad jurídica y la justicia 
del proceso, asegurando que las medidas urgentes sean 
adecuadas. 

3.- Eficiencia y eficacia judicial: Este mecanismo 
promueve la eficiencia y eficacia del sistema judicial, 
permitiendo respuestas rápidas en situaciones de urgencia, 
mientras se mantiene el control y supervisión del proceso por 
parte de la autoridad principal. 

4.- Protección de los derechos: La remisión asegura 
que las medidas de urgencia se consideren dentro del marco 
general del litigio, protegiendo los derechos de todas las 
partes involucradas y manteniendo la equidad del proceso. 

Este procedimiento destaca la importancia sobre cómo 
actuar cuando se requieren acciones inmediatas y urgentes, 
asegurando que tales medidas se incorporen adecuadamente 
en el curso general del litigio, bajo la revisión de la autoridad 
competente. 
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Medios preparatorios a juicio 
Artículo 378. Los medios preparatorios a juicio ejecutivo 
tienen por objeto que una persona presunta deudora 


comparezca ante la autoridad jurisdiccional para 
reconocer el contenido de un documento o la firma de 
este, así como por solicitud de la persona acreedora y 
sobre una obligación cierta, liquida y exigible. 


Objeto de los medios preparatorios a juicio 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


preparatorios a juicio ejecutivo juegan un papel crucial 

al establecer las bases para un proceso eficiente y 
justo. El artículo 378 define los objetivos y las condiciones 
bajo las cuales estos medios pueden ser utilizados. Este 
artículo desglosa y explica las disposiciones contenidas en 
dicho artículo, resaltando su importancia para acreedores y 
deudores. 


E el ámbito del derecho procesal civil, los medios 


I.- Reconocimiento de documento o firma por el presunto 
deudor 


La ley establece que “(...) Los medios preparatorios a 
juicio ejecutivo tienen por objeto que una persona presunta 
deudora comparezca ante la autoridad jurisdiccional para 
reconocer el contenido de un documento o la firma de este 


Cae 
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Esta disposición estipula que uno de los principales 
objetivos de los medios preparatorios a juicio ejecutivo 
es asegurar que una persona que se presume deudora 
comparezca ante una autoridad jurisdiccional. Durante 
esta comparecencia, el presunto deudor debe reconocer 
formalmente el contenido de un documento o la autenticidad 
de su firma. 

Los medios preparatorios son actuaciones que preparan 
la integración de un juicio, el cual no es posible iniciar 
sin previamente dichas medidas. Para iniciar el trámite, 
la obligación debe ser cierta, liquida y exigible, para que 
comparezca una persona presunta deudora ante la autoridad 
jurisdiccional para reconocer 1).- El contenido de un 
documento o 2).- La firma. 

Así, el propósito evidente de la ley son precisamente 
la regulación de estos medios preparatorios, donde el 
protagonista es una persona que se considera O se asume 
que tiene una deuda, pero que aún no ha sido confirmada 
oficialmente. El artículo estipula que la persona debe 
presentarse ante el juez, con el fin de reconocer el contenido 
de un documento o la firma del deudor. Se espera que este 
admita que el documento en cuestión contiene información 
correcta, o que la firma presente en él es auténtica, tratando 
así de asegurarse que la deuda reclamada tiene una base 
legítima, con el fin último de evitar futuras disputas sobre la 
autenticidad de las pruebas durante el juicio ejecutivo. 
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H.- Solicitud del acreedor y características de la 
obligación 


Continúa la ley: “(...) Así como por solicitud de la 
persona acreedora y sobre una obligación cierta, líquida y 
exigible (...).” 

Además de lograr que el presunto deudor reconozca el 
contenido de un documento o su firma, el artículo permite que 
los medios preparatorios a juicio ejecutivo sean solicitados 
por el acreedor. También especifica que la obligación debe 
ser cierta, líquida y exigible. 

Por obligación cierta se debe entender que la deuda 
debe ser indudable en cuanto a su existencia. Una obligación 
líquida es aquella que está determinada en cuanto a su 
cantidad, con claridad y precisión, y la exigibilidad consiste 
en que en el momento de la solicitud, es decir, el plazo para 
su cumplimiento, ya ha vencido. 

El propósito de este punto es asegurar que el acreedor 
pueda utilizar los medios preparatorios a juicio ejecutivo para 
fortalecer su posición antes de iniciar el proceso. Al confirmar 
que la obligación es cierta, líquida y exigible, se garantiza 
que la reclamación del acreedor se basa en una deuda clara y 
actualmente exigible, facilitando un proceso más eficiente y 
con menores posibilidades de disputa sobre la legitimidad de 
la obligación reclamada. 

Así, se pretende proporcionar un marco legal claro para 
los medios preparatorios a juicio ejecutivo, estableciendo 
mecanismos que aseguren la autenticidad de las 
reclamaciones de deuda, y que faciliten un proceso más ágil. 
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Artículo 379. La solicitud deberá formularse por escrito 
ante la autoridad jurisdiccional competente y contendrá 
al menos lo siguiente: 

I. Nombre, domicilio y dirección electrónica de quien 
promueve; 


MK. Nombre y domicilio de la persona presunta 
deudora; 

TIT. Los hechos en que funde su solicitud, y 

IV. La firma autógrafa o electrónica de quien 
promueve 


Requisitos de la solicitud de medios 
preparatorios a juicio 
Comentarios 


Juez Lic. Berónica Elías Juárez 


n el ámbito del derecho procesal civil, los medios 
E src a juicio son mecanismos fundamentales 

que permiten preparar y asegurar los elementos 
necesarios antes de iniciar un proceso. El artículo establece 
los requisitos que debe cumplir la solicitud de estos medios, 
asegurando que se presente de manera formal y contenga la 
información esencial para su evaluación y procesamiento. 


I.- Formato y contenido mínimo de la solicitud 


La ley establece que “(...) La solicitud deberá 
formularse por escrito ante la autoridad jurisdiccional 
competente y contendrá al menos lo siguiente (...).” 
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Esta disposición establece que la solicitud para los 
medios preparatorios a juicio ejecutivo debe presentarse de 
manera específica y contener ciertos elementos esenciales. 

Dentro de los elementos esenciales, figura que la 
solicitud deberá formularse por escrito, ante la autoridad 
jurisdiccional competente, es decir, ante el juez que tiene la 
autoridad y jurisdicción para conocer del asunto. 

El propósito de este punto es establecer una norma clara 
sobre cómo debe presentarse la solicitud y qué debe contener, 
ayudando a estandarizar y formalizar el proceso, facilitando 
la labor de la autoridad jurisdiccional. 


N.- Información del promovente 


La fracción I establece que el primer requisito es 
el nombre, domicilio y dirección electrónica de quien 
promueve. 

Esta disposición establece que la solicitud debe incluir 
datos específicos, el promovente, tales como el nombre, 
es decir, realizar la identificación formal del promovente, 
el domicilio, que es la dirección física del promovente, 
necesaria para cualquier notificación oficial, la dirección 
electrónica, consistente en un correo electrónico del 
promovente para facilitar la comunicación y el envío de 
notificaciones electrónicas. 

Todo lo anterior es en aras de garantizar que la 
autoridad jurisdiccional tenga toda la información necesaria 
para identificar y contactar al promovente, facilitando la 
comunicación y notificación oficial. 
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TIL- Información del presunto deudor 


La fracción segunda del artículo estipula que también se 
deberá de dar el nombre y domicilio de la persona presunta 
deudora. 

La solicitud debe incluir datos específicos sobre la 
persona que se presume deudora, tales como el nombre y el 
domicilio. 

Lo anterior tiene como propósito asegurar que la 
autoridad jurisdiccional tenga toda la información necesaria 
para identificar y contactar al presunto deudor de manera 
efectiva y eficiente, garantizando una notificación adecuada 
y precisa. 


TV.- Fundamentación de la solicitud 


La ley, de manera literal, establece en su fracción III: 
“(...) Los hechos en que funde su solicitud (...).” 

Esta disposición establece que la solicitud debe 
incluir una descripción detallada de los hechos en los 
que el promovente basa su solicitud. El término Hechos 
se debe entender como la narración clara y precisa de 
los acontecimientos fácticos que motivan la solicitud, 
proporcionando suficiente contexto y detalles para que la 
autoridad jurisdiccional entienda las razones detrás de la 
solicitud. 
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El propósito es asegurar que la solicitud esté 
debidamente fundamentada, es decir, que no se partan de 
supuestos inverosímiles o imaginarios, y que la autoridad 
jurisdiccional tenga toda la información necesaria para 
evaluar la validez y pertinencia de la solicitud. 


V.- Autenticidad de la solicitud 


La última fracción regula que también se deberá incluir 
“(...) La firma autógrafa o electrónica de quien promueve 
(00 

El código establece que la solicitud debe incluir 
la firma del promovente, la cual puede ser autógrafa o 
electrónica. Hay que tomar en cuenta que la firma valida y 
legitima la solicitud, indicando que el promovente asume 
la responsabilidad de su contenido y la veracidad de la 
información proporcionada. 

Lo anterior, tiene como finalidad garantizar la 
autenticidad y validez de la solicitud presentada, asegurando 
que el promovente reconoce y se responsabiliza por 
la información y los hechos expuestos en la solicitud, 
cumpliendo con los requisitos legales establecidos. 

Por lo tanto, es evidente que el artículo 379 proporciona 
un marco legal claro para la presentación de solicitudes de 
medios preparatorios a juicio ejecutivo. Al establecer los 
requisitos mínimos que deben cumplir estas solicitudes, 
el artículo asegura que se presenten de manera formal, 
contengan la información esencial y faciliten el trabajo de la 
autoridad jurisdiccional. 


858 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


De los actos prejudiciales en materia civil 
Comentarios preliminares 


Ma. Isabel Gómez Hernández 


os actos prejudiciales, así llamados por el nuevo 

código de procedimientos civiles y familiares, están 

contenidos en el libro tercero. En este apartado, donde 
se constituye en su parte medular la justicia civil, se regulan 
alrededor de trece procedimientos, con reglas generales, los 
cuales se clasifican en: 

Medios preparatorios del juicio en general, en los que 
se establecen las reglas generales, así como los medios 
preparatorios del juicio ejecutivo civil y la preparación del 
Juicio arbitral, contemplando también en dicho apartado las 
preliminares de la consignación. 

De las medidas cautelares en materia civil, en donde 
se contienen las providencias precautorias y medias de 
aseguramiento. 
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Medios preparatorios del juicio en general 


En estas medidas se aborda la etapa escrita de medios 
preparatorios al juicio en general, así como en el juicio 
ejecutivo civil y el juicio arbitral, contando con un plazo de 
cinco días para llevar a cabo la diligencia correspondiente. En 
el apartado se debe destacar la posibilidad de video grabar las 
constancias, evitando la reproducción escrita, para cumplir 
con disposiciones constitucionales. 

Los medios preparatorios tienen por objeto que una 
persona se allegue de aquellos elementos que estime 
necesarios para ejercitar una acción o hacer valer un derecho 
o excepción dentro de un procedimiento jurisdiccional, y 
únicamente serán aplicables los principios del juicio oral y 
sus reglas probatorias durante las audiencias. 


Requisitos de la demanda 


Respecto a los requisitos de la solicitud de medida, se 
resalta como parte novedosa la obligación del promovente 
de la medida de señalar la dirección electrónica para recibir 
notificaciones, que en la misma se ofrezcan las pruebas para 
acreditar la pertinencia de la solicitud, además de que la 
firma no solo puede ser autógrafa, si no también electrónica, 
de donde se puede entender que la demanda podrá ser 
presentada en línea, no siendo necesario acudir a la oficialía 
de partes a realizar la presentación física de la demanda, 
quedando facultado el juzgador para realizar las diligencias 
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tendientes a cerciorarse sobre la personalidad y legitimación 
de quien promueve, así como la necesidad o pertinencia de 
los solicitado. 

De igual manera, se implementa un recurso nuevo, que 
es el de queja, mismo que debe interponerse para el caso en 
que se niegue la medida, en el caso de los preparatorios a 
juicio en general. 


Trámite 


Una vez que la autoridad jurisdiccional admita la 
solicitud y conceda la práctica de las diligencias preparatorias, 
se citará a la persona de quien se requiera la declaración o 
la exhibición de los documentos o bienes, informándosele la 
naturaleza del procedimiento y el contenido de la solicitud, 
para que dentro del plazo de cinco días se lleve a cabo la 
audiencia respectiva o la práctica de la diligencia a que haya 
lugar. 

El solicitante deberá presentar la demanda 
correspondiente dentro de los cinco días siguientes a partir 
de que se efectúo la exhibición, o dentro de los cinco días 
siguientes a partir de que judicialmente conste que aquella 
no pudo efectuarse, lo cual interrumpirá la prescripción de 
la acción, siendo esto similar a lo establecido en diversas 
legislaciones. 

La demanda principal se engrosará y tramitará con el 
mismo número de expediente con el que se radicó el medio 
preparatorio. 


861 


10S preparatorios a juicio 


Med 


10S preparatorios a juicio 


Med 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Enseguida, la autoridad jurisdiccional podrá usar los 
medios de apremio previstos en el código para hacer cumplir 
sus determinaciones, agregándose también que la persona 
rebelde responderá de los daños y perjuicios que cause. 
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Libro Tercero 
De la Justicia Civil 
Título Primero 
De los Actos Prejudiciales en Materia Civil 
Capítulo I 
De los Medios Preparatorios del Juicio en General 
Sección Primera 
Disposiciones Generales 


Artículo 367. El juicio podrá prepararse: 

IL Pidiendo información a través de declaración o 
interrogatorio bajo protesta, a la persona que se pretenda 
demandar, acerca de un hecho relativo a su personalidad, 
negocios, la calidad de su posesión o tenencia de bienes; 
H1. Pidiendo la exhibición del bien mueble que haya de ser 


objeto de la acción real que se trate de entablar; 

III. Pidiendo la persona legataria o cualquier otra que 
tenga el derecho de elegir uno o más bienes entre varios, 
su exhibición; 

IV. Pidiendo la persona que se crea heredera, o coheredera 
o legataria, la exhibición de un testamento; 

V. Pidiendo la persona compradora a la vendedora, o 
la vendedora a la compradora, en el caso de evicción, la 
exhibición de títulos u otros documentos que se refieran a 
los bienes vendidos; 

VL Pidiendo a una persona socia o comunera la 
presentación de los documentos y cuentas de la sociedad 
o comunidad, a una persona socia o copropietaria que los 
tenga en su poder; 
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VIL Pidiendo el examen de personas testigos, cuando se 
trate de personas mayores o se hallen en peligro inminente 
de perder la vida, o próximas a ausentarse a un lugar con 
el cual sean tardías o difíciles las comunicaciones y no 
pueda deducirse aún la acción, por depender su ejercicio 
de un plazo o de una condición que no se haya cumplido 
todavía; 

VII Pidiendo el examen de personas testigos para 
probar alguna excepción, siempre que la prueba sea 
indispensable y las personas testigos se hallen en alguno 
de los casos señalados en la fracción anterior; 

IX. Pidiendo el examen de personas testigos u otras 
declaraciones que se requieran en un procedimiento 
extranjero; 

X. Cuando pida la exhibición de un protocolo o de 
cualquier otro documento archivado, la diligencia se 
practicará en la oficina del Notario o Notaria Pública; del 
Corredor o Corredora Pública o en la oficina respectiva 
de conformidad con lo dispuesto por la legislación Local 
aplicable, sin que, en ningún caso, salgan de ellas los 
documentos originales, y 

XI. Pidiendo la exhibición de instrumentos o documentos 
relativos a la posesión, propiedad y tenencia de bienes 
muebles o inmuebles que se pretenda recuperar; así como 
de actos o hechos jurídicos que puedan ser materia de 
controversia. 

La acción que pueda prepararse conforme a las fracciones 
IT a II y XI, procede contra cualquier persona que tenga 
en su poder los bienes que en ellas se mencionan. 
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Catálogo de medidas de preparación del juicio 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


que se puede preparar un juicio, detallando situaciones 

específicas en las que se puede solicitar información, 
exhibición de bienes, documentos y testimonios necesarios 
para fundamentar una demanda. 


| a ley, en su artículo 367 establece diversas formas en 


Declaración o interrogatorio bajo protesta de decir 
verdad 


Una persona a quien se pretenda demandar puede 
ser requerida para proporcionar información sobre hechos 
relativos a su personalidad, negocios, o la calidad de su 
posesión o tenencia de bienes. Esta información es servirá 
para determinar la capacidad y situación del demandado 
antes de entablar una demanda formal. 


Exhibición de bienes muebles 


Cuando se trato de una acción real, se puede pedir la 
exhibición del bien mueble objeto de la acción. Esta medida 
asegura que el demandante pueda verificar la existencia y 
estado del bien antes de proceder legalmente. 
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Exhibición de bienes para legatarios 


Una persona legataria o cualquier otra con derecho a 
elegir entre varios bienes puede pedir la exhibición de esos 
bienes. Esto facilita la identificación y selección de los bienes 
a los que pueden tener derecho, asegurando que su elección 
sea informada y precisa. 


Exhibición de testamento 


Una persona que se crea heredera, coheredera o legataria 
puede solicitar la exhibición del testamento, sirviendo 
esta medida para conocer los términos del testamento y 
los derechos de los herederos, lo que permitirá preparar 
adecuadamente cualquier acción relacionada con la herencia. 


Exhibición de títulos en caso de evicción 


Ante situaciones de evicción, se puede pedir la 
exhibición de títulos u otros documentos relacionados con 
los bienes vendidos, lo que asegura que las partes puedan 
verificar la legitimidad de la transacción y preparación para 
cualquier posible acción legal. 


Presentación de documentos de sociedades o comunidades 


Una persona socia o comunera puede pedir la 
presentación de documentos y cuentas de la sociedad o 
comunidad a quien los tenga en su poder. Esto garantiza la 
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transparencia, y permite a los socios o comuneros conocer 
el estado financiero y administrativo de la entidad antes de 
tomar acciones legales. 


Examen de testigos en situaciones especiales 


El examen de testigos puede ser solicitado cuando se 
trató de personas mayores, en peligro inminente de perder 
la vida, próximas a ausentarse, o en situaciones donde la 
comunicación sea difícil. Estas disposiciones aseguran que se 
puedan obtener testimonios que podrían no estar disponibles 
en el futuro. 


Testimonios para procedimientos extranjeros 


El artículo permite el examen de testigos, u otras 
declaraciones necesarias para un procedimiento extranjero. 
Esto facilita la cooperación judicial internacional y asegura 
que las pruebas relevantes puedan ser obtenidas para la 
realización de procedimientos fuera del país. 


Exhibición de protocolos y documentos archivados 


La exhibición de protocolos o documentos archivados 
puede ser solicitada, y la diligencia se realizará en la oficina 
correspondiente sin que los documentos originales salgan 
de ella. Esto garantiza la integridad y disponibilidad de los 
documentos importantes para la preparación de una demanda. 
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Exhibición de documentos de posesión o propiedad 


Se puede pedir la exhibición de documentos relacionados 
con la posesión, propiedad y tenencia de bienes muebles o 
inmuebles que se pretendan recuperar, así como de actos o 
hechos jurídicos que puedan ser materia de controversia. 
Esta disposición asegura que el demandante tenga acceso a la 
información necesaria para fundamentar su demanda. 


Aplicabilidad 


La acción para preparar el juicio conforme a las 
fracciones I a IMl y XI del artículo en comento procede 
contra cualquier persona que tenga en su poder los bienes 
mencionados, lo que asegura que la preparación del juicio 
pueda realizarse de manera efectiva, independientemente de 
quién tenga la posesión de los bienes. 


Conclusión 


El artículo 367 proporciona un marco para la preparación 
de juicios, asegurando que los demandantes puedan obtener 
la información y documentación necesarias para fundamentar 
sus demandas. 
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Artículo 368. Los medios preparatorios tienen por objeto 
que una persona se allegue de aquellos elementos que 
estime necesarios para ejercitar una acción o hacer valer 


un derecho o excepción, dentro de un procedimiento 
jurisdiccional. 


Fin de los medios preparatorios 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley establece el propósito de los medios preparatorios 

en el contexto de un procedimiento jurisdiccional. 

Estos medios están diseñados para proporcionar a una 
persona los elementos necesarios para ejercitar una acción, 
hacer valer un derecho o plantear una excepción. 


Propósito de los medios preparatorios 


Los medios preparatorios tienen como objetivo principal 
permitir que una persona obtenga los elementos necesarios 
para fundamentar adecuadamente su posición dentro de 
un procedimiento jurisdiccional. Esto incluye recopilar 
información, obtener documentos y reunir pruebas que serán 
esenciales para: 


Ejercitar una acción 


Cuando una persona desea iniciar un proceso, los 
medios preparatorios le permitirán reunir toda la información 
y evidencia necesarias para presentar su demanda de manera 
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fundamentada. Estos preparativos aseguran que la demanda 
esté bien sustentada para que la persona tenga una base sólida 
para proceder legalmente. 


Hacer valer un derecho 


A lo largo de un procedimiento judicial, es posible que 
una persona necesite hacer valer un derecho específico. Los 
medios preparatorios permitirán recopilar la información y 
las pruebas necesarias para demostrar la existencia y validez 
de ese derecho. La recopilación adecuada de estos elementos 
es importante para garantizar que los derechos de la persona 
sean reconocidos y protegidos por la autoridad jurisdiccional. 


Plantear una excepción 


Bajo algunas circunstancias, una persona puede necesitar 
plantear una excepción como respuesta a una demanda en 
su contra. Los medios preparatorios le permitirán recopilar 
la información y las pruebas necesarias para sustentar la 
excepción planteada. Lo que asegura que la persona pueda 
defenderse adecuadamente y plantear su excepción de manera 
efectiva dentro del procedimiento. 


Conclusión 


La norma comentada pone de relevancia la importancia 
de los medios preparatorios en el contexto de un 
procedimiento jurisdiccional. Al permitir que las personas 
obtengan los elementos necesarios para ejercitar una acción, 
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hacer valer un derecho o plantear una excepción, estos medios 
preparatorios aseguran que las partes puedan participar en el 
proceso. 
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Artículo 369. Estos procedimientos se tramitarán de 
forma escrita y únicamente serán aplicables los principios 


del juicio oral y sus reglas probatorias, durante las 
audiencias. 


Forma de tramitarse las medidas preparatorias 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley estipula la forma y las condiciones bajo las cuales 
se tramitarán los procedimientos preparatorios. 


Tramitación de los procedimientos preparatorios 


Los procedimientos preparatorios se tramitarán de forma 
escrita. Esto significa que las solicitudes, los documentos y 
las comunicaciones relacionadas con estos procedimientos 
se presentarán y se gestionarán principalmente a través de 
escritos formales. 


Aplicación de los principios del juicio oral 


Aunque los procedimientos preparatorios se tramiten 
de forma escrita, el artículo establece que los principios del 
juicio oral y sus reglas probatorias serán aplicables durante 
las audiencias. Implicando que, una vez que se llegue a la 
fase de audiencia dentro del procedimiento preparatorio, se 
adoptarán las características y beneficios del juicio oral. 
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Reglas probatorias 


Durante las audiencias en los procedimientos 
preparatorios se aplicarán las reglas probatorias del juicio 
oral. Esto significa que la presentación, admisión, valoración 
y desahogo de las pruebas se realizarán conforme a los 
«== principios que rigen los juicios orales, lo que asegura que las 
«»= pruebas sean presentadas y evaluadas de manera coherente 
con el proceso en general, y que las partes tengan la 
oportunidad de cuestionar y refutar las pruebas presentadas 
por la contraparte. 


Conclusión 


La regla comentada establece que los procedimientos 
preparatorios se tramitarán de forma escrita, pero aplicarán 
los principios del juicio oral y sus reglas probatorias 
durante las audiencias, haciendo un híbrido entre el sistema 
tradicional y el nuevo proceso civil. 
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Sección Cuarta 
De las Preliminares de la Consignación 
Artículo 391. Si la persona acreedora rehusare, sin justa 
causa recibir la prestación debida, dar el documento 


justificativo de pago o si fuere persona incierta o no 
tenga la habilidad o facultad jurídica de recibir pagos, 
la deudora podrá librarse de la obligación, mediante el 
ofrecimiento judicial de pago, seguido de consignación. 


Ofrecimiento y consignación de pago 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a ley establece el procedimiento que debe seguir una 
persona deudora para liberarse de una obligación de 


pago cuando la persona acreedora se rehúse a recibir 
el pago, no pueda ser identificada, o no tenga la capacidad 
jurídica para recibirlo. Este procedimiento implica el 
ofrecimiento judicial de pago y la consignación del mismo. 


Rehusamiento sin justa causa del acreedor 


La disposición contempla que, en situaciones donde 
la persona acreedora se rehúsa, sin una causa justificada, 
a recibir la prestación debida o a emitir el documento 
justificativo de pago, la persona deudora tiene un recurso 
legal para liberarse de su obligación. Este escenario 
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asegura que la persona deudora no se vea perjudicada por 
la negativa injustificada de la persona acreedora a aceptar el 
cumplimiento de la obligación. 


Incertidumbre o incapacidad del acreedor 


El artículo también aborda los casos en donde la persona 
acreedora es incierta, lo que significa que no puede ser 
identificada, o no tiene la habilidad o facultad jurídica para 
recibir el pago. Esto puede ocurrir en situaciones donde el 
acreedor sea desconocido, fallecido sin herederos conocidos, 
o legalmente incapacitado para recibir pagos debido a 
restricciones judiciales o legales. 


Procedimiento 


La actuación analizada implica que la persona deudora 
debe presentar una solicitud ante la autoridad judicial, 
detallando las circunstancias que impidan el cumplimiento 
directo de la obligación, así como su intención de consignar 
el pago. La autoridad judicial revisará el caso y, si considera 
justificada la solicitud, ordenará la consignación del pago. 
Una vez realizado el depósito, la persona deudora quedará 
liberada de su obligación, y la persona acreedora podrá 
reclamar el pago en cualquier momento. 


Conclusión 


Simili modo, el artículo 391 establece que, si la persona 
acreedora se rehúsa, sin justa causa, a recibir el pago, no 
puede ser identificada, o no tiene la capacidad jurídica para 
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recibirlo, la persona deudora puede liberarse de su obligación 
mediante el ofrecimiento judicial de pago seguido de la 
consignación, consolidando la facultad de que las personas 
deudoras puedan cumplir con sus obligaciones incluso 
cuando enfrenten dificultades relacionadas con la aceptación 
del pago por parte de las personas acreedoras. 
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Artículo 392. Si la persona acreedora fuere cierta y 
conocida, se le citará para día, hora y lugar determinados, 
a fin de que reciba o vea depositar el bien debido. Si este 
fuere bien mueble de difícil conducción, la diligencia se 
practicará en el lugar donde se encuentre, siempre que 
esté dentro de la competencia territorial de la autoridad 


jurisdiccional; si estuviere fuera, se le citará y se librará 
el exhorto por escrito o vía correo electrónico o el 
despacho correspondiente a la autoridad jurisdiccional 
del lugar para que en su presencia el acreedor reciba o 
vea depositar el bien debido. 


Citación de acreedor conocido 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


e regula el procedimiento a seguir cuando la persona 

acreedora es cierta y conocida, para asegurar que 

reciba o vea depositar el bien debido. Este artículo 
establece los pasos que deben tomarse para llevar a 
cabo el cumplimiento de la obligación, considerando las 
características del bien debido y la competencia territorial de 
la autoridad jurisdiccional. 


Forma de citar al acreedor 


Si la persona acreedora es cierta y conocida, la autoridad 
jurisdiccional citará al acreedor para un día, hora y lugar 
determinados, con el propósito de asegurarse que la persona 
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acreedora esté presente para recibir el bien debido o para 
presenciar su depósito, lo que se torna fundamental para 
garantizar que el cumplimiento de la obligación se realice de 
manera formal y con la participación del acreedor. 


Depósito del bien debido 


Ante los casos donde el bien debido sea un bien mueble 
de difícil conducción, la diligencia se practicará en el lugar 
donde se encuentre el bien, siempre que esté dentro de 
la competencia territorial de la autoridad jurisdiccional; 
significando que, si el bien no puede ser fácilmente 
transportado, la autoridad judicial realizará la diligencia en el 
lugar donde se encuentre el bien, asegurando que el acreedor 
pueda recibirlo o presenciar su depósito de manera directa. 


Competencia territorial y exhorto 


Si el bien debido se encuentra fuera de la competencia 
territorial de la autoridad jurisdiccional, se citará al acreedor 
y se librará el exhorto correspondiente. El exhorto podrá 
enviarse por escrito, correo electrónico o mediante un 
despacho, asegurando la cooperación entre diferentes 
jurisdicciones para cumplir con la obligación. 


Conclusión 


Concluyendo, el artículo 392 establece que, cuando 
la persona acreedora es cierta y conocida, se le citará para 
recibir o ver depositar el bien debido en un lugar, día y hora 
determinados. Si el bien es de dificil conducción, la diligencia 
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se practicará en el lugar donde se encuentra el bien, dentro de 
la competencia territorial de la autoridad jurisdiccional. Si el 
bien está fuera de esta competencia, se enviará un exhorto a 
la autoridad jurisdiccional correspondiente. Todo lo anterior 
asevera que el cumplimiento de la obligación se realice de 
manera formal y efectiva, con la participación del acreedor, y 
garantiza la cooperación entre diferentes jurisdicciones para 
llevar a cabo la diligencia. 
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Artículo 393. Si se tratare de valores, alhajas o muebles 
de fácil conducción, la consignación se hará mediante 
entrega directa, o bien si fuese dinero, exhibiendo el 


certificado de depósito expedido por instituciones de 
crédito autorizadas, ante la autoridad jurisdiccional o 
área de apoyo judicial respectiva para tal efecto en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial competente. 


Consignación de valores, alhajas y 
muebles de fácil conducción 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a regla especifica el procedimiento para la 
consignación de valores, alhajas, muebles de fácil 
conducción o dinero, ante la autoridad jurisdiccional 
o el área de apoyo judicial respectiva. Este artículo detalla 
cómo debe realizarse la entrega o consignación de estos tipos 
de bienes para asegurar el cumplimiento de una obligación de 


pago. 
Forma de hacerse la consignación 


Cuando se trate de valores, alhajas o muebles que 
son fáciles de transportar, la consignación debe hacerse 
mediante entrega directa. Esto significa que estos bienes 
deben ser llevados y entregados directamente a la autoridad 
jurisdiccional o al área de apoyo judicial designada para 
este propósito según lo establecido en la Ley Orgánica del 
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Poder Judicial competente. La entrega directa asegura que los 
bienes sean recibidos y almacenados adecuadamente por las 
autoridades correspondientes. 


Consignación de dinero 


Si la obligación de pago consiste en dinero, la 
consignación se realizará mediante la exhibición de un 
certificado de depósito. Este certificado debe ser expedido por 
instituciones de crédito autorizadas, lo que garantiza que el 
dinero ha sido depositado en una entidad financiera reconocida 
y segura. La exhibición del certificado de depósito ante la 
autoridad jurisdiccional o el área de apoyo judicial respectiva 
sirve como prueba del cumplimiento de la obligación de pago. 


Conclusión 


Para sintetizar, el artículo 393 establece que, en el 
caso de valores, alhajas y muebles de fácil conducción, la 
consignación se realizará mediante entrega directa ante la 
autoridad jurisdiccional o el área de apoyo judicial respectiva. 
Si se trata de dinero, la consignación se efectuará mediante 
la exhibición de un certificado de depósito expedido por 
instituciones de crédito autorizadas. Esta disposición afianza 
que los bienes y dinero sean consignados de manera formal y 
segura, cumpliendo con las obligaciones de pago. 
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Artículo 394. Si la consignación fuere de inmuebles, se 
citará al acreedor para que dentro del plazo de tres días 
manifieste lo que a su derecho corresponda y, en su caso, 
comparezca a recibir la posesión del inmueble relativo. 
Para ello, es necesaria la aprobación de la consignación 


por parte de la autoridad jurisdiccional, a fin de que la 
misma surta efectos, pudiendo también, en su momento, 
ordenar que se entregue al acreedor la posesión del bien, 
lo cual determinará con base en las circunstancias que 
resulten de las diligencias que se practiquen. 


Consignación de bienes inmuebles 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma 394 regula el procedimiento para la 
consignación de inmuebles, detallando los pasos 


a seguir para que dicha consignación surta efectos 
legales y el acreedor pueda recibir la posesión del bien 
inmueble. 


Citación al acreedor 


Cuando se trata de la consignación de inmuebles, la 
autoridad jurisdiccional citará al acreedor para que, dentro 
de un plazo de tres días, manifieste lo que a su derecho 
corresponda. Este plazo permite al acreedor expresar 
cualquier objeción o aceptar la consignación y, en su caso, 
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comparecer para recibir la posesión del inmueble. La citación 
es esencial para garantizar que el acreedor esté informado y 
tenga la oportunidad de participar en el proceso. 


Aprobación de la consignación 


Para que la consignación de un inmueble surta efectos 
legales, es necesaria la aprobación por parte de la autoridad 
jurisdiccional, lo que implica una revisión y validación 
del proceso de consignación, asegurando que se haya 
cumplido con todos los requisitos legales, y que no existen 
irregularidades que puedan afectar la legitimidad de la 
entrega del inmueble. 


Entrega de la posesión del inmueble 


La autoridad jurisdiccional puede ordenar la entrega de 
la posesión del inmueble al acreedor. Esta determinación se 
basará en las circunstancias de las diligencias practicadas. 


Conclusión 


Concluyendo, el artículo 394 establece que, en el caso 
de consignación de inmuebles, se citará al acreedor para que 
dentro de un plazo de tres días manifieste lo que a su derecho 
corresponda y comparezca a recibir la posesión del inmueble. 
La consignación deberá ser aprobada por la autoridad 
jurisdiccional para que surta efectos legales, y esta autoridad 
podrá ordenar la entrega de la posesión del inmueble al 
acreedor basándose en las circunstancias de las diligencias 
practicadas. 
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Artículo 397. Si el bien debido fuese cierto y determinado, 
que debiera ser consignado en el lugar en donde se 
encuentre, y la persona acreedora no lo retirara ni lo 


transportara, la deudora puede obtener autorización de 
la autoridad jurisdiccional para depositarlo en otro lugar 
adecuado y bajo su responsabilidad. 


Cambio de lugar de depósito 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a normatividad establece el procedimiento a seguir 

cuando el bien debido es cierto y determinado, y debe 

ser consignado en el lugar donde se encuentra. En caso 

de que la persona acreedora no retire ni transporte el bien, la 

persona deudora puede solicitar autorización de la autoridad 

jurisdiccional para depositarlo en otro lugar adecuado, bajo 
su responsabilidad. 


Autorización para cambio de lugar de depósito 


Si la persona acreedora no cumple con la obligación de 
retirar o transportar el bien, la persona deudora tiene la opción 
de solicitar la autorización del juez para depositar el bien en 
otro lugar que se estime sea el adecuado. Esta solicitud debe 
estar justificada, y la autoridad jurisdiccional evaluará la 
viabilidad de autorizar el cambio de lugar de depósito. 
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Responsabilidad del deudor 


Una vez obtenida la autorización, la persona deudora es 
responsable de asegurar que el nuevo lugar de depósito sea 
adecuado para el bien, lo que incluye garantizar la integridad 
y seguridad del bien consignado hasta que la persona 
acreedora lo recoja. 


Conclusión 


10S preparatorios a juicio 


Definitivamente, el artículo 397 establece que si el 
bien debido es cierto y determinado y debe ser consignado 
en el lugar donde se encuentra, pero la persona acreedora no 
lo retira ni lo transporta, la persona deudora puede solicitar 
autorización de la autoridad jurisdiccional para depositarlo 
en otro lugar adecuado bajo su responsabilidad, y con ello 
se afianza que el deudor pueda cumplir con su obligación de 
consignación, incluso si la persona acreedora no actúa para 
recibir el bien. 


Med 
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Artículo 398. Cuando la persona acreedora no 
haya estado presente en el ofrecimiento y depósito del 
bien debido, debe ser notificada personalmente de esas 


diligencias, entregándosele copia simple de ellas, si las 
pidiere, conforme a las formalidades establecidas en el 
presente Código Nacional. 


Diligencia de consignación en 
ausencia del acreedor 
Comentarios 


Juez Dr. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a cláusula 398 establece el procedimiento para 
notificar a la persona acreedora cuando no ha estado 


presente en el ofrecimiento y depósito del bien 
debido. Este artículo garantiza que el acreedor sea informado 
adecuadamente sobre estas diligencias y tenga acceso a la 
documentación relacionada. 


Notificación personal 


Cuando la persona acreedora no ha estado presente en el 
ofrecimiento y depósito del bien debido, es necesario que sea 
notificada personalmente de estas diligencias, lo que respalda 
que el acreedor tenga conocimiento directo y formal de los 
procedimientos realizados. 
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Entrega de copia de diligencias 


La persona acreedora tiene derecho a solicitar una copia 
simple de las diligencias realizadas durante el ofrecimiento 
y depósito del bien debido. Esta copia debe ser entregada 
conforme a las formalidades establecidas en el capítulo 
VII, libro Il del código, consolidando que el acreedor tenga 
acceso a la información necesaria para comprender y evaluar 
las acciones llevadas a cabo. 


Conclusión 


Sintetizando, el artículo 398 establece que, cuando la 
persona acreedora no ha estado presente en el ofrecimiento y 
depósito del bien debido, debe ser notificada personalmente 
de estas diligencias. Además, el acreedor tiene derecho 
a solicitar y recibir una copia simple de las diligencias 
realizadas, siguiendo las formalidades establecidas en el 
código. Esta disposición tiene como finalidad el que la 
persona acreedora esté adecuadamente informada y tenga 
acceso a la documentación necesaria, protegiendo sus 
derechos y facilitando la transparencia en el proceso de 
consignación. 
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Artículo 399. La consignación del dinero puede hacerse 
en el lugar o cuenta bancaria que designe la persona 
acreedora y en su defecto, mediante certificado de 


depósito o cheque certificado, ante el área de apoyo 
judicial, dispuesta para dichos efectos en la Ley Orgánica 
respectiva, Secretaría de Finanzas o Tesorería de cada 
Entidad Federativa. 


Depósito de dinero 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


opciones disponibles para efectuar dicha consignación 

de manera válida y segura. Así, este artículo proporciona 
flexibilidad sobre los métodos aceptados para consignar 
dinero en cumplimiento de una obligación. 


S: regula la consignación de dinero, detallando las 


Consignación en el lugar o cuenta designada por la 
persona acreedora 


La persona deudora puede realizar la consignación 
de dinero en el lugar o en la cuenta bancaria que designe la 
persona acreedora, lo que permite que el acreedor elija la 
forma más conveniente para recibir el dinero, facilitando el 
cumplimiento de la obligación de pago por parte del deudor. 


891 


10S preparatorios a juicio 


Med 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Consignación mediante certificado de depósito o cheque 
certificado 


Ante el supuesto de que la persona acreedora no designe 
un lugar o cuenta bancaria, la consignación del dinero 
puede hacerse mediante un certificado de depósito o cheque 
certificado. Estos métodos deben ser presentados ante el área 
de apoyo judicial dispuesta para tales efectos, conforme a 
lo estipulado en la ley orgánica respectiva, la secretaría de 
finanzas o la tesorería de cada entidad federativa. Así, tanto 
los certificados de depósito como los cheques certificados, 
ofrecen una forma segura y verificable de consignar el dinero, 
proporcionando una prueba tangible del cumplimiento de la 
obligación. 


Conclusión 


Por lo tanto, el artículo 399 establece que la 
consignación de dinero puede hacerse en el lugar o cuenta 
bancaria designada por la persona acreedora. Si el acreedor no 
designa un lugar o cuenta, la consignación puede realizarse a 
través de un certificado de depósito o cheque certificado ante 
la instancia pertinente. 
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Artículo 400. La consignación y el depósito de que hablan 
los artículos anteriores pueden hacerse por conducto 
de Fedatario Público, en este caso la designación de la 
persona depositaria será hecha bajo la responsabilidad de 
la persona deudora. 

La Corredora o el Corredor Público, Notaria o 


Notario Público, en su caso atenderán personalmente la 
diligencia y se limitarán a hacer el ofrecimiento y expedir 
a la persona deudora la certificación respectiva, en la que 
dé fe de los hechos. La tramitación de oposiciones de la 
persona acreedora y declaración de liberación deberá 
hacerse por la autoridad jurisdiccional competente. 


Forma de la consignación ante fedatario 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a legislación regula la consignación y el depósito de 
bienes o dinero a través de un fedatario público. Este 


artículo establece entonces las responsabilidades y 
procedimientos que deben seguirse cuando la consignación 
no se realiza directamente ante la autoridad jurisdiccional, 
sino mediante un corredor o notario público. 
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Consignación a través de fedatario público 


La consignación y el depósito mencionados en los 
artículos anteriores pueden realizarse mediante un fedatario 
público. Si se escoge este camino, la persona deudora será 
responsable de designar al depositario del bien o dinero 
consignado. 


Responsabilidades del fedatario público 


Cualquiera de los fedatarios mencionados que sea 
encargado de la diligencia, debe atenderla personalmente. 
Sus responsabilidades incluyen: 

l. Realizar el ofrecimiento: Debe llevar a cabo el 
ofrecimiento del bien o dinero en nombre de la persona deudora. 

2. Expedir la certificación: Después de realizar el 
ofrecimiento, el fedatario público debe expedir una certificación 
a la persona deudora. Dicho documento debe dar fe de los hechos 
ocurridos durante la diligencia, proporcionando una prueba formal 
y verificable del cumplimiento de la obligación de consignación. 


Tramitación de oposiciones y declaración de liberación 
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Cualquier oposición presentada por la persona acreedora, 
así como la declaración de liberación de la obligación deben 
ser tramitadas ante la autoridad jurisdiccional competente, 
pudiendo el fedatario público llevar a cabo el ofrecimiento 
y expedir la certificación respectiva. Cualquier disputa o 
resolución final sobre la consignación debe ser gestionada 
ante la autoridad judicial. 
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Conclusión 


Concluyendo, el artículo 400 permite la consignación 
y el depósito de bienes o dinero a través de un fedatario 
público, con la obligación por parte del deudor de designar 
a la persona depositaria. El corredor o notario público debe 
atender personalmente la diligencia, realizar el ofrecimiento 
y expedir una certificación que dé fe de los hechos. Además, 
cualquier oposición de la persona acreedora, así como 
la declaración de liberación deben ser tramitadas ante la 
autoridad jurisdiccional competente, proporcionando una 
base sólida para cualquier acción legal posterior. 
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Artículo 403. La persona depositaria que se 
constituya en estas diligencias será designada por la 
autoridad jurisdiccional si con intervención de ella 


se practicaren. Si fueren hechas con intervención de 
Corredor o Corredora Pública, Notaria o Notario Público, 
la designación será bajo la responsabilidad de la deudora. 


Nombramiento de depositario 
Comentarios 


Juez Dra. Ma. Isabel Gómez Hernández 


a norma comentada regula la designación de la 
persona depositaria en el contexto de diligencias 


de consignación de bienes o dinero. Este artículo 
distingue entre las diligencias realizadas con la intervención 
de la autoridad jurisdiccional y aquellas llevadas a cabo por 
un corredor o notario público. 


Designación de la persona depositaria por la autoridad 
jurisdiccional 


Cuando las diligencias de consignación se realicen 
con la intervención de la autoridad jurisdiccional, es esta 
quien tiene la responsabilidad de designar al depositario, 
asegurando que el bien o dinero consignado esté bajo la 
custodia de una entidad o individuo confiable. 
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Designación de la persona depositaria por el deudor con 
intervención de fedatario público 


En los casos en que las diligencias de consignación se 
realicen mediante la intervención de un fedatario público, la 
responsabilidad de designar a la persona depositaria recaerá 
en la persona deudora, significando que el deudor debe elegir 
un depositario adecuado y asumir la responsabilidad de 
garantizar que el bien o dinero consignado esté correctamente 
custodiado. 


Conclusión 


Como punto final, el artículo 403 establece que la 
designación de la persona depositaria en diligencias de 
consignación será hecha por la autoridad jurisdiccional si esta 
interviene en el proceso. Si las diligencias se realizan con la 
intervención de un corredor o notario público, la designación 
de la persona depositaria será responsabilidad del deudor. 
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